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PRÓLOGO 


Caando  no  de  pasada  y  como  peregrinando,  sino 
por  manera  reflexiva,  pensamos  en  el  Derecho  de 
gentes,  parécenos  entrar  en  aquella  selva  obscura  dé 
que  nos  habla  Dante,  donde  la  luz  intelectual,  perdida 
la  diritta  via,  se  entenebrece  súbitamente  y  las  ideas 
de  sociedad,  de  humanidad,  de  honradez,  de  justicia 
y,  sobre  todo,  de  derecho  se  enmarañan  y  con  sus 
contrarias  se  confunden.  En  el  orden  de  las  relacio- 
nes humanas  semeja  un  mundo  en  estado  caótico,  cuya 
imagen  sería  un  mapa  de  contornos  esfumados  por 
densas  pentunbras.  Comparado  con  la  vida  civil  y  po- 
lítica nacional,  todo  resulta,  en  ese  mundo,  inarmóni- 
co, convencional,  descompasado  y  de  una  novedad 
tal  que  más  que  á  lo  extraño  se  parece  á  lo  absurdo. 
Los  individuos,  pocos  en  número,  que  lo  pueblan, 
unos,  de  grandeza  colosal  y  contextura  extravagante, 
como  Rusia,  Inglaterra,  Austria  ó  los  Estados  Unidos 
del  Norte  de  América,  otros,  de  ruin  y  enteca  peque- 
nez, como  Monaco  ó  San  Marino,  no  son  personas,  sino 
aeres  monstruosos,  gigantescas  personas  jurídicas  á 
^es  falsamente  se  conceden  los  atributos  de  la 
^ura  humana  y  de  los  cuales  tienen,  por  extraño 
j,  la  inteligencia  y  apenas  la  voluntad;  porque 
fiterio  del  bien  y  del  mal,  la  conciencia  del 
-    la  libertad  dirigida  por  la  luz  de  la  razón,. 
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les  faltan  por  completo.  Por  eso,  la  conducta  de  los 
Estados  convivientes  se  halla  esmaltada  con  todos  los 
vicios  de  que  aquéllos  son  capaces,  la  perfidia,  la 
mentira,  la  violencia,  la  usurpación,  la  crueldad,  y 
en  cuanto  á  virtudes,  hasta  ahora,  la  Historia  no  ha 
registrado  ninguna;  porque  esos  hermosos  momentos 
que  con  ocasión  de  calamidades  sobrevenidas  en  un 
Estado  se  producen  nxodernamente  en  los  demás,  son 
explosiones  de  la  caridad  universal,  en  que  poca  ó  en 
ninguna  parte  tienen  los  gobiernos. 

No  se  considere  este  juicio  nuestro  especie  de  sen- 
tencia lanzada  airadamente  sobre  las  Naciones;  si  lo 
fuere,  habría  esperanza  de  remedio,  como  la  hay  res- 
pecto á  todos  los  vicios  de  sociedades  políticas  que, 
cual  las  modernas,  se  hallan  saturadas  de  cristianis- 
mo: no  son  éstas  realmente  responsables  de  tanto 
mal,  porque  la  violación  sistemática  de  las  reglas  de 
la  conciencia  universal,  de  que  son  reos  los  Estados, 
viene  siendo  para  ellos,  desde  el  principio  de  la  His- 
toria, y  sólo  Dios  sabe  hasta  cuándo  ló  será,  una  ley 
de  su  naturaleza.  Esa  ley  es  el  egoísmo,  pero  un 
egoísmo  hipotéticamente  racional  y,  por  tanto,  abso- 
luto, obligatorio,  urgente.  El  salus  populi,  tan  discu- 
tible y  peligroso  en  la  vida  nacional,  es  un  dogma  en 
las  relaciones  de  los  pueblos,  sin  descontar  los  sofis- 
mas y  mixtificaciones  de  la  verdad  de  que  él  es  sus- 
ceptible. No  basta  vivir  y  ser  feliz  dentro  de  las  fron- 
teras, y,  para  ello,  defenderlas  á  todo  trance,  que 
esto,  al  cabo,  es  de  rigurosa  justicia;  es  menester 
crecer  más  cada  día,  progresar  sin  tasa  ni  medida 
ni  criterio,  derramar  la  vida  y  la  actividad  sobre  los 
demás,  ora  para  contrarrestar  mejor  la  ambición  aj<*- 
na,  ora  para  satisfacer  esa  lamentable  necesida' 
que  sienten,  por  igual,  el  individuo  y  las  naciones,  i 
mostrar  y  ejercer  su  poderío  en  medio  y  á  costa  ( 
sus  semejantes.  No  hay  que  mirar  los  medios;  el  fi 
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aunque  sea  la  insensata  dominación  universal,  todo 
lo  justifica,  tanto  más  cuanto  que  al  término  de  las 
mayores  iniquidades  se  hallan  el  aplauso  y  la  gloria 
que  la  Historia  aduladora  tributa  siempre  á  los  gran- 
des debeladores.  Tal  es  la  ley  de  todas  las  dominacio- 
nes, así  llegaron  á  poderosos  los  pueblos  que  lo  fue- 
ron. Preguntad  al  Senado  romano  ó  á  Julio  César  por 
qué  prescindieron,  para  domefiar  al  mundo,  de  los 
tres  célebres  preceptos  de  su  derecho,  y  os  respon- 

'  derán  con  la  hipocresía  de  sus  feciales  ó  con  el  tu 
regere  imperio  populas,  Romane  y  memento,  del  más 
grande  de  sus  poetas. 

Ese  es  el  tipo  moral  de  cuantas  Naciones  han  exis- 
tido y  existen.  Lo  que  Virgilio  decía  de  Roma  puede 

¡  aplicarse  á  todas  ellas;  más  ó  menos  dormidas,  según 
las  circunstancias  ó  el  temperamento  de  las  razas,  la 
aspiración  al  poderío  y  la  persuasión  de  su  derecho  á 
procurárselo,  por  cualquier  medio,  están  en  lo  íntimo 
de  su  conciencia,  lo  mismo  en  el  estado  de  paz  que 
en  el  de  guerra. 

;         Si  es  que  la  diferencia  entre  esas  dos  situaciones 

I  jurídicas  existe  realmente  en  el  mundo  de  las  Nacio- 
nes. Se  ha  dicho  que  hasta  muy  entrado  el  siglo  xvn 
la  guerra  fué  el  estado  normal  y  la  paz  el  anormal  y 
de  excepción,  para  llegar  al  cual  se  necesitaba  un 
tratado,  es  decir,  un  acto  reflejo  é  interesado  de  los 
gobiernos.  Pero,  bien  mirado,  esta  situación  continúa 
todavía.  La  paz  que  rige  á  los  individuos  no  es  sólo 
la  ausencia  de  la  fuerza,  sino  el  imperio  en  la  socie- 
dad, de  la  mutua  benevolencia  y  aun  del  amor,  más  ó 
menos  intenso  y  declarado.  No  es  esta,  ciertamente, 

'  paz  internacional  con  la  cual  se  conciliíi  el  egoís- 

de  que  hablábamos  antes,  mostrado  en  no  con- 
bir  el  bien  y  felicidad  del  prójimo,  por  justo  y 
*"a  merecido  que  sean,  sino  en  tanto  en  cuanto  no 

í  mde  próxima  6  remotamente  en  el  propio  perjui- 
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CÍO.  ¿Qué  significan  si  no  la  guerra  de  tarifas  y  tod 
el  orden  fiscal,  la  denuncia  de  los  tratados  de  comer- 
cio y  el  procurarse  á  todo  trance,  sin  excluir  la  pro- 
pia  guerra,  mercados  para  los  productos  iiíicionales? 
Verdad  es  que  esto  no  es  sino  la  necesaria  lucha  por 
la  existencia;  pero  convengamos  en  que  entre  aere 
racionales  lucha  semejante  debe  tener  un  límite 
subordinarse  á  los  dictados  de  la  razón.  Así  acontece 
en  la  sociedad  de  los  hombres,  donde  cabe,  en  punto 
á  derechos  é  intereses,  un  altruismo  ó  generosidad 
que  lleva  á  contentarse  con  una  ganancia  justa  y  á 
veces,  aunque  sea  rara  excepción,  á  dar  entrada  al 
derecho  ajeno  con  perjuicio  del  suyo  propio,  y  donde 
además  están  las  leyes  y  los  tribunales  para  conser- 
var, en  materia  tan  interesante,  el  imperio  de  la  jus- 
ticia. 

Lo  cual  no  cabe  en  la  esfera  internacional.  En  el  es- 
tado actual  de  la  conciencia  pública  y  visto  el  arraigo 
de  sus  convicciones,  el  gobierno  que  procediera  de 
otro  modo,  es  decir,  humanamente,  sería  ealiflcado 
de  insensato  ó  de  traidor  á  la  patria.  Se  llega  aquí 
hasta  á  una  suspicacia  no  justificada  y  por  extrema 
peligrosa;  ¿pues  no  se  discute  en  la  ciencia,  siendo 
Grocio  y  Montesquieu  de  los  que  contestan  afirmati- 
vamente, si,  con  la  mira  de  prevenir  remotos  peügros, 
podrán  los  Estados  oponerse,  hasta  con  la  fuerza,  al 
progreso  y  crecimiento  extraordinario  de  otro,  aun 
legítimamente  adquiridos?  Y  lo  peor  del  caso  es  que 
tal  opinión  no  anda  desprovista  de  fundamento,  por 
ser  cosa  vista  y  probada  que  en  cuanto  llegan  los 
Estados  á  la  cumbre  del  poderío,  se  enseñorea  de  su 
alma  el  demonio  de  la  ambición  y  de  la  conquis 
Testigo  de  mayor  excepción  en  nuestros  días,  el  i: 
perialismo  de  Inglaterra  y  de  los  Estados  Unidos 
Norte  de  América. 

Y  como  prueba  de  que  la  paz  verdadera  no  ha  ex 
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tído  ni  existe  al  presente,  podemos  aducir  esta  frase 
en  que  se  sintetiza  á  maravilla  el  carácter  de  la  vida 
internacional  moderna:  d  estado  de  paz  armada. 

¿A  qué  insistir  sobre  cosa  tan  evidente?  Cabe,  pues, 
asegurar  que  hoy,  en  la  cumbre  de  la  civilización 
histórica,  la  paz  es,  por  lo  menos,  la  preparación  para 
la  guerra,  y  que  ésta,  virtual  ó  positivamente  consi- 
derada, es  el  estado  natural  del  mundo.  Cuanto  á  la 
guerra  propiamente  dicha,  ejercitada  por  medio  de 
las  armas,  sólo  hace  ahora  á  nuestro  propósito  consi- 
derarla como  lógico  producto  de  la  sociedad  interna- 
cional. 

E^  acusan  los  hechos,  fecundados  hasta  ahora 
únicamente  por  el  principio  del  egoísmo  antes  citado, 
harto  deficiente  por  cierto.  Pero  sobre  otros  no  más  só- 
lidos ha  pretendido  la  ambición  apoyar  la  vida  inter- 
nacional. El  equilibrio  político,  principio  de  relativa 
justicia,  bueno  á  falta  de  otro  mejor,  en  que  paladi- 
namente confiesan  los  Estados  su  mutua  desconfianza, 
invocado  todavía  en  1870  por  Napoleón,  le  petit,  para 
declarar  á  Prusia  aquella  guerra  insensata;  la  liber- 
tad de  los  pueblos,  proclamada  por  la  Convención  y 
por  Napoleón  I,  mientras  sacrificaban  en  sus  batallas 
Amas  de  dos  millones  de  ciudadanos;  la  paz  y  todas  las 
virtudes  evangélicas  predicadas,  en  nombre  de  Jesu- 
cristo, por  la  Santa  Alianza,  en  tanto  que  reformaba, 
con  arreglo  á  sus  intereses,  el  mapa  político  de  Eu- 
ropa, é  intervenía  por  la  fuerza  en  otros  Estados  para 
sostener  una  legitimidad  abandonada  por  la  Historia 
y  condenada  por  la  razón;  los  sentimientos  de  huma- 
nidad denigrados  por  los  Estados  Unidos  para  justifi- 
ca! el  robo  desvergonzado  de  las  colonias  españolas; 
to  i  *?a  de  las  nacionalidades,  de  pasajera  cuanto  te- 
nii  3  influencia,  que  empapó  en  sangre  los  campos 
de  '^'^vara,  de  Magenta  y  Solferino,  de  Sadowa  y 
de       4n,  y,  por  último,  el  principio  más  extraño  y 
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sorprendente  de  todos,  á  saber:  la  propia  voluntad  di- 
vina. Los  dioses  del  paganismo,  el  Koran  y  la  cruz 
de  Jesucristo  sirvieron  de  estandarte  en  Ir^  guerra» 
más  crueles,  y  á  su  sombra  batallaron  Josué  y  los 
caudillos  de  Israel;  Mahoma  y  sus  califas;  Urbano  n,^ 
Ricardo  Corazón  de  León  y  San  Luis;  católicos  y  hiK 
gonotes  en  sus  luchas  espantosas;  Hernán  (Cortés 
Legazpi,  y  los  vencedores  y  los  vencidos  en  las  agii 
de  Lepante. 

Hay  más  todavía.  Trascendentales  teorías  se  haa 
imaginado  para  legitimar  la  guerra  que  sólo  eonside^^ 
ramos  aquí  como  síntesis  del  pretendido  derecho  qua; 
rige  las  relaciones  internacionales.  Nada  mnuo^  que 
en  el  derecho  natural,  en  el  de  gentes  y  en  ti  divino, 
positivo  cristiano,  la  funda  el  padre  insigne  del  Der 
cho  internacional.  Pero  la  larga  disquisición  que 
esto  dedica  es  una  serie  de  afirmaciones  sin  priiebl^ 
alguna  convincente;  sobre  todo,  en  cuanto  al  últinii» 
extremo  se  refiere,  en  vano  Grocio  abre  loa  tesoro* 
de  su  erudición,  avalorada  por  su  inteligencia  pene- 
trante, para  sacar  del  sagrado  texto  argunií^ntns  fa* 
vorables  á  su  tesis.  No  hay  que  hablar  del  Antiguir 
Testamento,  donde,  á  espaldas  del  Decálogo,  la  gue-^ 
rra  se  encuentra,  en  todas  sus  páginas,  prescrita^  or^ 
ganizada  y  dirigida,  en  nombre  de  Dios,  por  Josué 
demás  jueces  de  Israel.  Sobre  que  aquel  orden  de  co** 
sas,  llamado  la  Ley  Antigua,  aparece  de  suyo  impera 
fecto  con  relación  al  Evangelio,  los  directores  del 
pueblo  escogido,  desde  Moisés  hasta  David,  no  fueroíJ 
sólo  fundadores  de  religión,  sino  también  jH^líríios, 
legisladores  y  caudillos  de  una  nacionalidad  íj;'ober 
nada,  naturalmente,  con  recursos  y  proceíliiniei] 
humanos.  Que  aquellas  fueron  guerras  defensiva? 
ha  dicho  por  algunos,  para  excusarlas,  y  por  o  ti 
que  Dios,  á  quien  todo  pertenece,  dio  legítimamei 
á  su  pueblo  lo  que  sin  razón  poseían  sus  enemigo?* 
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eual  para  los  católicos;  afortunadamente ,  no  es  un 
dogma. 

Mas  por  lo  que  toca  al  Evangelio,  á  la  Ley  Nueva 
y  perfectísima,  último  testamento  del  fundador  del 
Cristianismo ;  ni  una  palabra  hay  en  aquel  que  á  la 
guerra  se  refiera,  como  tampoco  á  economía  de  go- 
biernos, ni  á  política  de  Estados,  ni  á  nada  de  cuanto 
hoy  entendemos  por  derecho  público;  todo  eso,  por 
secundario,  deducido,  eminentemente  histórico  y  cir- 
cunstancial, lo  encomendó  Jesucristo  á  las  disputas 
de  los  hombres. 

No  asi  en  el  orden  moral  y  religioso,  al  que  dedicó 
su  vida,  su  muerte  y  su  predicación  adorables,  las 
cuales  fueron  como  comentario  del  precepto  funda- 
mental de  su  doctrina,  á  saber:  la  caridad  y  el  amor, 
enseñados  con  variedad  infinita  de  formas  en  todos 
los  momentos  de  su  augusto  magisterio:  amad  á  vues- 
tros enemigos;  haced  bien  á  los  que  os  persiguen  y 
calunmian;  ofreced  la  otra  mejilla  al  que  en  el  rostro 
08  injuriare;  dad  también  la  túnica  al  que  os  pidiere 
la  capa,  donde  toda  violencia  individual  ó  social  se 
ve  explícitamente  anatematizada.  Lo  propio  hace  San 
Pablo,  el  primero  y  más  grande  de  los  teólogos  cris- 
tianog,  que  dando  un  paso  más,  único  que  pod^a  dar 
en  la  materia  sin  reformar  la  doctrina  del  Maestro, 
afirma  el  fundamento  de  las  sociedades  políticas  im- 
poniendo á  los  gobernantes  la  justicia  y  santificando 
^n  los  gobernados  la  obediencia. 

Tal  fué  también  el  común  sentir  de  la  Cristiandad 
en  los  primeros  siglos,  como  lo  acreditan  sus  docto- 
res y  sus  grandes  asambleas,  testigo  de  esto  Grocio, 
llegándose  hasta  á  discutir  si  el  oficio  de  soldado  era 
pe]  aitido  á  los  cristianos,  no  obstante  recomendar  el 
cu  ')l¡míento  de  sus  deberes,  incluso  el  de  rendir  su 
vi(  .,  á  los  que  militaban  en  los  ejércitos  paganos.  Y 
Bí,  lAs  adelante,  los  Papas  intervinieron  en  las  gue- 
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rras  y  los  obispos  en  los  combates,  obra  fué  esto 
las  circunstancias,  de  tiempos  calamitosos,  en  que 
Iglesia  se  vio  obligada  á  entrar  de  lleno  en  la  poUl 
ca  de  Europa,  contagiándose  de  paso  externamei 
con  no  pocas  flaquezas  humanas;  pero  no  lo  tolera^ 
la  doctrina,  que  muchas  veces  fustigó  tales  abi 
por  boca  de  los  Pontífices  y  de  los  Concilios. 

Por  otros  caminos,  no  menos  torcidos,  ha  pretená 
do  la  ciencia  dar  aspecto  de  razón  á  esta  suprema  ¡ 
justicia.  Célebres  son  las  páginas  en  qup  la  varoi 
inteKgencia  de  De  Maistre  ensalza  la  guerra  h^ 
considerarla  cosa  divina  y  ley  providencial  de  la 
toria.  Convenimos  con  él  en  que  es  un  fenómeno 
comprensible,  verdadero  misterio  del  orden  moi 
pero  más  conforme  á  la  razón  parece  dejarla  envu| 
ta  en  sombras  tan  obscuras  que  no  estable  eer,  pi 
explicarla,  una  filosofía  cruel  y  desesperante,  at 
yendo  á  lo  absurdo  caracteres  divinos.  Acaso  ac 
fuerza  dolorosa  convenir  en  que  el  verdugo  es  piec 
angular  del  edificio  social;  pero  no  lo  es  el  suldado^J 
porque  la  necesidad  del  primero  es  absolutu  y  la  de 
segundo  relativa  y  secundaria. 

Por  s\i  parte,  Cousin,  siguiendo  á  Hegel,  deduce 
los  hechos  consumados  cierta  trascendental  ñloaofiá| 
La  victoria,  dice,  denuncia  ima  superioridad  mora 
incontestable  del  ejército  vencedor  relativamente 
vencido;  es  el  triunfo  de  una  raza  más  potente  y 
cunda  para  la  civilización,  y,  por  tanto,  un  paso 
el  camino  del  progreso.  No  lo  negaremos,  que  al  caí 
esto  equivale  á  confesar  la  intervención  de  la  Provi*^ 
dencia  divina  en  las  cosas  humanas,  mas  á  condíeíí 
de  convenir  en  que  semejante  ley  no  soa  pcrpett 
porque  la  civilización  puede  y  debe  emprender  o^ 
rumbos  y  valerse  de  otros  medios  más  humanos  y 
clónales. 

Por  su  parte,  el  ilustre  Taparelli,  coló  can dop* 
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las  alturas  de  la  metafísica  y  de  la  doctrina  católica, 
construye  su  filosofía  del  derecho,  pero,  enamorado 
de  una  concepción  demasiado  sintética,  y  arrastrado 
por  un  rigor  dialéctico,  no  siempre  en  armonía  con  la 
lógica  verdadera,  aplica  sin  reserva  al  internacional 
las  conclusiones  que  del  derecho  nacional  deduce.  Pro- 
poniéndose después,  como  otros  muchos,  organizar  la 
sociedad  de  las  Naciones,  da  á  ésta  la  forma  de  etnar- 
quía  y  enumera  entre  sus  derechos  no  sólo  el  de  inter- 
vención sino  también  el  de  declarar  la  guerra,  cuyos 
orígenes  encuentra  en  el  derecho  penal,  de  una  parte, 
y  de  otra,  nada  menos  que  en  el  amor  social,  funda- 
mento, según  él,  de  la  vida  común  de  los  Estados. 
Y  en  verdad  que  la  mente  queda  atónita  ante  la  afir- 
mación  de  que  ¡el  amor  engendra  la  guerra  ó  la  gue- 
rra es  producto  del  amor! 

Estas  mismas  ó  parecidas  teorías  establecen  ó 
defienden  casi  todos  los  tratadistas  del  Derecho  de 
gentes. 

Ahora  bien,  ¿merece  alguna  de  ellas  el  título  de 
verdadera?  Parécenos  que  ninguna.  Hay  en  todo  esto 
una  antinomia  que  la  razón  no  puede  admitir,  sino 
por  manera  condicional  é  histórica,  como  no  admita 
la  coexistencia  de  dos  reglas  de  moral,  de  dos  crite- 
rios de  lo  justo  y  de  lo  injusto,  totalmente  contradic- 
torios: uno  que  rige  la  vida  de  los  individuos  y,  si  se 
quiere,  la  peculiar  de  los  Estados,  y  otro  la  sociedad 
internacional.  Pero  ignoramos  qué  cosa  sea  absurdo 
ai  esto  no  lo  es. 

De  consuno  protestan  contra  él  la  unidad  de  la  ra- 
tón y  de  la  conciencia,  mostradas  en  ese  común  y 
nniversal  consentimiento,  tan  invocado  por  Grocio, 
a(  ca  de  los  conceptos  del  bien  y  de  lo  justo  y  no 
m  .os  protesta  la  unidad  del  fin  y  destino  humanos. 
Ti  -'s  esos  principios  fundamentales  caben  holgada- 
IB     9,  y  se  conciertan  en  el  seno  de  las  sociedades 
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familiar  y  del  Estado,  únicas  necesarias;  pero 
que  nada  cabe  el  derecho,  el  cual  tiene  en  ellas, 
solamente  en  ellas,  su  natural  domicilio.  Imperfecto 
en  su  aplicación  á  la  vida,  sometido  á  los  accidentes 
de  la  Historia,  y,  por  tanto,  progresivo  y  perfectible^ 
jamás  se  opuso  totalmente  al  cumplimiento  de  los 
destinos  del  hombre,  ni  los  subordinó,  en  absoluto^  4 
los  intereses  del  Estado.  Ni  el  jus  vitce  et  necis  roma- 
no, ni  las  vinculaciones  y  la  primogenitura,  con  ser 
tan  injustas,  alcanzaron  en  parte  alguna  á  destruir  la 
familia,  ni  tampoco,  por  su  parte,  la  distinción  de 
razas,  la  esclavitud,  la  organización  de  la  propiedad 
feudal,  los  prejuicios  contra  el  extranjero  y  demá» 
abusos  monstruosos  del  derecho  público,  ahuyentaron 
la  justicia,  aunque  á  veces  la  eclipsaran^  de  las 
ciedades  políticas;  lo  propio  en  éstas,  que  en  la  fai 
liar,  el  strietumjus  más  estaba  en  las  leyes  que 
las  costumbres,  oponiéndose  á  su  aplicación  ó  col 
fortando  á  las  víctimas,  ora  la  religión,  ora  los  sei 
timientos  de  benevolencia  y  de  mutuo  amor,  nui 
borrados  por  completo  del  corazón  humano.  Cuant 
á  la  vida  social  moderna,  abarcando  los  adelant 
asombrosos  realizados  por  él  en  la  última  centuria  ] 
los  que  se  prepara  á  realizar,  acaso  contando  con 
tiempo  menos  de  lo  que  debiera,  el  derecho,  pue 
afirmarse  que  anda  cerca  de  confundirse  con  el  id€ 
de  la  justicia. 

Pero  no  parece  exagerado  asegurar  que  nada 
esto  ocurre  en  la  sociedad  política  internación^ 
donde  el  derecho  apenas  si  ha  comenzado  su  pi 
greso. 

En  lo  fundamental,  respecto  á  los  móviles  que 
terminan  la  conducta  de  los  Estados,  lo  mismo 
encontramos  que  al  principio  de  la  Historia:  tan 
vos  como  entonces  el  egoísmo  y  la  ambición  y  ar 
ésta  más  ciega  hoy  y  desapoderada. 
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Ni  siquiera,  como  hace  algunos  afios  y  mirando 
I       muy  atrás,  cual  entre  los  romanos,  al  realizar  los 
desafueros,  se  guarda  en  las  formas  cierta  honesta 
compostura  y  cierto  respeto  á  la  conciencia  general. 
Ahí  están,  como  prueba,  el  espléndido  aislamiento  de  la 
Gran  Bretaña  y  los  desplantes  oratorios  de  Salisbury, 
Roosevelt  y  Guillermo  n,  alardes  de  soberbia  muy 
parecidos  al  endiosamiento  de  los  déspotas  antiguos 
y  de  los  Césares  romanos,  ignorándose  qué  admirar 
más  en  aquéllos  si  la  vanidad  del  parvenú  ó  el  desco- 
nocimiento de  la  Historia,  señaladamente  de  aquel 
I      capítulo  de  la  ñlosofia  de  la  misma  en  que  se  trata  de 
:      la  decadencia  y  ruina  de  los  Imperios. 
i         La  fuerza  por  doquiera  domina  en  absoluto;  pero 
I      una  fuerza  más  fuerte,  si  vale  la  frase,  que  en  épocas 
pasadas,  porque  la  constituyen  elementos  más  positi- 
\      vos,  mejor  ordenados  y  de  invencible  eficacia,  cuales 
I     son  los  aportados  por  la  admirable  ciencia  moderna 
I      de  la  guerra.  Por  eso  no  arde  hoy  Europa  en  espan- 
!      toga  conflagración.  Siglos  y  aun  afios  atrás,  los  Esta- 
j      dos  pequeños,  ó  solos  ó  en  alianza  constituidos,  po- 
dían aventurarse  en  contiendas  guerreras,  fiados  en  la 
I      igualdad  de  armas  y  semejanza  de  recursos,  en  la  pe- 
ricia de  sus  caudillos,  en  la  disciplina  y  valor  perso- 
I     nal  de  sus  huestes  ó  en  lo  circunstancial  é  imprevisto 
i     á  que  se  encomendaba  con  frecuencia  el  éxito  de  las 
I      batallas;  mas  en  nuestros  días  todo  ha  cambiado  en 
I     beneficio  de  los  fuertes,  y  no  de  todos  ellos,  sino  de 
i      algunos.  Separados  los  Estados  de  tercero  y  segundo 
i     orden  por  la  Geografía  y  por  variedad  de  vínculos  y 
i     precedentes,  al  menor  movimiento  de  concentración 
f     ^  "^.:c.nza,  en  son  de  común  defensa,  serían  aplasta- 
\     <      por  los  grandes,  cuyo  formidable  poder  militar 
1     1      nade  de  la  inutilidad  de  la  resistencia. 

tal  manera  el  derecho  de  los  débiles,  que  son  la 
1        "ía,  queda  sorda  é  hipócritamente  sacrificado. 

o  1.  u 
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Esto,  de  ordinario,  que  á  las  veces  las  grandes  Poten- 
cias permiten  á  sus  congéneres  los  mayores  atenta- 
dos, de  lo  que  pueden  ser  ejemplo  la  expansión  ó  po- 
lítica colonial  de  Francia  é  Italia  en  el  continente 
africano,  la  de  Rusia  en  el  asiático  y  la  de  Inglaterra 
en  todas  partes;  y  otras  veces,  coincidiendo  en  una 
común  injusta  ambición,  ó  se  dividen  la  Polonia  ó 
plantean  el  repartimiento  del  Imperio  chino,  provo- 
cando antes  el  patriotismo  salvaje  de  sus  naturales, 
que  después  se  castiga  también  con  salvajes  represa- 
lias. 

Y  si  algún  pueblo  relativamente  débil,  heroico  ó 
insensato  (cosa  difícil  de  averiguar)  como  EspaJia  6 
las  Repúblicas  de  Transvaal,  desenvaina  hi  espada 
contra  otro,  poderoso,  en  defensa  de  la  vida  y  con 
evidencia  de  la  derrota,  en  vano  esperará  de  los  de- 
más, no  ya  auxilio  material,  sino  la  protesta  gallarda 
y  generosa  contra  la  iniquidad  de  que  se  siente  vícti* 
ma;  réstale  únicamente  sucumbir  en  medio  del  mié- 
doso  silencio  general,  sólo  turbado  por  el  aplauso 
adulador  que  en  pública  licitación  se  tributa  á  su 
verdugo. 

Pero,  se  dirá,  imposible  negar  los  progresos  del  De- 
recho de  gentes,  siendo  fácil  enumerar  sus  piincípa- 
les  conquistas:  hállanse  entre  ellas  las  Uniones  inter- 
nacionales para  fines  determinados,  los  tratados,  se-  ■ 
fialadamente  los  de  comercio,  que  estrechan  cada  d£a 
las  relaciones  entre  los  pueblos,  la  consideración  al  ^ 
extranjero,  reglas  jurídicas  universales  como  las 
tablecidas  en  los  Congresos  de  Viena  y  de  París,  yl 
sobre  todo,  las  leyes  á  que  la  guerra  se  halla  sometí- j 
da,  y,  por  virtud  de  ellas,  humanizada. 

Carecemos  de  espacio  para  ocuparnos  en  cada  ^ 
de  esos  extremos,  alguno  de  los  cuales  queda  ya  ^ 
vemente  examii^ado,  pero  valga  por  varias  una  _ 
consideración:  todos  los  enumerados,  y  muchos  i™ 
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que  podrían  aducirse,  son  más  bien  meros  resultados 
del  curso  ascendente  de  la  Historia,  productos  natu- 
rales de  la  humana  civilización.  No  hay  que  atribuir- 
los sino  en  mínima  parte  al  Derecho  de  gentes.  Forma 
éste  uno  de  los  elementos  de  la  vida  humana,  arras- 
trado, más  que  conducido,  por  esa  fuerza  misteriosa 
que,  bajo  la  mirada  de  la  Providencia,  inclina  al 
hombre  á  mejorar  cada  día  su  estado  de  peregrino  en 
el  mundo.  Siendo  la  más  alta  forma  del  derecho  pú- 
blico y  de  la  política,  es  decir,  de  lo  esencialmente 
vario,  circunstancial  y  acomodaticio,  ha  sido  siempre 
antes  remora  que  estímulo  para  la  felicidad  social. 
De  su  legislador  sí  que  puede  decirse ,  con  Augusto 
Comte,  que  es  «el  secretario  del  tiempo»,  pero  de 
mirada  miope,  perezoso  y  tardío  en  el  cumplimiento 
de  su  oficio,  sólo  anota,  es  decir,  sólo  proclama  sus 
llamadas  leyes  generales,  cuando  el  derecho  ha  pres- 
crito y  la  ausencia  de  su  fórmula  ha  causado  males 
irreparables.  Casi  todo  lo  que  el  mundo  lleva  de  his- 
toria había  ya  transcurrido  cuando  en  Westfalia,  y 
antes  bajo  la  pluma  de  Grocio,  nació  á  la  vida  y  á  la 
ciencia  el  Derecho  de  gentes,  y  entonces  por  primera 
vez  los  Estados  cayeron  en  la  cuenta  de  que  se  hallan 
naturalmente  ligados  con  vínculos  jurídicos.  Treinta 
años  de  guerras  espantables  fueron  precisos  para  que 
aquel  Congreso  célebre  expidiera,  por  decirlo  así, 
la  partida  de  nacimiento  á  los  Estados  protestantes, 
que  harto  ruidosamente  habían  acusado  su  existencia. 
Buena  parte  de  las  guerras  napoleónicas  hubo  de  li- 
brarse para  que  se  estableciera  la  libertad  de  los  ríos, 
cuyo  uso  común  había,  sin  embargo,  proclamado  el 
í    "-^ho  romano.  Todavía  no  es  libre  la  propiedad 
I     ..cular  en  la  guerra  marítima.  Hace  poco,  en  181B, 
í     'ingreso  de  Viena  condenó  la  trata  de  negros,  y 
í       836  Inglaterra  tomó  noblemente  la   iniciativa 
1        'bolirla  cuando  ya  no  necesitó  de  ese  comercio 
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infame  de  que  tanto  se  había  aprovechado.  Todavía 
los  coolies  (trabajadores  asiáticoa)  sufren  una  esclavi- 
tud disimulada;  y  de  las  llamadas  leyes  internacio- 
nales establecidas  por  el  Congreso  de  París,  alguna, 
cual  la  prohibición  del  corso,  apareció  cuando  la  cul- 
tura general  y  los  intereses  del  comercio  marítimo  la 
habían  hecho  imposible.  Cuanto  á  la  eficacia  de  este 
derecho,  para  no  salir  de  nuestros  días,  al  siguiente 
de  proponer  Nicolás  II  de  Rusia,  menos  feliz  en  acer- 
tar que  en  su  día  lo  fué  su  antecesora  Catalina  11, 
una  ley  humanitaria  en  favor  de  la  paz,  estalló  la 
guerra  angloafricana  y  la  intervención  de  las  poten- 
cias, Rusia  entre  eUas,  en  China,  y  la  ocupación  de 
Filipinas  por  los  norteamericanos,  ejemplos  docu- 
mentados de  barbarie  y  exterminio. 

No  es  esto  negar  el  progreso  humano,  que  á  la  vis- 
ta de  todos  se  halla  espléndido  y  consolador;  pero  no 
se  le  ve  en  esta  esfera,  sino  en  la  más  amplia  y  tran- 
quila de  la  vida  civil  universal.  Envuelve  á  ésta,  á  la 
sazón,  un  como  ambiente  de  sinceridad,  de  toleran- 
cia, de  mutuo  respeto,  de  confianza  en  las  propias 
fuerzas  y  la  inspira  un  criterio  más  exacto  para  dis- 
tinguir lo  verdadero  de  lo  imaginado.  Cada  día  se  di- 
funde más  la  convicción  de  que  el  trabajo  humano, 
es  decir,  el  cultivo  ó  dominio  del  planeta,  no  puede 
resultar  fecundo  como  no  se  apoye  en  la  solidaridad 
de  los  individuos  y  de  los  pueblos.  De  la  conciencia 
de  unos  y  de  otros  van  rápidamente  desapareciendo 
los  prejuicios  de  raza,  de  abolengo,  de  histórica  su- 
perioridad, y  disipándose  la  nube,  por  ellos  formada, 
á  través  de  la  que  tantas  cosas  ha  visto  y  juzgado 
mal  la  razón  humana.  La  realidad  se  impone,  sin  '^"e 
sea  de  temer  que  un  sano  positivismo  degenera  a 
materialismo  grosero;  primero,  porque  la  ciencis., 
y  os  son  tales  progresos,  será  siempre  hija  del  espii  i, 
y  segundo,  porque  tan  profunda  transformac^'^»*     b 
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verifica  en  el  seno  de  la  civilización  cristiana  y  ésta 
es  inmortal. 

Sólo  de  cuando  en  cuando,  ¡cuántas  veces  en  el  pa- 
sado siglo!,  rompen  esta  armonía  deteniendo  brusca- 
mente el  trabajo  humano,  los  extravíos  del  derecho 
de  gentes,  las  vitales  exigencias  de  las  dinastías  y  de 
las  repúblicas,  unas  veces  con  errores  económicos, 
contenidos  en  sus  tratados  y  en  sus  leyes  fiscales, 
otras  con  guerreros  desplantes,  comprometiendo  así 
la  producción  y  comercio  universales.  Poco  ha,  un 
publicista  inglés,  juzgando  la  guerra  angloafricana, 
acusaba  á  su  patria  de  haber  resucitado  la  vieja 
teoría  económica  de  que  el  oro  es  por  sí  prenda  de 
riqueza  y  además  de  haber  malgastado  en  esa  empre- 
sa temeraria  mucho  más  de  cuanto  puedan  producir 
en  adelante  las  minas  del  Transvaal. 

Pero,  se  añadirá,  huelga  la  protesta  cuando  se  en- 
dereza á  una  cosa  necesaria,  de  la  que  es  imposible 
prescindir,  y  en  tal  caso  se  encuentra  la  sociedad  que 
rige  el  Derecho  de  gentes,  necesitada  de  una  com- 
pleta organización;  de  ahí  los  avances  de  la  ciencia 
para  constituir  con  esta  ó  con  la  otra  forma  eí  Estado 
supremo. 

No  admitimos  tal  necesidad;  si  existiera,  no  suspi- 
raríamos todavía  por  verla  satisfecha;  que  las  cosas 
absolutamente  necesarias  para  la  vida  cuenta  con 
ellas  la  humanidad  desde  el  principio  de  su  historia. 
Basta,  como  va  dicho,  con  la  familia  y  el  Estado 
para  la  felicidad  de  los  ciudadanos  de  todo  el  mundo, 
sin  fantasear  una  superior  sociedad  política,  que  pa- 
rece innecesaria  é  imposibíe;  lo  segundo,  porque  lo  es 
>  sociedad  de  soberanos  constituida  políticamente, 
jta  es  la  razón  de  que  todavía  no  haya  podido  or- 
lizarse;  lo  primero,  porque,  si  bien  se  mira,  lo  que 
principalmente  desborda  las  fronteras  no  es  la 
'An  política  de  los  Estados,  sino  la  sociedad  total 
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de  los  hombres,  la  vida  humana  universalj  que  no  se 
somete  á  un  poder  sólo  ni  cabe  en  los  moldes  estre- 
chos de  un  organismo  político. 

Claro  es  que  alguna  forma  ha  de  tener,  pero  serA 
la  que  se  dé  á  sí  propia,  la  que  por  sí  mismos  adop* 
ten  los  pueblos  cuando  tengan  voz  y  voto  en  la  esfera 
internacional,  como  ya  la  tienen  en  los  Parlamentos* 
La  base  de  ese  futuro  organismo  no  puede  ser  el  de- 
recho, insuficiente  para  tan  vasta  empresa  y  además 
de  suyo  disolvente  y  egoísta,  herencia  funesta^  en  esta 
esfera,  del  derecho  público  romano,  que  al  confun* 
dir  en  el  imperium  la  soberanía  con  el  poder  mílítarj 
autorizó  todos  los  despotismos  y  hasta  hul)o  de  con- 
sagrarlos, porque  en  el  divinizar  á  los  Césares  se  ea- 
gendró  principalmente  el  derecho  divino  de  los  reyes. 
¡El  derecho!  Hace  más  de  un  siglo  que  esta  palabra 
viene  asordando  al  mundo  y  perturbando  su  juicio,  y 
hora  es  ya,  diremos  con  Bonald,  de  que  se  hable  más 
de  los  deberes  que  de  los  derechos. 

La  forma  social  de  que  tratamos  debe  fundarse  en 
la  moral,  en  el  sincero  respeto  al  derecho  ajeno,  en 
considerar  los  intereses  materiales  como  raedio,  mi 
como  ñn  de  la  vida,  subordinándolos  á  loa  más  Dobles 
del  espíritu,  y  en  que,  por  fin,  penetre  en  la  concien- 
cia de  los  que  personifican  el  Derecho  de  gentes  la 
verdad  de  que  deben  procurar  más  que  el  poderío  ds 
los  Estados  la  felicidad  de  los  individuos,  y  que  ésta 
no  se  encierra  ni  se  logra  por  completo  en  los  límites 
estrechos  del  mundo. 

Difícil  es  esta  evolución,  pero  no  imposible.  Por  de 
pronto,  la  más  alta  expresión  del  Derecho  de  gentes^ 
cual  es  la  guerra,  cada  hora  va  siendo  más  difícil  ~ 
muchos  esperan  ya  que  los  progresos  asombrosos 
la  ciencia  la  convierta  en  imposible.  ¡Lógico  morir 
de  la  guerra,  si  de  tal  manera  concluye,  por  suicic 
y  á  los  golpes  de  la  razón  y  de  la  conciencia,  á  q' 
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nes  tanto  ha  ultrajado !  Entretanto,  los  intereses  ver- 
daderamente humanos,  representados  por  el  derecho 
privado,  van  cercenando  la  esfera  de  acción  de  los 
£9tados  y  disciplinando  su  conducta.  Mucho  que  an- 
dar resta  todavía,  pero  mucho  también  hay  que  es- 
perar del  tiempo  y  de  sus  enseñanzas,  porque  si  la 
humanidad  no  ea  eterna,  puede  calcularse  sin  error 
que  no  ha  llegado  todavía  á  la  mitad  de  su  camino. 

Uno  de  los  convencidos  que  sinceramente  cree  en 
la  existencia  y  eficacia  del  Derecho  de  gentes,  y  á  su 
cultivo  dedica  trabajo  asiduo  y  clara  inteligencia,  es 
el  autor  del  libro,  á  cuya  cabeza  va  este  mal  perje- 
fiado  prólogo.  Conocida  es,  dentro  y  fuera  de  España, 
su  vasta  labor  en  varias  ramas  de  la  ciencia  jurídica; 
pero  respecto  á  ésta  ha  demostrado  especial  voca- 
tíén^  que  le  ha  valido  el  figurar  entre  los  ilustres 
jurisconsultos  que  forman  el  Instituto  del  Derecho  in- 
ternacional.  Sin  desdefiar  el  derecho  privado,  sobre 
el  que  ha  publicado  tral^ajos  interesantes,  el  interna- 
eional  público  ó  de  gentes  ha  solicitado  más  hasta 
ahora  su  atención,  siendo  la  presente  la  más  impor- 
tante de  sus  produccioncíi. 

Ordenada  á  ios  fines  de  la  enseñanza  universitaria. 
habiéndose  propuesto  su  autor  darle  el  corte  y  trazan, 
de  texto,  entendemos  que  lo  ha  conseguido,  porque 

une,  en  efecto,  los  principales  caracteres  que  ador 
■tian  esta  clase  de  libros,  es  á  saber:  conocimiento  ca 
bal  de  la  materia ,  sin  la  cual  el  texto  no  resultaría  lo 
que  debe  ser,  un  como  catecismo  ó  síntesis  de  la  doc- 
:  ordenación  de  ésta  sistemática  y  racional,  qu> 

eso  precisamente  consiste  la  ciencia,  y  claridad  en 

ísposición,  faltando  la  cual,  no  ya  el  enseñar  sin  > 

^cerse  entender,  es  imposible. 

tnto  á  lo  primero,  su  dominio  de  la  materia  e ; 

>leto,  tratando  no  sólo  de  las  tesis  que  desde  Grc 

"4  vienen  formando  el  cuerpo  de  esta  disciplin  . 
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científica,  sino  también  de  las  cuestiones  que  va  sui 
citando  la  vida  internacional,  incluidas  algunas  vit 
tualmente  en  las  antiguas,  nuevas  otras  eoinpleta^ 
mente,  por  ser  nuevas  también  las  circunñt¿incias  qu^ 
las  engendran.  Copiosa  erudición,  contenida  en  nota 
numerosas,  ilustra  y  comenta  la  doctrina  del  tcxtaj 
ora  con  citas  de  los  más  reputados  autores  antiguos  3 
modernos,  ora  con  hechos  históricos,  tomados  prind^ 
pálmente  de  la  vida  contemporánea;  únieas  pruet 
adecuadas  tratándose  de  una  ciencia,  cual  el  Derecl 
de  gentes,  desprovista  de  sólido  fundameiuo  y  de  tec 
rías  sin  otro  alguno,  á  veces,  que  el  interés  polí:ic 
científico  de  jurisconsultos  eminentes  extraviados 
un  patriotismo  disculpable.  Y  cuando  la  discusión  1<| 
exige,  aduce  testimonios  sacados  de  las  relacione 
diplomáticas  de  Espafia  y  de  sus  tratados,  los  cual| 
con  tanta  frecuencia  olvidan  ó  quizá  ignoran  algunc 
autores  extranjeros. 

Respecto  al  orden  y  distribución  de  materias,  ó 
la  construcción  científica,  como  todas,  discutible  {nc 
siendo  quien  esto  escribe  el  que  menos  la  discute),' 
muéstrase  metódica  y  comprensiva  de  cuanto  deb< 
contener.  Pero  de  ella,  como  de  las  de  escritores  cuya 
sistema  adopta  el  autor,  cabe  decir  que  resultan  espi^j 
ciosas  y  completas  en  demasía;  porque,  teuieodo 
cuenta  la  realidad,  no  debieran  parecerse,  como 
parecen,  á  un  magnífico  palacio,  de  gallardas  propor^ 
clones  y  numerosas  estancias  convenientemente 
tribuidas  y  clasificadas,  como  para  albergar  á  multí-^ 
tud  de  instituciones  ó  habitantes,  diferentes  por  razól 
de  su  complexión,  oficios  y  dignidad;  que  tal  se  mué 
tra  desde  Justiniano  acá  el  derecho  civil,  abaren 
cuantas  organizaciones  científicas  ha  recibido, 
que  debieran  semejarse  más  bien  á  un  edificio  á 
dias  construido,  á  medias  planeado  y  hasta  conce* 
á  medias  también.  Porque,  naturalmente,  esta  o 
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nización  científica  se  resiente  de  lo  vago  é  indefinido 
de  la  cosa  que  organiza.  Y  ¿dónde  habrá  vaguedad 
ignal  á  la  que  se  nota  al  explicar  los  llamados  dere- 
chos naturales  de  los  Estados?  ¿O  los  medios  origina- 
rios y  derivados  de  adquirir  ó  perder  aquéllos  la  pro- 
piedad y  derechos  internacionales?  ¿O  sus  cuasi  con- 
tratos y  cuasi  delitos?  ¿O  los  medios  pacíficos  y  violen- 
tos para  dirimir  sus  contiendas?  ¿O  lo  referente  á  de- 
rechos de  los  neutrales?  ¿O  la  noción  del  contrabando 
de  guerra?  ¿O  todo  lo  concerniente  á  esta  última,  so- 
bre lo  cual  no  poco  queda  ya  consignado? 

Por  lo  demás,  hace  bien  la  ciencia  en  delinear  el 
cuadro  general  de  un  organismo  jurídico  compuesto 
todavía  de  hipótesis  y  aspiraciones.  De  agrupar  esas 
células  para  que  resulten  seres  vivos,  ó  sea  derechos 
perfectos,  se  encargará  el  porvenir,  y  de  rellenar 
con  ellos  las  estancias,  casi  vacías,  que  se  encuentran 
hoy  efn  el  edificio  de  esta  ciencia. 

El  estilo  del  autor  es,  en  general,  sintético  y  fluido, 
y  clara  su  exposición.  Sin  embargo,  con  alguna  fre- 
cuencia se  echan  de  ver  descuidos  en  la  contextura 
de  la  oración  y  en  el  uso  y  valor  de  las  palabras,  hijos 
de  una  precipitación,  que  no  se  justifica,  y  también 
de  que  su  conocimiento  y  frecuente  uso  de  varias  len- 
guas vivas  le  impide  á  veces  distinguir  bien  de  aqué- 
llas la  suya  nativa  espafiola. 

Con  gusto  consignamos  que  el  autor  pertenece  á  la 
grau  escuela  católica,  la  cual,  aparte  de  recomendar- 
se á  un  español  por  ser  originariamente  española,  no 
sólo  puso  antes  que  otra  alguna  los  fundamentos  del 
Derecho  de  gentes,  sino  que  ha  construido  después 
u^"  ^asta  teoría  acerca  de  la  sociedad  internacional, 
c  rme  con  la  razón,  consoladora  para  el  espíritu, 
J  .^,  por  lo  menos,  tiene  la  ventaja  de  haber  reci- 
l      va  la  sanción  de  la  Historia. 

venimos  en  las  enormes  dificultades  que  ha- 
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brían  de  vencerse  para  verla  realizada  en  nuesti 
días;  pero  ¿son  acaso  menores  las  que  hallarían 
su  camino  las  soluciones  racionalistas?  Por  lo  mcn 
I  no  se  negará  lo  grandioso  de  la  concepción  que  pone 

la  vida  humana  universal  bajo  la  dii^eccíón  casi  in* 
mediata  del  autor  del  Cristianismo,  de  Dios,  cuy* 
^  presencia  real,  como  dice  De  Maistre^  muestran  toda»^ 

las  páginas  de  la  Historia.  Seducido  por  tamaña  gran- 
i  deza,  dice  nuestro  autor,  tratando  del  porvenir  del 

)  Derecho  de  gentes:  «Sólo  la  Divina  Providencia  co- 

(  noce  el  día  en  que  será  un  hecho  la  comunidad  de  fe 

'  y  amor  en  todos  los  pueblos  de  la  tierra.  Entonces  se 

I  verán  éstos  libres  de  los  males  de  la  guerra,  no  por 

(los  artificios  de  cámaras  ó  tribunales  internacionales, 
sino  por  la  gracia  de  Aquel  que  es  la  personificacióa 
divina  de  la  paz  y  del  derecho.  Del  mismo  modo  que 
I  la  flaqueza  de  la  libertad  humana  hace  posible  la 

¡  existencia  del  pecado,  el  libre  arbitrio  de  los  Estados 

consiente  la  realidad  del  crimen  internacional  y 
necesidad  de  la  restauración  del  oríien  social;  por 
esto,  al  anunciar  el  ángel  la  Buena  Nueva  del  rei- 
nado de  Cristo  entre  los  hombres,  no  proclamó  una 
paz  absoluta  é  ilimitada,  sino  que  quiso  asegurarte 
^  Bolamente  á  los  hombres  de  buena  voluntad:  Gloria  m 

excelsis  Deo  et  in  térra pax  hominibus  bonw  voluntatis,* 

(No  son  nuevas,  ni  fundadas  en  prejuicios  de  creyen- 
te, ideas  tan  elevadas;  hace  más  de  tres  siglos  que  el 
Í'  gran  polígrafo,  fundador  de  esta  ciencia^  las  consiga 

nó  con  su  sobriedad  y  elegancia  habituales  en  las 
guientes  últimas  palabras  de  su  libro  inmortal:  « Ji 
cribat  haec  Deus  (qui  solus  hoc  potest)  cordibus  em*u 
quorum  res  Christiana  in  manu  est,  et  iisdem  mentmr 
vini  humanique  juris  intelligentem  duUj  quaeque  sei^^_^ 
cogitet  lectam  se  ministram  ad  regendos  komines^  " 

Carissimum  animal, y>  (DejurcbelUacpaeis,U\i.  3 A  cap,  25.) 

Rafael  Conde  y  Luque. 
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Decíamos  en  1.*^  de  Septiembre  de  1887  al  publicar  la  prime- 
ra edición  de  este  libro: 

Por  tres  iftasones  dAmoB  á  luz  el  presente  trabajo.  Es  la  primera,  si  no  la  prin- 
cipal, la  que  de  an  modo  más  directo  Interesaba  nuestra  conciencia,  el  cumplir 
I  palabra  qac  teníamos  dada  á  todos  los  lectores  de  nuestro  Manual  de  Dere- 
db  hUemacianeU.  Por  causas  del  todo  ajenas  á  nuestra  voluntad  han  dejado  do 
pnbllcazse  las  notas  prometidas  correspondientes  al  derecho  Internacional  públl- 
«0,  aunque  las  tuTléaemos  escritas  desde  ha  mucho  tiempo;  al  inspirar  hoy  en 
éUas  las  que  forman  el  presente  libro  y  al  publicarlo  tan  pronto  como  nos  ha 
•Uo  posible  físicamente,  creemos  satisfacer  una  deuda  tan  sagrada  como  imp(^ 
ilotayjusta. 

Ckreoemoe  en  España  de  obia  alguna  original  y  sistemática  que  además  de 
exponer  el  derecho  internacional  públicoen  el  estado  que  resulta  do  los  últimos 
debates  óentificoa  y  de  los  más  recientes  acontecimientos,  estudie  también  esta 
Importante  tama  de  la  ciencia  Jurídica  en  los  tres  aspectos  en  que  puede  tratar- 
te nacionalmente;  en  nu  rtlaciones  con  la  legUlación  poñtiva  interna  y  el  derecho 
emuoKUmeU,  en  cuanto  ambos  sancionan  y  modifican  los  principios  comunes  del 
derecho  de  gentes;  en  tu  ecnjirmaei&n  por  la  historia  patria,  buscando  en  ella 
Mempre  que  sea  posible  los  ejemplos  á  los  postulados  teóricos  y  concediendo 
pfefoente  atención  á  las  controyersiaa  internacionales  que  en  la  misma  se  regis- 
tiin,  y,  finalmente,  en  el  examen  eritieo  de  la  influencia  gue  en  el  desarrollo  lltc- 
mfo  del  derecho  int3macÍonal  han  tenido  loe  escritores  del  país.  81  es  escasa  la 
parteen  la  que  participan  en  él  nuestros  compatriota.",  son  casi  todos  sus  traba- 
jos predoeas  joyas,  desde  las  inmortales  Heleetionea  do  Victoria  al  incomparable 
Derecho  internacional  marítimo  de  Negrln.  Tan  sólo  el  libro  de  Riquelmo  satls- 
ftce  en  cierto  modo  entre  nosotros  las  dos  primeras  de  aquellas  necesarias  con- 
^kUmea;  pero  loe  profundos  cambios  que  desde  el  año  de  1840  han  experimenta- 
do la  legislación  española,  el  derecho  convencional  y  el  mapa  político  de  Euro- 
pa 1  mismo  método  sistemático  de  exponer  la  ciencia  de  las  relaciones  inter- 
na mies,  le  han  privado  de  una  buena  parte  de  su  primera  utilidad.  Dar  la 
Bj  y  el  ejemplo  de  un  tratado  de  derecho  internacional  público  español  es 
mi  po  deseo;  ¡ojalá  que  otros  con  más  ciencia  y  mejores  medios  nos  sigan  en 
•ri       mino  y  mejoren  la  iniciada  empresa! 

\       anos  ocultado  jamás  en  la  aun  corta  vida  literaria  que  llevamos  nuestras 

«        ' '  «^  religiosas,  y  por  esto  añadimos  por  tercer  motivo  de  la  publicación 
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del  presente  libro  la  idea  de  prestar  un  débil  aunque  entusiasta  sqttícÍo  k  U 
Iglesia  santa,  entr?  cuyos  hijos  teuemos  la  dicha  de  contamos.  31  m  n^^p^suTla 
una  obra  española  de  d3recho  internacional,  ynis  lo  es  aún  porque  el  perjuld» 
se  extiende  á  una  c^feía  mucho  mayor,  un  tratad¿  de  derecho  ái  p;^>nte!«i  que  tto 
sólo  deje  de  estar  imbuido  del  espíritu  hostil  al  Catolicismo  que  d^^^iL^rHt'adatuen* 
te  mancha  la  casi  unanimidad  de  los  mejores  libros  de  nuestra  ciencia,  «Ino  qu» 
ap^veche  todas  las  ocasiones  posibles  para  afirmar  que  á  la  rolFi^óti  criütíaiía 
debe  su  reconocimiento  y  realización  la  eommunitas  gentium  y  pam  pmi  kar  que 
ésta  ha  hallado  y  hallanl  siempre  en  la  Iglesia  católica  y  en  el  Pontlflij^do  sn 
mejor  amigo  y  el  más  desinteresado  apoyo.  ¿No  es  profunda  láaMma  qn(?  kí  de- 
seamos  los  católicos  h)&llar  algún  rastro  de  la  idea  cristiana  al  entu^Ifar  I&b  rela- 
ciones internacionales  podamos  encontrarlo  solamente  en  loslnmortalífl  comen- 
tarlos del  protastante  Phíllimore?  Es  cierto  que  hay  escritas  en  nenUdo  eutnlíoo 
notabilísimas  obras  de  filosofía  del  derecho,  las  de  Taparelll,  Auflls^o^  Wfiltw, 
Wamkcenig,  Moy  de  Sons,  Rothe,  Perln,  M.  B**,  etc.;  pero  soq  r-*ríi.*3i'iím^L'  líu* 
páginas  que  cu  ellas  se  dedlcau  al  estudio  de  las  leyes  que  rif^^m  U  so.  í.í  lítd 
cristiaua  de  las  naciones,  aun  sin  tener  en  cuenta  que  dichos  aatnre^  no  pueden 
ocuparse  de  lo  que  vulgarmente  se  llama  derecho  internacional  fíOHÍilvo,  el  vtal 
tiene  que  buscarse  en  obras  si  no  heterodoxas,  lo  que  es  peor,  ini1tfiL'r:^iitii^f  i*;.  A 
llenar  también  esta  vacio  se  dirige  el  presente  libro  Podrá  ten^^r  pn  -o  in-  rtto 
nuestro  trabajo,  pero  si  que  estamos  convencidos  de  haber  iju  r^i.t  íni-plraj 
siempre  todas  sus  p.igiuas  en  aquella  pureza  de  doctrinas  que  <1dVi  - .r  ln  ¡n^oi 
gloria  de  totlo  escritor  geilui ñámente  español. 

En  un  país  donde  se  carece  de  una  regular  colección  de  tratador  lDtí!roa<ioti«^* 
les  (ya  que  la  última  oficial  termina  en  los  del  año  1868)  (*)  y  en  el  cqeiI  A  jk« 
rara  casualidad  se  imprime  alguna  correspondencia  diplomática,  no  psk<*n  de  laa 
Cortes  sin  llegar  Jnmas  á  las  manos  del  público,  más  afortunando  fyñ  ntriu  am^lo^^ 
nes,  ha  de  ser  muy  difícil  publicar  una  obra  de  derecho  de  gento^i  cotí  los  i^bun* 
dantes  y  seguros  datos  que  se  hallan  tan  á  mano  en  los  demás  príti^e^i  lairvanaii 
esto  de  excusa  para  algunos  do  los  lunares  que  en  nuestro  libro  se;  hallarF^Qf  país 
los  demás  no  ha  de  ser  menor  discúlpala  ansiosa  precipitación  í^on  Ui  qu^  h>?mo« 
querido  cumplir  las  contraídas  obligaciones  y  la  urgencia  con  qiiorreemí>s  neoo- 
sitaba  la  Juventud  estudiosa  una  exposición  del  derecho  intertiadon»l  pi^bUcO 
que,  inspirada  en  los  mAs  sanos  é  independientes  principios  de  U'oíeiH-hij  re* 
uniese  y  sintetizase  las  disposiciones  legales  á  aquél  referentes  que  *íp  hallan  dlfr 
persas  en  los  Códigos,  y  las  estipulaciones  de  los  pactos  intemacionalc?  celebra 
dos  por  nuestra  patria.  iDios  quiera  que  reposado  nuestro  espírjiti,  después  úm 
haber  satisfecho  lo  que  hemos  creído  ineludible  necesidad  del  momf^uto,  pued«' 
proseguir  con  mayor  tranquilidad  y  ahinco  unos  estudios  en  los  t|ue  sólo  mm 
inspira  el  culto  de  la  verlad  y  el  amor  á  la  justicia!  | 

Alcanzó  este  libro  un  éxito  que  no  pudo  soñar  sn  autor  ni 
merecía,  ciertamente,  por  sí  mismo.  Hablando,  no  con  modes- 
tia, sino  con  franqueza,  fué  tal  fortuna  prueba  dfil  vacío  que 
aspir<^  á  llenar.  Tapábalo  al  menos,  y  agotada  la  edición  cua^ 


(♦)  El  ÜMtrado  celo  del  Excmo.  Sr.  Marquét  de  la  Vega  de  Armih  t-nc/iríid 
no»  don  años  después  la  publicación  de  la  obra  cuya  falta  aqui  lametilábftmi^, 
Hit  motivo  esta  excwa.  El  apresuramiento  con  el  cueU,  aun  conocicirniü  to  déM 
nuestras  fuerzas,  lomamos  sobre  los  hombros  tan  dificü  peso,  es  el  mejor  tcftigi 
cuan  indispensable  ereiamos  la  existuncia  de  un  cuerpo  del  derecho  ccmvtfnc' 
eonlemporáneo  de  España. 
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tro  Ó  cinco  años  despnés,  habimos  de  poner  á  la  yenta  los 
ejemplares  de  una  tirada  aparte  del  texto,  que  quisimos  desti- 
nar al  hacerla  á  introducción  de  una  lista  de  las  obras  de 
nuestra  librería,   lista  que  se  convirtió  después  en  el  Cata- 

LOGim  d'uNB  BibLIOTHEQUB  DB  DrOIT  INTERNATIONAL.   Dicha 

edición  constituye  el  Programa  db  Dbrecho  internacional, 
que  halló  ig:ual  misericordia  que  el  Tratado,  del  cual  era  ex- 
tracto. 

Reproducción  mejorada  de  éste,  ya  que  nuestra  buena  yo- 
Inntad  halló  un  querido  compañero  que  tomó  sobre  sí  la  carga 
de  acomodarlo  á  las  necesidades  académicas,  es  el  Tratado 
blekbntal  que  dimos  A  la  imprenta  hace  tres  años.  La  si- 
guiente advertencia  explicaba  bien  claramente  sus  cómos  y 
porqués: 

AgoiadM  oompletamente,  por  el  inmerecido  favor  del  público  y  Qspedalmente 
de  mía  buenos  compañeros  de  las  Universidades  españolas,  las  ediciones  del  Tra- 
tado y  noUu  de  Derecho  intemaeUmal  público  y  del  Programa  extracto  del  mismo, 
hace  macho  tenia  pensado,  como  la  mejor  prueba  de  gratitud,  la  publicación  de 
ana  nueva  del  primero,  poniéndolo  al  corriente  de  las  modifícaciuues  que  la 
tBoria  y  la  práctica  del  derecho  internacional  han  exporímcntado.  Ocupado  ab- 
nfaitamente  en  mi  OoUedón  de  Tratadoe,  que  tiene  que  guardar  con  ella  la  relpi- 
cite  del  texto  á  su  exégesis,  esperaba  su  término  para  emprender  dicho  trabajo. 
Pao  ensanchando  á  su  vez  el  tiempo  con  igual  paso  el  acabar  del  uno  y  la  neoe- 
fidad  del  otro,  hA  venido  en  mi  ayuda  la  generosa  amistad  de  mi  buen  amigo  y 
compañero  el  Ilustrado  catedrático  auxiliar  de  la  misma  asignatura  D.  Alfonso 
It^itillo,  encargándose  de  preparar,  acomodándola  á  las  necesidades  academi- 
as, la  edición  que  hoy  presentamos  á  la  benevolencia  pública.  Yo,  por  otra 
P«ne,  pndlendo  diferir  asi  la  revisión  total  de  fondo,  método  y  forma  que  tanto 
measita  la  obra,  me  he  limitado  á  aprovechar  el  mes  de  vacaciones  que  me  que- 
<W«,  si  recibir  el  ofiredmlento  de  colaboración  tan  ináeclinablo,  para  consignar 
«  nn  breve  apéndice  los  más  notables  hechos  y  doctrinas  de  los  últimos  trece 
tata  (1887-1800),  dando  particular  preferencia  á  las  resoluciones  del  Instituto  en 
^■tss  y  á  los  incidentes  de  nuestra  desgraciada  guerra  con  Ioí:  Estados  Unidos  y 
i  ios  acuerdos  de  la  conferencia  de  El  Haya  en  aquéllos;  ique  la  indulgencia  del 
tortor,  saotendo  estas  circunstancias,  ayude  donde  haya  errado  la  buena  vo- 
hmtAd! 
Hidrid  15  de  Septiembre  de  1S09. 

Mábqués  de  Olivabt. 

Poco  hemos  de  añadir  á  lo  manifestado  en  ambos  sitios.  Ex- 
plícanse  en  el  uno  suficientemente  los  fines  que  impulsaron 
ar— ^ja  modesta  pluma  y  delínea  brevemente  el  otro  las?  causas 
y  jna  de  la  revisión  que  ahora  se  prosigue.  Honor  reservado 
i  508  afortunados,  y  en  este  país  menos  que  en  otros,  el  de 
lo  scritores  que  yen  confirmada  por  una  nueva  edición  la  uti- 
U  de  su  trabajo,  se  trueca  pronto  en  ingrata  y  deslucida 
^        "'  se  quiere  corresponder,  continuando  ó  aumentando 
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aquélla.  Las  adiciones  y  correcciones^  hijas  de  un  estado  men- 
tal siempre  distinto,  inspiradas  en  otras  fuentes  qne  las  qxt% 
surtieron  antes,  chocan  con  lo  antiguo  y  poquísímns  veces  aé 
logra  un  zurcido  perfecto.  Aseméjase  tal  lahor,  hecha  tambíáfi 
necesaria  por  la  falta  de  tiempo  para  hacer  ropa  nueva,  al  ar- 
tificio de  madres  y  esposas  hacendosas  que  reparan  con  anchoe 
retazos  los  destrozos  hechos  por  el  uso  en  las  prendas  de  sus 
deudos.  Aun  siendo  de  la  misma  tela  y  con  hahilidad  cosidodf 
únicamente  la  dura  necesidad  puede  excusar  el  poco  grato  j 
presumible  mosaico  de  lo  reciente  y  lo  viejo,  brillante  y  vivo 
el  uno,  deslucido  y  deshebrado  el  segundo.  Sólo  la  esperan»: 
de  ostentar  pronto  otro  nuevo  y  monocromo  resigna  al  que  lo 
lleva,  y  la  de  sorprenderle  con  él  á  la  que  corta,  cosft  y  disimu- 
la. Tal  confianza  es  la  que  nos  anima  puestos  en  el  caso,  j  tal 
es  la  resignación  que  solicitamos  á  los  que  se  decidan  á  vestir 
sus  entendimientos  con  este  Derecho  internacional 

Seguimos  opinando  que  no  su  mérito  intrínseco,  sino  la  es- 
rencia  de  otro  mejor  es  la  causa  del  favor  recibido  y  que  su 
reinado  tiene  parecidos  títulos  á  la  soberanía  muy  relativa  de 
los  tuertos.  Ni  antes  ni  después  hemos  conocido  otro  que  con 
tanta  extensión  trate  de  la  aplicación  de  los  principios  del  de- 
recho internacional  á  la  historia,  legislación  y  derecho  conven- 
cional patrios,  y  esta  es,  sin  duda,  la  causa  de  que  la  bondad 
de  sus  lectores  haya  llegado  con  él  á  los  últimos  límites  posi- 
bles. Y  esta  razón  es  la  que  nos  ha  decidido  á  reproducir  hoy 
el  libro  completo  con  las  difusas  notas  que  cuadriplican  su  vo- 
lumen, á  riesgo  de  que  parezca  estorbarse  con  ello  su  adap 
ción  al  estudio  universitario,  al  cual  lo  destina  el  benigno  fi 
vor  de  los  que  fueron  un  tiempo  nuestros  compa fieros  y  sei 
en  todos  nuestros  maestros.  Nada  más  que  peones  de  la  ei 
ción,  hemos  tenido  mayor  fe  en  la  solidez  de  los  materiales 
los  cuales  elevamos  la  armadura  que  en  la  labor  arquitectónii 
por  aquélla  mantenida.  La  confianza  en  que  la  meditación 
fiexiva  del  lector  pueda  sustituir  los  lienzos  con  otros  más 
beltos  y  hermosos,  ha  sido  la  razón  de  nuestra  desidia  en 
tocar  aquélla.  En  último  extremo,  la  distinción  de  tipos,  la 
paración  clara  entre  el  texto  y  las  notas,  y  de  estas  mismas 
sus  tres  sucesivas  etapas,  permite  escoger  lo  que  se  tenga  timo» 
po  ó  gusto  de  leer,  y  para  facilitarlo  mejor  hemos  procari  D 
añadir  á  la  revisión  del  primero  la  síntesis  de  las  adiciones  h 
chas  en  las  últimas. 

Nuestra  voluntad  ha  sido  hacer  éstas  lo  más  completas 
sibles.  En  pocas  ramas  de  la  ciencia  jurídica,  excepción  h» 
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de  eus  hermanas  en  la  estirpe  del  derecho  público,  envejecen 
tan  aprisa  los  libros  que  la  exponen  como  en  la  del  derecho  in- 
ternacional. Sujetas  todas  á  las  variaciones  de  la  política,  ¿  los 
cambios  qne  en  la  marcha  de  ésta  introducen  los  partidos,  ca- 
duca hoy  la  ley  que  se  promulgó  ayer  y  sustituyese  con  otro  el 
tratado  cuando  apenas  acabaron  de  secarse  las  polícromas  tin- 
tas de  sus  lujosas  ratificaciones.  Y  si  los  éxitos  y  fracasos  de 
loe  ingénitos  y  consubstanciales  escarceos  de  los  pueblos  al 
mayor  dominio,  condición  de  su  existencia,  ó  mejor  ésta  mis- 
ma, producen  ya  por  sí  sólo  este  constante  mudar,  no  menor, 
sino  mayor  en  la  organización  de  la  humanidad  entera  que  en 
la  interna  de  los  Estados,  añádese  á  ésta  otra  causa  peculiar  en 
la  relación  jurídica  internacional.  Sean  cuales  fueren  los  tér- 
minos de  la  revolución  política,  sobre  ella  reduciéndola  y  des- 
preciándola, la  evolución  majestuosa  y  avasalladora  del  dere- 
cho humano  avanza  y  triunfa  por  instantes.  El  cosmopolitismo 
cristiano  gana  cada  dia  nuevas  victorias  al  nacionalismo  que 
le  resiste  sin  derecho,  porque  éste  se  funda  sólo  en  imperfec- 
ciones curables  de  la  naturaleza  humana,  únicas  que  dificultan 
la  realidad  de  la  ciudad  internacional.  La  administración  de 
casi  todos  los  grandes  intereses  sociales  se  halla  ya  dispuesta 
ciul  si  existiera  la  civitas  gentium  y  precédese  con  sapientísi- 
ma estratagema  á  sumar  las  células  para  llegar  á  la  unidad  del 
ser.  Admitida  por  todos  la  alianza  en  la  protección  ie  los  bie- 
nes comunes,  las  moradas  del  particularismo  son  cada  momen- 
to más  estrechas  y  ahogadas  (*)  y  no  parece  ya  utópico  vis- 
lumbrar el  día  que  el  indigenadp  sea  sólo  de  personas,  no  de  las 
instituciones  y  del  derecho,  resto  agobiador  del  atomismo  pa- 
gano que  aun  soportamos.  Y  de  este  progreso  evidente  y  conti- 
nuo, digan  lo  que  quieran  los  escépticos,  procede  que  parezca 
hoy  trasnochado  lo  que  4iez  y  ocho  años  ha  escribíamos  y  que 
«m  lo  parezca  lo  añadido  hace  tres.  Tres  meses  ha  que  em- 
prendimos esta  corrección  y  no  ha  de  faltar  Aristarco  que  en- 
cuentre al  leerla  algo  derogado  que  sobre  y  descubra  algo  vi- 
gente que  no  esté  consignado. 

Al  añadir  á  esta  corrección,  y  puesto  al  día,  como  vulgar- 
mente se  dice,  el  castigo  de  lo  viejo,  no  podemos  ocultar  la  sa* 
tf'*^''cción  experimentada.  Si  en  la  forma  hemos  hallado  mucho 
<\      '^brozar  (y  aun  habrá  quedado  no  poca  hierba),  en  el  fon- 

>elinéan9e  con  tanta  claridad  las  calles  y  plazas,  en  las  que  se  encuentran 
7  j  ya  juntos  los  Estados  cultos,  que  urge  un  cambio  radical  en  los  sistemas 
^  «xeeho  de  gentes  que  las  patentice  mejor  que  los  planes  seguidos  hasta  hoy, 
t       ''  *  todos  en  épocas  de  mayor  aislamiento  de  los  pueblos. 
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do  hemos,  no  sólo  podido,  sino  debido  dejarlo  íti tacto,  bul 
riar  un  ápice.  Uno  de  los  motivos  por  qué  repugnábamos 
empuñar  la  hoz,  era  el  recelar  que  la  experiencia  y  una  ma; 
reflexión  cambiaran  las  convicciones  sostenidas  en  el  ardor  d# 
la  juventud  y  en  el  aprendizaje  de  la  ciencia  Hemos  visto  qm© 
seguíamos  pensando  lo  mismo  sobre  las  utopias  que,  inspirad» 
unas  por  irreflexivos  entusiasmos,  hijas  otras  de  convenclQiiA* 
lismos  revolucionarios,  deslustran  la  ciencia  do  las  relacionen 
jurídicas  internacionales  y  estorban  su  progreso.  Esperamoa 
que  en  los  futuros  velámenes  nos  ha  de  suceder  lo  propiú|  r«r 
tificándonos  en  nuestras  primeras  convicción híí  3-  retirando 
también,  como  aquí  hemos  hecho,  las  concesiones  que  care- 
ciendo de  autoridad  alguna  hubimos  de  otorgar  ontonoes  ¿  lo« 
sofismas  corrientes. 

Con  la  misma  fe  que  construimos  ayer,  repara raoR  y  añadi* 
mos  hoy.  Una  experiencia  terrible  ha  aumentado  entre  nosotras 
el  desvio  al  derecho  internacional;  por  mucho  tiempo  se  le  con- 
siderará en  España  con  el  recelo  que  se  tiene  al  doctor  desgra- 
ciado quQ  no  ha  sabido  evitar  la  muerte  del  tuberculoso  qnd 
debió  curar.  Para  la  opinión  de  las  generaciones  que  hao  vivi- 
do en  los  días  de  Santiago  de  Cuba  y  Manila  y  en  los  de  la  pas 
de  París,  la  afirmación  de  que  existe  una  ley  para  las  nacich 
nes,  y  que  ésta  les  exige  el  respeto  de  la  propiedad  njena^  pare* 
cera  un  cínico  sarcasmo.  Del  mismo  modo  que  la  familia  del 
muerto  olvida  que  las  leyes  de  la  naturaleza  ^on  ín exorables 
y  en  su  dolor  no  contempla  cuáles  habrían  sido  lo^  estragos  si^ 
no  existiera  la  ciencia  de  curar,  nadie  se  detiene  á  pensar  qué 
habría  sido  de  nosotros  si  el  derecho  internacional  no  hubiese 
existido,  ni  medita  que  precisamente  su  desconocimiento  y  1» 
falta  de. convicción  en  las  masas  acerca  de  la  enormidad  qnm 
con  España  se  cometía  causó  el  daño  mayor  y  más  imprevisto. 
Hay  que  confesar,  aunque  nos  sea  dolorosisimo,  que  fa  poca 
ciencia  que  existia  se  usó  entonces  en  suicida  torpeza  parft 
hostilizar  y  dificultar  la  acción  de  los  gobiernos^  suponiéndoles 
debilidades  y  errores  que  sólo  existían,  si  existían,  en  la  ment» 
de  los  periodistas  que  tan  torpemente  les  combatieron.  El  pui^ 
ralelo  de  lo  ocurrido  en  el  Transvaal  con  lo  sucedido  en  Cub« 
es  tan  provechoso  ejemplo,  que  sentimos  no  sea  aquí  oca«'^ii 
oportuna  para  ponerle  un  amplio  comentario.  Krüs^t;r  y  St  t,. 
Reitz  y  el  doctor  Leyds,  supieron  ganarse  la  opinión  pilb* 
europea,  no  perdonando  dinero  ni  actividad  para  conseguí 
El  miedo  á  esta  opinión  más  quizá  que  el  heroísmo  de  los  a 
batientes  ha  impedido  que  el  vencedor  obrara  á  su  caprtch 
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qne  la  entrega  de  Yereiniging  se  pareciera  á  la  dedición  de  Pa- 
rís. Slrranos  esto  al  menos  de  escarmiento^  y  no  nos  rindamos 
¿la  valgaridad  de  que  en  las  naciones  pequeñas  que  no  pueden 
pensar  ni  en  conquistas  ni  en  colonias,  sea  un  estudio  de  mero 
lujo  el  del  derecho  internacional.  Reconozcamos  que  precisa* 
mente  en  Bélgica,  en  Suiza  y  en  Holanda  es  donde  tiene  y  ha 
tenido  quizá  su  mejor  cultivo,  que  en  ellas  escribieron  Grocio 
y  Vattel,  Bluntschli  y  Rivier,  y  que  en  el  seno  de  las  mismas 
lograron  el  espíritu  de  la  paz  y  la  confesión  del  derecho  sus 
mejores  triunfos  y  que  allí  han  ido  á  reconocerlos  los  podero- 
sos. Oonvenzámonos  de  una  vez  y  para  siempre  que  si  el  dere- 
cho y  la  razón  constituyen  Ja  única  fuerza  de  los  débiles,  nada 
les  queda  si  los  desconocen. 

Persuadidos  de  la  verdad  de  estas  consideraciones  insistimos 
una  yez  más  en  la  profesión  de  toda  la  vida.  Fruto  de  tal  in- 
sistencia es  el  trabajo  que  de  nuevo  presentamos  á  la  indul- 
gencia pública.  No  nos  amedrenta  su  escaso  mérito;  el  deber 
del  obrero  es  trabajar  según  sus  fuerzas,  no  qué  éstas  den  la 
perfección  por  resultado.  £n  la  parábola  bíblica  solo  halla  cas- 
tigo el  que  cobardemente  escondió  el  talento  que  recibiera: 
nosotros  huímos  de  merecer  este  reproche  del  Señor  de  la  paz 
y  de  la  justicia. 

Borlas,  9  de  Septiembre  de  1902. 
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Creemos  ÍDátil  hacer  aquí  una  lista  detallada  de  la,sabrema' 
^'[íusv  ya  rjue  el  sentido  de  la  mayor  parte  lo  comprenderá  se- 
guramente el  lector  ilustrado  y  otras  van  expKcadas  en  el 
mí^mo  lugar  donde  se  usan. 

Citamos  los  autores  por  las  ediciones  originales;  en  aquellas 
obras  de  las  cuales  hay  diversas  traducciones  añadimos  siem- 
pre cuál  sea;  en  Martens  (F.  de)  nos  referimos,  cuando  no  se 
advierte  lo  contrario,  á  la  traducción  alemana  de  Bergbohm, 
completada  antes  que  la  francesa  do  Riedmaten.  Do  Bello  he- 
moa  utilizado  ía  última  edición  de  la  Colección  de  Autores  Caste- 
Ihñúi,  en  Vattel  la  de  Pradier -Federé  y  en  Wheaton,  por  re- 
gla general,  la  de  Boyd. 

Para  mencionar  la  Reme  de  Droit  intemaiional  et  Legislation 
íüstparíV,  nos  servimos  de  las  iniciales  R.  D.  I.,  para  tíl  Jour- 
mi  d£  Droit  i}iCcmaHonal  privé  las  de  J.  D.  I.  y  para  la  Revv,e  de 
Droü  ifítemational  puhlic  de  Fauchille  y  Pillet  las  de  R.  D.  I.  P. 

Al  hablar  del  Instituto  entiéndase  el  de  Derecho  internacio- 
nal y  Aw,  6  Anuario  significa  el  publicado  periódicamente  por 
esta  iluíátre  asociación.  Citamos  nuestra  Colección  de  Tratados 
con  la  inicial  T,  y  seguida  del  número  del  tomo. 

^^°,  notas  que  constituían  el  apéndice  de  la  edición  de  1900 
f^eñaladas  con  letras  mayúsculas;  las  nuevas,  de  la  pre- 
1       1,  con  minúsculas. 

almente»  al  hacer  en  varias  ocasiones  el  estudio  compa- 
0  da  los  tratados  celebrados  por  nuestra  patria  cuando 
*os  tratado  francés,  alemán,  italiano,  ttc.  ó  Francia,  Alema- 
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nia,  Itatia,  nos  referimos  á  los  convenios  ajustados  por  dicliari 
naciones  con  nuestra  patria,  cuya  respectiva  fecha  ae  ennmeim 
previamente  en  cada  caso.  También  debemos  advertir  que 
citar  literalmente  algún  acto  diplomático  lo  hacemos  en  su] 
texto  extranjero  cuando  no  existe  de  él  versión  auténtica,  ja 
porque  no  intervino  en  él  nuestra  patria,  ya  por  no  haberse 
aún  promulgado  oñcialmente. 
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HISTORIA  DEL  DBRSGHO  INTBKI^ACIOKAL 

§  L  materia  del  dereclio  intemaolonal.  Ho- 
din,  carácter  y  épccas*.— No  sólo  es  altamente 
útil  sino  indispensable  que  al  estudio  de  una  ciencia 
preceda  la  historia  de  su  desarrollo^  ya  como  realidad 
existente,  ya  en  su  científico  progreso  (a).  Así  en  el  de- 
recho internacional  nos  conviene  exponer  previamen- 
te el  modo  cómo  en  el  orden  de  los  tiempos  ha  logrado 
ser  reconocida  por  las  naciones  la  existencia  de  una 
comunidad  jurídica  que  las  obliga  mutuamente  y  la 
manera  cómo  sucesivamente  se  han  formulado  en  el 
mundo  de  las  ideas  los  principios  que  rigen  la  socie- 
dad jurídica  internacional.  Dos  escollos  deben  evitar- 
se, muy  temibles  en  el  autor  que  en  el  ímpetu  de  su 
primer  movimiento  se  dedica  al  estudio  de  esta  cien- 
cia: convertir  la  historia  extema  en  interna,  es  decir, 
estudiar  en  todos  sus  detalles  las  instituciones  supo- 
niendo en  el  lector  unos  conocimientos  que  ha  de  ad- 
quirir precisamente  después  al  entrar  en  el  estudio 
de  la  disciplina  cuya  historia  trata  de  explicar,  ó  con- 
vertir la  historia  del  derecho  internacional  en  univer- 
sal, política  ó  religiosa,  dándole  una  extensión  desme- 

:.|68. 

Ireada  ledentemente  en  los  eetadloe  del  Doctorado  una  cátedra  de  Hittoria 

<  recibo  iñtemaeional,  en  snstltncldn  de  la  antigna  destinada  á  la  Eiatoría  y 

<  m  eriUeo  de  lo$  pHndipalu  TnOadoé  de  Stpa/ña  ean  loe  demás  poteneiaa  (re- 
^       k  caya  utilidad  dentiflca  es  bien  discutible),  quisa  sea  oportuno  suprimir 

ipodcién  en  la  de  los  Derechos  intemadonales  público  y  privado  en  la  lir 
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aturada  por  incluir  en  ella  hechos  y  apreciaciones 
completamente  extraños  á  la  mera  entiaciación  del 
desarrollo  de  las  relaciones  internacionales  (l).  El  Cris- 
tianismo^ devolviendo  á  la  humanidad  la  noción  per 
dida  de  la  comunidad  de  origen  y  de  fin;  la  üñforma^ 
cuyo  primer  reconocimiento  en  el  orden  internacional 
08  la  paz  de  Westfalia^  rompiendo  el  ideal  criatiano 
de  la  unidad  religiosa  y  civil  de  los  pueblos  católicae; 
el  Congreso  de  Viena,  que  tío  sólo  restablece  el  equili- 
brio en  la  dislocada  Europa,  sino  que  forma  adn  la 
base  territorial  de  algunos  pueblos  del  viejo  conti- 
nente; d  de  París,  no  sólo  digno  de  atención  par  los 
nuevos  principios  que  proclama  en  el  derecho  inter- 
nacional marítimo,  sino  por  el  hecho  de  admitir  á  un 
pueblo  ni  europeo  ni  cristiano,  á  Turquía,  en  el  dis- 
frute del  derecho  público  europeo,  y  el  de  Berlín  dan- 
do nueva  y  más  satisfactoria  solución  á  la  eterna 
cuestión  de  Oriente,  señalan  las  cinco  grandes  etapas 
en  las  que  puede  dividirse  la  historia  del  derecho  in- 
ternacional; esto  es: 

1.*  época.  Tiempos  anteriores  al  Cristianismo, 

2.*  Desde  el  Cristianismo  hasta  la  paz  de  Westfa- 
lía  (1648). 

3.*  Desde  la  paz  de  Westfalia  al  Congreso  de  Vieua 
f  (1648-1816). 

I  4.*  Desde  el  Congreso  de  Viena  al  de  París  (1816- 

1866). 

5.*  Desde  el  Congreso  de  París  al  de  Berlín  (ISb^- 
1878)  (2)  (b). 

(1)    Lanrent,  al  escribir  una  obra  de  diez  y  ocbo  tomos  de 
seis  6  setecientas  páginas  cada  uno,  hizo* muy  bien  al  ' 

^ír>  La  conferencia  de  SI  Haya  de  1800,  primera  asamblea  solemne  d«  la 
Qi|»nL  parte  de  loe  pneblos  civlllzadoe  de  la  tierra  para  tratar  del  ptt>Rrre«o  y 
táéftí  del  derecho  de  gentes,  ha  de  señalar  el  principio  de  una  nusTa  época 
o>J  fdtaros  historiadores  de  este  último. 
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Inarle  desde  el  tercer  volamen  el  titulo  de  Histoire  du  Drait  d€ 
pms  por  el  de  Btude*  sur  VHstoire  de  Vkutnanité,  tratándose  de 
un  trabajo  que  es  más  de  critica  filosófica  y  religiosa  que  jurí- 
dico. López  Sánchez,  con  mejor  espiritn,  hizo  nn  trabajo  apo- 
logético» extractando  trozos  del  Cantú,  al  que  tituló,  sin  em- 
bargo, Derecho  intemacUmal pábUco,  Wheaton,  en  cambio,  se  li- 
mitó en  verdad  á  exponer  únicamente  la  historia  del  derecho 
mtemacionaly  pero  con  tales  detalles,  que  están  allí  mucho 
mejor  tratados  ciertos  puntos  del  derecho  internacional  que 
en  sus  famosos  y  clásicos  Elementos, 

(2)  Los  hechos  posteriores  al  tratado  de  Berlín  son  dema- 
siado recientes  para  que  pueda  criticarlos  aún  la  Historia. 
(Véase,  sin  embargo,  §  20.) 
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SECCIÓN  PRIMERA 


PBiKERA  Época:  el  mundo  ante- cristiano 


§  2.  Tiempos  prehistóricos.  El  Oriente  pa- 
gano (India,  China,  Persia,  Egipto^  Fenicia^ 
Oartago)**. — Poco  conoce  la  Historia  de  los  tiem- 
pos á  eUa  anteriores;  pero  por  una  racional  induc- 
ción puede  deducirse  aquel  estado  social  de  las  cos- 
tumbres observadas  en  las  tribus  salvajes.  Ignoran 
las  tribus  todos  los  grandes  principios  que  forman  la 
base  del  derecho  de  gentes;  es  en  ellas  la  gunrra  el 
estado  normal  y  perenne;  la  paz,  corta  tregua  dicta- 
da por  la  necesidad  ó  la  impotencia;  las  conquistas, 
el  pillaje  y  el  exterminio;  y  si  entre  tales  bandadas 
se  pactan  y  cumplen  más  ó  menos  las  alianzas,  si  se 
respeta  algo  al  parlamentario,  si  se  trata  con  cierta 
hidalguía  al  jefe  contrario  vencido,  no  se  debe  al  re- 
conocimiento del  deber  jurídico,  sino  á  la  fuerza  de 
sentimientos  innatos  en  todo  corazón  humano^  apo- 
yados las  más  de  las  veces  por  el  interés  de  la  propia 
conveniencia  W.  Entre  los  pueblos  del  Oriente  debe* 
mos  considerar  separadamente  los  paganos  {India, 
China,  Persia,  Fenicia,  Egipto  y  Cartago)  del  hebreo^ 
que  como  precursor  del  cristianismo  merece  atención 
aparte.  Las  leyes  de  Manú,  supremo  Código  religioae 
de  los  indios,  regulan  minuciosamente  el  derecho  ~  i 
embajada,  prescriben  el  respeto  al  agricultor  pac; 
CD  en  la  guerra  y  sefialan  vestigios  de  ciertas  insti 
clones  destinadas  á  proteger  al  extranjero.  LástÍL 

(•)C.|W. 
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qae  en  las  campafias  de  Alejandro  no  resultase  ver- 
dad tarda  belleza  W.  El  emperador  de  la  China,  hijo 
del  cielo,  es  el  sefior  por  derecho  divino  de  todos  los 
pueblos,  y,  por  lo  tanto,  imposible  es  que  dicha  na- 
dón  admita  la  posibilidad  de  la  existencia  jurídica 
de  otros  pueblos  independientes  de  su  soberano  (3). 
Era  el  antiguo  Egipto  pueblo  religioso  por  excelen- 
cia, disfrutando  en  él  de  influencia  omnímoda  la  clase 
sacerdotal.  Cruel  con  el  extranjero,  no  perdonaba  en 
en  las  luchas  ni  al  niño,  ni  á  la  mujer,  ni  al  anciano. 
Memorable  es,  á  pesar  de  todo,  el  tratado  celebrado 
por  Bamsés  11  con  el  principe  de  Cheta  iA),  Ciudades 
negociantes  y  coloniales  por  excelencia.  Fenicia  y 
Oartago  no  respetaron  más  que  Egipto  los  principios 
del  derecho  natural  en  su  aplicación  á  las  naciones 
independientes,  y  la  mala  fe  de  la  segunda  (fides  jm- 
tticaj  la  hicieron  proverbial  (aunque  con  poca  razón  y 
derecho)  sus  vencedores  los  romanos  W.  Persia  quizá 
fué  la  nación  oriental  que  más  progresó  en  esta  ma- 
teria. Habia  en  la  corte  un  funcionario  encargado  de 
la  protección  del  extranjero,  y  en  sus  conquistas  con- 
cedía á  los  vencidos,  con  sagaz  política,  cierto  go- 
bierno autónomo  con  limitada  independencia.  Para 
concluir:  los  pueblos  orientales  desconocieron  el  dere- 
cho de  gentes,  porque  consideraban  el  derecho  patri- 
monio de  su  rey  y  de  su  Dios;  el  mismo  comercio, 
fuente  de  las  relaciones  internacionales,  era  sólo  co- 
lonial, y  si  se  verificaba  con  el  extranjero  era  en  for- 
ma de  monopolio;  negociaban  únicamente  en  la  ins- 
tantánea y  segura  forma  de  permuta  (^). 

)    Véase  sobre  el  derecho  internacional  en  los  tiempos  pri- 
1     vos  Egger,  Les  traites  pnhlics  dans  VAntiquité. 

í)    La  ley  de  Manú  recomienda  al  embajador  siembre  la 
<     46n  en  Jios  reinos  eictranjeros,  Titilizando  las  ambidoneíi; 
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de  los  pretendientes  al  trono  del  principe  enemigo  y  da  loa 
ministros  malcontentos  (vu,  107,  197).  El  rey  debe  procuriir 
aniqnilar  el  territorio  extranjero  y  devastar  los  pastos,  provi- 
siones y  bosqnes  del  adversario.  (Pierantoni,  Traítato,  pági- 
na 84.)  Los  escritores  griegos  Diodoro,  Estrabón  y  Filostratc» 
hablan  de  magistrados  cuya  misión  era  recibir  al  extranjero  y 
vigilar  para  que  no  se  le  hiciesen  injusticias,  y  de  merücoJ? 
encargados  de  mirar  por  la  salud  de  los  mL^mos,  etc.  (Pieran 
toni,  Üb.  cit.,  pág.  86.) 

(3)  Al  buen  rey  se  le  someten  todos  los  pueblos  ^  dice  el 
Ohiu-king  I,  2,  16. — Se  reconoce  en  sus  libros  sagrados  los 
derechos  de  los  embajadores  enviados  á  las  cuatro  partes  d&l 
mundo.  Los  chinos,  como  dice  Pepere  (Stori^  del  dintio)  en  su 
modo  de  pensar  subjetivo,  creyendo  sólo  en  la  existencia  da 
8U  imperio  del  Medio,  no  podían  concebir  la  existencia  del  de- 
recho internacional. 

Hoy  día  ha  mudado  algo  su  modo  de  ver  y  existen  en  el  Ce- 
leste Lnperio  versiones  oficiales  de  los  conocidos  tratados  de 
Wheaton  y  Bluntschli  sobre  los  recientes  sucesos  de  China. 
(Véanse  §§  20  y  46.) 

(4)  En  Egipto,  país  esencialmente  dedicado  á  la  guerra» 
eran  todas  éstas  de  exterminio,  «debe  cagarse  al  enemig^^ 
como  al  pájaro  en  el  lazo:>.  En  el  altar  de  Bnsiris  se  inmolaban 
los  extranjeros,  que  por  regla  general  no  eran  admitidos  en  el 
reino.  En  Egger  (Traites  des  anciens,  pág.  24*1)  se  hallan  frag- 
mentos del  tratado  de  Hamsés  11  con  el  principe  de  Obela.  En 
él  se  concierta  la  paz  perpetua  entre  ambos  soberanos  y  hasta 
la  extradición  de  los  delincuentes.  Los  fenicios,  aunque  pue- 
blo comerciante  y  colonizador  por  excelencia,  lograron  fama 
proverbial  por  su  perfidia.  Pidieron  entrar  en  una  ciudad  tiJa 
y  noche,  y  una  vez  dentro  negáronse  á  salir^  diciendo  qae  se 
les  había  recibido  para  todos  los  días  y  noches.  No  es  este  el 
lugar  de  discutir  si  fué  ó  no  ventajoso  para  la  civilización  1 
triunfo  de  Roma  sobre  Cartago,  pero  no  puede  dudarse  c  b 
los  informes  que  de  esta  última  nación  tenemos,  vieneD  )  r 
un  conducto  demasiado  sospechoso  para  reputarlos  intacl  - 
bles.  La^historia  de  Bégnlo,  la  de  las  naves  romanas  aoogic    i 
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ea  tiempo  de  tempestad  para  apoderarse  más  fácilmente  de 
«Das  JTistiñcarían,  á  ser  ciertas,  el  sentido  que  en  la  lengua 
latina  tienen  las  palabras  Jides púnica. 

(5)  La  razón  fundamental  por  la  que  en  el  mundo  ante- 
cristiano  no  pudo  progresar  ni  existir  siquiera  la  idea  de  la 
comonidad  natural  de  todos  los  pueblos,  fué  el  nacionalismo 
de  todas  sus  instituciones.  Keligión,  derecho,  moral  y  ciencia 
era  todo  nacional  y  propio  del  país  6  la  tribu:  el  extranjero 
debia  alejarse  ó  someterse. 

Negado  ó  desconocido  el  común  origen  del  hombre  que  re- 
7eló  el  Cristianismo,  era  imposible  creer  pudiese  existir  co- 
onmión  alguna  entre  agrupaciones  de  seres,  cuya  semejanza 
é  igualdad  los  más  grandes  filósofos  pusieron  en  duda.  Asi  se 
jnstífícó  la  esclavitud,  no  sólo  la  individual  de  los  prisione- 
ros de  guerra  (serous  de  servare,  porque  se  les  conservaba  la 
?ida),  sino  la  moral  de  los  pueblos  vencidos.  Si  se  halla  al- 
gpin  principio  de  derecho  de  gentes  en  el  caos  jurídico  de  la 
sociedad  antigua,  débese  únicamente:  \P  k  que  ciertas  reía- 
dones  jurídicas  nacen  forzosamente  de  la  coexistencia  de  dos 
6  más  comunidades  políticas  independientes,  v.  g.,  el  envío  de 
embajadores  y  la  conclusión  de  tratados.  —  2.®  Como  el  dere- 
cho de  gentes  en  sus  fundamentales  principios  forma  parte  de 
esa  ley  natural  que  ha  estado  y  estará  escrita  en  el  corazón 
de  todos  los  hombres,  no  es  extraño  que  los  legisladores  de 
los  pueblos  antiguos  lo  consignaran,  consciente  ó  inconscien- 
temente, en  sus  códigos  y  libros  sagrados.  —  3.^  Aun  en  este 
caso,  como  observa  Schultze  (pág.  177  de  nuestro  Manual), 
&rmaban  parte  estas  prácticas  internacionales  del  derecho 
religioso  y  litúrgico  de  cada  pueblo,  ya  que  sólo  el  temor  de  la 
venganza  divina  era  lo  que  podía  obligarle  á  cumplir  sus  debe- 
res con  las  demás  naciones. 

(A)    M.  Maspero  ha  publicado  en  el  Journal  des  Debáis  (7  de 

i  i  de  1893)  un  estudio  sobre  la  organización  de  las  relacio- 

B  Internacionales  del  Egipto,  en  el  siglo  xvi,  antes  de  núes- 

t  Sra.  £1  comercio  diplomático  de  los  Faraones  estaba  diri- 

é  » por  una  junta  de  doce  personajes,  que  le  seguían  siempre; 

^  Tminahan  el  ceremonial,  introducían  los  embajadores,  tra- 

^  •'n  sus  discursos,  presentaban  sus  regalos  y  les  servían  de 
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intérpretes.  Las  oomnnicaciones,  inscritas  en  ladrillos^  &e  j 
daban  en  grandes  jarras  de  tierra  cocida.  Versaban,  principt 
mente,  sobre  las  princesas  que;  como  prenda  de  paz  é  indeu 
sación  de  guerra,  daban  los  príncipes  vencidoft  como  esposas  t 
soberano  egipcio,  el  cual,  como  nueva  prenda  de  cortesía, 
daba,  4  su  vez,  regalos  proporcionados  al  mérito  de  su  nue 
mujer. 


t 


§  3.  Grecia*.  — Fué  la  misión  de  Grecia  en 
mundo  antiguo  librarlo  del  espíritu  pantcísta  y 
orático  de  los  orientales,  oponiéndole  la  idea  del  reei 
nocimiento  de  la  personalidad  humana;  pero  precii 
mente  enorgullecida  de  esta  idea  liberal  y  culta  co] 
sideraba  como  bárbaros  los  demás  pueblos  é  iitiposibl 
la   existencia  de  un  derecho  público  externo.  Fn 
tegian,  sin  embargo,  los  griegos  al  extranjero ,  coi 
cediéndole  cierto  amparo  por  medio  de  los  proxenimi 
y  por  la  isopolitia  le  otorgaban  derechos  politic* 
La  liga  anfictiónica  es  el  primer  ejemplo  de  alian 
y  confederación  que  nos  presentan  los  pueblos  an 
tiguos;  formada  de  doce  pueblos,  tenía  su  centro  ei 
Delfoá,  y  un  tribunal  anfictiónico  decidía  las  contro 
versias  entre  los  miembros  de  la  confederación 
acción  saludable  del  anfictionado,  que  murió  con  I 
libertad  griega  en  la  batalla  de  Queronea,  fué  para^ 
lizada  casi  siempre  por  la  lucha  intestiDa  de  las  cm 
dades  helénicas.  En  el  Thilos  se  celebraban  banquet 
con  los  embajadores  extranjeros,  y  el  matar  imo  de] 
ellos  sin  previamente  oirle  era  delito  que  clamaba  1 
venganza  de  los  Dioses  (Herodoto,  vir,  133),  Esparta^ 
respetó  la  inviolabilidad  de  Temístocles,  á  pesar  di 
las  injurias  y  ofensas  que  le  infligió  en  su  estancia 
Tuvo  gran  desarrollo  la  negociación  de  tratadas  p* 
bucos  entre  los  griegos.  Encontramos  en  loshistori 
dores  griegos  ejemplos  de  pactos  federales  y  de  col 
HÍzación  (estableciendo  las  relaciones  entre  la  oue^ 
(^  c.§co. 
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ciudad  y  su  metrópoli),  de  alianzas  pacificas  y  hos- 
tiles, d^ensivas  y  ofensivas,  tratados  de  neutralidad, 
de  paz,  de  arbitraje  (y.  g.,  la  sentencia  arbitral  de  los 
etolios,  determinando  las  fronteras  entre  Melitea  y 
Pera).  Eran  muy  comunes  las  represalias,  el  corso, 
y  fué  la  piratería  considerada  profesión  honorable 
y  gloriosa,  á  la  que  se  dedicaban  los  griegos  sin  es- 
crúpulo. No  faltan,  sin  embargo,  rasgos  de  humani- 
taria caballerosidad  en  la  historia  griega.  Era  ilícito 
matar  al  enemigo  que  se  rendía,  celebrábanse  armis- 
ticios para  enterrar  á  los  muertos  y  dábanse  treguas 
y  salvoconductos  para  celebrar  y  acudir  á  las  fiestas 
publicas.  Pero  el  hecho  de  haberse  celebrado  tanto  la 
conducta  de  Alejandro  con  la  familia  de  Darío,  ¿no  es 
prueba  evidente  del  atraso  de  la  conciencia  jurídica 
de  un  pueblo  que  tenía  por  magnanimidad  heroica  lo 
que  era  meramente  cumplimiento  de  un  sagrado  deber 
de  justicia?  El  derecho  marítimo  se  desarrolla  natu- 
ralmente en  Grecia,  dado  el  espíritu  comercial  de 
aquel  pueblo;  las  leyes  rodias,  pasando  por  los  códigos 
romanos,  lograron  aún  fuerza  y  respeto  en  la  misma 
Edad  media.  Poco  desarrollo  científico  alcanzó  entre 
los  griegos  el  derecho  internacional.  Es  dudoso  que 
Aristóteles  escribiese  un  tratado  de  esa  ciencia.  Pla- 
tón sólo  admitía  que  la  igualdad  pudiese  ser  la  base 
de  las  relaciones  internacionales  respecto  los  pueblos 
griegos  entre  sí;  en  los  bárbaros  defendiendo  uno  y 
otro  la  esclavitud  de  los  mismos,  desconocían  la  per- 
sonalidad humana,  y,  por  tanto,  la  del  extranjero, 
piedra  angular  de  nuestra  ciencia  (l). 

i)  La  piratería  era  profesión  honrada  entre  los  griegos 
(  atino,  Xim,  111,  núm.  2,  citado  por  Wheaton.  £ü.st.,  pá- 
{  i  2).  Cuw  alienigenU,  cum  Barharis  atemum  Oracú  helUm 
i  dice  Tito  Livio  (Hist.  31 ,  29).  Tucidides  cita  como  máxima 
t     Lún  &  sns  compatriotas:  &  los  Reyes  f  BepúbUcas  les  es  justo 
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todo  lo  que  les  conviene  (Hist.,  lib.  VI).  El  asesinato  de  los  eni^ 
bajadores  de  Darío,  que  fueron  á  pedir  á  Esparta  y  Atenas  el 
agua  y  el  fuego,  como  prueba  de  sumisión  á  su  rey;  el  bár- 
baro exterminio  de  los  plateenses  por  Los  tebanos»  porq^ue  no 
pudieron  probar  q.ue  no  hablan  hecho  nada  en  servicio  de  Ea- 
parta  ó  de  sus  aliados;  el  saqueo  de  Melos  por  los  att^ni^iiFieí?^ 
que  no  dieron  otra  razón  para  ello  sino  que  no  les  convenía  la 
independencia  de  aquella  isla,  prueban  el  poco  aprecio  que  ha- 
cían los  griegos  del  derecho  de  gentes  (Wheaton,  Hist. ,  pá- 
gina 6  y  siguientes)  y  cuan  poco  resultado  práctico  tuvo  la 
Uga  anñctiónica,  alianza  más  religiosa  que  poüticaf  según 
Gefícken. 


§  4.  Boma"^. — Si  algún  pueblo  en  la  antigüedad 
podía  haber  concebido  la  existencia  del  derecho  in- 
ternacional era  el  romano,  el  pueblo  á  quien  debe  la 
civilización  moderna  el  derecho,  como  á  la  Grecia  la 
filosofía  y  el  arte.  Sin  embargo,  el  principio  escrito  en 
el  primero  de  sus  monumentos  jurídicos  adversuá  hos- 
tem  cBtemas  auctoritas  e«¿oy  del  que  tanto  uao  hicieron 
para  sujetar  por  la  violencia  unas  veces  y  por  la  per- 
fidia otras  el  orbe  por  ellos  conocido,  es  la  n*  lííieióri 
más  radical  de  toda  obligación  para  con  el  extran- 
jero. Puede  significar  su  jus  gentium  en  boca  de  los 
jurisconsultos  romanos  el  derecho  que,  por  ser  con- 
forme á  la  naturaleza  humana,  existe  en  todas  las 
naciones,  ó  en  sentido  más  limitado,  el  conjunto  de 
instituciones  reconocidas  en  todos  los  pueblos,  mas 
nunca  tuvo  allí  el  sentido  moderno  de  ser  la  ley  que 
determina  las  relaciones  de  los  Estados  indepen- 
dientes entre  sí.  El  pretor  de  los  peregrinos  adminis- 
traba á  éstos  un  derecho  que  para  su  uso  especial  fa- 
bricaron los  romanos  jurisconsultos.  El  decreto  de  Ci 
racalla(212),  concediendo  el  derecho  de  ciudadanía 
todos  los  habitantes  del  imperio  (in  orbe  romano) ,  hí 

(*)C.|M. 
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imposible j  jurídicamente  por  lo  menos,  la  existencia 
del  derecho  internacional.  Fuera  del  imperio,  que 
abarcaba  todo  el  mundo  conocido  y  civilizado,  que- 
daban sólo  enemigos  y  bárbaros;  el  mundo  se  regía 
todo  por  el  derecho  civil  romano.  Pero  un  pueblo  de 
pohtica  tan  prudente  como  astuta  y  jurisconsultos  tan 
perspicaces  como  profundos,  no  podían  desconocer 
algunos  de  los  más  cardinales  postulados  que  necesa- 
riamente resultan  de  la  coexistencia  de  las  naciones. 
El  colegio  de  los  Faciales,  la  recupei^atio,  son  institu- 
ciones internacionales  que  en  su  lugar  estudiaremos, 
y  Séneca^  al  vislumbrar  el  principio  de  la  fraternidad 
humana,  y  sus  jurisconsultos  al  reconocer  la  máxima 
ífiam  hostis  fídes  servanda  est,  preparaban  al  espíritu 
homano  para  recibir  la  suprema  luz  del  Cristianis- 
mo (1)  tA). 

(1)     Big-,  lib,  V,  §  2,  XLTX,  15.  Si  cum  gente  aliqua  ñeque 
^midíiam,  ñeque  hospiíium,  negué  fcedut  amicitia  causa  factum 
hihtmui,  M  hústes  quidem  non  sunt;  quot  autem  ex  nostro  ad  eos 
pememt,  illuram  Jit  ti  líber  komini  noster  ah  iis  captus  servus  JU  et 
eorum.  Idemque  est,  ít  ab  illis  ad  nos  aliquid  perveniat;  hoc  quoque 
iSiiur  casu  postlimínium  dütum  est.  Lawrence  (J.  B.)  cree  que  la 
creadóii  del  colegio  de  los  Feciales  se  debía  más  bien  al  amor 
ül  orden  que  teniEU  los  romanos  que  no  á  idea  alguna  de  co- 
mtmidad  internacional  (ffandb,  núm.  9).  Lactancio  (citado  por 
trefí'cken)  dice  qno  los  feciales  servían  sólo  para  legitime  inju- 
rks/uúiendi.  Cicerón  desarrolla  generosas  máximas  de  derecho 
internacional;  el  £n  de  la  guerra  es  vivir  en  paz  después  de  la 
victoria;  sin  motivos  justos  jamás  debe  negarse  el  cumpli- 
miento de  la  promesa  (al  enemigo  honrado,  no  al  pirata),  y 
basta  el  mismo  nombre  con  que  al  extranjero  se  designa,  hostes 
^ped),  indica  la  mayor  lenitud  de  las  costumbres  (Whea- 
páginas  1 8  y  19  y  siguientes).  Bien  opuesta  es  á  tan  bellas 
inas  la  realidad  de  los  hechos;  desde  la  niñez  conocemos  la 
il  manera  con  la  que  los  romanos  violaron  todo  derecho 
ble  para  fundar  sobre  las  ruinas  de  la  justicia  su  colosal 
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imperio.  Por  cierto  que  Polibio  (XXTTT,  33)  nos  cuenta  los  te- 
mores de  Hierón  11  de  Siracusa  al  ver  amenazada  la  indepen- 
dencia de  los  pueblos  con  la  ruina  de  Cartago,  pues  Roma, 
decía,  sin  rival,  no  hallará  obstáculo  á  sus  designios;  y  añade 
dicho  autor  dándole  razón:  «El  predominio  no  debe  ser  jamás 
patrimonio  de  nación  alguna,  debiendo  evitar  siempre  los  Es- 
tados vecinos,  si  no  quieren  sucumbir,  el  hallarse  impotentes 
para  resistir  los  futuros  planes  de  la  nación  conquistadora* « 
He  aquí  los  primeros  esbozos  de  la  teoría  del  equilibrio  y  del 
derecho  á  la  intervención  para  mantenerlo. 

(A)  En  sus  alianzas  distinguía  Boma  dos  clases  de  pueblos : 
aquellos  que  trataba  con  perfecta  igualdad  (equum  fcRdus)  y 
los  otros  que  tenían  que  reconocer  la  soberanía  (majestas)  del 
i^xk&hloromBkXio (iniquumfasdiís).  Estos  últimos  no  erdji  populi 
liberi:  quedaban  como  medio  soberanos  y  protegidos  in  dubia 
libertas;  sus  reyes  se  llamaban  reges  inservientis,  sub-reguU,  y 
estaban  sometidos  ó  vigilados  por  un  representante  de  Roma^ 
prcefectus  ó  procurator.  Tal  era  la  situación  de  Heredes  y  l& 
Judea  en  tiempo  de  Cristo.  Como  dice  Despagnet,  hay  que  dis- 
tinguir dos  épocas  en  la  política  internacional  romana:  antes 
y  después  de  la  definitiva  derrota  de  Cartago.  En  la  primera 
trata  Roma  á  las  naciones  extranjeras,  sobre  todo  á  los  pueblos 
italianos,  con  cierto  respeto  á  su  independencia  y  á  los  trato® 
con  los  mismos  celebrados;  pero  después,  sin  rival  en  el  mundo, 
no  tiene  freno  y  sólo  ve  masas  humanas  que  subyugar  y  ex- 
plotar. 

§  6.  El  pueblo  hebreo*. — Si  no  queremos  con 
Selden  deducir  todo  el  derecho  de  gentes  de  l¿is  ju- 
daicas instituciones,  creemos  firmemente  que  el  pue- 
blo depositario  de  la  alianza  de  Dios  con  los  hombres 
guardó  con  más  fidelidad  que  ninguno  las  divinas  en* 
sefianzas  sobre  la  fraternidad  humana.  Respeta  el 
derecho  mosaico  al  extranjero  más  que  ningún  otro 
de  la  antigüedad,  y  le  concede  que  disfrute  con  h\ 
viuda  y  el  pobre  de  los  productos  de  la  tierra  en  e 
afio  sabático  que  dejan  sin  cultivarla  sus  propietarios; 
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respeta  los  legados  de  los  otros  pueblos  y  defiende  con 
entereza  la  inmunidad  de  los  suyos;  en  la  Biblia  son 
numerosos  los  tratados  de  paz  y  alianza  celebrados 
por  la  nación  escogida.  En  la  ^erra  prescribe  el 
Viejo  Testamento  la  necesidad  de  la  declaración  pre- 
vm^  el  respeto  á  los  niños,  mujeres  y  ancianos,  y  aun 
ios  difíciles  derechos  de  la  neutralidad  fueron  consi- 
derados por  Moisés  en  la  guerra  de  Canaán.  Si  alguna 
violación  de  los  preceptos  del  derecho  internacional 
se  halla  en  su  historia,  ó  la  excusa  la  necesidad  de  la 
misión  divina  de  Israel  (cuyas  conquistas  tienen  ca- 
rácter bien  distinto  de  las  de  los  demás  pueblos  de  la 
antigüedad),  ó  la  flaqueza  humana  de  los  que  la  co- 
metieron (1), 

(1)     Como  dice  Holtzendorff  (Handh,  §  48),  el  estudio  de 
Us  institaciones  jurídicas  del  pueblo  hebreo  tiene  una  impor- 
tancia esencial  para  el  estudio  de  las  de  las  naciones  europeas, 
ya  quB  eii  ella^^  tíe  apoya  la  organización  religiosa  y  política  de 
la  Eda.d  media  entera.  El  Decálogo  es,  añade,  la  Carta  funda- 
mental de  todoíí  los  pueblos  cultos.  Es  verdad  que  en  los  sa- 
grados libros  se  encuentra  repetida  la  promesa  hecha  por 
Jehovah  á  Israel  de  sujetar  á  su  dominio  las  naciones  gentiles, 
pera  debe  entenderse  en  su  sentido  místico  y  espiritual.  El 
Mesíae  prometido  domina  hoy  todo  el  mundo  civilizado.  En  la 
Biblia  86  hallan  infinitas  pruebas  de  que  no  merece  el  pueblo 
jodio  la  severa  crítica  con  que  á  la  luz  del  derecho  internacio- 
nal moderno  se  juzga  el  derecho  internacional  de  los  pueblos 
antiguos,  iniiuzuerables  son  los  textos  en  los  que  se  prescribe 
la  más  cariñosa  bospitahdad  al  extranjero,  que  se  convierte 
en  verdadera  ñ-atemidad  si,  abandonando  sus  falsos  dioses, 
adora  al  de  Israel;  en  la  guerra  se  ordena  que  se  pida  á  las 
ciudades  sitiadas  se  rindan,  ofreciendo  sumisión  y  tributo,  an- 
a  de  proceder  á  castigar  la  temeridad  con  el  exterminio  y  el 
^queo;  débese  enterrar  al  enemigo  muerto  en  el  campo  de  ba- 
ila, etc.  (Deuteronomio,  cap.  XX).  La  Historia  nos  demues- 
tel  trato,  alianzas  y  pacíficas  relaciones  que  desde  AbrjJiam 
David  y  Salomón  tuvieron  con  los  principes  sus  vecinos,  y 
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el  USO  que  para  lograrlo  hicieron  de  embajadores;  para  vengar 
el  asesinato  de  éstos  declaró  la  guerra  David  á  los  amonitas^ 
También  es  notable  el  modo  como  respetaron  los  derechos  de 
Edom,  nación  neutra.  A  Moisés,  durante  la  conquista  de  Ca- 
naán,  le  con  venia  pasar  por  las  afueras  del  idumeo;  en  vano 
prometió  pasar  por  el  camino  sin  beber  gota  de  agaa  que  no 
pagase,  sin  pisar  viña  ni  campo  alguno  cultivado:  no  logró  el 
consentimiento,  y  fuese  por  otra  senda  (números  XX ^  14  á  22) . 
Y  si  se  encuentra  algún  rasgo  de  crueldad  (v.  g.,  en  las  giie- 
rras  con  Canaán)  en  la  Sagrada  Historia  (al  ñn  y  al  cabo  no 
peores  que  los  de  griegos  y  romanos),  puede  el  cre^^ente  ob- 
servar con  Halleck  (Op.  cit.,  t.  I,  pág.  3)  que  se  trata  de  un 
pueblo  singular  que  debía  cumplir,  guiado  por  Dios,  en  la  Boa* 
toria  una  misión  providencial  y  divina. 
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SECCIÓN  II 


SEGUNDA  ÉPOCA ;   EL  MUNDO  CRISTIANO  HASTA  LA  PAZ 
DE  WESTFALIA 

§6-  El  Cristianismo*.  — Laurent,  escritor  nada 
fioapechoso  (émulo  de  Voltaire  en  fecundidad  y  safia 
impía  sí  no  en  talento  y  esprit),  afirma  resueltamente 
que  el  derecho  de  gentes  nació  con  la  idea  cristiana. 
Antes  de  él  podían,  como  hemos  dicho  repetidas  ve- 
ces, practicarse  algunos  de  sus  principios  (por  exi- 
girlo así  imperiosamente  la  conciencia  humana),  pero 
faltaba  la  base,  la  posibilidad  de  la  comunidad  jurí- 
dica de  las  naciones.  Cristo  viene  al  mundo  para  se- 
llar la  alianza  entre  Dios  y  todos  los  hombres;  Media- 
torDei;  los  ángeles  anuncian  su  venida  como  paz  para 
todos  los  hombres  de  buena  voluntad.  Por  él  alcanza 
reconocimiento  la  fraternidad  humana,  proclamándo- 
se el  comün  origen  y  destino  en  Dios  de  todos  los  in- 
dividuos y  naciones,  y  queda  minada  por  su  base  la 
monstruosa  aberración  de  la  esclavitud.  Poco  impor- 
ta que  la  Iglesia  procediese  con  cautela  al  llevar  tan 
regenerador  principio  á  las  realidades  de  los  hechos; 
esto  era  misión  del  Estado  cristiano:  á  aquélla  corres- 
pondía sólo  proclamar  su  injusticia,  y  es  absoluta- 
mente falso  que  Padre  de  la  Iglesia  alguno  recono- 
-^'Bse  su  legitimidad.  Los  inmortales  principios  del 
v^angelio  sobre  la  caridad  y  el  amor  al  prójimo  mo- 
tean y  cambian  por  completo  el  antiguo  derecho 
la  guerra.  Las  matanzas  de  Tesalónica  son  con- 

c  )C.««. 


Tomo  I. 


»L 


PROPEDÉUTICA 

denadas  enérgicamente  por  la  Iglesia^  y  San  Ambro- 
sio impone  pública  penitencia  al  príncipe  cruel ,  pero 
cristiano,  que  las  decretara.  El  Estado  cristiano  no 
debe  quedar  inerme  ni  sufrir  indefenso  la  agresión 
infame  del  malvado;  sólo  anatematiza  la  cristiana 
doctrina  las  guerras  inicuas  que  tienen  la  conquista 
por  fin  y  por  medios  el  exterminio  y  el  pillaje.  Final- 
mente, marca  la  relativa  independencia  de  las  dos 
Bociedades,  religiosa  y  civil,  al  mismo  tiempo  que 
añrma  el  origen  divino  del  poder  legítimamente  cons- 
tituido. No  pueden  invocarse  contra  la  bienhechora 
influencia  del  cristianismo  en  el  derecho  internacio- 
nal, ni  la  doctrina  de  la  predicación  universal  deí 
Evangelio,  ya  que  la  fe  debe  ser  siempre  voluntaria 
(Jesucristo  mandó  á  San  Pedro  volviese  á  su  vaina 
la  espada  que  le  ofrecía),  ni  la  de  la  obediencia  pasi- 
va que  se  supone  previamente  racional  y  debida.  Aun 
hoy,  después  de  tres  siglos  de  descreimientOj  eonser- 
va  el  derecho  internacional  las  señales  de  su  cristia- 
no origen,  aun  lleva  este  glorioso  apellido ,  aun  se 
principian  los  tratados  en  nombre  de  la  Trinidad  san- 
tísima y  aun  en  muchos  de  ellos  (el  de  Utrecht,  por 
ejemplo)  se  reconoce  ser  su  ñn  el  restablecimiento  de 
la  paz  cristiana,  predicada  por  el  ángel  en  Belén  á 
loa  pastores  (i). 

(1)  No  hay  autor  que  se  atreva  á  negar  en  absoluto  la  ín- 
tiuencia  del  Cristianismo  en  la  concepción  teórica  y  realiza^ 
oión  práctica  de  la  sociedad  internacional.  Los  más  atrevidos 
de  sus  adversarios  (si  es  que  existen  algunos  con  vencido  e  y 
de  buena  fe)  se  limitan  á  protestar  de  que  sea  la  única  y  prln  ^ 
oipal  base  del  defecho  internacional. 

Ei  Cristianismo  fué  la  primera  religión  universal  y  añadi 
á  la  catolicidad  en  el  imperio  la  catolicidad  en  la  fe  de  Cristo 
Beatando  como  su  principio  fundamental  la  anidad  del  genere 
hnmano  en  Adán  y  por  Cristo,  derívanse  como  consecuenci 
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lógica  la  libertad,  la  igualdad  y  la  fraternidad  humanas.  No% 
est  Jud^nts  neqvke  Cfracus,  non  est  servus  ñeque  líber;  omnes  enim 
ws  wnnm  estisin  Christo  Jem,  (San  Pablo  ad  Oalata,  DI,  28.) 
«La  religión  cristiana  sustituyó  al  precepto  pagano:  «aberre- 
>cer¿s  ¿  tu  enemigo»  por  el  divino  precepto  Diligite  inimicum 
vestitm,  con  el  que  no  podía  conciliarse  la  perpetua  guerra  de 
las  gentiles  naciones.»  (Wheaton,  Hist.,  pág.  31.)  Lactancio 
{Inst.  div.  Vil,  10):  «Si  venimos  todos  de  un  solo  hombre  que 
Dios  ha  hecho,  tenemos  la  misma  sangre,  y  si  un  mismo  Dios 
nos  ha  dado  el  soplo  de  la  vida  que  tenemos,  ¿somos  otra  cosa 
que  hermanos,  unidos,  no  sólo  por  el  cuerpo,  sino  por  el  espí- 
ritu?» Para  San  Agustín  la  humanidad  se  divide  en  tres  gran- 
des sociedades  concéntricas:  familia  (domus),  el  Estado  (nrh$) 
y  la  sociedad  de  todas  las  naciones  (Orbis  térra),  (De  cwitate 
Dei,  XTX,  17,  citado  por  Audisio,  Jus.  Nat.  Gent.,  tít.  XV, 
pág.  301).  —  Como  dice  López  Sánchez  en  su  conocida  obra  y 
Holtzendorff  en  su  reciente  trabajo  (y  á  quien  no  puede  creer- 
le tan  parcial  como  al  primero),  la  humildad  y  la  caridad  su- 
ceden al  orgullo  y  crueldad  de  los  antiguos;  los  Padres  de  la 
Iglesia  condenan  las  guerras  injustas  en  nombre  de  la  Eeli- 
gión  que  principió  diciendo  á  los  pastores  «  paz  en  la  tierra  á 
Los  hombres  de  buena  voluntad» .  San  Mauricio  y  sus  compa- 
ñeros prefieren  morir  antes  que  verter  sangre  inocente.  La 
doctrina  cristiana  acerca  de  la  guerra  está  concisa  y  noble- 
mente resumida  en  aquellas  palabras  de  la  causa  XXTT  del  De- 
creto de  Graciano,  Pacem  hahere  debet  voluntas;  bellum  necessitai, 
uno  de  los  principales  cargos  que  se  hacen  al  Cristianismo 
es  su  doctrina  acerca  de  la  obediencia  ciega  á  la  autoridad 
constituida.  Pero  Santo  Tomás  y  San  Bernardo  la  explican 
en  su  verdadero  sentido.  El  primero  dice  que  sólo  existe  esta 
obligación  cuando  el  superior  manda  en  materia  propia  y  per- 
tinente á  su  autoridad  si  su  orden  no  está  en  contradicción 
con  la  moral  y  la  ley  divina,  y,  finalmente,  si  no  se  halla  en 
ella  injusticia,  ya  que  este  deber  es  de  justicia  y  no  de  temor, 
injusto  el  superior  cuando  usurpa  una,  autoridad  que  no 
e  ó  es  sn  mandato  en  si  mismo  injusto.  (Véase  sobre  este 
ito  el  curioso  aunque  paradógico  discurso  de  Monteith: 
:(mrs  ofi  the  shedding  of  blood  and  the  Laws  of  roar, — Lon- 
i     ,  1885.) 
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§  7.  La  Edad  media*.— La  Edad  media,  tan 
injuriada  por  los  contemporáneos,  echó  los  cimientos 
de  la  moderna  sociedad  internacional.  Los  pueblos 
bárbaros,  la  idea  cristiana  y  su  divino  órgano,  la 
Iglesia,  fueron  los  tres  más  importantes  factores  de 
este  desarrollo.  Como  dice  muy  bien  Schultze,  fun- 
daron sobre  las  ruinas  del  imperio  romano  las  razas 
germánicas  sus  nuevas  naciones,  dando  á  aquel  mundo 
envejecido  y  débil  sangre  fresca,  el  sentimiento  de  la 
libertad  humana  y  mejores  nociones  sobre  la  propia 
naturaleza  del  Estado.  La  idea  cristiana  dominando 
en  toda  su  extensión  la  vida  política  y  social  de  la 
Edad  media  hizo  sentir  su  saludable  influjo  en  el  de- 
recho de  Jas  gentes.  La  concepción  del  Estado  cris- 
tiano era  muy  superior  á  la  del  pagano,  y  la  teoría 
medioeval  de  la  alianza  del  Sacerdocio  y  el  Imperio 
es  demasiado  bella  para  que  pueda  ser  por  nadie  im- 
pugnada de  buena  f e  y  á  ciencia  cierta.  No  es  exacto 
que  la  sujeción  de  todos  los  Estados  á  la  Iglesia  di- 
ficultase la  existencia  de  una  comunidad  jurídica 
entre  las  naciones  por  negar  su  independencia,  pues 
jamás  pretendió  la  Iglesia,  en  virtud  de  su  misión  di- 
tAna^  la  obediencia  temporal  de  los  príncipes  cris- 
tianos. No  desempeñó  jamás  el  Papa  sus  funciones  de 
arbitro  universal  por  su  soberanía  en  la  tierra,  sino 
como  representante  en  el  mundo  de  Cristo,  Rey  de 
reyes,  y  al  ejercerlas  se  inspiró  en  los  eternos  princi- 
pios de  la  religión  y  de  la  moral;  jamás  fué  el  cóm- 
plice del  fuerte  para  oprimir  al  débil.  Ni  aun  en  la 
propagación  de  la  fe  mandó  usar  la  fuerza  para  lo- 
grarla; los  concilios  de  Toledo  reprobaron  la  conducta 
de  los  reyes  godos,  que  intentaban  imponer  el  bai 
tismo  por  la  violencia.  La  supremacía  del  emperadc 
sobre  los  monarcas  cristianos  era  más  que  real  hono 
raria;  nuestros  reyes  españoles  no  la  reconociere] 
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jamás.  Y  si  vamos  aún  á  hechos  más  concretos,  ve- 
remos que  fomentando  el  uso  de  la  lengua  latina  creó 
la  Iglesia  un  nuevo  lazo  de  unión  entre  los  pueblos 
cristianos;  reuniendo  los  grandes  concilios  de  la  cris- 
tiandad^ á  los  que  asistían  los  mismos  monarcas  por  sí 
ó  por  delegados,  los  hacía  predecesores  de  los  con- 
gresos modernos  (1).  No  autorizó  jamás  las  guerras  de 
conquista,  inspiradas  sólo  por  el  deseo  de  anexionarse 

I         nuevos  territorios,  si  al  menos  no  les  animaba  el  no- 

I         ble  y  civilizador  fin  de  propagar  y  extender  la  cultura 

i  cristiana  (Bula  de  Adriano  IV  permitiendo  á  En- 
rique IV  la  ocupación  de  Irlanda  y  la  célebre  de  Ale- 
jandro VI,  de  1493,  dividiendo  las  Indias  occidentales 
entre  España  y  Portugal)  (2).  Contribuyeron  también 
al  desarrollo  del  derecho  internacional  en  esta  época: 

I  1,**  La  recepción  como  derecho  civil  del  romano,  que  sir- 
vió también  para  decidir  varias  controversias  interna- 
cionales (3). — 2.^  La  institución  de  la  Caballeria,  au- 

I  mentando  la  influencia  de  los  principios  del  honor  y  la 
humanidad  en  las  luchas  de  aquel  tiempo.  Considerá- 

;  banse  los  caballeros  hermanos,  sin  atender  á  su  nación 
y  origen,  y  el  código  del  honor  les  prescribía  la  igual- 
dad en  los  combates  y  el  respeto  de  la  palabra  empe- 
ñada.— 3.^  Las  Cruzadas  pusieron  en  comunicación  al 
Occidente  con  los  pueblos  orientales,  detuvieron  al 

i  Islam  (A)  én  su  triunfante  marcha,  y  poniendo  en  con- 
tacto las  diversas  clases  sociales,  aceleraron  la  ruina 
del  feudalismo.  Harto  se  han  denigrado  las  Cruzadas; 
pero  ¿qué  tiene  que  ver  su  nobilísimo  fin  con  el  de 
muchas  de  las  modernas  guerras? — 4.*^  El  comercio,  en- 

I         cerrado  en  el  litoral  Mediterráneo,  ve  nacer  en  esta 

I  '^70ca  las  ligas  anseáticas  é  italianas,  el  contrato  de 
imbio,  la  institución  de  los  consulados,  y  Barcelona 
romulga  el  más  inmortal  de  los  códigos  marítimos. — 
,^  Si  el  Feudalismo  contribuía  al  estado  de  perpetua 

.  icha  entre  castillo  y  castillo  (no  ya  sólo  de  nación  á 


22  PROPEDÉUTICA 

nación),  dio  ocasión  á  que  el  derecho  de  la  guerra  sa- 
liese de  la  barbarie  antigua  por  la  observancia  de  las 
leyes  de  la  caballería.  Lástima  que  no  se  halle  otra 
excusa  que  la  barbarie  de  los  tiempos  y  la  dureza  de 
los  corazones  para  las  inhumanas  prerrogativas  de  la 
aubaine  y  varechy  etc.,  por  las  que  se  esquilmaba  ¿U 
extranjero  y  el  náufrago  (4).  Al  iniciarse  los  gran- 
des acontecimientos  que  marcan  el  principio  de  la 
Edad  moderna,  la  Iglesia  iba  perdiendo  su  influencia 
temporal  por  los  repetidos  embates  del  poder  civil,  y 
éste,  ayudado  por  el  estado  llano,  acababa  de  vencer 
otro  de  sus  terribles  enemigos:  el  Feudalismo.  Así  se 
preparaba  el  cesarismo  despótico  de  la  siguiente 
época. 

(1)  Eeuníanse  en  los  Concilios  juntamente  con  loa  princi- 
pes de  la  Iglesia  entera  los  soberanos  temporales,  ya  perao- 
nalmente,  ya  por  medio  de  embajadores,  y  en  ellos  se  trataba 
también  de  importantes  cnestiones  internacionales.  €La  Monar- 
ckU  spirüuelle  des  Pontijlces  romains  était  fondee  sur  le  htsoin  d'um 
jfowmr  moral  pour  tempérer  les  désordres  grossiers  de  la  société  pen- 
dant  le  mayen  dge,  Onpeut  avec  raison  regar der  Vi¡\fUtence  immense 
de  Vautorité  pápale  á  cette  epoque  comme  un  Uer^fait  potir  fkama- 
nite\  Elle  sauva  VEurope  de  la  barbarie,  et  demnl  le  scui  con^e 
Voppression/éodale.i>  (Wheaton,  Hist.,  pág.  30.) 

(2)  La  Iglesia  trabajó  constantemente  en  los  Concilios  para 
lograr  el  exacto  cumplimiento  de  la  treuga  Dei,  El  C.  un.  X  de 
tagittar  (Y,  15)  precede  á  la  declaración  de  San  Petersborgo 
en  condenar  se  derrame  inútilmente  la  sangre  enemiga.  Nu- 
merosas fueron  las  ocasiones  en  las  que  el  Papa  ejerció  su  sa- 
ludable arbitraje,  del  que  dice  Phillimore:  «durante  la  Edad 
media  el  Papa  desempeñó  el  papel  de  juez  y  arbitrador  inter- 
nacional en  las  revoluciones  de  toda  la  Cristiandad.  La  práct' 
ca  pudo  haber  sido  defectuosa,  pero  la  idea  en  si  era  sublim< 
Los  Concilios,  la  noción  de  un  tribunal  internacional  com^ 
y  la  autoridad  del  Papa  durante  una  época  sumida  en  la  mi 
jor  ignorancia  intelectual  y  la  rudeza  moral  más  grosen 
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oontribayeron  á  conservar  alguna  idea  de  la  existencia  de  de- 
rechos y  deberes  entre  las  naciones.»  (O.  c,  1. 1,  pág.  XVIII.) 
Boni&cio  VJLU  en  la  cuestión  entre  Felipe  el  Hermoso  y  Ri- 
cardo de  Inglaterra  en  1298;  Juan  Xll  entre  Felipe  el  Largo 
y  los  flamencos  en  1319;  León  X  entre  el  duz  de  Yenecia  y 
Maximiliano  I,  y  sobre  todos  ellos  Alejandro  VI  entre  portu- 
gueses y  españoles  (resolviendo  en  1493  dividir  el  globo  por 
una  linea  que  pasando  á  cien  leguas  del  Oeste  de  Azores  iba 
de  polo  á  polo),  lograron  por  su  mediación  evitar  inútiles  y 
sangrientas  guerras. 

(8)  El  derecho  romano  logró  entonces,  como  observan  con 
razón  Wheaton  y  Savigny,  ser  Jws  genUum  en  sus  dos  senti- 
dos: en  el  primitivo  (ya  que  el  novísimo  había  sucedido  y  en- 
mendado al  jus  guiriHum)  y  en  el  moderno,  ya  que  por  él  se 
ajustaba  la  solución  de  las  cuestiones  internacionales.  Las 
ciudades  italianas  y  la  liga  lombarda  en  sus  cuestiones  con  el 
emperador  acudieron  más  de  una  vez  á  los  doctores  de  Bolo- 
nia para  resolver  sus  litigios.  El  derecho  canónico,  que,  como 
el  romano,  era  internacional  por  excelencia,  contribuyó  tam- 
bién á  la  cultura  jurídica  de  aquellos  tiempos.  (Wheaton,  pá- 
gina 30.) 

(4)    A  pesar  de  tan  bella  teoría  no  fué  propicia  del  todo 
para  el  desarrollo  del  derecho  internacional  la  Edad  media; 
conocidas  son  las  luchas  del  Pontificado  y  el  Imperio  (el  poder 
qae  á  ellos  respectivamente  atribuían  sus  exagerados  defenso- 
res era  por  esencia  incompatible  con  la  libre  independencia 
de  las  naciones)  y  las  crueldades  flagrantes  que  la  Histo- 
ria nos  recuerda.  El  cautiverio  de  Ricardo  Corazón  de  León 
en  1192,  por  ejemplo,  infringió  á  la  vez  los  principios  de  la  li- 
bertad humana  que  no  puede  negarse  al  extranjero  y  de  la  na- 
tanJ  extraterritorialidad  del  soberano. 
Aunque  no  tratándose  propiamente  de  un  verdadero  arbi- 
je  internacional,  pero  si  de  una  cuestión  sucesoria  á  la  que 
tiraban  distintos  príncipes  reinantes,  merece  citarse  aquí 
»tro  compromiso  de  Caspe  (1412).  Había  muerto  Martín  I 
sucesión;  aspiraban  á  la  Corona  de  Aragón  el  conde  de 
i;el,  el  duque  de  Oandía,  el  conde  de  Luna,  Luis  de  Nápo- 


24  PROPEDÉUTICA 

les  y  el  infante  Femando  de  Castilla.  Los  tres  reinos  (Ara- 
gón, Cataluña  y  Valencia)  nombraron  cada  uno  otros  tre^  ar- 
bitros (uno  de  ellos  San  Vicente  Ferrer),  quienes  habiendo 
oído  en  Caspe  á  los  pretendientes,  después  de  maduro  examen 
fallaron  á  favor  de  Fernando,  infante  de  Castilla. 

(A)  El  islamismo ,  aunque  sólo  de  un  modo  negativo ,  in- 
fluyó también  en  el  desarrollo  del  derecho  internacional,  obli- 
gando á  los  pueblos  cristianos  á  unirse  contra  el  enemigo  co- 
mún. Su  derecho  de  la  guerra,  generalmente  moderado  y  hasta 
humano,  se  encuentra  compilado  en  los  libros  de  los  Hidáyah 
(fines  del  siglo  xii)  y  Vik^yah  (1280),  los  cuales  influyeron  tam- 
bién en  los  usos  de  la  Caballería  cristiana.  (Despsignet,  pági- 
nas 15  y  16.) 


i 
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SECCIÓN  III 


T£ECEBA  Época:  desde  el  congreso  de  westfalia 

(1648J   HASTA  EL  DE  VIENA  (1816) 

§  8.  La  Enropa  en  los  siglos  ZVI  y  ZVn. 
Predecesores  de  Grocio*.  —  Si  bien  hemos  prefe- 
rido la  fecha  de  la  paz  de  Westfalia  para  dar  comien- 
zo ala  tercera  época  de  nuestra  historia,  porque  es 
en  ella  donde  recibió  consagración  definitiva  el  nue- 
vo estado  internacional  creado  en  Europa  por  la  Re- 
forma y  sus  guerras,  en  la  segunda  mitad  del  siglo  xv 
empezaron  á  sucederse  con  vertiginosa  rapidez  va- 
rios hechos  que  transformaron  completamente  la  faz 
de  las  naciones  y  sus  relaciones  recíprocas.  Por  el 
descubrimiento  de  América  (1492)  y  del  camino  para 
las  Indias  orientales,  se  convierte  el  comercio  en 
transatlántico,  abandonando  las  estrechas  orillas  me- 
diterráneas, y  merced  á  las  conquistas  en  los  lejanos 
mares  aparece  el  sistema  colonial;  el  Renacimiento 
eleva  la  cultura  pública,  y  ayudado  por  la  invención 
de  la  imprenta,  por  la  que  las  noticias  alcanzan  ma- 
yor rapidez,  contribuye  á  la  formación  de  una  opi- 
nión pública  en  Europa.  Pero  más  trascendencia  que 
ninguno  tuvo  el  hecho  de  la  Reforma  religiosa  ini- 
ciada por  Lutero  y  que  destruyó  la  unidad  en  la  fe, 
sta  entonces  existente  en  Europa.  Desde  entonces, 
tmada  la  plena  independencia  del  individuo  y  del 
tado,  perdió  la  sociedad  internacional  el  más  fuerte 
los  vínculos  que  la  formaban  (l).  ¡Cuan  útil  no  hubie- 
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I  a  Bído  para  el  progreso  de  la  vida  internacional  el 
tiempo  perdido  en  las  inútiles  guerras  que  durante 
dos  siglos  por  su  causa  ensangrentaron  el  suelo  de 
Europa,  precedidas  de  las  ocasionadas  por  las  rivali- 
dades de  Francisco  I  y  Carlos  V  W\  La  primera  de 
sua  luchas  terminó  con  la  batalla  de  Pavia  y  prisión 
del  monarca  francés,  cautiverio  á  que  dio  fin  el  tra 
tado  de  Madrid  (1626).  Por  él  renunciaba  Francisco  I 
á  favor  de  su  rival  el  Franco-Condado  y  el  ducado  de 
Borgoña.  El  rey  caballero  riegóse  después  con  truha- 
nesca sutileza  á  Qumplirlo,  alegando  su  falta  de  li- 
bertad y  del  consentimiento  de  los  Estados  generales, 
y  forma  con  Clemente  Vil,  Venecia  y  Florencia  la  liga 
de  Cognac,  principiando  la  segunda  guerra,  que  ter- 
mina por  la.  paz  de  Cambray  (1529)  ó  de  las  Damas,  lla- 
mada así  por  haberla  negociado  Margarita  de  Aus- 
tria, hermana  de  Carlos  V,  y  Luisa  de  Saboya,  madre 
de  Francisco  I,  terminando  por  ella  la  guerra  italia- 
na, Francia  conservó  Borgoña,  cediendo  en  cambio 
Flandes  y  Artois  y  renunciando  á  toda  pretensión  en 
Italia.  En  20  de  Junio  del  mismo  año  (1629)  se  firmó 
en  Barcelona  la  paz  entre  el  Papa  y  el  Emperador, 
por  la  que  aquél  consintió  en  dar  la  investidura  im- 
perial al  último.  En  1542  volvieron  ambos  rivales  á 
la  lucha,  que  terminó  definitivamente  por  la  paz  de 
Crespy  (1646),  que  confirmaba  las  anteriores.  Suceden 
al  Emperador,  que  se  retira  á  Yuste,  Felipe  n  en  la 
corona  de  España  y  Fernando  I  en  Alemania.  Se 
sublevan  en  1666  los  Países  Bajos,  y  en  1618  comien- 
za la  guerra  de  los  treinta  años,  que  termina  en  1648 
por  la  paz  de  Westfalia.  Principia  en  esta  época  el 
derecho  internacional  á  emanciparse  del  romano  ¡r 
del  canónico;  teólogos  y  jurisconsultos  estudian  al¿  i- 
na  de  sus  cuestiones,  y  sobre  todo  las  referentes  1 
derecho  de  la  guerra  y  embajada  y  sus  relaciones  c<  a 
la  religión  y  el  dogma.  Llámase  á  tales  escritores  p'   - 
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decesores  de  Grocio  (3)  (en  España,  Victoria,  Soto, 
Suárez  y  Ayala;  en  Alemania,  Conrado  Bruno, 
Winckler,  Oldendorp  y  Hemming,  y  en  Italia,  Albe- 
rico  Gentilis  y  Pierino  Bruno),  que  si  inferiores  á  él 
en  la  concepción  sistemática  del  conjunto,  le  aventa- 
jan quizá  en  los  detalles  de  las  sueltas  cuestiones  que 
trataron,  siendo  los  españoles,  en  verdad,  más  que 
ningunos  acreedores  á  ese  título,  ya  que  le  preceden 
no  sólo  en  el  tiempo,  sino  también  en  la  verdad  cien- 
tífica. 

(1)  No  nos  incumbe  aqni  discutir  con  todos  sus  detalles 
si  fdé  benéfico  ó  pernicioso  para  el  desarrollo  del  derecho  in- 
ternacional el  hecho  de  la  Reforma.  Bástenos  consignar  el  he- 
cho de  qne  por  eUa  se  rompió  el  lazo  común  de  la  unidad  en  la 
fe,  que  hasta  entonces  unía  todos  los  pueblos  europeos,  obli- 
gándoles á  buscar  en  la  egoísta  y  negativa  idea  del  equilibrio 
la  razón  interna  de  la  paz  y  concordia  entre  los  mismos.  La 
unidad  de  la  civilizada  Europa  en  la  fe  católica  no  sólo  era 
importante  estimulo  para  que  las  naciones  realizasen  entre  los 
hombres  en  el  orden  terrenal  lo  que  eUa  cumplía  ya  en  el  reli- 
gioso, sino  que  en  sus  mismos  principios  de  amor  y  paz  daba 
finalidad  cierta  y  fundamento  positivo  en  su  moral  divina  á  la 
oomumdad  jurídica  internacional.  Establecido  el  principio  del 
libre  examen,  proclamada  la  independencia  del  hombre  y  del 
Estado,  el  derecho  internacional  (lo  mismo  que  el  político)  sólo 
pnede  basarse  en  teorías  de  mayor  ó  menor  conveniencia  y 
utilidad. 

(2)  Tiénese  á  nuestro  rey  Femando  el  Católico  como  imo 
de  los  primeros  y  más  expertos  inventores  de  la  política  de 
gabinete,  de  la  que  Maquiavelo  fué  á  no  dudar  el  elocuente 
defimsor. 

\)  Francisco  de  Victoria  (1480-1546)  trató  importantes 
c  itiones  de  derecho  internacional  en  la  V  y  VI  de  sus  Re- 
I  7»es  (heologica  (Lyon,  1557;  Salamanca,  1565;  Ingolstadt^ 
1      h  Lyon,  1586;  Amberes,  1604;  Venecia,  1626;  Madrid,  1765, 
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y  mi  reimpresión  en  el  Manual).  En  la  primera,  De  Indis,  trata 
de  la  cuestión  sobre  si  pueden  los  españoles  hacer  la  guorra  á 
los  infieles  bajo  el  pretexto  de  que  rehusan  convertirse  á  la  re- 
ligión, resolviéndola  negativamente.  En  la  VI,  De  jure  hetii^ 
trata:  1.^,  de  quién  puede  hacer  la  guerra;  2.^,  cuáles  son  las 
causas  que  la  justifican;  3.^,  cuál  es  la  manera  como  debe  ha* 
cerse.  Nobilísimos  son  los  consejos  que  da  Victoria  á  los  prie- 
cipes  cristianos;  los  reyes  son  responsables  por  las  ^uerraa 
injustas;  en  vez  de  procurar  el  exterminio  del  enemigo  debe 
aspirarse  á  una  paz  duradera  y  debe  siempre  el  vencedor  ser 
justo  y  clemente. 

Soto  (Domingo)  (1494-1560),  arbitro  escogido  por  Carlos  V 
en  el  proceso  de  Bartolomé  de  las  Casas,  contra  8ñptilveda> 
que  defendía  la  trata  de  negros.  Su  libro  De  jttsíitia  ct  jure 
(Salamanca,  1556;  Venecia,  1568;  Lyon,  1592)  condena  viva- 
mente la  mencionada  trata. 

Suárez  (Francisco),  jesuíta  (1548-1617),  en  su  obra  De  Le~ 
gihus  ac  Deo  Legislatore,  distingue  el  derecho  de  gentes  inma- 
table  y  eterno  del  convencional,  hijo  de  los  pactos  y  tratado» 
de  los  Estados.  (Sec.  I,  cap.  2.^) 

Ayala  (Baltasar),  preboste  del  ejército  español  bajo 
pe  n  (1548-1584),  escribió  el  libro  De  jure  et  officiU  hdU  (Lxs^ 
vaina,  1548;  Douai,  1582,  y  AntuerpisB,  1597-16Jlí),  dedicada 
al  duque  de  Parma.  Es  el  tratado  más  completo  au  ^u  tiempo 
publicado  sobre  el  derecho  de  la  guerra.  En  él  ae  trata  de  las 
formas  de  declaración  de  la  guerra  y  sus  justas  causas  (sola  ^ 
puede  hacerse  á  los  infieles  si  han  conocido  ya  el  Evangelio, 
cap.  I).  La  guerra  es  justa  cuando  es  declaradü  por  qoieii 
tiene  facultad  para  ello  (cap.  11).  Reprueba  los  combates  pri- 
vados (cap.  ni).  Opina  que  la  esclavitud  del  prisionero  de 
guerra,  aunque  lícita  en  los  tiempos  antiguos,  no  debe  serlo 
entre  cristianos,  unde  tracta  omnes  christianos  pofntlum  romO' 
num  esse  et  Christifratres.  Necesidad  de  guardar  la  fe  al  ene* 
migo  (cap.  VI).  Los  derechos  de  la  guerra  no  son  aplicables  4    I 
los  rebeldes;  con  ellos  no  es  ningún  pacto  obligatarío  ni  d  '  ^    ^ 
guardárseles  la  fe  prometida.  (No  debe  olvidarse  ni  el  ti<*r 
ni  la  ocasión,  ni  el  objeto  del  libro  de  Ayala),  Recomien, 
sin  embargo,  al  príncipe  la  clemencia  y  el  perdón.  Recoa> 
la  inviolabilidad  de  los  embajadores  y  los  principios  fun 
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mentales  del  derecho  de  embajada.  Ayala,  que  basa  su  libro 
en  el  derecho  fecial  romano,  es  extremadamente  riguroso  en 
la  materia  militar,  mientras  que  en  las  demás  sigue  comple- 
tamente las  doctrinas  de  sus  compatriotas. 

Gentilis  (Alberico)  (1551-1611).  Son  sus  obras  de  Derecho 
(legantes  De  legationibus.  De  jure  helli  (1.*  edición  completa, 
Hannover,  1568).  Ultima  edición  Erskine  Holland,  1877,  tra- 
ducción italiana  Fiorini,  1877,  De  Ádvocatio  hispánica.  Es  su  li- 
bro i^í^gre  belU  el  primer  tratado  sistemático,  y  es  hasta»  en 
el  método  precursor  de  Grocio.  Causas  de  la  guerra  (justas  y 
necesarias,  justas  y  simplemente  de  generosidad  y  convenien- 
cia). Guerra  por  motivos  religiosos,  sólo  es  justa  para  prote- 
ger la  fe  oprimida.  Es  en  sus  opiniones  contrario  al  derecho 
délos  neutros.  En  el  De  legationíbus,  estudia  su  origen  histó- 
rico y  la  cuestión  del  libre  paso  por  los  terceros  Estados  beli- 
gerantes. Al  conceder  los  derechos  de  legación  á  los  Estados 
heréticos  ó  disidentes,  da  una  prueba  más  de  querer  fundar 
el  derecho  de  gentes  fuera  de  la  comunidad  de  fe  y  religión. 
Pretende  que  el  embajador  está  sujeto  á  la  autoridad  del  Es- 
tado en  que  se  halla. 

Son  precursores  de  Grocio  de  menor  importancia  Conrado 
Bmno,  De  jure  helli  (1548)  (que  aprueba  la  guerra  hecha  en 
defensa  de  la  i^eligión  cristiana).  Pierino  Bello,  De  re  militari 
et  de  bello  (1558).  Oldendorp,  Blementalis  introductio  jura  natura 
tt§entiwm  (1539).  Hemming,  De  lege  natura  (1562).  Winckler, 
Prwcipiorwn  juris  (1615),  etc. 

§  9.  Grocio.  La  paz  de  Westfalia*.  —  Si  el  po- 
lígrafo holandés  es  el  padre  y  fundador  de  la  ciencia 
del  derecho  de  gentes,  los  solemnes  tratados  de  Muns- 
ter  y  Osnabruck  son  el  primer  acto  público  y  solem- 
ne del  que  data  el  derecho  internacional  positivo  de 
la  Europa  moderna.  Hugo  de  Groot  nació  en  Delft  el 
F  le  Abril  de  1683;  era  ya  á  los  quince  aftos  doctor 
e  ierecho.  Condenóle  su  ingrata  patria  á  prisión 
p  petua  en  el  castillo  de  Lowenstein  y  huye  á  Fran- 
c     y  allí  publica  su  obra  inmortal  en  1624.  Entra 
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ea  1631  al  servicio  de  la  gran  Cristina  y  le  sirve  desde 
1636  á  1645  como  su  embajador  en  Paris,  Muere  en 
I  Eostock  en  28  de  Agosto  de  1645  con  la  tranquilidad 

I  cristiana  del  justo  y  del  creyente  (l).  Polígrafo  insigne, 

i  logra,  como  civilista,  ser  uno  de  los  primeros  en  su 

í  patria;  como  teólogo  eminente,  pasa  aun  hoy  como 

I  uno  de  los  mejores  comentaristas  de  los  sacados  tex- 

[  toa;  pero  ninguna  de  estas  glorias  (capaces  por  sí 

Boias  de  inmortalizar  á  cualquier  hombre  de  talento) 
tiene  comparación  con  la  de  ser  el  fundador  y  el  pa- 
dre de  la  ciencia  del  derecho  natural  en  sus  aplica- 
ciones al  individuo  y  á  las  naciones.  Publicó  en  1624, 
enParís,  dedicándolo  á  su  augusto  protector  Luis  XIII, 
de  Francia,  el  libro  De  Jure  hdli  et  pacis,  que  llamó 
desde  luego  la  atención  en  toda  Europa.  A  los  tres 
años  lo  prohibía  ya  la  Iglesia  (principalmente  por  sii 
funesta  teoría  del  estado  de  naturaleza  y  las  eatre- 
clias  preocupaciones  de  un  holandés  protestante  que 
en  alguno  de  sus  párrafos  aparecen).  Gustavo  Adolfo 
la  llevaba  luego  consigo  en  la  faltriquera  junto  con 
el  Evangelio.  Creáronse  después  en  todas  partes  cá- 
tedras para  explicarlo,  y  á  ello  dedicaron  su  talento  I 
\  los  dos  Cocceyos,  Barbeirac,  Gronovius,  etc;  hició- 

^  rouse  de  él  en  Alemania  cuarenta  y  siete  edicionea 

en  poco  más  de  un  siglo,  y  bien  pronto  se  vio  vertido 
á  las  principales  lenguas  europeas,  traducciones  de 
las  cuales  es  la  última  y  mejor  la  de  Pradier-Foderé, 
que  resume  y  compendia  las  anotaciones  de  todos  sus 
predecesores.  La  idea  fundamental  de  G  rocío  que  le 
impulsó  á  escribirlo  fué  de  que  ya  que  la  guerra  es 
un  hecho  inevitable  é  ineludible,  debía  procurarse 
hacerla  en  lo  posible  más  tolerable  y  humana.  Oct'*- 
pase  en  el  primer  libro  de  las  nociones  del  derecho  -^ 
de  la  guerra,  en  el  segundo  de  sus  causas,  en  el  te.  - 
cero  de  las  leyes  y  principios  que  deben  regularli  . 
Es  muy  cierto  que  la  doctrina  de  Grocio  es  en  algí  - 
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no3  puntos  falsa  y  hasta  perniciosa  (v.  g.,  eü  la  fic- 
ción del  pacto  y  del  estado  natural),  llegando  hasta 
á  legitimar  la  misma  esclavitud,  que  deja  sin  resol- 
ver importantes  cuestiones  del  derecho  de  gentes, 
como  es  el  derecho  de  la  neutralidad,  que  en  su  for- 
ma abruma  al  lector  con  citas  y  anécdotas;  pero  todos 
estos  lunar^  son  pequeños  para  obscurecerle  la  glo- 
ria de  haber  sido  el  primero  en  demostrar  que  tanto 
la  ley  divina  como  la  humana,  expresada  por  el  co- 
mún consentimiento  de  todos  los  pueblos,  no  dejan  al 
arbitrio  de  la  violencia  y  de  la  fuerza  la  conducta  de 
los  Estados,  tanto  en  la  guerra  como  en  la  paz  (2).  Des- 
pués de  cinco  afios  de  largas  negociaciones  que  se- 
pian  el  mismo  ritmo  que  la  fortuna  en  los  campos  de 
batalla,  logró  la  Europa  la  paz  en  Munster  y  Osna- 
bruck.  Por  los  tratados  de  Westfalia  (1648)  perdió  la 
casa  de  los  Habsburgos  su  hegemonía  en  Europa,  te- 
niendo que  ceder  á  Francia  Metz,  Verdun  y  parte  de 
la  Alsacia,  y  á  Suecia  gran  parte  de  la  Pomerania  y 
Weimar;  vieron  reconocida  su  independencia  Suiza 
y  los  Países  Bajos,  se  reformó  la  constitución  del  im- 
perio bajo  las  bases  más  amplias,  y  las  confesiones 
luterana  y  calvinista  lograron  su  reconocimiento  ofi- 
cial y  público.  Pero  el  triunfo  de  una  libertad  religio- 
sa tan  limitada,  ¿valía,  por  ventura,  la  admisión  del 
tiránico  principio  cujus  regio  illa  religiof  Funestas 
pueden  haber  sido  las  consecuencias  del  tratado  de 
Westfalia,  pero. siempre  debe  respetársele  como  base 
que  fué  del  estado  jurídico  de  Europa  hasta  el  Con- 
greso de  Viena  (3). 

(1)  Refiere  la  vida  de  Grocio  llena  de  dramáticas  peñpe- 
cú  en  la  que  alternaron  las  persecuciones  de  los  gobiernos 
CQ  J8  honores  de  los  príncipes,  en  un  folleto  escrito  con  áni- 
^     "ano  é  imparcial,  el  barón  de  Neumann  (Berlín ,  1 884)  (aj . 

'  >  Mografia  detaUada  de  Grocio  conaütuye  uno  de  los  párrafoB  más  inteie- 
■       al  opúacalo  de  Marín  y  Mendoza  (páginas  28-20  de  mi  reimpresión). 
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(2)  Ha  disminuido  hoy  en  algo  el  entusiasmo  que  por  el 
ilustre  holandés  profesaron  los  pasados  siglos.  Háaale  repro- 
chado la  falta  de  método,  y  quizá  la  de  originalidad,  la  dema^ 
siada  abundancia  de  citas,  tanto  de  las  historias  y  autores  pa- 
ganos como  de  la  Biblia  y  Padres  de  la  Iglesia,  y  lo  que  es 
más  grave,  el  dejar  de  tratar  importantísimas  cuestiones  y 
aun  de  resolver  con  criterio  falso  y  cruel  muchísimas  otras. 
A  esto  contestan  justamente  sus  defensores  que  los  testiino- 
nios  antiguos  y  modernos  no  hacen  más  que  acudir  á  demos- 
trar con  sus  palabras  y  hechos  que  las  doctrinas  en  el  libro 
sustentadas  por  ser  conformes  á  la  razón  y  al  derecho  han 
sido  practicadas  en  todos  tiempos  y  naciones,  y,  finalmente, 
sus  defectos  de  método  y  las  pocas  ideas  equivocadas  que  en 
él  se  hallan  prueban  únicamente  cuan  cierto  es  que  ni  los  más 
grandes  genios  (como  lo  era  Grocio)  pueden  librarse  del  todo 
de  las  preocupaciones  de  la  época  en  que  viven. 

El  25  de  Septiembre  de  1886  se  inauguró  en  Delft  la  estatiiti 
que  los  holandeses  han  elevado  al  más  ilustre  de  sus  compa- 
triotas. Véase  en  la  R.  D.  I.,  t.  XVIII,  pág.  502,  una  reseña 
del  acto  y  el  extracto  del  discurso  de  M.  de  Beaufort  (b). 

(h)  LoB  plenipotenciarios  norteamericanos  en  la  conferencia  de  El  Haya  df^po- 
sitaron  el  4  de  Julio  de  1899,  ciento  vigésimoeegundo  aniversario  de  la  indepen- 
dencia de  los  Estados  Unidos,  una  corona  de  encina  y  laurel  con  esta  inscripciéiir 
•A  la  memoria  do  Hugo  Grocio  en  reverencia  y  gratitud  de  los  Estados  Unido»  de 
América  en  ocasión  de  la  conferencia  internacional  de  la  paz  de  El  Haya.  —  i  de 
Julio  de  1899.  •  Inauguró  los  discursos  el  Jonckeer  Van  Kamebeek,  que  presidió 
la  flesta,  y  luego  el  presidente  de  la  misión  norteamericana,  embajador  Andii^w 
D.  Whlte  pronunció  otra  larga  peroración  en  la  cual  narró  como  ejemplos  de  la  ob  ?- 
diencia  prestada  por  su  patria  á  las  nobles  enseñanzas  del  inmortal  holandé^^  [^ 
promulgación  por  Lincoln  de  las  instruccioDes  de  Lieber,  el  haber  rehuMfltlo 
Grant  aceptar  la  espada  de  Lee,  el  vencido,  diciéndole  simplemente  tengamot  pat^ 
y  el  que  desde  entonces  se  vean  comúnmente  honradas  las  tumbas  de  nordistee  y 
sudistas  (!).]  Después  de  otros  discursos  del  ministro  de  Negocios  extranjeros  Óe 
los  Países  Bajos,  M.  de  Beaufort,  y  del  barón  de  Blldt,  que  añadió  los  8aladi>?  y 
adhesión  del  rey  de  Suecia  y  Noruega  en  el  servicio  de  cuya  nación  conaumló 
Hugo  Grocio  una  buena  parte  de  su  vida,  habló  Mr.  Asser,  el  presidente  del  Lutl- 
tuto  de  Derecho  internacional,  el  cual,  encareciendo  el  acto  y  alabándolo,  re<?or- 
dó  con  oportunidad  que  los  Fstados  Unidos  hablan  desechado  el  convenio  de  ar- 
bitraje Hay-Pauncefote,  y  después  rehusado  adherirse  á  la  primera  página  dr  *% 
codificación  del  Derecho  internacional  privado,  el  convenio  de  1896,  exhortánt  - 
les  á  que  dieran  prueba  de  su  entusiasmo  por  las  máxiouis  del  gran  juriscon^u  i^ 
trabajando  para  la  consecución  de  un  Código  de  la  neutralidad  que  impida  ¿  • 
terceras  naciones  favorecer  á  uno  de  los  combatientes  en  daño  de  las  operacloi  ^ 
militares  del  otro.  (Proceedings  on  ihe,  laying  a  Wreath  <m  the  tomb  o/  H.  Qrmtt  . 
Nyjtoft— The  Hague,  1890).  Entre  los  trescientos  cincuenta  asistentes  se  hallat    i 
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(3)  La  paz  de  Westfalia,  compuesta  de  los  tratados  dé 
Munster  y  Osnabruck,  se  firmó  en  24  de  Octubre  de  1648.  — ¡ 
Faeron  los  mediadores  el  Papa  y  la  República  de  Venecia,  y 
plenipotenciarios  españoles  Saavedra  Fajardo  y  el  conde  de 
Peñaranda.  En  ella  se  pactó  el  reconocimiento  formal  y  so- 
lemne de  Suiza  por  el  Emperador.  —  En  un  tratado  aparte 
verificó  España  el  de  los  Países  Bajos,  cuya  independencia  de 
hecho  databa  ya  de  setenta  años  atrás.  Se  organizó  el  Impe-* 
río  alemán,  reconociendo  la  libertad  de  los  355  Estados  que 
lo  componían  de  pactar  alianzas  tanto  entre  si  como  con  los 
príncipes  extranjeros  mientras  no  se  perjudicase  con  ellas  ni 
al  Emperador  ni  al  Imperio,  y  dando  á  la  Dieta  el  derecho  de 
intervenir  en  los  asuntos  comunes  concernientes  á  la  legisla- 
ción, paz  y  guerra.  Beconocióse  la  libertad  religiosa  á  favor 
de  los  luteranos  y  calvinistas,  pero  sin  permitir  ninguna 
otra  creencia,  fuera  de  las  mencionadas  y  la  católica.  Estable 
dése  como  año  normal  para  regular  según  él  las  relacioner 
entre  la  Iglesia  católica  y  las  disidentes  el  año  1624.  — Cedjó 
el  Emperador  á  Francia  una  buena  parte  de  Alsacia  y  á  más 
ú  derecho  de  soberanía  en  diez  ciudades  más,  Metz,  Toul,  Ver- 
dón, el  Sundgau,  etc.,  y  á  Suecia  la  alta  Pomerania  y  parte 
de  la  baja  y  las  islas  de  Rugen  y  Wollin. 

Politicamente  la  paz  de  Westfalia  significa  el  término  del 
predominio  de  la  casa  de  Habsburgo  y  el  encumbramiento  de 
la  política  de  Luis  XIV;  en  el  orden  religioso  el  primer  reco- 
nocimiento oficial  y  solemne  de  la  libertad  de  conciencia.  La 
reanión  en  Munster  y  Osnabruck  de  plenipotenciarios  de  casi 
todas  las  potencias,  la  solemnidad  de  sus  deliberaciones,  dan 
á  los  tratados  de  ella  resultantes  el  carácter  de  primer  docu- 
mento en  el  que  reconocen  las  naciones  de  Europa  la  existen- 
cia de  una  comunidad  de  derecho  é  intereses  entre  las  mis- 
mas. Ha  sido  durante  muchos  siglos  la  piedra  angular  del  or- 
den internacional  en  Europa,  y  Wheaton  podía  escribir  en  su 
tiempo  con  razón  que  en  ella  se  fundaba  aún  el  status  de  mu- 
c^^'8  naciones.  Por  estas  razones  la  mayor  parte  de  los  trata - 

1  erogados  de  Eispaña  señores  YiUaorratia  y  Baguer,  que  debieron  oir  con  gusto 
'  ñas  alusiones  de  Mr.  Asser  á  ocasión  recientialma,  en  la  cnal  pudo  ser  tan 
<  tida  la  reverenda  de  la  nación  norteamericana  á  las  sublimes  enseñanzas 
*       Techo  de  la  guerra  y  de  la  paz,  obia  del  honrado  en  Delít. 
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distas  comienzan  la  historia  del  derecho  internacloiial  por 
este  Congreso,  el  primero  y  más  grandioso  de  todos  loa  que 
registra  la  moderna  historia. 

§  10.  Desde  la  paz  de  WestfaUa  (1648)  &  la 
de  ütrecht  (1713)*-— La  paz  concluida  en  Westfa 
lia  no  terminó  la  lucha  entre  Espafia  y  Francia,  que 
se  prolongó  otros  once  afios.  En  el  tratado  de  loa  Pi- 
rineos (1659)  se  estipuló  el  matrimonio  de  la  infanta 
María  Teresa  con  Luis  XIV,  el  perdón  de  Conde,  y  se 
estableció  como  línea  fronteriza  entre  ambas  nacio- 
nes la  cadena  pirenaica.  Importantes  puntos  do  dere- 
cho internacional  marítimo  fueron  resueltos  en  este 
tratado,  principalmente  la  noción  del  conti^abando 
de  guerra  y  el  modo  de  ejercer  el  derecho  de  visita, 
Luis  XrV  no  reparó  medio  para  destruir  el  equilibrio 
en  Europa,  asegurando  su  omnipotencia  ( A) .  En  1667, 
basándose  en  una  costumbre  brabanzona^  exige  de 
Espafia,  en  nombre  de  su  esposa,  la  devolución  de  los 
Países  Bajos  espafioles,  y  forman  entonces  Holanda, 
Inglaterra  y  Suecia  una  triple  alianza  para  reducir 
k  la  paz  á  ambos  combatientes,  que  la  hicieron,  efec- 
tivamente, en  Aquisgran  (1668).  Por  ella  adquiere 
Luis  XIV  Charleroi,  Bínche,  Ath,  Douai,  Tournaia, 
Oudenarde,  Lilla,  Armentieres,  Coutray  y  Furnes  con 
el  fuerte  de  Scarpe.  Desde  1671  á  1678  está  en  guerra 
el  ambicioso  monarca  con  Holanda,  siendo  aliados 
respectivos,  de  la  última  el  elector  de  Brandeburgo^ 
Dinamarca  y  Espafia,  y  de  Luis  XIV  Inglaterra  y 
Suecia.  En  1678,  por  las  paces  de  Nimega,  logra  ver 
confirmadas  Francia  la  mayor  parte  de  sus  conquis- 
tas,, de  Espafia  el  Franco  Condado  y  de  Alemania  Frí- 
burgo.  Instituye  luego  las  famosas  cámaras  de  re 
unión  en  Alsacia,  «inicua  artimafia  para  hacer  con 
quistas  en  tiempo  de  paz»  (Eoch),  violación  flagrant 
(•)C.f6e. 
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del  derecho  internacional  contra  la  cual  protestó  la 
Europa  entera  con  nueva  y  formidable  liga.  En  1688 
sabe  al  trono  inglés  Guillermo,  Stathouder  de  Holan- 
da, y  dos  afios  antes  fórmase  la  liga  protestante  de 
Augusta  contra  el  revocador  del  Edicto  de  Ni>,ntes,  á 
la  cual  se  adhieren  luego  las  dos  ramas  de  la  casa  de 
Austria,  Saboya  y  los  Estados  del  Imperio.  Nueve 
afios  dura  la  lucha,  que  termina  por  la  paz  de  Ris- 
foick  (1697).  Fiel  Luis  XIV  á  un  sistema  que  le  dio 
tan  buenos  resultados  en  Nimega,  concluye  tratados 
separados  con  cada  uno  de  sus  vencidos  adversarios. 
Les  restituye  las  conquistas  hechas  durante  la  gue- 
rra, reconoce  el  orden  de  sucesión  protestante  en  In- 
glaterra, pero  obtiene  la  legitimación  déla  mayor  par- 
te de  las  reuniones  hechas  en  Alsacia  y  en  los  Países 
Bajos  (1).  Se  preparaba  para  la  gran  guerra  de  la  suce- 
tián  española.  Pretendían  derecho  á  ella  Luis  XIV  por 
su  mujer  María  Teresa,  hermana  mayor  de  Carlos  11, 
y  por  Margarita  Teresa,  la  segunda,  Leopoldo  de  Aus- 
tria. El  nieto  de  la  ultima,  el  joven  elector  de  Bavie- 
ra,  era  el  heredero  nombrado  por  Carlos  II.  En  1698 
se  firma  el  primer  tratado  de  partición  en  El  Haya 
entre  Inglaterra,  Holanda  y  Francia.  Atribuíase  por 
él  al  delfín,  Ñapóles;  al  archiduque,  Milán,  y  al  prín- 
cipe de  Baviera,  Espafia  é  Indias.  Pero  en  1699  mue- 
re este  príncipe,  y  entonces  Carlos  II  y  la  Europa  tu- 
vieron que  optar  entre  el  archiduque  austríaco  y  el 
delfín  francés.  Fírmase  el  año  siguiente  (1700)  la  se- 
gunda partición  en  Londres  entre  las  mismas  poten- 
cias, dándose  al  francés  las  posesiones  italianas  con 
Guipúzcoa  y  al  archiduque  los  reinos  de  España  é  In- 
dian.  Muere  en  2  de  Noviembre  Carlos  II,  y  por  la  in- 
4  icia  del  cardenal  Portocarrero  aparece  nombrado 
h  idero  en  su  testamento  Felipe  de  Anjou.  Luis  XIV 
í  entre  cumplir  el  infame  reparto  ó  aceptar  la  co- 
^      para  su  nieto;  se  decide  por  lo  última,  y  con  la 
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Única  excepción  de  los  duques  de  Saboya  y  del  rey 
de  Portugal,  que  reconocen  al  nuevo  rey,  se  coliga  la 
Europa  entera  contra  el  abuelo  de  Felipe  V,  princi- 
piando la  guerra  de  sucesión,  que  debía  durar  basta 
1713.  Ningún  publicista  de  verdadera  importancia 
hace  progresar  el  estudio  del  derecho  internacional; 
en  esta  época  sólo  puede  citarse  á  Leibnitx,  que  en  el 
prólogo  á  su  Codex  juris  gentium  sostiene  que  debe  tra- 
tarse á  la  vez  la  razón  natural  de  los  preceptos  del 
derecho  de  gentes  con  la  práctica  confirmación  de  los 
mismos  en  la  Historia.  En  esta  misma  escuela  positiva 
debe  contarse,  entre  otros  varios,  á  Rachel,  De  jure 
naturcB  et  gentium;  á  Zouch,  que  titula  á  su  libro  Juris      | 
et  judicii  fecialis  sive  JURIS  ÍNTER  gentes  explícatlo,      I 
precediendo  á  Bentham,  primero  que  usó  el  término      | 
International  Law.  Al  frente  de  la  opuesta  esf!uela^      I 
que  niega  todo  valor  positivo  al  derecho  de  las  na-      , 
clones,  figura  Puffendorff,  que  en  los  cinco  últimos 
capítulos  del  octavo  libro  de  su  Jurís  naturm  et  gen- 
tium extracta  á  prisa  y  mal  á  Grocio,  Segün  cl^  la     | 
fuerza  es  la  única  base  de  las  relaciones  internacio- 
nales, y,  por  lo  tanto,  carecen  de  razón  de  obligar  los      | 
tratados,  pues  las  naciones  se  hallan  entre  sí  en  pleno 
estado  natural  (2). 

i 
(1)     La  paz  de  Westfalia,  que  habla  devuelto  la  paz  á  Euro- 
pa, no  la  dio  á  nuestra  infortunada  España,  quo  siguió  com- 
batiendo con  Francia  y  Portugal.  En  1659  se  firmó  la  paz  do 
los  Pirineos,  negociada  en  la  isla  de  los  Faisanes  por  el  car- 
denal Mazarino  y  D.  Luis  de  Haro.  Estipulóse  el  matrimonio 
de  Luis  XIV  con  la  infanta  María  Teresa,  hija  de  Felipe  IV 
(renunciando  á  sus  derechos  á  la  corona  de  España),  la  resti- 
tución á  Conde  de  sus  honores  y  dignidades,  pero  recibiendi     '       i 
gobierno  de  la  Borgoña  en  vez  del  de  la  Guienne  (este  artici 
fu6  el  que  retardó  más  la  conclusión  del  tratado);  la  cesión 
Francia  de  los  condados  del  Rosellón  y  Con  flan  a  (excepto 
vertiente  de  los  Pirineos  del  lado  de  España)  gir viendo  los  1 
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ríñeos  de  línea  divisoria,  de  Artois,  excepto  Saint-Omer  y 
Aine,  con  varias  plazas  en  el  Hainaut  y  el  Luxemburgo.  En 
¿1  se  estipuló  finalmente  que  Francia  no  seguiría  prestando  su 
ayuda  á  Portugal.  En  el  derecho  marítimo  fijóse  la  noción  del 
contrabando  de  guerra  en  las  armes  á  feu  et  V  assortissement 
d'ieelles  y  se  proclamó  el  principio  de  nave  enemiga,  carga 
enemiga,  nave  libre,  cargamento  libre. 

En  1668,  por  el  tratado  de  Lisboa,  reconoció  España  la  in- 
dependencia de  Portugal. 

En  los  tratados  siguientes,  hasta  el  de  Utrecht,  siguió  el  en- 
grandecimiento de  Francia  y  la  sucesiva  desmembración  de  la 
monarquía  española.  Por  la  paz»  de  Nimega  adquirió  Luis  XIV 
el  Franco-Condado  y  varias  ciudades  en  Flandes  y  Hainaut 
que  habían  quedado  á  nuestra  patria  por  la  paz  de  los  Pirineos, 
y  por  la  de  Kiswick  acabó  de  adquirir  la  Alsacia  entera.  En 
esta  misma,  Francia  reconoció  á  Guillermo  de  Orange  como 
Intimo  rey  de  Liglaterra  y  prometió  Luis  XTV  no  prestar 
ayuda  ninguna  á  sus  enemigos  (esto  es,  á  Jaime  II). 


(2)    Pertenecen  á  la  escuela  de  Puffendorff  los  filósofos 
Hobbes  y  Spinoza,  el  primero  sentando  en  su  famoso  libro  de 
Cine  (1679)  que  la  fuerza  es  la  única  ley  que  rige  las  relaciones 
entre  Estados,  consecuente  siempre  con  su  idea  de  que  la  gue- 
rra es  el  estado  natural  de  la  humanidad,  el  último  afirmando 
escuetamente  que  las  naciones  deben  sólo  observar  durante  el 
tiempo  que  así  les  convenga  los  tratados  que  entre  sí  celebren. 
Thomasius,  discípulo  de  Pufíendorff,  siguió  las  doctrinas  de 
«n  maestro.  No  debe  olvidarse  en  esta  época  á  dos  escritores 
célebres,  autores  de  importantes  monografías.  Selden,  autor 
del  Mare  clausum  (J1635),  en  el  que  intentó  refutar  á  Grrocio  en 
8U  Mare  liberum,  aventajándole  en  sutileza  y  erudición,  obra 
recibida  con  mucho  aplauso  en  Inglaterra,  cuyas  absurdas 
nretensiones  defendía,  y  Wicquefort,  autor  del  tratado  de 
mbassadeur  et  sesfotictions,  Colonia,  1679,  notable  por  estar 
ato  por  un  hombre  práctico  en  la  materia  que  trataba.  Sel- 
i  tiene  también  un  tratado  de  derecho  de  gentes,  jaxta  dis- 
ina  Uebraorum,  publicado  en  1650,  menos  conocido  y  apre- 
•lo  que  su  sofístico  opúsculo  Mare  clausum. 
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(A)  El  concepto  descaradamente  absolutista  de  la  moB&r- 
quia  francesa  en  los  tiempos  anteriores  &  la  Revolución^  qua  I 
influyó,  naturalmente,  en  todas  las  de  su  época^  se  baila  Eel-  ^ 
mente  expresado  en  las  siguientes  palabras  de  Lnis  XV  al  Par- 
lamento de  París  en  3  Marzo  1766:  «En  mi  persona,  únicamen- 
te, reside  toda  la  autoridad  soberana.  El  poder  legislativ^o  es 
mío  sin  coparticipación  ni  dependencia  de  nadie.  De  mí  sólo 
emana  el  orden  público  entero.» 

§  U.  Desde  la  paz  de  ütreoht  hasta  la  Re* 
volución  francesa  (1713-1789) '^.— Abundante  más 
que  ningún  otro  siglo  en  graves  acontecimientos  po* 
Uticos,  y  rico  como  ninguno  en  eminentes  miicstros 
que  completaron  la  obra' en  el  anterior  iniciada  por 
el  genio  holandés,  tiene  derecho  el  decimoctavo  á 
una  especial  atención  en  nuestra  historia.  Luis  XIV 
tiene  que  humillarse  ante  los  decretos  de  la  Provi- 
dencia, que  señalan  fin  á  su  efímera  grandeza,  y  la 
Europa  entera  le  concede  la  paz  en  Utrecht  (1713), 
para  restablecer  el  equilibrio  tan  deseado  por  las  na- 
ciones, sin  el  cual  son  imposibles  su  independencia  y 
tranquilidad.  Reconocen  los  enemigos  de  Felipe  V  y 
de  su  ilustre  abuelo  los  derechos  del  primero  á  la  co- 
rona española;  pero  no  contentos  con  arrancar  á  uno 
y  otro  las  más  preciadas  joyas  de  su  dominio  colo- 
nial, adquiere  Inglaterra  con  Menorca j  Gíbraltar, 
afrenta  que  aun  hoy  conserva  en  su  mapa  después  de 
dos  siglos  nuestra  infortunada  patria  (l).  Aparecen 
en  la  primera  mitad  de  este  siglo  dos  nuevas  poten- 
cias para  jugar  importante  papel  en  la  historia  de  Eu- 
ropa, Rusia,  antes  nación  semiasíática,  casi  ignora- 
da por  la  occidental  Europa,  y  Prusia,  elevada  al 
primer  rango  por  el  talento  militar  y  astucia  de  si 
Federicos.  Nada  logra  María  Teresa,  la  sucesora  d^ 
emperador  Carlos  VI,  con  tener  garantidos  sus  deri 
chos  por  las  principales  potencias;  después  de  las  di 

(•)€.§  67. 
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gnerras  de  sucesión  austríaca,  la  pribmera  desventajo- 
sa, sobre  todo  para  las  armas  imperiales,  tiene  que 
ceder  á  Prusia  la  Silesia,  anexión  de  nuevo  ratifica- 
da por  la  paz  de  Aquisgran  (1748).  Espafia,  que  por 
los  tratados  de  Utrecht  había  perdido,  para  no  re- 
cuperarlo jamás,  el  rango  de  primera  potencia  en 
el  europeo  concierto  (bien  caros  pagó  los  inútiles  7 
temerarios  esfuerzos  de  Alberoni),  no  tuvo  otro  re- 
curso que  ver  á  sus  reyes,  los  sucesores  de  Carlos  I, 
humildes  siervos  de  los  nietos  del  cautivo  de  Pavía, 
dependencia  ratificada  por  el  desgraciado  j^ac^o  de  fa 
flwíia  (1761).  La  suspicacia  ó  mejor  la  ambición  de  Fe- 
derico de  Prusia  ocasiona  la  guerra  de  los  siete  años, 
que  con  la  pendiente  ya  de  Inglaterra  con  Francia 
y  España  concluye  en  1763  por  los  tratados  de  París 
y  Hubertusburgo ,  en  los  que  pierde  la  primera  de 
estas  dos  naciones  casi  todo  su  colonial  imperio,  y 
la  segunda,  si  logra  la  restitución  de  Cuba,  tiene  que 
devolver  Menorca  á  los  ingleses.  Dos  violaciones  tre- 
mendas del  derecho  internacional  señalan  el  térmi- 
no de  esta  época:  el  sacrificio  de  la  independencia  de 
Polonia  por  su  primera  partición  entre  las  tres  cortes 
del  Norte,  Prusia,  Rusia  y  Austria,  que  logran  así 
fácil  pábulo  á  sus  envidiosas  ambiciones  (2),  y  la  in- 
tervención de  Francia  (y  de  España  su  forzada  cóm- 
plice), en  la  separación  de  las  colonias  americanas 
de  su  metrópoli.  No  fué  á  ésta  propicia  la  suerte  de 
las  armas;  sus  tiranías  en  el  mar  le  ocasionaron  la 
¡«'otesta  imponente  de  la  primera  neutralidad  arma- 
da (1780),  y  al  conducir  la  guerra  en  1783  tuvo  que 
reconocer  la  independencia  de  los  Estados  Unidos, 
(  )  nuevo  miembro  de  la  comunidad  internacional, 
(  olver  á  España  Menorca  y  la  Florida  y  á  Fran- 
<  varias  de  las  colonias  cedidas  en  el  tratado  de 
1  [s  (3).  Entre  los  publicistas,  extracta  la  enorme 
'     \  de  Wolff ,  que  supone  la  existencia  de  una  civUa$ 
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máxima  que  comprende  todas  las  naciones,  Vattel^ 
escritor  tan  claro  y  bien  intencionado  como  elegante, 
que  popularizando  con  cierta  complaciente  ambigüe- 
dad las  doctrinas  de  su  maestro,  es  aún  hoy  oráculo 
frecuentemente  citado  por  la  diplomacia.  Bynker* 
shoeck  comenta  sabiamente  los  derechos  de  legación 
y  de  la  guerra,  siendo  el  fundador  de  la  doctrina  de 
la  neutralidad,  y  Moser  ofrece  en  innumerables  volú- 
menes abundante  repertorio  de  hechos  para  com- 
prender las  prácticas  internacionales  del  antepasado 
siglo.  Como  escritores  de  menor  importancia  pueden 
citarse  Azuni,  Lampredi,  Galiani,  Mably,  Hiibner, 
De  Real,  Abreu  (4),  Olmeda,  Marín  y  Mendoza  (A), 


(1)  La  paz  de  ütrecht  (1713)  en  la  que  acabó  de  morir  el 
predominio  español  en  Europa,  quedándonos  reducidos  á  nues- 
tra Península  (y  aun  en  ella,  prescindiendo  de  Portugal,  infli- 
giéndosenos el  baldón  de  Gibr altar),  é  indica  el  ocaso  de  la  glo- 
ria de  Luis  XIV,  consta  de  varios  tratados.  Francia  cedió  á  In- 
glaterra la  bahía  de  Hudson  y  Terranova,  reconoció  el  acto 
del  Parlamento  ingles  en  la  sucesión  protestante,  y  prometió 
desmantelar  las  fortalezas  de  Dunquerque.  En  el  que  la  mia- 
ma  nación  celebró  con  Holanda  le  entrega,  parü  darlo  al  Aus- 
tria, todo  lo  que  quedaba  á  España  de  los  Países  Bajos  des- 
pués del  tratado  de  Riswick,  menos  la  provincia  de  Giieldres 
que  dio  también  en  nombre  de  España  á  Prusia. 

España  cedió  á  Inglaterra  Gibraltar,  reservándose  única- 
mente un  derecho  de  preferencia  en  caso  de  qu©  quisiera  U 
Gran  Bretaña  enajenarlo.  En  este  último  tratado  se  pacta  el 
tristemente  célebre  contrato  de  asiento^  por  el  que  se  conceda 
á  una  compañía  inglesa  el  exclusivo  derecho  de  proveer  de  ne- 
gros á  las  Amén* cas  españolas.  En  los  trata doa  de  Francia 
con  Inglaterra  y  Holanda  y  de  España  con  Inglaterra  reni  ■ 
cian  respectivamente  Luis  XIV  y  su  nieto  á  Uh  coríitiaí?  i 
España  y  Francia,  pactándose  en  todos  ellos  que  jamás  p  - 
den  unirse  en  un  mismo  príncipe  ambas  monarquías.  En  I 
tratado  de  comercio  de  Inglaterra  con  Francia  recoEOce  la  f     f 
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mera  el  principio  del  derecho  internacional  moderno  de  que  el 
pabellón  cnbre  la  mercancía. 

(2)  Las  principales  guerras  de  este  período  fueron  las  dos  de 
la  tucuión  austríaca,  ocasionada  por  la  muerte  sin  sucesión  mas- 
culina de  Carlos  VI  en  1742,  logrando  en  la  primera  (1742-45) 
Frusia  la  Silesia  por  los  tratados  de  Breslau,  BerUn  y  Dresde, 
pero  le  fué  menos  favorable  la  segunda  (1745-48)  que  conclu* 
yÓ  por  la  paz  de  Aquisgran  (en  la  que  se  dan  á  Felipe  V  Par- 
ma,  Plasencia  y  Guastalla,  se  renueva  el  tratado  de  asiento  y 
se  confirma  la  pragmática  sanción  de  Carlos  VI  y  la  posesión 
por  Prusia  de  Silesia  y  Glatz);  la  de  los  siete  alos  (1756-63), 
declarada  á  Austria  por  Federico  11,  que  pretendía  haber  des- 
cubierto en  Dresde  un  tratado  secreto  de  sus  enemigos  para 
apoderarse  de  sus  Estados,  y  á  quien  se  alia  Inglaterra, 
mientras  que  España  y  Francia  celebran  en  1761  el  llamado 
p&cto  de  familia,  alianza  ofensiva  y  defensiva,  cuyo  fin  expli- 
ca el  tratado  secreto  de  alianza  contra  Inglaterra  de  1762 
«que  pretende  hacerse  dueña  de  la  navegación  y  no  dejar  á 
ios  demás  sino  un  comercio  pasivo  y  dependiente»,  guerra 
que  concluye  en  1763  por  los  tratados  de  París  y  Hubertus- 
burgo  que  terminan  respectivamente  las  de  Francia  y  España 
contra  Inglaterra  (  renunciando  la  primera  á  la  Nueva  Esco- 
cia, el  Canadá,  etc.,  y  devolviéndose  Menorca  á  los  ingleses, 
que  adquirieron  también  la  Florida)  y  la  entre  Sajonia  y  la 
Prnsia  y  Austria,  no  perdiendo  esta  última  territorio  alguno 
y  volviendo  las  cosas  á  su  anterior  estado. 

Polonia  perdió  por  la  primera  división  el  territorio  com- 
prendido entre  el  Dwina ,  el  Dneiper  y  el  Druach  que  robó 
el  moscovita,  la  GhJitzia  y  la  Lodomiria  el  Austria,  y  la  Po- 
merelia,  con  exclusión  de  Danzig  y  Thorn,  que  se  anexionó 
Pmsia. 

«Polonia  se  quedó  por  este  abominable  (Jlagitious')  reparto 
sin  cinco  millones  de  habitantes  y  un  tercio  de  su  territorio» 
(  K)lsey).  Wheaton  la  juzga  la  violation  plus  Jlaí/rante  de  toute 
;  ce  naturelle  et  du  drait  intemaíional  qui  ait  eu  lien  depuis  que 
i  rope  est  sortie  de  la  barbarie  (Hist.  I,  p.  332).  Crímenes  más 
1  endos  se  han  cometido  en  Europa  en  el  siglo  xix;  pero 
1      Uos  que  los  han  perpetrado  so  contentan  en  algunos  (sir- 
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va  de  ejemplo  la  ocnpación  de  Boma)  con  tener  la  BaiieL6n  que 
pnede  llevar  consigo  el  hecho  consumado,  coya  fragilidad  es 
tan  grande  como  su  estática  fperza. 

(8)  !Francia,  deseosa  de  vengarse  de  las  inmensas  pérdidas 
que  en  su  poderío  colonial  le  habla  causado  la  gnerra  de  loa 
siete  años,  anunció  á  Inglaterra  habla  concluido  un  tratado  da 
amistad  y  alianza  con  sus  rebeldes  colonias^  provocacidn  á  la 
que  contestó  aquélla  declarando  la  guerra,  lucha  en  la  cual  se 
vio  envuelta  España  en  virtud  del  pacto  de  familia  y  que  dur^ 
desde  1778  á  1783.  La  neutralidad  armada  que  ideó  la  em- 
peratriz Catalina  de  Eusia,  y  cuya  ocasión  próxima  fué  el 
apresamiento  de  dos  buques  rusos  por  los  cr^ic^ros  españoles 
por  la  sospecha  de  que  se  dirigían  á  Gibraltar,  consiste  en 
una  declaración  que  en  28  de  Febrero  de  1780  fué  comunicada 
á  las  tres  cortes  de  Londres,  Versalles  y  Madrid.  He  aquí  su 
texto  (Mart.  R.  III,  p.  158): 

1 .  Que  les  vaisseaux  neutres  puissent  naviger  lihremeni  de  port 
en  port  et  swr  les  cotes  des  nations  en  guerre . 

2.  Q^e  les  «ffets  appartenant  aux  sujete  de  ¿es  ditet  Fuismnces 
en  ffuerre,  soient  libres  sur  les  vaisseaux  neutres  a  Ve^^ception  du 
marchandises  de  contrebande . 

3.  Que  rimpératrice  se  tient  quant  á  lajixaiion  de  celles-ei  a  fe 
qui  est  ¿noncé  dans  Port,  X  et  XI  de  son  traite  de  commercf  avec 
la  Chande- Bretagne,  étendant  ees  obligations  á  imtes  les  Pumancet 
en  guerre. 

4.  Qntre pour  déterminer  ce  qui  caractérise  un  port  bloque  onn^ac- 
corde  cette  dénomination  qu*á  celui  oií  il  y  a,  par  la  dtsposiHon  de 
la  Puissance  que  Vattaque  avec  des  vaisseaux  arrités  et  mfJUsam- 
meni  proches,  un  danger  évident  d'entrer. 

5.  Que  ees  principes  servent  de  regle  dans  les  procédures  et  les 
Jugements  sur  la  legalité  de  prises . 

A  esta  declaración^  que  hace  época  en  la  historia  del  derecho 
internacional  marítimo,  se  adhirieron  Dinamarca  (la  cual  pca^ 
tratado  de  9  de  Julio  se  alió  con  Eusia  para  armar  una  ño. 
destinada  á  defender  sus  principios,  y  en  el  cual,  accedionc 
Suecia,  se  declaró  el  mar  Báltico  clausum  para  los  belígera 
tes),  los  Estados  Unidos,  Prusia,  España,  Francia,  Austríi 
Portugal  y  las  Dos  Sicilias. 
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Oonclnyó  tan  desastrosa  guerra,  en  la  que  nosotros  tuvimos 
Ttn  Tra£aJgar,  por  el  tratado  de  Versalles  de  1783,  en  el  que  á 
más  de  reconocerse  la  independencia  de  los  Estados  unidos 
por  Inglaterra,  ésta  restituyó  á  España  Menorca  y  la  Flori- 
da, que  le  había  cedido  por  el  tratado  de  París. 

(4)  Bynkershoeck,  derivando  á  la  vez  el  derecho  de  gentes 
e3í  ntUone  et  «jm,  concilia  ambas  escuelas  aunque  afirma  con 
ratón  que  la  primera  es  juris  genMum  anima,  y  es  autor  á  quien 
nguen  la  mayor  y  más  sana  parte  délos  modernos  que  admi- 
ten el  derecho  natural  como  ideal  que  aspira  á  realizar  el  de- 
recho positivo  expresado  por  los  tratados  y  la  costumbre.  Si- 
guieron á  más  de  Moser  la  tendencia  positivista,  Mably  (Drait 
phUc  de  VBurope,  1746),  cuya  obra  es  más  bien  una  historia 
diplomática  de  la  época;  De  Beal,  De  la  Science  du  Gouveme- 
««¿(París,  1764). 

Vattel  pertenece  sin  duda  á  la  filosófica,  pues  como  recuer- 
da Hefiter,  confiesa  en  sus  preliminares  que  el  derecho  de 
gentes  no  es  otra  cosa  que  el  natural  aplicado  á  las  naciones. 
De  su  libro,  publicado  en  1758,  es  edición  princeps  la  editada 
en  1863  por  Pradier  Federé  con  las  principales  notas  de  sus 
anteriores  comentaristas.  Existen  varias  traducciones  españo- 
las; las  más  conocidas  son  la  de  Otarena,  1822,  y  la  de  Fer- 
nández con  notas,  2.^  edición,  Madrid^  1834.  Existe  también 
otra  anónima  hecha  en  París  en  1836. 

Pueden  citarse  también  en  esta  época  á  Lampredi,  autor 
de  un  tratado  en  latín  del  derecho  natural  y  de  gentes,  Li- 
vomo,  1778.  Como  refutase  Galiani,  su  compatriota,  sus  teorías 
acerca  de  la  neutralidad  en  un  opúsculo  titulado  Dei  Doveri  dei 
PrincipineutraH  vern i guerregianti,  etc.,  Napoli,  1782,  Lampredi 
replicó  en  otro  nuevo,  Commercio  deipopoH  neutrali  in  tempo  de 
guerra,  Florencia,  1788.  Félix  José  Abren  escribió  también  un 
inUado  jurídico  político  sobre  las  Presas  del  Mar,  Cádiz,  1746,  que 
9**  ^alla  traducido  por  dos  veces  al  francés,  prueba  evidente 
d     nflujo  que  ha  ejercido  en  esta  parte  de  nuestra  cienc^. 

)  De  la  obra  de  Olmeda  (Madrid,  1771)  publiqué  en  1891 
fl  nueva  edición  con  el  título  El  primer  libro  español  de  de- 
»     o  de  gentes:  Olmeda,  Derecho  de  la  paz  y  la  guerra,  seguí- 
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da  de  una  carta-epilogo,  en  la  cual  demuestro  la  intima  réíñ* 
ción  de  dicho  libro  con  el  de  Vattel,  cuya  doctrina  se  mejora 
en  muchas  partes.  Consiste  su  principal  mérito  en  los  ñumerú- 
rosos  ejemplos  y  aplicaciones  al  derecho  español. 

Lo  propio  estoy  haciendo  con  el  trabajo  no  menos  precioso  y 
poco  conocido  de  Marín  y  Mendoza,  Historia  del  derecho  na- 
tural y  de  gentes  (Madrid,  1776),  que  no  es  otra  cosa  que  un 
compendioso  y  erudito  cuadro  del  estado  de  la  cEancia  en  aquel 
tiempo,  no  sin  examinar  con  un  sanísimo  criterio  (más  profun- 
do, quizáf  que  el  de  Olmeda)  los  principios  f  undamentalee  de 
estas  ramas  del  derecho. 


§  12.  Ouerras  de  la  Revolución.  Imperio  na- 
poleónico"^.— El  filosofismo  francos  del  siglo  xviii, 
que  había  enervado  ya  la  Europa  con  sus  falaces 
máximas,  hizo  más  fácil  el  triunfo  de  los  soldados  de 
la  Convención  que  llevaban  el  encargo  de  ésta  de  11- 
bertar  á  los  pueblos  de  las  cadenas  de  los  reyes,  ha- 
ciendo triunfar  los  derechos  del  hombre  á  costa  de  las 
sagradas  inmimidades  de  las  naciones  (i).  Pero  como 
éstas  son  la  primera  condición  de  aquéllos,  conven- 
ciéronse luego  los  favorecidos  que  í^e  trataba  real- 
mente de  su  esclavitud  y  de  la  conquista  de  su  patria, 
y  juntáronse  para  defenderse  los  pueblos  con  los  re- 
yes y  éstos  entre  si,  comprendiendo  que  el  horre  iido 
crimen  de  1792  era  una  amenaza  y  una  enseñanza* 
Principia  entonces  la  lucha  de  la  Europa  entera  con- 
tra el  poder  francés,  combate  que  en  cuatro  distintas 
coaliciones  dura  hasta  1816.  Napoleón  continúa  1» 
obra  de  la  República,  de  la  que  fué  el  mejor  de  los  ge- 
nerales, y  en  1809,  con  la  excepción  de  Rusia.  Suiza 
y  de  las  montañas  españolas,  en  las  que  algunos  hé- 
roes preparaban  la  segunda  Reconquista,  era  tod<  el 
continente  patrimonio  del  condottiero  italiano  y  de  im 
deudos  (2).  En  las  campañas  de  Rusia  y  España  ap  n- 
ta  el  ocaso  de  tan  enorme  grandeza;  y  en  la  bat;  la 

(•)  C.  §68. 
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de  Leipzig  (1813),  vino  al  suelo  el  coloso  de  los  pies 
de  barro.  Los  vencedores  aliados  restituyen  por  el 
primer  tratado  de  París  (1814)  la  Francia  á  tal  como 
estaba  en  1792,  y  Austria  recibe  Venecia  y  Milán  en 
cambio  de  Bélgica,  que  con  Holanda  formó  el  reino 
de  los  Países  Bajos  hasta  la  tercera  década  del  si- 
glo XIX.  Mientras  principiaban  á  conferenciar  en 
Viena  los  plenipotenciarios  de  los  aliados  para  tratar 
de  la  restauración  de  las  antiguas  monarquías,  vuelve 
el  proscrito  y  aborrecido  Napoleón  de  la  isla  de  Elba, 
y  después  de  gobernar  la  Francia  durante  cien  días 
es  de  nuevo  derrotado  en  Waterloo.  Desterrado  á 
Santa  filena,  celebran  los  aliados  la  segunda  paz  de 
París  (1816),  más  onerosa,  pecuniaria  y  terrítorial- 
mente  (límites  de  1790)  para  Francia  que  la  primera. 
Durante  estas  guerras  parecieron  rivalizar  ambos 
beligerantes  en  desprecio  al  derecho  internacional  y 
á  las  leyes  de  la  humanidad.  En  vano  quisieron  los 
neutros  protestar,  por  la  segunda  neutralidad  arma- 
da (1800),  de  las  gravísimas  injurias  experimentadas 
por  la  libertad  de  su  comercio;  su  derrota  fué  comple- 
ta en  las  aguas  de  Copenhague  (3). 

(I)  He  aquí  el  decreto  de  la  Convención,  dado  en  19  de  No- 
viembre de  1792:  Stvr  la  propositian  de  Lepaux,  la  ConvenHon  Na- 
timale  declare,  au  nom  de  la  nation  francoise,  quelle  accorderafra- 
tenate  et  tecov/rs  á  tous  les  peuples  qui  vowdront  recoutrer  leur  liber- 
té, et  charge  le  pouwir  exécutif  de  donmr  aux  généraxix  les  ordres 
néeessaires  pourporter  secours  aux  peuples,  et  défendre  les  dtoyens 
ptiauroient  été  vexés,  ou  qui  ponrroient  V étre,  pour  la  cause  de  la 
liberté,  (Martens,  R.  VI,  página  365.) 

Otro  decreto  del  mismo  día  dispone  que  el  poder  ejecutivo 
d  rdenes  á  los  generales  de  imprimir  y  publicar,  en  todas  las 
1     nas  de  los  países  que  recorran,  el  anterior  acuerdo. 

a  en  1791,  tomando  por  pretexto  la  anexión  de  Avignon  y 
€  enesino,  estados  pertenecientes  al  Papa,  y  la  abolición  de 
1     trechos  feudales  que  muchos  señores  alemanes  poseían  en 
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Francia,  se  coligaron  en  Pilnitz  Prusia  y  Austria;  pero  guillo- 
tinado  en  21  de  Junio  de  1792  Luis  XVI,  estremecidas  todaa 
las  testas  coronadas  de  Europa,  declararon  La  guerra  á  Frau^ 
cia,  y  á  su  cabeza,  naturalmente,  Inglaterra,  su  secular  enemi- 
ga, que  despidió  al  embajador  francés  tan  pronto  como  supo  el 
regicidio  abominable.  Sólo  Suecia,  Dinamarca,  Suiza  y  el  im- 
perio otomano  quedaron  neutrales  en  esta  coalición  tan  justa 
como  numerosa  y  débil. 

(2)  Principió  entonces  el  funesto  cuarto  de  aíglo  en  el  cual 
se  cambiaba  la  carta  de  Europa  con  la  misma  facilidad  que  lc« 
peones  de  una  mesa  de  ajedrez,  y  en  el  que  pudo  temer  el 
mundo  haber  de  postrarse  ante  los  pies  del  nuevo  Alejandro* 
Difícil  é  imposible  nos  es  seguir  aquí  el  cura  o  de  eatas  guerras 
y  detallar  las  estipulaciones  de  los  numerosos  tratados  que  ae 
concluyeron  en  aquella  turbulenta  época,  variando  al  capricho 
de  Napoleón  los  mapas  de  Italia  y  Austria;  limitémonos  á  pa- 
sar rápida  ojeada  á  la  historia  de  sus  sucesivas  conquistas.  En 
los  tratados  de  Basilea  (1795)  adquiere  la  Bepública  francesa 
las  provincias  prusianas  de  la  oriUa  izquierda  del  Rhin  y  la 
neutralidad  de  España,  á  quien  restituye  todas  las  conquistas 
hechas  menos  nuestra  parte  en  la  isla  de  Santo  Domingo;  por 
el  de  San  Ild^onso  (1796)  logra,  convirtiendo  en  real  un  pacto 
(el  de  familia)  que  era  personalisimo  en  su  esencia,  la  alianza  ds 
España  en  la  lucha;  por  el  de  Tolentino  (1797)  obtiene  Francia 
del  Papa  las  Legaciones  y  la  ratificación  de  su  posesión  de  Avi- 
gnon  y  del  Venesino;  con  el  de  Carneo  Formio  (1797)  adquiere  ya 
Napoleón  (que  dos  años  después  [1799]  se  proclama  en  el  18 
Brumario  primer  cónsul)  de  Austria  la  cesión  de  los  Falsee 
Bajos  austríacos,  y  reparte  entre  Francia  y  aquélla  Venecia, 
cuya  Bepública  había  muerto  á  sus  manos;  tratado  confirmado 
por  el  de  Luneville  (1801),  en  el  que  Austria  reconoce  la  inde- 
pendencia de  las  Eepúblicas  bátava  (Holanda),  helvética  (Sui- 
za), cisalpina  y  ligura  (parte  oriental  de  Italia).  En  1802  fir- 
man en  Saint  Amt^»^  J^spaña  y  Francia  la  pa2  con  Inglaterra 
paz  que  fué  mejor  una  tregua,  ya  que  en  1S03  volvió  á  reaní] 
darse  la  terrible  lucha,  que  había  de  ser  para  nosotros  tan  fr 
nesta.  Toma  el  título  de  emperador  en  1804  y  en  1806  const 
tuye,  bajo  su  protectorado,  la  RMnbnnd  (Unión  del  Khin 
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precedida  por  el  tratado  de  Pretbwrgo  (1806),  en  el  que  Austria 
ranmicia  á  la  parte  de  Italia  que  había  adquirido  en  Luneville 
j  áiuia  muy  buena  porción  de  su  propio  territorio,  reconocien- 
do á  Napoleón  como  rey  de  Italia.  Faltábale  sólo  en  ésta  el  rei- 
no de  Ñápeles  y  lo  adquirió  por  los  tratados  de  TiUiU  (1807) 
con  Rnsia  y  Prusia,  principiando  entonces  á  distribuir  la 
Europa  entre  sus  parientes  y  deudos:  da  á  su  hermano  José 
üspaSa;  á  Luis,  otro  de  ellos,  Holanda,  y  á  Jerónimo,  West- 
fidia.  Por  el  tratado  de  SchiyiiJbním  (1810)  llega  el  hasta  enton- 
ces afortunado  corso  al  apogeo  de  su  poderío.  Encierra  por  él 
«I  Austria,  incomunicándola  con  el  mar  (pues  le  reservó  sólo 
con  estrechísimas  condiciones  el  uso  del  puerto  de  Mume), 
exigiéndola  la  Goritzia,  el  litoral  de  Hungría,  etc.,  y  hacién- 
^Is  ceder  á  Baviera  Salzburgo,  Berchstegaden  y  parte  de  la 
Bfl^ja  Austria.  Quedó  entonces  el  nuevo  Carlomagno  dueño 
absointo  de  la  continental  Europa,  teniendo  Francia  por  úni- 
cu  fronteras,  con  la  excepción  de  Suiza,  el  mar,  el  Bhin  y  los 
Krineos,  y  poseyendo  de  un  modo  más  ó  menos  directo  toda 
h  Italia  y  la  orilla  izquierda  del  Adriático  y  la  mejor  parte  del 
antiguo  imperio  germánico. 

(3)  Nuestra  gloriosa  guerra  de  la  independencia,  la  campa- 
ba de  Busia  y  las  batallas  de  Leipzig  y  de  Dresde  marcan  el 
ocaso  de  la  estrella  del  primer  Napoleón.  Habíase  apoderado 
de  nuestra  patria  por  la  traición  y  el  engaño,  y  con  una  coar- 
tada renuncia  de  Fernando  VIL  y  Carlos  IV  pretendió  revestir 
de  eierta  apariencia  de  jurídica  cesión  el  más  vil  de  todos  sus 
crímenes  (6  de  Mayo  de  1808).  No  es  necesario  repetir  aquí  la 
historia  de  nuestra  lucha  nacional,  ni  recordar  al  corazón  es- 
pañol del  que  nos  lea  los  inmortales  lauros  del  Bruch  y  de 
Bailen  (Julio  de  1808),  ni  los  memorables  sitios  de  Gerona  y 
Zaragoza;  después  de  la  batalla  de  Vitoria  (Juzdo  de  1813)  sa- 
len á  fines  de  1813  los  franceses  de  España  y  se  ñrma  en  1 1  de 
IHdembre  un  tratado  en  Yalence^,  por  el  que  Napoleón  reco- 
ao'^i  á  Femando  VU  como  rey  legitimo  de  España,  garanti- 
>^  «e  mutuamente  sus  te;rritorios  (?)  y  concediéndose  plena 
«  3tía  para  los  procesados,  la  Hbertad  á  los  prisioneros,  etc. , 
y*  inta  millones  de  reales^ á  Carlos  IV  y  su  mujer,  tratado 
fB     9  ratificaron  las  Cortes.  En  la  excursión  á  Busia,  única 
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potencia  europea  que  había  quedado  independiente  después  ás 
las  asechanzas  del  debelador  de  tronos,  perdió  por  el  bialo,  el 
cansancio  y  el  hambre  las  cuatro  quintas  partes  del  medio  mi* 
Uón  de  hombres  que  llevaba,  y  aliadas  ya  Prusia,  Eusia  y  Aus- 
tria le  vencieron  en  Leipzig  (Octubre,  1813),  triunfo  cuyas 
consecuencias  fueron  la  disolución  de  la  Confederación  Ehena- 
na  y  la  deserción  de  Murat,  rey  de  Ñapóles,  que  se  juntó  con 
ios  aliados  contra  su  protector,  entonces  ya  desgraciado.  Pa- 
saron los  aliados  el  Rhin  al  principiar  1814,  y  después  de  ha- 
ber repetido  su  alianza  en  Chaumont  y  de  haber  abdicado  en 
Fontainebleau  Napoleón  (11  de  Abril  de  1814),  contentándose 
con  la  isla  de  Elba  y  la  soberanía  de  Parma,  Plasencia  y  Guas- 
talla  para  su  mujer,  celebraron  el  primer  tratado  de  París  (14 
de  Mayo),  en  el  que  se  restablecieron  las  fronteras  de  Francia 
tal  como  estaban  en  1792  (excepción  de  Avignon,  Venesino, 
Montbeliard  y  demás  ciudades),  restituyéndose  el  trono  á  su 
legítimo  dueño  Luis  XVILL,  recobrando  la  Prusia  sus  anti- 
guas posesiones,  Austria,  Venecia  y  Milán,  en  cambio  de  Bél- 
gica, que  con  Holanda  formó  el  reino  de  los  Países  Bajos,  y 
pactándose  que  Alemania  debería  constituirse  en  confedera- 
ción. En  31  de  Marzo  entraron  los  aliados  en  París. 

Mientras  estaban  tratando  las  potencias  en  Viena  fugóse 
Napoleón  de  Elba,  desembarcando  en  Francia  exL  1  .^  de  Marzo 
de  1815.  Véncenle  otra  vez  los  aliados  en  Waterloo  en  18  de 
Junio,  y  cogido  por  los  ingleses  en  15  de  JuHo  es  embarcado 
en  31  del  mismo  mes  para  Santa  Elena.  Eestituídos  los  Borbo- 
nes  al  trono  de  Francia,  se  celébrala  segunda xpaz  de  París,  en 
la  que  se  dispone  el  desmán telamiento  de  Huhningen,  la  resti- 
tución de  las  fronteras  francesas  tal  como  eran  en  1790  (en  el 
primer  tratado  eran  las  de  1792),  es  decir,  la  orilla  derecha  del 
Lauter;  se  devuelven  á  Baviera  Saarluis  y  Saarbruck,  etc.;  á 
Prusia,  Philippeville;  Chauermont  y  Marienburg  á  Holanda; 
Anecy,  Faverges  y  Montelimar  á  Saboya.  Convínose,  además, 
el  pago  por  Francia  á  los  aliados  de  una  indemnización  de 
guerra  de  siete  millones  de  francos,  ocupando  aquéllos  durantA 
cinco  años  Francia,  que  podían  reducirse  á  tres  si  la  segurid 
de  Europa  lo  permitía. 

En  estas  guerras,  como  dice  Schultze,  se  olvidaron  compl 
tamente  los  principios  más  fundamentales  del  orden  intem 
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nal;  A  derecho  de  la  independencia  y  el  de  la  nentraHdad  de 
ks  no  combatientes,  que  es  su  lógico  residtado,  faeron  viola- 
dos á  porfia  por  Napoleón  y  sus  adversarios,  especialmente 
Inglaterra.  £1  bloqueo  continental,  los  decretos  de  Berlín  y  de 
mián,  laa  Orders  in  Council  en  1806  y  1807,  el  asesinato  de  !o0 
«mbajadores  firanceses  en  el  Congreso  de  Eastadt,  son  una 
evidente  pmeba  de  la  verdad  de  este  axiomático  aserto.  Para 
defender  los  derechos  del  comercio  neutral  americano,  á  quien 
perjudicaba  en  extremo  la  aplicación  que  intentaba  hacer 
Inglaterra  de  la  absurda  regla  de  1756,  (acusando  á  los  Esta- 
dos Unidos  de  llevar  bajo  su  pabellón  productos  españoles  y 
qua  al  visitar  sus  b.uques  apresaba  los  tripulantes  de  nacionali- 
dad enemiga),  declaró  el  Congreso  la  guerra  en  1812  á  Ingla- 
terra, lucha  marítima  que  duró  hasta  1814,  año  en  el  que  se 
celebró  el  tratado  de  Ghinte,  devolviéndose  ambas  naciones  las 
conquistas  que  mutuamente  se  habían  hecho.  También  habien- 
do apresado  los  ingleses  la  Freya,  buque  ruso  que  iba  en  con- 
voy, propuso  Pablo  I,  imitando  á  Catalina,  á  las  demás  po- 
tencias del  Norte,  la  Segunda  neutralidad  armada.  En  el  primer 
articulo  se  Comprometieron  las  partes  contratantes  á  hacer 
ejecutar  en  sus  Estados  la  prohibición  impuesta  contra  el  co- 
mercio de  contrabando.  En  el  2.^  se  limita  la  noción  de  éste  á 
las  municiones  de  guerra,  como  se  estipuló  en  la  neutralidad 
armada  de  1780.  En  el  artículo  3.^,  pow  mettre  sous  une  sauve- 
gwrde  fí^fjisante  des  jprincipes  généraux  du  droit  naturel,  acerca  de 
la  libertad  de  comercio  de  los  neutros,  decidieron:  1  .^  Que  todo 
buque  neutral  puede  navegar  libremente  de  puerto  á  puerto  y 
en  las  costas  de  las  naciones  en  guerra. — 2.^  Que  un  puerto  sólo 
se  considerará  bloqueado  cuando  por  hallarse  ante  el  mismo  des 
^aisseaux  arr(Us  et  svfjtsamment  proches  exista  un  verdadero  pe- 
ligro para  entrar  en  aquél.  —  3.^  Un  buque  neutral  infringirá 
únicamente  el  bloqueo  cuando  después  de  haber  sido  advertido 
'debidamente,  intente  penetrar  en  el  puerto  enemigo  empleando 
la  fuerza  ó  el  engaño. — 4.^  Las  razones  de  la  captura  deben  ser 
bostas  y  evidentes,  y  el  procedimiento  al  juzgarlas  uniforme, 
impido  y  legal.—  5.^  Que  la  declaración  hecha  por  el  oñcial  que 
anda  el  convoy  de  que  no  hay  en  él  contrabando  debe  bastar 
ftra  evitar  la  visita  del  mismo  por  las  escuadras  beligerantes. 
Dqando  para  su  lugar  oportuno  la  explicación  de  estos 
Tomo  I*  4 


50  PBOPBDÉUTIOA 

principios  (véase  §  112),  debemos  hacer  constar  que  Inglaterra 
Domtestó  embargando  todas  las  naves  rosas,  suecas  y  danesas 
y  bombardeando  á  Copenhague.  Hnbo  de  ñrmar  Dinamarca  nn 
armisticio  en  el  que  renunciaba  á  dichos  principios,  armisticio 
convertido  después  en  un  tratado  de  paz  que  ñrmó  Rusia  (en 
donde  habla  muerto  ya  Pablo  I)  y  al  cual  accedieron  Suecia  j 
Dinamarca  en  Octubre  de  1801  y  Marzo  de  1802. 
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cuABTA  Época;  del  congreso  de  viena  al  de  parís 
(1816-1866). 

§  13.  Congreso  de  Viena*.— Al  Congreso  de 
Víeua  acudieron  representaoites  de  Austria,  Francia, 
Inglaterra,  Portugal,  Prusia  y  Suecia.  D.  Pedro  Gó- 
mez Labrador  representó  en  él  á  nuestra  patria;  pero 
ae  abtuvo  de  firmar  el  acta  general  por  razones  que 
má3  abajo  tendremos  ocasión  de  explicar.  Duró  el 
Congreso  desde  el  1.*^  de  Noviembre  de  1814  á  9  de 
Junio  de  1815.  Domina  en  todos  sus  acuerdos  el  prin- 
cipio de  la  legitimidad  monárquica,  restaurando  en  lo 
posible  el  antiguo  equilibrio  y  los  antiguos  prínci- 
pes (1) .  Alrededor  de  su  acta  general  que  reconstitu- 
ye por  completo  el  mapa  de  la  trastornada  Europa, 
se  agrupan  una  porción  de  tratados  particulares  que 
reglamentan  su  ejecución  y  cumplimiento  W.  Austria 
recobra  los  territorios  que  había  perdido  por  sus  tra-. 
tados  con  Napoleón,  y  Prusia  adquiere  la  mitad  de 
Sajonia  y  dase  ima  nueva  forma  á  la  Confederación 
Germánica.  Suiza  es  declarada  perpetuamente  neu- 
tral. Del  reino  de  Polonia  se  hace  im  gran  ducado  de 
Varsovia  unido  á  la  corona  rusa.  A  Austria  se  le  da  la 
Galitzia,  y  á  Prusia  el  gran  ducado  de  Posen,  consti- 
tuyendo, finalmente,  Cracovia  una  villa  independien- 
y  neutra.  Confírmase  en  España  la  antigua  dinas- 
L,  pero  se  le  suplica  con  oficiosidad  tan  intempesti- 
como  inútil  que  restituya  Olí  venza  á  Portugal  (3). 
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En  Italia  se  cede  Genova  al  Píamonte  y  se  conceden 
los  ducados  de  Parma,  Plasencia  y  Guastalla  á  la  em- 
peratriz María  Luisa,  mujer  de  Napoleón,  en  menos- 
cabo de  los  derechos  de  nuestra  infanta,  reina  de 
Etruria,  á  quien  se  dio  únicamente  Luca.  Impon  ese 
al  Papa  el  deber  de  ceder  á  Austria  la  orilla  izquier- 
da del  Po  en  la  provincia  de  Ferrara,  dándose  tam- 
bién al  emperador  el  derecho  de  guarnición  en  dicha 
ciudad  y  comarca;  por  lo  demás  se  reintegia  en  todos 
sus  derechos  á  los  antiguos  príncipes  italianos.  E!  tra- 
tado de  Viena  determina  el  rango  de  los  agentes  di- 
plomáticos en  el  último  de  sus  anejos,  y  los  artícu- 
los 108  y  109  proclaman  el  justísimo  principio  de  la 
libre  navegación  de  los  ríos  que  corren  por  más  de  un 
Estado.  España,  que  no  firmó  el  tratado  por  sus 
acuerdos  con  respecto  á  Olivenza  y  por  los  derechos 
concedidos  á  la  mujer  de  Napoleón,  se  adhirió  á  él 
en  1817  mediante  la  declaración  de  que  los  últimos 
constituían  sólo  un  usufructo  vitalicio.  El  Papa  y  los 
príncipes  mediatizados  de  Alemania  protestaron  inú- 
tilmente contra  los  artículos  del  Congreso  que  les  per* 
judicaban.  Si  por  estas  injusticias  y  por  sancionar  los 
repartos  de  Polonia  y  Sajonia  merece  censura  la  obra 
de.  1816,  debe  confesarse  el  carácter  de  restauración 
del  derecho  que  inspira  la  mayor  parte  de  sus  resolu- 
ciones y  respetarse  como  base  aún,  en  algunos  de  sus 
puntos,  del  derecho  público  europeo.  Entre  los  publi- 
cistas de  esta  época  merecen  citarse  Jorge  Federico 
de  Martens,  Kock,  Kant,  Dou,  de  Rayneval,  de  Flas- 
san,  Mackintosh,  etc.  (4). 

(l)  He  aquí  el  preámbulo  de  dicho  tratado:  Au  nom  de  la 
trés-sainte  et  indivisible  Trinité. 

Les  puissanoes  qui  ont  signé  le  traite  conclu  á  Paria  1©  30 
Mai  1814  s'étant  rennies  á  Vienne,  en  conformité  de  Tartí- 
ole  XXXII  de  cet  acte,  avec  les  princes  et  états  l^nrs  alliéi. 
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pour  Gompleter  les  dispositions  da  dit  traite,  et  pour  y  ajouter 
les  arrangements  rendas  nécessaires  par  Tétat  dans  leqael 
TEorope  était  restée  á  la  salte  de  la  derniére  gaerre;  déside- 
rant  maintenaat  de  comprendre  dans  ane  transaction  com- 
mane  les  différents  resaltats  de  lears  négociations,  afín  de  les 
revétir  de  lears  ratifícations  réciproqaes ,  ont  aatorisé  lears 
pUnipotentiaires  á  réanir  dans  an  instrament  general  les  dis- 
positíons  d'nn  intérét  majear  et  pennanent,  et  á  joindre  á 
cet  acte,  comme  parties  integrantes  des  arrangements  da 
Congrés,  les  traites,  conventions,  déclarations,  réglements  et 
antres  actes  particaliers,  tels  qa'ils  se  troavent  cites  dans  le 
présent  traite;  et  ayant  les  sasdites  poissances  nominé  pléni- 
potentiaires  au  Congrés,  savoir,  etc. 

(2)  Art.  CXVm.  Les  traites ,  conventions ,  déclarations , 
réglements,  et  antros  particaliers  qai  se  troavent  annexés  au 
présent  acte,  et  nommement: 

1.*^  Le  traite  entre  la  Enssie  et  l'Aatriche,  da  ^\^^  1815; 

2.^  Le  traite  entre  la  Rassie  et  la  Prasse,  da  ^^^T!^  1^1^; 

3.^  Le  traite  additionnel  rélatif  á  Cracovie,  entre  l'Aatri- 
che, la  Prasse  et  la  Rassie,  da  -^^^  1815; 

4.^  Le  traite  entre  la  Prasse  et  la  Saxe,  da  18  Mai  1815; 

5.^  La  déclaration  da  roi  de  Saxe  sur  les  droits  de  la  mai- 
«m  de  SchoBnbarg,  da  Mai  1815; 

6.^  Le  traite  entre  la  Prasse  et  le  Hanovre,  da  29  Mai 
1815; 

7.^  La  convention  entre  la  Prasse  et  le  grand-dac  de  Saxe- 
Weimar,  da  l.er  Jain  1814; 

8.®  La  convention  entre  la  Prasse  et  les  dac  et  prince  de 
Nassaa,  31  Mai  1815; 

9.^  L*acte  sar  la  constitation  federativo  de  1' Allemagne,  du 
8  Jain  1815; 

10.  Le  traite  entre  le  roi  des  Pays-Bas  et  la  Prasse,  l'An- 
¿leterre,  TAatriche  et  la  Rassie,  da  31  Mai  1815; 

11.  La  déclaration  des  poissances  sar  les  afíaires  de  la  con- 
Wation  helvétiqae,  da  20  Mars;  et  Pacte  d' accesión  de  la 
ite,  da  27  Mai  1815; 

2.  Le  protocole  da  29  Mars  1815,  sar  les  cessions  faites 
le  roi  de  Sardaigne  au  cantón  de  Généve; 
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1 3.  Le  traite  entre  le  roi  de  Sardaigne,  rAutrícliej  TAngle- 
terre,  la  Eussie,  la  Prusse  et  la  France,  du  20  Mai  1815; 

14.  L*acte  intitulé  Conditiom  qui  dotvent  servir  de  bases  á  la 
réAmon  des  états  de  QHes  á,  ceux  de  S,  M.  Sarde; 

1 5  La  déclaration  des  pnissances  sur  rabolition  de  la  traite 
dea  negres,  du  8  Pevrier  1815. 

16.  Les  réglements  pour  la  livre  navigation  des  riviéres; 
I  17.  Les  réglements  sur  le  rang  entre  les  agenta  diploma- 

tiques. 

Sont  consideres  comme  partios  integrantes  des  arrange- 
ments  du  Congrés,  et  auront  partout  la  méme  forcé  et  valeur 
que  s'ils  étaient  insérés  mot  á  mot  dans  le  traite  généraL 

(3)  Art.  CV.  Les  puissances,  reconnaissant  la  justice  dos 
réclamations  fórmeos  par  S.  A.  R.  le  prince  regen t  de  Portu- 
gal et  du  Brésil,  sur  le  ville  d'Olivenza  et  les  autres  territoi- 
ros  cedes  á  l'Espagne  par  le  traite  de  Badajoz  de  iwoi,  et  en- 
vii^ageant  la  restitution  de  ees  objets  comme  une  des  me¡3ure3 
propres  á  assurer  entre  les  deux  royaumes  de  la  Penínsiile 
catle  bonne  harmonio  complete  et  stable  dont  la  con  aervation 
dans  tontos  les  partios  de  PEurope  a  été  le  but  canstant  de 
leurs  arrangements ,  s'engagent  formoUement  k  employer 
dans  les  voies  de  conciliation  leurs  efíorts  les  plus  eñicaces» 
atin  que  la  rétrocession  dos  dits  territoires  en  faveur  du  Por- 
tugal soit  effectuée,  et  les  puissances  reconnaissent,  autant 
qu'il  depend  de  chacune  d'elles,  que  cet  arrangement  doit 
aToir  lieu  du  plus  tót. 


(4)  J.  P.  de  Martens,  Kluber  y  Ray noval  publicaron  ex- 
celentes manuales  de  derecho  de  gentes ,  inspirados  en  el  cri- 
terio  de  la  escuela  histórica,  siendo  el  primero  autor  do  la  co- 
lección clásica  de  tratados  que  sigue  continuándose  hasta  hoy. 
Da  Los  mismos  fué  Koch  su  historiador  y  Plassan  el  de  la  di- 
plomacia francesa.  De  los  españoles  Dou  escribió  un  tratado 
de  derecho  público  que  también  se  ocupa  del  externo. 

§  14.  La  Santa  Alianza  y  la  polltioa  de  la 
intervenciones  * .  —  Las   reacciones    acostumbra 

HC.I69. 
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siempre  á  ser /una  vez  declaradas,  tan  rápidas  como 
violentas^ al  ateísmo  de  la  Revolución  francesa  sucede 
la  manifestación  piadosamente  cristiana  de  la  Santa 
Alianza  (14  de  Septiembre  de  1816).  Propuesta  por 
Alejandro  de  Busia,  es  aceptada  y  firmada  por  el  em- 
perador de  Austria  y  el  rey  de  Prusia  (l).  En  ella  se 
afirma  la  imidad  de  la  cristiandad  europea  como  una 
sola  familia,  con  olvido  completo  de  toda  diferencia 
confesional;  que  la  religión  cristiana  es  el  principio 
moral  del  derecho  de  gentes  y  base  de  las  relaciones 
de  la  soberanía  con  sus  subditos  y,  finalmente,  la  rea- 
leza social  de  Jesucristo.  Inglaterra  no  pudo  adherir- 
se formalmente  á  ella  por  motivos  constitucionales, 
pero  el  príncipe  íegente  manifestó  su  personal  apro- 
bación. Fernando  Vil  dio  su  accesión  en  1817.  Humo- 
rada personal  del  monarca  ruso,  si  merece  aprobación 
en  cuanto  por  ella  se  reconoce  la  existencia  de  la  co- 
munidad cristiana  de  los  pueblos,  es  defectuosa  en  si 
porque  supone  una  Anarquía  cristiana  en  vez  de  la 
Etnarquía  católicay  presidida  por  el  Papa,  de  la  Edad 
inedia,  y  aun  sería  más  grave  nuestra  censura  si  hu- 
biese sido,  que  no  fué,  el  real  intento  de  sus  autores 
cubrir  con  hipócrita  velo  el  desatentado  sistema  de 
intervenciones  que  le  siguió  en  el  orden  de  los  tiem- 
pos. En  efecto,  encargándose  las  grandes  potencias  de 
la  tutela  de  los  pueblos  débiles,  en  Aquisgran  (1818) 
reglamentan  el  modo  cómo  acudirán  en  ayuda  de  los 
soberanos  que  soliciten  su  apoyo  (Congreso  notable  no 
fiólo  por  prometer  sus  plenipotenciarios  la  observan- 
cia del  derecho  internacional,  sino  también  por  el 
protocolo  que  completa  con  una  cuarta  categoría  el 
igo  de  los  agentes  diplomáticos  fijado  en  Viena) 
«se  §  71):  en  Iroppau  y  Laibach  (1820)  deciden  in- 
.venir  en  Ñapóles  y  Píamente,  y  en  Verona  (1822), 
ihnente,  mandan  los  cien  mil  hijos  de  San  Luis  á 
)afia  para  devolver  su  libertad  y  corona  al  secues- 
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irado  Fernando  (véase  §  46).  Inglaterra,  que  se  negó, 
llena  de  escrúpulos  liberales,  á  cooperar  en  tales  em- 
presas, intervino,  sin  embargo,  pasiva,  pero  no  me- 
nos eficazmente,  á  favor  de  las  colonias  españolas  que 
proclamaron  en  esta  época  su  independencia,  no  sólo 
ayudándolas  materialmente,  sino  prestándoles  el 
apoyo  moral  de  un  prematuro  reconocimiento  (véase 
§  33)  W .  Monroe  protesta  también  en  s\i  famoso  men- 
saje (1823)  de  la  política  europea  de  las  Lntervencio- 
nes,  aunque  su  declaración  se  reduce  en  realidad  á 
afirmar  que  los  Estados  Unidos  no  tolerarán  se  im- 
ponga por  nación  europea  alguna  en  América  un» 
forma  distinta  de  gobierno,  y  que  para  los  territorios 
del  Nuevo  Mundo  era  ya  imposible  fundar  nuevos  de- 
rechos en  la  ocupación.  Én  1827  principia  Europa  la 
aun  no  terminada  tarea  de  arrojar  de  su  seno  el  Im- 
perio de  la  media  luna;  sublevada  Grecia,  impónese  á 
ésta,  y  á  su  soberana  forzosa  mediación  (tratado  de 
Londres  de  1827),  que  completada  por  el  triunfo  de 
Navarino,  da  á  Grecia  una  plena  y  absoluta  indepen 
dencia  (1830)  (véase  §  46).  También  por  el  tratado  de 
paz  de  Andrinópolis  de  1829  reconoce  Turquía  la  au- 
tonomía de  Moldavia  y  Valaquia,  y  concede  á  su  ven- 
cedora rival,  Rusia,  el  libre  paso  para  sus  buques 
mercantes  por  el  Bosforo  y  los  Dardanelos. 

(1)  He  aquí  el  texto  de  la  parte  declarativa  de  la  Santa 
Alianza. 

Au  nom  de  la  tres  sainte  et  indivisible  Trinité. 

LL.  MM.  Pempereur  d'Autriche,  le  roi  de  Pmeae  et  Vem* 
pereur  de  Bussie,  par  suite  des  grands  évén emente  qui  ont 
sígnale  en  Enrope  le  cours  des  trois  demiéres  années^  et 
prÍBcipalement  des  bienfaits  qu'il  a  pin  k  la  Divine  Providenc  i 
de  repandre  snr  les  états  dont  les  gonvemements  ont  pl&t  . 
lenr  confiaoce  et  lenr  espoir  en  elle  seule,  ayant  acquLs  la  coi 
victloA  intime,  qn'il  est  nécessaire  d'asseoir  la  marche  á  ado] 
tar  par  les  puissances  dans  leurs  rapports  mutaels  sur  les  yí 
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ritéa  sablimes  que  noas  enseigne  retemelle  religioá  dn  Dieu 
saaveiir; 

Declarons  solenneUement  que  le  présent  acte  n'a  pour  objet 
qjsiB  de  manifester  á  la  face  de  l'anivers  leur  détermination 
inébranlable,  de  ne  prendre  pour  regle  de  leur  conduite,  soit 
daña  radmiuistratioii  de  leurs  états  respectifs,  soit  dans  leurs 
relaiions  politiquea  avec  tout  autre  gouvemement,  que  les 
preceptos  de  cette  religión  sainte,  preceptos  de  justice,  de 
charité  et  de  paix,  qui,  loin  d'étre  uniquement  applicables  á  la 
vie  privée,  doivent  du  contraire  influer  directement  sur  les 
résolutions  des  priuces,  et  guider  toutes  leurs  demarches, 
comme  étant  le  seul  moyen  de  consolider  les  institutions  hu- 
maines  et  de  remédier  á  leurs  imperfections. 

En  conséquence  LL.  MM.  sont  convenues  des  articles  sui- 
vanta: 

Art.  I.  Conformément  aux  paroles  des  Saintes-Ecritures, 
qni  ordonnent  á  tous  les  hommes  de  se  regarder  comme  fréres, 
lee  trois  monarques  contractans  demeureront  unis  par  les  Hens 
d'nne  fratemité  véritable  et  indissoluble,  et  se  consideran t 
coimne  compatriotes,  üs  se  préteront  en  toute  occasion  et  en 
tout  lieu  assistance,  aide  et  secours;  se  regardant  en  ver  s  leurs 
sujeta  et  armées  comme  peres  de  f amule,  ils  les  dirigeront 
daña  le  méme  esprit  de  fratemité  dont  ils  sont  animes  pour 
proteger  la  religión,  la  paix  et  la  justice. 

Art.  EL.  En  conséquence,  le  seul  principe  en  vigueur,  soit 
entre  les  dits  gouvemements,  soit  entre  leurs  sujets,  sera  ce- 
lui  de  se  rendre  réciproquement  service,  de  se  témoigner  par 
nne  bienveillance  inalterable  l'affection  mutuelle  dont  ils  doi- 
vent étre  animes,  de  ne  se  considérer  tous  que  comme  mem- 
bres  d'une  méme  nation  chrétienne,  les  trois  princes  alliés  ne 
B'enyiaageant  euz-mémes  que  comme  delegues  par  la  Provi- 
dencepour  gouverner  trois  branches  d'une  méme  famille,  sa- 
voir,  rAutriche,  la  Prusse  et  la  Russie;  confessant  ainsi  que 
la  nation  chrétienne  dont  eux  et  leurs  peuples  font  partie  n'a 
^  iement  d'autre  souverain  que  celui  á  qui  seul  appartient  en 
\    pi  príeté  la  puissance,  parce  qu'en  lui  seul  se  trouvent  tous 
k  le  trésors  de  Tamour,  de  la  science,  et  de  la  sagesse  iniñnie, 
I  t'i  b-i-dire  Dieu,  notre  diyin  sauveur  Jésus-Cbrist,  le  Yerbe 
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Gonséquence  avec  la  plus  tendré  sollicitude  á  leurg  penples, 
comme  nnique  moyen  de  jouir  de  cette  paix  qui  nait  de  la 
boBne  conscience  et  qui  senle  est  durable,  de  se  forti&er  cha- 
qué jour  davantage  dans  les  principes  et  Texercice  dea  devairs 
que  le  diyin  Sauveur  a  enseigné  aux  hommes. 

Art.  m.  Toutes  les  puissances  qui  voudront  aolennelle- 
ment  avouer  les  principes  sacres  qui  ont  dicté  le  préaent  acte, 
et  reconnaítront  combien  il  est  important  au  bonheur  des  na- 
ticms  trop  longtemps  agitées,  que  ees  vérités  exercent  déeor- 
mais  sur  les  destinées  humaines  toute  Pinñuence  qui  leur 
appartient,  seront  re9ues  avec  autant  d'empresaement  que 
d'affection  dans  cette  sainte  alliance. 

(2)  Desde  1810,  aprovechando  los  infortunios  de  la  metró- 
poli, habían  principiado  á  sublevarse  nuestras  colonias  ameri* 
canas,  pero  hasta  1823  y  25  no  se  agitó  en  Europa  la  coestióti 
de  su  reconocimiento.  La  ayuda  que  les  prestó  Inglaterra  (no 
STi  Gobierno),  como  en  su  lugar  veremos  (véase  §  33)  al  tratar 
de  la  teoría  del  reconocimiento,  fué  una  violación  gravísima 
del  derecho  internacional.  Inglaterra  adelantó  en  empréstitos, 
que  no  se  le  pagaron,  á  los  insurgentes,  150  millones  de  do- 
Uars,  y  su  pérdida  entera  fué  el  décuplo  (1.500  millones  de 
doUars).  En  cambio  la  exportación  de  Inglaterra  á  las  Améri- 
cas  era  en  1809  de  18.014.219  libras  esterlinas,  y  en  1847 
únicamente  de  2.300.000  libras.  «Tales  son,  dice  Alisen,  los 
efectos  de  la  inicua  empresa  de  desmembrar^  por  una  insidio- 
sa conducta,  los  dominios  de  un  país  amigo  y  aliado.  La  Pro- 
videncia tiene  un  modo  muy  justo  de  castigo,  haciendo  eufidr 
á  los  hombres  las  consecuencias  de  sus  propias  acciones.» 
«Esta  ayuda  prestada  por  la  Ghran  Bretaña  estuvo  en  directa 
oposición  con  los  principios  más  elementales  del  derecho  inter- 
nacional, nadie  puede  negarlo.  Pero  aquí  la  pena  siguió  inme- 
diatamente al  crimen.»  (Halleck,  International  Zato,  tomo  I, 
[  página  30.)  Así  habla  uno  de  los  maestros  más  respetables  de 

nuestra  ciencia,  por  añadidura  americano. 

§  16.  Desde  la  caida  de  Carlos  Z  al  tratad  i 
de  París  de  1866*. — Con  la  revolución  de  Par  } 

(*)  C.  I  70. 
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de  1830  sufre  violento  embate  en  uno  de  sus  primeros 
defensores  la  causa  de  la  legitimidad  en  Europa,  y 
termina  la  época  de  las  intervenciones,  ó  mejor  dicho, 
concluyen  las  de  los  monarcas  para  principiar  las  de 
loa  revolucionarios  cosmopolitas  ó  de  sus  interesados 
explotadores.  En  1831  se  separa  Bélgica,  distinta  en 
lengua,  religión  y  costumbres,  de  Holanda,  destru- 
yendo la  ficticia  obra  del  Congreso  de  Viena,  unión 
que  reconocen  las  potencias  en  otra  mediación  forzo- 
sa, y  en  1839  definitivamente  su  antiguo  soberano.  En 
nuestra  Península  la  muerte  de  Fernando  Vn  (29  de 
Septiembre  de  1833)  y  los  disturbios  de  Portugal,  pro- 
movidos por  los  partidarios  del  absolutismo,  fueron 
causa  de  que  se  firmase  en  Londres  (22  de  Abril 
de  1834)  la  cuádruple  alianza  (España,  Portugal,  In- 
glaterra y  Francia)  para  sostener  en  sus  tronos  á  las 
reinas  Isabel  y  María  de  la  Gloria  (a).  Alentado  Mehe- 
met  Ali  con  el  éxito  obtenido  por  los  griegos,  intenta 
elevarse  á  soberano  independiente;  pero  como  no  con- 
tento aún  lleva  sus  ejércitos  victoriosos  hasta  las 
puertas  de  Constantinopla,  fírmase  en  Londres  otro 
tratado  para  evitar  la  ruina  de  Turquía  por  ésta,  In- 
glaterra, Austria  y  Prusia,  por  el  que  se  ofrecía  á 
Mehemet  Alí  el  bajalato  hereditario  de  Egipto  y  Acre, 
y  de  no  quererse  someter,  decidida  alianza  y  protec- 
ción á  Turquía.  El  temible  vencedor  aceptó  la  oferta, 
recibiendo  la  investidura  del  sultán  en  10  de  Junio 
de  1841.  En  este  mismo  año  se  firmó  también  en  Lon- 
dres, centro  entonces  de  la  europea  diplomacia,  otro 
convenio  en  el  que  las  cinco  grandes  potencias  re- 
conocieron la  antigua  regla  de  la  Puerta  Otomana, 
I  •  la  que  los  Estrechos  están  cerrados  á  todo  buque 
<    juerra  (l).  Otra  nueva  revolución  en  Francia  que 

Sobre  las  canaafl/  negociación  y  cumplimiento  de  la  cuádruple  alianjsa  y 
M  pactofi  á  que  dló  lugar,  véase  el  primer  capitulo  de  nuestras  Notas  higtórt- 
iHeat  á  loe  Tratadoe  de  España  (Tomo  V.  cap.  II,  páginas  U  á  185). 
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derrumba,  del  mismo  modo  que  los  levantara^  á  los 
Orleans,  produce  en'  1848  una  conflagración  general 
en  el  continente,  cuyo  efecto  sintieron  casi  todas  las 
naciones.  En  Roma  la  revolución  triunfante  asesina  á 
Rossi,  y  el  Papa  tiene  que  huir  á  Gaeta,  de  donde 
vuelve  al  año  siguiente  gracias  á  la  intervención  de 
España,  Francia,  Austria  y  Ñapóles.  Prusia  se  ve 
obligada  á  ceder  el  Neuchatel  á  Suiza,  y  el  Schleswig- 
Holstein  se  separa  de  Dinamarca,  pero  vuelve  á  ella 
en  1850.  En  este  tiempo  también  los  Estados  Unidos 
aumentan  su  territorio  anexionándose  Tejas  y  Cali- 
fornia. Como  la  primera  república,  la  segunda  vino 
á  parar  por  iguales  caminos  á  manos  de  otro  Ñapo- 
león.  Luis  Bonaparte,  presidente,  da  el  2  de  Diciem- 
bre de  1862  su  golpe  de  Estado  restableciendo,  á  pe- 
sar de  los  tratados  de  París  y  de  Viena,  el  Imperio. 
Lo  peor  fué  que  tan  ambicioso  como  su  tío,  quiso  con- 
cluir con  la  Pentarquía  para  recobrar  el  cetro  de 
Europa.  Esta  fué  una  de  las  causas  de  la  guerra  de 
Oriente,  que  termina  por  el  tratado  de  París  de  1866. 

(1)  Tratado  de  Londres.  Art.  1.^  S.  H.  I.  le  Sultán,  d'une 
part  declare  qu'il  a  la  ferme  résolation  de  main teñir,  á  l'ave- 
nir,  le  principe  invariablement  établi  comme  ancienne  regle 
de  son  empire,  et  en  vertu  duquel  11  a  été  de  tout  temps  dé- 
fendu  aux  batiments  de  guerre  des  pnissances  étrangéres 
d'entrer  dans  les  détroits  des  Dardanelles  et  du  Bosphore;  et 
que,  tant  que  la  Porte  se  trouve  en  paix,  Sa  Hautesse  n'admet- 
tra  aucun  batiinent  de  guerre  étranger  dans  les  dits  détroits; 

Et  LL.  MM.  le  roi  des  Fran9ais,  rempereurd'Autriche,  roí 
de  Hongrie  et  de  Bohéme,  la  reine  du  royaume-uni  de  la  Gran- 
de-Bretagne  et  d*Irlande,  le  roi  de  Prusse  et  remperetur  de 
toutes  les  Russies,  de  l'autre  part,  s'engagent  á  respect.  r 
cette  détermination  du  Sultán,  et  á  se  conformer  au  princi)  ? 
ci-dessus  énoncé. 

Este  tratado  fué  modificado  por  el  de  1871  (§  39). 
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SECCIÓN   V 


QUINTA  Época:  dkl  congreso  de  parís  al  de  berlín 
(1866-1878) 

§  16.  GongfreBO  de  ParÍB.  (hierras  de  Italia 
y  Alemania  (1856-1868)'^.  — Declarada  por  Ru- 
sia la  guerra  á  Turquía  con  el  pretexto  de  defender 
sus  derechos  de  protección  de  los  cristianos  residen- 
íes  en  el  Imperio  Otomano,  se  alian  con  éste  Francia, 
Inglaterra  y  Cerdeña.  Es  el  teatro  de  la  lucha  Crimea, 
I  y  ofrecida  la  mediación  por  Austria,  se  reúne  en  París 
el  Congreso  de  este  nombre.  Firman  la  paz  en  30  de 
Marzo  de  1856,  á  más  de  los  del  mediador  y  los  cinco 
beligerantes  los  plenipotenciarios  del  rey  de  Prusia. 
En  dicho  tratado  se  conviene  la  admisión  de  la  Su- 
blime Puerta  en  el  concierto  europeo  (l),  y  que  si  so- 
breviniera entre  ella  y  alguna  de  las  partes  contra- 
tantes cuestión  alguna,  interpondrían  las  demás  su 
acción  mediadora.  Se  declara  también  la  neutraliza- 
ción del  mar  Negro  y  la  libre  navegación  del  Danu- 
bio conforme  á  los  principios  establecidos  en  el  tra- 
tado de  Viena.  Las  disposiciones  territoriales  se  re- 
ducen á  asegurar  á  los  principados  de  Moldavia  y 
Valaquia,  bajo  la  soberanía  de  la  Puerta,  sus  ante- 
riores privilegios  y  administración  independiente, 
cediendo  Rusia  al  primero  una  parte  de  la  Besarabia. 
Se  7ia  continúa  también  en  la  misma  situación  in- 
te acional  de  dependencia;  en  los  anejos  del  mismo 
tr;  ado  se  renueva  la  convención  de  Londres  con  res- 
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pecto  al  cierre  de  los  Estrechos;  en  el  segundo  se  de- 
termina el  número  y  la  fuerza  de  los  buques  ligeros 
destinados  al  servicio  de  las  costas  en  el  mar  Negro^ 
y  en  el  último  se  obliga  al  emperador  de  Rusia  á  no 
fortificar  las  islas  de  Aland  y  á  no  instalar  en  ellas 
establecimiento  militar  ni  naval  alguno.  Pero  lo  que 
ha  dado  más  fama  al  Congreso  de  Paria  ha  sido  la 
declaración  á  él  aneja  que  cambia  los  principios  del 
defecho  internacional  marítimo  en  forma  no  tan  justa 
como  liberal.  Después  de  este  Congreso  signifícase 
ya  la  constitución  en  el  centro  de  Europa  de  dos 
grandes  nacionalidades  que  quince  afios  después  ha- 
bían de  realizar  las  unidades  italiana  y  germánica. 
En  1861  toma  el  rey  de  Cerdefia  el  titulo  de  rey  de 
Italia  y  añade  á  la  Lombardía,  conquistada  en  1859 
y  cedida  por  Austria  en  el  tratado  de  Zurich  del  mis- 
mo año,  los  demás  Estados  italianos,  con  la  única 
excepción  del  patrimonio  de  San  Pedro,  mal  resguar- 
dado á  su  ambición,  por  la  convención  de  15  de  Sep- 
tiembre de  1864.  Tomando  excusa  de  sus  dificultades 
con  Austria,  acerca  de  la  administración  del  Schlea- 
toig-Hólstein  que  les  había  cedido  Dinamarca  en  con* 
dominio  (1864),  declara  en  1866  Prusia  la  guerra  al" 
Austria,  y  venciéndola  en  Sadowa  logra  expulsarla 
así  de  la  antigua  Confederación  Germánica  de  1815, 
que  es  sustituida  por  la  de  Alemania  del  Norte»  Ante 
hechos  de  tanta  importancia  con  los  cuales  sólo  es 
comparable  la  guerra  de  secesión  americana  (que  sus- 
cita importantes  cuestiones  en  el  derecho  de  la  neu- 
tralidad), tiénenla  escasa  la  expedición  franco -espa- 
ñola-inglesa á  Méjico  y  nuestra  guerra  con  Marruecos 
terminada  por  el  tratado  de  Wad-Ras,  y  en  la  que  pro- 
curamos, sin  resultado  positivo  alguno,  restaurar  alg  o 
nuestra  perdida  influencia  en  las  costas  africanas  (•  . 

(1)    Art.  VIL.  Sa  Majesté  Temperenr  des  Fran9ais,  Sa  M  r 
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jesté  1  empereur  d* Autriche,  Sa  Majesté  la  reine  da  royaame- 
imi  de  la  Grande -Bretagne  et  d'Irlande,  Sa  Majesté  le  roi  de 
ProBse,  Sa  Majesté  Temperenr  de  toutes  les  Bnssies  et  Sa 
Majestéle  roi  de  Sardaigne  déclarent  la  Sublime  -  Porte  admise 
á  participer  aox  avantages  da  droit  pablic  et  da  concert  earo- 
péens.  Leors  Majestés  s'engagent,  chacane  de  son  cote,  á  res- 
pecter  Tindépendance  et  Tintégrité  territoriale  de  Tempire 
ottoman,  garantissent  en  common  la  stricte  observation  de  cet 
engagement,  et  considéreront,  en  oonséqaence,  toat  acte  de 
natvre  á  y  porter  atteinte  comme  ane  qaestion  d'intérét  ge- 
neral. 

(2)  En  1859,  Francia  y  Cerdeña  aliadas  declararon  la  gae- 
rra  á  Austria,  y  por  los  preliminares  de  ViUa&anca  (1 1  Julio) 
seguidos  por  el  tratado  de  Zurich  (10  de  Noviembre)  cedió  la 
última  á  Francia  para  que  lo  traspasase  á  Cerdeña  la  mayor 
parte  de  la  Lombardia. 

£n  el  año  1860  fueron  arrojados  de  sus  tronos  todos  los 
piíndpes  italianos,  con  la  única  excepción  del  Papa,  y  por  de- 
creto de  18  de  Marzo  fueron  anexionados  al  Reino  de  Italia, 
bajo  el  nombre  de  Emilia,  los  ducados  de  Módena  y  Parma  y 
la  Bomania  del  Papa,  en  22  la  Toscana,  y  en  cuatro  decretos 
dd  17  de  IXciembre  Ñápeles  y  Sicilia  y  las  Marcas  y  Umbría 
dal  Sumo  Pontífice.  Faltaba  aún  la  redención  de  parte  de  la 
Lombardia  y  de  Venecia,  y  ésta  se  logró  por  el  tratado  de 

I  Viena  de  1866.  Austria  (que  se  las  había  quedado  con  la  pro- 
mesa de  que  á  pesar  de  ello  formarían  parte  de  la  confedera- 
Gióa  italiana  presidida  por  el  Papa  proyectada  por  la  paz  de 
Zurich)  las  cedió  á  Víctor  Manuel,  que  si  llevaba  el  título  de 

i    rey  de  Italia  desde  el  17  de  Marzo  de  1861,  habiendo  sido  re- 

\  C(mocido  por  tal  por  casi  todas  las  potencias  europeas  (véanse 
§  18  y  33)  no  lo  era  aún  del  todo,  ya  que  detenido  en  su  vic- 

I    torioea  marcha  por  la  convención  del  15  de  Septiembre  como 

!    loego  veremos,  quedó  al  Papa  el  exiguo  Patrimonio  de  San 

!    Pe<)^o  hasta  Septiembre  de  1870. 

diflcil  cuestión  del  Schleswig-Holstein,  país  aloman  en 

i  nu  j6  de  Dinamarca,  fué  el  pretexto  con  el  que  logró  Prusia 
an  ¡ar  al  Austria  de  la  Confederación  Germánica  y  los  Ho- 
ka    ^Uem  sustituir  á  los  Habsburgos  en  el  cetro  del  imperio. 
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Encargadas  ambas  potencias  por  la  Dieta  germánica  de  liber- 
tar los  Ducados  del  yugo  dinamarqués,  los  ocuparon  vencien- 
do á  Dinamarca,  cediéndolos  ésta  con  el  Lanenburgo  por  el 
tratado  de  Viena  de  1864  en  condominio  á  los  dos  ven  cho- 
res. Eepartiéronselos  éstos  por  la  convención  de  Gastein  (H 
de  Agosto  de  1865)  quedando  el  Holstein  para  Auatria  y  el 
Schleswig  con  Lauenburgo  (mediante  una  indemnización)  para 
Prusia.  Principiaron  luego  las  difícxQtades  sobre  el  modo  de 
gobernar  ambos  Ducados:  en  vano  apeló  Austria  á  la  Dieta. 
Prusia  mandó  ocupar  el  Holstein  y  se  declaró  la  guerra  en  16 
de  Junio  de  1865.  Cortísima  fué  su  duración:  la  tremenda  de- 
rrota de  Sadowa  (Konigsgratz)  obligó  á  Austria  á  firmar  U 
paz  de  Praga  (23  de  Agosto  de  1866),  en  la  que  accede  á  k 
disolución  de  la  antigua  Confederación  Germánica  de  1815,  y 
á  que  se  forme  una  nueva  de  la  Alemania  del  Norte,  cuyo 
Umite  sea  el  Maine,  pudiendo  formar  otra  si  quisieBen  los  Es- 
tados del  Sur,  y  á  renunciar  para  siempre  á  sus  derechos  al 
Holstein  cediéndolos  á  Prusia,  pero  á  la  condición  de  quedar 
libres  los  habitantes  del  Holstein  superior  de  unirse  ¿  Dina- 
marca si  asi  manifestaban  ser  su  voluntad.  (En  J  878  renuució 
Austria  á  este  plebiscito  que  naturalmente  no  se  había  ve- 
rificado.) 

Después  de  anexionarse  Prusia  el  Hannover,  el  Hesse  elec- 
toral, Nassau  y  Francfort,  que  habían  sido  aliados  de  Aus- 
tria durante  la  terminada  guerra,  constituyóse  en  17  de  Abril 
de  1867  la  Confederación  de  la  Alemania  del  Norte  bajo  la 
presidencia  del  rey  de  Prusia;  confederación  que  cuatro  auoij 
después,  recogidos  los  laureles  de  la  guerra  franco  prusiana 
(1870-71,  véase  §  siguiente)  por  la  Alemania  entera  ya  que 
los  Estados  del  Sur  estaban  ya  de  tiempo  aliados  secretamente 
con  los  del  Norte,  mediante  la  propuesta  de  Baviera,  ¿  la  que 
se  adhirieron  Wurtenberg  y  Badén,  se  trasformó  en  Imperio 
alemán  (Deutsche  Reich)  bajo  el  cetro  del  rey  de  Prusia. 

Merecen  citarse  como  acontecimientos  políticos  de  Impor- 
tancia  en  el  orden  internacional  durante  la  época  que  media 
desde  el  Congreso  de  París  hasta  la  paz  de  Prancfort  (1 856-7  ^  i: 
1.^  La  guerra  de  España  con  Marruecos  (22  de  Octul  o 
de  1859)  terminada  por  el  tratado  de  Wád-Ras  (26  de  Ab  ti 
de  1860),  en  el  que  prometió  el  emperador  pagar  á  Espafia  o   i^ 
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udamnÜEación  de  400  millones  de  reales,  y  cederle  el  territo- 
totio  comprendido  dosde  la  Sierra-Bullones  al  Torrente  de 
Angliera  formando  con  el  mar  an  arco  de  circnlo  y  el  territo- 
torío  de  Santa  Omz  de  Mar  Peqneña,  y  debiendo,  finalmente, 
permitir  la  entrada  y  predicación  de  la  religión  católica  á  los 
misioneros  españoles.  (T.  m,  151.) — 2.^  La  cesión  de  Saboya 
á  Francia  por  Cerdeña  (tratado  de  Tnrin  en  1860),  quedando 
la  parte  de  aquélla  próxima  á  Suiza  sujeta  á  la  neutralidad  que 
le  filé  impuesta  por  los  tratados  de  1815.  —  3.^  La  guerra  de 
teceiióñ  en  los  Estados  Unidos,  causada  por  la  aboHción  de  la 
esclavitud,  tratando  los  Estados  del  Sur  que  en  ésta  tenían  in- 
terá  (Carolina,  Georgia,  Florida,  Luisiana  y  Tejas),  y  algunos 
okos  que  después  se  a&adieron,  de  constituir  una  confedera- 
ción independiente,  pero  siendo  á  la  postre  vencidos  por  los 
del  Norte,  habiéndoles  reconocido  al  principio  de  la  lucha 
como  beligerantes  las  principales  naciones  de  Europa. — 4.^ 
La  intervención  franco-española  en  Méjico  (1861-1867)  y  el 
desgraciado  fin  del  archiduque  Maximiliano,  instalado  allí 
como  emperador  por  los  franceses  (véase  el  §  46). — 5.^  La 
anexión  4  España  de  la  parte  española  de  la  república  domi- 
nicana en  19  de  Mayo  de  1861  (T.  IQ,  221),  pero  volviendo 
i  recobrar  ésta  su  independencia  por  ley  de  1.^  de  Mayo 
de  1865.  (T.  IV,  175.)— 6.^  La  unión  de  las  Islas  Jónicas  á 
Grecia,  renunciando  Inglaterra  al  protectorado  que  tenía  en 
ellas.  (Tratado  de  Londres  de  1864.) —  7.^  La  cuestión  susci- 
tada en  1867  por  Prusia  de  su  derecho  á  tener  guarnición  en 
el  Luxemburgo,  resuelta  por  el  protocolo  de  Londres  del  mis- 
mo 1^0,  mandando  desmantelar  sus  fortalezas  y  garantizando 
ni  neutralidad. 

§  17.  Guerra  franco-prufliana.  El  Imperio 
alem¿n*. — No  es  materia  que  corresponda  á  nos- 
otros el  Inquirir  las  causas  de  la  caída  deD.*  Isabel  n, 
ni  si  había  en  1868  motivo  alguno  que  justificase  el 
1  mío  de  la  Revolución;  lo  que  sí  es  indudable  y  nos 
porta  recordar  es  la  frialdad  y  el  despego  que  usó 
peleón  m  con  la  desgraciada  soberana  y  la  prisa 

C.I73. 
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cotí  la  que  reconocieron  el  nuevo  desoi'den  de  co&as 
Austria  é  Inglaterra.  Los  acontecimientos  de  aquella 
época  no  sólo  requieren  nuestra  atención  como  espa- 
ñoles, sino  también  porque  parece  ser  decreto  Inelu- 
dible de  la  Providencia  que  los  más  grandes  trastor- 
nos de  Europa  hayan  tenido  en  nuestra  patria  su  mo- 
tivo ó  pretexto.  Á  más  de  las  candidaturas  al  trono 
más  ó  fíenos  nacionales  de  D.  Carlos,  D.  Alfonso, 
Montpensier  y  Espartero,  y  de  la  ibérica  de  D.  Fer- 
nando de  Portugal  (con  tanta  sensatez  por  éste  recha- 
zada), se  presentó  la  del  príncipe  Leopoldo  de  Hohen- 
zollern.  Napoleón  DI,  que  no  pudo  encontrar  medio 
para  combatir  la  influencia  prusiana,  cada  día  más 
avasalladora  en  Europa,  en  la  cuestión  de  Luxem- 
burgo,  quiso  ver  en  tal  candidatura  imaginario  agra- 
vio á  los  intereses  de  Francia  y  del  equilibrio  europeo; 
no  le  bastó  que  el  príncipe  alemán  renunciase  expre- 
samente á  su  candidatura,  sino  que,  yendo  más  allá 
de  lo  que  la  prudencia  consiente,  el  derecho  permite 
j  la  sana  razón  tolera,  exige  del  rey  de  Prusia  formal 
declaración  de  que  mandaría  á  su  sobrino  no  aceptase 
jamás  la  corona  de  España  y  formales  seguridades  de 
que  jamás  ocuparía  el  susodicho  príncipe  el  trono  es- 
pañol. La  noticia  de  la  negativa  de  Guillermo  I  decla- 
rando que  no  recibiría  al  embajador  francés  (13  de 
Julio  de  1870)  (a)  fué  considerada  por  el  vanidoso  em- 

(a^  Las  reyelacáones  hechaa  por  Blsmaick  en  1892  confesando  qae  alteró  el  tez- 
te  y  sentido  del  telegrama  de  Etm  para  precipitar  la  ruptura,  han  de  atribuir  al 
canciller  de  hierro  la  responsabilidad  Inmediata  de  ésta.  El  verdadero  telegrama 
refería  que  á  la  demanda  del  embajador  francés  solicitando  una  nuera  audiencia 
para  que  el  rey  de  Prusia  ratificara  la  aprobación  de  la  renuncia  que  había  hecho 
por  la  mañana  y  diera  sefiruridades  para  el  porvenir,  tel  soberano  haJMa  contestada 
por  tin  av»dainle  de  campo  que  en  lo  primero  no  terUa  inconveniente,  y  qne  e»  to  m- 
gvndo  se  raería  á  lo  dicho.  Insistió  BenedeUi,  y  áku  seis  de  la  tarde  volvió  el  oi  • 
dante  á  decirle  que  su  principe  no  podia  entrar  en  dar  Tnás  seguridadts  para  lo  j  • 
turo,  refiriéndose  á  lo  promUido,  que  era  su  última  palabra.  BenedetH  q%tedá  sai  - 
fecho  de  tales  declaraciones».  Bismarck,  al  recibirlo,  Invitó  á  comer  á  Moltke  :  L 
Boon,  y  viendo  que  la  ocasión  se  perdía  (son  sus  palabras),  después  de  pr«gi  • 
tarlfls  si  el  instrumento  de  la  guerra,  el  ejército,  estaba  dispuesto,  ante  bu  or 
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perador  como  provocativa  ofensa,  y  en  19  de  Julio 
de  1870,  á  la  una  y  media  de  la  tarde,  declara  formal- 
mente la  guerra  á  su  antiguo  rival  (l).  Mas  la  guerra 
que  principió  á  son  de  conquista  fué  á  los  pocos  días 
de  ignominia  y  el  baldón  más  vergonzoso  que  en  la 
historia  de  la  nación  vecina;  á  los  siete  meses,  de- 

í  rrocado  el  Imperio,  después  de  haber  sido  pasto  la 
capital  de  Francia  de  la  anarquía  más  ignominiosa, 

I     se  firma  el  tratado  de  paz  de  Francfort,  por  el  que 

!  Francia  pierde  la  Alsacia  y  la  Lorena,  y  se  obliga  á 
pagar  á  la  Alemania  vencedora  cinco  millares  de  mi- 

'  Uones  de  francos.  No  sólo  la  Confederación  Germánica 
del  Norte,  sino  también  los  Estados  del  Sud,  que  que- 
daron independientes  á  consecuencia  de  los  sucesos 
de  1866,  fueron  los  aliados  de  Prusia  en  esta  guerra, 
y  coronaron  la  victoria  del  viejo  monarca  procla- 
mándole emperador  de  Alemania  en  Versalles  en  18 
de  Enero  de  1871,  Estado  federal  constituido  ya  á  pri- 
mero del  mismo  mes.  Desde  entonces,  y  ya  sea  por  la 
sagacidad  de  sus  inspiradores,  ya  por  la  magnífica 
posición  que  ocupa  en  el  centro  de  Europa,  viene 
siendo  el  gabinete  alemán  uno  de  los  factores  más 
importantes  de  la  política  europea. 

(1)  «Le  souasigné,  chargé  d'afíaires  de  France,  se  confor- 
mant  anx  ordres  de  son  gonvemement,  a  Phonneur  de  porter 
U  commanicatión  suivante  á  la  coimaissaiice  de  S.  Exc.  M.  le 
ministre  des  Aífaires  étrangéres  de  S.  M.  le  rol  de  Prusse; 

testadóQ  afirmativa,  transformó  el  telegrama  en  otro  de  redacción  muy  distinta, 
qoie  ftié  e}  qne  se  enrió  á  los  grobiemos  confederados,  la  prensa  y  al  cuerpo  dlplo- 
t&átloo.  «Magnifico,  dijeron  Roon  y  Moltke;  esto  hará  su  efecto.» 

DedB  él  nuevo  texto:  «Una  vez  sabido  que  la  noticia  de  la  renuncia  del  princi- 
p  '  i  Hohenzollem  ha  sido  oficialmente  anunciada  al  gobierno  francés  por  el  de 
)  id,  el  embajador  de  Francia  ha  hecho  pedir  al  Rey  la  autorización  para  te- 
li  fiar  á  París  que  B.  M.  el  Bey  se  obliga  para  siempre  á  no  dar  nunca  su  asentí- 
n  to  en  el  caso  que  los  HohenzoUem  yolvleran  á  presentar  su  candidatura.  Ai 
t  de  esto,  S.  M.  se  ha  negado  á  recibir  al  embajador,  haciéndole  adber  por  el 
a  mU  de  campo  de  servicio  que  S,M.no  tenia  nada  -que  comunicar  al  embaja- 
c       Tal  et  él  texto  de  la  fietmosa  dépeche  d'Enu, 
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»Le  gouvememeiit  de  S.  M.  Tempereur  des  Franjáis,  se 
ponvant  considérer  le  plan  d' ole  ver  sur  le  troné  d'Eapagae 
un  prince  prussien  que  comme  une  entreprise  dírigée  contre 
le  sureté  territoriale  de  la  France,  s'est  vu  place  dan»  la  né- 
cessité  de  demander  á  S.  M.  le  roi  de  Prussie  rassuraUGe 
qu'une  pareille  combinaison  ne  pourrait  pas  Be  réoUser  de  ñun 
consentement. 

»Oonmie  S.  M.  le  roi  de  Prusse  a  refusé  de  donner  cette 
assurance,  et  que,  au  contraire,  il  a  declaré  á  T ambas sadeor 
de  S.  M.  Tempereur  des  Fran9ais  que,  pour  cette  eventualité 
oomme  pour  toute  autre,  il  entendait  se  róserver  la  possibilité 
de  oonsulter  les  circonstances,  le  gouvemement  impériaJ  a  dn 
voir  dans  cette  déclaration  du  roi  une  arriire  pen^ée  mena^ajit 
la  France  ainsi  que  Pequilibre  europóen.  Cette  déclaratioE 
s'est  aggravée  encoré  par  la  notiñcation  faite  aux  cabinets  du 
refus  de  recevoir  Tambassadeur  de  Tempereur  et  d'entrer 
avec  lui  dans  de  nouvelles  explications. 

»En  conséquence,  le  gouvemement  fran9aÍ3  a  jugé  qu*ü 
avait  le  de  voir  de  pour  voir  sans  retard  á.  la  defenae  de  sa  dig- 
nité  et  de  ses  intéréts  lesés;  et  decide  á  prendre  dans  ce  but 
toutes  les  mesures  commandées  par  la  situation  qui  lui  est 
creé,  il  se  considere  des  á  présent,  comme  en  état  de  guerre 
avec  la  Prusse.» 

§  18.  Ocupación  de  Boma.  El  reino  de  Ita- 
lia*.— Si  la  formación  del  reino  de  Italia  es  un  hecho 
tan  lógico  (dada  la  tendencia  á  la  formación  de  gran- 
des nacionalidades)  como  la  del  Imperio  alemán,  no 
fueron  ni  jurídicos  ni  justos  la  forma  y  medios  como 
con  este  pretexto  logró  su  engrandecimiento  la  casa 
de  Saboya.  Hay  que  tener  en  cuenta  además  que  el 
derecho  de  los  pueblos  italianos  á  reunirse  y  el  de 
Cerdefia  á  anexionárselos  estaba  limitado  por  el  dere- 
cho superior  del  Catolicismo  á  tener  su  jefe  libre  6 
independiente.  No  nos  corresponde  investigar  aquí  1 
origen  del  Poder  temporal;  bástale  al  jurista  inten   - 

(♦)C.§78yl35. 
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cional  consignar  el  hecho  de  su  existencia.  En  1861 
declara  el  Parlamento  italiano  Roma  capital  de  Italia 
(l^Italia  una  e  Boma  capüale);  tres  años  después,  en 
la  Encíclica  y  el  SyUahuSy  protesta  el  Papa  de  las  vio- 
laciones cometidas  y  que  se  intentaban  cometer  de 
sus  sagrados  derechos.  Por  la  conyención  de  15  de 
Septiembre  de  1864  se  compromete  Italia  con  Fran- 
cia á  no  avanzar  más  en  sus  agresiones  al  territorio 
pontificio,  y  mediante  esta  condición  promete  Napo- 
león m  hacer  salir  sus  tropas  del  patrimonio  de  San 
Pedro.  Por  haberla  violado  el  gobierno  italiano,  per- 
mitiendo á  Garibaldi  (1867)  una  incursión  en  territorio 
pontificio,  del  que  salió  harto  escarmentado  en  Men- 
tana,  volvieron  las  tropas  francesas  á  Roma,  de  donde 
no  salieron  más  sino  obligadas  por  las  desgracias  de  la 
patria  en  Septiembre  de  1870.  Aprovechó  el  astuto  go- 
bierno de  Florencia  el  estado  de  Europa,  y  después  de 
unas  cartas  irrisorias  de  Víctor  Manuel  al  Pontífice, 
entra  el  general  Cadorna  en  el  Estado  pontificio  el  11 
del  mismo  mes,  el  16  se  apodera  de  Civitavecchia, 
el  19  llega  á  Roma,  abriéndose  el  20  la  brecha  en  la 
Puerta  Pía,  y  capitula  la  Ciudad  Eterna  el  día  22  por 
orden  del  Papa,  que  quiso  evitar  inútil  derramamiento 
de  sangre.  Verifícase  un  plebiscito  á  la  usanza  ñapo- 
itónica,  del  que  resulta  naturalmente  la  anexión  defi- 
nitiva de  Roma  al  reino  de  Italia.  Dejamos  para  otro 
lugar  ( §  83 )  el  examen  de  la  famosa  ley  de  garantías, 
ofrecida  por  el  gobierno  usurpador  al  Papa;  lo  que  sí 
importa  consignar  aquí  es  que  las  potencias  católicas 
y  las  que  tienen  subditos  de  nuestra  religión  respeta- 
ron  él  hecho  de  la  ocupación  de  Roma  mediante  las  se- 
p^dades  dadas  por  Italia  de  que  la  independencia 
*  Pontífice  no  sufriría  mengua;  verdadero  cuasi 
trato  internacional  que  quita  á  la  cuestión  italia- 
ú  carácter  de  asunto  de  orden  interior,  como  pre- 
le  su  gobierno.  Demasiado  sujetos  á  la  infiuencia 
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de  la  pasión  impía  de  los  unos  y  de  la  justa  indigna- 
ción de  los  otros  son  los  hechos  ocurridos  en  Roma 
durante  estos  últimos  treinta  y  un  años  para  ser  juz- 
gados por  la  Historia;  el  católico  debe  esperar  que  la 
Providencia  Divina  hallará  medio  para  asegurar  la 
independencia  del  Vicario  de  Cristo  en  la  tierra.  Hoy 
por  hoy  sólo  deben  sentarse  como  datos  para  la  reso- 
lución de  tan  difícil  problema  la  necesidad  impres- 
cindible de  una  soberanía  efectiva  y  de  una  indepen- 
dencia absoluta  en  el  Pontífice,  único  dueño  incontes- 
table de  fijar  sus  condiciones  y  forma,  y  comprender 
el  verdadero  alcance  del  reconocimiento  del  hecho 
de  la  ocupación  de  Roma,  que  flista  mucho  de  ser 
sanción  de  justicia  y  su  inmutabilidad  U)  (A), 


(1)     He  aquí  un  rápido  análisis  cronológico  de  Iñs  princi- 
[  pales  alternativas  sufridas  por  el  poder  temporal  del  Papa  en 

¡  el  siglo  XIX  hasta  1870. 

I  Hütoria  del  Estado  pontijicio  antes  de  1870. — En  el  tratado  de 

r  Tolentino  (1797)  el  Papa  se  ve  obligado  á  ceder  á  Francia 

^F*  Avignon  y  el  Venesino  y  á  la  república  Cisalpina  las  Boma* 

^C  nías,  Bolonia  y  Ferrara.  En  10  de  Febrero  de  ]  79S  entran  lo« 

^P"  franceses  en  Roma  y  la  declaran  convertida  en  república. 

'  En  18  del  mismo  mes  destierra  Napoleón  á  Pío  VI  á  Frarjcia, 

(    ►  donde  muere  en  29  de  Agosto  de  1799.  Le  sticede  Fío  VU, 

fque  recobra  Boma  en  14  de  Marzo  de  1800,  protegido  por  ]bs 
armas  austríacas.  Por  haberse  negado  el  Papa  á  declarar  la 
1  guerra  á  Inglaterra  y  á  introducir  en  sus  Estadea  bu  Código, 

I  Napoleón  le  declara  la  guerra  (1807)  y  son  anexionados  al  im- 

Iperio  francés  Ancona,  ürbino,  Macerata  y  Camerino.  Ocupa- 
ción francesa  de  Boma  en  9  de  Febrero  de  1808,  declarándola 
ciudad  imperial  y  libre  y  ofreciéndose  al  Papa  dos  millones  de 
francos  de  sueldo.  No  aceptando  el  Pontífice  estas  condieionesi 
es  conducido  á  Francia,  donde  permanece  li».sta  1 81 4 ,  en  cu; 
f  fecha  vuelve  á  sus  Estados,  que  disfrutan  de  ima  relati 

paz,  hasta  la  revolución  de  Módena  en  1831 ,  eu  donde  una  t 
multuosa  asamblea  proclama  la  abolición  del  poder  papal  y 
constitución  del  Estado  romano.  Beprimida  por  los  austriao 
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wmiEa  la  rebelión.  De  la  revolución  de  1848  nos  hemos  ocn- 
pado  ya  en  otro  lugar  (§  15).  Al  terminarse  la  guerra  de  1859 
entre  Francia,  Cerdeña  y  Austria,  se  pacta  en  la  paz  de  Zurich 
el  establecimiento  de  una  confederación  italiana  bajo  la  presi- 
dencia del  Papa.  Nueva  revolución  de  las  Eomanías  en  1859; 
declara  su  asamblea  en  3  de  Septiembre  su  anexión  á  Itfdia, 
y  con  ellas,  y  á  consecuencia  de  la  batalla  de  Castelñdígrdo 
de  18  de  Septiembre  de  1860,  se  unen  á  Cerdeña  las  Marcas 
y  la  Umbría.  En  27  de  Marzo  de  1861  declara  el  Parlamento 
italiano  Boma  capital  de  Italia.  Garibaldi  se  dirige  á  Eoma 
en  1862,  y  perseguido  por  los  italianos  es  derrotado  en  Aspro- 
monte.  En  la  convención  de  15  de  Septiembre  de  1864,  Italia 
^engage  á  ne  pas  atíaquer  le  territoire  aciuel  du  Saint  Phre  et  á  em- 
feeher  méme  par  la  forcé  toute  atteinte  venant  de  Vexterieur  contre 
ledit  territoire  (art.  3.^).  Oblígase  la  Francia  á  retirar  sus  tro- 
pas á  medida  que  el  Papa  organice  las  suyas  en  un  término  de 
dos  años.  En  el  protocolo  anexo  se  convino  que  no  tendría 
vabr  la  convención  hasta  que  el  rey  de  Italia  hubiese  deter- 
minado la  traslación  de  la  capital  del  reino  de  ItaUa  adonde 
tuviese  por  conveniente.  Á  fines  de  1866  no  se  encontraba 
ningán  soldado  firancés  en  Boma. 

Por  la  intentona  de  Garibaldi,  en  30  de  Octubre  de  1867, 
vuelven  los  franceses  á  Boma  y  es  derrotado  aquél  en  Monta- 
na en  3  de  Noviembre.  Declaración  de  Bouher  en  el  Corps  lé- 
SithUf  en  1867,  5  Diciembre  (Staats  Archiv.  3814  Ann.); 
Vlialie  ne  s^emparera  Jamáis  de  Rome.  —  Jamáis  la  France  ne 
^n^portera  cette  moUnce  faite  d  son  honneur  et  d  la  Catholicité — 
Md  dematide  Vénergique  aplication  de  la  convention  de  15  Setem- 
^,  et  si  cette  convention  ne  recontre  dans  V avenir  son  effkadti, 
^^Í€  y  suppleera  elle  méme.  El  discurso  de  la  Corona  de  S.  M. 
D.^  Isabel  II  de  6  de  Enero  de  1868  contenía  dos  significati- 
vos párrafos:  «Por  virtud  de  esta  mudanza  feliz  nos  ha  sido 
niás  fácil  mantener  y  aun  estrechar  las  buenas  relaciones  que 
nos  unen  á  todas  las  potencias  amigas.  Con  motivo  de  los  úl- 
tb  8  y  en  verdad  bien  tristes  acontecimientos  de  Italia  que 
fa  unenazado  por  algunos  días  la  seguridad  de  los  dominios 
J  n  de  la  persona  del  Padre  Santo,  España  ha  podido,  como 
tt  ;ras  ocasiones,  usar  con  respecto  al  Pontificado  de  la  ini- 
é    ^a  y  tomar  la  actitud  que  corresponde  á  una  nación  emi- 
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nentemente  católica,  ofreciendo  al  emperador  de  los  france- 
ses, nnestro  amigo  y  aliado,  los  medios  de  nuestra  coopera 
ción  moral  y  ann  los  recursos  de  nuestras  fuerzas  en  el  caso 
de  que  se  creyera  necesario  emplearlas  en  defender  los  legíti- 
mos derecho^  de  la  Santa  Sede.  Invitado  á  reunirse  en  una 
conferencia  europea  con  el  fin  de  garantizar  de  un  modo  esta- 
ble aquella  legitimidad,  mi  Gobierno,  interpretando  fielmente 
los  más  arraigados  sentimientos  de  la  nación,  no  ha  vacilado 
en  prestarse  á  una  proposición  tan  satisfactoria. » 

Fué  aun  más  terminante  su  contestación  por  el  CongT&&o, 
aprobada  por  éste  casi  por  unanimidad.  «Pero  si  no  está  bi^n 
en  boca  de  los  diputados  encomiar  sobradamente  los  esfuerzos 
é  hidalguía  de  los  pueblos  de  que  forman  parte  y  en  cuyo 
nombre  hablan,  lícito  les  ha  de  ser  expresar  su  satísfaeción 
por  el  lisonjero  y  apacible  estado  de  nuestras  relaciones  con 
las  potencias  amigas  y  hacerse  intérpretes  del  regocijo  in^ 
menso  que  en  todos  los  corazones  verdaderamente  españoles  j 
por  tanto  católicos  han  producido  las  magnificas  palabras  de 
V.  M.  acerca  del  Pontificado  y  en  pro  de  la  independencia  y 
estabilidad  del  legitimo  poder  é  incontrastables  derechos  de 
la  Santa  Sede,  Vuestro  Gobierno,  usando  de  la  iniciativa  y  to- 
mando la  actitud  que  corresponde  á  una  nación  ominen  temen* 
te  católica,  y  ofreciendo  al  emperador  de  los  franceses,  umigo 
y  aliado  de  España,  los  medios  de  nuestta  cooperación  moral 
y  aun  los  recursos  de  nuestras  fuerzas  en  el  caso  en  que  se 
creyera  preciso  emplearlas  en  defender  los  legítimos  derechos 
de  la  Santa  Sede ,  ha  merecido  bien  de  la  nación  y  se  ha  mos 
trado  digno  de  la  Eeina  que  felizmente  se  sienta  en  el  trono 
de  Isabel  I  y  digno  del  pueblo  que  siete  siglos  peleó  por  la  in- 
tegridad  de  su  fe.  En  la  horrible  lucha  de  la  revoluciÓD  cota  la 
legitimidad,  de  la  fuerza  con  el  derecho,  la  Santa  Sede  simbo- 
liza la  causa  del  derecho  y  de  la  legitimidad.  España,  con  su 
amor  filial  al  Padre  Santo ,  con  el  influjo  moral  de  su  opinión^ 
con  su  palabra  y  con  su  voto,  si  la  conferencia  europea  llega- 
ra á  realizarse ,  tiene  su  puesto  de  honor  y  de  justicia  al  1  o 
del  Soberano  Pontífice,  la  más  augusta,  tranquila  y  vanera  ,e 
figura  de  la  historia  contemporánea.» 

Tales  documentos  impresionaron  vivamente  al  gobierno     i- 
liano,  que  podía  temer  por  de  pronto  otra  intervención  írai    >■ 
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española,  y  cuando  menos  la  reunión  de  la  tan  deseada  confe- 
rencia. Uno  j  otro  proyecto  resultaron  imposibles  por  la  caí- 
da de  D.^  Isabel,  y  año  y  medio  después  por  la  guerra  franco- 
lemana.  Embargada  por  completo  la  atención  de  Francia, 
vio  ItaHa  fácil  el  logro  de  sus  deseos  por  la  situación  de  los 
dos  poderes  católicos  que  en  1868  se  ofrecían  á  defender  los 
derechos  de  la  Santa  Sede,  el  uno  victima  de  la  anarqtiía  in- 
terna, el  otro  sumido  en  las  desgracias  de  una  guerra  extran- 
jera. En  su  nota  de  3  de  agosto  de  1870  (S.  A.  4310)  declara 
Francia  cque  retirando  sus  tropas  volvía  á  tener  pleno  efecto 
la  convención  de  Septiembre,  quedando  obligada  ItaHa  á  no 
atacar  el  Estado  Pontificio,  ni  permitirlo  a  nadie:  cumpliendo 
Francia  con  su  deber ,  espera  que  Italia  cumplirá  con  suma 
▼iligancia  y  rigor  las  obligaciones  que  le  estaban  impuestas» . 
Visconti  Venosta  acusó  el  recibo  del  despacho  y  prometió  ajus- 
tarse á  él  cumpliendo  Italia  exactamente  los  compromisos  im- 
puestos por  la  convención. 

Habiendo  caído  en  4  de  Septiembre  el  Imperio,  dirige  el  mis- 
mo ministro  otra  circular  en  7  de  Septiembre  que  aparece  como 
el  colmo  de  la  mala  fe  (S.  A.  4289).  En  ella  Italia,  alegando 
que  el  tratado  de  Septiembre  le  daba  derecho  á  ocupar  los  Es- 
tados Pontificios  en  caso  de  que  hubiese  peligro  de  la  seguri- 
dad de  Italia,  declara  que  ocupará  algunos  puntos  del  Estado 
BoTMkno  para  proteger  al  Papa.  El  verdadero  argumento  está  en 
jue  la  guerre  entre  France  et  Allemagne  a  pris  un  caractére  extrema 
ttjetk  une  grande  incertihtde  dañe  les  relations  intemationales,  — 
EH  día  6  se  había  decidido  la  expedición  de  Cadoma.  —  Di- 
rige luego  una  carta  Víctor  Manuel  al  Papa,  anunciándole 
la  ocupación  de  Boma,  en  la  que  no  se  sabe  qué  admirar  más, 
á  la  crueldad  ó  el  cinismo  (S.  A.  4317),  á  la  que  contesta  dig- 
namente el  Pontífice  (S.  A.  4327).  Entra  Cadorna  el  11  en  el 
Estado  Bomano,  el  16  en  Givitavecchia,  y  el  19  se  acerca  á 
Boma.  El  20  capitula  ésta  (abierta  la  primera  brecha,  como  lo 
previno  el  Papa  á  Kanzler  para  que  así  constase  el  acto  de  ale- 
fuerza)  y  ocupan  los  italianos  la  ciudad  Leonina  (no  com- 
andida  en  la  rendición,  del  mismo  modo  que  el  Vaticano  su- 
0  aun  hoy  al  poder  soberano  del  Papa)  el  22  á  mego  de 
>IX.  Plebiscito  en  2  de  Octubre  y  decreto  de  anexión* 
atesta  del  Papa  (Encíclica  del  1  .^  Noviembre,  protesta  de 
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Antonelli  del  20).  Se  traslada  la  capital  del  reino  de  Itaüa  ¿ 
Roma  en  10  de  Julio  de  1871,  en  virtud  de  ley  del  30  de 
Junio. 

Proyectos  de  arreglo  propuestos  por  el  gobierno  italiano. ^-'^ 
proyecto  primitivo  de  Cavour  era  que  el  Papa  cediera  Hom^ 
y  sus  Estados  al  rey  de  Itaüa  en  Vicariato,  lo  que  era  cora- 
pletamente  irrealizable.  En  el  proyecto  Pantalooni,  propuesto 
por  éste,  corregido  por  Cavour  y  presentado  al  Papa  por  ú 
primero  y  Sanducci,  se  reconoce  al  Papa  la  soberanía »  atribu- 
yéndole una  masa  de  bienes  sitos  para  atender  á  sus  necesi* 
dades,  los  que  hubieran  estado  libres  de  impuestos  y  de  toda  in- 
mixtión del  gobierno  italiano,  la  inviolabilidad  del  conclave  y 
los  cardenales ,  y  la  cesión  en  cambio  y  renuncia  del  dominio 
temporal  por  parte  de  la  Santa  Sede.  Mediación  ó  buenos  ofi- 
cios de  las  potencias  católicas,  pero  jamás  verdadera  garantía 
del  convenio.  El  Papa  remite  la  cuestión  á  Antonelli.  qna  la 
desecha  (Geffcken).  Ricasoli,  en  1862,  proyectó  otro  convenio 
que  se  diferencia  del  anterior  en  mencionar  expresamente 
quedase  á  salvo  la  jefatura  de  derecho  divino  del  Pontífice  en 
la  Iglesia,  y  su  patriarcado  de  Occidente  y  primacía  de  Italia 
de  derecho  canónico.  Se  le  fija  una  dotación  por  el  rey  de  Ita- 
lia, á  la  que  contribuirán  las  naciones  católicas  con  cuotas 
que  se  determinarán  en  tratados,  en  los  que  dichas  potencias 
darán  su  garantía  para  el  cumplimiento  de  los  artículos  ante- 
riores. Napoleón  fué  instado  por  Ricasoli  para  presentar  este 
proyecto  al  Papa,  pero  rehusó  prudentemente  el  hacerlo. 

En  todos  los  documentos  diplomáticos  en  loa  que  participó 
la  anexión  de  Roma  reconoció  ItaUa  era  necesario  diera  alguna 
garantía,  no  tanto  al  Papa  como  á  las  potencias  catóUcaSi  de 
su  libertad  é  independencia.  Para  ello,  luego  de  verificada  La 
ocupación  de  Roma,  se  discutió  y  aprobó  la  Legijf  df  13  M<Mg- 
gio  1871,  per  le  guarentigie  delle  prerogative  del  Su  tumo  Pontífice  e 
per  la  relazione  dello  Síato  con  la  Ckiesa.  (Véase  §  83). 


(A)  Sobre  esta  materia  puede  consultarse  la  obra  que,  bají 
el  título  Aspecto  internacional  de  la  cuestión  romana ^  publí 
qué  en  Barcelona  de  1893  á  1895  (4  velámenes  en  8.**J,  en  donde 
después  de  probar  que  constantemente  Europa  y  la  misma  Ita 
lia  han  reconocido  este  carácter  al  confiicto  entre  la  Sant/ 
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Sede  j  el  gobierno  italiano,  traté  de  exponer  singularmente  la 
parte  que  cupo  á  nuestra  patria  en  los  sucesos  que  se  desarro- 
llaron desde  1859  á  1870  (a). 


§  19.  Sucesos  de  Espafta.  El  derecho  inter- 
nacional hasta  la  guerra  turco -rusa  (1871- 
1878)*. — Tras  del  efímero  reinado  de  D.  Amadeo  en 
España^  la  anarquía  que  durante  cinco  años  reinó  en 
nuestra  patria  no  dejó  de  ser  causa  de  graves  y  difí- 
ciles cuestiones  internacionales.  La  complaciente  con- 
ducta de  Francia  é  Inglaterra  con  la  insurrección 
carlista  ni  siquiera  es  excusable  bajo  el  pie  de  Iqs  de- 
beres de  la  neutralidad  (l).  La  captura  como  piratas 
por  los  alemanes  é  ingleses  de  los  buques  españoles 
durante  la  insurrección  cantonal  y  las  reclamaciones 
injustas  y  sólo  propuestas  con  tanto  brío  por  tratarse 
de  un  gobierno  tan  débil  como  inerme,  fundadas  en  la 
captura  del  Virginius  y  del  fusilamiento  de  sus  tripu- 
lantes (2)^  son  una  evidente  prueba  de  que  la  España 
libertada  y  rejuvenecida  por  la  revolución  de  1868  ha- 
bía logrado  ser  la  irrisión  y  juguete  de  las  demás  na- 
ciones. Por  fortuna  la  restauración  de  la  monarquía 
en  la  persona  de  D.  Alfonso  XII,  reconocido  con  pres- 
teza por  todas  las  potencias,  nos  devolvió  el  prestigio 
que  habíamos  perdido  por  completo  en  nuestras  rela- 
ciones internacionales.  En  los  siete  años  que  separan 
el  tratado  de  Francfort  del  de  Berlín  reina  en  Europa 


(ai  El  volnmcn  IV,  titulado  £Z  estado  aettiál  y  sus  condiciones  jurídicas,  ha  sido 
Inducido  al  firancés  eu  1897  por  el  marqués  Mac-Swiney,  de  Mashanaglass  (Oudln, 
PWs',  j  en  1301  al  italiano  por  el  conde  de  Clutiis  <Granniní,  Ñápelos),  y  proba- 
^tonente  dentro  de  poco  aparecerá  la  versión  alemana,  obra  del  conde  Mathaus 
Voliolini.  En  la  versión  Italiana  añadí  un  prólogo  de  más  de  cien  páginas,  en  la 
t      ne  ocupo  de  las  vicisitudes  de  las  relaciones  entre  el  Papado  é  Italia  dea- 

ti  lagar  correspondiente  (§  83)  extractaremos  las  conclusiones  que  en  dicha 
t  aceptamos  sobre  la  situación  actual  del  Papa  y  del  Estado  pontificio,  que  no 
)         visto  seriamente  refutadas  con  argumentos  jurídicos  en  parte  alguna. 

'.  H  74-75. 


76  PROPEDÉUTICA 

una  paz  no  interrumpida,  altamente  fructuosa  para 
el  desarrollo  y  progreso  del  derecho  de  gentes.  De  un 
lado  el  tratado  de  Washington  que  prepara  una  sohi- 
ción  al  difícil  litigio  que  sobre  el  cumplimiento  de  los 
deberes  de  la  neutralidad  por  Inglaterra  sostenían 
con  ésta  los  Estados-Unidos,  y  la  sentencia  del  tribu- 
nal de  Ginebra,  que  resolviéndolo,  evitó  una  guerra 
que  hubiera  sido  quizá  la  más  desastrosa  del  presente 
siglo  (3);  de  otro  las  conferencias  de  Londres  de  1871, 
que  si  bien  anulan  el  tratado  concluido  treinta  afios 
antes  sobre  el  mar  Negro,  accediendo  &  los  deseos  de 
Rusia  (4),  proclaman  altamente  el  justísimo  principio 
de  que  ninguna  nación  puede  á  su  capricho  desligar- 
se de  sus  compromisos  sin  el  asentimiento  de  aquellos 
que  en  su  ejecución  están  interesados,  y,  finalmente, 
la  reunión  en  Bruselas  de  una  conferencia  para  for- 
mular un  proyecto  de  declaración  internacional  so- 
bre las  leyes  de  la  guerra  (1874),  demuestran  cuántos 
progresos  puede  experimentar  la  vida  jurídica  de  las 
naciones  en  los  tiempos  de  tranquila  salud  que  la  paz 
simboliza  y  denota  (5). 


} 


(1) 

Véase  §  109. 

(8) 

Véase  §  114. 

(») 

Véase  §  113. 

(4) 

Véase  §  39. 

(*) 

Véase  §§  21  y  96 

§  20.  Segunda  gfuerra  de  Oriente,  tratado 
de  Beriin.  Tiempos  contemporáneos*.^  El  tra- 
tado de  París  estuvo  muy  lejos  de  resolver  la  cuestión 
de  Oriente,  ya  que  todas  sus  disposiciones  reposaba" 
sobre  el  cumplimiento  por  parte  de  la  Sublime  Puert 
de  su  oferta  de  introducir  un  cambio  completo  en  s 
sistema  tiránico  de  gobierno.  Sublévanse  en  1875  1 

(^  C.  »  76  á  77. 


HISTORIA  DEL  DERECHO  INTERNACIONAL  77 

Bosnia  y  la  Herzegovina,  y  en  1876  dirigen  los  tres 
emperadores  un  meTnorándum  á  Turquía,  en  el  que  le 
exigen  el  cumplimiento  de  las  prometidas  reformas; 
mientras  tanto  siguió  á  aquella  sublevación  la  de  Bul- 
garia. Reúnese  en  Constantinopla  una  Conferencia  de 
embajadores  de  las  grandes  potencias  que  resuelve 
pedir  nuevas  concesiones  á  Turquía,  ya  en  guerra 
entonces  con  Servia  y  Montenegro.  La  diplomacia  as- 
tuta de  los  turcos  preparó  una  constitución  á  la  mo- 
derna, que  promulgada  con  anterioridad  (23  de  Di- 
ciembre de  1876),  sirvió  de  excusa  al  sultán  para  ne- 
garse á  atender  las  reclamaciones  de  la  Conferencia 
(20  de  Enero  de  1877).  Intentaron,  como  último  es- 
fuerzo, las  potencias  el  protocolo  de  31  de  Marzo 
de  1877,  y  en  24  de  Abril  del  mismo  año  declaró  Ru- 
sia la  guerra  á  Turquía.  Después  de  una  serie  repeti- 
da de  triunfos  llegan  las  armas  del  czar  á  Andrinópo- 
lis,  á  las  puertas  mismas  de  Constantinopla;  estreme- 
cida Turquía,  acepta  los  ominosos  preliminares  de 
paz  de  San  Stéfano  (3  de  Mayo  de  1878),  en  que,  á 
más  de  imponérsele  una  fuertísima  indenmización  de 
guerra,  se  constituía  una  gran  Bulgaria  en  Europa,  y 
en  los  cuales  perdía  también  una  buena  parte  de  su 
territorio  de  Asia.  Pero  mientras  tanto  había  nego- 
ciado Inglaterra  una  alianza  con  Turquía,  en  la  que 
aquélla,  mediante  la  posesión  de  Chipre,  se  compro- 
metía á  ayudar  á  Turquía  si  exigía  Rusia  el  cumpli- 
miento absoluto  de  aquel  tratado,  y  uniéndose  á  esto 
la  consideración  de  que  la  diplomacia  europea  ha 
proclamado  siempre  que  los  asuntos  de  Oriente  son 
de  común  interés  de  las  grandes  potencias,  constitu- 
r^'ndo  éstas  como  una  especie  de  comisión  liquidado- 
^  de  la  otomana  bancarrota,  se  reunió  en  Berlín  el 
'  ngreso  de  este  nombre  para  confirmar  y  modificar 
paz  entre  los  beligerantes  con  intervención  de 
ropa.  Principiado  en  13  de  Junio  de  1878  y  con- 
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cluído  en  igual  fecha  del  siguiente  mes,  acudieron  á 
él  representantes  de  las  seis  grandes  potencias  (Ale- 
mania, Austria,  Francia,  Inglaterra,  Italia  y  Rusia) 
con  los  de  Turquía.  Por  el  tratado  de  Berlín  (l)  se  de- 
clara la  independencia  de  la  Rumania,  Servia  y  Mon- 
tenegro, la  formación  de  un  Estado  medio  soberano 
en  Bulgaria  y  una  cierta  autonomía  administrativa 
en  la  Rumelia  oriental,  rigiéndola  un  gobernador 
cristiano.  Se  ceden  á  Persia  Kotour,  y  él  Austria,  en 
administración,  la  Bosnia  y  Herzegovina.  Rusia  cam- 
bia  con  Rumania  la  parte  de  Besarabía  que  le  cedió 
en  el  tratado  de  París  (dándose  á  la  última,  en  com- 
pensación, otras  provincias  turcas)  y  adquiere  en 
Asia  Ardahán,  Kars  y  Batoum.  Como  disposiciones 
generales  contiene  las  referentes  al  establecimiento 
de  la  más  absoluta  libertad  de  conciencia  é  igualdad 
de  confesiones  religiosas,  y,  finalmente,  se  regula  de 
nuevo  la  libre  navegación  del  Danubio.  En  el  tratado 
de  paz  definitivo  que  se  firma  en  Constantinopla  en  8 
de  Febrero  (27  de  Enero)  de  1879  se  modifica  el  tra* 
tado  de  San  Stéfano,  poniéndolo  en  armonía  con  el 
de  Berlín,  reduciéndose  á  802.600.000  francos  loa 
mil  cuatrocientos  millones  de  indemnización  pacta- 
dos en  el  tratado  preliminar.  Por  las  razones  en  otro 
lugar  manifestadas  (§  1 )  cerramos  aquí  la  presente 
historia,  indicando  sólo  que  en  la  que  escriban  los  fu- 
turos cronistas  del  derecho  internacional  se  habrá  de 
tener  en  mucha  cuenta  la  acción  de  Francia  é  Ingla- 
terra en  Egipto,  las  empresas  coloniales  de  la  primera 
en  el  Tonkin  y  en  Túnez,  donde  establece  un  protecto- 
rado pariente  muy  próximo  de  la  anexión  verdadera 
y  su  lucha  singular  con  China;  el  Congreso  de  Ber]'" 
de  1885  (2)  sobre  el  Congo  y  su  neutralización  y  q  i 
fija  también  las  condiciones  de  la  ocupación  efecti  * 
en  los  territorios  africanos  (campo  hoy  de  la  acci 
expansiva  de  los  pueblos  europeos);  la  cuestión  de  ^    i 
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Carolinas;  los  posteriores  acontecimientos  de  Bulgaria 
y  la  vituperable  conducta  é  intervención  del  gabinete 
ruso;  la  conferencia  de  Bruselas  para  la  abolición  de 
la  trata  en  1890;  las  guerras  del  Japón  con  China  y 
de  Turquía  con  Grecia,  y  las  recientes  hispano-ame- 
rícana  y  anglo-boer.  Si  los  acuerdos  del  Congreso  de 
El  Haya  para  la  solución  pacífica  de  los  conflictos  in- 
ternacionales y  unificación  del  derecho  de  la  guerra 
como  tendencia  y  primer  paso  más  que  cual  absoluto 
éxito  merecen  encomio  grandísimo,  desmienten  y  re- 
tardan el  progreso  que  para  la  paz  y  el  derecho  signi- 
fican, la  deplorable  guerra  que  ha  puesto  fin  heroico 
á  la  independencia  de  las  repúblicas  sudafricanas 
(1899-1902);  las  horribles  escenas  de  China  (1900), 
que  prueban  una  vez  más  cuan  difícil  es  aún  el  defi- 
nitivo triunfo  de  la  civilización  cristiana,  donde  la 
solidaridad  de  sus  defensores  halla  el  primer  obstácu- 
lo en  el  egoísmo  y  celos  recíprocos  (A). 

(1)  Véase  el  texto  francés  en  nuestro  apéndice  al  Manual 
ie  Derecho  internacional. 

(2)  Insertamos  también  en  el  mismo  lugar  de  dicho  Hbro  la 
versión  española  de  dicho  tratado. 

(A)  He  aquí  una  breve  cronología  de  los  principales  }iechos 
internacionales  ¿esde  1887  á  1898: 

1887.  Se  pone  en  vigor  el  Convenio  internacional  para  la  pro- 
tección de  los  cables  submarinos.  —  Depósito  de  las  ratificacio- 
nes del  Tratado  de  Beroa  fundando  la  Unión  para  la  protec- 
ción de  las  obras  literarias  y  artísticas  (5  Septiembre). 

1888.  Convenio  para  asegurar  á  todas  las  potencias  el  libre 
uso  del  Canal  de  Suez. 

1889.  Conferencia  de  París  para  modificar  el  reglamento  de 
>>nvención  telegráfica  de  San  Petersburgo.  —  Reunión  de 
Conferencia  antiesclavista  de  Bruselas.  —  Congreso  súdame- 
mo  de  Montevideo. 

390.  Acta  general  de  la  Conferencia  de  Bruselas.  —  Unión 
nmaclonal  para  la  publicación  de  los  aranceles  de  Aduanas. 
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Congreso  panamericano  de  Washington.  —  Determinación  d« 
las  esferas  de  influencia  en  África  por  Inglaterra,  Alemania  7 
Francia. 

1891.  Bevisión  de  Yiena  al  Convenio  de  la  Unión  postal  oni- 
versal.  —  Denuncia  de  los  tratados  de  comercio  temporales  c^ 
lebrados  por  España. 

1892.  Conferencias  sanitaria  de  Venecia  y  monetaria  de  Bru- 
selas. —  Nuevos  pactos  comerciales  de  España  con  Soecia,  No- 
ruega.  Países  Bajos  y  Suiza. 

1893.  Sentencia  del  Tribunal  arbitral  en  e]  asunto  de  las  pes- 
querías de  Behring. —  Conflicto  entre  Francia  y  Siam.  —  Gne-  ' 
rra  civil  en  el  Brasil.  —  Sucesos  de  Melilla.^  Tratados  de  eo-  « 
mercio  con  Dinamarca  y  Portugal. 

1894.  Tratado  de  Marruecos  entre  España  y  Marruecos.  — 
Convenio  sanitario  de  París.  —  Guerra  entre  China  y  el  Japón,      ! 
Matanzas  de  Armenia.  | 

1895.  Paz  de  Shimonoseki  entre  China  y  el  Japón.— Anexión     Ü 
de  Madagascar  á  Francia.  —  Principio  de  la  insurrección  cu-     « 
baña.  —  Conflicto  entre  Inglaterra  y  Venezuela  sobre  los  lími- 
tes de  la  Guyana.  —  Constitución  de  la  República  Mayor  del 
Centro- América,  compuesta  de  las  Bepúblicas  da  Honduras, 
Nicaragua  y  Salvador. —  Expedición  de  Jameson  al  Transwaal. 

1896.  Guerra  entre  Italia  y  Abisinia,  terminada  por  la  pa£ 
de  Addis  Abeba  de  26  de  Octubre.  —  Nueva  modificación  en 
Buda-Pest  del  reglamento  telegráfico  de  San  Peters burgo  y 
primera  de  la  Unión  literaria  de  Berna. 

1897.  Convenio  de  arbitraje  entre  Venezuela  é  Inglaterra  d€ 
2  de  Febrero.  —  Guerra  entre  Turquía  y  Grecia  ocasionada  por 
los  asuntos  de  Creta,  que  termina  por  el  tratado  de  Constan  ti- 
nopla  de  4  de  Diciembre.  —  Publicación  de  la  alianza  franco-    I 
rusa.  —  Congreso  en  Washington  modificando  loa  tratador  poA"    ' 
tales.  —  Conferencia  de  Venecia  contra  la  peste.  " 

1898.  Guerra  de  España  con  los  Estados  unidos  (20  Abril; 
Aprobación  del  Mensaje  por  el  presidente.  —  21  Abril;  Princi- 
pio de  la  guerra  por  el  despido  del  ministro  en  Madrid  y  pro- 
clamación del  bloqueo  de  Cuba. — 1.^  Mayo;  Batalla  de  Cavite. 
8  Julio;  Destrucción  de  la  escuadra  de  Cervera. — 16  Julio;  Ca- 
pitulación de  Santiago.— 12  Agosto;  Protocolo  de  Wáshingtom. 
10  Diciembre;  Paz  de  París).  Término  de  la  rebelión  del  Sa<  11 
por  la  batalla  de  Omdurman  y  la  toma  de  Kartum  i)or  los  1* 
glo-egipcios.~Conflicto  de  Fachoda  entre  Francia  é  Inglatei  u 
Cesión  de  Port-Arthur  hecho  por  China  á  Rusia  y  de  un  teo  i* 
torio  ampliando  el  de  Hong-Kong  á  Inglaterra.— Mensaje  ^   ú 
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1  «i&r  inYitaBdo  á  una  conferencia  internacional  para  poner  nn 
ténnino  al  continuo  aumento  en  las  fuerzas  militares  y  preve- 
nir las  calamidades  de  la  guerra  (24/12  Agosto)  y  circular  del 
conde  Mouravieff  indicando  concretamente  los  £nes  de  aquélla 
(90  Diciembre)  (a). 


^  FroBegnlmos  esta  breve  cronología  hasta  fines  de  Mayo  de  1902. 

UW.  GniTenio  entre  la  Gran  Bretaña  y  el  Sglpto  para  la  administración  del  Sü" 
dan  (19  Enero).— Acuerdo  entre  la  misma  y  Francia  delimitando  sos  po- 
Kslones  en  África  (21  Marzo). —Conferencia  internacional  de  la  pas  de  El 
Haya  del  18  de  Mayo  al  29  de  Julio,  en  la  cual  se  acuerdan:  nn  Convenio 
para  la  solución  pacifica  de  los  conflictos  internacionales;  otro  para  apli- 
car á  la  guerra  marítima  los  principios  del  Convenio  de  Ginebra  de  22  de 
Agosto  de  1864,  y  un  tercero  relativo  á  las  leyes  y  usos  de  la  guerra  te- 
rrestre, y  además  tres  declaraciones  sobre  varios  puntos  de  derecho  Ínter- 
naeicmal.— Acuerdo  sobre  introducción  de  bebidas  espirituosas  en  África 
(Junio  8).— Cesión  por  España  á  Alemania  de  las  idas  C^arolánas,  Marianas 
y  Falaofl  (Jimio  80).— Sentencia  del  tribunal  arbitrcd  en  la  cuestión  de  li- 
mites entre  la  Gran  Bretaña  y  Venezuela  (8  Octubre).— Ruptura  de  las 
bostilldades  entre  la  Gran  Bretaña  y  las  repúblicas  del  Transwaal  y 
Orange  (10  Octubre). 

INO.  Convenio  para  la  protección  en  África  de  varias  especies  animales  (19  Mayo). 
Tercera  ooniérencia  de  El  Haya  eobre  derecho  internacional  privado  (29 

¡Mayo  á  18  Junio).— Bevoludón  de  los  boxers  y  matansa  de  extranjeros; 
asesinato  del  ministro  alemán  en  Pekín  (18  Junio).- Convenio  franco- 
español  delimitando  las  respectivas  posesiones  en  el  África  Occidental 
I  (Rio  de  Oro  y  Muni,  27  Junio).— Entrada  de  los  aliados  en  Pekín  (15  Agos- 

to).—Lord  Boberts  proclama  la  anexión  á  Inglaterra  de  las  dos  repúbli- 
cas sudafricanas  (8  Septiembre).— Sesión  de  Neuchatel  del  Instituto  de 
Derecho  internacional  (6-10  Septiembre).- Tratado  entre  la  Gran  Bretaña 
y  Alemania  pora  sostener  la  política  de  puerta  abierta  en  China  y  respe- 
¡  tar  y  hacer  respetar  su  integridad  territorial  (16  Octubre).— (lesión  á  los 

I  Estados  Unidos  de  las  islas  de  Cagayán,  Joló  y  Sibutú,  en  el  Archipiélago 

I  filipino  (7  Noviembre).— Congreso  social  y  económico  hispano-amcricano 

^  en  Madrid  (11-18  Noviembre).— Conferencia  de  Bruselas  de  la  Unión  para 

la  protección  de  la  propiedad  industrial  (11-14  Diciembre  1900). 
TiXií.  (kmvenio  entre  España  y  Francia  regrulando  el  ^ercicio  de  la  Jurisdicción 
en  la  Isla  de  los  Faisanes  (27  Marso  1900).— Sentencia  arbitrcd  de  los  em- 
bajadores de  las  grandes  potencias  determinando  la  Jurisdicción  de  loe 
oónsnles  griegos  en  Turquía  (2  Abril).— Constitución  de  la  República  de 
Cuba  y  apéndice  á  la  misma  determinando  sus  relaciones  con  los  Bstados 
Unidos  (21  Febrero  y  12  Junio).— Acuerdos  de  España  con  Uruguay,  (]hi- 

Ile,  M^co  y  Estados  Unidos  suprimiendo  el  requisito  de  la  legaUsadón 
consular  en  los  exhortos  (Jpllo  á  Noviembre).— Proclama  de  lord  Kitche- 

/  ner  amenasando  con  destierro  y  otras  severisimas  penas  á  los  rebeldes 

sudafricanos  que  no  depongan  las  armas  antes  del  16  de  Septiembre 

)  (7  Agosto).— Aceptación  por  los  plenipotenciarios  chinos  del  Protocolo 

de  la  paz  y  firma  definitiva  del  mismo  (7  Septiembre).—  Congreso  prepa- 
ratorio celebrado  en  El  Haya  para  establecer  una  Unión  internacional 
que  evite  la  trata  de  blancas  para  la  prostitución  (Octubre).— Congreso 
Pan-americano  en  Méjico  (20  Octubre  1001).— Rumores  de  guerra  entre 
omol.  6 
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§  21.  Progresos  realixados  por  el  derecho 
internacional  en  el  siglo  XEC*- ~  Absorbida 
nuestra  atención  con  el  estudio  de  las  transformacio- 
nes territoriales  experimentadas  por  Europa,  hemos 
dejado  un  párrafo  especial  para  consi^ar  los  memo- 
rables progresos  sucedidos  en  la  realización  práctica 
del  derecho  internacional  en  la  época  contemporá- 
nea. Prescindiendo  ya  de  la  profunda  transformación 
que  en  el  derecho  de  la  neutralidad  y  el  marítimo 
introdujeron  los  acuerdos  del  Congreso  de  Paría,  ex- 
perimenta el  derecho  de  la  guerra  humanitaria  y  po- 
sitiva reforma  por  la  convención  de  Ginebra  de  1864^ 
concluida  para  mejorar  la  suerte  de  los  heridos  en 
campaña,  por  la  de  San  Petersburgo  de  1868  regla- 
mentando el  uso  de  las  balas  explosibles  de  inferior 
calibre,  y  si  bien  la  conferencia  de  1874  convocada 
por  Rusia,  en  Bruselas,  no  logró  ver  ratificados  sus 
acuerdos  por  las  naciones  que  á  ella  enviaron  sus  re- 
presentantes,  el  proyecto  de  declaración  internacio- 
nal sobre  los  usos  de  la  guerra  terrestre  es  precioso 
monumento  para  inferir  de  él  la  opinión  actual  de  los 
pueblos  cultos  sobre  tan  difíciles  problemas.  Aun  la 
misma  tendencia  que  se  observa  dirigida  á  asegurar 
á  la  propiedad  privada  en  las  guerras  marítimas  la 
inviolabilidad  que  se  afirma  tiene  en  las  terrestres  ^ 
aunque  sea  utopia  tan  irrealizable  como  absurda,  de- 
muestra al  menos  el  espíritu  generoso  y  humanitario 

Chile  y  la  Bepública  Argentina  por  la  cuestíóu  de  lijnlte»  y  uregio  pro- 
yldonal  entre  ambas  naciones  (24  Diciembre). 
1902.  Tratado  de  arbitraje  entre  España  y  Méjico  (11  E[ieTO).--Atfanxii  ontfe  el 
Japón  y  la  Gran  Bretaña  (80  Enero).—  Clausura  de  la  conTereiicia  «obre 
los  azúcares  de  Bruselas  {1.^  Mayo).— Congreso  de  Im  A\si\^os  de  la  pax 
en  Monaco  (2  Abril).— El  Gobierno  de  los  Estados  ü QÍdoa  da  por  teTtalnad" 
sn  ocupación  de  Cuba  y  da  á  los  poderes  constltticionatea  de  U  Repúblici 
el  gobierno  de  la  misma  (20  Mayo).— Se  firman  en  Y«rolcJgJD^  laa  eoodl 
dones  de  sumisión  iOonáitíoM  of  mwcnder  de  los  delegados  bo&ra  y  ontn 
geses)  (31  Mayo). 

(♦)  C.  %  78. 
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que  las  inspira.  Y  si  del  derecho  de  la  guerra  nos 
trasladamos  al  de  la  paz^  aun  son  más  notables  las 
ventajas  obtenidas.  En  varias  relaciones  importantes 
de  la  vida  social,  no  es  ficción  del  jurisconsulto  ni 
Buefio  del  publicista  sentimental  la  realización  de  la 
comunidad  de  los  pueblos.  Los  correos,  los  telégrafos, 
la  propiedad  literaria,  la  industrial,  el  peso  y  la  me- 
dida, y  en  menor  escala  la  moneda,  se  hallan  regula- 
das en  forma  de  Uniones  generales  y  universales  que 
abarcan  en  unidad  de  acción  á  la  mayor  parte  de  los 
pueblos  cultos.  El  tráfico,  efecto  y  causa  al  mismo 
tiempo  de  las  relaciones  internacionales,  ha  logrado 
por  tales  uniones,  fomento  y  protección,  aumentada, 
por  otra  parte,  por  la  conclusión  de  innumerables  tra- 
tados de  comercio  y  por  la  apertura  á  su  actividad 
de  China  y  del  Japón,  antes  sistemáticamente  cerra- 
dos á  todo  trato  y  negociación  mercantil.  El  crimen 
no  puede  ya,  como  antiguamente  lo  hacía,  escudar  su 
impunidad  en  un  mal  entendido  espíritu  de  indepen- 
dencia del  Estado  en  cuyo  territorio  se  acoge  el  delin- 
cuente, é  infinitos  convenios  de  extradición  procuran 
á  los  Estados  el  medio  de  realizar  uno  de  sus  más  altos 
fines:  la  persecución  del  delito  y  el  castigo  de  su  au- 
tor (A).  Y  si  nos  trasladamos  al  terreno  científico,  por 
la  fundación  del  Instituto  del  derecho  internacional 
en  1874,  nuevo  colegio  de  feciales,  el  progreso  de  la 
ciencia  se  logra  por  la  acción  colectiva  de  los  que  la 
cultivan,  como  prueban  los  importantes  proyectos  de 
arbitraje  internacional,  de  leyes  de  presas  marítimas 
y  de  extradición,  y  el  Manual  de  las  leyes  de  la  gue- 
rra terrestre  (l)  por  el  mismo  votadas,  en  los  que  se 
r  nifiesta  de  modo  indudable  y  con  autoridad  cier- 
t  la  conciencia  científica  actual.  Otras  sociedades 
t  3  ó  menos  serias  le  ayudan  en  tan  noble  empresa, 
]  unque  no  le  igualen  algunas  de  ellas  ni  en  mérito 
t    atíflco  ni  en  prudencia  práctica,  debe  reconocerse 
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en  todas  el  noble  fin  que  les  anima,  el  que  sea  un  he- 
cho la  comunidad  de  las  naciones  bajo  el  imperio  del 
derecho,  de  la  verdad  y  de  la  justicia  (2). 


(1)  El  Instituto  del  derecho  internacional ^  cuyo  fin  expre- 
sa tan  concisa  como  exactamente  su  mismo  título,  llenó  un 
vacío  inmenso  en  el  desarrollo  de  nuestra  cienciat  y  ea,  como 
ha  dicho  un  escritor  eminente  con  frase  aunque  inoportuna  en 
su  segunda  parte  cierta,  un  concilio  ecuménico  sin  Papa  ni  Í7{faii- 
bilidad.  Merced  á  ciertas  indicaciones  del  ilustre  juriaconanlto 
Lieber  y  del  generoso  suizo  á  quien  se  debe  (la  primara  idea 
concreta  por  lo  menos)  la  convención  de  Ginebra,  Kr.  Moyn.ier, 
Mr.  Rolin  Jaequemyns,  pubUcista  belga  (ministra  del  Interior 
que  fué  en  el  últÍQio  gabinete  Uberal  del  rey  Leopoldo)  envió 
en  Marzo  de  1873  una  note  conjldenüelle  á  diütintod  sabios  de 
varios  países.  En  11  de  Septiembre  los  miembros  fundadores 
(Asser,  Besobrasoff,  BluntschU,  Calvo,  Dudley  Pield,  Lave- 
leye,  Lorimer,  Mancini,  Moynier,  Pierantoni  y  Eolin  Jaeque* 
myns)  reunidos  en  Gante  publicaron  un  man  ifi  esto  ^  redactado 
por  Laveleye,  que  descubre  los  fines  y  tendencias  del  Institu- 
to. Según  los  estatutos  revisados  en  Oxford  el  9  de  Septiem* 
bre  de  1880,  los  fines  del  Instituto,  científico  sin  carácter  ofi- 
cial, son:  1.^  Formular  los  principios  generales  de  la  ciencia, 
para  sor  el  órgano  de  la  conciencia  jurídica  del  mundo  civili- 
zado.— 2.^  Dar  su  concurso  á  toda  tentativa  de  codificación  gra- 
dual y  progresiva  del  derecho  internacional. — 3,"  Procurar  la 
consagración  oficial  de  los  principios  universabnente  reconoci- 
dos como  acordes  con  las  necesidades  de  los  pueblos  moder- 
nos.— 4.®  Contribuir  en  lo  posible,  ya  al  mantenimiento  de  la 
paz,  ya  á  la  observancia  de  las  leyes  de  la  guerra. — 5."  Exami- 
nar las  dificultades  que  puedan  originarse  eu  la  interpretación 
ó  aplicación  de  este  derecho,  y  dar,  si  es  necesario,  informes 
legales  motivados  en  los  casos  dudosos  ó  controvertidos. — tj»^ 
Ayudar,  con  pubUcaciones,  por  la  enseñanza  pública  y  por  cual 
quier  otro  medio  (que  sea  necesario)  al  triunfo  de  los  princi 
pios  de  justicia  y  humanidad  que  deben  presidir  á  las  relacio 
nes  internacionales.  (Regí.  art.  1.^)  Las  sesiones  ison  anuale 
y  los  socios  (á  más  de  los  honorarios)  sesenta  miembroa  y  otro 
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taütos  aaociados  {2.^  y  5.^);  no  pueden  pasar  los  individnos 
de  un  mUmo  Estado  ó  confederación  del  sexto  del  total  de  los 
socios  al  hacerse  el  nombramiento. — ^Actualmente  son  los  úni- 
coe  individnoa  eap ancles:  miembros  los  señores  Labra  y  Torres 
Campos  f  asociados  los  señores  Maluqner  y  Salvador  (D.  José) 
y  el  antor  de  eate  trabajo.  —  Publica  un  anuario  con  los  docu- 
mentOB  laás  interesantes  de  sus  sesiones  y  acuerdos,  obra  que 
ha  Uegado  hoy  al  décimooctavo  de  sus  tomos.  He  aquí  la  lista 
do  3Ufl  sesiones  y  de  las  principales  resoluciones  y  proyectos  en 
ellau  votados.  En  IB 74,  sesión  de  Ginebra,  y  1875  de  El  Haya; 
resoluciones  generales  acerca  del  derecho  internacional  priva- 
do (procedimiento  y  competencia),  proyecto  de  reglamento  ar- 
bitral, trato  de  la  propiedad  privada  en  la  guerra  marítima, 
examen  de  las  reglas  de  Washington  (An.  t.  I).  La  de  Zurich 
ea  1877  (en  1876  no  hubo  sesión);  reglas  internacionales  para 
prevenir  los  conflictos  de  leyes  en  materia  procesal  (An.  t.  II). 
En  la  de  París,  1878,  se  trata  de  la  ejecución  de  las  sentencias 
extranjeras  (An.  t.  Ill  y  IV);  en  la  de  Bruselas,  1879,  no  se 
resolvió  nada  definitivo  de  importancia,  pero  en  cambio  en  la 
de  Oxford  (1880),  la  más  fecunda,  se  votaron  principios  acer- 
ca los  conflictos  de  leyes  en  materia  civil  y  penal,  y  un  Manual 
de  las  leyes  de  la  guerra  terrestre  (An.  t.  V),  cuya  aceptación 
ha  sido  tan  universal  como  justa;  en  1881  no  hubo  sesión,  pero 
8L  en  1882  en  Turín,  en  la  que  se  aprobó  la  primera  parte  del 
derecho  material  del  reglamento  de  presas  de  Bulmerincq  y 
principios  generales  acerca  del  conflicto  de  leyes  comerciales 
(An.  t.  VI). — En  la  de  Munich  de  1883  se  votó  la  última 
parte  del  derecho  material  de  la  ley  de  presas,  algunos  prin- 
cipios del  derecho  internacional  en  materia  penal  y  otras  con- 
clusiones sobre  la  aplicación  del  derecho  de  gentes  europeo  en 
los  países  orientales  (An.  t.  VII).  En  1884  no  hubo  reunión, 
pero  si  en  1885  en  Bruselas.  En  ella  se  aprobó  un  proyecto 
de  ley  uniforme  sobre  el  derecho  de  cambio  y  un  reglamento 
para  decidir  los  conflictos  posibles  de  legislaciones  sobre  el 

imo,  y  otro  sobre  los  posibles  en  el  derecho  matrimonial 

a.  t.  Vni)  (a), 

}  He  aqni  la  nota  de  las  sesiones  posteriores  á  1885  y  las  lesoluoiones  y  pi^ 

os  votados  en  cada  nna  de  ellas: 

U.— Heldelberg  1887.  ^  Conocimiento  de  los  leyes  extiai^ras. 
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Si  en  toda  materia  es  de  importancia  la  acción  jurídica  co- 
lectiva, lo  es  más  en  el  derecho  internacional  que  se  basa  más 


Matrimonio  y  Divorcio.  (Principlofi.) 

Bloqueo  paciflco.  (Declaiaclón.) 

Navegación  ríos  internacionales.  (Beglamento.) 

Reglamento  de  preeas  marítimas.  (Derecho  formal.) 
XII.— lAnsana  1888.— ¡ifatiimonlo  y  divorcio  (Reglamento.) 

Capacidad  en  materia  comercial.  (Principios  generales.) 

Abordajes  marítimos.  (Ley  nniforme  y  Reglamento.) 

Admisión  y  expulsión  extranjeros.  (Declaración.) 

Ocupación  de  territorios.  (Proyecto  de  declaración.) 
XIII.—  Hamburgo  1891.— Tutela  de  menores. 

Sociedades  por  acciones. 

Prueba  leyes  extranjeras. 

Competencia  tribunales  respecto  Estados  y  soberanos  extran- 
jeros. 
XIV.— Ginebra  1892.— Publicación  tratados  internacionales.  (Proyectos  de  con- 
vención creando  para  ello  una  bnión  internacional  y  del 
Reglamento  para  su  ejecución.) 

Tutela  de  mayores. 

Reforma  resoluciones  XIII  y  XIV  de  Oxford  sobre  ezlndi- 
ción. 

Admisión  y  expulsión  extranjeros.  (Reglas.) 
XV.— París  1894.— Conflicto  leyes  y  legislación  internacional  sobre  qtdebia. 
(Reglas  generales.) 

Mar  terrltoriaL  (Definición  y  régimen.) 

Reforma  resolución  XXVI  de  Oxford  sobre  extradición. 

Trata  marítima;  policía  buques  negreros. 
XVI.— Cambridge  1895.— Tutela  de  mayores.  (Reglamento.) 

Sanción  penal  convención  Ginebra.  (Resoludone  s.) 

Nacionalidad.  (Principios.) 

Inmunidades  diplomáticas.  (Reglamento.) 

Revisión  Convenio  Berna  sobre  propiedad  literaria.  (Resolu- 
ciones,) 
XVII.— Veneda  1896.— Uso  del  pabellón  nacional  por  buques  comercio.  (Reglas.) 

Contrabando  de  grnerra.  (Reglamento.) 

Nacionalidad.  (Reglas.) 

Inmunidades  consulares.  (Reglamento.) 

Bombardeo  ciudades  abiertas.  (Reglas.) 
XVm.— Copenhague  1897.— Conflicto  entre  las  disposiciones  legislativas  de  de- 
recho internacional  privado  (Rlnvlo).  (Resolución  preli- 
minar.) 

Régimen  de  los  navios  en  puertos  extranjeros.  (1.*  parte.) 

Emigración.  (Proyecto  convenio.) 

Capacidad  personas  morales  extranjeras. 
XIX.-  El  Haya  1898.— Régimen  puertos.  (2.»  y  última  parte.) 

Litispendencia  en  las  relaciones  internacionales.  (Cootí 
sienes.) 

Valor  actos  notariales  en  derecho  intemacionaL 
XX.— Nenchatel  1900.— Conflicto  de  disposiciones  legislativas  de  derecho  i 
temacional  privado  (Teoría  del  Blnvio.)  (Resolución.) 
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qne  niDj^niia  otra  rama  del  derecho  en  la  opinión  de  los  anto- 
r6S.  [  Qué  antoridad  más  inmensa  no  tienen  las  fórmulas  del 
Instituto  que  se  presentan  casi  siempre  como  la  idea  unánime 
del  mundo  cientiñco  actual,  de  los  escritores  de  todas  las  na- 
ciones y  de  todos  los  países  1 

(2)  Imposible  es  negar  que  la  concepción  jurídica  del  si- 
glo XIX  es  infinitamente  superior  en  lo  que  al  derecho  intema- 
ciüfüal  se  refiere  á  las  de  los  siglos  que  le  precedieron.  Tanto 
en  la  paz  como  en  la  guerra  se  respetan  hoy  los  pueblos  mutua- 
mente de  un  modo  que  no  comprenderían,  llenos  de  asombro, 
CarLoa  Y,  Luis  XIV  y  hasta  Napoleón  I. 

Pero  no  ea  prudente  tomar  con  fácil  entusiasmo  por  con- 
quistas de  la  ciencia  y  progresos  principios  más  ó  menos  ge- 
nerosos, pero  ni  exigidos  unas  veces  por  el  derecho  natural, 
ni  conformes  otras  veces  con  la  realidad  de  las  cosas.  Así  nos 
evitaremos,  al  ver  que  el  tiempo  las  derrota  y  desprecia,  el 
disgusto  de  creer  en  reacciones  y  retrocesos  en  el  desarrollo 
de  nuestra  ciencia.  Los  acontecimientos,  en  la  dura  experien- 
cia de  la  realidad,  demuestran  que  si  en  algo  son  peligrosos 
los  idealismos,  lo  son  en  asuntos  en  los  que  van  envueltos  los 
intereses  y  la  vida  de  los  pueblos. 

(A)  En  estos  últimos  diez  y  seis  años,  á  más  de  la  constitu- 
ción de  nuevas  Uniones  y  acuerdos  generales,  como  los  refe- 
rentes á  los  transportes  por  ferrocarriles  (de  la  cual  no  forma 
parte  nuestra  patria)  y  á  la  publicación  de  los  aranceles  de 
aduanas,  la  conferencia  antiesclavista  de  Bruselas,  las  confe- 
rencias sanitarias  de  Venecia,  Dresde,  París,  etc.,  prueban  tam- 
bién el  incesante  progreso  de  la  idea  de  la  comunicad  jurídica 
internacional,  el  creciente  favor  del  arbitraje  (pesquerías  de 

Derechos  y  deberes  potencias  extronjeias  en  un  movimiento 

insmreccional.  (Reglamento.) 
Aplicación  &  la  guerra  marítima  de  los  principios  de  la  con- 
vención de  Ginebra.  (Voto.) 
Responsabilidad  de  los  Gobiernos  con  los  extranjeros  en  caso 
de  revolución.  (Reglamento  y  votos  complementarlos.) 
a  1802  pnblloó  el  Instituto  un  Tablean  generai  en  el  cual  se  hallan  compiladoe 
30  SOS  acnerdos  hasta  la  sesión  de  Ginebra  inclusive.  En  1901  no  hubo  reunión, 
ista  hoy  ignoramos  si  la  habrá  este  año,  habiéndose  acordado  en  1900  que  se 
ífarara  en  Bruselas,  dejando  para  otra  la  venida  á  Madrid,  honra  que  hace 
upo  deseamos  los  individuos  españoles. 
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Behring,  cnestión  de  la  Guyana  entre  Inglaterra  j  Veneztiela) 
y  las  innumerables  conferencias  y  congresos  celebrados  para 
fomentarlo  y  cimentar  y  fortalecer  de  un  modo  perpetuo  la  idea 
de  la  paz.  La  más  importante  de  todas  estas  tentativas,  tanto 
por  el  carácter  angosto  de  sn  iniciador  como  por  haber  tomado 
parte  en  él,  de  nn  modo  oficial,  casi  todo.q  los  Estados  cultos  de 
la  tierra,  ha  sido  la  conferencia  de  El  Haya  abierta  el  18  de 
Mayo  de  1899,  cnya  acta  final  se  firmó  el  29  de  Julio  del  mismo 
año,  depositándose  las  ratificaciones  de  la  casi  totalidad  de  laa 
potencias  adheridas  en  4  de  Septiembre  de  1900.  Aunque  no 
haya  logrado  todos  sos  propósitos  y  en  el  principal  de  ellos j  el 
desarme,  haya  tenido  que  contentarse  con  afirmar  uu  generoso 
deseo,  limitándose  á  sancionar  tres  tratados,  tmo  sobre  ona 
organización  permanente  y  fija  del  arbitraje  intem  ación  al,  otro 
sobre  las  leyes  de  la  guerra,  ratificando  la  mayor  parte  de  los 
principios  de  la  declaración  de  Bruselas,  j  un  tercero  sobre  U 
extensión  en  la  guerra  marítima  de  los  principios  de  la  con- 
vención de  Ginebra  y  afirmar  en  otra^í  resoluciones  los  princi- 
pios reclamados  por  el  derecho  de  gentes  sobre  varios  medios 
ilícitos  de  guerra,  ya  por  sus  acuerdos,  que  significan  impor- 
tante mejora  del  derecho  internacional  positivo,  ja  porque  en 
sí  misma  es  una  evidente  prueba.de  la  existencia  de  esa  socie- 
dad de  las  naciones  y  de  su  derecho,  será  el  digno  remate  del 
siglo  que  principió  por  el  Congreso  de  Viena  é  indicio  de  nue- 
vos triunfos  para  la  ley  internacional  en  el  £:x.  Lástima  grande 
que  tan  hermoso  espectáculo  haya  sido  precedido  sólo  de  algu- 
nos meses  por  la  guerra  nefanda  que  en  su  causa ^  prosecución 
y  resultados  ha  sido  la  negación  más  completa  de  toda  moral 
y  justicia. 
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§  22.  Noción  del  derecho  internacional*.— 

Dos  son  los  nombres  con  que  indistintamente  se  de- 
signa la  ciencia  objeto  de  nuestro  estudio:  el  de  Dere- 
cho de  gentes  (á  la  cual  corresponden  los  títulos  de 
Lato  of  nations  de  los  ingleses  y  el  Volkerrecht  de  los 
alemanes)^  denominación  vaga,  ya  que,  como  eljus 
gentium  de  los  antiguos,  puede  significar  también  cual- 
quier rama  del  derecho  que  tenga  aplicación  ó  validez 
en  todos  los  pueblos,  y  el  de  Derecho  internacional^ 
que,  adivinado  por  Zouch,  fué  usado  por  primera  vez 
por  Bentham,  y  hoy  es  el  más  seguido  por  todos  los 
tratadistas.  Elxpresa  tal  frase,  más  claramente  que  la 
otra,  ser  el  fin  de  nuestra  ciencia,  determinar  las  re- 
laciones jurídicas  entre  un  Estado  y  otro  (l).  Claro  es 
que  la  definición  del  derecho  internacional  depende, 
naturalmente,  del  fundamento  que  se  le  asigne,  pero 
siempre  se  puede  establecer  la  distinción  entre  los 
que  lo  consideran  como  colección  de  reglas  por  las 
que  se  regulan  las  relaciones  entre  los  Estados,  y  los 
que,  atendiendo  solamente  al  concepto  teórico,  en- 
tienden por  él  la  aplicación  del  derecho  natural  á  los 
r  adoB  (2).  Creemos  nosotros  que  deben  reunirse  en 
1     común  concepto,  entendiéndose  por  ciencia  del 
echo  internacional  él  conocimiento  de  la  ley  natural 
'a  sociedad  de  los  Estados  de  derecho  y  del  recono- 

\fTO. 
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cimiento  de  la  misma  por  estos  últimos  en  forma  de  de 
recho  positivo.  Entendido  objetívamentej  es  el  dere 
cho  internacional  la  parte  del  derecho  publico  que 
determina  las  relaciones  del  Estado  con  los  demás; 
por  esto  puede  llamarse  derecho  público  externo* 
Hase  querido  negar  la  existencia  positiva  del  derecho 
internacional,  fundándose  en  que  no  existe  legislador 
que  dicte  sus  leyes,  ni  tribunal  que  haga  cumplirlas, 
ni  fuerza  pública  que  imponga  su  ejecución.  El  dere- 
cho existe  por  sí  mismo;  queda  determinado  en  la 
conciencia  de  las  naciones,  las  cuales  han  reconocido 
más  de  una  vez  solemnemente  la  existencia  y  positi- 
vidad del  derecho  internacional  (Congresos  de  Viena^ 
Aquisgran  y  París  y  Conferencia  de  El  Haya,  por 
ejemplo);  los  grandes  tratados  generales  vienen  á  su- 
plir la  ausencia  de  un  poder  legislativo  al  determinar 
en  sus  acuerdos  de  carácter  perpetuo  el  estado  de  la 
conciencia  jurídica  en  su  tiempo»  El  derecho  existe 
por  sí  mismo;  los  tribunales  y  la  fuerza  externa  no 
hacen  más  que  declararlo  y  hacerlo  respetar.  Es  falso, 
por  otra  parte,  que  el  derecho  internacional  carpzca 
de  medios  de  realizarse;  precisamente  estos  medios 
constituyen  la  parte  formal  del  derecho  de  gentes.  IxíS 
que  creemos,  por  fortuna,  en  la  existencia  de  una  ley 
divina,  natural  y  eterna,  en  la  Providencia  de  Dios  y 
en  la  justicia  de  sus  fallos  realizados  en  la  Historia, 
podemos  afirmar  mejor  que  nadie  la  absoluta  positi- 
vidad  del  derecho  internacional  (3), 

(1)  El  derecho  internacional  faé  conaiderado  en  sus  prin- 
cipios como  la  parte  del  derecho  natnral  que  se  ocupaba  de 
las  relaciones  entre  sí  de  las  comunidades  políticas,  apHo/  - 
doles  las  mismas  reglas  referentes  á  los  individuos.  Llamó»  a 
después  £aw  of  nations,  Droit  des  gens  al  separarle  de  aquel  & 
juridica  disciplina.  Zouch  tituló  su  libro  (1651)  Jus  inter  gen  s 
j  Bentham  fué  el  primero  que  le  dio  el  nombre  de  Intematioi  i 
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láitf  con  el  que  ha  continuado  designándose  nuestra  ciencia 
en  la  mayor  parte  de  suh  tratados.  Hásele  reprochado  con  ra- 
&>íi  k  este  nombre  cierta  impropiedad,  ya  que  los  Estados  y 
no  las  naciones  son  los  sujetos  del  mismo,  y  no  cabe  duda 
sería  más  propio  decir  Derecho  interestatual  ó  interpúblico.  Bello 
puso  en  la  portada  Principios  de  derecho  de  gentes,  pero  á  la  ter- 
cera edición  le  dio  ya  el  nombre  de  Principios  de  derecho  inter- 
nacional. Doña  Concepción  Arenal  llama  á  su  opúsculo  Ensayo 
sobre  el  derecho  de  gentes.  Los  traductores  de  Fiore  han  inver- 
tido el  título  de  la  obra  italiana  Diritto  publico  internazionale. 
Derecho  público  internacional  (que  también  había  adoptado 
Biquelme)  en  el  de  Derecho  internacional  público, 

(2)  BeUo  define  el  derecho  de  gentes:  la  colección  de  las 
leyes  ó  reglas  generales  de  conducta  que  las  naciones  ó  Esta- 
dos deben  observar  entre  si  para  seguridad  y  bienestar  co- 
mún. fOb.  cit.,  I,  pág.  13.) 

Riquelme  (Ob.  cit.,  I,  pág.  12):  «Derecho  internacionales 
el  conjunto  de  las  reglas  que  determinan  las  relaciones  entre 
las  naciones  civilizadas.» 

Wheaton:  «El  Derecho  internacional,  tal  como  es  entendido 
en  la  naciones  civilizadas,  es  el  conjunto  de  reglas  de  conducta 
deducidas  por  la  razón  como  conformes  á  la  justicia,  de  la  na- 
kraleza  de  la  sociedad  que  existe  entre  naciones  independien- 
tes entre  sí,  en  tanto  que  son  definidas  y  modificadas  por  el 
consentimiento  común  de  todas  ellas.»  (Ob.  cit.,  pág.  21.) 

Calvo:  «La  reunión  de  reglas  de  conducta  observadas  por 
las  naciones  en  sus  relaciones  recíprocas.»  (Ob.  cit..  I,  pá- 
gina 116).  Como  se  ve,  la  definición  de  Calvo  es  casi  copia  de 
la  de  Eiquelme  (A). 

(3)  Los  enemigos  de  la  positividad  del  derecho  de  gentes 
3on,  como  dice  acertadamente  Holtzendorff  (Handb.^^kg,  19), 
los  moralistas,  que  no  comprenden  bien  el  modo  de  ser  de  la 
fierra,  y  los  civilistas,  que  se  aferran  á  una  noción  sumamente 
I    *:ringida  del  derecho.  Seria  absurdo,  exclama  con  razón 

alsey  (§  15),  que  el  Estado,  este  poder  que  declara  y  rea- 

I      el  derecho,  que  crea  personas  ó  asociaciones  con  derechos 

aligaciones  careciese  del  carácter  jurídico  y  fuese  una  en- 
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tidad  física  ajena  completamente  al  derecho.  Este  carácter 
jtirídico  de  su  existencia  lo  exigen  sn  natural  destino  y  el  foi 
que  Dios  le  ha  prescrito.  El  derecho  canónico,  antes  qne  el 
braao  secular  le  prestase  su  apoyo,  ¿no  tenía  el  mismo  carác- 
ter que  el  internacional?,  pregunta  HoltKendorff  con  razón, 
¿dejaba  por  esto  de  ser  derecho?  Las  naciones »  por  lo  demáa, 
han  reconocido  infinitas  veces  la  existencia  del  derecho  inter- 
nacional, ya  en  sus  leyes,  ya  en  las  sentenciaa  de  sua  tribu- 
nales (lord  Stowell,  por  ejemplo,  en  Inglaterra).  Recuérdese  la 
resolución  que  tomaron  en  el  Congreso  de  Aqiiis^an  loa  ple- 
nipotenciarios de  las  grandes  potencia  s^  de  observar  el  dere- 
cho de  gentes  en  sus  relaciones  exteriores.  La  declaración  de 
París  de  1856  es  otro  notable  ejemplo  de  ley  internacional» 
aceptada  libre  y  positivamente  por  la  mayor  parte  de  las  na- 
ciones europeas.  Aunque  el  carácter  jurídico  de  las  relacione» 
iuternacionales  no  pudiese  probarse  como  noción  lógica  dedm- 
cida  inmediatamente  de  la  existencia  misma  de  los  Estados, 
podría  demostrarse  que  estos  últimos,  ya  expresa,  ya  tácita- 
mente,  han  reconocido  su  existencia  y  carácter  obligatorio  por 
sus  mismos  actos  y  conducta,  procurando  siempre  ajustarse 
(ai  no  de  hecho,  de  palabra  al  menos)  á  la  ley  que  rige  la  vida 
Cí^m&n  de  las  naciones.  i 


(A)    M.  Luis  Renault  ha  querido  establecer  una  dis tinción    , 
entre  derecho  de  genteSj  que  significaría  más  particiilarmpntí 
la  parte  teórica,  el  derecho  natural,  y  derecho  ñiternactoñd,    ; 
la  práctica,  la  ley  positiva  y  aceptada  por  las  naciones;  pero  e» 
justo  reconocer  que  en  el  uso  no  se  hace  tal  diferencia  y  aeem 
plean  indistintamente  ambos  nombres  para  expresar  una  y  otra 
idea. 

Los  últimos  autores  alemanes  acentúan  más  y  más  en  sus 
definiciones  el  carácter  consensual  y  positivo  del  derecho  in* 
temacional.  Ke  aquí  la  de  TJllmann:  «Conjunto  de  las  regla^^ 
jnrídicas  por  las  cuales  se  determinan  la.^  relaciones  de  vid» 
común  de  la  comunidad  de  naciones  y  pueblos.»  Según  Liszi: 
*Gonjunto  de  las  reglas  jurídicas  que  determinan  los  dere<  os 
y  deberes  recíprocos  de  los  Estados  que  pertenecen  á  la  co  xt- 
nidad  de  los  Estados  civilizados.»  La  de  Diez  de  Medina^  «■  a- 
jQQto  de  principios  y  reglas  usuales  de  conducta  que  debei  'b 
servar  los  Estados  en  sus  mutuas  relacionas; »  ofrece  la  ven    J  ^ 
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qii«  en  Iñ  p&l&hr a.  principios  indica  la  parte  de  derecho  natnral 
y  en  la  de  reglas  la.  del  positivo,  aceptado  de  hecho  por  la  con- 
ciencia jtiridica  de  los  pueblos. 

La  más  reciente  prueba  do  la  confesión  de  la  existencia  de 
unñ.  comunidad  entre  las  naciones  está  en  la  conferencia  de  El 
Haya  y  en  en  jo  preámbulo  al  tratado  acerca  la  solución  pacífica 
de  los  conüictQs  inte  m  ación  al  es ,  se  dice:  €Reconociendo  la  so- 
lidaridad que  une  á  LOS  miembbos  db  la  socibdad  de  las  na- 
áanes  civilizadas^  queriendo  extender  el  imperio  del  derecho 
y  fortalecer  el  sentimiento  de  la  justicia  internacional,  eto 

§  23.  Fundamento  del  derecho  intemacio- 
naL  a)  Teorías  diveriai*. — Cuestión  íntimamente 
enlazada  con  la  de  la  positividad  del  derecho  de  gen- 
tea  es  la  de  averiguar  el  fimdamento  racional  en  que 
reposa ;  ley  de  la  sociedad  internacional,  tendrá  el 
carácter  de  voluntario  ó  forzoso  y  natural,  según 
cual  sea  la  naturaleza  de  aquélla.  De  modo  que  en 
resolver  la  cuestión  de  si  es  ó  no  libre  á  los  Estados 
intlependientes  vivir  en  relación  y  sociedad,  consiste 
el  fundamento  del  derecho  internacional.  Los  que 
uSrman  lo  primero  forman  la  escuela  histórica;  los 
que  lo  niegan  componen  la /iío«d/fca  ó  de  derecho  natu- 
fd.  —  A)  Escuela  histórica.  Aunque  afirme  Grocio  que 
al  derecho  de  gentes  lo  forma  el  consentimiento  de 
los  pueblos,  oponiéndolo  al  natural,  emanación  de  la 
ley  divina  (l),  es  en  Bynkershoeck  donde  aparece  más 
determinado  el  concepto  de  esta  doctrina  por  deducir- 
lo expresamente  ex  usu;  la  razón  interviene  según  él 
eélo  para  inferir  tácitamente  la  presunción  de  la  adop- 
cidQde  la  regla  internacional  W.  Otros  jurisconsultos, 
Montesquieu  (3),  Bentham  W  etc.,  han  adelantado  más 
aÚD.  creyendo  que  las  relaciones  internacionales  exis- 
ten into  en  la  paz  como  en  la  guerra  por  motivos  de 
utíl  ad  y  conveniencia,  á  los  que  exclusivamente  se 
sují   m;  á  cuya  horrible  doctrina  se  asemeja  la  de 
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algunos  autores  ingleses  que  sólo  ven  en  el  derecho 
internacional  un  asunto  de  cortesía  (Gomity)  (5).  Uno 
de  los  más  recientes  tratadistas  de  nuestra  ciencia, 
Lorimer,  basa  también  en  el  mutuo  reconocimiento  la 
fuerza  de  obligar  del  derecho  internacionaL — B)  Es- 
cuela filosófica.  Es  la  base  de  esta  doctrina  el  princi- 
pio de  derecho,  ubi  societas,  ibijua  est.  Modificando  la 
prematura  doctrina  de  Wolf  f  (®)  que  supuso  la  existen- 
cia positiva  de  una  civitas  máxima,  cuya  ley  es  el  dere- 
cho de  gentes,  Vattel  afirma  resueltamente  ser  natural 
y  necesaria  la  ley  internacional,  y  lo  demuestra  el  tí- 
tulo de  su  libro  Derecho  de  gentes  ó  principios  de  la  ley 
natural  aplicables  á  la  conducta  y  negocios  de  los  sobera- 
nos y  sus  pueblos  (7).  Esta  doctrina,  iniciada  ya  en  su 
mayor  exageración  por  Puf f endorf f  (8),  que  afirma  que 
siendo  la  sociedad  ineludible  para  el  hombre,  lo  es 
también  para  las  naciones,  es  la  predominante  hoy 
en  los  escritores  novísimos  de  Italia  (Fiore  (•),  Manci- 
ni,  Camazza-Amari,  etc.)  y  Alemania  (Bulmerincq, 
Schultze,  etc.)  La  comunidad  jurídica  se  deduce  del 
mero  hecho  de  la  coexistencia  y  personalidad  libre  de 
los  Estados  ó  naciones.  Con  esta  escuela  pueden  clasifi- 
carse los  autores  que  como  Wheaton  y  (10)  Heff ter  (H) 
parecen  admitir  la  sociedad  internacional  en  su  do- 
ble sentido  de  natural  y  voluntaria,  y  el  derecho  vo- 
luntario en  cuanto  realiza  y  aclara  el  natural;  lo  im- 
portante es  el  reconocimiento  del  principio  (W), 

(1)  Grocio  define  el  dereclio  natural  dictatum  recta  rationis, 
indicans  actui  alicui  ex  ejus  convenientia  aut  disconvenimtia  cum 
ipsa  natura  rationali,  inesse  moróle  turpitudinem  aut  necessitatem 
moralem,  ac  consequenter  ah  autore  Natura  Deo  talem  auctum  a». 
vetare  aut  pracipi  fJus  helli  et  pacis.  I,  i,  §  10).  Ompteds 
(ob.  cit.,  p.  186)  deduce  otra  definición  más  clara  de  los  §  5-1' 
de  los  prolegómenos:  £1  derecho  natural  es  el  derivado  de  la  na- 
turaleza social  del  hombre,  coincidiendo  con  las  prescripciones^ 
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de  Dios,  que  forman  por  si  mismas  otra  importante  parte  del 
derecho.  El  jus  gentium  en  su  sentido  más  amplio  (arctiore)  es 
el  ftod  gentium  omnium  aut  multarum  volúntate  vim  ohligandi  in- 
tereedit  (c.  I,  §  14).  Y  antes  en  el  §  17  de  los  preliminares 
dice:  Sed  sicut  cujusque  civitatis  Jura  utilitatem  sua  respiciwnty  ita 
Ínter  civitates  aut  omnes  aut  plerasque,  ex  consensu  jura  quadam 
noici  potuerunt  ei  nata  apparent;  qua  utilitatem  respicerent  non 
cmtuum  gingularum,  sed  magna  illius  univergitaiis.  Et  hoc  jus  est 
fuod  gentium  dicitv^,  quoties  id  nomen  á  Jure  naturale  distíngui- 
«iM...  En  el  §  I  define  el  derecho  de  gentes  como  compren- 
diendo á  la  vez  el  natural,  y  al  divino  de  gentes  en  sentido 
estricto:  Illud  Jus  quod  inter  populos  plures  autpopulorum  rectores 
ifUercedit;  sive  ab  ipsa  natura. pro/ectum;  aut  divinis  consHtutum  le- 
ffUms;  sive  moribus  et  pacto  tácito  introductum.  Como  se  ve,  esta 
I    segunda  definición  demuestra  que  Grocio  no  llevaba  hasta  el 
;    Mtimo  extremo  su  teoría  positiva  y  que  en  el  fondo  de  su  pen- 
'  Sarniento  estaba  el  reconocimiento  de  una  ley  natural  y  divina 
¡    para  las  naciones. 
t 

(2)  De /oro  legatorum  c.  XIV:  Jus  gentium  níhü  est  nisi  prm- 
swnptio  secundum  consuetudinem,  i%ec  quidquam  valet  prasumptio 
M  expressa  est  voluntas  de  quo  agitur.,,  voluntas  expressa  tacitan 
exchdit,  nec  ullum,  ut  dixi,  Jus  gentium  est  nisi  inter  volentes  ex 
p^to  tácito,  ^ 

El  mismo  en  el  cap.  HE:  Si  omnes  homines,  homines  swnt  idest 
rüüone  utantur,  haud  Jieri  potest  aliter,  quin  ratio  iis  quadam  sua- 
deat  et  imperet,  qua  mutuo  quasi  consensu  servanda  sunt,  et  qua 
deinde  in  usum  conversa,  gentes  inter  se  obligat. 

Pero  cuando  se  trata  de  decidir  cuál  de  los  dos  debe  preva- 
lecer, si  la  razón  ó  el  uso,  da  la  preferencia  al  último:  Batió  et 
fnores  gentium  rem  totam  absolvunt.  Rationes  prout  atque  sententia 
expedim;  qua  pravaleant,  nunc  quastionis  est:  illa  autem  pravale- 
bwU  quas  usus probavit,  nam  inde  Jus  gentium  est,  (Id.  id.,  capítu- 
I  loIV). 

)      {Le  drait  des  gens  est  naturellement  fonda  sur  ce  principe,  que 
\   les  iverses  nations  doivent  se /aire  dans  la  paix  le  plus  de  bien  et 
da    la  guerre  le  moins  de  mal  quHl  est  possible  sans  nuire  á  leurs 
I  9ér  obles  intéréis.  (Esprit  des  Lois,  libro  I,  §  3). 
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(4)  Works,  tomo  I,  pág.  149. 

(5)  Por  ejemplo,  Story  CanJUcts  of  Laws,  §  43.  Sin  embargo, 
hay  que  confesar  que  la  teoría  de  la  cemitas  nationum  se  ha 
aplicado  principalmente  al  derecho  internacional  privado. 
Véase  el  §  10  (Der,  int,  priv,)  de  nuestro  Manual. 

(B)  Formey:  Principes  du  Droit  de  la  Natitre  et  des  gens  (ex- 
trait  de  Vouvrage  de  Mr.  de  Wolff. — ^Rey,  Amsterdam,  1758);  li- 
bro IX,  cap.  I,  §  V.  Les  nations  de  méme  que  les particnUers  sont 
obUgées  d^agir  de  concert  et  de  reunir  lewrsf  orces,  pour  travaiUer  a 
leur  per/ection  commune,  CPest  un  lien  de  sociétéque  la  nature  mAne  > 
a  établi  entr^elles,  et  dont  resulte  un  corps  qu^on  j  eut  appeller  la 
Grande  Cité.  Les  membres,  ou  dtoyens  de  ce  corps,  sont  les  diffé- 
rentes  nations.  I 

§  VII.  R  est  de  l'essence  de  toute  société  d'avoir  des  lois,  par       ' 
conséquent  la  Grande  Cité  ne  sauroit  en  étre  destituée.  Ses  lois  ne       i 
sofU  autres  que  les  Lois  Naturelles,  lesquelles  demennent  Lois  Oivi'       I 
les,  lorsqu'on  les  envisage  relativement  á,  cette  Cité.  Cest  ce  que 
Qrotius  a  appellé  le  Droit  des  Oens  volontaire;  et  ceux  qui  le  com-       í 
battentpour  metre  á  sa  place  un  Droit  exteme  place  dans  une  espéce       ! 
d'opposition  avec  le  Droit  interne,  ou  naturel,  des  Oens,  disputeiU       ^ 
plus  du  nom  que  de  la  chose.  Mais,  ni  Qrotius,  ni  ses  adversaires, 
n*ont  distingué  avec  assez  de  precisión  ce  qui  est  i^ectivement  ¿á 
Droit  des  Oens  volontaire. 

i 

(7)  Vattel,  Preliminares  §  7:  Nous  appellons  droit  des  gens 

nécessaire,  celui  qui  consiste  dans  VappUcation  du  droit  naturel  aux 
nations.  U  est  nécessaire,  parce  que  les  nations  sont  ahsolument  obU-       \ 
gees  d  Vobserver.  Ce  droit  contient  les  préceptes  que  la  loi  natureüe 
donne  aux  Etats,  pour  qui  cette  loi  n'est  pos  moins  obUgatoire  que       \ 
pour  les  particuliers;  puisque  les  Etats  sontcomposés  é^hommes,  que 
leurs  déliberations  sont  prises  par  des  hommes,  et  que  la  loi  de  la 
nature  oblige  tous  les  hommes,  sous  quelque  relation  qu'ils  agissent, 
Cest  ce  méme  droit  que  Qrotius  et  ceux  que  le  suivent  appellent  dr^* 
des  gens  interne,  en  tant  qu'il  obUge  les  nations  dans  la  consciem 
Plusieurs  le  nomment  aussi  droit  des  gens  naturel.  I 

(8)  De  Jure  Natura  et  gentium,  lib.  II,  cap,  3,  §  13.  Necpr 
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tena  aliudjM  gentium,  vohmtarium  seupositivum  dari  arbitramus, 
quod  quidem  legis  propria  dicta  vim  habeat,  qua  gentes  tamquam  ¿ 
superiore  pro/ecta  stringat, 

(9)  Ob.  cit.  2.*  edición,  §  144:  Ammesa  la  societá  come  %h 
fatto  naturale,  dewsi  ammettereinpari  modo  la  legge.  Siccome  i^fatti 
non  sipotrehhe  supporre  alcuna  congregazione  di  esseri  liberi  senza  una 
legge,  casi  non  sipotrehhe  supporre  che  le  genti  spinte  da  cagioni 
d'istinto  di  aceito,  di  bisogno  ad  entrare  in  commercio,  potessero 
vivere  in  societá  senza  chefosse  servaia  una  certa  proporzione  tra  il 
rispetto  domto  alia  personalitá  di  ciascuna  di  esse,  e  la  liberta  reci- 
proca nella  societá,  Senza  di  questo  o  sarehhe  stata  distrutta  la  natu- 
ra delle  persone  morali,  o  sarehhe  stata  sciolta  la  societá  delle  me- 
desime, 

Dunque  gente,  societá,  legge,  sonó  tre  cose  delle  quali  l'una  non 
jfud  distaccarsi  dalValtra,  —  Dato  il  fatto  naturale  della  societá  delle 
genti,  nacque  in  pari  tempo  la  necessitá  di  conciliare  Vegoismo  é  Vin- 
teresse  delTuna  col  rispetto  della  personalitá  della  lihertá  delPaltra, 
Questo  é  il/ondamento  della  legge  naturale  delle  genti  assodate, 

(10)  Ob.  cit.  §  14.  International  Zaw,  as  understood  among 
eiüélized  nalions,  Tnay  he  dejíned  as  consisting  of  those  rules  qf  con- 
duct  wMch  reason  deduces,  as  consonant  to  justice,  /rom  the  nature 
ofthe  society  existing  amony  independent  nations;  with  such  dejinitions 
and  modijications  as  may  he  estahlisked  hy  general  consent, 

(V.  la  traducción  en  la  nota  1  al  §  22.) 

(11)  La  opinión  de  Hefifter  es  harto  oscnra  é  hizo  mal  el 
ilnstre  jurisconsulto  alemán  de  enfadarse  con  Wheaton  por  no 
haberle  entendido  y  clasificado  decididamente  entre  los  adep- 
tos de  la  escuela  histórica.  Afirma  realmente  á  primera  vista 
que  la  ley  internacional  se  funda  en  el  consentimiento  expreso 
ó  tácito  de  una  cierta  asociación  de  Estados,  recibiendo  su  au- 
toridad de  la  convicción  comiin  de  que  cada  miembro  de  la 

sociación  en  circunstancias  análogas  experimentará  la  nece- 
idad  de  obrar  del  mismo  modo  y  no  en  otro  sentido,  por  moti- 
08,  ya  morales,  ya  materiales.  Pero  poco  antes  dice  bien  clara- 
lente  que  no  existe  asociación  alguna  permanente  sin  dere- 
L08  y  obligaciones  recíprocas  de  sus  miembros:  si  no  hay 
Tomo  I.  7 
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dntre  ellos  xm  poder  superior  que  los  rija,  ellos  misiiLOS  man- 
tendrán entre  sí  el  orden  establecido.  (Ob.  cit,  §  2.) 

(12)  No  hemos  de  citar  entre  los  autores  españoles  á  Bello, 
pnes  su  doctrina  está  íntefinra  en  Pando,  que  se  declara  decidí - 
dido  partidario  de  la  escuela  del  derecho  natural:  «El  derecho 
de  gentes  no  es  otra  cosa,  dice,  que  la  coman  inteligencia,  que 
la  colección  de  aquellas  leyes  ó  reglas  genérale;»  de  conducta 
que  las  naciones  deben  usar  recíprocamente  para  añanzar  su 
seguridad  y  bienestar  común.  Esto  es  lo  que  ordinariamente 
ae  entiende  por  derecho  natural,  aplicado  en  lo  posible  á  las  n&' 
ciones,  considerando  á  la  especie  humana  sobre  k  superñcie 
de  la  tierra  diseminada  como  una  gran  sociedad  de  que  cada 
Estado  es  un  miembro  y  en  que  los  unos  respecto  de  los  otros 
tienen  los  mismos  derechos  y  los  mismos  deberes  que  los  mái- 
nduos  déla  especie  humana  entre  sí  tienen.»  (Ob,  cit.  pág,  7.) 

En  otro  lugar  (página  11)  explica  muy  bien  las  relaciones 
del  derecho  positivo  con  el  natural.  «El  derecho  por  loa  pactos 
j  la  costumbre  introducida,  es  al  derecho  primitivo  interna- 
oional  lo  que  el  código  civil  de  cada  pueblo  es  á  los  preceptos 
j  prohibiciones  de  la  ley  natural.  Especifica,  pues^  y  regulariza 
lo  que  en  el  derecho  primitivo  era  vago  y  necesitaba  de  reglas 
^as.  Por  ejemplo,  la  naturaleza  dictaba  que  las  naciones  tu- 
viesen apoderados  por  cuyo  medio  comunicasen  entre  sí ^  y  que 
á  éstos  se  les  dispensase  una  completa  seguridad  en  el  des- 
empeño de  su  cargo;  pero  dejaba  por  determinar  la  forma  de 
sus  credenciales  y  la  extensión  de  sus  inmunidades,  puntos 
que,  si  no  se  fijaban,  abrían  campo  á  desavenencias  y  fraudes. 
Esta  determinación  pudo  hacerse  de  varios  modos,  y  era  me- 
nester que  se  eligiese  alguno.  Tal  ha  sido  la  obra  del  derecho 
consuetudinario  en  esta  parte.  Hubo  abusos  en  la  costumbre, 
pero  se  han  cortado  ó  limitado,  merced  á  la  difusión  de  ideas 
más  sanas  y  á  la  moderación  personal  de  los  soberanos.» 

En  las  notas  cita  la  opinión  de  Olmeda,  que  por  exponer 
una  doctrina  aun  más  ajustada  á  la  nuestra  que  la  da  Pand* 
reproducimos  íntegra: 

^La  mayor  parte  de  los  escritores  no  reconocen  bajo  el  noi 
bre  de  Derecho  de  gentes  sino  ciertos  usos  y  máximas  recibida 
entre  las  naciones,  hechas  ya  obligatorias  por  su  reclpro 
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consentimiento;  pero  esto  es  enoeTTBx^gSf^^BSBfSv^  estre- 
chos una  ley  tan  extendida  y  de  taw^^mieres  pájr&  i^^nero 
humano,  y  ei  mismo  tiempo  descj^i^r  gi^^erdadero  ^ijl^n. 
No  hay  duda  en  que  es  nn  dereq 
ley  de  la  naturaleza  no  obliga  i 
sonas  unidas,  en  sociedad  que 
bastante  dicha  idea  para  conocej 

»E1  natural  de  gentes  es  una  ct^^a  paiíScfi^^fa  cxi^tíin- 
SLste  en  la  aplicación  justa  y  racio!$j^^e  la  na^ral^léyX  los 
negocios  y  conducta  de  las  naciones^^f^^i^  ^^l^f^^ás;  y  asi 
todos  los  tratados,  en  los  cuales  el  derecho3e  gentes  se  halle 
mezclado  y  confundido  con  el  derecho  natural  ordinario,  no 
son  suficientes  para  dar  una  idea  distinta  y  un  sólido  conoci- 
miento de  la  ley  sagrada  de  las  naciones.»  (Elementos  del  den- 
cho  público  de  la  paz  y  de  la  guerra,  por  D.  José  de  Olmeda  y 
León;  Madrid,  1771,  de  mi  reimpresión,  t.  I,  páginas  15-16.) 

Riquelme,  en  cambio,  aunque  tratando  muy  confusamente  la 
cuestión  teórica,  parece  adoptar  el  término  medio  de  Heffter 
y  Wheaton.  «Examinaremos,  dice,  el  derecho  natural,  que  es, 
como  hemos  indicado,  el  que  emana  del  sentimiento  de  lo  justo 
y  de  lo  injusto,  y  el  positivo,  que  es  el  que  se  deriva  de  las 
estipulaciones  ó  tratados,  porque  del  mismo  modo  que  en  toda 
sociedad  existe  un  instinto  moral  que  forma  la  base  de  las  re- 
laciones de  los  individuos,  sin  necesidad  de  acudir  á  las  leyes 
escritas,  asi  en  el  conjunto  de  las  sociedades  existe  este  senti- 
miento de  moral  universal  que  se  llama  derecho  de  gentes,  al 
que  todas  las  naciones  se  someten  cuando  calla  la  ley  escrita, 
que  son  los  tratados.»  (Ob.  cit.  t.  I,  pág.  17.) 

§  24.  B)  Verdadera  baie  del  derecho  inter- 
nacional. Exteniión  del  nüimo.  Cog^ombref*. 

Si  los  Estados  fueren  absolutamente  libres  de  asociar- 
se y  de  determinar  á  su  antojo  las  reglas  de  su  mutua 
^rrespondencia,  el  derecho  internacional  no  merece- 
k  ser  ni  siquiera  la  última  rama  de  la  ciencia  de  lo 
sto,  sino  que  habría  de  relegarse  á  la  categoría  de 
\q  y  no  de  los  más  nobles.  Es  cierto,  por  el  contra- 

*i  C.  I  79.  (Véanse  también  g§  37  d  48.) 
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tíQj  que  tiene  su  base  en  la  coexistencia  de  sociedades 
independientes  que  como  verdaderas  personas  libres 
son  entre  sí  sujetos  de  derecho;  pero  falta  la  moderna 
doctrina  filosófica  en  negar  á  esta  sociedad  un  fin  y  á 
este  derecho  un  origen.  La  gran  escuela  teológica  es- 
pañola de  Suárez,  Soto  y  Victoria,  varios  escritores 
ingleses,  aunque  protestantes,  sinceros  cristianos, 
Maíkintosh,  Phillimore  y  Creasy,  algunos  autores 
I  franceses  tan  serios  como  ilustres,  Hautefeuille  y 

Cauehy,  han  proclamado  el  derecho  divino  y  cristiano 
como  primera  base  del  derecho  internacional  (1).  Este 
ee  su  verdadero  origen;  hay  que  ver  en  Dios  (Autor 
del  inundo,  del  hombre  y  de  la  ley)  la  primera  razón 
de  ser  del  derecho  de  gentes,  y  en  y  por  Cristo  su 
reconocimiento  y  realización  (Cauehy).  A  nuestro  en- 
tender la  sociedad  universal  de  los  pueblos  se  descom- 
pone en  las  siguientes:  A)  Iglesia  en  su  sentido  más 
lato;  la  reunión  de  todos  los  pueblos  en  una  misma  fe 
y  dirección;  el  unum  ovile  et  unus  pastor  que  constitu- 
ye el  ideal  de  la  filosofía  cristiana  de  la  Historia. — 
B)  Mientras  esto  no  sea  posible,  forman  una  sociedad 
las  naciones  que  reconocen  la  divinidad  de  Cristo,  y  le 
tienen  por  su  maestro  y  soberano;  éstas  constituyen  la 
llamada  Etnarquia  cristiana ,  Los  preceptos  de  cari- 
dad y  justicia  escritos  en  el  Evangelio  son  para  ellas 
la  primera  página  de  sus  leyes  internacionales. — 
U)  Las  naciones  que  forman  parte  de  esta  etnarquia 
cristiana  en  sus  relaciones  con  los  pueblos  infieles 
deben  también  admitir  la  sociedad  con  los  mismos, 
pero  sólo  bajo  el  principio  jurídico  de  la  común  hu- 
manidad. Aquí  sí  que  pueden  aplicarse  los  postulados 
de  la  sociedad  natural  deducida  de  la  coexistencií 
pero  ¿por  qué  acudir  á  ella  entre  las  naciones  crii 
tianas  cuando  tienen  otro  lazo  que  les  junta  de  li 
modo  más  cierto  y  positivo  (A)?  Nos  lleva  naturalmei 
te  la  resolución  de  este  problema  á  considerar  el  t* 
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rritoria  de  aplicación  del  derecho  internacioiíal  en  la 
forma  de  discutir  sus  cognombres  de  europeo  y  cris- 
tiano. Independientes  las  antiguas  colonias  america- 
nasj  sólo  puede  significar  el  primero  que  las  prácticas 
internacionales  tienen  su  origen  en  la  civilización  de 
la  vieja  Europa  (2);  el  segundo  demuestra  que  á  la 
doctrina  de  Cristo  debe  aquél  el  reconocimiento  de 
su  existencia  y  su  progreso.  Con  los  pueblos  que  no 
pertenecen  á  la  comunidad  jurídica  europea  y  cris- 
tiana sólo  63  posible  el  derecho  meramente  natural; 
"prueba  evidente  de  esta  distinción  es  la  jurisdicción 
consular  en  los  países  orientales  (3)  (véase  §  64).  Por 
lo  demás  es  el  derecho  internacional  universal  por 
naturaleza;  sólo  puede  hablarse  del  derecho  público 
externo  de  una  nación  dada  para  significar  las  prác- 
ticas internacionales  por  ella  aceptadas  ó  en  su  dere- 
cho interior  positivo  reconocidas. 


(1)  ¿Ejdste  un  derecho  natural  de  gentes,  hijo ,  como  dice 
Hautefeaille,  de  la  voluntad  divina,  que  contiene  todas  las  re- 
glas de  equidad,  independiente  de  toda  legislación  y  voluntad 
humana,  nno  y  el  mismo  para  todos  los  pueblos  y  naciones, 
compuesto,  según  Phillimore,  de  los  «Principios  de  Eterna 
Justicia  impresos  por  Dios  en  todas  las  criaturas  morales  y 
socialea,  priücipios  que  su  Voluntad  revelada  extiende  y  apli- 
ca?» Los  autores  ingleses  Creasy,  Manning  y  Woolsey,  y  la 
mayor  parte  de  los  alei^anes  y  los  italianos,  y  sobre  todo  Fiore, 
contestan  aliritiativamente  á  esta  pregunta  (aunque  quizá  los 
últimos  prescindiendo  del  carácter  religioso  y  ético  que  le  dan 
los  primeros).  Bulmerincq,  Calvo,  Hall  y  Geffcken  lo  niegan, 
en  cambio,  y  s61o  ven  en  el  derecho  internacional  el  producto 
del  común  consentimiento  de  las  naciones  civilizadas. 


(2)  Indica  esta  palabra  el  origen  de  los  principios  que  com- 
">OD©a  el  derecho  internacional,  no  su  actual  territorio  de  apli- 
aci6n.  Al  hablarse  algunas  veces  de  derecho  internacional 
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americano,  ó  se  quiere  dar  á  entender  las  prácticas  ó  naos  de 
las  naciones  de  aquel  continente  con  respecto  al  derecho  in* 
temacional,  ó  las  que  observan  las  mismas  en  sus  relaciones 
reciprocas.  Algunos  autores,  especialmente  los  ingleses ,  ha- 
blan del  derecho  de  gentes  particular  de  naciones  dadas  como 
diferente  del  general  ó  europeo.  Bajo  tal  nombre  se  quiere 
comprender  el  conjunto  de  disposiciones  légalos  y  costumbres 
jurídicas  que  referentes  al  derecho  internacional  se  hallan  en 
la  legislación  vigente  de  los  Estados  en  cuestión. 


(3)  Hartmann  (Ob.  cit.,  pág.  3):  «El  derecho  de  gentes  es 
fruto  de  la  conciencia  íurídica  de  los  pueblos  cristianos,  y  es 
más  que  dudoso  si  hubiera  podido  existir  jamás  sin  tener  por 
base  y  fundamento  el  Cristianismo.»  Según  dicho  autor>  no 
contradice  la  extensión  del  derecho  de  gentes  moderno  á  Tur* 
quía  (pueblo  asiático  y  musulmán)  hecha  por  el  tratado  de  Pa- 
rís, la  verdad  de  los  calificativos  de  europeo  y  cristiano.  Dicha 
nación,  dice,  aunque  apartada  de  la  religión  de  Cristo,  re- 
conociendo la  superioridad  de  la  civilización  cristiana  ^  se  la 
apropia  y  procura  imitarla.  Análoga  idea  expresa  Holtseen- 
dorff  en  su  HaiMuch,  creyendo  también  que  ambos  nombres 
designan  simplemente  que  el  derecho  de  gentes  debe  su  ser  y 
su  vida  á  la  concepción  jurídica  de  la  Europa  cristiana.  El  ar- 
tículo 7  del  tratado  de  París  dice  así:  S<i  Majesté  l'emper€ur  des 
Francais,  Sa  Majesté V emj^ereur  de  VAutriche  etc.,  dúclarent  la  Su- 
blime-Porte  admise  áparticiper  aux  avantages  d%  drmtpnhlk  et  d% 
concert  européens. 


(A)  A  más  de  Turquía  se  acepta  hoy  como  formando  parte 
de  la  comunidad  jurídica  internacional^  y,  por  tanto^  con  ple- 
no derecho  al  disfrute  del  derecho  de  gentes  cristiano  y  euro- 
peo, que  gozan  también,  por  supuesto,  los  Estados  indepen- 
dientes del  África  (v.  g.,  el  del  Congo) ^  y  por  acuerdo  de  las 
naciones  civilizadas,  el  Japón,  cuyo  estado  de  civilización  y 
conducta  durante  la  última  guerra  con  China  le  han  hecho 
acreedor  á  esta  admisión,  siendo  su  resultado  el  término  de  1« 
jurisdicción  consular  (1894),  que  han  aceptado  ya  todas  las  na^ 
cienes  europeas  en  los  nuevos  tratados  de  comercio  celebradas 


i 
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&1  efecto  desde  1895  y  que  principiaron  á  regir  después  del  1.* 
de  Julio  de  1B99.  (Véase  §  84  c.)  (a). 

Según  una  clasificación  de  Lorimer,  admitida  por  varios  tra- 
tadistas reci entesa,  hay  que  distinguir  tres  esferas  de  comuni* 
dad  jnridica  y  de  reconocimiento: 

1*  Hujnünidad  civüizada.'^'Reconocimiento  j^viáico  pleno. 
Todos  los  Estados  cultos  de  Europa,  América  y  África,  Tur- 
qnia,  el  Japón.  »  Plena  validez  y  oliservancia  del  derecho  im- 
ternacional. 

2.*  HuTnanidad  bárbara, — Reconocimiento  parcial. — Nacio- 
nes no  civilizadas  del  Asia  y  del  África,  China,  Persia,  Ma- 
rruecos, etc.  —  Observancia  del  derecho  natural  y  del  positivo 
mediante  reciprocidad  y  según  lo  que  conste  expresamente  en 
los  tratados,. 

3.*  Mera  humanidad. — Sin  reconocimiento .  — Pueblos  salva- 
jes  del  África  y  del  Asia.  —  Estricta  aplicación  de  los  princi- 
pios del  derecho  natural. 

lista  diyisLÓii  es  buena,  pero  nunca  debe  llegarse  con  este 
motivo,  como  desgraciadamente  han  hecho  algunas  naciones 
civilizadas,  á  desconocer  con  su  proceder,  respecto  los  pueblos 
de  las  doB  últimas  categorías,  las  más  fundamentales  reglas  de 
la  moral  y  la  justicia  cristianas,  que  ven  un  hermano  en  todo 
hombre f  sea  cual  fuere  su  civilización  y  cultura. 

§  35.  Fuentei  del  derecho  internacional*. — 

La  palabra  fuentes,  en  el  derecho  internacional,  no 
Bigñiflca  otra  cosa  que  el  distinto  origen  que  pueden 
tener  sus  preceptos.  La  primera  división  de  las  mis- 
mas es  en  derecho  natural  y  positivo.  Si  no  puede 
considerarse  el  derecho  internacional  como  la  mera 
recopilación  de  las  prácticas  vigentes  entre  los  pue- 
blos civiliísados,  como  hemos  demostrado  en  el  párrafo 

(af  Iá  Qt^Dina  Revue  de  DroÜ  inUmaÜonal  publicada  en  Tokio  por  la  ABooiadón 

de  Derecho  Internacional,  desde  primeros  de  este  año  (1902)  (sociedad  y  periódico 

la  más  evf dente  prueba  del  progreso  y  respeto  que  tiene  el  derecho  de  gentes  en 

ftqtiel  imperio),  protesta  en  su  introducción  contra  estas  denominaciones,  des- 

>Étitíá&8  por  el  húcho,  dice,  de  hallarse  su  pais,  Estado  no  cristiano  del  extremo 

l(sDte>  plüuameutc  admitido  en  la  comunidad  Jurídica  IntemacionaL  No  repa- 

n  ««tos  ilustres  Imisconsultos  que  la  contradicción  está  de  parte  de  su  patria 

B  ba  aceptado  tas  consecuencias,  sin  los  principios  de  los  cuales  éstas  se  deri- 

u.  Véfin«e  loa  acertadas  observaolones  de  Hartmann  citadas  en  la  nota  (S). 
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anterior,  tampoco  debe  hacerse  de  él  una  teoría  me- 
ramente filosófica  en  todos  sus  detalles,  sin  tener  en 
cuenta  para  nada  el  que  la  conciba  el  estado  actual 
de  las  naciones  y  las  costumbres  y  pactos  entre  los 
Estados.  La  conciliación  verdadera  está  en  la  fórmula 
de  Pradier  Foderé:  el  derecho  real  debe  acercarse  inde- 
finidamente al  derecho  tipo,  y  al  publicista  corresponde 
el  exponerlos  y  compararlos  entre  sí.  Si  el  derecho 
natural  sienta  los  principios  fundamentales,  corres- 
ponde al  positivo  determinar  su  aplicación  y  des- 
arrollo en  los  detalles.  El  derecho  positivo,  prescin- 
diendo de  ioB  preceptos  revelados  aplicables  á  las  re- 
laciones internacionales,  que  creemos,  con  Philli- 
morc,  pueden  llamarse  derecho  divino  positivo,  debe 
definirae  en  el  internacional:  la  manifestación  jurídica 
del  derecho  en  la  vida  de  los  Estados.  Aparece  en  la 
forma  de  costumbres  internacionales  y  de  tratados. 
A)  La  coatumbre  tiene  en  esta  rama  del  derecho  una 
autoridad  y  preeminencia  de  que  carece  completa- 
mente en  las  demás.  No  existiendo  ni  siendo  posible 
jamás  la  existencia  de  la  ley  internacional  en  el  ver- 
dadero sentido  de  la  palabra,  sólo  puede  manifestarse 
el  derecho  en  forma  de  costumbre. — B)  Los  tratados 
sólo  podrían  tener  un  efecto  parecido  al  de  una  ley 
internacional,  si  pudiese  darse  uno  consentido  por 
todos  los  pueblos  de  la  tierra;  pero  aun  en  este  caso 
no  dejaría  en  último  análisis  de  ser  obligatorio  del 
modo  que  lo  es  un  contrato,  no  como  derecho  consti- 
tuido en  el  verdadero  sentido  de  la  palabra.  Única- 
mente pueden  considerarse  fuente  del  derecho  inter- 
nacional los  tratados,  en  cuanto  por  ellos  se  expresa 
el  común  modo  de  sentir  de  las  naciones  en  una  épocf 
dada,  ya  sean  convenios  particulares  resolviendo  d 
un  modo  igual  una  cuestión  discutida  (v.  g.,  los  de 
siglo  xviii,  que  aceptan  el  principio  del  pabellón  cu 
briendo  la  mercancía,  los  modernos  consulares,  d 
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extradición  y  propiedad  literaria),  ó  los  generales, 
que  resuelven  de  un  modo  dogmático  puntos  importan- 
tes del  derecho  de  gentes  (tales  son  los  principios  del 
Congreso  de  Viena  sobre  la  navegación  de  los  ríos, 
los  del  Congreso  de  París  sobre  el  derecho  marítimo  y 
los  acuerdos  de  El  Haya  sobre  la  solución  de  los  con- 
flictos internacionales  y  derecho  de  la  guerra).  Ayu- 
dan á  conocer  el  estado  de  la  conciencia  jurídica  las 
opiniones  de  los  autores  (quienes  en  todo  casomerecen 
respeto  como  expositores  del  derecho  natural),  mu- 
cho más  cuando  su  opinión  es  contraria  á  las  preten- 
siones de  su  patria  (l)  y  las  sentencias  de  los  tribu- 
nales arbitrales,  aunque  sean  harto  escasas  por  des- 
gracia (a).  Para  conocer  del  modo  como  entienden  los 
principios  del  derecho  internacional  las  entidades  ju- 
rídicas á  él  sujetas,  y  como  base  de  comparación, 
puede  servir  de  mucho  el  estudio  de  las  sentencias  de 
BUS  tribunales  y  especialmente  de  los  de  presas,  los 
dictámenes  de  los  jurisconsultos  consultados  por  los 
Gobiernos,  el  mismo  derecho  nacional  en  sus  leyes  re- 
ferentes al  derecho  internacional  (A).  Con  muchísima 
desconfianza  deben  usarse  las  correspondencias  diplo- 
máticas que  periódicamente  publican  los  gobiernos, 
ya  que  nadie  puede  asegurar  que  sean  íntegras  y 
completas.  El  derecho  romano,  considerado  por  el 
universal  sentir  del  mundo  civilizado  como  el  más 
natural  de  todos  los  civiles,  y  del  cual  en  mayor  ó 
menor  proximidad  todos  descienden  y  en  él  se  rela- 


(tM  Ia  aceptación  cada  día  mayor  en  los  últimos  tiempos  del  arbitraje  como  la 
fonsA  Jurídica  y  racional  de  resolver  los  litigios  internacionales,  hace  ya  hoy 
CMl  injusta  la  queja  indicada  en  el  texto.  Los  numerosos  fallos  de  los  últimot 
forman  ya  casi  una  verdadera  Jurisprudencia  que  resuelve,  conforme  á  de- 
>,  varios  importantísimos  problemas  de  la  ley  internacional,  Jurisprudencia 
ha  de  crecer  en  proporción  geométrica  en  el  porvenir.  Por  esto  hallamos  feli- 
oa  la  idea  de  los  señores  Politis  y  Lapradelle  de  publicar  una  Colección  de  ar- 
pies internacionales  (Recueü  d'arbüragcs  intemaJlUmaux).  En  él  se  proponen 
^,  primero,  las  sentencias  pronunciadas  en  el  siglo  zix,  y  luego  las  que  dio- 
\  Tribunal  do  El  Haya  y  los  otros  arbitrios  particularmente  constituidos. 
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cionan,  puede  servir  también  de  mucho  para  resolver 
•  conforme  á  justicia  las  cuestiones  internacionales. 
(V.  §  7  in  fine.) 

(1)  Las  opiniones  de  los  autores  tienen  más  autoridad 
cuando  son  contrarias  á  los  intereses  de  las  naciones  á  que 
pertenecen.  No  existe  una  Ley  de  citas  en  nuestra  ciencia,  pero 
la  autoridad  de  Wheaton,  Heffter,  Phillimore,  Bello,  Calvo, 
y,  sobre  todo,  las  de  Vattel,  Grocio  y  Bynkershoek,  son  invo- 
cadas frecuentemente  en  los  asuntos  internacionales. 

A  más  de  las  opiniones  de  los  autores,  se  citan  como  fuente 
del  derecho  internacional,  6  mejor  como  indicación  del  con- 
cepto jurídico  de  la  época,  les  leyes  internas  de  los  Estados 
(v.  g.,  sobre  derecho  marítimo),  las  sentencias  de  los  tribu- 
nales de  presas,  los  laudos  arbitrales  de  las  comisiones  mixtas, 
el  derecho  romano  y  el  canónico  (V.  nota  3  al  §  7). 

(A)  Las  leyes  nacionales,  en  cuanto  hacen  efectivo  y  pro^ 
curan  el  cumplimiento  de  un  deber  internacional,  son  fuente 
del  mismo,  dando  la  forma  de  la  realización  positiva  del  dere- 
cho. Notable  ejemplo  de  las  mismas  es  la  ley  italiana  Uamada 
de  garantías,  que  traduce  ó  quiere  traducir  la  obligación  de 
Italia  con  relación  á  la  Santa  Sede  y  ¿  los  Estados  católicos  de 
respetar  y  proteger  la  independencia  y  libertad  del  Sumo  Pon- 
tífice. 

§  26.  ¿Es  posible  la  codificación  del  dere- 
cho internacional?'^ — La  confusión  que  existe  en 
las  controversias  internacionales  entre  las  diversaa 
fuentes  de  nuestro  derecho  (ya  por  ser  disputadísimo 
tanto  el  orden  de  prelación  y  preferencia  entre  ellas 
como  su  misma  base  y  fundamento)  ha  hecho  desear 
á  varios  espíritus  generosos  la  existencia  de  un  Có- 
digo que  resumiese  la  ley  vigente  de  las  naciones,  d**^ 
mismo  modo  que  sucede  en  la  época  moderna  pai 
las  otras  ramas  del  orden  jurídico.  Prescindiendo  ( 
algunas  tentativas  hechas  en  el  siglo  anterior  por  f 

(•)  C.  §  81, 
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gunos  de  sus  publicistas,  y  del  esbozo  ligero  que  Ben- 
tham  intenta  en  sus  obras,  no  es  hasta  la  segunda  mi- 
tad del  pasado  siglo  la  época  en  la  que  se  han  pre- 
sentado proyectos  de  valor  é  importancia  reconocí- 
dos.  Alfonso  Dumin  Petrushevecz  publica  en  1861  un 
conciso  Código  tan  precioso  como  breve,  que,  según 
él,  debía  ratificarse  por  medio  de  tratados  internacio- 
nales. El  jurisconsulto  alemán  Lieber,  establecido  en 
los  Estados  Unidos,  publicó  por  encargo  del  gobierno 
de  esta  última  nación  unas  instrucciones  para  los 
ejércitos  americanos  en  campaña,  que  recibieron  ca- 
rácter oficial  en  1863,  de  las  cuales  sacaron  su  Manual 
y  Código  del  derecho  de  la  guerra  Dahn  y  Bluntschli 
respectivamente.  Este  último  publicó  después,  en  1868, 
un  Código  del  derecho  internacional  de  los  pueblos 
civilizados,  digno,  por  la  claridad  de  su  exposición, 
de  la  merecida  fama  de  su  autor,  pero  que  en  vez  de 
exponer  el  derecho  tal  como  es,  lo  codifica  tal  como 
él  juzgaba  que  debiera  ser.  Otro  defecto  tiene  el  de 
Dudley-Field,  escrito  con  un  carácter  semioficial  por 
este  ilustre  americano  en  1872,  pues  aunque  tenga  un 
indudable  valor  práctico,  se  tratan  en  él  materias 
completamente  ajenas  al  derecho  internacional  (l). 
Varias  son  las  razones,  unas  de  circunstancias  y  otras 
verdaderamente  intrínsecas,  que  impiden  la  realiza- 
ción de  un  ensueño  tan  bello  á  primera  vista:  1.*  La 
formación  de  un  Código  supone  un  estado  de  perfec- 
ción en  el  terreno  de  la  ciencia,  una  unanimidad  tal 
acerca  de  los  principios,  de  que  está  muy  lejos  aún  el 
derecho  internacional. — 2.*  En  los  derechos  innatos  y 
primarios  de  los  Estados,  no  sólo  es  imposible  sino 
ha  ta  perjudicial  el  reducirlos  á  la  forma  concisa  y 
va  a  de  los  artículos  de  un  Código. — 3.*  ¿Y  de  qué 
ni<  lo  se  haría  obligatorio?  El  único  posible  sería  por 
tTi  ados,  cuya  vida  real  ha  de  ser  siempre  muy  escasa 
ce    parada  con  la  fuerza  de  la  costumbre. — 4.*  ¿Con- 
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sentirían  las  naciones  el  renunciar  á  sus  derechos, 
pretendidos  ó  reales,  para  obedecer  un  Código  para 
cuya  formación  seria  necesario  el  consentimiento  de 
todas,  bastando  para  invalidarlo  la  más  pequeña  opo- 
sición de  cualquiera  de  ellas?,  como  pregunta  Holt* 
zendorff .  Aumentan  la  dificultad  las  cuestiones  de  de- 
talle. Si  habría  de  limitarse  á  sentar  el  Código  los 
principios  generales  ó  descender  al  casuismo  para  re- 
solver todas  las  controversias  imaginableSj  y  si  la  re- 
dacción habría  de  ser  én  una  sola  lengua  oficial  ó  á 
la  vez  en  todas  las  de  todos  los  pueblos  que  podrían 
aceptarlo,  son  problemas  muy  difíciles  de  resolver. 
Creemos  únicamente,  con  el  ilustre  autor  antes  men- 
cionado, que  la  codificación  sólo  es  posible  en  las  ma- 
terias en  las  que,  por  existir  ya  una  completa  unifor- 
midad de  conceptos  en  todas  las  naciones,  hay  un 
igual  interés  en  las  mismas  de  lograr  su  uniformidad, 
V.  g.,  el  derecho  de  embajada,  el  consular,  el  cere- 
monial, y  algunos  de  los  puntos  que  son  menos  con- 
trovertidos de  derecho  marítimo  (2). 

(1)  El  libro  de  Bluntschli  (que  se  halla  traducido  al  espa- 
ñol por  Covarrubias  en  1871)  tiene  el  grave  defecto,  según 
Rivier  (Handh,  de  Holtzendorff,  pág.  489),  de  mezclar  lo  que 
es  deseable  con  lo  que  realmente  existe,  y  de  ser  más  bien  el 
derecho  de  gentes  para  el  porvenir  que  el  de  la  actualidad. 

Merecen  también  especialísima  mención  como  ensayos  codi- 
ficadores: el  proyecto  de  declaración  de  Bruselas  de  1874 
(véase  en  el  apéndice  del  Manual);  el  Manual  de  las  leyes  de 
la  guerra  terrestre,  y  el  proyecto  de  reglamento  de  presas  ma- 
rítimas publicados  por  el  Instituto,  y  en  general  sus  numero- 
sas resoluciones.  (V.  páginas  85-87)  (ii^.  Ferrater,  aunque  titu- 
lase su  libro  Código  de  derecho  internacional  y  expusiese  s" 
parte  teórica  en  forma  de  artículos,  no  tuvo  la  menor  inte 


(a)  Flore  publicó  también  en  1890  un  Derecho  internacional  codificados  «orga 
lación  Jurídica  dd  la  Sociedad  de  los  Estados*  (2.*  edición,  1898),  que  ha  sido  t 
ducldo  al  francés  y  por  dos  veces  al  español. 
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don  de  proponer  su  trabajo  como  modelo  de  legislación  inter- 
nacional. 


(2)  Á  más  del  Handbuch  de  Holtzendorff,  qne  trata  exten- 
samente de  esta  cuestión,  pueden  citarse  sobre  esta  materia 
Lueder,  Die  neueste  Codijlcatiorisversuch  des  Vólkerrechts,  Erlan- 
gen,  1874,  y  Summer  Maine,  Early  Lavo  and  Custom,  Lon- 
don,  1883,  y  el  interesante  trabajo  de  D.  Alfonso  Retortillo. 
(Apuntes  para  un  estudio  sobre  la  codificación  del  derecho  interna- 
eional.  — Madrid,  segunda  edición,  1891).  Quizá  con  la  única 
excepción  de  Martens  (F.  de),  la  mayor  parte  de  los  autores 
modernos  se  declaran  contra  la  codificación  completa  del  de- 
recho de  gentes.  Mancini,  Bolin  Jaequemyns,  Bergbohm, 
Schultze,  Bulmerincq,  Wharton,  etc.,  la  combaten,  fundán- 
dose en  las  razones  expuestas  en  nuestro  texto.  Con  razón 
dice  Bulmerincq  (Handh.  de  Holtzendorff,  §  6):  «Han  de  pro- 
gresar mucho  la  doctrina  y  la  práctica,  los  Estados  unirse  en 
comunidad  internacional  más  estrecha ,  confundiendo  sus  dis- 
tintas concepciones  jurídicas  para  sacrificar  en  aras  del  inte- 
rés común  su  individual  é  interesada  política,  antes  que  pue- 
da pensarse  en  una  codificación  del  derecho  internacional.» 

§  27.  Relaciones  del  derecho  internacional 
con  las  demás  ciencias"^. — La  filosofía;  y  especial- 
mente la  moral ,  tiene  relación  con  el  derecho  inter- 
nacional, yapara  confirmarlo  demostrando  la  iden- 
tidad del  derecho  positivo  con  las  leyes  naturales  de 
la  sociedad  internacional ,  ya  sirviendo  para  llenar 
sus  vacíos  (medio  que  debe  usarse  con  extremada  pru- 
dencia para  no  confundir  el  derecho  tipo  con  el  real), 
ya  también  como  crítica  de  las  disposiciones  de  este 
último,  pues  que  es  completamente  imposible  admitir 
""  derecho  positivo  que  sea  inmoral  por  su  naturale- 
.  A  pesar  de  ello,  consérvase  en  nuestro  derecho 
distinción  que  en  la  teoría  general  del  mismo  se 
mtiene:  hay  deberes  cuyo  cumplimiento  no  es  exi- 

'')C.§82. 
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gíble  y  tan  poco  se  puede  penetrar  en  el  sagrado  de 
la  condiencia  de  las  naciones  como  en  la  de  loa  indivi- 
duos* IjSí  política j  refiriéndose  al  espirita  que  debe  ani- 
mar la  conducta  de  los  Estados^  encuentra  en  el  de- 
recho internacional  límites  y  norma.  La  historia  es 
el  desarrollo  de  la  vida  internacional,  que  nuestro  de- 
recho determina;  el  derecho  político  explica  el  modo 
de  ser  interno  de  las  personas  sociales  que  al  derecho 
internacional  importa  armonizar  y  reunir  en  socie- 
dad amistosa.  La  Economía  poUtica  influye  en  el  de-        ¡ 
reeho  de  gentes  haciendo  consagrar,  por  la  vida  que        I 
presta  á-  las  naciones  el  cumplimiento  de  sus  leyes, 
la  autonomía  jurídica  de  cada  pueblo,  y  á  su  vez  ve 
multiplicadas  las  relaciones  y  los  cambios  bajo  el  tran-         i 
quilo  imperio  de  la  paz,  que  le  asegura  el  derecho  in- 
ternacional. Claro  es  que  como  sus  ciencias  auxiliares        \ 
deben  mencionarse  en  primer  término  las  demás  ra- 
mas del  derecho,  la  geografía  política,  el  estudio  de 
las  lenguas  y  especialmente  la  francesa.  Y  si  deseen-        ¡ 
demos  á  las  principales  partes  del  derecho  interna-        i 
eional^  encontraremos  que  para  el  de  negociación  es 
útil  el  estudio  de  la  diplomática,  y  para  el  de  la  gue- 
rra la  ciencia  militar,  y  para  el  marítimo  el  arte  na- 
val. Es  inútil  encarecer  la  importancia  del  estudio  del 
derecho  internacional  para  el  jurisconsulto ,  el  hom- 
bre de  Estado,  el  historiador,  y,  como  observa  acer- 
tadamente Woolsey,  en  general  para  todo  ciudadano, 
desde  el  momento  que  es  miembro  responsable  de  una 
sociedad  política.  Sólo  la  religión  presenta,  concluye 
acertadamente  el  mismo  autor,  ideas  tan  universales 
como  el  derecho  internacional,  y  ambas  instituciones 
se  reúnen,  á  nuestro  cristiano  entender,  en  un  3up^ 
rior  concepto:  la  realización  del  reino  del  Dios  de  ] 
justicia  sobre  la  tierra  (D, 

(l)     fToda  persona  educada  debe  conocer  el  derecho  intei 
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nacional,  porque  es  tm  miembro  responsable  de  la  comunidad 
política,  porque  existe  el  peligro  de  que  los  partidos  hagan  ya- 
«ilar  la  doctrina  de  esta  ciencia  si  ésta  no  es  comp):endida  en 
sn  verdadera  acepción  por  el  mayor  número  posible  de  perso- 
nas, porque  los  gobiernos  si  tienen  la  seguridad  de  que  no  hay 
quien  pueda  juzgar  su  acción  (completamente  libre  en  las  ne- 
gociaciones diplomáticas)  se  creerán  en  el  derecho  de  inter- 
pretar á  su  antojo  el  derecho  internacional.»  (Ob.  cit.,  pági- 
na 412.) 


§  28.  Sistema  del  derecho  internacional.  Sn 
histeria"'. — Como  en  todas  las  ciencias,  eS;  en  el  de- 
recho internacional,  la  adopción  de  un  buen  método 
y  sistema,  primera  condición  para  el  éxito  de  su  en- 
señanza. Aun  en  muchos  tratados  modernos  se  sigue 
el  deducido  de  la  obra  de  Grocio,  dividiendo  la  mate- 
ria en  derecho  de  la  paz  y  derecho  de  la  guerra,  olvi- 
dando que  ambas  son  ideas  recíprocamente  negati- 
vas, y  que  al  fin  y  al  cabo  en  la  paz  se  comprenden  las 
relaciones  jurídicas  normales  y  naturales  de  los  pue- 
blos, que  no  dejan  de  existir  durante  la  guerra  y  á  pe- 
sar de  ella.  Empeoró  esta  clasificación,  demostrando 
al  mismo  tiempo  su  insuficiencia,  la  singular  idea  de 
Vattel  de  afiadir  en  libro  final  y  como  apéndice  el  de- 
recho de  legación  y  de  embajada  y  no  fué  mejor  la  de 
Heffter,  distinguiendo  como  tercer  miembro  las  for- 
mas de  las  relaciones  internacionales,  tanto  en  la  paz 
como  en  la  guerra,  de  lo  que  resulta  el  absurdo  de 
tca,tsLr  el  espionaje  completamente  separado  de  las 
demás  relaciones  hostiles.  No  podemos  entretenernos 
en  mencionar  los  sistemas  absurdos  de  los  que  tratan 
d'*^  derecho  marítimo  como  parte  independiente  de  la 
c  icia  (Ortolán,  Funck-Brentano),  ya  que  el  elemen- 
ta Isleo  en  el  que  los  derechos  se  ejercen  nada  tiene 
q     ver  en  la  interior  trabazón  lógica  de  los  mismos. 


^^^"^^^^^"^^ 
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ni  tampoco  de  aquellos  que  prescindiendo  de  toda  cla- 
sificación han  expuesto  en  capítulos  sueltos  las  prin- 
cipales materias  de  nuestra  ciencia.  La  primera 
idea  de  un  sistema  más  apropiado  al  derecho  interna- 
cional se  debe  á  Jorge  Federico  de  Martens^  á  quien 
han  seguido,  perfeccionándolo^  P6lz,  Bulmeríncq  y 
Schultze,  los  que  prescinden  por  completo  de  la  cla- 
sificación antigua  del  derecho  de  la  paz  y  de  la  gue- 
rra para  adoptar  otra  más  conforme  con  la  general 
de  las  ciencias  jurídicas.  Debe  primeramente  sepa- 
rarse la  introducción,  en  la  que  se  expone  la  historia 
y  la  noción  del  derecho  de  gentes,  de  la  parte  gene- 
ral de  su  sistema,  y  en  ésta  deben  estudiarse  los  tres 
elementos  de  la  relación  jurídica:  el  sujeto  (los  Esta- 
dos), el  objeto  (el  territorio)  y  los  derechos  en  su  ma- 
nera de  adquisición  y  pérdida.  En  el  derecho  mate- 
rial debe  comenzarse  por  el  estudio  de  los  derechos 
en  sí,  ya  deducidos  de  la  misma  coexistencia  de  las 
personas  internacionales,  ya  adquiridos  en  la  forma 
de  actos  libres  (tratados  y  cuasi  contratos  y  cuasi  de- 
litos internacionales),  seguirse  por  el  de  los  órganos 
naturales  de  los  Estados  para  sus  relaciones  recípro- 
cas, y  tratarse,  finalmente,  la  vida  común  de  las  na- 
ciones realizada  en  virtud  de  aquellos  actos  y  man- 
tenida por  estos  órganos.  Es  el  derecho  formal  el  que 
enseña  los  medios  de  defender  los  derechos  interna- 
cionales y  naturalmente  se  ocupa  de  la  guerra,  el  más 
violento  de  todos.  La  teoría  de  la  neutralidad  y  la  de 
las  alianzas  debe  ir  lógicamente  dentro  de  la  exposi- 
ción del  derecho  de  la  guerra,  ya  que  en  una  ú  otra 
posición  se  han  de  encontrar  necesariamente  los  Es- 
tados durante  la  misma.  Y  debe  seguirles  bien  próji- 
mo el  capítulo  referente  á  las  presas  marítimas,  i 
cuanto  pueden  hacerse  sobre  los  subditos  de  cu  - 
quiera  nación,  tanto  enemiga  como  neutral  ó  al  - 
da,  que  infrinjan  las  obligaciones  que  el  derecho 
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la  guerra  impone  ^  y  como  por  medio  de  la  paz  con- 
cluye el  estado  anormal  que  en  la  vida  internacional 
produce  la  guerra,  con  ella  debe  terminar  también  la 
exposición  científica  del  derecho  de  gentes  (1)  W. 

(1)  (a)  Gomo  en  todos  los  estudios  es  en  el  derecho  interna- 
cional la  adopción  de  xm  buen  método  y  sistema  primera  con- 
dición para  el  éxito  del  mismo.  Tratar  nna  ciencia  rompiendo 
la  conexión  natural  y  lógica  que  en  sí  mismo  lleVa  el  objeto  de 
la  misma,  es  exponerse  á  las  más  perjudiciales  confusioñeá'y 
basta  hacer  imposible  todo  resultado  provechoso.  '     ' 

No  puede  negarse  que  el  título  de  la  obra  de  Ghrocio  ha  ejer- 
cido la  funesta  influencia  de  hacer  dividir  el  derecho  intétna- 
donal  en  derecho  de  la  paz  y  derecho  de  la  guerras  Innttmerá- 
bles  son  los  autores  que  se  han  adherido  á  tal  plati,  y  más  qué 
contar  los  que  lo  adoptan,  sería  preferible  menciona]^  sólo  los 
que  tienen  el  buen  gusto  de  abandonarlo.  Wóolsey,  Calvoj 
Hall,  Travers  Twiss,  entre  otros  varios  modertios,  lá  aceptan 
sin  reparo  alguno;  mas  remontándose  á  los  priácipiol^,  y  aun- 
que no  puede  negarse  que  és  á  primera  vista  está  distinción 
la  más  palpable  que  puede  o&ecerse  al  ignorante,  ya  qtte  la 
guerra  influye  grandemente  en  las  relaciones  dé  todos  los 
pueblos,  imponiéndoles  nuevos  derechos  y  obligaciones,  ya 
como  aliados,  ya  como  neutros,  ya^  sobre  todo,  como  enemi- 
gos, no  puede  desconocerse  que  lá.  guerra  y  la  pa2  son  dos 
ideas  mutuamente  negativas.  La  guerra  es  la  negiusión  dé  la 
paz  y  la  paz  es  la  negación  de  la  guerra.  Aun  puede  Concebir- 
se la  primera  de  un  modo  positivo  coma  estado  de  agresión 
violenta  para  la  consecución  de  un  fin  legítimo;  pero  la  paz  no 
tiene  en  sí  ninguna  idea  positiva,  y  ha  de  significar  Sólo  el 
derecho  en  tiempo  de  paz,  las  relaciones  jurídicas,  naturales  y 

(a^  La  presente  nota  oonstitaye  la  medioxla  qm  en  zazonamlento-  éé  nueÉtto 

piognuna,  y  eompUendo  las  disposleiones  entonces  vigentes,  pírts6nt»inos  cp  Mte 

i  Iss  oposiciones  de  vacias  cátedras  de  Derecho  intemadonal,  eJeicioioQ  qne  pon 

sones  de  índole  privada  no  llegamos  á  verificar.  En  los  dies  y  seiirf  años' transen- 

Idos,  como  indicamos  en  el  prólogo,  se  han  modificado  en  a2gO  nnéstras  IdeM 

lire  él  sistema  del  derecho  de  gentes,  pero  basado  en  fü  aqoi  defendido  él  texto 

esta  obra  y  acomodadas  á  él  las  notas  qne  habíamos  primero  escrito  para  ser- 

J  de  comentario  al  JTommU,  lo  reproducimos  íntegro  como  sn  explicación  neee- 

tla.  ••<•►■' 
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normales  de  los  pueblos.  Otro  de  los  defectos  de  este  sistema 
ee  el  no  ofrecer  un  lugar  propio  y  que  le  corresponda  al  dere- 
oho  da  embicada. 

Comprendiólo  Vattel,  y  al  añadir  á  los  dos  libros  sobra  la 
guerra  y  la  paz  un  tercero  sobre  los  agentes  diplomático  b, 
acabó  de  aumentar  la  confusión  y  falta  de  lógica  del  gigtema. 
Ko  le  han  seguido  á  Vattel  pocos  autores;  la  escuela  española, 
por  desgracia,  aceptó  completamente  tan  singular  método .  Aun 
hxjj  el  elegantísimo  Compendio  de  Neumcmn  trata  en  un  apén  ^ 
dice  al  lado  del  extracto  del  tratado  de  Berlín  de  los  agentes 
diplomáticos.  Sólo  en  un  aspecto  podría  considerarse  justa 
tan  singular  doctrina.  T  es  si  después  de  haber  tratado  en  el 
cuerpo  del  sistema  (y  si  se  quiere  en  el  derecho  de  la  paz)  de 
los  derechos  propiamente  tales  de  los  agentes  diplomáticos,  se 
quisiese  dar  al  ñn  de  la  obra  y  como  apéndice  una  curiosa  idea 
del  ceremonial  diplomático.  Mas  considerar  el  derecho  de  em- 
bajada CQmo  un  tercer  miembro,  distinto  del  derecho  de  la  paz 
j  del  de  la  guerra,  es  una  dasifícación  sencillamente  absurda. 
Ha  habido  autores  que  han  querido  dar  una  forma  ctentiüca  á 
etfta  tercer  miembro  añadido  á  la  división  entre  el  derecho  de 
la  paz  y  el  derecho  de  la  guerra,  y  el  lugar  preferente  me^ 
récelo  sin  duda  el  sapientísimo  Hefíter:  divide  la  materia  en 
una  parte  destinada  á  los  derechos  fundamentales  de  loa  Es- 
tados en  tiempo  de  paz,  otro  al  derecho  de  los  pueblos  en  esta- 
do de  f?uerra,  y  el  tercero  á  las  formas  de  la  relación  interna^ 
cional,  tanto  en  la  guerra  como  en  la  paz,  ó  sea  la  práctica  de 
los  Estados  en  sus  relaciones  reciprocas.  Prescindiendo  de 
la  importancia  que  para  el  desarrollo  de  la  idea  sistemática 
tiene  la  de  admitirse  un  derecho  de  acciones  ó  formal,  en 
aposición  al  material,  y  la  de  hablar  ya  de  una  vida  de  reía- 
don  entre  los  Sstados,  no  cabe  duda  que  la  clasi^cación  da 
Heífter  es  pasible  de  los  mismos  reproches  que  nos  han  mere- 
cido las  que  la  preceden*  y  si  se  entra  en  detalle  de  la  mísma^ 
al  encontrar  el  eapionaje  eompletamente  separado  del  derecho 
ée  la  guerra  y  la  diplomacia  y  los  consejos  políticos  incluidos 
en  un  fftg^Ttta  de  4ere^o«  no  puede  menos  de  reprobarse  la 
cílawfteacióii  del  máa  excelente  manual  que  se  conoce  sobre  el 
derecho  internacional  moderno. 

Mas  su  distinción,  tomada  del  derecho  natural,  entre  los 
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dereolios  absolutos  é  hipotéticos,  mereció  (por  lo  qne  en  si 
üéne  de  exacta)  el  caluroso  aplauso  é  imitación  de  todos  los 
contemporáneos.  Wheaton,  Klüber  la  siguieron  con  más  ó 
menos  diferencia,  y  aun  entre  los  novísimos  Arntz  en  su  pro- 
grama (calcado,  es  verdad,  sobre  el  del  último),  Sandoná  y 
Pradier  Federé  no  hay  duda  la  aceptan  con  mayor  ó  menor 
libertad  de  apreciación;  sin  embargo,  entre  los  últimos  escri- 
tores de  este  sistema,  nótase  ya  una  tendencia  que  importa, 
consignar.  Sepáranse  del  derecho  de  la  paz  los  procedimien- 
tos pacíficos  (de  común  acuerdo  ó  violentamente)  de  obtener 
satisfacción  del  derecho  lesionado,  y  con  el  tratado  de  la  gue- 
rra se  crea  un  derecho  formal.  Lo  que  tiene  de  más  curioso 
este  sistema  es  que  añadiendo  la  palabra  derechos  á  cualquie- 
ra de  las  instituciones  de  la  vida  internacional,  se  tenía  clasi- 
ficada toda  la  materia  y  comprendida  toda  en  los  derechos  ab- 
solutos é  hipotéticos  ó  voluntarios.  Así  se  habla  de  los  dere- 
chos de  territorio,  de  los  derechos  de  negociación  (?),  de  los 
derechos  de  embajada,  etc.  . 

A  más  de  estas  dos  tendencias  que  han  precedido  á  la  ver- 
dadera formación  del  sistema  del  derecho  internacional,  debe* 
mos  mencionar  una  escuela  qvLe  Ueva  en  sí  mayor  desconoci- 
miento, si  cabe,  de  los  elementos  naturales  de  nuestra  ciencia. 
Nos  referimos  á  la  clasificación  del  derecho  en  derecho  inter- 
nacional terrestre  y  derecho  internacional  marítimo.  Verdad 
es  que  hay  algún  precedente  en  los  escritores  antiguos,  pero 
es  de  sentir  que  una  obra  tan  bien  escrita  como  la  de  Funck- 
Brentano  y  Alberto  Sorel  haya  adoptado  tal  sistema  que 
quizá  también  sea  el  de  Teodoro  Ortolán  cuando  titula  su  libro 
tB^les  intemaúionales  et  DiplomaHe  de  la  mer^ .  El  mar  no  es 
por  ai  mismo  un  elemento  modificador  y  sustancial  de  la  vida 
internacional  de  los  pueblos.  A  más,  si  toda  división  exige 
coordinación  y  relación  en  los  términos  ¿qué  relación  existe 
entre  las  ideas,  paz,  guerra  y  mar?  Y  en  confirmación  de  lo 
«zpuesto  se  encuentran  estos  tratadistas  en  la  obligación  de 
rf^etir»  al  tratar  de  la  guerra  marítima,  casi  todos  los  princi- 
p:  3  que  han  antes  sostenido  al  tratar  de  la  guerra  en  general, 
£  ;o  no  impide  qUe  se  escriban  libros  sobre  el  derecho  inter- 
n  ional  marítimo  del  mismo  modo  que  se  escriben  sobre  el 
d   echo  fiuvial,  y  que  se  les  haga  preceder  de  una  introduo- . 
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ción  sobre  los  principios  generales  del  dereclio  internacional. 
Asi  ha  obrado  el  señor  de  Negrín  en  su  tratada. 

Como  observa  muy  bien  Bulmerincq,  ha  habido  autores  que 
huyendo  de  toda  clasificación  sistemática  y  adoptando  un 
orden  más  ó  menos  lógico,  han  dividido  el  tratado  en  libros 
completamente  independientes  los  unos  d©  los  otros.  Así 
Bluntschli,  Creasy  y  Holtzendorff  en  su  Enciclopedia^  y,  sobre 
todo,  uno  de  los  príncipes  de  nuestra  ciencia  moderna,  el  in- 
glés Phillimore.  Asimilando  éste  completamente  el  derecho 
internacional  al  derecho  privado,  trata  primero  del  sujeto  del 
derecho;  segundo,  el  objeto  de  este  derecho  (res,  jura,  obliga - 
tionis),  y  tercero,  ciertos  sujetos  de  este  derecho  que  á  peaar 
de  que  pueden  considerarse  como  mediata  é  inmediatamente 
medios  derivados,  requieren  una  especial  consideración  (so- 
beranos, embajadores,  cónsules  y  el  Papa),  y  dí^apuen  trata  de 
los  medios  para  tealizar  el  derecho,  ya  via  amicahilis,  ya  vía 
facti,  y  concluye  tratando  del  derecho  de  la  paz.  Ko  pueden 
juzgarse  sistemas  que  no  lo  son:  sólo  cuando  se  acercan  al  or- 
den sistemático  merecen  la  aprobación  relativa  (como  sucede 
con  Holtzendorff  y  Bluntschli),  ó  la  reprobación  más  completa 
cuando  de  él  se  separan  para  seguir  el  más  absurdo  dea- 
barajuste,  como  sucede  en  el  libro  de  Kent. 

La  obra  de  Martens  (J.  F.)  puede  considerarse  como  la  pri- 
mera tentativa  de  un  sistema  del  derecho  internacionaL  Trata 
en  el  primer  libro  de  los  Estados  de  Europa  en  general;  en  el 
segundo,  de  la  manera  de  adquirir  los  derechos  (y  aqiil  loa 
tratados);  en  el  tercero,  de  los  derechos  interiores  de  loa  Esta- 
dos; en  el  cuarto,  de  los  exteriores;  en  el  quinto,  de  los  dere- 
chos relativos  á  la  persona  y  familia  de  los  soberanos;  en  el 
sexto,  las  negociaciones  amigables  diplomáticas;  en  el  séptimo, 
de  las  embajadas;  en  el  octavo,  de  la  defensa  y  prosecución  da 
los  derechos  entre  las  naciones  por  vías  de  hecho,  y  en  el  no- 
veno, de  la  extinción  de  los  derechos  adquiridos.  También  en 
la  obra  de  Oppenheim  se  encuentra  ya  una  parte  general  pre- 
cediendo á  la  especial  ó  universal.  Siguiendo  la  campaña  ené'-^ 
gica  de  Kaülenbom,  son  hoy  ya  numerosos  los  escritores  l 
Alemania  que  tratan  de  una  manera  sistemática  el  derecho  <  ^ 
gentes.  Así  lo  han  hecho  Polz,  Bulmerincq,  Schultze  y  StrauCi  , 
El  penúltimo,  después  de  una  introducción  en  la  que  ezpo    > 
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brillante  y  concisamente  la  historia  de  la  ciencia,  trata  en  nna 
parte  universal  del  snjeto,  del  objeto  y  de  la  adquisición,  mo- 
dificación y  transmisión  de  los  derechos  internacionales;  en  la 
especial,  de  las  relaciones  individuales  en  el  derecho  interna- 
cional, en  cuyo  Kbro  primero  trata  de  los  derechos  ligados  con 
la  existencia  de  los  Estados,  ya  referentes  á  la  coexistencia, 
ya  al  territorio,  ya  á  los  subditos,  y  después  del  monarca  y 
del  enviado  diplomático.  En  la  segunda  división  de  la  produc- 
ción de  los  derechos  particulares  de  los  Estados  y  en  particu- 
lar por  los  tratados.  En  el  segundo  libro  trata  del  derecho 
formal  cuya  primera  división  es  el  procedimiento  amistoso 
(Gutliches  ver/akren)  y  el  violento  la  segunda,  en  cuyo  cuarto 
capítulo  trata  de  la  neutralidad,  siendo  el  último  el  del  fin  de 
la  guerra.  Bulmerincq,  que  ha  dedicado  una  especial  obra  para 
el  estudio  de  esta  cuestión,  propone  en  su  íoYíeto  aTheorie  und 
Codification  des  Vdlkerrecktst>  un  proyecto  del  sistema,  el  cual 
sigue  con  la  escasa  diferencia  de  una  mejor  disposición  en  lo 
que  se  refiere  al  derecho  internacional  privado  en  su  recien- 
tísúno  tratado  publicado  en  el  Haiidlmch  de  Marquardsen.  Trata 
en  él,  después  de  una  parte  general  que  abraza  lo  que  Schultze, 
con  mejor  motivo,  á  nuestro  modo  de  ver,  coloca  en  la  intro- 
ducción, en  el  primer  libro  de  la  especial,  del  derecho,  del  su- 
jeto, del  objeto  y  de  los  actos.  En  el  segundo  libro,  del  dere- 
cho formal,  en  su  primera  división  de  los  órganos,  y  en  ellos 
comprende  los  superiores  (el  soberano),  los  medios  (el  agente 
diplomático)  y  los  inferiores  (el  cónsul).  En  la  segunda  divi- 
sión, del  procedimiento,  tanto  del  amistoso  como  del  violento, 
y  concluye  el  tratado  con  la  intervención  (!).  Estos  tratados 
sistemáticos  son  sin  duda  en  su  general  desarrollo  completa- 
mente apropiados  al  modo  general  con  que  debe  tratarse  el  de- 
recho (ya  que  no  hay  ninguna  razón  para  eximir  de  ese  carác- 
ter al  internacional).  Sólo  el  de  Schultze  sería  completamente 
aceptable  si  no  hubiese  en  él  reminiscencias  de  la  antigua  teo- 
ría de  los  derechos  fundamentales  ó  hipotéticos  y  no  descuida- 
asunto  tan  importante  como  es  la  vida  de  relación  y  de  cul- 
ra.  La  división  de  Bulmerincq  del  derecho  material  en  dere- 
0  del  sujeto,  del  objeto  y  del  acto,  puede  aceptarse  sin  duda 
aguna,  si  bien  hay  el  inconveniente  de  tener  que  relegar  al 
.recho  formal  los  órganos  del  Estado  que  pertenecen  sin 
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dada  alguna  al  material  (ya  que  la  existencia  de  un  poder  pú- 
blico y  el  derecho  de  éste  de  delegsir  su  representación  es  un 
derecho  fundamental  del  Estado). 

Federico  de  Martens,  en  su  reciente  obra  sobre  el  derecho 
intemacLonal,  después  de  la  parte  universal  divide  el  derecho 
material  en  derecho  de  administración  y  derecho  de  guerra. 
La  impropiedad  de  esta  clasificación  la  demuestra  perfecta- 
mente Bulmerincq,  al  cual  nos  referimos  (A). 

Demos tríida  la  necesidad  de  que  la  ciencia  moderna  pre- 
sente un  sistema  racional  del  derecho  internacional  público, 
deduzcamos  de  la  anterior  critica  el  que  adoptamos  por  justo- 
Debemoa  distinguir,  lo  que  no  hacen  muchos  autores,  entre  la 
ciencia  preliminar  y  la  parte  general.  En  la  ciencia  preliminar 
Sé  establece  no  sólo  el  concepto  fundamental  de  la  ciencia  sino 
también  el  de  su  desarrollo,  tanto  en  el  orden  de  las  ideas 
como  en  el  de  los  hechos.  En  la  parte  general  se  establecen  loa 
principios  aplicables  á  toda  ella.  Así  nosotros,  en  la  introduc- 
ción,  en  lo  que  llamamos  propiamente  propedéutica,  estudia - 
mo8  la  historia  del  derecho^ internacional  (cuyos  puntos  prin- 
cipales de  parada  consideramos  ser  el  Cristianismo,  la  paz  de 
Westfalia  y  los  Congresos  de  Viena,  París  y  Berlín),  desarro- 
llamos después  en  la  misma  los  principios  generales  sobre  el 
carácter,  fuentes,  método  y  sistema  del  derecho  internacional, 
no  descuidando  su  literatura  y  bibliografía,  única  luz  que 
puede  guiarnos  en  el  vastísimo  campo  de  nuestra  ciencia. 

Entrando  ya  en  las  instituciones  de  nuestra  ciencia,  estudia- 
mos el  sujeto  del  derecho  internacional,  el  Estado,  el  objeto 
del  mismo,  el  territorio  (estudiando  con  él  esa  parte  integran- 
te, principal  en  muchos,  del  territorio  de  la  nación,  la  nave)  y 
de  los  modos  generales  de  adquisición,  conservación  y  pér- 
dida del  dnminio  internacional.  Aquí  debe  tratarse  de  la  pres* 
cripción  que  muchos  autores  estudian  equivocadamente  con 
loe  modos  especiales  de  adquirir  el  dominio  territorial,  y  de  la 
posesión,  l¿i  importancia  de  cuyo  estudio  en  el  derecho  inter- 
nacional ^fartens  (J.  F.)  y  Heffter  han  sido  los  primeros  * 
dainostrai\  En  el  derecho  material,  ó  sea  el  que  establece  i 
derechos  concretos  de  los  Estados,  debemoa  considerar  aqu 
UoB  que  le  son  esenciales  é  innatos  (deducidos  de  la  coexiste 
cia  ó  con  relación  á  su  territorio).  Después  los  derechos  s 
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qoiridos  por  un  ttcto  del  Estado,  ya  sea  convencional  ó  delic- 
tnoso.  Aqoi  es  el  lugar  más  propio  para  tratar  de  la  piratería 
y  trata  de  negros  (verdaderos  delitos  en  él  der^o  interna- 
cional), después  de  exponer  la  teoría  de  los  tratados.  He£Pker 
introdujo  el  primero  la  de  los  cuasi  delitos  y  cuasi  contratos 
en  el  derecho  internacional,  lo  que  han  admitido  Bulmerinoq, 
Schultze  y  Martens,  y  que  sin  duda  debe  exponerse  con  mu- 
ohisiina  prudencia. 

Para  regirle  en  el  interior  y  representarle  en  sus  derechos 
tiene  el  Estado  sus  naturales  órganos,  el  soberano  y  el  emba- 
jador; su  estudio  debe  formar  la  tercera  división  del  derecho 
material. 

Establecidos  ya  los  derechos  que  á  los  Estados  les  corres- 
ponde aisladamente  y  sus  naturales  órganos,  debe  estudiarse 
(lo  que  descuidan  casi  todos  los  escritores  antiguos,  pero  que 
tratan  perfectamente  Martens  (F.),  Piore,  y,  sobretodo,  Bul- 
merincq)  en  la  cuarta  división  su  vida  común  en  sociedad  na- 
tural, vida  que  es  ya  política  (y  aquí  los  congresos  y  conferen- 
cias no  como  medios  de  arreglar  las  diferencias  intemacionalél^ 
sino  cual  formas  de  inteligencia  para  el  régimen  de  los  comu- 
nes intereses),  de  cultura,  ya  espiritual  (los  grandes  fines  de 
la  humanidad,  la  religión,  la  ciencia,  el  arte),  ya  material 
(tratados  de  comercio,  de  navegación,  etc.),  ó  de  relación  (co- 
rreos, comunicaciones,  telégraibs,  monedas,  pesas  y  medidas), 
no  bajo  el  concepto  egoísta  de  Arntz  y  Fiore  de  concesiones 
recíprocas  en  los  derechos  exclusivos  del  Estado,  y,  finalmen- 
te, los  órganos  de  la  vida  no  política,  ó  sean  los  cónsules,  que 
nunca  deben  confundirse,  según  el  derecho  moderno,  con  los 
embajadores  y  agentes  diplomáticos,  tratándose  de  los  países 
cristianos.  (La  jurisdicción  consular  en  Oriente  la  hemos 
clasificado  ya  como  limitación  á  la  soberanía  de  aquellos  Es- 
tados.) 

El  derecho  formal  (medios  de  conseguir  la  realización  del 
derecho)  forma  el  libro  segundo  de  nuestras  Instituciones,  y 
en  él  tratamos  de  los  medios  pacíficos  de  satisfacer  ó  realizar 
in  derecho  (negociaciones,  buenos  oficios,  mediación,  arbitra- 
e,  ó  violentos,  ya  subsistiendo  su  normal  relación  (Lorimer), 
/a  no  existiendo,  ó  sea  la  guerra.  En  las  primeras,  la  retor- 
lión,  represalias  y  embargo  de  los  buques  enemigos,  ya  que 
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'  el  de  los  neutrales  es  más  bien  ana  limitación  de  ñu  comercio. 

'  Después  de  estudiada  la  noción  indudablemente  jurídica  de 

[  la  guerra,  su  declaración  y  especies,  hemos  de  considerarla  ya 

en  la  lucha  propiamente  dicha  del  enemigo  activo  con  la  teo- 
^  ria  de  los  medios  lícitos  de  combate  y  de  la  j^ituacLÓn  de  pn- 

sionero.  Ha  de  seguir  luego  el  examen  de  loa  efectos  de  la  dc^ 
claración  de  guerra  fuera  de  la  lucha,  ya  en  la  situación  jü 
rídica  que  establece  su  declaración  respecto  4  loa  subditos 
enemigos  y  su  propiedad  terrestre  y  marítima,  mueble  é  in- 
mueble, ya  en  el  territorio  que  se  invade  (ocupación  militar), 
I  ¿Deben  tratarse,  como  hacen  muchos,  la  neutralidad  y  sn 

i  historia  (como  interna  aquí  desarrollada  y  no  en  la  parte  ge 

I*  neral),  sus  derechos,  deberes  y  limitaciones,  completamente 

apartados  de  la  guerra?  No,  ella  y  la  aliaii^a  representan  un 
4  estado  con  respecto  á  la  guerra,  tienen  muchos  puntos  comunes 

oon  ésta,  y  con  ella  deben  tratarse. 

La  guerra  no  es  eterna:  concluye  por  el  tratado  de  paz  las 
más  de  las  veces  y  tiene  algunas  como  resultado  legitimo,  la 
conquista.  Aquí  debe  estudiarse  la  liberación  de  ciertas  eoaas 
y  derechos  que  han  estado  durante  la  guerra  en  poder  del  ene- 
I  migo;  al  finalizarse  ésta  recobran  la  integiñdad  de  so  situación 

cual  si  no  la  hubieran  perdido  nunca:  teorías  del  FostUmlnium 
y  de  la  represa. 

Expuesto  así  el  derecho  actual  y  las  impertecciones  de  su 
realidad,  puede  servir  de  consuelo  y  guía  para  su  reforma  y 
progreso  el  estudio  de  los  generosos  esfuerzos  para  sustituirlo 
por  una  organización  pacifica  y  perpetua  de  la  sociedad  de  los 
pueblos;  de  aquí  que  siguiendo  á  muchos  juzguemos  útil  acá- 
I  bar  el  estudio  con  la  exposición  de  las  distintas  teorías  sobre 

*  el  porvenir  del  derecho  internacional  y  la  paz  perpetua. 

Al  concluir  diremos  únicamente,  respecto  al  método' interno, 
i^ue  creemos  que,  junto  con  lo  que  dispone  el  derecho  positivo, 
debemos  enseñar  lo  que  dicta  la  razón  á  la  conciencia  de  las 
naciones,  para  que,  citando  y  comparando  su  conducta,  muchas 
veces  contraria  á  las  prescripciones  de  ambos,  libremos  al  de 
recho  internacional  de  ser  torpe  é  hipócrita  afianzador  de  !& 
injusticias  y  las  hipocresías,  para  convertirlo  en  imagen  dt 
aquella  ideal  comunidad  jurídica  que  Dios  y  Cristo  han  pre»- 
arito  á  las  naciones  cristianas  y  á  toda  la  humanidad. 
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(2)    He  aquí  el  plan  del  presente  tratado: 

Propedéutica. 

Cap.      I.  Historia  del  derecho  internacional  (§  1-21). 

—  n.  Prolegómenos.  (Noción,  fundamento,  fuentes,  sis- 

tema 7  bibliografía  (§  22-31). 

Pabte  general.  —  Libro  único. 

Cap.     I.  Del  sujeto  del  derecho;  los  Estados  (§  32-36). 

—  n.  Del  objeto;  el  territorio  (§  37-42). 

—  m.  Los  derechos  internacionales;  modos  de  adquirir- 

los y  perderlos  (§  43). 

Paste  espeoial.  —  Libro  primero,  —  Derecho  material. 

Cap.  I.  De  los  derechos  innatos  de  las  naciones. 
Sección  1.*  Deducidos  de  la  coexistencia  (§  44-48). 

—  2.*  Ejercidos  en  el  territorio  (§  49-54). 
Cap.  n.  De  los  derechos  adquiridos  ó  hipotéticos. 

Sección  1.*  De  los  tratados  (§  55-62). 

—  2.*  De  los  delitos  internacionales  (§  63-64). 

—  3.*  Cuasi  contratos  y  cuasi  delitos  (§65). 
Cap.  m.  Órganos  de  la  vida  internacional. 

Sección  1.^  Los  Jefes  de  Estado  (§  66-69). 

—  2.*  Los  agentes  diplomáticos  (§  70-79).. 
Cap.  IV.  Vida  común  de  las  naciones. 

Sección  1.*  Vida  política  (§  80-82). 

—  2.*  Vida  de  cultura  intelectual  y  material  (pá- 

rrafos 83-84). 

—  3.»  Vida  de  relación  (§  85). 

—  4.*  De  los  cónsules  (§  86-88). 

lÁbro  segv/ñdo,  —  Derecho  formal. 

DivLsión  1.^  De  los  medios  pacíficos  de  resolver  las  cues- 
tiones internacionales. 
Sección  1.*  Medios  amistosos  (§  89-91). 

—  2.*  Medios  violentos  (§  92-93). 
Hvisión  2.*  La  guerra. 

)ap.  I.  Del  estado  de  guerra. 
Sección  1.*  Su  noción  y  principio  (§  94-95). 

—  2.*  De  la  lucha  (§  96-98). 
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Sección  3.^  Efectos  de  la  guerra. 

Art.  1  .^  En  los  subditos  enemigos  y  su  propie- 
dad (§  99.103). 
Art.  2.<>  Ocupación  militar  (§  104). 

—  4.*  Derecho  voluntario  en  la  guerra  (§  105-106). 
Cap.  n.  Los  terceros  Estados  con  relación  ¿  la  guerra. 

Sección  1.*  De  la  alianza  (§  107). 

—  2.*  De  la  neutralidad. 

Art.  1.^  Su  noción,  deberes  de  los    neutros 

(§  108-109). 
Art.  2.^  Derechos  de  los  neutros.  Libertad  de 
su  comercio  y  limitaciones  á  la  misma  (pá- 
rrafo 110-124). 
Cap.  in.  Del  derecho  de  presas  (§  125-128). 
—    IV.  Del  fin  de  la  guerra  (§  129-132). 
ConcluHón,  Del  porvenir  del  Derecho  internacional. — ^La 
paz  perpetua. 

(A)  Sigue  entre  los  recientes  tratadistas  la  misma  confusión 
con  respecto  á  la  organización  sistemática.  Los  autores  alema- 
nes Liszt  y  üllmann  aceptan  uno  muy  parecido  al  nuestro.  £1 
primero  trata  la  materia  en  la  siguiente  forma:  1.^  Sujetos  del 
derecho  y  su  situación  jurídica  general.~2.^  Relación  jurídica 
internacional  de  los  Estados  (órganos  de  la  misma  y  relaciones 
jurídicas,  el  tratado).  —  3.^  Reglamentación  y  administración 
de  los  intereses  comunes. — 4.^  De  los  litigios  entre  Estados  y 
su  solución,  üllmann:  1.^  Parte  general.  ^2.^  El  sujeto  del 
derecho  internacional.  —  8.^  Los  órganos  del  mismo.  — 4.^  Me- 
dios de  relación  jurídica  (los  tratados).  —  5.**  Territorio. — 
6.®  Situación  jurídica  de  los  individuos,  —  7.®  Común  activi- 
dad de  los  Estados  para  los  fines  del  derecho  y  del  bienestar.— 
8.^  Medios  de  la  protección  internacional  de  los  derechos  y  de 
los  intereses. 

Los  autores  franceses  representan  una  transición  entre  el 
sistema  moderno  y  el  tradicional.  Así  Rivier,  en  el  segando 
libro,  se  ocupa  de  los  Estados;  en  el  tercero,  del  territorio;  er  'ú 
cuarto,  de  los  derechos  esenciales  y  sus  restricciones;  er  ú 
quinto,  de  los  órganos  del  Estado  para  las  relaciones  exte  )- 
res;  en  el  sexto  y  séptimo,  de  las  negociaciones  y  los  tratadoi  y 
en  el  octavo,  de  las  diferencias  entre  Estados  y  medios  de  ^ 
minarlas.  Despagnet  principia  por  los  Estados  y  sigue  desp^    i: 
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derechos  y  deberes  internacionales,  conflictos  de  leyes  entre 
Estados,  el  individuo  en  las  relaciones  internacionales  (tratan- 
do en  este  libro  de  los  consolados),  las  cosas  (bienes)  en  rela- 
ción con  el  derecho  internacional,  relaciones  obligatorias  en- 
tre Estados,  y  acaba,  como  todos,  tratando  de  los  conflictos  in- 
ternacionales. Bon/Us  Fauchiüe,  queriendo  seguir  la  división 
tradicional  del  derecho  entre  personas,  cosas  y  acciones,  divi- 
de su  manual  en  cinco  partes:  1.*  Personas. — 2.*  Bienes. — 
8.*  Relaciones  pacíficas  entre  Estados.  •->  4.^  Litigios  interna- 
cionales y  su  solución.  —  5.*  El  derecho  de  acción:  la  guerra. 
Diez  de  Medina  continúa  con  la  clasificación  antigua  del  de- 
recho de  la  paz  y  derecho  de  la  guerra,  alterándola,  sin  embar- 
go, al  hacer  preceder  ¿  estas  dos  partes  de  una  primera  sobre 
los  Estados  en  general,  con  lo  cual  evita  el  más  grave  defecto 
del  mencionado  método. 


§  29.  Método  de  ezposición*.  —  Si  de  la  expo- 
sición del  sistema  nos  trasladamos  á  indicar  el  méto- 
do interno  que  debe  presidirla,  debemos  afirmar  re- 
sueltamente que  sea  de  prudente  alianza  entre  el  de- 
recho natural  y  el  positivo;  no  hay  nada  peor  que  en- 
tregarse á  filosóficas  disquisiciones  que  convierten  en 
utopias  tan  falsas  como  engañosas  lo  que  debe  ser 
exposición  del  derecho  vigente;  pero  también  es  cen- 
surable aceptar  sin  protestas  las  aberraciones  é  injus- 
ticias que  por  un  interés  mal  entendido  admiten  las 
naciones  como  derecho  vigente.  La  exposición  des- 
camada de  las  teorías  científicas  y  prácticas  interna- 
cionales, sin  citar  los  hechos  y  tratados  que  las  apo- 
yan y  confirman,  es  hacer  olvidar  uno  de  los  más 
indisputables  caracteres  del  derecho  internacional, 
su  actual  reconocimiento  y  positividad.  En  cambio, 
limitarse  á  referir  anécdotas  y  citar  artículos  de  tra- 
ídos, es  convertir  en  pasatiempo  festivo  ó  en  alegato 
üf  adoso  uno  de  los  más  interesantes  estudios  serios  (l). 
inguna  pasión  política  ni  religiosa  debe  guiar  la  plu- 
\a;  precisamente  imo  de  los  peores  defectos  de  la  mo- 

[♦)    C.I88. 
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derna  escuela  y  que  más  importa,  por  lo  tanto,  corre- 
gir, es  haber  querido  convertir  el  derecho  internacio- 
nal en  ariete  contra  la  institución  divina  á  quien  debe 
BU  existencia  y  desarrollo  el  derecho  de  gentes  de  la 
Europa  cristiana  W. 

(1)  Véase  la  nota  (1)  del  párrafo  anterior  (pág.  120). 

(2)'  Véase  el  prólogo  de  la  primera  edición  sobre  el  carácter 
desgraciadamente  anticatólico  ó  ateo  que  tienen  la  mayor  par- 
te de  las  obras  modernas  de  derecho  internacional. 

§  30.  Literatura,  a)  Obras  generales*.  —  Es 

el  derecho  internacional  una  de  las  ciencias  que  dis- 
fruta de  más  rica  literatura,  á  pesar  de  la  época  re- 
lativamente corta  en  que  es  fecundo  su  cultivo.  En 
cambio  casi  se  carece  por  completo  de  guías  biblio- 
gráficas que  sirvan  para  conocerlo  y  apreciarlo;  exis- 
te, sí,  un  solo  trabajo  de  este  género,  el  célebre  del 
barón  de  Ompteda;  pero  ya  por  lo  anticuado  que  ha 
quedado,  como  escrito  en  el  último  tercio  del  siglo  de- 
cimoctavo (y  su  continuador  Kamptz  sólo  prolongó 
su  utilidad  hasta  principios  del  xix),  ya  también  por 
su  excesiva  rareza,  es  muy  poco  el  servicio  que  puede 
prestar  á  los  amigos  de  nuestra  ciencia.  Es  verdad 
que  Mohl,  en  su  notabilísima  Historia  de  las  ciencias 
del  Estado,  en  tan  pocas  como  sabrosas  páginas,  cri- 
tica y  enumera  los  principales  autores  contemporá- 
neos, y  que  Heffter,  en  las  notas  de  su  clásico  manual, 
y  Klüber  y  Martens  (J.  F.)  al  fin  de  sus  tratados,  han 
insertado  listas  bibliográficas  tan  desordenadas  como 
confusas,  y  hoy  también  completamente  atrasadas; 
pero  mientras  no  se  publique  una  bibliografía  compl< 
ta  (de  la  cual  hemos  querido  señalar  un  esbozo  co 
nuestro  Catalogue)  quedan  sólo  como  única  esperanz. 
las  noticias  literarias  que  preceden  á  los  párrafos  d 

(•)  C.  S6  1  á  5.-M  37  á  48. 
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los  manuales  de  Bonfils  y  Holtzendorff .  Hoy  es  el  me- 
jor trabajo  que  se  conoce  en  la  historia  literaria  del 
I  derecho  internacional  el  de  Rivier,  con  que  termina  el 
:  primer  tomo  de  la  últimamente  mencionada  obra  (A). 
Como  la  nacionalidad  de  los  escritores  ha  influido  mu- 
I  cho  en  el  método  y  sistema  de  sus  respectivos  libros, 
I  es  la  clasificación  por  patrias  la  más  útil  y  seguida. 
Si  se  prescinde  del  servicio  que  prestaron  nuestros 
I  teólogos  de  los  siglos  xvi  y  xvii  en  la  formación  como 
ciencia  independiente  del  derecho  y  de  la  teología,  de 
la  de  las  relaciones  internacionales,  ha  sido  muy  poca 
la  actividad  de  nuestros  compatriotas  en  el  derecho 
de  gentes  aunque  se  diga  (cosa  singular)  comúnmente 
i  todo  lo  contrario.  Dejando  aparte  á  Olmeda,  quedan 
reducidas  las  obras  generales  á  las  de  Bello,  extracto 
más  ó  menos  castizo  del  tratado  de  Vattel,  completa- 
do con  citas  de  sentencias  de  presas  tomadas  de  los 
autores  ingleses  de  su  época;  de  Pando,  que  tiene  úni- 
camente de  bueno  lo  que  plagió  á  Bello,  quedando  en 
cambio  sólo  como  suyo  el  liberalismo  más  radical  é 
insensato  aplicado  al  derecho  internacional,  y  de  Fe- 
rrater,  libro  en  su  tiempo  de  indudable  valor  prácti- 
co, pero  hoy  completamente  desprovisto  de  mérito 
científico.  Riquelme  ha  escrito  el  único,  digno  de  ver- 
dadero y  merecido  aprecio,  no  sólo  por  la  sensatez  de 
sus  ideas,  sino  por  la  originalidad  del  método.  Entre 
los  contemporáneos  deben  citarse  los  elementos  de 
Torres  Campos,  Mozo  y  Gestóse.  La  escuela  inglesa, 
la  más  próxima  á  la  española  (en  intereses  y  cordu- 
ra) ha  sido  sin  duda  la  más  fecunda.  Cuenta  en  su 
seno  autores  tan  eminentes  como  Phillimore,  Travers 
TViss  y  Hall,  que  se  distinguen,  ya  por  la  amplitud 
i  !  los  detalles,  ya  por  la  inmensa  erudición  de  que 
1  rcen  gala,  ya  por  la  sagacidad  de  sus  teóricas  ob- 
I  •vaciones.  Prescindiendo  de  su  natural  empeño  en 
j    ^tificar  las  pretensiones  algunas  veces  injustas  de 
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SU  patria  (de  las  que  está  libre,  aunque  sustituidas  á 
veces  por  las  de  la  suya)  la  escuela  norteamericana^ 
representada  por  el  clásico  Wheaton  y  sus  anotado- 
res  Dana  y  Lawrence  (W.  B.),  Kent  y  Woolsey,  de- 
muestran siempre  un  sentido  práctico  y  cristiano  del 
que  están  muy  lejos  la  mayor  parte  de  los  escritores 
italianos  y  germánicos.  No  citamos  los  franceses,  ya 
que  fuera  de  las  spiritudles  causeries  sobre  el  derecho 
internacional  de  Funck-Brentano  y  Sorel,  hasta  el  li- 
bro en  publicación  de  Pradier-Foderé,  ha  carecido  la 
nación  vecina  de  autores  de  obras  completas  del  de- 
recho internacional.  La  escuela  alemana,  si  bien  emi- 
nentemente positivista  en  los  primeros  manuales^  tan 
conocidos,  de  Martens  y  Klüber,  encuentra  en  Heffter 
una  conciliación  prudente  entre  las  dos  escuelas  na- 
tural y  positiva,  que  hacen  de  su  libro  la  mejor  obra 
elemental  de  nuestra  ciencia,  y  hoy  en  Bulmerincq  y 
Holtzendorff  tiene  muchos  puntos  de  contacto  con  la 
escuela  italiana.  Ésta,  representada  por  Mancini, 
Fiore,  Camazza-Amari,  expone  el  derecho  de  gentes 
conform.e  principalmente  al  derecho  natural,  tal  como 
se  quiere^  entender  hoy  día,  basado  en  el  principio  de 
las  nacionalidades  y  en  los  modernos  dogmas  econó- 
micos y  revolucionarios.  Los  sudamericanos  no  kan 
dejado  de  trabajar  fructuosamente  en  nuestra  cien- 
cia; Carlos  Calvo  ha  publicado  en  seis  tomos  la  más 
vasta  recopilación  de  opiniones  de  autores  y  negocia- 
ciones diplomáticas.  El  que  quiera  tener  breve  pero 
exacto  conocimiento  del  derecho  internacional,  lea 
las  obritas  de  Neumann,  Lawrence  (T.  J.)  Holtzen- 
dorff (en  su  Enciclopedia)  y  Liszt;  los  que  deseen  es- 
tudiarlo más  seriamente,  vean  los  manuales  de  Ri- 
quelme,  Heffter,  Bulmerincq,  Hall,  Woolsey,  Despa 
gnet  y  Bonflls-Fauchille;  pero  los  que  intenten  pro- 
fundizar sus  investigaciones  deben  tomar  los  tratados 
de  Phillimore,  Calvo,  Travers  Twiss,  Wheaton,  Pra 
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dier-Poderé  y  el  Manual  de  Holtzendorff ,  sin  perder 
por  eso  de  vista  á  los  antiguos  maestros  Grocio,  Byn- 
kerehoeck  y  Vattel,  que  se  olvidan  hoy  demasiado  por 
desgracia  (l)  (B). 

(l)    Véase  la  nota  1  .^  de  la  lección  siguiente. 

(A)  Como  guías  bibliográñcas,  debe  citarse  en  primer  lu- 
gar, por  ser  lo  más  reciente  y  completo,  el  manual  de  Bon£ls, 
completado  por  Faucbille,  que  indica  no'  sólo  los  libros,  sino 
los  articules  de  revistas,  aunque  sea  verdadera  lástima  omita 
el  lugar  de  los  trabajos  que  menciona,  y  la  reseña  bibliográfica 

!  anual  del  Journal  de  droit  internationcH  privé,  de  Clunet.  Aun- 
que sólo  borrador  del  índice  de  colección  particular  y  obra  mía, 
por  otra  parte,  puede  servir  también  bastante  el  Catalogue 
d'une  Bibliothéque  de  droit  intemationaL  et  sciences  auxüiai- 
reif  impreso  en  1899  en  Barcelona.  Agotado  ya,  pienso  hacer 
una  nueva  edición,  la  cual,  completada  con  la  mención  de  las 

i    obras  posteriores  y  de  las  conocidas  pero  no  poseídas,  podrá 

I   llevar  ya  el  título  de  MantKU  de  hibliografia  del  derecho  m- 

\   temacional, 

(B)  A  más  de  las  obras  mencionadas  en  el  texto,  deben  se- 
I  ñalarse  una  nueva  edición  del  Lehrhuch  de  Bivier,  completada 
I  por  Bar,  y  el  manual  de  Baker,  el  discreto  anotador  de  llalleck* 
I   Para  las  más  recientes  obras  generales  véanse  también  los 

Apuntes  de  una  biblioteca  en  la  nota  del  párrafo  siguiente. 

§S1.  Ooleooionefl  de  tratados.  Monografiafl. 
PeriAdioofl*. — Es  parte  importante  también  déla  bi- 
bUografía  del  derecho  internacional  la  reseña  de  las 
colecciones  de  sus  fuentes  y,  por  lo  tanto,  las  de  trata- 
doSy  la  más  común  y  general  de  todas  ellas.  Forman  un 
verdadero  corpus  juris  gentium  las  colecciones  de  Du- 
mont  (hasta  1738),  de  Wenck  (de  1731  á  1772),  y  la  de 
Martens  y  sus  continuadores  que ,  partiendo  de  1761 , 
Uei  an  hasta  el  día.  De  todas  ellas  son  útiles  extractos 
loa  repertorios  de  Martens  y  Cussy  (continuado  por 
Qe  'cken),  (Jhillany  y  Hertslett.  A  más  de  estas  colec- 

(*]    M49á57,84ál84,  186. 
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ciones  generales,  cada  nación  acostumbra  á  tener  las 
suyas  mas  ó  menos  oficiales;  España  las  de  Abreu,  Ja- 
ner^  Cantillo  y  Olivart,  Francia  la  de  Declerq,  In- 
glaterra la  de  Hertslett,  Austria  la  de  Neumanix  y 
Rusta  la  erudita  en  publicación  de  Federico  de  Mar- 
tens  íAj,  Larguísimo  sería  reproducir  aquí  una  lista 
de  las  innumerables  monografías  escritas  sobre  los  di- 
versos tratados  en  que  el  derecho  internacional  pú- 
blico se  descompone;  bástanos  decir  que  los  derechos 
de  legación  y  consular,  los  tratados  públicos,  la  ex- 
tradición, el  derecho  de  la  guerra  y,  sobre  todo,  la 
teoría  de  la  neutralidad  y  en  general  el  derecho  ma- 
rítimo de  gentes  tienen  una  literatura  abundante  y 
rica.  Como  periódicos  destinados  á  la  exposición  cien- 
tífica del  derecho  internacional  requieren  mención  la 
Bemie  du  Droit  international  et  Legislation  comparée^u- 
blieadaj  bajo  los  auspicios  y  protección  del  Instituto, 
en  Bruselas,  la  Eevue  genérale  du  Droit  international  pu- 
blic  de  París,  dirigida  por  Pillet  y  Fauchille  y  el  Zeit- 
sehrift  für  Internationales  Privat  und  Oeffe^tliche  Eechi 
de  Niemeyer,  Insertan  los  documentos  diplomáticos  el 
Staats-Archiv  y  los  Archives  diplomatiqueSy  ambos  sa- 
liendo desde  1861,  el  primero  con  los  textos  originales 
franceses j  ingleses  ó  alemanes,  el  segundo  traducidos 
todos  al  francés.  El  Memorial  diplomatique  da  por  se- 
mana noticia  de  los  más  importantes  hechos  ocurri- 
dos durante  la  misma,  insertando  los  documentos  máa 
notables,  tanto  internacionales  como  políticos  (l). 

(l)  Sin  perjuicio  de  la  referencia  que  hacemos  en  cada  pá* 
rrafo  del  correspondiente  de  nuestro  Catalogue  y  reproducimos 
aqm  (completándolo  con  la  cita  de  las  publicaciones  recién ^9 
en  los  tratado  B  generales,  ya  que  en  las  monografías  se  aai  n- 
tarlan  demasiado  las  proporciones  de  tan  breve  noticia),  oe 
ApiínÍ€S  de  una  biblioteca  que  insertamos  en  el  Manual  y  e:  la 
primera  ediciÓQ. 
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A),  lÁteríUura  é  Blstoria. 

Omptbda.  —  Ziteratur  des  gesamsten,  somohl  naHrlichm  ais  pc- 
sUiven  ViJlkerrecht.  — Eegensburg,  1785. 

Continuado  por 

Eamftz. — Neue  Ziteratur  des  V&lkerrechts,  seit  dem  Jakre  1784. — 

Berlín,  1817. 
MoHL.— />¿^  OescMchte  und  Ziteratur  der  Staatswisenssch(^/tett,  — 

Érlangen,  1855-1858,  3  tomos. 

El  primer  tomo  contiene  nna  monografía  sobre  la  litera* 
tura  moderna  del  derecho  internacional,  con  notables  cri- 
ticas sobre  la  misma. 

Ward.  —  Bnquiry  into  the  Foundation  and  ffistory  of  (he  Zwm  of 

Nations/rom  the  Time  of  Greeks  and  Romans  to  the  Age  o/Oro- 

ti%s.  2  tomos.  —  Londres,  1795. 
Whbaton.  — Bistoire  des  progrés  du  Droit  des  Gens  en  Burope  U 

Amerigue  depwis  la  paix  de  ^^estphalie  jusgu'á  nos  jours,  — 

4.0  edition.— Leipzig,  1862-1865. 

Existe  una  traducción  española  hecha  por  Calvo:  Be- 
sanzóiL,  1862. 

OflsSNBBUGGEN.  —  De  Jure  jpacis  et  helli  romanorum,  liber  singu- 
laris. — ^Leipzig,  1826. 

PüTTBR  (K).  —  Beitrage  zur  Vütherrechts  Geschichte  und  Wisens- 
Chofi'  —  Leipzig,  1843. 

UüLLER-JooHMUS.  —  Geschichte  des  Vülkerrecht  im  Alterthum. — 
Leipzig,  1848. 

LaüR£nt.  —  Eistoire  du  Droit  des  Gens.  —  Después ,  desde  el 
tomo  IV.;  Btudes  sur  Phistoire  de  Vhumanité,  18  tomos. — Gan- 
te, 1850-1870. 

Existen  dos  traducciones  en  español. 
En  el  primer  volumen  trata  de  las  naciones  orientales; 
en  el  segundo  de  Ghrecia  y  en  el  tercero  de  Boma. 

J  IRANTONI.  —  Storia  del  Diritto  intemazionaU  nel  secólo  xix.  — 
ííapoli,  1876. 

Tomo  I.  9 
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B).  Fuentes  del  def*eeha  intertiaeimutim 
1).  Coleoolones  de  tratadoi. 

a).    COLBOOIONES   GENERALES 

DüMONT.  —  Corps  universel  diplomatiqv^  du  Broit  des  §eni;  ft~ 
cueil  des  traites,.,  depuis  Charlemoffne  jusqu'á  prese/U,  —  8  to- 
mos en  15  partes.  —  Amsterdam  y  El  Haya»  1726-1731, 

Forman  parte  de  esta  colección  como  suplementos: 

BoüSSET.  —  Suplement  au  corps  universel  dipíomatique;  contenán 
les  traites  qui  ont  echappé  á  Mr.  Dumont  (838  á  1T38),  2  to- 
mos. —  Amsterdam  y  El  Haya,  1739. 

Ba&beyrao.  —  Histaire  des  anciens  traites  ou  rfcudl  historigm  €t 
critique  des...  repandus  dans  les  auteurs grecs  et  latins,  etc.  — 
Amsterdam  y  El  Haya,  1739. 

Saint  Prdbst.  —  Histoire  des  traites  du  X  Vil  siicle  depuis  la 
paix  de  Vervins  jusqu*á  la  de  Nimegue.  —  2  in  folio.  —  Aulj- 
terdam  y  El  Haya,  1725. 

BoussET.  —  Negociatúms  secretes  touchant  la  pai^  de  Munster  et 
Osnabrug.  —  4  tomos  in  folio.  —  El  Haya,  1726, 

DüMONT. — Cérémoniel  diplornatique  des  cours  de  PB^rúpe  recueilli 
en  partie  par  Dumont,  mis  en  ordre  et  augmenté  par  Rousset.  — 
2  in  folio.  —  El  Haya,  1739. 

Wenok.  — Corpus  juris  gentium  recentissimi.  —  3  in*8.® — Leip- 
zig, 1781-95. 

Comprende  los  tratados  desde  1731  á  1772. 

Mabtens  (G.  F.). — Recueil  des  prindpaux  traites  de  paix,  cPalUan- 
ce,  etc.,  depuis  1761  jusqu^á  nos  jours.  —  2.*  edición.  Oottin- 
guen,  1817  (Mart.  R.)  (1). 

Son  continuación  de  esta  obra: 

Martbns  (G.  F.  y  Ch.),  Saafbld  y  Murhard. — Nowoeau  re* 
cueil  des  traites  depuis  1808  jusqu'au  présent.  16  tomos  en  "> 
volúmenes  (el  5,  6  y  16  en  dos  partes). — Gottinguen,  18  • 
1842  (Mart.  N.  R.) 

(1)  IndicamoB  aqoi  el  sistema  de  abieviatnias  que  adoptamos  para  dtar       t 
ooleodón. 
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Martens  y  Murhard. — Nouveattx  SHplements  au  recial  des  trai- 
tes. —  3  in  8.<^  —  Gottinguen,  1839  (Mart.  N.  S.). 

Martens  (Ch.),  Murhard,  Pinhas,  Sampwer,  Hopf. —  Nau- 
veau  recueil  general  des  traites,  —  1.®  serie,  20  tomos.  —  Got- 
tingnen,  1843-1875  (Mart.  N.  R.  G.). 

Sampwer  et  Hopp  y  Stobrk.  —  Nouveau  recueil  general  des 
traites — 2.*  serie,  tomos  I  á  XXVII. — Gottinguen,  1876* 
1902.  (Mart.  N.  R.  G.  H.) 

Las  tres  coleccionei3  de  Dnmont,  Wenck  y  Martens 
forman  reunidas  un  verdadero  corpus  juris  gentium  de  la 
Europa  moderna.  Eídsten  otras  colecciones  manuales  y 
abreviadas;  las  más  notables  son:  la  de  Martens  y  Cussy, 
Recudí  manuel  et  pratique  des  traites  (la  primera  serie — 
Leipzig,  1846-1857 — comprende  desde  1760  á  1856  en 
siete  tomos,  y  la  segunda,  editada  por  Geffcken,  abraza 
el  periodo  de  1857  á  1887  en  otros  tres),  GhiUany  Di- 
plomatische  Handbuch  (Nordlingen,  1855  á  1858)  y  Herta- 
lett  A  Map  of  Burope  hy  Treaties  (1814  á  1891).  (Cuatro 
tomos,  Londres,  1875-91.) 

b).  Ooleoolones  naolonales. 

1).  España 

Abreu  y  Bertodano.  —  Colección  de  los  tratados  de  paz,  a  lian - 
ta,  etc„  hechos  por  los  pueblos,  reyes  y  principes  de  España,,, 
con  los,,,  demás  de  Europa,  y  juntamente  de  los  hechos  directa  4 
indirectamente  contra  ellos  desde  antes  del  establecimiento  de  Ift 
nonarguia  gótica  hasta  feliz  reinado  del  reinado  Nuestro  Señor 
D,  Felipe  V,  —  12  tomos  en  folio.  Madrid,  1740-52. 

Esta  colección,  que  fué  hecha  por  orden  de  S.  M.,  com- 
prende los  documentos  internacionales  de  los  reinado^s 
de  FeHpe  IH  (I  y  H),  FeUpe  IV  (IH  á  VH)  y  Carlos  11 

(vniáxn). 

Abreu  y  Bertodano  publicó  un  extracto  de  esta  colec- 
ción en  4  tomos,  bajo  el  título  de  Prontuario  de  los  tratadow 
de  paz, — ^Madrid,  1791. 

(      TILLO. — Tratados,  convenios  y  declaraóiones  de  paz  y  de  comer- 
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Cíg  jwff  han  hecho  con  las  potencias  extranjeras  Los  monarcas  m- 
panoles  de  la  casa  de  Borlón  desde  el  am  1700  hasta  el  dlA 
(1841).— Madrid,  1843. 

Ferratee  (íl). — Código  de  Derecho  inteniacimutl,  ó  sea  colección 
metódica  de  los  tratados  de  paz,  amistad  y  comercio  entre 
España  y  las  demás  naciones. —  2  tomos.  Barcelona,  1846, 

Jan£R. — Tratados  de  España:  documentos  in/emacmuiUs  del  rei* 
nado  de  D^^  Isabel  II  desde  1842  á  18G8.  Colección  publicada 
de  orden  del  excelentÍBÍmo  señor  ministro  de  Estado.  — Ma- 
di^d,  lUQ. 

Olivart,  —  Colección  de  los  Tratados,  Conteni&s  y  Bocitmen^tos 
inlentacionales  celebrados  por  nuestros  gobiernos  con  los 
Estados  extranjeros  desde  el  reinado  de  D.^  Isabel  11  hasta 
nuestros  días.  Publicada  de  Real  orden.  —  Tomos  I  á  XI 
(1834-1S9C).-- Madrid,  1890-1902.  (V.  nota  A.) 

2).  Otras  naciones 

Be  Clercq  (Jules). — Recueil  des  traites  de  la  France  (1713- 
189Sj,  pubHé  sous  les  auspices.  du  Ministre  des  AfEaires 
étrangerea.  —  20  tomos  en  8.®  —  Tomo  I  á  XX.  — Paris, 
1S64-1900, 

Martene  (I\  de).  —  Recueil  des  traites  de  la  Russie.  —  Tomos 
I  á  Xn.  —Saint Petersbourg,  1874-1898. 

Neiímaíín  .  —  Recueil  des  Conventions  de  VAutriche.  —  Toxaos 
I  á  XVni,  —  Leipzig  y  Viena,  1855-1891. 

2).  Doonmentos  dlplom&tloos. 

HZETBLETT.  — State  Papers  (British  and  Foreign)  compiled  ¡nf,,. 
(1814  á  1877).  — Londres,  1814  y  siguientes). 

Los  tomos  21  y  46  son  índices  cronológicos  y  alfabé- 
ticos. 

Archives  diplomatiques.  —  Recueil  intemational  de  Diploma" 
et  d'Huíoire  (1861  á  1901).— París,  1861  á  1901. 

Aegidu  kt  Klauhold.  —  Staatsarckív.  —  Sammlung  der  ofjíc 
lien  AcUnstuche  der  Gegenwart  (1861  á  1902).  —  65  tomos. 
Leipzig,  1861  ¿  1902. 
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Están  en  él  los  documentos  en  francés,  inglés  ó  alemán. 

3).  Monnmentos  del  Dereoho  Intemaolonal  marítimo. 

Pardessits.  —  CoUection  des  lois  maritimes  antérieures  au  XIX 
nicle,— ^  tomos.  —París,  1828-1845. 

ÜMnpmany  (A.) —  El  consulado  del  mar  (traducción  y  comen- 
tarios de  las  leyes  antiguas  del...) — 2  in  4.^ — Madrid,  1791. 

Traver  Twiss.  —  Tke  Black  Booh  of  the  Admiralty  mtk  a  Appen' 
dix. —  4  volúmenes.  1871-76. 

4).  Historia  do  las  relaolonos  Intomaolonalos  y  do  los 
tratados. 

a).  Obras  generales 

KOcK.  —  Histoire  abregée  des  traites  de  paix  entre  les  puissances  de 

PBurope  depuis  la  paix  de  Westphalie,  r^ondu  et  augmenté  jus- 

qu'au  Congris  de  Vienne  et  aux  traites  de  Parts  de  1815,  par 

F.  Schoell.  —  15  tomos?  —  París,  1817-18. 
Hartbns  (Ch.)  —  Causes  célebres  du  Droit  des  gens  redigées  par, . . 

2.*  edición.  — Leipzig,  1858-61. 
Flassan.  —  Histoire  genérale  et  raisonnée  de  la  Diplomatie  fran- 

caise,  — 7  tomos.  —  París  y  Estrasburgo,  1811. 
De  Barral.  —  Eludes  sur  fhistoire  diplomatique  de  VEurope,  — 

/.«  partie  de  1648  á  1791.— Un  tomo,  1880.— 2.«  partíe  de  1792 

Á  1815.  — Primer  volumen,  1885. 

Como  obras  de  historia  contemporánea  en  las  que  se 
dedica  preferente  atención  á  las  cuestiones  diplomáticas, 
merecen  especial  mención  el  Annual  Register  inglés  (que  se 
publica  desde  1758),  el  Europaische  Geschichtskalender  de 
Schulthess  (desde  1860),  la  Politische  Geschichte  der  Oe- 
genvart  de  MüUer  (desde  1867),  y  por  insertar  también  los 
principales  documentos  internacionales  del  año  en  cues- 
tión, el  Annuaire  historique  de  Lesur  (de  1818  á  1861. — 
41  tomos.  —  París,  1819  á  1866)  y  el  Annuaire  publicado 
desde  1851  á  1868  (abracando  los  años  1850  á  1866-67) 
por  la  Revue  des  Deux  Mondes, 
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b).  Obras  referentes  á  determinadas  kegíhjiaciones 

Meter. — Actapads  Wesphalica, — Hannover,  1734-36- 
MiQNET.  —  NégotiaUons  relatives  á  la  successim  á'Espagn^.  soui 

Loms  XIV.  —París,  1842. 
Klüber. — Acten  des  Wlenen  Congresses  in  dem  Jahren  18141315^ 

9  tomos.  —  Erlangen,  1815-1835. 

B),  Obras  generales  de  I>erecho  internacional  púMiea* 

1).  Esorltores  anteriores  al  sl^lo  XVIZ* 

A  más  de  los  escritores  mencionados  en  el  texto  como 
precursores  de  Grocio  y  de  Victoria  (sus  relecciones  V 
y  VI  reimpresas  en  mi  Manual)  pueden  citara e  Ayala 
(Baltasar  de):  De  Jure  et  offidi  Bellicu  ti  DiJiciplina  Libri 
tres,  AntuerpiaB,  1597;  Gentilis  (A.),  de  Legationümx, 
Oxford,  1583;  De  Jure  Belli,  Oxford,  1588  (traducida  al 
italiano  por  Fiorini.  —  Livorno,  1877.  —  Nueva  edición^ 
con  un  prólogo  de  Holland,  Oxford,  1878).  Sobre  los  pre- 
decesores de  Gfrocio  en  general  véase  Kaltenbom,  Die 
Varlaufer  von  Hugo  Orotius.  —  Halle,  1848. 

2).  De  Groólo  &  Martens  (1624-1789). 

Pocos  autores  pueden  citarse  de  este  periodo  á  más  de 
los  enumerados  en  el  texto,  quizás  solamente,  Heineocio 
(Elementa  juris  natura  et  gentium,  —  Halle,  1738;  Diserta- 
tio  de  Navibus  oh  mercium  illicitarum  vecturam  commissis.  — 
Halle,  1721);  y  De  Real  (De  la  Science  du  Oouvemement. — 
8  tomos. — París,  1764-74.— El  5.^  contiene  el  derecho  de 
gentes). 

3).  De  Martens  &  nuestros  días  (1789  &  1887)  (1). 

•Martens  (G.  P.  de).  — Précis  du  Droit  des  Oens  Modeme  c 
VBurope.  —  GKBtingue,  1789. 

(1)  LoQ  autores  á  cnyo  nombre  precede  un  asterisco  (*)  son  aqueUos  que  por  b 
£una  más  ó  menos  bien  merecida  gozan  de  cierta  autoridad  en  laa  cuestloiiet  *- 
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Ultima  edición  francesa  (augmenté^  des  notes  de  Pinheim 
Ferrtim  d  completée par  Ch,  Vergé), — 2  in  18. — París,  1864. 

KLimEB. — Dr<ñt  des  Gens  Modeme  de  VEv/rope. — Stuttgart,  1819. 

Ultima  edición  (rerm,,  awnoté  ei  completé  par  A.  Ott), — 
París,  1874, 

KlNT.  —  Commentaires  on  American  Lan,  —  1  .*  edición. — New- 
York,  1S26, 

Laa  nueve  primeras  lecciones  tratan  del  derecho  de 
^ntes;  numerosas  ediciones;  la  última,  C,  on  International 
Lam  ediled  by  Abdy.  —  Cambridge,  1878. 

Pdíheibo  Fereeiba .  —  Cours  de  Droit  public  interne  et  exteme,  —  % 

Pariís,  183ü-a8.  .| 

^tUo.  —  Principios  de  Derecho  de  gentes.  —  Santiago,  1832.  i 


de  autores  castellanos).  — Madrid,  1883.  :^ 

j 
•Wheaton,  —  Elements  of  International  Law.  —  Londres,  1836.  \ 

T**  edición,  con  notas  de  Lawrence.  Londres,  1864.  —  S 

8.^,  con  la^  de  Dana  (las  más  apreciadas).  Londres,  1866.  S 

Edición  francesa;  5.*  edición.  —  Leipzig,  1874.  t 

ultima  en  inglés,  por  Boyd  (con  varios  apéndices).  —  } 

Londres,  1889. 

Como  una  de  las  obras  clásicas  de  derecho  internacio- 
nal, »e  halla  traducida  á  varias  lenguas. 

Lawrence  (W.  B.),  Commentaires  sur  les  éléments  de  Droit 
intemutional  et  sur  VHistoire  desprogrés  du  Droit  des  gens. — 
Toinoe  I  á  IV,  en  S.^  —  Leipzig,  1868-80. — La  muerte 
de  an  autor  ha  dejado  interrumpidos  tan  import€Uites,  pero 
difusos  comentarios. 

Oke  Manning,  —  Commentaries  on  the  Laro  of  nations.  — Lon- 
dres, 1839.* 

~  mdo.  —  Elementos  de  Derecho  internacional  (obra  postuma). — 
y^drid,  1840. 

2,*  edición.  —  Madrid,  1852. 

«clonaleft,  j  oqueUos  cuyos  nombres  están  en  negritas  son  españoles  ó  han, 
lo  iDeuoAi  esciito  en  nuestra  lengua. 
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f/  ♦Hbfftbr.  —  Das  Europaische  Valke-rrecU  der  (k$cwwaTL  —  Ber- 

/  Un,  1844. 

7.*  edición  hearbeitet  Don  (í^fcken.  — Berlín,  1SS3* 
Traducción  francesa  por  Bergson  (Paría,    1S57)<^ 

4.*  edición,  annotée par  Geffcken.  —  Berlín,  18^3. 
Traducción  española  por  Lizárraga  (Ú.)  (pémna;  hecha 

de  una  de  las  priineras  francesas) ,  —  Madrid ^  1875, 

♦Phtllimorb.  —  Commentaries  upon  Intematmial  £an¡.  —  Lon- 
dres. —4  tomos  en  8.<>,  1854-1861. 

3.*  edición,  t.  I  á  m,  1879-8&— IV,  2.^  edición, 
1873. 

cLa  obra  maestra  de  nuestra  ciencia  en  lengua  íngleaa, 
por  no  decir  en  todas»  (Woolsey). 

Blquelm^. — Elementos  de  Derecho  intemadúnaL — Madrid,  1S49, 

Halleok.  —  International  Lavo  or  rules  regulating  the  intercourse 

of  States  in  Peace  and  War, — 2  tomos. —^  San  Fi-an cisco,  186Q, 

3.*  edición,  por  Sheldon  Baker.  —  Londres,  1893. 

WoOLSBY.  —  Introduction  to  tke  study  of  Iniemational  Zqm.  — 
New- York,  1860. 

5.*  edición.  —  Londres,  1879. 

Traveb  Twiss.  —  The  laro  of  Nations  conddcred  as  Independení 
Political  Communities .  —  2  tomos .  —  L andr e s»  1861-1863. 

2.*  edición:— Londres,  1884-85. 
Traducción  francesa.  — París,  1887-89. 

FiOB£« — Diritto  pubblico  intemazionale, — 2  tomos. — Milán,  1865. 

3.^  edición,  Meramente  refatta  e  considcmzQhnente  aceres - 
ciuta.  —  3  tomos.  —  Turín,  1887-91. 

Traducción  española  por  A.  García  Moreno,  con  no- 
tas (?).  —Madrid,  1894-95. 

Ultima  francesa  de  Antoine.  —  París,  18S5-1886. 

•Bluntsohli.  —  Das  modeme  Vülkerrecht  der  ckilUirtm  SUiai^ 
ais  Rechtshuch  dargestellt.  —  Nordlingeu,  1868, 

Ultima  edición  original,  3.*  —  Nordlingen,  1880, 
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Traducción  francesa  por  Lardy,  4.*  edición. — París, 
1886. 

También  lo  ha  sido  al  español  (Covarrubias  —  Méji- 
co, IBTl),  al  griego  y  al  chino. 

*  C^Uvo.  —-  Derecho  internacional  teórico  y  práctico  de  ropa  y 
América,  — 2  tomos.  — París,  1868. 

2,*j  3,*^  y  4.^  edición  en  francés  (la  última  en  6  tomos. 
París,  1887-96).  La  obra  más  extensa  y  completa  del  De- 
recho internacional  que  se  conoce. 

Calvo  ha  publicado,  á  más  del  Manuel  (que  hemos  tradu- 
cido  casi  íntegro  en  el  nuestro),  un  Dictionnaire  de  Droit 
interna íional  Public  et  Privé.  —  2  tomos.  —  Berlín  y  Pa- 
rís, 1885. — lÁbro  de  indisputable  mérito  y  de  gran  utili- 
dad por  las  noticias  bibliográñcas  que  contiene. 

EoLTZENDORFF.  —  Enciclopddie  der  Rechtsnñsenschaft  in  sistema- 
linche  Bearheitung,  Herausgegehen  unter  Mitvirkung  vieler  Rechts* 
gelekrttr  van,,,  — Leipzig,  1873. 

^P-  edición,  1882. 

Contiene  en  las  páginas  1 1 86-1 255 nin  resumen  del  De- 
recho internacional  europeo  del  mismo  Holtzendorff. — 
En  la  S.'*  (1893)  aparece  completada  por  Stocrk. 

También  en  el  Rechtsleañkon  (4  tomos.  3.* edición, — Leip- 
zig, lBSO-1882)  hay  varios  ó  importantes  artículos  de 
nuestra  ciencia. 

Ckeasy.  —  First  platform  on  Intemcttional  Lato,  — Londres, 
1874. 

2.^  edición.  Londres,  1876. 

PüNCK  Brentano  (Th.)  et  Sorel  (A.)  —  Préds  du  Droit  des 
gens.  —  París,  1877. 


i        BCaIaL.  —  A  Treaüse  of  International  Lavo,  —  Oxford,  1880. 

4.»  edición.  Oxford,  1895. 

OBRANTONi.  —  Trattato  de  Diritto  intemazionale.— -Tomo  I, 
Boma,  1881. 

Este  tomo  comprende  la  introducción  y  la  historia  del 
Derecho  internacional  hasta  el  siglo  xv. 


W^^^W' 


.-■■  ''"  : 

138 

PROPEDÉUTICA 

Martens  (F.  de). 
Un,  1883-J886. 

—' V&lkerrecht.  —  Deutsch  v,  Bsrgbohm 

-Ber- 


Traducción  francesa  por  Leo.  —  París ^  1883-87, 

LORIMER.  —  Instantes  of  the  Law  o/  Nations;  a  ircaHse  of  tke  >»- 
ral  relations  of  sepárate  polüical  communiti^s .  —  Edimburgo  y 
Londres,  1883-1884. 

Traducción-resumen   en  francés,   por  ITya, — Bruae- 
las,  1885. 

Pradier-Foderé.  —  Traite  du  Droit  intemalional  public  E^ro- 
péen  et  Américain.— Tomos  I  á  Vil.  —París,  1S85-IS97- 

La  obra  constará  de  ocho  volúmenej^, 

Maori.  —  Teórica  del  Diritto  intemazionale,  —  Mes  sin  a,  1884, 
BüLMERlNGQ.  — Bandbt^k  des  Vólkerrecht.  — Freiburg,  18S4. 
Lawrbnce  (T.  J.) — A  Handhoock  ofpuhlic  intemational  Za», — 

London,  1885. 
HoLTZENDORFF.  —  Handhuck  des  V&lkerrecht.  —  4  voliimenes, — 

Berlín,  1885-1889. 
BssGH.  —  Europaische  Vólkerrecht  der  Gegentüart. — Graz,  1885, 
Wharton.  —  Diffest  of  intematiowil  Law  of  UiUttd  Siaíes.  — 

3  tomos,  Washington,  1886. 

2nd.  edltion.  —  8  tomos,  Washington,  1888. 

PoMEROY.  —  Zectures  on  intemational  Law,  —  Bostón,  1886, 
Gareis.  — Institutionen  des  V&lkerrechts^  —  GieaseUj  1888, 

2.*  edición  nuevamente  reñmdida.  —  Giessen,  IPOI. 
BiViER.  —  Lehrbuch  des  Vólkerrechts.  —  Stuttgart,  1889, 

2.*  edición  anotada  por  Bar.— Stnttgart,  1899. 

Torres  Campos. — Elementos  de  Derecho  internacional  público, — 

Madrid,  1890. 
Qestoso.  —  Derecho  intemacionel  público.  —  Valencia,  1894. 

2.*  edición.  —  Valencia,  1898. 
BoNTiLS. —  Manuel  de  Droit  intemational puhUc,  —  París»  1%9* 
8.«  edition  levue  et  mise  au  coorant  par  P.  Faitchilté.  —  PAfis,  190U 

Despaqnet.  —  Droit  intemational  pubUc,  —  París,  1894, 

2.*  edition.  -  París,  1899. 
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ElviER. — Principes  de  droit  des  gens. — 2  tomos.  — París,  1896. 
Moso. — Derecho  de  gentes  y  marítimo  internacional, — Madrid, 

1898. 
LiBZT. — Das  Vóíkerrecht  systematisch  dargestelU, — Berlín,  1898. 
2.»  edición  completamente  refaudida.  —  Berlín,  1902. 

Baker.  —  First  Steps  on  iniemational  Zaw. —  London,  1899. 
Di&s  de  Medina. — Nociones  de  Derecho  internacional  moderno, 

París,  1899. 
Omohaga.  —  Nociones  de  Derecho  internacional,  —  Santiago  de 

Chile,  1900. 
Da  VIS.  —  Elements  of  intemational  Law,  —  New  York,  1900. 
Taylob. — A  treatise  of  intemational  public  Law, — Chicago,  1901 . 

A  más  de  las  obras  mencionadas,  hállanse  importantes 
artícnlos  de  Derecho  internacional  en  los  repertorios,  ya 
de  jurisprudencia  en  general  (Merlin,  Escriche,  Weiske), 
ya  especiales  de  ciencias  políticas  (Kotteck  und  Welcker, 
Bluntschli,  Block,  Marquardsen,  etc.)  y  en  las  enciclope- 
dias jurídicas  de  Ahrens,  Pepere  y  política  de  Moni. 

C  JPrincipálea  manografias  de  derecho  intemacianal 
publico. 

1).  I>ereohos  de  los  Estados  en  general;  independenola, 
propiedad,  ignaldad,  eto. 

Jkllineok.  —  Die  Lehre  von  Staatenverhindwngen,  — Viena,  1882. 

B&IE. — Die  Theorie  von  Staatenverhindungen. — Stuttgart,  1886. 

Stappleton.  —  Non  interventions  ver  sus  intervention,  Londres, 
1865. 

Strauch.  —  Zur  IntervenÜonslehre,  —  Heidelberg,  1879. 

Bbochkaus. —  Das  Zegitimatsprincip;  staatrechtliche  Abhandlung, 
Lieipzig,  1858. 

♦Obtolán  (E). — Des  moyens  d^acgnérir  le  domaine  intematio- 
nal,—Vd^ris,  lU^, 

{  •BiATHBODORY.  —  Le  Droit  intemational  concemant  les  grands 
ours  d*eau,  — Berlín,  1861. 

]  OBLHARDT. — Regime  intemational  desjleuves  iniemationaux. — 
►arís,  1879. 

i     TELLANi.  — La  navegatione  Jluviale.  — Torino,  1883. 
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a).  Derecho  ma&ítdío. 

CussY.  —  Phases  et  causes  célebres  du  Droit  maritime  des  Na- 
tions. — 2  tomos;  Leipzig,  1856. 

Negrin.  —  Tratado  de  Derecho  intemacúmal  marítimo.  —  Obra 
de  texto.  2.*  edición.  — Madrid,  1883. 

•Ortolán  (T.)  —  Réffles  intemationales  et  Diplomatie  de  la  mer, — 
2  tomos.  4.*  edición.  — París,  1864. 

Ejlltenborn. — Orundsáizen  des  Europaisches  Seerechts. — Ber- 
lín, 1851. 

AzuNi.  — Diritto  marítimo  de  Europa. — 2  tomos.  2.*  edición. — 
Trieste,  1796. 

Testa.  —  Droit  public  intemational  maritime.  —  Tradncido  del 
portugués  por  Boutiron.  —  París,  1886. 

Glass.  —  Marifie  intemational  Laa/o,  —  Annapolis,  1885. 

b).  Derecho  penal  y  extradición. 

Bernard.  —  Traite  théorique  et  pratique  de  textradition,  —  2  to- 
mos.—París,  1883. 

BsRNER.  —  Wirkunghreis  des  Strafgesetzes,  nach  Zeit,  Eaunt  und 
Personen .  —  Berlín ,  1853. 

BiLLOT.  —  Traite  de  la  extradition.  —  París,  1874. 

BuLMERiNOQ.  —  Das  Asylrecht  und  die  Ausliefemng  Jlüchtige  Ver- 
brecher, — Dorpat,  1853. 

Clarke.  —  A  Treatise  upon  the  Law  of  Extradition.  —  2.*  edi- 
ción. —  Londres,  -1888. 

HoLTZENDORPP. — Die  AusUeferung  der  Verhrecher. — Berlín,  1881. 

Gracia  y  Parejo.  —  Estudios  sobre  la  extradición.  —  Madrid, 
1884. 

Oaroia  SantUteban.  —  Manual  de  extradiciones.  —  Madrid, 
1882. 

KiRSOHNER. — r extradition.  Recueil  des  traites. — London,   1883. 

L  AMMASOH.  — Ausliefermigpflicht  mid  Asyltrecht, — ^Leipzig,  188''. 

2).  Tratados. 

Jbllineck.  —  Die  recktliche  Natur  der  Staatenf>ertrage*  —  V:  >- 
na,  1880. 
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Laohi.  —  Teórica  dei  trattati  intemaiionali.  — Parma,  1882. 

BüONAMici.  —  Dei  trattati  intemazionali  in  quanto  sonno  mezio 
(PinciMlmento. — Pisa,  1878. 

Eoasa.  —  Etudes  Mstoriques  sur  les  traites..,  des  Orees  et  Ro- 
mains.  — Nueva  edición.  — París,  1866. 

SoHiATTARBLLA.  —  Propedéutica  al  diritto  intemazionale,  —  Flo- 
rencia, 1881. 

Ortega.  —  Cuestiones  de  Derecho  en  la  interpretación  de  los  trata- 
dos de  paces.  — Madrid,  1747. 

3).  Derecho  de  legación. 

a).  Ministros  públicos. 

MiBVSS. — Das  Europaische  Oesandtschaftrecht.  —  2  tomos.  Leip- 
2dg,  1847. 

Alt.  —  Handhuch  des  Buropaischen  Oesandtschaftrechts.  —  Ber- 
lín, 1870. 

Martens  (Ch.)  —  Le  guide  diplomatigue.  —  5.»  edition,  refon- 
dée  par  Geffcken.  —  3  tomos.  Leipzig,  1866. 

Garden. — Traite  complet  de  Diplomatie. — 3  tomos.  París,  1833. 

Pradier-Foderé.  —  Cours  de  Droit  diplomatigue.  —  2  tomos. 
2.*  edición.  —  París,  1899. 

Ebperson.  —  Diritto  diplomático  et  giurisdizione  intemazionale 
maritima.  —  3  tomos.  Milán  y  Turín,  1872-77. 

Castro  y  Casaleiz.  —  Ouia  práctica  del  diplomático  español.  — 
¡átomos.  Madrid,  1886. 

b).  Cónsules. 

Miltitz. — Manuel  des  consuls.  —  5  vol.  en  8.*^  —  Londres  y 
Berlín,  1837-43. 

De  Clerq  et  Vallat. —  Ouide  pratique  des  Consulats.  —  5  .•  edi- 
ción.—París^  1898. 

KoNio. — Handbuch  der  Deutschen  Consularwesen. — Berlín,  1901. 

yiUMANN.  —  Handbuch  der  Consularmesen.  — Wien,  1854. 

1  son.  —  The  British  Consuls  MantMl.  — Londres,  1856. 

A  iBOT.  —  United  States  Consuls  Manual.  — New- York,  1860. 

Q  rtea.  —  Diccionario  razonado  de  legislación  y  jurisprudencia  di- 
}lomitieO'Consular.  —  Madrid,  1874. 
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O'Bellly.  —  Elementos  para  el  ejercicio  de  la  carrera  consolar. — 
Bayona,  1883. 

4).  Medios  paoifloos  de  reeolver  los  oonfllotoi 

Intemaolonalee. 

^.. 

ifjx  RoüARD  DE  Caed.  —  VArhitrage  intemaUma!.  —Paria,  1877. 

íi^:]'  ■  Ma8-Latrie.  —  Du  Droií  de  marque  et  d^  represaiiles, — Pft- 

5?V-  rís,  1866. 

h'  ■ 

|;  5).  Derecho  de  la  gnerra  ea  ^neral. 

i    '-'  Landa. — El  derecho  de  la  guerra  conforme  á  la  moraL — 3.*  edi- 

p  .  ción. — Pamplona,  1877. 

:f>  MoRiN.  —  Zes  loÍ8  relaíives  á  la  guerre  selon  le  Droit  iniemalionéil 

f-'r  modeme, —TaxiSy  1S72, 

%  HoLTZENDORPF.  —  Erorheruug  und  Erorbcrungsrecht,  —  Berlín, 

^  1872. 

y..:  GuELLB.  —  Précis  des  lois  de  la  guerre  sur  Ierre,  —  2  tomos.  Pa- 

%'-,  ri8,  1884. 

Lentneb.  —  Das  Recht  im  Kriege,  — Wien,  1830. 
LüEDER.  —  Za  Convention  de  Oen^e,  — Erlangen^  1876^ 
*Mabtens  (G.)  —  Versuch  uber  Caper.  —  Gottingen,  1795, 

;;'  Bluntsohli.  —  Das  Beuterecht  im  Kriege.  —  Nordlingen,  1878. 

BoEOK.  —  De  la  propriété  privée  sous  pavilUm  ennemi.  —  París, 

1882. 
Farrer.  —  Military  Manners  and  Custom,  —  London,  1885^ 
TovBY. — Martial  Lavo  and  Lares  of  War.  —  London,  1886. 

6).  Derechos  y  deberes  de  los  neutros. 

Hautefeuille.  —  Bisloire  des  origines,  des  progris  et  variationt 
du  Droit  maritime  intemational,  —  2.*  edición. — Paris,  1869. 

Cauchy.  —  Ze  Droit  maritime  intemational.  —  2  tomos.  Pa- 
rís, 1862. 

*Hautepbuille.  —  Les  droits  et  devoirs  des  neutres  en  temps  d* 
guerre  maritime.  —  3  tomos.  3.*  edición.  — París,  1868. 

GsssNBR.  —  Zes  droits  des  neutres  sur  mer.  —  2.*  ediciÓD  - 
Berlín,  1876. 

*HuBNER. — De  la  saisie  des  hatiments  neutres. — El  Haya,  1     ^» 
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SoHiATARELLA.  —  Del  diHtto  della  neutralitá  nella  guerra  mari- 
tima,  —  2.*  edición. — Florencia,  1881. 

Maequardben.  —  Der  Trentfall  (zur  Lekre  von  der  Kriegscon- 
íwéaíwiy.  —  Erlangen,  1862. 

Trayer  Twiss.  — La  theorie  de  la  continuité  du  voyage.  — Pa- 
rís, 1877. 

.ViDARi.  —  Dal  respetto  della  proprietá  prívala  fra  gliStati  in  gue- 
rra.—Tsitís,  1867. 

Dbanb.  —  The  Lavo  of  Blokade.  —  Londres,  1870. 

LusHiNaTON. — Á  Manual  of  Naval  Prize  Law. — ^Londres,  1866. 

Pistóte  bt  Dxtvbrdy.  —  Traite  des  Frises  maritimes,  —  Pa- 
rís, 1859. 

*A1>reu.  —  Tratado  Jurídico-poHtico  sobre  las  presas  de  mar.  — 
Cádiz,  1746. 

7).  Porvenir  del  Derecho  internacional,  paz  perpetua, 
equilibrio  europeo,  etc. 

HoLTZBNDORFP.  —  Dxe  Idee  des  Eroigen  Viflkerfrieden.  —  Ber- 
lín, 1882. 

Ballbeini.  —  Della  Pace  perpetua.  —  Torino,  1885. 

Laveleye. — Des  causes  actuelles  de  la  guerre  en  Europe. — Bm- 
selas,  1873. 

■arooartA.  — IntemaHonalism.  — Londres,  1876. 

Labson. — Principwnd  Zuhu^ft  des  ViflherrecMs. — Berlín,  1877. 

Bebqbohm.  —  Staastvertrage,  und  Qesetze  ais  Quellen  des  V&lke-' 
rrechts.—Boj^t,  1877. 

Tbendelembueg.  —  Luchen  im  V&lherrecht.  —  Leipzig,  1870. 

Ooade  y  Ziuque. — Concepto  del  Derecho  internacional. — Dis- 
curso leído  en  la  universidad  Central  con  motivo  de  la 
apertnra  del  cnrso  académico  de  1886  á  1887. — Madrid, 
1886. 

8).  Misceláneas. 

M'NOINI.  — Diritto  intemazionale;  relezione.  — Ñapóles,  1873. 
L    ¥KENOB  (T.  J.)  —  Essays  on  some  disputed  questions  on  Mo- 

m  International  Lam.  —  2.*  edición,  1885. 
A    nal  (D.^  O.) — Ensayo  sobre  el  Derecho  de  gentes.  —  Madrid. 

79. 
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MoHL.  —  Siaatsrecht,    Vóíkerrecht  und  PoUtiL  Monografisfn,  ^ 
3  tomos.— Tnbinga,  1860-1868. 

(A)  En  1892,  el  Instituto  de  derecho  internacional  inicia  la 
idea  de  tma  oficina  internacional  para  la  publicación  de  una 
Colección  general  de  tratados,  estudiando  al  efecto  un  proyec- 
to de  convención.  Acogida  «u  idea  por  Suiza,  convocó  ésta  ¿ 
una  conferencia  en  Berna  en  1894,  que  no  dio  por  de  pronto  re- 
sultado práctico  alguno  para  la  realización  de  un  pensamiento 
cuya  utilidad  es  innegable. 

La  Colección  de  tratados  de  España  que  publico,  iniciada  por 
la  ilustrada  protección  que  dispensó  á  la  idea  el  señor  marqués 
de  la  Vega  de  Armijo,  proseguida  por  los  señore^  duques  de 
Tetuán  y  Almodóvar  del  Río,  principia  en  el  reinado  de  doña 
Isabel  II  (1884)  y  está  ahora  en  el  volumen  XI,  que  alcanza 
hflksta  1896.  Se  distingue  de  las  anteriores  de  Janer  y  Cantillo 
en  que  se  inserta  el  texto  íntegro  de  los  tratados  ( en  las  dos 
lenguas  ó  en  la  extranjera  con  una  versión  española  al  pie)  y 
de  la  primera  en  que  la  han  de  acompañar  Notas  histórico* 
criticas  hasta  el  fin  del  reinado  de  D.*  Isabel  11,  constituyendo 
el  tomo  V,  del  cual  hay  ya  publicado  el  primer  cuaderno  (Pri- 
mera guerra  civil  y  restablecimiento  de  las  relaciones  de  hecho 
con  las  Repúblicas  hispano- americanas). 
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LIBRO    ÜNICO 


CAPITULO  PRIMERO 


T>EL  SUJETO   DEL,   DERECHO  INTERNACIONAL 

§  32.  PersonaB  BnjetoB  del  derecho  interna- 
cional. Loa  Estados;  bu  noción'*'.  —  En  la  parte 
§:eneral  del  sistema  debemos  averiguar  los  elementos 
de  la  relación  jurídica  internacional,  esto  es,  el  sujeto 
y  el  objeto.  Únicamente  los  Estados  son  las  verdade- 
ras personas  cuyos  derechos  corresponde  tratar  en  el 
presente  estudio;  ni  á  los  subditos  de  un  Estado  con  re- 
lación á  los  demás  á  los  cuales  no  pertenecen,  ni  á  los 
miamos  soberanos  puede  dárseles  este  carácter.  Si  bien 
en  otras  épocas  pudo  reconocerse  un  cierto  carácter 
internacional  á  asociaciones  privadas,  como,  por 
ejemplo,  á  la  Compañía  inglesa  de  las  Indias,  hoy  no 
sucede  así,  los  Estados  europeos  reconocieron  la  sobe- 
ranía en  el  Estado  del  Congo  de  la  Asociación  interna- 
í^ional  Africana,  no  propiamente  á  ella  misma  como 
.tado  independiente  (A).  Los  requisitos  esenciales 
ra  atribuir  á  una  comunidad  política  el  carácter  de 
ítado  son  que  se  trate  de  a)  una  sociedad  organiza- 
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da,  6)  residente  en  un  territorio  determinado  y  fijo,  c)         j 
y  con  una  autoridad  suprema  que  la  dirija  y  repre-         ¡ 
senté  (1) .  En  este  sentido  no  son  verdaderos  Estados 
las  tribus  nómadas  y  salvajes ,  ni  los  partidos  políti- 
cos en  una  guerra  civil  (2).  No  debe  confundirse  la 
idea  de  Nación  con  la  de  Estado,  aunque  así  ^e  haga         , 
en  el  lenguaje  común;  aquélla  puede  deflnií'se  «socie- 
dad natural  de  hombres  en  unidad  de  origen,  costum- 
bres, lengua  y  conformes  en  una  vida  común  con  con-         ¡ 
ciencia  social  de  su  existencia».  El  derecho  interna-         ' 
cional  no  debe  sujetarse  al  principio  de  las  nacíona-         ^ 
lidades  que  ha  sido  más  de  una  vez  explotado  por  la 
mala  fe  de  revolucionarios  y  ambiciosos.  Los  Estados 
se  constituyen  por  la  voluntad  libre  de  sus  miembros, 
no  por  sentimentalismos  más  ó  menos  históricos  y  fun- 
dados. El  fin  del  derecho  internacional  debe  ser  acer- 
car la  Nacionalidad  al  Estado,  y  éste  á  aquélla,  pero 
siempre  por  medios  justos  y  legítimos.  A  pesar  de  que 
el  presente  siglo  ha  tenido  por  principal  tendencia, 
tanto  en  Bélgica  como  en  Italia  y  Alemania,  reconsti- 
tuir las  antiguas  nacionalidades;  Suiza,  nuestra  misma 
Península,  Niza  y  Saboya,  poseídas  por  Francia,  son 
evidentes  pruebas  de  que  puede  vivir  un  Estado  com- 
puesto de  individuos  de  nacionalidades  las  más  diver- 
sas y  en  cambio  permanecer  una  nación  fraccionada 
en  varios  Estados  completamente  independientes  (aj. 
La  soberanía  del  Estado  es  el  verdadero  signo  de  que 

(a)  Un  Estado  será  tanto  más  sólido  en  cnanto  sean  más  homoei'tLt^tiís  la^  ti&- 
oionalidades  que  le  constituyen.  Sucede  con  la  noción  del  £¡;l^o  a>Q  respecto  d 
la  nacionalidad  en  el  orden  político  lo  mismo  que  á  la  de  Admíulstraclóii  &unte 
á  la  de  rei^ión  con  respecto  al  orden  administrativo;  éste  serei  t^ato  más  perfecto 
en  cuanto  más  se  acomode  á  la  libertad  y  vida  de  las  regiouuá  eD  Uis  cuales  sú 
divide  el  país.  Pero  trastornar  estas  ideas  de  región  y  nacioimUd^d,  faicáadol 
de  su  natural  territorio  ético  para  trasladarlo  al  jurídico,  hti^^lt^ndolsá  mzóu  i 
cambios  en  la  personalidad  y  unidad  de  los  Estados  de  ^Icrc^^ho,  iniatitfLnf 
retrogradar  la  obra  paciente  de  la  Historia  (que  camina  de  la  dlverHidwl  ^ 
unidad,  suma  y  no  resta)  es  introducir  la  más  disolvente  anurqota  on  la  p&£  i 
terior  y  exterior  de'los  pueblos.  Ck>nforme  á  estos  principios^  debes  Juz^roc?  1 
agitaciones  regionalistas,  de  las  cuales  es  hoy  teatro  nuestra  patrfA. 
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existe.  Es  aquí  esa  palabra  sinónima  de  su  indepen- 
dencia (3).  Y  podemos  decir,  con  Vattel,  que  toda  na- 
ción que  se  gobierne  á  sí  misma  en  cualquier  forma 
que  sea  sin  depender  de  un  extranjero  ( y  no  lo  es  el 
pago  de  un  tributo)  es  un^  Estado  soberano  (lib.  I, 
§  4)  (4) .  Diferente  es  la  manera  como  consideran  el 
Estado  el  derecho  político  y  el  internacional:  el  pri- 
mero como  un  ser  perpetuo  y  eterno,  el  segundo  como 
un  miembro  de  la  asociación  de  las  naciones,  que 
nace,  vive  y  muere  como  las  personas  humanas  W . 

(1)  La  definición  que  da  Bello  del  Estado  (que  por  otra  par- 
te confunde  casi  siempre  con  la  nación)  es  algo  deficiente: 
«una  sociedad  de  hombres,  que  tiene  por  objeto  la  conserva- 
ción y  felicidad  de  los  asociados,  que  so  gobierna  por  leyes  po- 
sitivas emanadas  de  eUa  misma  y  es  dueña  de  una  porción  de 
territorio»  (t.  I,  p.  38). 

En  el  principio  de  la  nacionalidad  se  basa  hasta  en  sus  últimos 
detalles  la  escuela  italiana  (V.  notas  40  á  43  á  Bar  en  el  Ma- 
nuaí)  y  desde  1830  casi  toda  la  política  revolucionaria  contem- 
poránea. El  principio  de  que  toda  nacionalidad  debe  formar  un 
Estado  independiente  y  que,  por  lo  tanto,  tienen  derecho  las 
provincias  de  una  misma  lengua,  religión  ó  raza  á  emancipar- 
se de  los  Estados  de  los  que  forman  parte,  para  formar  otro 
m^mnaly  ha  servido  muchas  veces  de  mal  disimulada  excusa 
para  la  realización  de  las  mayores  injusticias  y  más  abomina- 
bles crímenes. 

(2)  Así,  pues,  los  judíos,  aunque  nación,  no  forman  un  ver- 
dadero Estado.  En  los  pueblos  que  son  á  la  vez  nómadas  y  sal- 
vajes existe  otra  causa  para  negarles  el  carácter  de  Estado,  el 
de  la  ausencia  de  un  orden  jurídico  entre  los  mismos.  Los  pi- 
ratas y  las  hordas  de  ladrones  no  pueden  considerarse  como  so- 
ciedades legítimas  (V.  L.  118  de  Verb.  Sig.  D.  L.,  17). 

(3)  Calvo  (§10  del  Manual),  siguiendo  la  costumbre  de  los 
lutores  antiguos  que  no  acertaban  á  distinguir  bien  los  domi- 
lios  del  derecho  internacional  del  político,  expone  aquí  las 
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distintas  formas  y  clases  de  gobierno;  la  dnica  importante  á 
miestro  entender  y  que  ejerce  su  influencia  en  el  derecho  in- 
ternacional ea  la  distinción  entre  gobiernoa  monárquicoja  y  re- 
publicanos y  en  los  primeros  entre  príncipos  absolutos  y  cons- 
titucionales, 

Sea  cual  gea  la  forma  de  gobierno»  el  Estado  ea  el  mismo, 
como  luego  tendremos  ocasión  de  ver;  mientras  no  exista  la 
anarquía  y  haya  un  poder  público,  la  nación  conserva  eu  ex- 
terior soberanía.  Con  razón  observa  Hartmann  que  Francia 
durante  el  gobierno  de  la  Asamblea  nacional  (después  del  4 
de  Septiembre)  y  España  durante  la  regencia  del  general  Se- 
rrano, no  perdieron  su  carácter  de  Estados  libres  é  indepen- 
dientes,  aunque  careciesen  de  una  propia  y  definitiva  forma 
política  de  gobierno. 

La  soberanía  de  un  Estado  es  su  exigencia.  No  se  prueba» 
sino  que  aje  ve.  Por  esto  decía  Napoleón  en  Leoben:  «La  repú- 
blica francesa  es  como  el  sol,  ciega  á  quien  la  niega,  i&  El  prin- 
cipa!  atributo  de  la  soberanía  es  la  independencia.  {Un  sowüe- 
rain  nesí  tenw  de  rendre  compte  de  sa  condmle  qví'ü  JHeu  eí  á  son 
) 


(4)  Pando  (nota  10  de  la  sección  1,*)  dice  que  algunos  pti- 
blicititaij  de  la  escuela  positiva  dan  á  esta  doctrina  una  exlon^ 
sión  viciosa.  Deja  de  tratar  de  los  Estados  ffiedio  soberanos 
porque  encuentra  la  materia  tan  odiosa  como  inúUL  —  Olmeda 
(I.  p.  SI  de  mi  edición)  cita  como  ejemplo  de  feudo  compati- 
ble con  la  soberanía  el  de  los  condes  de  Castilla  con  los  reyes 
de  León  y  el  tributo  de  halcones  que  en  señal  de  reconoci- 
miento pagaba  á  nuestro  soberano  la  isla  de  Malta-  La  verdad 
de  la  doctrina  del  texto  se  manifiesta  en  el  ejemplo  del  tributo 
que  hasta  éjioca  muy  reciente  satisfacían  las  naciones  mari ti- 
mas á  los  Estados  berberiscos. 

(0)  El  modo  como  trata  el  derecho  de  gentes  el  concepto 
jurídico  dol  Estado  es  completamente  distinto  de  la  maner 
como  lo  hace  el  público  ó  constitucional.  Este  lo  considera  com 
eterno  y  perpetuo;  ninguna  constitución  coittiene  articulo  al 
guno  por  el  que  se  regule  el  modo  como  debe  disolverse  la  socit 
dad  poUtica,  de  la  oual  es  norma.  (Holtzendorff,  Enciclopedia.^ 
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(A)  La  Asociación  internacional  Africana  transmitió  sn  so- 
beranía sobre  el  Congo  en  1885  al  rey  de  los  belgas,  que  faé 
autorizado  para  aceptarla  por  ley  de  80  de  Abril  del  mismo  año. 
ün  convenio  de  8  de  Julio  de  1890  entre  el  Gobierno  belga  y  el 
Congo  fijó  en  1900  la  fecha  de  la  anexión  definitiva  de  éste  á 
Bélgica,  que  lo  tiene  ya  legado  en  el  testamento  real  (b). 

Los  manuales  recientes,  al  discutir  si  el  Papa  y  la  Iglesia 
católica  constituyen  una  persona  internacional,  aceptándolo 
como  una  anomalía  de  hecho  la  mayor  parte,  exponen  aquí  la 
situación  internacional  de  la  Santa  Sede.  Para  nosotros ,  que 
haUamos  en  la  sociedad  religiosa  católica  todos  los  caracteres 
de  la  persona  internacional  (organización,  poder,  territorio), 
aunque  con  fin  distinto  que  el  Estado  político,  la  cuestión  no 
se  presenta,  si  bien  atendiendo  &  que  la  independencia  y  liber- 
tad de  su  Supremo  Jerarca  en  la  fe  es  un  interés  común  de  los 
Estados  católicos  y  de  los  que,  sin  serlo,  tienen  subditos  de 
nuestra  religión,  la  cuestión  no  existe  (cj,  exponemos  esta  ma- 
teria al  tratar  de  la  vida  común  de  las  naciones  (§88). 


§  33.  Formación  de  Iob  Estados.  Del  reoo- 
nooimiento*. — ^Los  Estados  pueden  formarse^  ya  por 
la  afirmación  de  una  antigua  nacionalidad  histórica, 
ya  por  la  constitución  de  una  colonia  en  un  territorio 
inhabitado,  ya,  finalmente,  por  la  unión  ó  segrega- 
ción de  anteriores  Estados  independientes.  Todo  Esta- 
do nuevo  tiene  el  derecho  natural  de  entrar  en  la  so- 
ciedad jurídica  de  las  naciones;  los  que  están  ya  en 
ella  el  deber  de  admitirle,  y  el  hecho  de  esta  admisión 
es  el  reconocimiento.  El  caso  más  frecuente  es  el  de 
una  alteración  cualquiera  en  el  seno  de  un  Estado 
constituido,  ya  perdiendo  alguna  de  sus  provincias  en 

(b^  una  ley  belga  de  1901,  siupende  indefinidamente  el  pago  de  intereses  y 
capital  en  el  empréstito  hecho  por  Bélgica  al  Estado  del  Congo,  dejando  á  la 
^*-?reción  del  rey  determinar  la  fecha  de  la  anexión  definitiva. 

;  T^onpoGo  lo  es  para  nosotros  atendiendo  qne  del  hecho  de  la  no  samisláii 
.  Papa,  soberano  de  hecho  y  de  derecho  en  el  territorio  del  Vaticano  qne  aun 
laerva,  deducimos  la  contlnnación  de  los  Estados  pontificios,  en  guerra  aún 
el  reino  de  Italia,  en  la  situación  de  un  armisticio  tácito  de  duzadón  indefl- 
-k.  V.  1 85  nota  (tú, 

)    C.  «  85. 


162  PARTB  GBHBRAL 

virtud  y  á  consecuencia  de  una  guerra  ó  de  un  trata- 
do, ya  por  la  sublevación  de  las  mismas  para  consti- 
tuir un  Estado  nuevo  ó  unirse  á  otro.  Hecho  el  reco- 
jiocimiento  por  el  Estado  perjudicado,  se  sigue  natu- 
ralmente el  de  los  demás,  pero  esto  se  verifica  muy 
tarde.  De  ello  resulta  sea  preciso  el  individual  y  sepa- 
rado de  las  demás  naciones,  ya  que  no  es  siempre  po- 
sible que  un  Congreso  general  lo  verifique..  Es  un  atri- 
buto del  soberano  el  reconocer  los  nuevos  Estados  (l), 
quien  tiene  que  proceder  con  la  buena  fe  más  comple- 
ta; no  debe  verificarlo  hasta  que  esté  ya  del  todo  ter- 
minada la  lucha  y  reúna  el  nuevo  Estado  todas  las 
condiciones  que  el  derecho  internacional  prescribe  y 
e^ige.  Acostúmbrase  primero  á  reconocer  los  insu- 
rrectos como  partidos  beligerantes,  para  lograr  al 
menos  que  se  observen  durante  la  lucha  las  humanas 
leyes  de  la  guerra  (V.  §  94);  sigue  después  en  forma 
de  reconocimiento  del  estado  de  hecho  enviando  cón- 
sules para  abrir  las  relaciones  comerciales,  y  conclu- 
ye, al  fin,  como  á  verdadero  estado  de  derecho,  ya  en 
formado  conclusión  de  solemnes  tratados  de  reconoci- 
miento ó  de  comercio,  ya  enviándose  al  nuevo  gobi^- 
no  agentes  diplomáticos  ó  recibiendo  los  suyos  (a).  El 
reconocimiento  ni  sanciona  la  justicia  del  nuevo  or- 
den de  cosas,  ni  asegura  ni  protege  su  duración;  es 
pura  y  simplemente  la  afirmación  de  que  hay  una  co- 
munidad política  independiente  que  debe  sujetarse  al 
derecho  internacional;  la  nación  madre,  que  por  un 
acto  ajeno  no  pierde  el  derecho  de  recobrar  lo  perdi- 
do, puede  considerar  como  gravísima  ofensa  un  reco- 
nocimiento prematuro;  el  nuevo  Estado  también  i)or 
su  parte  puede  ver  en  la  tardanza  injustificada  de  ^'" 
tercer  Estado  una  hostilidad  mal  encubierta  (3)  U 
Espalia  no  reconoció  á  Portugal  y  Holanda  hasta  m 
chos  afios  después  de  su  real  independencia,  y  lo  mi 
mo  ha  practicado  en  este  siglo  con  sus  sublevadas  c 
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lomas;  pero  siguiendo  contraria  pero  más  generosa 
política,  se  muestra  dispuesta  á  entrar  en  relaciones 
con  Cuba  tan  pronto  se  le  ha  notificado  la  constitu- 
ción de  su  gobierno  (a).  Francia,  al  reconocer  la  Re- 
pública americana  en  el  momento  que  declaró  su  in- 
dependencia, manifestó  bien  claro  era  su  deseo  luchar 
con  Inglaterra;  lástima  grande  que  ésta  se  vengase 
después  en  nuestra  cabeza,  reconociendo  precipita- 
damente nuestras  colonias  emancipadas.  El  recono- 
cimiento del  reino  de  Italia  podían  haberlo  diferido 
(ó  por  lo  menos  haciéndolo  con  más  expresa  condi- 
cionalidad)  las  naciones  católicas,  ya  que  era  tam- 
bién un  derecho  propio  el  que  perdían  al  quedar  im- 
posible la  libertad  del  Sumo  Pontífice.  Pero  es  la  ver* 
dad  que  la  ocupación  de  Roma  no  ha  logrado  aún  hoy 
á  los  treinta  y  dos  años  solemne  reconocimiento  W. 

(1)  El  reconocimiento  de  un  Estado  extranjero  correspon- 
de al  poder  ejecutivo  (si  se  hace  en  virtud  de  tratado  con  la 
intervención  del  legislativo),  pero  nunca  al  judicial.  Este  debe 
considerar  como  subsistente  el  antiguo  orden  de  cosas,  mien- 
tras el  poder  supremo  del  Estado  no  haya  reconocido  el  nuevo. 
Así  lo  han  decidido  repetidas  veces  los  tribunales  ingleses 
(casos  de  Thompson  contra  Powles,  de  Taylor  contra  Barclay 
extractados  por  PhOlimore,  11,  p.  38).  Fiore  encuentra  anti- 
liberal este  modo  de  proceder,  afirmando  que  la  independencia 
es  un  hecho  evidente  que  no  puede  negarse  de  buena  fe  por 
tribunal  alguno.  Esto  nos  llevaría  á  la  cuestión  dii'icil  de  si  el 
rehusar  el  reconocimiento  á  una  nueva  sociedad  política  que 
reúne  todas  las  condiciones  prescritas  por  el  derecho  para  ser 
considerada  persona  internacional  (V.  párrafo  anterior)  puede 

'  A  mediados  del  pasado  Jrmlo  1902  se  recibió  en  Madrid  la  carta  oficial  del 

P  idente  de  la  República  de  Cnba  participando  la  constitución  del  nuevo  go- 

ti  lo,  éoHeüando  su  rtconoeimiento  é  indicando  que  él  mismo  aceptaba  todos 

\t  ompromlBos  impuestos  por  el  Tratado  de  París.  (Época,  17  de  Junio  de  1902.) 

t  \  cuenta  de  esta  carta  á  S.  M.,  éste  autorizó  al  señor  ministro  de  Estado  para 

c  estar,  dándose  por  enterado  y  accediendo  á  los  deseos  del  presidente  de  la 

I  ^bUca  cubana.  (Irr^xireial,  18  del  mismo  mes  y  año.) 
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ser  mirado  como  causa  legitima  de  guerra;  noBotros  creemos 
que  es  prueba  marcadísima  de  prevenciÓE  y  deseo nfiEinza  ei  no 
de  hostilidad  que  puede  pronto  traducirse  en  ana  interven- 
ción para  restablecer  la  tiranía  antigua. 

(2)  Vattel  supone  que  un  Estado  en  guerra  civil  se  halla  de 
hecho  como  dividido  en  dos,  y  que  el  poder  extranjero  puede 
asistir  á  aquel  partido  que  le  parezca  justo.  Halleck  (I,  p.  17 
y  sig.)  combate  esta  teoría  del  filósofo  suizo  con  harta  razón  y 
justicia.  Cuando  la  revolución  ha  tomado  cierto  desarrollo  y 
provincias  enteras  se  han  separado  de  la  obediencia  de  la  me- 
trópoli, la  protección  de  los  intereses  marítimos  y  comerciales 
de  los  terceros  Estados  exige  para  que  éstos  obtengan  evitar 
los  perjuicios  que  de  la  lucha  resulten  ampararse  en  su  neu- 
tralidad y  ésto  sólo  es  posible  reconociendo  el  carácter  de  be- 
ligerante al  gobierno  de  hecho  del  país  sublevado.  Claro  es 
que  si  en  éste  existiese  la  anarquía  y  no  hubiese  ningún  po- 
der ni  serio  ni  i'usto,  no  debería  verificarse  tal  reconocimien- 
to, sino  tener  á  los  revolucionarios  por  meros  insurrectos  y 
considerarse  sus  presas  como  actos  de  piratería.  Como  la 
única  consideración  que  debe  determinar  el  reconocimiento  de 
beligerancia  es  el  interés  propio,  se  comprende  que  en  las  gue- 
rras interiores,  y  si  no  alcanzan  los  sublevados  escuadras  ni 
puertos  ó  á  lo  menos  alguna  ciudad  importante,  no  acostumbre 
á  tener  lugar  el  reconocimiento  de  beligerancia.  A  esto  se 
debe  que  en  ninguna  de  nuestras  dos  guerras  civiles  se  haya 
¿ablado  de  otorgarlo  á  los  carlistas  (ni  siquiera  por  las  poten- 
cias que  les  eran  secretamente  más  simpáticas)  y  que  éstos 
pusiesen  tanto  empeño  en  apoderarse  de  Bilbao,  plaza  comer- 
cial de  tanta  importancia.' 

El  ejemplo  más  notable  de  esta  clase  de  reconocimiento  e» 
el  verificado  por  Inglaterra  (14  de  Mayo  de  1861)  á  favor  de 
los  Estados  del  Sud  durante  la  guerra  de  secesión,  al  que  si- 
guieron  los  de  los  principales  Estados  marítimos.  (España  b 
verificó  en  17  de  Junio.)  El  proceder  de  Inglaterra  fué  n  f 
justo  en  esta  cuestión,  ya  que,  como  observa  Boyd  en  su 
ción  de  Wheaton,  en  13  de  Abril  había  el  presidente  Linc  i 
declarado  el  bloqueo  de  todos  los  puertos  de  los  Estados  1 
Sud:  ¿no  era  esto  admitir  la  existencia  de  una  guerra? 
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(3)  Conclnida  ya  la  lucha,  existiendo  un  gobierno  suñcien- 
temente  faerte  y  seguro  con  verdadera  autoridad  en  el  terri- 
torio sublevado,  pueden  entonces  las  terceras  potencias  reco- 
nocer el  hecho  de  la  existencia  del  nuevo  Estado.  No  puede  que- 
jarse en  modo  alguno  el  soberano  desposeído,  ni  en  teoría  se 
perjudican  en  lo  más  mínimo  sus  derechos,  que  volverán  á  ser 
respetados  como  antes  el  día  que  la  inconstante  fortuna  le  de- 
vuelva el  cetro  que  antes  le  arrancara. 

Claro  es  que  el  reconocimiento  que  tácitamente  Ueva  consigo 
el  de  todas  las  demás  naciones  es  el  de  aquella  misma  de  la 
cual  se  ha  separado  el  nuevo  Estado,  pero  en  la  mayor  parte 
de  los  casos  es  el  postrero.  ¡Cuesta  tanto  confesar  el  desca- 
labro y  matar  la  última  esperanza!  Cerca  de  ochenta  años 
(1566-1648)  tardó  España  en  reconocer  la  independencia  de 
los  Países  Bajos,  veintiocho  en  la  de  Portugal,  y  hasta  en  1836 
no  principió  á  celebrar  tratados  con  sus  antiguas  colonias, 
desde  1820  de  hecho  independientes.  Si  vamos  á  otras  nacio- 
nes, encontramos  que  Suiza  no  fué  reconocida  como  república 
independiente  por  el  Imperio  hasta  la  paz  de  Westfalia  (1648), 
siendo  así  que  lo  era  ya  de  hecho  desde  el  siglo  xiv. 

Eeconocer  la  independencia  durante  la  lucha  equivale  á  una 
alianza  con  los  sublevados,  del  mismo  modo  que  el  ayudar 
al  gobierno  antiguo  es  una  intervención  cierta.  Por  esto  el 
tratado  de  comercio  y  alianza  celebrado  por  Francia  con  los 
Estados  Unidos  en  1778  (del  que  se  originó  la  guerra  con  In- 
glaterra que  duró  hasta  1783),  el  de  Bélgica  en  1831  por  las 
potencias  europeas  estando  aún  pendiente  la  lucha  con  Holan- 
da que  no  reconoció  hasta  1839  al  nuevo  Estado,  son  hechos 
completamente  injusti£cados  y  censurables  por  toda  concien- 
cia honrada. 

El  reconocimiento  puede  ser  expreso  ó  tácito  según  se  cele- 
bren tratados  especiales  de  reconocimiento  (v.  g.,  el  de  los 
Países  Bajos  por  España,  los  tratados  celebrados  con  la  Aso- 
ciación internacional  del  Congo,  el  de  España  en  3  de  Abril 
di  885  [T.  Vm,  449],  el  de  Berlín  con  respecto  á  Servia, 
B  lanía  y  Montenegro)  ó  se  deduzca  de  la  celebración  de 
t]  ados  de  comercio  ó  de  la  admisión  ó  envío  de  agentes 
d  omáticos  (así  lo  hicieron  los  Estados  Unidos  con  Hun- 
g       etc.). 
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(4)  No  puede,  pues,  compararse  la  posesión  de  Gibraltar  por 
Inglaterra  y  de  la  Alsacia  y  la  Lorena  por  Alemania  oon  la 
tenencia  de  Boma  por  los  italianos;  aquéllas  están  jurid^íi 
mente  basadas  en  títulos  legítimos,  por  mág  6  menos  justa  que 
aparezca  la  reivindicación  á  españoles  y  franceses.  La  resia- 
tencia  de  los  monarcas  católicos  (por  no  decir  de  todos  en  ge- 
neral) á  ir  á  Roma  ¿no  significa  bastante? 

(A)  Ejemplo  de  un  reconocimiento  prematuro  y  de  cómo  en 
sí  representa  éste  una  gravísima  ofensa  al  Estado  que  en  vir- 
tud del  mismo  se  supone  desmembrado,  existe  en  los  varios  ín> 
tentados  por  las  Cámaras  americanas  de  la  Hepública  cutia- 
na, realisMdo  al  fin,  aunque  de  mi  modo  capcioso,  por  la  decla- 
ración conjunta  de  19  de  Abril  de  1898.  «Acuerdan:  l.^^  qu€  é 
pueblo  de  Cuba  es  y  debe  ser  libre  é  independiente;  2,°,  que  el 
deber  de  los  Estados  Unidos  demanda,  y  por  la  presente  sa  Go- 
bierno exige,  que  el  Gobierno  español  renuncie  ínmediatameD- 
te  á  su  autoridad  y  gobierno  en  la  isla  de  Cuba  y  retire  3us 
fuerzas  terrestres  y  navales  de  las  tierras  y  mares  de  dicha  isU.» 

§  34.  ClaBificación  de  Iob  Estados  conflidf- 
radoB  en  relación  ¿  wvl  posible  nnión  a)  TaiH 
ría*  (1).  —  Si  se  considera  la  naturaleza  de  los  Es- 
tados con  respecto  á  la  posible  limitación  de  sn  sobe- 
ranía por  su  relación  con  otros,  pueden  dividirse  en 
simples j  donde  no  existe  sujeción  alguna,  dependien- 
tes, que  tienen  incompleta  su  personalidad,  y  com- 
puestoSj  que  están  formados  de  dos  ó  más.  El  Estí^dc 
simple,  formado  homogéneamente  y  con  plena  inde- 
pendencia  de  la  autoridad  de  cualquier  otro,  es  ía 
forma  más  natural  de  la  personalidad  internacional, 
y  será  ésta  tanto  más  perfecta  y  apreciada,  como 
observa  Lorlmer,  en  cuanto  le  sea  más  fácil  concen- 
trar su  voluntad  nacional  y  tenga  medios  prácti  3s 
de  garantir  la  realización  de  la  misma.  Los  Estó  >e 
compuestos  pueden  consistir  en  la  confusión  en  i  ifl 
común  personalidad  internacional  de  dos  ó  más  Eí   i 

(♦)    G,  f§  86  y  87. 
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dos  antes  independientes,  ya  en  virtud  de  su  libre  vo: 
luntad  (Estado  unido  ó  unión  de  Estados)  ó  en  virtud 
de  un  acontecimiento  histórico  (unión  real  y  perso- 
nal). Tiene  lugar  la  unión  real  cuando  dos  Estados 
antes  independientes  se  reúnen  bajo  el  cetro  de  un 
mismo  soberano.  Tarde  ó  temprano,  si  no  ocurre  una 
separación  en  virtud  de  cualquier  causa,  se  verifica 
la  fusión  completa  de  las  dos  ya  entonces  naciones 
para  formar  un  Estado  simple  y  homogéneo.  Hay  in- 
corporación cuando  no  se  reserva  derecho  alguno  al 
unido  territorio  (2).  Cuando  dos  ó  más  Estados  se 
hallan  sometidos  á  im  mismo  príncipe,  pero  en  consi- 
deración únicamente  á  la  personal  individualidad  del 
mismo,  es  la  unión  personal.  Esto  sucede  comúnmente 
cuando  el  soberano  de  una  nación  es  elegido  para 
gobernar  otra  ó  hereda  su  corona,  ó,  finalmente,  se 
unen  ambas  en  virtud  de  pacto  constitucional.  Mien- 
tras que  en  la  unión  real  es  completamente  imposible 
la  representación  internacional  distinta  de  las  dos  na- 
ciones, es  el  hecho  perfectamente  posible  y  hasta  ne- 
cesario en  la  personal,  tanto  activa  como  pasivamen- 
te. El  único  lazo  que  los  une  es  la  comunidad  del  so- 
berano. La  unión  de  Estados  fStaatenbund)  y  el  Esta- 
do federado  (Bundesstaat)  que  los  americanos  distin- 
guen con  las  palabras  respectivas  de  confederación  y 
federación,  se  distinguen  entre  sí  en  que  en  el  último 
existe  y  no  en  la  primera  un  poder  ejecutivo  central, 
que  es  el  único  visible  en  el  exterior  (3).  Así  en  la 
unión  de  Estados  conserva  cada  uno  su  personalidad 
propia;  la  guerra  entre  ellos  no  es  guerra  civil,  ya  que 
el  único  fin  por  que  se  constituye  esta  alianza  perma-. 
ne'ite  es  el  de  imprimir  ima  marcha  uniforme  en  la 
pe  itica  exterior.  En  el  Estado  federado  existe  un 
pe  ler  ejecutivo  que  está  en  relación  directa  con  el 
Bü  dito  y  al  cual  corresponde  exclusivamente  la  re- 
pi  aentación  internacional  de  la  federación.  Es  impo- 
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sible  en  principio  (al  revés  de  lo  que  sucede  en  la  con- 
federación) que  cada  uno  de  los  agregados  use  por  sí 
propio  los  derechos  de  legación  y  negociación.  Dos 
son  las  principales  formas  de  Estados  dependientes  ó 
de  uniones  desiguales:  una  nación  puede  hallarse  bajo 
el  protectorado  de  otro  Estado,  en  el  que  asume  el  pro- 
tector la  obligación  de  velar  por  la  soberanía  misma 
que  limita,  situación  extremadamente  difícil,  ya  que 
tarde  ó  temprano  concluye  con  la  anexión  ó  la  con- 
quista (4)^  y  Estados  semisoberanos  ó  feudatarios,  que 
son  aquellos  que  renuncian  á  favor  de  otro  alguno  de 
sus  derechos  de  soberanía.  Si  dimiten  toda  la  exterior 
y  los  derechos  que  de  ella  dimanan,  para  nada  inte- 
resa su  estudio  al  derecho  internacional;  capüe-mi- 
nuidoSy  dejan  de  tener  personalidad  propia  en  la  so- 
ciedad de  las  naciones  (•). 

(1)  Apenas  se  ocupan  los  autores  españoles  antiguos  de 
esta  importantísima  materia.  He  aquí  lo  único  que  dice  Bello: 
«Aun  cuando  un  Estado  se  divida  en  dos  ó  más,  ni  sus  dere- 
chos ni  sus  obligaciones  padecen  detrimento,  y  deben  gozarse 
ó  cumplirse  de  consono  ó  repartirse  entre  los  nuevos  Estados^ 
de  oomún  acuerdo,  si  la  repartición  es  posible.  Bynkershook 
censura  la  conducta  de  Inglaterra  que  rehusaba  á  Holanda  la 
libertad  de  pesca  pactada  entre  Enrique  IH  de  Inglaterra  y 
Felipe,  archiduque  de  Austria,  alegando  que  el  pacto  se  h^Uú 
celebrado  con  el  archiduque,  no  con  los  Estados  generalea.» 
(T.  I.,  pág.  69.) 

.  La  unión  de  dos  ó  más  Estados  independientes  puede  aer 
histórica  ó  voluntaria,  esto  es,  en  virtud  de  pacto.  A  1a  pri* 
mera  pertenecen  las  uniones  reales  y  personales,  á  la  seganda 
las  federaciones  y  confederaciones. 

(2)  En  la  unión  por  incorporación  no  conserva  el  Em  í 
incorporado  derecho  alguno,  y  queda  la  nación  incorporada  i 
la  situación  de  mera  provincia  del  Estado  en  que  se  la  ia^  - 
poro.  Es  la  unión  real  sin  resto  alguno  de  autonomía.  Ejer  > 
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de  tmióa  incorporada  es  la  de  Polonia  á  Ensia  después  de  1832. 
La  nnión  real  se  diferencia  de  la  personal  en  el  carácter  de 
perpetuidad  que  le  distingue.  La  unión  de  Castilla  y  Aragón,  la 
de  los  distintos  Estados  que  forman  hoy  la  Hepública  francesa 
fueron  uniones  reales.  Lo  son  en  general  la  mayor  parte  de 
las  provenientes  de  anexiones,  cesiones,  etc.,  cuando  se  con- 
serva cierta  autonomía  legislativa,  administrativa  ó  judicial. 
Son  reales  la  unión  de  L:landa  con  Inglaterra  en  su  principio 
(y  aun  podría  sostenerse  continúa  siéndolo),  la  de  Mecklenbur- 
go-Schwerin  con  Mecklenburgo-Strelitz  desde  1523,  Sajonia- 
Coburgo  con  Gotha  desde  1826  (Bulmerincq,  Handbuch,  p.  195). 
También  podría  citarse  como  unión  real  la  de  Polonia  con  Rusia 
en  virtud  del  tratado  de  Viena  desde  1815  hasta  1832.  Su 
constitución  prescribía  que  el  czar  sería  coronado  en  Varsovia 
como  Bey  de  Polonia  y  que  existiría  allí  una  especie  de  Par- 
lamento. A  consecuencia  de  la  revolución  polaca  en  1832,  fué 
declarada  Polonia  parte  integrante  del  imperio  ruso,  supri- 
mióse la  dieta  y  mándese,  finalmente,  que  se  coronase  á  la  vez 
en  Moscou  al  czar,  como  Rey  de  Polonia.  (V.  §  siguiente.) 

(3)  Usan  los  alemanes  para  distinguir  las  dos  clases  posi- 
bles de  unión  voluntaria  las  expresiones  que  han  llegado  á  ser 
técnicas  en  la  materia,  dó  Staatenbund  (lit.  unión  de  Estados) 
y  Bwndesstaat  (Estado  por  unión).  Carlos  Calvo  distingue  entre 
confederación,  á  la  que  da  el  significado  de  Staatmbund,  llaman- 
do federación.  Estado  federal  al  Bundesstaat.  Nuestro  Diccio- 
nario de  la  Academia  da  como  sinónimas  ambas  expresiones 
(y  creemos  que,  de  tal  modo,  también  las  usan  nuestro  hablis- 
tas), si  bien  da  á  entender  que  en  el  Estado  federativo  existe 
un  gobierno  central  ,  del  que,  como  dice  muy  bien  Calvo,  ca- 
recen las  confederaciones.  Estas  se  confunden  perfectamente 
con  las  alianzas,  y  por  esto  se  comprende  que  Neumann  trate 
de  ellas  al  ocuparse  de  las  últimas.  Las  confederaciones  y  fe- 
deraciones pasan  de  [una  á  otra  forma,  como  dice  también  el 
ii3"~mo  autor  (§  7)  según  predomine  ó  no  la  fuerza  centrífuga 
6  centrípeta.  Por  esto  la  confederación  germánica  se  disol- 
T  en  1866,  y  ha  pasado  á  ser  Estado  federal  la  confederación 
81  sa.  Pero  hay  que  confesar  que  la  mayor  parte  de  las  confe- 
di   aciones  han  venido  á  ser  hoy  día  Estados  federativos  más 
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Ó  menos  homogéneos  y  duraderos.  Asi  como  la  unión  real  y 
personal  suponen  un  Estado  monárquico,  las  federaciones  tie- 
nen lugar  casi  siempre  (Alemania  es  excepción  importantüií' 
ma)  entre  Estados  republicanos. 

(4)  El  objeto  del  protectorado  está,  como  dice  Gxocio,  %t 
poientioris  plus  honoriSy  injirmioris  plus  auxilio  de/eratur.  El  Esta- 
do protegido  debe  procurar  conservar  su  soberanía  de /acto  y 
de  Jure;  sub  patrocinio  no  sub  ditione. 

(6)  Opinamos  que  la  diferencia  que  media  (si  es  que  existe 
alguna)  entre  los  Estculos  protegidos  y  los  semisoberanos  es 
que  en  aquéllos  se  limita  simplemente  la  mayor  parte  de  las 
yeces  únicamente  su  soberanía  eicterior,  pero  no  la  interior. 
La  protección  es  una  anexión  más  disimulada  que  la  semiso- 
beranía. 

§  35.  &;  Aplicación.  Lob  EstadoB  actua- 
les*. —  Son  hoy  los  principales  Estados  soberanos  é 
independientes  en  Europa  los  imperios  ruso  y  turco, 
los  reinos  de  Bélgica,  Dinamarca,  España,  Grecia, 
Holanda,  Italia  (y  dentro  de  su  territorio  los  Estados 
pontificios,  reducidos  de  hecho  al  Vaticano)  (a)y  Por- 

(♦)  C.  §§  86  y  87. 

(a)  «Tiene  el  Bucesor  legitimo  de  Pío  IX: 

A)  Soberanía  de  derecho  únicamente.  En  los  territorios  ocnpados  primero  por 
Cerdeñs,  Italia  después,  desde  1859  á  1870,  Bomanias,  Marcas  y  umbría,  el  Pa- 
trimonio de  San  Pedro  y  la  ciudad  de  Roma,  exceptuando  la  ciudad  Leonina.  I« 
conserva  por  no  haber  Justificado  la  tenencia  de  hecho  de  Italia  un  tratado  ót 
paz  y  no  existir  verdadera  conquista  no  habiendo  la  sumisión,  ya  que  es  jmidf- 
camente  posible  la  continuación  de  las  hostilidades.  Al  recobrarlos  tendrían  ver* 
dadera  aplicación  los  doctrinas  del  poHliminio  internacional.  De  aquí  se  infiera 
que  la  potencia  llamada  Eatados  de  la  IgleHa,  prosigue  existiendo,  contra  el  di- 
cho vulgar,  en  plena  realidad  de  hecho  y  de  derecho,  aunque  se  halle  su  territo* 
rio  ocupado  casi  totalmente  por  un  Estado  con  el  cual  está  en  guerra, 

B)  Soberanía  de  hecho  y  de  derecho.  En  el  Vaticano  y  ciudad  Leonina  y  en  todo 
lo  no  ocupado  hostilmente  por  Italia.  Pero  en  esto  territorio  hay  que  distinguir 
de  nuevo : 

a)  Soberanía  de  derecho  y  de  hecho»  ejercida  materialmente  en  «*  nombre  por 
lia.  La  ciudad  Leonina,  la  conservación  de  cuyo  orden  fló  la  Santa  Sede  al 
biemo  enemigo,  comisión  que  no  puede  revocar  éste  por  su  solo  arbitrio. 

b)  Soberanía  de  hecho  y  de  derecho,  ejercida  materialmeiUe  por  H  mitmo.  Di  j 
luego  la  Iglesia  do  San  Pedro  y  los  palacios  y  Jardines  anejos,  en  los  cuales  > 
ha  sufrido  alteración  ninguna  la  autoridad  soclta  después  del  19  de  Septien.     ■ 
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tugal,  Servia  y  Rumania  y  la  República  francesa  (i). 
Están  unidos  en  unión  personal  Bélgica  con  el  Estado 
libre  del  Congo.  Y  también  lo  está  Bulgaria  con  la 
Rumelia  Oriental,  siendo  gobernador  de  ésta  el  prín- 
cipe de  aquélla  (2).  Si  bien  en  el  imperio  de  Austria- 
Hungría  hay  varios  territorios  unidos  en  forma  real, 
la  de  las  dos  naciones  Austria  y  Hungría  aunque  lo  sea 
se  parece  á  la  personal.  Las  dos  tienen  en  virtud  de 
la  de  Constitución  de  1867  representaciones  naciona- 
les y  gobiernos  distintos  y  dos  delegaciones  y  tres  mi- 
nistros comunes  (3).  La  unión  de  los  tres  reinos  britá- 
nicos en  virtud  de  la  ley  de  1801  es  una  unión  incor- 
porada, es  decir,  rigiendo  para  todo  el  Reino  unido 
las  disposiciones  legales  posteriores  á  dicha  fecha(4). 
Sólo  en  el  nombre  puede  decirse  hoy  que  Polonia  está 
unida  realmente  á  Rusia:  el  manifiesto  de  1832  des- 
truyó de  hecho  las  prescripciones  del  tratado  de  Vie- 
na  con  respecto  á  aquella  infeliz  nación  (*)  (A).  Acep- 
taron al  formarse  las  tres  más  importantes  asociacio- 
nes de  Estados  modernas  (Alemania,  Estados  Uñidos 
y  Suiza)  la  forma  de  confederación  (B),  pero  hoy  son 
todos  Estados  federativos.  La  constitución  del  Impe- 
rio alemán  (16  de  Abril  de  1871),  confiere  al  empera- 
dor rey  de  Prusia  la  representación  internacional  del 
imperio.  Son  las  instituciones  federales  el  Reichsrathy 
en  el  que  tienen  representación  personal  todos  los  Es- 
tados confederados,  y  el  Reichstag,  Parlamento  impe- 
rial (7).  La  Constitución  de  la  Confederación  Suiza 
de  1874  prohibe  á  los  cantones  tratar  con  las  naciones 
extranjeras  á  no  ser  en  asuntos  económicos,  y  hacer 

de  1870.  Igualmente  los  puntos  del  territorio  ocupado  en  los  que  el  invasor  ha 
] mciado  ó  renuncie  en  lo  sucesivo  á  efectuar  su  dominio  de  hecho.  Hijo  de 

<  t  con  él  y  por  él  vive;  siempre  que  desaparece  el  obstáculo  material,  el  dere- 

<  latente  recobra  toda  su  faer?^.  En  tal  caso  se  hallan  los  palacios  de  Letrán 
stel  Gandolfo  y  puede  hallarse  por  el  art.  7.*^  de  la  ley  de  garantía  cualquier 

•       sitio  del  Estado  pontificio  donde  residiere  temporal  ó  habltualmente  el  Papa 

<  reunieran  un  Concilio  ó  un  Cónclave.— {Oxjvílrt.  Aspecto  InúcmaeUynal  de  la 
4       Han  romana,  t.  lY.  páginas  74-75.) 

"orno  I.  U 
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USO  del  derecho  activo  y  pasivo  de  embajada  que  se 
reserva  al  poder  ejecutivo  de  la  República,  que  es  el 
Consejo  federal.  Son  los  poderes  deliberativo  y  legis- 
lativo los  otros  dos  Consejos,  el  de  Estado  y  el  Nacio- 
nal (8).  Desde  1787  los  Estados  Unidos  de  América 
están  constituidos  en  la  forma  de  Estado  uuido.  Co- 
rresponden el  poder  legislativo  y  los  derechos  ma- 
yestáticos  al  Congreso  y  el  ejecutivo  al  presidente , 
quien  dirige  las  relaciones  internacionales,  concluye 
los  tratados  y  los  ratifica,  y  nombra  los  embajadores 
y  los  cónsules,  así  como  los  jueces  del  Tribunal  Su- 
premo y  los  altos  funcionarios  federales  con  el  con- 
sentimiento del  Senado,  que  necesita  también  para 
la  ratificación  de  los  pactos  internacionales  (9).  Si  se 
comparan  las  tres  federaciones,  se  halla  que  Suiza 
es  la  más  liberal,  y  que  los  Estados  Unidos  se  acer- 
can más  que  ninguna  á  la  concepción  teórica  de  estas 
difíciles  asociaciones,  mientras  que  el  Imperio  alemán 
se  distingue  de  las  demás  por  tener  un  Estado  prin- 
cipal, Prusia,  alrededor  del  cual  se  mueven  los  res- 
tantes, lo  que  lleva  el  evidente  peligro  de  que  tarde 
ó  temprano  cambie  su  naturaleza  el  imperio  alemán 
para  convertirse  en  un  Estado  homogéneo  i^^)  (B), 
Desaparecida  la  independencia  de  las  islas  Jónicas 
por  su  anexión  á  Grecia,  quedan  hoy  sólo  como  Esta- 
dos protegidos  en  Europa  las  Repúblicas  de  San  Ma- 
rino en  Italia,  y  la  de  Andorra  entre  España  y  Fran- 
cia, singular  mezcla  la  última  de  Estado  protegido  y 
semisoberano  (U) .  Como  Estado  de  este  último,  géne- 
ro, puede  citarse  Bulgaria,  que  está  sujeta  al  superior 
dominio  de  Turquía.  Tiene  el  mismo  imperio  la  sobe- 
ranía nominal  de  Egipto,  como  así  se  consigna  en  el 
firman  de  1879  nombrando  kedive  á  Tewfick-Ba^ 
Pero  los  ingleses  son  los  que  realmente  la  disfi 
tan  (12)  (13)  (C).  Lograda  por  Cuba  su  independenuÁa 
de  España^  y  otorgado  á  los  Estados  Unidos  por 
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Apéndice  á  la  Constitución  de  12  de  Junio  de  1901 
un  derecho  de  intervención  y  protección,  garantido 
por  estaciones  navales,  y  limitada  por  el  mismo  su 
facultad  de  negociar  con  las  potencias  extranjeras, 
se  halla  en  una  situación  anómala,  mezcla  de  semi- 
soberanía  y  protectorado,  distinta  en  todo  caso  de  la 
libertad  que  ha  sido  causa  de  tan  cruentas  luchas  (b). 

(1)  Estados  homogéneos  é  independientes;  Europa:  Im- 
perios. Rnsia,  Turquía  (admitida  en  el  concierto  europeo  des- 
de 1856).  Reinos.  Bélgica  (reconocida  su  independencia  en  1839), 

(b)  Las  relaciones  entre  Cuba  y  los  Estados  Unidoskse  hallan  determinadas  por 
el  Apéndice  á  la  Constitución  cubana  fechado  en  12  de  Junio  de  1901.  He  aquí  el 
extracto  del  mismo.  El  gobierno  de  la  isla  se  obliga  ¿  no  celebrar  con  ningún  po- 
der ó  poderes  extranjeros  tratado  alguno  que  menoscabe  su  independencia  ó  que 
autorice  á  los  últimos  obtener  por  colonissación  ó  para  propósitos  militares  por- 
ción alguna  de  la  dicha  isla  (art.  1.®).  El  gobierno  de  Cuba  no  asumirá  ni  con- 
traerá ninguna  deuda  pública  para  el  pago  de  cuyo»  intereses  y  amortización 
definitiva,  después  de  cubiertos  los  gastos  corrientes  del  gobierno,  resulten  in- 
adecuados los  ingresos  ordinarios  (art.  2.®).  El  mismo  consiente  que  los  Estados 
Unidos  puedan  ejercer  el  derecho  de  intervenir  para  la  preservación  de  la  inde- 
pendencia y  el  sostenimiento  de  un  gobierno  adecuado  á  la  protección  de  la  vida, 
la  propiedad  y  la  libertad  individual  y  al  cumplimiento  de  los  obligaciones  im- 
poestas  respecto  á  Cuba  por  el  Tratado  de  París  á  los  Estados  unidos  y  que  ahora 
df^ben  ser  asumidas  y  cumplidas  por  el  gobierno  cubano  (art.  S.^).  Cuba  ratifica 
y  da  por  válidos  todos  los  actos  realizados  por  los  Estados  Unidos  durante  la  ocu- 
pación (art.  4.^.  El  gobierno  de  Cuba  realizará  los  planes  de  saneamiento  ya 
proyectados  ó  que  se  convengan  para  evitar  enfermedades  epidémicas  é  infeccio- 
sas en  debida  protección  del  pueblo  y  comercio  de  Cuba  y  de  los  puertos  del  Sur 
de  los  Estados  Unidos  (art  5.®).  La  isla  de  Pinos  queda  faera  de  los  límites  de 
Cuba,  dejándose  para  en  futuro  tratado  determinar  su  pertinencia  (art  6.*). 
«Para  poner  en  C(mdicione$  á  los  Estados  Unidos  dt  marUentr  la  independencia  de 
Cuba  y  pbotbosb  bl  pueblo  de  lá  misma,  as!  gomo  paba  sü  pbopia  defensa,  el 
gobierno  de  Cuba  venderá  ó  arrendará  á  los  Estados  Unidos  las  tierras  necesa- 
rias para  carboneras  ó  estaciones  navales,  en  ciertos  puntos  determinados  que 
se  convendrán  con  el  presidente  de  los  Estados  Unidos»  (art.  7.^).  El  gobierno  de 
Cuba  insertará  las  anteriores  disposiciones  en  un  Tratado  piermanente  con  los 
Estados  Unidos  (art.  8.«). 

Como  se  ve  por  estas  cláusulas,  aunque  en  una  fórmula  embozada,  se  limita  la 
soberanía  de  la  República  cubana  privándola  del  derecho  de  negociación  por  una 
parte,  haciendo  permanente  el  de  intervención  en  otra,  que  es  de  expreso  protec- 
do,  en  el  art  7.«  Cuanda  el  Tratado  que  se  promete  en  el  art.  8.'  se  pacte,  si 
1  se  aclara  la  ambigüedad  de  este  documento,  podrá  formularse  una  opinión 
cierta  sobre  la  personalidad  internacional  de  la  nueva  República,  aunque  no 
ditan  muy  favorables  augurios  la  resistencia  invencible  que  ha  hallado  en 
"tetados  Unidos  el  proyecto  de  reciprocidad  comercial  que  tanto  necesitan  los 
nc». 
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Dinamarca,  España,  Grecia  (en  1830:  agregadas  loa  iaka  Jó- 
nicas en  1864),  Holanda,  Italia  (proclaipado  reino  en  14  de 
Marzo  de  1861),  Portugal,  Servia  (Congrego  de  Berlín 
en  1878).  Principado  de  Montenegro  (V.  Traver  Twiss)  y  es  la 
única  República  Isi  francesa. — América:  Costa  Bica,  Gn ate- 
níala, Honduras,  Nicaragua,  San  Salvador,  Ha  i  ti  ^  8anto  Do- 
mingo, Bolivia,  Chile,  Ecuador,  Paraguay,  Perú,  Uruguaj* 
(todas  repúblicas). — Asia:  Imperios.  China,  Japón,  Annam,  Bir- 
mania.  Reinos.  Persia,  Siam.  —  África:  Imperio  marroquí, 
Abisinia.  República.  Liberia  (c). 

(2)  Unión  personal.  La  unión  de  Castilla  y  Aragun  en  los 
Reyes  Católicos  fué  en  su  principio  personal,  Luj-cmburgo  lo 
quedó  con  Holanda  por  el  art.  57  del  tratado  de  Yiena.  En  iSS6 
formó  parte  de  la  Cpnfederación  germánica.  Por  la  importan^ 
cia  estratégica  del  Luxemburgo  ocurrió  la  cuoytión  de  1866, 
solventada  con  la  destrucción  de  las  fortificación ds  y  decía* 
r ándese  la  neutralidad  del  Gran  Ducado.  Constitución  de  18 68, 
art.  3.®:  «La  corona  del  Gran  Ducado  es  hereditaria  en  la  fami- 
lia del  rey  de  Holanda  conforme  á  los  tratados i& .  Hoy  están  ya 
separados  ambos  Estados.  (Véase  más  abajo  nota  A.)»  Su^cia 
y  Noruega.  En  el  Tratado  de  Kiel  en  1814  cedió  Dinamarca  á 
Suecia  el  reino  de  Noruega.  El  Acta  de  unión  de  IH15  dispon  o 
fórmenlos  dos  Estados  un  solo  reino  libre  é  independiente.  El 
rey  tiene  derecho  á  hacer  la  guerra  consultando  ambas  nació* 
nes.  Calvo,  Wheaton,  Philimore,  Funck-Brentano  le  dan  el 
carácter  de  unión  personal.  Klüber,  Heftter  y  Lawrence  el 
real,  Twiss  el  federativo  (d). 

(3)  Unión  real.  Imperio  de  Austria-Hungría.  La  ley  funda- 
mental de  1813  proclama  la  indisoluble  unión  de  los  Estadod 

(e)  Después  de  Ia  rendición  de  Verelnlglng  del  81  de  Mayo  de  l&Oí:»  pTjedo  decir- 
le ha  pasado  á  la  historia  de  las  sublimes  epopeyas  la  indepeudencta  de  l»a  B»- 
públicbs  Sudafricana  y  de  Orange. 

(d)  Hace  tiempo  que  él  partido  liberal  noruego  tiende  á  afirmar  Ia  pcrvoujül 
de  lu  patria.  En  Octubre  de  1897  el  Bey  sancionó  ya  la  exista  urlti  de  unti  bant 
separada  de  Noruega,  y  á  consecuencia  de  las  resoluciones  de  bis  C;i[naras  en  ] 
<Stue  la  corona  se  negó  á  sancionar  en  Septiembre  del  año  pasado  (l&Ol),  el  lyoí 
no  86  decidió  en  Septiembre  del  año  pasado  á  preparar  un  proyecto  d@  repiei 
tadón  oonsular  independiente  de  la  de  Sueda. 
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trans  y  cisleitanos.  Ocurre  en  Hungría  la  insurrección  de 
Kossuth  en  1848,  pero  vencida,  se  promulga  la  Constitución 
de  1848,  revisada  y  anulada  por  disposiciones  del  1849  al  1850 
que  intentan  la  fusión  en  vano  por  la  resistencia  pasiva  de 
los  húngaros.  Nuevas  leyes  reguladoras  húngara  y  cisleitana 
en  1867  que  determinan  los  negocios  comunes  (soberanía  exte- 
rior, ejército  y  presupuestos  para  estos  tres  Unes).  Tres  mi- 
nistros comunes  ó  institución  de  dos  delegaciones  (Y,  magna- 
tes y  '/s  diputados).  (Véase  nota  A)  (ej, 

(4)  Whieaton  llama  la  unión  de  los  tres  reinos  británicos 
unión  incorporada.  Escocia,  unida  personalmente  desde  Jaco- 
ho  VI,  se  refundió  con  Inglaterra  en  un  solo  reino  indisoluble 
en  1707,  bajo  el  nombre  de  Gran  Bretaña.  Varia  suerte  tuvo 
Irlanda,  tratada  como  provincia  conquistada  al  principio; 
en  1782  se  reconoce  su  independencia  legislativa  y  judicial; 
en  1801  se  constituye  el  Reino  unido  de  Gran  Bretaña  é  Irlan- 
da. Diferencia  en  la  legislación  anterior  á  la  unión;  en  la  pos- 
terior unificación  completa. 

(6)  Polonia.  El  acta  final  del  Congreso  de  Viena  de  1815 
incorpora  á  la  Rusia  el  ducado  de  Varsovia  con  el  título  de 
reino  de  Polonia.  Carta  de  1815  *'/«7  Noviembre.  Coronación 
•del  czar  en  Varsovia  constituyendo  una  unión  real,  con  dieta 
y  ejército  propio.  Vencida  la  revolución  de  1830  el  manifiesto 
de  **/ts  Febrero  de  1832  declara  que  Polonia  forma  parte  del 
imperio,  debiendo  coronarse  el  czar  en  Moscou,  suprimiendo  la 
dieta  y  nombrándose  en  su  lugar  un  consejo  para  Polonia.  Pro- 
testan Francia  é  Inglaterra  contra  esta  violación  del  tratado 
de  Viena.  No  se  trató  de  ello  en  el  Congreso  de  París.  Fué  el 
plan  de  las  negociaciones  de  1863,  amnistía  completa,  una  re- 
presentación nacional,  capacidad  de  los  polacos  para  funciones 

(t)  Haae  discutido  mucho  en  estos  últimos  tiempos,  á  confiecucncia  de  las  me- 
s  limitando  su  autonomía  tomadas  por  el  gobierno  ruso,  la  situación  del 
1  ducado  de  Finlandia,  cedida  á  aquél  por  Suecia  por  el  Tratado  de  Fredriks- 
im  de  1809,  opinando  unos  que  es  la  unión  real,  otros  que  es  un  país  imper- 
Ameute  Incomparado. 

ojsLO  ol)6crva  Fauchille,  hoy  la  cuestión  tiene  sólo  un  interés  histórico,  pues 
manifiesto  del  czar  Nicolás  II  de  3/15  Febrero  de  1899,  sea  cual  sea  el  |uicio  que 
-oca,  la  asimila  á  las  demás  provincias  del  Imperio. 
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públicas,  libertad  de  conciencia  y  del  culto  católico,  nso  de  la 
lengua  polaca  y  especial  sistema  en  el  reclutamiento  militar. 
Niégase  Rusia  á  la  demanda  de  las  potencias  diciendo  que  el 
emperador  respondía  únicamente  de  sus  actos  ante  Dios  (!). 
La  infracción  del  tratado  de  Viena,  jamás  reconocida  por 
Europa,  da  un  derecho  indiscutible  á  los  polacos  para  recla- 
mar su  independencia  (Calvo). 

1 

(0)  Asociación  de  Estados.  Aceptaron  esta  forma  los  tres 
grandes  Estados  federales  modernos  en  su  primera  época.  j 
Confederación  germánica  (1815-1866);  Suiza  (antes  de  1798  y 
de  1815  á  48)  y  los  Estados  Unidos  de  América  (desde  el  1777 
al  1787). — Confederación  germánica  (antes  de  1866)  dieta;  17  vo- 
tos, asamblea  general;  70  votos.  Las  diferencias  entre  los  Es- 
tados se  someten  á  un  tribunal  austregal.  Puede  intervenir  la 
dieta  en  las  sublevaciones  interiores.  Cada  Estado  conserva 
el  derecho  de  legación  y  el  de  negociaciones  en  lo  que  no  per- 
judique á  los  intereses  confederados.  El  Acta  de  1820  permi- 
te á  cada  Estado  que  tenga  posesiones  exteriores  declarar  la 
guerra  quedando  neutral  la  Confederación. — República  helvéti- 
ca. Constitución  de  1815  que  rigió  hasta  1848;  ejército  único. 
Dieta  de  un  diputado  por  cantón.  Facultad  de  celebrar  con- 
venciones militares  y  económicas  con  las  naciones  extranje- 
ras (absoluta  antes  de  1798)  en  lo  que  no  contraríe  á  las  leyes 
de  la  federación.  Garantía  mutua  de  los  cantones.  Derechos 
de  negociaciones  y  legislación  reservados  á  la  dieta.  —  Esta- 
dos Unidos  de  la  América  del  Norte,  Correspondía  al  Congreso 
el  derecho  de  declarar  la  guerra  y  hacer  la  paz  y  los  de  lega- 
ción, negociación,  jurisdicción,  legislación,  etc.,  por  los  prime- 
ros artículos  de  federación  de  1777.  Decía  el  3.^  de.  los  mis- 
mos: «Todo  Estado  se  reserva  la  libertad  é  independencia  no 
delegada  expresamente.» 

(7)  Estado  federatiw .  Confederación  germánica  del  A^'»*^ 
te.  Fué  su  formación  consecuencia  de  la  derrota  de  Ausi 
en  1866.  En  la  paz  de  Praga  se  pactó  la  formación  de  una  c 
federación  del  Sur  que  no  llegó  á  realizarse.  Correspondía  i 
Confederación  el  nombramiento  del  cuerpo  consular  que  < 
la  legislación  procesal  debía  ser  común.  Consejo  federal  de 
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votos  (la  mitad  de  los  cuales  resultaban  de  Prusia).  El  articu- 
lo 11  sobre  las  relaciones  exteriores  daba  la  presidencia  á  Pru- 
sia con  facultad  de  representar  la  Confederación^  declarar  la 
paz  y  la  guerra,  firmar  tratados  y  enviar  embajadores. — Imperio 
alemán.  Propuso  su  formación  el  rey  de  Baviera  (Twiss).  Cons- 
titución de  16  de  Abril  de  1871.  La  coronación  del  emperador 
se  verificó  en  18  de  Enero  de  1871.  Al  poder  imperial  corres- 
ponden los  asuntos  militares,  rentísticos,  comunicaciones  y 
derecho  de  iniciativa  en  las  reformas  y  en  su  nombre  ejerce  el 
ejecutivo  la  vigilancia  é  inspección  en  los  asuntos  interiores; 
en  el  exterior  decide  sobre,  la  paz  y  la  guerra,  las  negociacio- 
nes, etc.  A  él  se  trasladan  los  poderes  de  la  Confederación  de 
la  Alemania  del  Norte.  Son  los  poderes  federales  el  Consejo 
federal  Reichsrath  (compuesto  de  58  votos)  con  las  atribuciones 
de  presentar  proposiciones  y  proyectos  al  Reichstag  y  aprobar 
sus  acuerdos,  teniendo  derecho,  por  lo  tanto,  de  asistir  á  sus 
sesiones.  El  Parlamento  del  Imperio  se  compone  de  397  miem- 
bros y  por  supuesto  ejerce  con  el  emperador  el  poder  legisla- 
tivo. En  las  relaciones  exteriores  tiene,  pues,  el  emperador 
rey  de  Prusia  los  derechos  de  legación,  de  declarar  la  guerra; 
para  la  ofensiva  necesita  la  aprobación  del  Consejo  imperial: 
la  de  éste  y  del  Reichstag  para  los  tratados  cuando  tienen  un 
fin  legislativo.  Las  diferencias  entre  la  Confederación  germá- 
nica del  Norte  y  el  imperio  alemán  consisten  en  la  mayor  li- 
bertad de  los  Estados  confederados  en  la  primera. 

(8)     Ciynfedercición  miza,  —  La  Constitución  de  1848  prohibe 
á  los  cantones  contratar  alianzas  ni  tratados  con  las  naciones 
extranjeras,  exceptuando  sólo  los  de  carácter  económico;  los 
derechos  de  negociación  y  legación  quedan  reservados  al  po- 
der federal.  Como  excepción,  se  les  faculta  para  tratar  con  las 
autoridades  inferiores  del  gobierno  extranjero.  Pr chíbense  los 
ejércitos  permanentes  y  se  aseguran  todos  mutua  protección. 
Son  poderes  federales:  el  Consejo  nacional  (un  diputado  por 
00  habitantes)  y  el  de  Estado,  que  deliberan  sobre  los  ob- 
)s  de  la  federación  y  tienen  el  poder  legislativo,  el  de  aten- 
á  la  seguridad  y  defensa  nacional  y  resolver  las  cuestio- 
,  entre  los  cantones  y  sobre  empréstitos  y  levas,  y  el  Con- 
>  federal  como  poder  ejecutivo.  La  Constitución  de  1874 
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sólo  se  diferencia  de  la  anterior  en  materia  de  adiaiiiistra.d6ii 
interna. 

(•)  Estados  Unidos  de  América  desde  1TS7.  ^  Segiln  la  Cona- 
titnción  de  dicho  año,  el  poder  legislativo  y  los  derechos  inA- 
yestáticos  y  de  legislación  son  conferidoa  al  Congreso  (com- 
puesto de  nn  Senado  elegido  por  las  legiiílattiras  locales  y  de 
una  Cámara  de  sufragio  universal).  Reside  el  poder  ejecutivo 
en  el  presidente,  que  tiene  el  derecho  de  concluir  los  tratados 
y  nombrar  embajadores  con  la  aprobación  y  ratificación  co- 
rrespondiente del  Senado.  Critica  PhilUniore  la  constitución 
americana,  porque  hace  imposible  la  separación  d*?  loa  Esta* 
dos  al  declarar  la  confederación  perpetua é  inamovible.  La  re- 
pública Argentina  y  la  de  Colombia  reposan  sobra  parecidas 
bases. 

(10)  Paralelo  entre  estas  tres  Constituciones ,  — La  do  Suiza  es  k 
más  amplia  (si  bien  complicada  por  su  neutralidad  forzosa  y  el 
deseo  de  asegurar  su  libertad  interior  (Fciock-Brentano),  La 
de  los  Estados  Unidos  lo  es  menos,  acercándose  mucho  al  ideal 
del  Estado  federativo.  El  imperio  alemán  presenta  notable.íj 
diferencias  que  le  separan  de  ambas  organizaciones  j  en  Ale- 
mania existe  un  Estado  principal:  Prusia^  que  no  lo  hay  en 
los  otros;  en  Suiza  y  los  Estados  Unidos  loa  empleados  fede^ 
rales  son  distintos  de  los  de  los  Estados  particulares;  en  Ale- 
mania  el  emperador  es  rey  de  Prusia  y  sus  minia troi^  miem- 
bros del  Consejo  federal.  En  cambio  se  diíerencia  de  las  otras 
en  reservarse  el  derecho  de  legación  paii^icular  loa  Estados 
federados.  Es  el  porvenir  de  Alemania  la  formación  del  Esta- 
do único  (según  la  opinión  de  Bluntschli  y  Calvo)*  Funck- 
Brentano  afirma  es  hoy  de  hecho  ya  un  Estado  soberano  (Prn- 
sia)  rodeado  de  varios  otros  medio  soberanos. 

(11)  Es  difícil  señalar  con  separación  completa  las  Estados 
protegidos  de  los  semisoberanos.  Pueden  mencionarse 
entre  los  primeros  Monaco,  que  lo  está  bajo  el  nominal  de 
lia,  en  virtud  del  tratado  de  1861  (habiéndolo  sido  ante) 
mente  España),  pues  por  el  tratado  de  1865  disfruta  de 
eho  Francia  de  todos  los  derechos  de  soberanía  (V.  SmitJ      l 
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el  Dice,  de  Blunstchli,  v^,  Monaco);  San  Marino  bajo  el  de  Ita- 
lia y  anteriormente  de  la  Santa  Sede. 


(12)  El  Estado  semisoberanb  más  conocido  en  la  actualidad 
es  el  de  Bulgaria,  en  virtud  del  tratado  de  Berlín  de  1878; 
Rumania  y  Servia,  que  lo  eran  por  el  de  París,  son  hoy,  según 
ya  vimos,  independientes,  en  virtud  de  aquél.  Las  dos  crea- 
ciones de  los  tratados  de  1815  no  existen  ya;  la  república  de 
Cracovia  (última  ruina  de  la  libertad  polaca)  fué  anexionada 
al  Austria  en  1848  (á  pesar  de  las  protestas  de  Francia  é  In- 
glaterra); las  Islas  Jónicas,  uno  de  los  más  curiosos  casos  de 
semisoberanía  y  protección,  que  lo  estaban  bajo  el  de  Ingla- 
terra, cuyo  lord  Commissioner  las  gobernaba,  cuyas  tropas  las 
guarnecían  y  cuya  bandera  finalmente  ostentaban,  fueron  uni- 
das á  Grecia  en  1864.  Andorra  se  halla  bajo  el  de  Francia  y 
de  España,  la  cual  da  realidad  internacional  á  los  derechos  de 
su  subdito,  el  obispo  de  ürgel.  Nombran  ambos  soberanos  un 
veguer  cada  uno:  el  francés  vitalicio,  el  obispo  por  tres  años. 
Paga  Andorra  un  tributo  de  891  francos  á  España  y  960  al 
gobierno  francés.  Fué  reconocida  solemnemente  la  neutrali- 
dad de  Andorra  por  el  gobierno  español  (por  la  convención  de 
22  de  Diciembre  de  1834.  T.  I,  27)  (f).  También  era  vasallo 
de  España  el  sultán  de  Joló;  así  lo  confesó  en  un  tratado  ce- 
lebrado en  1877,  habiendo  reconocido  nuestra  soberanía  en 
aquel  archipiélago  Alemania  é  Inglaterra  en  convención  fir- 
mada en  Madrid  á  7  de  Marzo  de  1885.  (T.  VTTT.  459.) 

De  las  antiguas  Regencias  de  la  Puerta,  Trípoü,  Túnez  y 
Egipto,  sólo  en  la  última  puede  decirse  se  conserva  aún  la  an- 
tigua soberanía  del  sultán.  Al  dar  éste  en  1841  á  Mehemet- 
Alí  el  primer  firman,  se  la  reservó  expresamente.  El  más  re- 
ciente de  dichos  títulos  es  el  expedido  á  favor  del  kedive 
Tewfick-Bajá  en  2  de  Agosto  de  1879  (Holland.,  Europ.  Conc., 
página  125).  En  él  se  manda  que  se  paguen  las  contribuciones 
y  «e  acuñe  la  moneda  á  nombre  del  sultán,  siendo  iguales  á 
turcas  las  banderas  y  uniíbrme  del  ejército,  que  no  puede 
I     «der  de  18.000  hombres,  á  no  ser  que  en  caso  de  guerra 


Sobre  la  situAclón  Jurídica  do  Andorra  véanse  znifl  Nota»  hittórictxriHca», 
tción  de  TiratadoB.  T.  V.,  páginas  151-58). 
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necesitase  el  sultán  del  mismo.  El  tributo  es  de  libras  ester- 
linas 750.000.  El  kedive  puede  negociar  libremente  los  trata- 
dos comerciales  que  le  convengan  que  no  perjudiquen  los  de- 
rechos soberanos  de  la  Puerta  sobre  Egipto,  pero  teniendo 
bien  en  cuenta  que  deben  comunicarse  á  la  misma  antes  de  su 
promulgación. 

En  un  caso  reciente  que  cita  Phillimore  se  negó  á  un  bnqne 
del  kedive,  el  Charkieh,  el  carácter  de  buque  propio  de  un  so- 
berano independiente. 

En  la  guerra  ruso-turca  envió  el  Egipto,  como  vasallo,  sus 
tropas  á  Turquía. 

(13)  Como  asociación  de  Estados  de  naturaleza  económica 
debe  mencionarse  el  ZoUverein,  En  1827  Baviera  y  Wurtem- 
berg  firmaron  un  tratado  suprimiendo  los  derechos  de  adua- 
nas entre  las  mismas  y  dividiéndose  proporcionalmente  los 
ingresos,  llamándose  su  unión  la  liga  bávara.  Vino  después  la 
pnmana,  formada  por  esta  nación  con  Anhalt  y  Hesse  Darms- 
tadt,  y,  finalmente,  la  de  las  Sajonia,  Hesse-Cassel,  Brunswick, 
Nassau,  los  Reuss  y  los  Schwarzburgos  formaron  en  1828  la 
Hga  turinffia. 

En  1868  abrazaba  el  Zollverein  toda  Alemania  (menos  Aus- 
tria, que  en  su  proteccionismo  no  comprendió  el  fin  poHtico 
que  se  escondía  en  esa  unión  aduanera)  y  las  ciudades  anseá- 
ticas de  Hamburgo  y  Brema.  El  ZoUverein  celebró  tratados  di- 
comercio  con  los  principales  Estados  de  Europa,  estaba  presi 
dido  por  Prusia  y  tenía  un  JBundesrath  como  poder  ejecutivo  y 
un  Zollparlementcuj&8  disposiciones  debían  tener  fuerza  de  ley 
en  todos  los  Estados  confederados.  (V.  en  Calvo  Traüél,  §  78, 
amplios  detalles  sobre  esta  singular  aUanza  precursora  del 
moderno  Imperio  alemán.) 

(A)  La  unión  personal  entre  Holanda  y  Luxemburgo  con- 
cluyó el  23  de  Noviembre  de  1890,  á  la  muerte  del  rey  de  lot: 
Países  Bajos,  por  no  poder  suceder  las  mujeres  al  trono  "*"! 
último,  que  ha  pasado,  en  virtud  del  pacto  de  1783,  del  trat  :> 
de  Viena  de  1816  y  de  los  de  Londres  de  1867,  al  gran  du  í 
Adolfo  de  Nassau,  mientras  que  los  Países  Bajos  están  reg:'  b 
por  Guillermina.  Sobre  la  unión  de  Bélgica  con  el  Congo  vi  ?• 
lo  que  hemos  dicho  en  una  nota  anterior  (§32,  nota  A)  '     i 
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respecto  á  Anstrla-Hungria,  la  mayoría  de  los  autores  recien- 
tes consideran  real  sn  unión,  aunque  Bidermann  (citado  por 
Bonñls  Fauchille)  sostiene  aún  que  es  personal.  Son  ministros 
comunes  los  de  Asuntos  extranjeros,  Guerra  y  Hacienda  (g). 

(B)  Los  Estados  federales  de  América  son,  además  de  los 
Estados  Unidos  de  la  América  del  Norte,  Méjico,  Colombia, 
Brasil,  Venezuela  y  la  república  Argentina.  En  la  América 
central.  Honduras,  Nicaragua  y  el  Salvador  acordaron  en  1895 
reunirse,  formando  una  confederación  titulada  «Eepública  Ma- 
yor del  Centro- América»,  que  fué  reconocida  por  las  demás  na- 
ciones, especialmente  por  los  Estados  Unidos,  Francia  y  Espa-" 
ña.  Por  el  tratado  de  Managua  de  27  de  Agosto  de  1898  se  cam- 
biaba el  nombre  y  carácter  de  la  misma,  pasando  á  ser  Estado 
federal  bajo  el  nombre  de  Estados  Unidos  de  Centro- América; 
mas  á  fines  de  Noviembre  de  1898  quedó  disuelta  la  República 
Mayor,  recobrando  su  independencia  las  tres  confederadas. 

(O)  Difícil  es  hacer  una  clasificación  completa  de  los  Es- 
tados actualmente  protegidos  ó  semisoberanos;  pero  he  aquí 
una  lista  de  los  principales: 

Colectivo  de  España  y  Francia:  Andorra. 

Colectivo  de  Alemania,  Estados  Unidos  y  Gran  Bretaña:  las 
islas  de  Samoa  (1889).  En  virtud  de  un  reciente  acuerdo  de  las 
tres  potencias  (1899),  el  gobierno  de  dichas  islas  se  ejercerá  por 
un  administrador  designado  por  las  mismas  y  asesorado  por 
los  cónsules  respectivos.  De  ello  resulta  que  propiamente  se 
trata  ya  de  un  caso  de  condominio  internacional,  y  no  de  un 
protectorado  {h). 

De  España:  los  territorios  de  la  costa  occidental  del  África 
comprendidos  entre  C<ü)0  Blanco  y  Cabo  Bojador,  mandado 
notificar  á  las  potencias  en  26  de  Diciembre  de  1884  (T,  IX,  499), 
reconocido  por  varios  xeys  y  xerifes  del  Sahara  Occidental  y 

(g)  £1  Auigleich,  que  es  el  pacto  entre  los  dos  Estados  para  los  asantos  comer- 
ciales y  de  aduanas,  determinando  además  la  cnota  de  cada  Estado  en  los  gastos 
«H>mmies,  se  renueva  cada  diez  años,  y  el  último  expiró  en  31  Diciembre  de  1897. 
P — rogado  hasta  el  31  Diciembre  de  1899;  en  dicho  año  quedó  de  nuevo  extendi- 
d  Mta  1907,  acordándose  que  la  proporción  en  los  gastos  comunes  seria  del  65,6 
I       00  para  Austria  y  el  84,4  para  Hungría. 

En  el  mismo  año  de  1899  se  verificó  la  división  de  este  condominio,  acor- 
t  lOoe  por  Tmtado  de  9  d^  Noviembre  que  Sawaii  y  Upolu  serían  de  Alemania, 
}  tDÜa  y  las  demás  isLu  de  los  Estados  unidos,  no  quedando  nada  para  la  Gran 
I  iña,  que  se  contentó  con  que  se  reservara  en  dichas  islas  una  plena  libertad 
i      tmerdo  para  las  tres  naciones. 
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del  Adrar  en  los  tratados  de  lyil  de  12  de  Julio  de  IBSfi 
(T.  IX,  501). 

De  Francia:  Túnez  (tratado  del  Bardo  de  1883).  El  bey  con- 
serva el  derecho  pasivo  de  embajada,  pero  comunicándose  con 
él  los  enviados  por  medio  del  residente  francés.  —  Tonkin  y 
Annam  (1874)  y  Carnbodje,  regulado  por  el  tratado  de  1884.  — 
Madagascar,  cuyo  protectorado  se  regía  por  el  Convenio 
de  1885,  ha  sido  declarado,  por  ley  de  6  de  Agosto  de  1896,  con 
todas  las  islas  qué  de  él  dependen,  colonia  francesa. 

De  Alemania:  Togo  (1884),  archipiélagos  Tonga,  Salomón  (i) 
y  Marshall  (1886)  y  parte  de  la  Nueva  Guinea  (1885). 

De  la  Gran  Bretaña:  los  príncipes  de  la  India,  los  tres  peque- 
ños Estados  de  Borneo;  Borneo  del  Norte,  Sarawak  y  Brun- 
ci  (1888)  y  Zanzíbar  (1890)  (j). 

El  Afghanistan  puede  considerarse  como  independiente. 

De  Rusia:  los  khanatos  de  Chiva  y  Buchara  (1873-76). 

De  Turquía:  Egipto  y  Bulgaria  (k),  más  bien  Estados  semiso- 
heranos.  Después  de  la  reconquista  del  Sudán  por  el  esfuerzo 
combinado  de  Inglaterra  y  Egipto,  se  ha  pactado  por  el  conve- 
nio de  19  de  Enero  de  1899  el  gobierno  en  común  de  dicho  país 
por  ambos  Estados,  el  segundo  de  los  cuales  mismo  se  halla  de 
hecho  bajo  el  protectorado  del  otro  más  bien  que  en  el  de  Tur- 
quía. Creta,  gobernada  en  nombre  del  sultán  por  el  príncipe 
Jorge  de  Grecia  (fines  1898)  por  indicación  de  las  potencias,  es 
en  realidad  una  provincia  turca  con  un  régimen  propio  im- 
puesto internacionalmente. 

El  protectorado  de  Italia  sobre  Ahisinia,  que  ésta  quería  de- 
ducir del  tratado  de  ücciali  (1889),  quedó  derogado  por  la  pai 
de  Addis  Abeba  de  26  de  Octubre  de  1896. 

Los  protectorados  sobre  los  países  semicivilizados  de  África 
y  Oceanía,  sobre  todo  los  alemanes,  llamados  más  bien  protec- 
torados coloniales,  son  frecuentemente  ejercidos  por  compa- 
ñías particulares,  á  las  cuales  se  cede  parte  de  los  derechos  de 

(i)  Por  el  mismo  Tratado  de  1890  [véase  nota  (h)],  en  que  Inglaterra  renimd^i 
508  derechos  á  las  islas  de  Samoa,  recibió  de  Alemania  las  islas  de  Tonga  y  de 
Salomón,  exceptuadas  las  de  Bugalnyllle  y  Bakaa. 

(j)  Véase  la  nota  anterior. 

(k)  A  pesar  de  su  situación,  Bulgaria  ha  firmado  los  Convenios  de  El  ^ 
aunque  uo  poi  el  orden  alfabético,  sino  después  de  todas  las  demás  potencii 
beranas;  sin  embargo,  como  observa  FauchiUe,  suscribió  algunos  de  sus  acuí  \ 
que  no  lo  hablan  sido  aún  por  Turquía,  el  31  de  Diciembre  de  1899  y  aun  adh  fc 
ésta  á  la  convención,  acerca  la  aplicación  de  la  convención  de  Ginebra  á  li  f- 
ira  maritima,  Bulgaria  no  lo  hizo  con  la  reserva  acerca  el  art.  X,  que  r'  ¡1 
gobierno  otomano. 
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soberanía  y  administración  y  sirven  como  de  etapa  preliminar 
á  la  constitución  de  nna  colonia.  El  tratado  de  Berlín  de  1885, 
en  su  art.  34,  dispone  que  en  lo  sucesivo  toda  potencia  que 
ocupe  ó  asuma  un  protectorado  en  las  costas  del  continente 
africano  acompañe  al  acta  respectiva  una  notificación  dirigida 
á  las  otras  signatarias  para  que  puedan  las  mismas  hacer 
valer  sus  derechos,  si  hubiera  lugar  á  ello.  (V.  §  51,  donde  re- 
señamos el  actual  reparto  del  África  entre  las  potencias  euro- 
peas). Acerca  la  situación  especial  de  Chipre  y  de  la  Bosnia- 
Herzegovina  véase  §  53. 


§  36.  Cambios  y  fin  de  la  soberanía  de  los 
Estados'^.  —  Univer sitas  non  moritur  sed  conservatur 
in  (Eterno;  con  estas  palabras  significaban  los  juris- 
consultos romanos  que  los  derechos  y  obligaciones  de 
las  comunidades  políticas  no  se  extinguen  jamás  por 
las  alteraciones  que  sufren  en  su  desarrollo  históri- 
co (1).  En  otro  lugar  consideraremos  que  la  detención 
transitoria  por  un  Estado  de  la  soberanía  de  otro  pro- 
duce el  efecto  de  que  sus  actos  obligan  al  Gobierno 
legítimo  que  le  sucede  por  la  restauración  (§  131)  (2). 
Se  considera  hoy  como  mera  cuestión  escolástica  la 
de  la  muerte  de  un  Estado  por  la  de  todos  ó  la  ma- 
yor parte  de  los  individuos  que  lo  formaban;  seria- 
mente tal  extinción  sólo  sucede  ó  forzosamente  por 
anexión  ó  conquista,  ó  voluntariamente  disolviéndo&e 
el  lazo  por  el  que  el  Estado  se  había  constituido  y  sub- 
sistía (3).  Cuando  un  Estado  se  descompone  y  fraccio- 
na, ya  por  declararse  independiente  cualesquiera  de 
sus  provincias,  ya  por  unirse  las  mismas  en  virtud  de 
un  tratado  á  otra  nación  vecina,  ó  una  asociación  de 
Estados  se  disuelve  recobrando  éstos  su  primitiva  in- 
denendeixcia,  mientras  quede  una  parte  principal,  en 
e  continúa  el  Estado  primitivo  con  todos  sus  dere- 
c  á  y  obligaciones.  No  se  ha  modificado  la  situación 
i     rnacional  de  Francia  por  la  separación  de  la  Al- 

M88. 
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sacia  y  la  Lorena,  y  el  Imperio  turco  sigue  el  mismo 
á  pesar  de  las  sucesivas  am^putaciones  que  ha  sufrido. 
Pero  ¿cuáles  serán  las  reglas  aplicables  cuando  no 
quede  nadie  que  arrostre  la  responsabilidad  del  di- 
funto Estado,  presentándose  como  su  sucesor  univer- 
sal, y  aunque  éste  se  halle,  cómo  se  determinarán  las 
sucesiones  singulares  (4)?  Con  respecto  á  los  tratados 
debe  sentarse  el  principio  que  si  no  ha  quedado  nin- 
guna representación  del  Estado  antiguo,  cesan  com- 
pletamente en  su  validez  mientras  no  resulte  perjui- 
cio de  tercero.  La  mayor  parte  de  los  autores  sostie- 
nen que  los  tratados  reales  no  concluidos  por  intereses 
dinásticos  y  personales  (V.  §  58),  continúan  obligando 
al  nuevo  Estado;  lo  indudablemente  cierto  es  que  las 
estipulaciones  que  limitan  la  soberanía  en  un  territo- 
rio determinado  á  favor  de  un  tercero,  como  obliga- 
ciones in  rem  scriptas,  pasan  á  sus  nuevos  poseedo- 
res (*).  Nada  más  respetable  que  los  intereses  de  los 
particulares,  y  por  esto  es  indudable  que  los  contra- 
tos del  cedente  obligan  al  cesionario  ó  sucesor  j  y  mu- 
cho más  tratándose  de  objetos  de  utilidad  pública. 
La  deuda  púhlica  se  transmite  en  virtud  de  la  regla 
hona  non  intelliguntur  nisi  deducto  cere  alieno.  Es  du- 
dosa la  base  que  debe  servir  para  determinar  la  pro- 
porción en  que  deben  contribuir  á  pagarla  los  nuevos 
Estados,  aunque  parece  la  mejor,  no  tratándose  de 
deudas  hipotecarias,  la  del  impuesto.  Italia  convirtió 
en  una  deuda  común  á  su  cargo  la  de  los  antiguas 
príncipes  desposeídos,  y  en  el  tratado  de  Berlín  fle 
distribuye  proporcional  parte  de  la  deuda  turca  entre 
los  Estados  que  nuevamente  crea  (®).  En  las  bienes  pú- 
blicos los  del  fisco  pasan  al  nuevo  Estado ;  los  propia- 
mente llamados  tales,  como  son  edificios  civileSj 
litares  y  de  beneficencia,  son  de  aquel  en  cuyo  te  - 
torio  se  encuentran.  Con  respecto  á  las  cosas  mucbl  i 
metálico,  provisiones,  etc.,  existen  las  mismas  rep    s 
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y  dudas  que  acerca  la  deuda  pública.  Lástima  que 
para  dolor  de  España  y  vergüenza  para  su  vencedor 
no  se  hayan  seguido  estos  principios  en  el  Tratado  de 
París,  reducida  aquélla  á  pactar  el  abandono  de  su 
soberanía  en  Cuba  (A).  Desde  el  momento  que  ocurre 
el  cambio  de  la  soberanía,  cesa  en  todos  sus  derechos 
el  Estado  anterior.  Concluyen  en  sus  cargos  todas  las 
autoridades  anteriores  y  terminan  en  sus  funciones 
lo  mismo  que  los  representantes  diplomáticos  y  con- 
sulares allí  residentes  de  las  naciones  extranjeras  (7). 

(1)  La  revolnción  de  1830  desconoció  estos  principios  pre- 
tendiendo que  los  tratados  de  1815  celebrados  por  la  Francia 
monárquica  no  obligaban  de  derecho  á  la  Francia  republicana: 
Le$  traites  de  1815  n^existentplus  en  droit  aux  yeux  de  la  Républi- 
qtte  frangaise,,,  sónt  desfaits  á  modifier  é^accord  commun  (des- 
pacho de  Lamartine  de  2  de  Mayo  de  1848.  Mart.,  N.  R.  G., 
Xn,  pág.  68).  Forma  civitatis  mutata,  Tion  mutatur  ipso  populus, 
eadem  respublica  est.  Y  dice  un  fragmento  del  Digesto  (L.  76 
de  Jud.  D.  V,  1):  Legionem  eamdem  haheri  ex  gua  multa  deces- 
^ent  quorum  in  locum  alii  subjecti  essent  etpopulum  eumdem  hoc 
iewpore  putari  qui  abJdnc  centum  annisfuissent  quum  ex  ill^s  nemo 
tiveret. 

(2)  La  mayor  parte  de  los  autores  convienen  en  que  en 
derecho  estricto  tiene  perfecto  derecho  el  gobierno  restaurado 
de  anular  todos  los  actos  del  gobierno  intermedio  ilegítimo, 
sobre  todo  si  la  duración  de  éste  ha  sido  efímera  é  ilegal  á 
todas  luces.  Klüber  (Ob.  cit.,  §  258)  y  Bulmerincq  (Handb,, 
pág.  196),  autores  nada  sospechosos  de  ideas  reaccionarias  ni 
anticuadas,  pueden  citarse  como  participando  dje  la  misma 
opinión.  El  primero  expone  muy  acertadamente  la  situación  y 
los  deberes  de  los  subditos.  Par  leur  séparation  inevitable  de  leur 
so^'^^ain  Ultime,  les  citoyens  se  trouvent  obligés  de  continuer  la 
to  'tépoliOque  avec  le  conquérant  ou  son  successeur;  sans  nean- 
«*  s  que  cela  puisse  préjudicier  au  droit  du  souveraint  legitima  Se 
re     ?r  dans  Véxerdce  de  son  auiorité. 

no  dice  muy  bien  Bulmerincq,  no  han  usado  los  gobier- 
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nos  restaurados  de  su  derecho  en  la  mayor  parte  de  loa  cosos. 
Los  tratados  de  1815  convalidaron  todas  las  enajenaciones 
hechas  por  la  Eepública  y  el  Imperio  (los  mismos  emigrados 
no  hicieron  á  ello  objeción  ninguna).  Prusia,  que  había  reco- 
nocido el  reino  de  Westfalia,  no  anuló  tampoco  los  actos  de 
Jerónimo.  Juzgamos  en  su  lugar  oportuno  la  conducta  con- 
traria del  elector  de  Hesse  (véase  §  131). 

Fernando  VII  dio  en  Junio  de  1817  un  decreto  declarando 
nulos  todos  los  pagos  hechos  por  compras  de  bienes  eclesiás- 
ticos al  rey  intruso,  á  no  ser  que  los  interesados  probasen  que 
lo  habían  verificado  *por  la  fuerza  (Klüber,  nota  í  al  §  259). 

La  equitativa  doctrina  que  convalida  los  actos  útiles  al  Es- 
tado del  usurpador  pertenece  á  Klüber  (§  259)  y  se  basa  prin- 
cipalmente en  la  doctrina  romana  de  la  in  rem  versio  y  en  la 
de  las  mejoras.  Hallará  el  lector  mayores  desenvolvimientos 
en  la  teoría  del  Postliminio  y  de  la  conquista  (§  131).  Los  go- 
biernos restaurados  han  aceptado  las  responsabilidades  de  los 
actos  de  \áolencia  de  sus  predecesores.  Los  Estados  Unidos 
lograron  de  Francia  una  indemnización  por  los  perjuicios  que 
la  ocasionaron  los  decretos  de  Berlín  y  de  Milán  (tratado  de 
Julio  de  1831),  y  de  Ñápeles  otra  por  los  atropellos  cometidos 
por  el  gobierno  de  Murat  (tratado  de  Octubre  de  1832). 

(3)  «Los  Estados  nacen,  crecen  y  mueren  como  los  indi- 
viduos; son  sólo  inmortales  en  su  noción  y  en  su  necesidad, 
y  lo  es  á  lo  sumo  considerado  cada  uno  de  por  sí,  en  el  sentido 
que  no  depende  de  la  existencia  física  de  determinados  miem- 
bros; en  todo  lo  demás  eS  finito  como  todo  lo  terreno  y  no  le 
sobrevive  en  modo  alguno  su  poderío.»  Heffter  (§  24,  pág.  56}* 
Los  principales  casos  de  extinción  total  de  un  Estado  son  la 
muerte  ó  emigración  de  tpdos  sus  miembros  (en  este  último 
caso  no  limitándose  á  cambiar  de  territorio,  justísima  obser- 
vación de  Geffcken)  ó  la  desaparición  de  territorio  en  virtud 
de  su  anexión  ó  fusión  completa  con  otro  Estado  (%nio  per  con* 
fusionen^  v.  g.,  el  reino  de  las  Dos  Sicilias,  Toscana,  etc.,  "^ 
Italia).  Se  disminuye  parcialmente  si  cede  cualquiera  de  ^ 
provincias  á  otro  Estado  ó  éste  se  las  conquista.  Véanse  i 
Hartmann  (§  12)  y  Bluntschli  (§  54  á  60)  las  reglas  más  - 
muñes  y  los  principales  ejemplos  sobre  este  particular      a 
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que  hay  que  repetir  aquí  es  que  mientras  exista  una  porción 
de  territorio  que  represente  la  nación  extinguida,  continuará 
el  antiguo  Estado  con  todos  sus  anteriores  derechos  y  debe- 
res. Polonia  prosiguió  como  á  tal  hasta  su  postrera  y  deñniti- 
va  división. 

(4)  Tratan  aquí  los  autores  de  derecho  internacional  re- 
unidos y  según  unos  mismos  principios  los  efectos  producidos 
en  las  obligaciones  internacionales,  tanto  por  la  alteración  en 
la  forma  de  gobierno  como  por  un  cambio  en  la  personalidad 
internacional  (aumento,  separación,  división  ó  muerte)  de  un 
Estado  determinado.  Wheaton  ha  sido  el  que  ha  principiado 
á  exponer  con  detalles  esta  teoría,  y  Bluntschli,  Hefífter,  Hart- 
mann,  etc.,  la  han  acabado  de  ilustrar. 

(6)  Con  relación  á  los  tratados  públicos,  sirve  aún  de  mu- 
cho la  distinción  propuesta  por  Vattel  entre  tratados  reales 
y  personales,  de  la  que  nos  ocuparemos  en  su  lugar  oportuno. 
Los  tratados  cuyo  motivo  es  el  dominio  de  una  determinada 
casa  ó  principe,  concluyen  necesariamente  con  la  abdicación 
ó  destronamiento  de  la  misma.  Eazón  sobrada  tenia  España 
de  considerarse  Hbre  de  la  alianza  ofensiva  y  defensiva  del 
Pacto  de  familia  (véase  §  1 2)  celebrada  con  Francia  por  la 
muerte  de  Luis  XVI  y  establecimiento  de  la  Kepública. 

Únicamente  siguen  al  separado  territorio  (ó  á  la  nación 
sublevada  ó  anexionada)  los  tratados  que  se  refieren  directa- 
mente al  mismo,  v.  g.,  los  de  límites,  de  servidumbres  inter- 
nacionales, etc.;  las  alianzas  de  todo  género  y  mucho  más  las 
que  son  incompatibles  con  la  nueva  situación  (v.  g.,  si  ha  en- 
trado el  que  se  disgregó  en  una  federación  ó  Estado  federal) 
cesan  completamente  en  su  valor. 

(6)  La  deuda  pública  que  está  especialmente  hipotecada 
fm  ciertos  bienes  ó  rentas  públicas,  claro  es  que  sigue  la  suer- 
te le  las  mismas;  la  cuestión  versa  únicamente  sobre  aquella 
p  te  de  la  que  responde  in  solidum  el  Estado.  Si  están  confor- 
n  )  la  ciencia  y  la  práctica  internacional  en  proclamar  la  jus- 
ti  %  de  que  en  el  momento  de  la  separación  se  reparta  pro- 
p  sionalmente,  no  lo  están  en  la  base  de  esta  proporción. 
orno  I.  12 


PARTE  GENERAL 

Opina  Holtzendorff  (Enciclopedia)  que  debe  hacer bg  según  al 
número  de  habitantes;  Bluntschli,  según  los  impuestos,  y  no 
falta  quien  esté  por  la  extensión  territorial,  opinión  que  nos 
parece  la  mas  equivocada  de  todas.  Lo  mejor  es  dejarlo  á  la 
reüjolución  de  los  Estados  interesados  en  cada  caso  particular. 
Con  la  única  excepción  de  Alemania  al  adquirir  la  Alsacia  y 
la  Lorena,  que  no  tomó  parte  ninguna  de  la  deuda  francesa, 
ha  se  seguido  este  principio  en  todas  las  anexiones  moder- 
na». El  presidente  San  tana  en  la  proclama  en  la  que  anun- 
cia hí  reincorporación  de  la  República  dominicana  á  España, 
previene  que  se  procurará  que  España  amortice  el  papel  actual- 
iBénte  en  curso  en  la  Eepública  (Mart.  N.  R.  G.  XVH,  2.* 
jmrte,  ]48).  Cerdeña  unificó  en  su  deuda  pública  la  de  los 
distintos  Estados  que  forman  hoy  el  Reino  de  Italia,  y  en  los 
tratados  de  1859  y  1866  aceptó  la  parte  proporcional  que  le 
tocaba  de  la  austríaca;  al  formarse  los  nuevos  Estados  balcá- 
nicos en  el  tratado  de  Berlín  se  les  distribuyó  una  parte  pro- 
porcional de  la  deuda  turca.  Grocio  (ü,  9,  10):  «^Contra  eve- 
níÉ  ¡it  qu<B  una  civita  fuerai,  dividatur,  aut  consensu  mutuo,  aut  ü 
heUk<B  sicut  Corpus  imperii  Persici  dimsum  est  in  Alexandri  succei- 
forey.  Qiiod  cum  fit,  plura  pro  uno  eañstunt  summa  imperta,  eum 
.mo  jnre  in  partes  smgulas.  Si  quid  autem  commune  fuerit,  id  aut 
mmmuniter  est  administrandum,  aut  proratis  portionibus  dividen- 
flum.^  Así  se  pactó  al  reunirse  en  1814  Bélgica  con  Holanda. 
Zt'jf  charges  devant  étre  communes  ainsi  que  les  hénéjices,  les  detíes 
vimíractés  jusqu*á  Vépoque  de  la  reunión  par  lesprovinces  hollandai- 
xfs  d^un  cote  et  de  Vautre  par  les  2>romnces  belgiques  seront  á  la 
(rhargc  du  tr ¿sor  general  des  Pays-Bas.>> 


{A)  Parece  á  primera  vista  que  no  se  han  observado  estos 
principios  en  lo  que  á  la  deuda  de  Cuba  se  refiere  al  ocurrir  la 
pérdida  de  esta  isla  por  España  al  celebrarse  la  paz  de  París 
en  Diciembre  de  1898,  Pero  hay  que  tener  en  cuenta  que  se 
debe  á  la  forma  en  que  se  negociaron  el  Protocolo  primero  y 
la  paz  después.  Dice  así  su  art.  1.**:  wEspaña  renuncia  todo 
techo  de  soberanía  y  propiedad  en  la  isla  de  Cuba.  Los  Esta 
Unidos  (sólo),  mientra^  dure  su  ocupación,  tomarán  sobre 
cumplirán  todas  las  obligaciones  que  por  el  hecho  de  ocup 
impone  el  derecho  internacional  para  la  protección  de  vi 
y  haciendas».  España,  lo  único  que  ha  hecho,  aunque  se^ 
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ejemplo  sin  precedentes  en  la  historia  y  que  no  es  fácil  haya 
después  semejante  gobierno  en  cualquier  otro  país  que  tenga 
qne  imitarlo  por  desesperada  que  sea  su  suerte,  es  abandonar 
sn  derecho  y  deber  de  soberanía  en  Cuba  sin  indicar  ni  procu- 
rar quien  la  recoja.  Por  esto  no  son  aplicables  en  este  caso  las 
elementales  y  evidentes  reglas  del  derecho  internacional  acer- 
ca de  la  sucesión  entre  Estados,  y  éste,  al  no  hallar  solución 
alguna  al  conflicto,  no  debe  cargar  responsabilidad  alguna  por 
on  hecho  que  no  le  pertenece. 
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CAPITULO  SEGUNDO 


DEL   OBJBTO   DE   LOS  DERECHOS 
INTERNACIONALES 

§  37.  Objeto  del  derecho:  el  territorio.  De 
los  limitefl*^.  —  Las  cosas  sobre  las  que  los  derechos 
internacionales  se  ejercen  y  que  forman  la  esfera  de 
acción  de  I09  derechos  de  soberanía  constituyen  el 
territorio.  Este  puede  definirse:  el  lugar  en  qus  el  Es^ 
todo  ejerce  todos  sus  derechos  políticos  y  la  mayor  par- 
te de  los  internacionales,  logrando  por  tal  posesión  su 
particularización  é  independencia  en  la  sociedad  politi- 
ca  de  las  naciones.  Aunque  sea  propiamente  el  espacio 
de  tierra  comprendido  dentro  los  límites,  se  extiende 
por  una  parte:  1),  á  las  aguas  territoriales;  2),  á  los 
buques  de  la  nación  en  tiempo  de  paz,  y  3),  á  un  cierto 
derecho  de  jurisdicción  sobre  los  subditos  residentes 
en  determinadas  naciones  no  cristianas.  Queda  limi- 
tada en  cambio:  1),  por  el  privilegio  de  la  extrate- 
rritorialidad; 2),  por  las  servidumbres  internaciona- 
les; 3),  y  en  general  por  los  tratados  (1).  El  dominio 
eminente  del  Estado  sobre  el  territorio,  que  no  debe 
confundirse  con  la  propiedad  civil,  es  relativo  conr.es- 
p^'íto  á  los  subditos,  y  autoriza  sólo  á  exigir  la  sumi- 

8  1  política  en  los  que  en  él  habitan,  y  á  un  derecho 
c     dicional  de  expropiación  en  caso  de  pública  nece- 

9  \d.  Debe  distinguirse  también  entre  los  bienes  que 

O.IW. 
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el  Estado  posee  como  verdadero  propietario,  bienes 
del  fisco,  de  los  que  son  de  la  nación j  para  el  uso  de 
l03  habitantes  en  la  misma,  v.  g.^  los  ríos,  cami- 
nos, etc.  {2).  Los  limites  son  la  circunferencia  que  de- 
termina hasta  dónde  llega  el  circulo  de  la  autoridad 
del  Estado  (3),  La  necesidad  de  fijarlos  bien  aumenta 
cuando  separan  la  esfera  de  acción  de  dos  Estados  ci- 
vilizados. Los  montes,  y  mejor  las  cordilleras  (4),  el 
mar,  los  ríos  (S),  en  cuyo  caso  es  línea  divisoria  el 
íhalweg  (el  punto  de  mayor  profundidad  del  cauce  del 
río  por  donde  pasan  los  barcos  al  navegar  en  él)  cons- 
tituyen las  llamadas  fronteras  naturales  y  este  siste- 
ma^ á  más  de  que  facilita  mayor  claridad,  da  oca- 
sión para  prestar  reconocimiento  á  la  idea  de  las  na- 
cionalidades, pero  hay  que  tener  muy  en  cuenta  la 
observación  de  Funck- Bren  taño;  las  fronteras  artifi- 
ciales de  Vaubán  salvaron  á  Francia  en  tiempo  de 
Luis  XIV  mientras  las  naturales  no  la  defendieron  en 
el  de  Napoleón  III.  Las  fronteras  artificiales  que  en 
la  mayor  parte  de  los  casos  suelen  acompañar  á  las 
naturales  y  sirven  para  precisarlas  (6)  pueden  con- 
sistir en  piedras,  columnas,  postes,  etc.  En  el  mar  se 
señalan  por  boyas  flotantes;  otras  veces,  como  sucede 
en  la  frontera  del  Canadá  con  los  Estados  Unidos,  se 
indican  por  medio  de  grados  geográficos  (7).  Para  pre- 
cisar las  fronteras,  rectificarlas  si  es  preciso,  se  acít>- 
\  tumbran  nombrar  comisiones  mixtas  de  límites,  per- 

[  manentes  á  veces  para  cuidar  de  la  conservación  de 

los  hitos  y  regular  las  relaciones  de  los4)ueblos  fron- 
terizos (8),  Los  límites  entre  España  y  Francia  están 
determinados  actualmente  por  los  tratados  de  1856 
(hasta  Navarra),  de  1862  (hasta  Andorra)  y  de  l^W 
{hasta  el  Mediterráneo).  En  ellos  se  declara  la  p  ?- 
sión  por  indiviso  de  la  isla  de  los  Faisanes  y  se  si  e 
en  general  la  línea  de  los  Pirineos,  menos  en  Ll^  a 
que  queda  casi  enclavada  en  territorio  francés     ). 
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Por  el  tratado  de  1864  se  fijaron  los  límites  de  España 
con  Portugal  desde  la  desembocadura  del  Miño  hasta 
la  unión  del  Gaya  con  el  Guadiana  (A)  (B). 

(1)  Con  razón  censura  Geffcken  (nota  8  al  §  19  de  Helfler) 
la  opinión  de  Bluntschli,  que  sostiene  en  su  art.  79  que  pue- 
den las  colonias  asimilarse  á  los  Estados  medio  soberanos  6 
protegidos;  existe  una  contradictio  in  ddjecto;  una  colonia  no  es 
jamás  un  Estado,  sino  parte  de  un  Estado.  Ceilán  y  Canadá 
son  partes  tan  esenciales  del  imperio  británico  como  Gales  y 
las  Hébridas. 

La  propiedad,  entendida  en  el  sentido  internacional  como 
derecha  de  los  Estados  en  su  territorio,  constituye  el  imperio; 
en  manos  de  los  particulares  es  lo  que  se  llama  dominio  (Heff- 
ter  y  Hartmann  obras  citadas).  El  territorio,  que  definían  los 
romanos,  universitas  rerum  in(ra  fines  cujusque  cimíatts,  puede 
llamarse,  con  Pando,  toda  aquella  porción  de  globo,  de  la  que 
la  nación  es  dueña,  y  á  la  cual  se  extiende  su  soberanía  (obra 
citada,  pág.  100).  Comprende  el  territorio  no  sólo  el  suelo  en 
que  la  nación  habita,  sino  también  sus.  colonias  y  enclaves  en 
otras  naciones  (v.  g.,  Gibraltar,  aunque  dentro  de  la  Penín- 
sula ibérica,  es  territorio  inglés),  y  su  jurisdicción  fluvial  y 
marítima. 

¿Puede  existir  condominio  entre  los  Estados?  Ejemplo  re- 
ciente es  el  del  Schleswig-Holstein,  de  1864  á  1866,  de  Pru- 
sia  y  Austria,  y  el  aun  existente  (obedeciendo  á  razones  histó- 
ricas) de  Francia  y  España  en  la  isleta  de  los  Faisanes  en  el 
Bidasoa. 

(2)  No  deben  confundirse  los  distintos  géneros  de  dere- 
chos de  dominio  que  ejercen  los  Estados.  A  más  del  eminente 
sobre  todas  las  cosas  que  se  hallan  en  el  territorio  fqitidquid  est 
w  territorio  est  de  territorio)^  existen  los  bienes  públicos,  en  su 
-- itido  estricto,  de  los  que  puede  tener  el  Estado  á  la  vez  el 

»  al  lado  de  la  propiedad  (substantia)^  cosas  del^co,  y  aque- 
I  on  que  tiene  meramente  derecho  á  la  substancia,  siendo  su 
)  de  todos  los  ciudadanos  (caminos  públicos,  ríos  interiores 
negables,  etc.).  Puede  un  Estado,  poseer  como  persona  jn- 
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rídica,  bienes  en  el  territorio  de  otro;  tal  derecho,  aunque 
forme  parte  del  patrimonio  público  del  primero,  se  regula  den- 
tro del  segundo  por  la  legislación  común  de  la  propiedad  indi* 
vidual  ó  privada. 

(3)  Polz  (Diccionario  de  BluntschU  v^.  Orenzen)  define  los 
límites:  oda  linea  exterior  que  determina  hasta  dónde  llega  la 
autoridad  del  Estado».  Las  cuestiones  de  limites  tienen  gran 
importancia;  una  buena  parte  de  las  guerras  de  lo&  pasados 
siglos  tuvieron  en  ellas  su  origen  ó  pretexto,  y  como  dice  Neu- 
mann  «en  los  bosques  vírgenes  del  Canadá  halló  su  principio 
la  guerra  do  bs  siete  años»  (Ob.  cit.  §  18  a), 

(4)  Cuando,  contra  las  reglas  naturales,  una  nación  posee 
toda  una  montaña,  ¿deberá  la  otra  prestarle  la  Uamada  servi- 
dumbre de  recepción  de  aguas?  (véase  §  53.)  La  necesidad 
obHgará  á  las  dos  Estados  colindantes  á  concertarse  acerca 
del  particular. 

(6)  Según  los  principios  del  derecho  romano,  la  mutación 
de  cauce  produce  entre  particulares  el  absoluto  efecto  de  cam- 
biar por  completo  su  dominio  en  las  fincas  regadas  por  el  río. 
Aquí,  tratándose  de  derechos  de  soberanía,  la  solución  es  dis- 
tinta, ya  que  no  es  propio  someter  la  suerte  de  los  pueblos  al 
ciego  arbitrio  de  la  fuerza  de  las  aguas. 

(8)  No  quiere  decirse,  pues,  que  donde  existan  limites  na- 
turales no  se  designen  también  artificial  ó  convencionalmen- 
te;  comúnmente  la  frontera  natural  sirve  de  regla  para  deter- 
minar la  artificial.  Así  España  y  Francia  tienen  por  limites 
natural  los  Pirineos,  y,  sin  embargo,  cualquiera  que  los  haya 
atravesado  habrá  visto  los  postes  y  columnas  que  señalan  el 
término  del  dominio  respectivo  de  las  dos  naciones. 

(7)  Así  se  determinaron  los  derechos  de  los  Estados  Uni- 
dos, Inglaterra  y  Rusia  en  los  tratados  de  1824  y  1825.  Prc 
tocólo  de  las  Carolinas  (Art.  2.^):  Ces  limites  son  tracas  pe 
l'Éqmleur  et  par  le  11^  degré  de  latitvde  Nord,  etpar  le  133^  et  164 
longit%de  est  (Greenwich). 


Í>KL  OBJETO  DB  LOS  DERECHOS  INTERNACIONALES      185 

(8)  La  importancia  de  la  clara  redacción  de  los  tratados 
de  limites  y  de  la  precisión  de  los  mapas  topográficos  que  los 
acompañan  es  indudable.  El  conocimiento  imperfecto  del  ar- 
chipiélago de  Georgia  costó  caro  á  los  ingleses  en  la  cuestión 
de  San  Juan;  la  cuestión  greco-turca  de  1882  era  la  conse- 
cuencia de  la  defectuosa  expresión  del  protocolo  de  Constan- 
tinopla  de  18«0,  (Gefifcken,  nota  al  §  66  de  Heffter.) 

A  veces,  para  evitar  las  dificultades  (ó  mejor  otras  veces 
para  salvar  el  puntillo  de  los  interesados)  se  declara  neutral 
un  pedazo  de  territorio  entre  una  y  otra  nación.  En  el  tratado 
de  1777  entre  España  y  Portugal,  al  establecer  los  límites  en 
el  rio  de  la  Plata,  se  declararon  neutras  las  lagunas  de  Meun  y 
la  Mangikera  (art.  5.^). 

(9)  Los  tratados  de  limites  entre  España  y  Francia  son  nu- 
merosos, celebrándose  en  1659,  1764,  1785  y  1814.  En  1§56 
principióse  á  hacer  la  delimitación  hoy  vigente  desde  el  cabo 
Higuier  hasta  la  extremidad  oriental  de  Navarra  (T.  11,  418). 
En  1862  prosiguióse  por  toda  la  provincia  de  Huesca  hasta  el 
valle  de  Andorra  (T.  IH,  373);  en  1866  desde  esta  república 
al  Mediterráneo,  dejando  á  Llivia  enclavada  en  el  territorio 
francés  (T.  IV,  246).  Firmóse  en  1868  el  acta  final  marcando 
el  señalamiento  de  mojones,  y  regulando  las  servidumbres 
internacionales  fronterizas,  estableciendo  una  comisión  mixta 
para  el  canal  de  Puigcerdá  (T.  IV,  262).  En  1879  se  redactó 
un  protocolo  sobre  los  límites  jurisdiccionales  en  la  bahía  de 
Higuier  (T.  11,  478). 

(A)  La  determinación  de  los  límites  con  Portugal  ha  tenido 
recientemente  otro  progreso  por  el  Convenio  de  27  de  Marzo 
de  1893  fijando  definitivamente  los  de  la  Dehesa  de  la  Con- 
tienda, seguido  por  un  acta  de  amojonamiento  de  18  de  Julio 
de  1894.  (T.  X,  881.) 

En  27  de  Septiembre  de  1893  se  determinó  la  zona  marítima 
del  rio  Guadiana.  (T.  X,  627.) 

L  Tratado  de  Marruecos  de  5  de  Marzo  de  1894  señala  la  f  or- 

n     de  demarcación  de  la  zona  neutral  en  el  campo  de  Melilla, 

d     )oniendo  se  destruyan  todos  los  cultivos  y  casas  existentes 

^   e    alia,  pudiendo  sólo  atravesarla  los  subditos  desarmados  de 

a    bas  naciones.  (T.  XI,  13.) 
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(B)  No  deben  confundirse  los  limites  propiamente  dichos 
con  las  llamadas  esferas  de  influencia  (Hivierland\  muy  en 
uso  ahora  en  los  tratados  referentes  á  la  repartición  de]  África. 
Con  este  nombre  se  designa  un  territorio  en  el  cual  no  se  tiene 
una  verdadera  sobernnía,  sino  sólo  un  derecho  preferente  de 
ocupación  y  el  de  rehusar  en  él  la  intervención  de  cualquier 
otro  Estado  extranjero.  Convenida  por  lo  general  con  la  po- 
tencia ó  potencias  más  interesadas  ó  que  podrían  alegar  dere- 
chos análogos,  y  con  el  asentimiento  tácito  ó  expreso  de  los 
demás,  significa  un  derecho  absoluto,  y  suele  represííDtar  la  si- 
tuación transitoria  de  organización  administrativa  que  prepara 
la  anexión  definitiva,  como  colonia,  formal  protectOTadOj  etc. 
Sirvan  de  ejemplo  los  tratados  de  Alemania,  con  Inglaterra 
de  1886  y  1890  sobre  el  África  oriental,  con  Francia  de  1894 
sobre  Camerón  y  el  Congo  francés;  de  Portugal  con  Inglaterra 
de  1891  sobre  el  Massualand  y  el  Nyassalandj  y  de  esta  última 
con  Francia  de  21  de  Marzo  de  1899  relativas  al  Kilo  alto, 
Congo  alto^  Sudán  y  Sahara. 


§  38.  Cosas  no  apropiables:  Mavé  Ubm-nm"^.  ~ 

Del  mismo  modo  que  en  el  privado  deben  dividirse  las 
cosas  en  el  derecho  internacional  en  cosas  comunes 
(res  nuUiua),  cosas  en  las  que  es  posible  la  soberanía, 
pero  cuyo  uso  inocente  debe  permitirse  á  los  demás 
en  tiempo  de  paz,  y  cosas  de  uso  exclusivo  ^  pero  en 
cuyo  disfrute  no  debe  faltarse  á  las  prescripciones  del 
derecho  internacional.  Nadie  ha  puesto  en  duda  que 
el  aire  y  el  agua,  como  elementos,  sean  imposibles  de 
apropiación;  pero  en  cambio  el  alta  mar  ^  el  Océano 
que  según  la  hermosa  frase  de  Holtzendorff  j  es  el  sím- 
bolo de  la  comunidad  de  las  naciones,  como  la  tierra 
firme  lo  es  de  su  individualidad,  ha  sido  objeto  de  la 
codicia  de  naciones  poderosas  que  han  encontrado  es- 
critores excesivamente  patriotas  que  se  han  atrevido 
á  sostener  tan  tiránicas  pretensiones.  Para  defend 
el  libre  uso  del  mar  ni  es  razón  el  que  sea  f  isicamen 
imposible  una  posesión  exclusiva  del  mismo,  ni  taj 

(•)  C.  I  90. 
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poco  que  no  sea  fácil  el  limitarlo  ni  menos  aún  el  que 
sea  inagotable.  El  verdadero  motivo  está  en  que  de- 
biendo las  sociedades  humanas  vivir  en  comunidad, 
tienen  derecho  todas  á  usar  esta  vía  de  unión  y  rela- 
ción que  Dios  les  facilita,  no  pudiendo  ninguna  quedar 
perjudicada  por  el  uso  que  de  él  hagan  las  demás.  vSi 
cualquier  nación  pudiera  apropiárselo  ¿no  sería  á  la 
vez  todo  de  todos?  Por  las  mismas  razones  es  común  el 
derecho  de  pesca  en  la  alta  mar.  El  derecho  á  la  li- 
bertad del  mar  como  derecho  natural  es  inalienable  é 
imprescriptible;  á  más  ¿cómo  podría  fundarse  su  pres- 
cripción cuando  la  posesión  es  imposible,  y  no  se  tra- 
ta más  que  de  un  jus  merce  facvltatis?  Reconocido  este 
principio  hoy  sin  excepción  ninguna  por  todas  las  na- 
ciones, ha  sido  difícil  y  penosa  carrera  en  la  Historia 
el  alcanzarlo.  Para  indicar  su  dominio  celebraba  su 
matrimonio  simbólico  Venecia  todos  los  años  con  el 
Adriático.  Austria  prometió  á  Holanda  no  ir  de  Bélgi- 
ca á  las  Indias  orientales,  y  Grocio  escribió  para  com- 
batir las  pretensiones  de  los  portugueses  su  célebre  é 
inmortal  tratado  de  Mare  liberum,  aunque  fué  mejor, 
bajo  el  punto  de  vista  de  la  erudición  científica,  la  re- 
futación que  intentó  Selden  en  su  Mare  clausum.  Sus 
sofismas  históricos  complacieron  á  su  patria,  Inglate- 
rra, que  los  recibió  con  entusiasmo;  ¡ella  que  sostuvo 
tantas  guerras  para  afirmar  su  dominio  y  alcanzar 
su  reconocimiento  con  la  imposición  de  humillantes 
ceremoniales  á  los  buques  que  en  sus  mares  navega- 
ban! Prescindiendo  de  la  cuestión  suscitada  en  1795 
por  el  apresamiento  de  unos  buques  ingleses  por  los 
españoles  en  el  Nootka-Sound,  que  terminó  por  el  tra- 
^«do  del  mismo  año,  y  de  las  pretensiones  de  Rusia 
i  1821,  que  quería  prohibir  la  navegación  á  las  de- 
as naciones  desde  el  64**  hasta  el  estrecho  de  Beh- 
Qg,  resuelta  por  el  tratado  de  1824  entre  dicha  na- 
Sné  Inglaterra,  queda  sólo  como  memorable  la  cues- 
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tíón  ocurrida  (1763)  entre  Dinamarca  y  Holanda  por 
haber  un  tal  Severini  (que  había  obtenido  el  priTíle- 
gio  de  la  pesca  exclusiva  en  Groenlandia )  apresada 
cuatro  buques  holandeses  que  querían  dedicarse  á  la 
misma  industria.  Afirmaron  entonces  los  Estados  Ge- 
nerales que  el  alta  mar  era  libre  y  que  todas  las  na- 
ciones podían  pescar  en  él  mientras  no  lo  hiciesen  de 
un  modo  atentatorio  al  derecho  de  los  demás  (l). 

(1)  El  problema  de  la  libertad  de  los  mares,  que  ha  sidr^ 
en  lo8  pasados  siglos  causa  de  tan  sangrientas  luchas  entre 
las  naciones  como  de  apasionadas  polémicas  de  laspubUcistaa, 
está  hoy  resuelto  afirmativamente  por  todos  los  autores  y  de- 
fendida como  á  tal  por  todos  los  pueblos.  A  lo  más  que  Bé 
atreve  algún  inglés  es  á  recordar  con  cierta  complacencia  las 
pretensiones  de  su  patria  sobre  los  Narrows  Stas,  Conocidas  de 
todos  son  las  pretensiones  de  Venecia  al  imperio  del  Adriáticr> 
y  los  simbólicos  desposorios  que,  en  nombre  de  aquélla,  cele- 
braban con  éste  sus  magistrados;  las  de  España  al  del  Pací* 
fico,  que  hubo  de  sufrir  á  la  vez  las  de  los  portugueses,  quí?  le 
negaban  el  paso  por  el  cabo  de  Buena  Esperanza  para  diri- 
girse á  las  islas  Filipinas.  Grrocio  escribió  su  célebre  tratado 
de  Mare  liberum  en  1609,  sosteniendo  la  libertad  de  los  mar  es  ^ 
para  combatir  las  desatentadas  exigencias  de  la  corte  de  Líh- 
boa;  pero  entre  sus  impugnadores  figuró  pronto  (16:i5)  el  ju- 
risconsulto inglés,  Selden,  uno  de  los  maestros  y  fundadoreíí 
de  nuestra  ciencia,  el  cual  intentó  demostrar  en  su  Mare 
clausum  que  el  mar  es,  como  la  tierra,  susceptible  de  apropia- 
ción, y  que,  por  lo  tanto  (apoyándose  en  el  reconocímietito  de 
diez  y  siete  naciones),  pertenece  á  Inglaterra  el  Oreanú  hriiá- 
nico.  En  la  polémica  lleva  la  peor  parte  el  filósofo  holandés*, 
pero  su  tesis  triunfó  contra  las  argucias  del  hábil  solista  qtie 
no  sólo  fué  premiado  por  su  trabajo,  sino  que  obtuvo  para 
éste  los  honores  de  una  oficial  traducción  al  inglés  y  de  qur 
fdese  enviada  solemnemente  á  los  holandeses  para  que  ae  rin^ 
diesen  ante  sus  razonamientos. 

Como  también  observa  Calvo,  no  hay  que  buácar  en  apa  jo 
del  principio  de  la  libertad  del  Océano*  argumentos  que  no 


1 


r 


DEL  OBJETO  DE  LOS  DERECHOS  INTERNACIONALES      189 

harían  más  que  comprometerla  probando  demasiado  (v.  g.,  el 
de  ser  imposible  demarcar  hasta  dónde  llega  el  dominio  de 
nna  nación  y  principia  el  de  otra,  el  de  no  poderse  dominar  de 
hecho,  etc.),  sino  limitarse  á  afirmar:  1  .^^  qae  siendo  el  Océano 
inagotable,  no  es  necesaria  la  posesión  ezclnsiva  para  su  dis- 
frute; 2.^,  que  siendo  el  mar  vía  común  para  todos  los  Esta- 
dos, lo  necesitan  todos  de  un  modo  igual  para  mutuamente 
relacionarse,  por  cuyo  motivo  es  el  derecho  á  disfrutar  del 
Océano  inherente  á  la  existencia  política,  del  mismo  modo  que 
el  de  respirar  es  inherente  á  la  existencia  humana. 

Algunos  autores,  como  Heffter  y  PhiUimore,  aceptan  que 
una  nación  puede  renunciar  á  favor  de  otra  sus  derechos  al 
uso  del  mare  liberum.  Tratándose  de  un  jus  merm  facultatiSy  que 
consideramos  inalienable  por  radicar  en  la  existencia  misma 
del  Estado,  ó  indispensable  para  que  éste  subsista,  no  pode- 
mos asentir  á  una  opinión  que,  extremada»  podría  llegar  hasta 
la  negación  del  principio  de  la  libertad  de  los  mares. 

El  derecho  al  libre  uso  del  mar  no  sólo  comprende  el  de  la 
libre  navegación,  sino  el  de  pesca  y  aprovechamiento  de  todos 
los  objetos  que  en  el  fondo  del  mismo  se  hallan,  v.  g.,  corales, 
perlas,  etc.,  etc. 

Como  controversias  famosas  referentes  á  la  navegación  me- 
recen citarse:  1.^  Las  pretensiones  de  Dinamarca  en  el  si- 
glo xvni  á  impedir  á  las  barcas  holandesas  el  derecho  de  pes- 
car en  la  Groenliandia. — 2.*^  La  cuestión  del  Nootka  Sowid  entre 
España  é  Liglaterra.  Pretendía  nuestra  patria  el  dominio  ex- 
clusivo de  la  costa  Noroeste  de  la  América  del  Norte  hasta  el 
estrecho  del  Príncipe  Gruillermo;  y  en  su  virtud,  apresó  unos 
buques  ingleses  en  1789  el  capitán  español  Martínez.  Dióle 
término  el  tratado  de  San  Lorenzo  (Cantillo,  pág.  623),  por  el 
que  se  convino  que  los  ingleses  podrían  pescar  y  navegar  más 
allá  de  las  diez  leguas  de  las  costas  ocupadas  por  los  españo- 
les, y  estableciéndose  reciprocidad  de  relaciones  y  comercio 
entre  las  colonias  españolas  é  inglesas  de  aquellas  costas. — 
^  Más  tarde  un  úkase  del  emperador  de  Rusia  (Septiembre 
)  1821)  proclamaba  la  soberanía  rusa  en  el  mar  desde  el  es- 
echo  de  Behring  hasta  el  grado  54  de  latitud,  compren- 
lendo  las  islas  Aleutinas  y  las  Kuriles,  prohibiendo  la  nave- 
MCÁim  y  la  pesca  en  aquellas  aguas,  que,  por  bañar  posesiones 
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rusas,  debían  considerarse  como  cerradas.  Los  Estados  Uni- 
dos reclamaron  contra  pretensión  tan  absurda,  poniendo  en 
duda  la  misma  prioridad  de  descubrimiento  que  los  rusos  pre- 
tendían. Adhirióse  á  ellos  Inglaterra,  y  por  tratados  respec- 
tivamente firmados  en  1824  y  1825  lograron  ambas  naciones 
que  Rusia  reconociese  su  derecho  á  navegar  libres  y  sin  obs- 
táculos por  el  Norte  del  Pacífico.  (Woolsey,  §  59.) 

§  39.  Cosas  de  uso  común.  Estrechos.  Ríos. 
Teoría  de  la  libre  navegación  de  los  mis- 
mos"^.—  Entre  las  cosas  en  las  eualeá  es  posible  ten- 
gan los  Estados  un  cierto  derecho  de  dominio,  pero 
permitiendo  su  uso  á  los  demás,  se  encuentran  loses- 
trechos  y  los  ríos.  Si  en  los  estrechos  que  sirven  de 
paso  á  un  mar  territorial,  es  decir,  cuyas  orillas  per- 
tenecen á  una  sola  nación,  es  indudable  que  ésta  posee 
un  derecho  indisputable  en  ellos  y  puede  cerrarlos  y 
abrirlos  en  la  forma  que  guste  (l),  en  los  que  ponen  en 
comunicación  á  dos  mares  libres,  si  bien  pueden  pre- 
tender las  naciones  ciertos  derechos  sobre  los  mismos, 
su  uso  es  común  á  todas;  si  se  negase  equivaldría  á 
desconocer  la  libertad  del  mar,  ya  que  mal  podría  na- 
vegarse  si  fuese  imposible  entrar  en  aquél.  Creemos, 
con  Fiore,  sin  embargo,  que  puede  prohibirse  el  paso 
en  tiempo  de  guerra  á  los  buques  de  los  adversa- 
rios (2).  Como  el  uso  debe  ser  completamente  libre,  no 
hay  derecho  á  exigir  impuesto  alguno,  á  no  ser  que, 
ocasionando  gastos  la  conservación  del  paso,  se  exi- 
giesen las  gabelas  á  los  buques  que  lo  atravesaren, 
para  indemnizarse  de  aquéllos.  El  principio  del  libre 
paso  por  los  estrechos  se  halla  hoy  terminantemente 
reconocido  por  el  derecho  público  europeo.  Prescin- 
diendo del  estrecho  de  Gibraltar,  en  el  que  ni  Espaj 
ni  Inglaterra  han  pretendido  jamás  coartar  lalib 
navegación  á  los  demás  pueblos,  el  Sund  y  los  Bel 

(*)    C.  «Olytó. 
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por  los  tratados  de  1867  celebrados  con  Dinamarca 
por  las  principales  naciones  europeas,  están  comple- 
tamente abiertos  á  los  buques  de  todas  las  bande- 
ras (3).  El  tratado  de  1841,  que  cerraba  los  estrechos 
del  Bosforo  y  los  Dardanelos,  ha  sido  modificado  por 
la  convención  de  Londres  de  1871,  por  la  cual  se  per- 
mite á  la  Puerta  tolere  el  paso  á  los  buques  de  guerra 
de  naciones  amigas  en  tiempo  de  paz  (4).  Aun  no  es 
un  hecho  la  neutralización  del  Canal  de  Suez;  sentida 
su  necesidad  durante  la  última  guerra  ruso- turca,  y 
habiendo  llamado  la  atención  sobre  tan  grave  proble- 
ma el  Instituto  de  Derecho  internacional,  por  invita- 
ción de  Francia  se  reunió  en  París  en  Marzo  de  1886 
una  conferencia,  el  resultado  de  cuyos  trabajos  fué, 
una  vez  evitada  la  resistencia  de  Inglaterra,  que  se 
oponía  á  la  creación  de  una  comisión  internacional, 
el  convenio  de  Constantinopla  de  29  de  Octubre 
de  1888,  cuyo  fin  es  sólo  asegurar  á  todas  las  po- 
tencias el  libre  uso  del  Canal  (S)  (A).  No  sólo  en  la 
Edad  media  se  llevó  á  la  exageración  el  dominio  ex- 
clusivo de  los  ríos;  en  el  art.  14  del  tratado  de  Muns- 
ter  de  1648  se  prohibió  el  uso  del  Escalda  á  las  pro- 
vincias católicas  de  Bélgica,  tiránico  yugo  del  que 
José  n  intentó  libertarlas,  siendo  esto  una  de  las 
principales  causas  de  la  guerra  de  1792.  Hoy  día  re- 
conocen el  principio  de  la  libre  navegación  de  los  ríos 
comunes  todos  los  publicistas,  pero  las  dificultades 
versan  sobre  su  aplicación.  Es  la  mejor  doctrina  que 
existe  el  condominio  de  los  Estados  ribereños,  pero  no 
lo  es  menos  que  éstos  deben  permitir  su  uso  inocuo  á 
los  demás,  y  es  necesario  repetir  que  en  el  derecho  á 
I  ^egar  va  tácitamente  comprendido  el  de  hacer  uso 
<  las  riberas  para  las  maniobras  de  los  tripulan- 
I  W.  El  art.  108  del  tratado  de  Viena  (precedido  ya 
I  la  Revolución  francesa  que  había  proclamado  y 
I    ^to  en  práctica  el  principio  más  de  una  vez)  es  el 
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primer  acto  internacional  del  que  data  el  principio  de 
la  libre  navegación  de  los  ríos.  En  él  se  previene  con 
una  ambigüedad  estudiada  que  las  potencias  á  cuyos 
Estados  separa  ó  atraviesa  un  mismo  río  navegable, 
se  obligan  á  arreglar  de  común  acuerdo  todo  lo  que  á 
su  navegación  se  refiere.  Y  en  el  siguiente  aun  es 
mayor  la  confusión,  pues  se  dice  sólo  en  obscurísima 
frase  que  no  se  podrá  impedir  á  nadie  la  navegación 
por  el  río  en  lo  que  al  comercio  se  refiera,  pero  con 
la  obligación  de  conformarse  á  los  reglamentos  de 
policía,  que  de  un  modo  uniforme  é  imparcial  se  iban 
á  redactar  (7).  Como  veremos  en  el  párrafo  siguiente 
los  principios  del  Congreso  de  Viena  han  sido  aplica- 
dos á  los  principales  ríos  de  Europa.  Inútil  es  decir 
que  en  los  ríos  que  corren  únicamente  en  el  territorio 
de  un  Estado  tiene  éste  en  él  jurisdicción  exclusiva 
u  é  ilimitada;  exigir  la  libertad  de  tales  corrientes  es 

pretensión  plenamente  injustificable  (8). 

(1)  Como  ejemplos  de  estrechos  que  no  pueden  considerarse 
I  libres  por  conducir  á  un  mar  cerrado  pueden  citarse  el  de 

\  Kertsch,  que  sirve  de  entrada  al  mar  ruso  de  Azo£f,  y  sobre 

todo  hasta  hace  muy  pocos  años  los  estrechos  del  Bosforo  t 
^  ios  Dardanelos,  por  los  que  se  entra  en  el  mar  Negro. 

|.  En  cambio,  el  estrecho  de  Gibr altar,  aunque  Ceuta  y  Tarifa 

t  sean  españoles  y  Gibr  altar  inglés,  es  un  paso  completamente 

libre,  ya  que  sirve  de  necesaria  vía  para  ir  del  Mediterráneo 

al  Océano. 

1(2)  De  esta  misma  opinión  es  Heffter,  entre  otros.  Según 
ellos,  cuando  los  buques  que  pasan  por  el  estrecho  se  hallan 
I  expuestos  al  fuego  cruzado  de  ambos  lados,  es  aquél  propio  deJ 

|¡  Elstado  ó  Estados  dueños  de  las  costas,  pero  no  pudiénc    & 

I  privar  jamás  el  uso  inocente  del  estrecho  en  cuestión. 

(3)  En  este  tratado  general  se  dio  á  Dinamarca  una  (     - 
tidad  alzada  como  importe  de  los  gastos  y  cuidados  que  le 
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slonaban  los  Sunds  y  los  Belts.  Distribuyóse  esta  suma  total 
(30.476.325  rigdalers)  entre  todas  las  naciones  contratantesj 
i  proporción  de  su  tráfico  naval  en  el  Báltico.  España  celebra 
el  suyo  análogo  en  1860  (25  de  Tebrero,  T.  m,  141),  pagán- 
dose á  Dinamarca  368.573  rigdalers  por  las  provincias  de  Eb- 
paña  en  Europa,  pagaderos  en  metálico  (4  millones  de  reales) 
en  1.*^  de  Abril  de  1862,  y  la  de  651.443  rigdalers  por  las  pro^ 
[      vincias  de  Ultramar.  El  pago  de  estos  últimos  se  determino 
I      por  tratado  de  la  misma  fecha  (T.  m,  147),  conviniéndose 
I      en  que,  junto  con  otras  deudas  españolas,  haría  la  suma  de 
¡       13  millones  en  títulos  de  la  deuda  al  3  por  100,  que  pudo  el 
j      rey  de  Dinamarca  mandar  recoger  dos  meses  después  del  cam- 
bio de  ratificaciones. 

I  (4)  Célebre  y  accidentada  ha  sido  la  cuestión  del  cierre  del 

\  mar  Negro,  y  de  su  consecuencia  natural  el  del  Bosforo  y  los 
I  Dardanelos.  Por  la  paz  de  Andrinópolis  consintió  la  Puerta  la. 
[  entrada  en  aquél  por  esos  últimos  á  Eusia  y  sus  amigos.  Pero 
!  en  el  tratado  de  Londres  de  1841  se  proclamó  como  ancieiint- 
régU  de  Vempire  ottoman,  el  principio  de  que  tant  que  la  Porte  se 
trouve  en  paix,  rCadmettra  auctm  hátiment  de  guerre  ¿tratiger  dans 
les  dits  detroits.  (Véase  §  15,  nota  1.) 

Bt  leurs  majestés  Vempereur  d'Autriche,  roi  d' Hongrie  et  de  Bú- 
heme, le  roi  des  Franjáis,  la  reine  du  royanme  Uni  de  la  Qrand- 
Brelagne  et  ^Irlande,  le  roi  de  Prusse  et  Vemperev/r  de  toutes  le& 
Russies,  de  tautre  parí,  s'engagent  á  respecter  cette  détermination 
du  Sultán,  et  á  se  conformer  au  principe  ci  dessus  énoncé. 

Se  exceptuaron,  sin  embargo,  los  bdtiments  légers,  destinados 

al  servicio  de  las  embajadas,  á  los  que  dará  la  Sublime  Puerta 

BUS  firmanes  de  paz.  En  el  tratado  de  París  se  neutraliza  el 

mar  Negro,  prohibiendo  la  entrada  en  él  de  los  buques  de 

guerra,  no  la  de  los  mercantes,  de  cualquier  potencia,  aim- 

que  sea  ribereña  (art.  XI,  Ap,  al  Man,,  pág.  606).  En  el  primer 

anejo  al  tratado  se  confirmaba  la  excepción,  inserción  y  ratifi- 

'     don  del  tratado  de  1841,  añadiendo  otra  á  favor  de  los  bn- 

'     3S  destinados  á  proteger  la  comisión  europea  del  Danubic», 

>n  el  segundo  se  determina  por  Eusia  y  Turquía  el  número 

buques  guardacostas  que  conservarán  en  el  mar  Negro 

!>.  al  Man.,  páginas  612  á  615).  Eusia  consideró  luego  in- 

Tomo  I.  18 
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compatibles  con  sus  intereses  estipulaciones  tan  solemnes,  y 
á  consecuencia  de  sus  reclamaciones,  se  reunió  la  Conferen- 
cia de  Londres  de  1871,  de  la  cual  resultó  el  tratado  de  IS  de 
Marzo  del  mismo  año,  por  el  que  se  anulan  los  artículos  11, 
Vá  y  14  del  tratado  de  1856,  y  se  reemplazan  por  el  siguiente 
art.  IL  Le  principe  de  la  clúture  des  détroits  des  DardanelUs et 
du  Büíiphore  tel  quil  a  été  étahli  par  la  Convention  séparée  du  30 
Mars  ÍH53,  est  maintenu,  avec  la  faculté,  pour  S.  M.  /.  le  sultán, 
d'ounrir  les  dits  détroits  en  temps  de  paix  aux  hátiments  de  guerre 
des  puissances  amies  et  alliées,  dans  le  cas  oH  la  Sublime  Porte  le 
Jvfferatf  nécessaire  pour  sauvegarder  Vexécution  des  stipulations  dn 
traite  (le  París  du  30  Mars  1856. 

En  un  tratado  especial  de  Rusia  y  Turquía  del  mismo  día 
ae  declaró  también  sin  vigor  la  convención  antes  citada  que 
forma  el  segundo  anejo  del  tratado  de  París. 

(5)  Aunque  los  antiguos  egipcios  hubiesen  intentado  repe- 
tidas veces  comunicar  el  Mediterráneo  con  el  mar  Rojo,  cq^ 
r responde  la  gloria  de  la  concepción  y  realización  de  tan  gigan 
tesca  empresa  al  ilustre  Mr.  de  Lesseps.  Iniciado  el  proyecto 
en  ]yrí4,  se  puso  la  primera  piedra  en  1856,  y  en  16  de  No- 
viembre de  1869  se  inauguró.  Tiene  de  largo  160  kilómetros, 
y  se  calcula  costó  unos  1 9  millones  de  Hbras  esterlinas  (95  mi- 
llones de  duros). 

Durante  la  guerra  turco-rusa  Lord  Derby  declaró  que  no 
consideraba  factible  la  neutralización  del  Canal,  pero  que  ten- 
dría como  lesión  á  los  derechos  neutrales  del  mismo  toda  op^?- 
ración  b¿lica  en  él.  En  su  sesión  de  Bruselas  (1879),  declaró 
e!  lüsiituto  que  era  de  común,  interés  para  todas  las  naciones 
se  protegiese  en  lo  posible  el  Canal  precitado,  y,  por  lo  tanto, 
que  m  evitase  pudiese  sufrir  perjuicio  alguno  por  actos  d» 
guerra,  y,  finalmente,  que  si  cualquier  potencíalo  dañase,  de- 
bería reparar  á  la  mayor  brevedad  los  causados  periiiicioa 
y  restablecer  lo  antes  posible  la  libre  navegación  del  Canal. 
Por  la  iniciativa  de  Francia,  reunióse  en  París  desde  3ü  do 
Marsio  á  12  de  Junio  de  1885  una  conferencia  compuestí  e 
delegados  de  Alemania,  Austria-Hungría,  Francia,  Ingl  * 
rra,  Italia,  Rusia,  Turquía,  España  y  Países-Bajos  con  i  o 
de  Egipto  con  voz  sólo  consultiva.  Presentaron  á  la  Confej     - 


] 
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íiia  BUB  proyectos  do  tratado  Inglaterra  y  Francia,  que  tenían 
entre  si  importantes  diferencias.  La  Conferencia  combinó  en 
lo  posible  ambos,  y  la  mayoría  de  la  misma  formuló  un  pro- 
yecto que  no  aceptaron  los  delegados  ingleses  (véase  nota  A). 

(6)  Wheaton,  PhiUimore,  Grocio,  PuffendorfP,  Vattel,  etc., 
admiten  unánimes  esta  doctrina.  Habiendo  cedido  Francia  á 
Inglaterra  el  derecho  de  navegar  por  el  Mississipí,  intentó  un 
gobernador  español  impedir  á  unos  buques  ingleses  hacer  uso 
de  las  orillas.  El  gobierno  británico  envió  inmediatamente  un 
buque  á  Nueva  Orleans,  con  orden  de  amaiTar  allí  y  de  hacer 
fuego  sobre  la  ciudad  en  caso  de  que  se  tratase  de  impedírse- 
lo. El  gobernador  calló,  y  desde  entonces  ejercióse  este  dere- 
cho accesorio  sin  interrupción  ninguna. 


(7)  Precedido  por  los  esfuerzos  de  la  Revolución  francesa, 
débese  al  Congreso  de  Viena  la  proclamación  del  principio 
que  el  río  que  corre  por  el  territorio  de  dos  ó  más  naciones 
debe  ser,  en  cuanto  se  refiere  al  comercio,  libre  para  todos  los 
pueblos.  Art.  109:  La  navigation,  dans  tout  le  cours  des  riviéres 
indiquées  dans  Varticle  préce'dent,  du  point  oü  chactme  d*elles  devienC 
navigable  jusqu* á  son  emhouckure,  sera  entiérement  libre,  etnepourra, 
sous  le  rapport  de  commerce  étre  interdite  á  personne,  bien  entendu 
que  fon  se  coj^formera  aux  régléments  relatifs  á  la  pólice  de  cette 
!      navigation,  lesquels  seront  coticus  d^U7ie  maniere  un^onne  pour  tous, 
et  ausd  famrables  que  possible  au  commerce  de  toutes  les  naúions. 
1         El  Estado  que  posee  la  desembocadura  de  un  río  ¿puede  en 
,      tiempo  de  paz  impedir  á  los  navegantes  subditos  de  los  otros 
'      superiores  que  lo  atraviesen  para  ir  al  mar?  Con  razón  compa- 
ra Woolsey  este  caso  al  del  iuquilino  de  un  piso  entresuelo  ó 
bajo  que  quÍBÍese  privar  á  los  vecinos  de  los  cuartos  de  encima 
pasasen  para  ir  á  la  calle  por  los  tramos  de  la  escalera  que  se 
hallan  frente  su  puerta.  Lástima  que  nuestra  patria  tenga  que 
a^'^^rgonzarse  de  haber  querido  impedir  á  los  Estados  Unidos 
I      e    laso  por  la  desembocadura  del  Mississipí  cuando  nosQtros 
BBj    aiamos  el  territorio  en  que  aquélla  se  encuentra. 

r 

I  I)  ¿Tienen  derecho,  en  este  caso,  las  otras  naciones  á  ser- 
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TÍrse  de  él,  aunque  se  trate  de  un  ubo  inooenio  (usus  twta- 
cuum)?  No  podemos  asentir  á  la  opiniÓD  de  algunos  exagera- 
dos que  contestan  afirmativamente,  tomando  por  derecho  conj- 
tituido  lo  que  es  únicamente  expresión  de  sus  buenoñ  deseos 
y  esperanzas. 

Merece  citarse  el  art.  138  de  nuestra  ley  de  Aguas:  cLa  na- 
vegación de  los  ríos  es  enteramente  libre  para  toda  la  clase  de 
embarcaciones  nacionales  ó  extranjeras^  con  sujeción  á  las  le- 
yes y  reglamentos  generales  y  especiales  de  navegación.» 

(A)  El  libre  uso  del  Canal  de  Suez  para  todas  las  potencias 
y  en  todo  tiempo  quedó  al  fin  garantido  por  el  Convenio  de 
Constantinopla  de  29  de  Octubre  de  1888  (T.,  IX,  358),  firmado 
por  España,  Alemania,  Austria-Hungría,  Francia,  Gran  Bre- 
taña, Italia,  Países  Bajos,  Busia  y  Turquía;  he  aquí  sus  prin- 
cipales disposiciones:  Debe  estar  abierto  en  todo  tiempo  y  no 
puede  ser  bloqueado  ni  cometerse  acto  alguno  de  hostilidad  en 
él,  en  sus  puertos  de  acceso  y  en  un  radio  de  tres  millas.  Los 
buques  de  guerra,  en  tiempo  de  ésta,  se  entiende,  deben  pasar- 
lo lo  más  pronto  posible,  y  en  caso  de  arribada  forzosa  no  pue- 
den permanecer  en  Port-Said  ni  en  la  rada  de  Suez  más  de  vein- 
ticuatro horas.  Igual  plazo  debe  transcurrir  entre  el  paso  de 
uno  y  otro  beligerante,  ninguno  de  los  cuales  puede  desembar- 
car ni  tomar  tropas  ni  material  de  guerra  en  el  Canal  y  sus 
puertos.  El  Gobierno  egipcio  y  turco  tomarán  las  medidas  opor« 
tunas  para  defender  y  proteger  este  libre  uso,  por  el  consejo  y 
á  ruego  de  los  Agentes  diplomáticos  de  las  potencias  signata- 
rias en  el  Cairo.  Al  efecto,  en  cualquier  circunstancia  que  peli- 
grase la  seguridad  ó  el  libre  uso  del  Canal,  se  reunirán  á  peti- 
ción de  tres  de  ellos  bajo  la  presidencia  del  decano  para  proce- 
der á  las  comprobaciones  necesarias  é  invitar  al  gobierno  del 
khedive  á  tomar  las  medidas  oportunas.  En  todo  caso  celebra- 
rán una  reunión  cada  año  para  atestiguar  el  cumplimiento  del 
convenio,  junta  que  presidirá  un  comisario  nombrado  por  el  go- 
bierno otomano  y  en  su  defecto  el  designado  por  el  de  Egipto. 

Este  tratado  no  establece,  como  se  dice  vulgarmente,  la  nevL- 
tráLizadón  (y  asi  se  apellida  en  las  listas  de  nuestro  mimr^^- 
rio);  en  él  no  se  usa  ni  una  sola  vez  semejante  palabra,  q  %t 
por  otra  parte,  sólo  sería  propia  no  permitiéndose,  como  se  j  ^ 
mi  te,  el  tránsito  á  los  beligerantes.  El  paso  por  él  de  la  esc  f 
dra  del  almirante  Cámara  no  ofreció  dificultad  alguna,  y  ^ 
dificultades  suscitadas  á  su  aprovisionamiento  de  carbón  se    t- 
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saton  máfi  principalmente  en  la  neutralidad  del  gobierno  egip- 
úo,  movido  por  el  inglés,  cnyas  simpatías  por  los  Estados  Uni- 
áüñ  eran  conocidas^ 


§  40.  De  los  rios  de  Europa,  África  j  Amé- 
rica*, —  En  la  navegación  del  Duero,  Tajo,  Miño  y 
Guadiana,  España  y  Portugal  no  han  aplicado  los 
principios  del  Congreso  de  Viena,  reservando  por  el 
tratado  de  Madrid  de  27  de  Marzo  de  1893  (precedido 
por  los  de  1836,  1866  y  1886)  el  derecho  de  recorrer- 
los á  los  buques  de  las  dos  naciones  (1)  (A).  Es  el  Rhin 
uno  de  los  más  importantes  ríos  de  Europa,  que  nace 
en  Suiza  (Cantón  de  Grisón)  y  desemboca  en  el  mar 
en  Holanda  por  tres  brazos,  el  Leck,  el  Wahal  y  el 
Ysel.  La  sutil  distinción  de  Holanda,  que  quería  que 
las  palabras  jusqu'á  la  mer  de  los  tratados  de  París  y 
Berlín  no  significasen  hasta  el  mar  (para  poder  impo- 
ner peajes  en  aquellos  brazos),  fué  desechada  en  la 
convención  de  Maguncia  de  1831 ,  que  determinó  la 
libre  navegación  del  gran  río  alemán,  pero  reservan- 
do este  derecho  á  los  buques  de  los  Estados  ribere- 
ños, restricción  que  desapareció  por  el  nuevo  tratado 
de  1868(2).  Más  larga  é  intrincada  es  la  historia  de 
la  navegación  del  Danubio.  Este  río,  que  nace  en  Ba- 
viera,  cerca  de  Ratisbona,  y  atraviesa  Austria,  Hun- 
gría, Servia  y  Bulgaria,  desemboca  en  el  mar  en  Ru- 
mania por  el  Kilia,  el  Soulina  y  el  San  Gregorio.  En 
el  tratado  de  1866  se  aplican  las  disposiciones  del 
Congreso  de  Viena  al  mismo  río,  instituyéndose  una 
comisión  europea  que,  encargada  primeramente  de 
hacer  navegable  el  río,  ha  ido  siendo  prorrogada  su- 
cesivamente en  sus  funciones.  Hoy  ejerce  esta  comí- 
an europea  sus  derechos  hasta  Braila;  cuidase  desde 
t         último  punto  hasta  las  Puertas  de  Hierro  una  co- 
I       ísión  mixta  de  Estados  ribereños,  y  desde  allí  para 

M'        ^>C.|92. 
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arriba  domina  á  su  libre  voluntad  cada  uno  de  los  Es- 
tados ribereños  (3).  En  virtud  de  tratados  de  reám- 
ción,  celebrados  por  las  u aciones  riberefias  con  Lía 
demás  interesadas  en  el  comercio,  son  lioy  completa- 
mente libres  el  Elha  y  el  Escalda  (^),  Re  cieot emente 
por  el  Congreso  de  Berlín  de  1885  se  ha  regulado,  se- 
gún los  principios  del  derecho  internacional,  la  na- 
vegación del  Congo  y  del  Nígút*  en  África,  instituyén- 
dose una  comisión  internacional  compuesta  de  dele- 
gados de  todas  las  potencias  signatarias  y  las  que  se 
adhieran  al  tratado,  asegurándose^  finalmente,  la  in- 
violabilidad de  la  navegación  en  tiempo  de  guerra 
mientras  no  se  transporte  contrabando  i*l  Hoy  es  rio 
completamente  norteamericano  el  Mhsissipi  en\irtud 
de  la  adquisición  por  los  Estados  Unidos  de  la  Luisia- 
na  (1803)  y  la  Florida  (1319);  cuando  poseia  ambas 
nuestra  patria,  había  intentado  cerrárselo,  pero  con- 
cedió el  derecho  de  la  libre  navegación  por  el  tratado 
de  San  Lorenzo  de  1795.  Por  el  de  Washington  de  1854 
Inglaterra  y  los  Estados  Unidos  convinieron  sería  li- 
bre para  sus  nacionales  el  uso  del  rio  San  Lorenzo j  que 
les  sirve  de  límite. 

(1)  Reglamento  para  el  comercio  fluvial  por  loa  ríos  lüñot 
Tajo,  Duero  y  Guadiana  en  la  partn  navegable  que  airve  do 
h'mite  entre  España  y  Portugal  de  29  de  Junio  de  1894* 
(Tomo  X,  539.) 

«Art.  VI.  Pueden  dedicarse  al  comercio  fluvial  los  baroofl 
ribereños  de  propiedad  española  ó  portuguesa,  con  las  condi* 
cienes  siguientes: 

»1.*  Los  barcos  tendrán  por  lo  menoíj  dos  metros  cúbicofl 
de  capacidad. 

»2.*  Los  barcos  estarán  matriouladoa  ante  la  autoridad  ■ 
rrespondiente  del  País  á  que  pertenezca  su  propietario, 

»3.*  Cada  barco  estará  provisto  de  una  licencia  para 
merciar,  expedida  por  las  autoridades  de  Aduanas  del  paÍJ      > 
su  propietario. 
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[         iLaa  Aduanas  quo  deben  expedir  estas  licencias,  s^rán: 
{         íiCn  el  Miño,  la  de  Túy  y  la  de  Caminha. 

íEn  el  Duero,  la  de  Vega  del  Terrón  y  la  de  Barca  de  Alva. 
>En  el  Guadiana,  la  de  Ay amonte  y  la  de  Villu  ReaL 
I         »En  el  Tajo,  la  de  Herrera  y  la  de  Se  ver. 

í  Art.  XTT.  Los  barcos  ribereños  de  ambas  n ación ea ,  pro- 
vistos de  licencia  para  comerciar,  podrán  navegar  libremente 
por  los  ríos,  sin  estar  sujetos  al  pago  de  derecho  alguno  de 
navegación,  puerto,  peaje,  pase,  estancia  ó  tránsito, 

>Los  barcos  de  cada  pais  podrán  ser  tripulados;  indistinta- 
mente por  subditos  de  las  dos  naciones,  sean  ó  no  marineros- 
»E1  patrón  deberá  tener  la  misma  nacionalidad  que  el  barco 
y  es  responsable  de  la  tripulación.» 

Los  artículos  XXX Vil  á  XLV  contienen  las  reglas  espe- 
ciales á  la  navegación  del  Duero,  y  el  XLYI  á  la  del  Tajo 
(véase  nota  A). 


i 


(2)  El  art.  5,^  del  tratado  de  París  de  1814  sienta  el  prin- 
cipio de  la  absoluta  libertad  del  Rhin  y  deja  para  nn  regla- 
mento ulterior  el  concretarla.  Establece  este  reglamento  que 
la  navegación  sea  libre,  conformándose  con  las  tUsposiciones 
que  prescribirá  una  comisión  mixta,  que  debía  redactar  el  re- 
glamento. El  Rhin  concluye  en  Nimega  y  se  tVacciotia  en  el 
Wahal,  el  Leck  y  el  Ysel.  Se  reserva  el  nombre  de  Rhin  á  uu 
riachuelo  que  va  del  Leck  á  Verek.  Holanda  decía  i^ue  las  pa- 
labras del  tratado  de  Viena  y  del  de  París  ki.'ifti  d  mar  (Jus- 
quau  mer)  no  eran  sinónimas  de  en  el  mar  (dans  h  mtr),  y  que, 
por  lo  tanto,  debía  referirse  la  libertad  al  verdínkro  Rhin,  La 
cuestión  fué  sometida  al  Congreso  de  Verona,  y  cu  él  declara- 
ron los  plenipotenciarios  de  Rusia,  Austria,  Inglaterra  y  Pru- 
sia  que  sus  gobiernos  estaban  en  el  derecho  de  exi^jii^  á  Ho- 
landa el  cumplimiento  de  lo  acordado  en  París  y  Viena.  La 
primera  convención  de  Maguncia  de  1831  establece:  1.**  La  li- 
bre navegación  del  Rhin  existe  desde  donde  es  navegable  haa- 
ú  mar  comprendiendo  el  Leck  y  el  Wahal.^'J/'  El  derecho 
hacer  uso  del  canal  de  Woerna. — 3.^  Que  en  cmo  de  inuti- 
rse  todos  estos  medios  de  comunicación,  indicaría  Holanda 
).  Se  determinó  en  el  mismo  tratado  la  policía  y  Ioü  dere- 
o>  de  peaje,  y  admitiendo  un  principio  incompatible  con  el 
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do  París  y  Viena,  reservaba  la  navegación  á  los  Estados  ri- 
bereños. Se  determinaron  los  peajes  en  la  convención  mgm- 
da  da  Maguncia  de  1868,  que  otorga  la  plena  Ebertad  de  na- 
vegación hasta  Basüea. 

(3)  El  tratado  de  París  de  1856  establece  en  general  la  li- 
bre navegación  del  Dainubio,  instituyendo  dos  comisiones:  la 
europea  (de  todas  las  potencias  firmantes  del  tratado),  encar- 
gada de  arreglar  la  desembocadura,  y  la  ribereña  (de  los  Es- 
tados por  los  que  atraviesa  el  río),  que  debía  formular  los  re- 
glamentos que  aplicasen  en  el  Danubio  los  principios  del  Con- 
greso de  Viena.  El  plazo  de  dos  años  concedido  á  la  comisión 
europea  se  prorrogó  á  siete  y  concluye  su  tarea  en  1865.  El 
acta  de  imvegación  de  1867  consagra  el  principio  de  la  libre 
navegación,  pero  limita  la  interior  de  puerto  á  puerto  á  las 
potenciáis  ribereñas.  Protestaron  las  potencias  contra  estepro- 
I  yecto,  contrario  al  espíritu  del  tratado  de  París.  Por  la  con- 

¿  vención  de  Londres  de  1871  se  confirman  los  poderes  déla 

í  comisiÓTi  europea  y  se  los  prorroga  por  doce  años,  hasta  1883 

^  (época  de  la  amortización  del  empréstito).  Debían  hacerse  des- 

[  aparecer  las  antiguas  fortificaciones  y  dándosele  facultades 

para  imponer  derechos  á  la  navegación  para  cubrir  los  gastos  y 
.  mejoras.  El  tratado  de  Berlín  de  1878  sigue  consagrando  la 

libertad  del  Danubio;  se  encarga  al  Austria  la  destrucción  df 
la^  fortificaciones  de  las  Puertas  de  Hierro,  prohibiéndose  pe- 
netrar máy  allá  de  éstas  á  ningún  buque  de  guerra  (art.  52,  §  7). 
Extiéndese  hasta  Galatz  el  privilegio  de  neutralidad  .y  juris* 
dic€ión  concedido  á  la  comisión,  que  llegaba  sólo,  primeramen- 
I  te,  á  Ifiatcha,  y  se  le  confia  también  la  formación  del  regla- 

mento. 

La  convención  de  Londres  de  1883  extiende  de  nuevo  la 
I  jurisdicción  de  la  comisión  europea  hasta  Braila  (art.  1.*^). 

i  Se  prorrogan  los  poderes  de  dicha  comisión  por  veintiún  años, 

i  entendiéndose  á  su  fin  prorrogada  tácitamente  de  tres  en  tres 

f  *  (art,  2."),  La  comisión  no  ejercerá  derecho  alguno  en  el  K    i 

cuando  pertenezcan  ambas  riberas  del  Kilia  á  un  solo  Esta    , 
y  en  la  parte  que  atraviesa  á  la  vez  Rusia  y  Rumania  se  a^    - 
'  carán  los  reglamentos  generales  bajo  la  inspección  de  los 

.  legados  de  dichas  dos  potencias  (art.  3.*^).  Le  va  anejo  el 
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giamento  de  navegación  que  dispone  que  será  ésta  completa- 
mente libre  desde  Braila  hasta  las  Puertas  de  Hierro  (ártica- 
lo  1.®),  y  se  prohibe  percibir  peaje  alguno,  únicamente  basado 
en  la  navegación.  Para  el  cumplimiento  del  reglamento  se 
instituye  una  comisión  mixta  formada  por  los  delegados  de 
Austria-Hungría,  Bulgaria,  Rumania  y  Servia,  presidiendo 
en  ella  un  miembro  de  la  comisión  europea  por  seis  meses  y 
orden  alfabético  (art.  96)  (a). 

(4)  El  rey  de  los  Países -Bajos  renunció  en  12  de  Mayo 
de  1863  al  derecho  de  peaje  que  le  correspondía  en  la  navega- 
ción del  Escalda  por  el  §  3  del  art.  IX  del  tratado  de  19  de 
Abril  de  1839  mediante  la  suma  de  diez  y  siete  millones  ciento 
cuarenta  mil  seiscientos  cuarenta  florines  que  debía  pagarle  el 
soberano  belga.  Las  principales  naciones  comerciantes  le  ayu- 
daron á  pagar  dicha  suma,  y  el  gobierno  holandés  extendió 
por  nota  de  15  de  JuUo  de  1863  á  todos  los  pabellones  la  re- 
nuncia hecha,  declarando  además  que  el  tal  peaje  no  podría 
ser  restablecido  jamás  en  forma  alguna. 

El  derecho  de  Stade  en  la  navegación  del  Elba  fué  suprimido 
también  por  Hannover  en  22  de  Junio  de  1861,  mediante  la 
indemnización  de  2.857.338  thalers,  pagaderos  por  Austria, 
Bélgica,  Brema,  Brasil,  Dinamarca,  España  (37.789),  Fran- 
cia, Gran  Bretaña,  Hamburgo,  Lubeck,  Mecklenburgo,  No- 
ruega, Países  Bajos,  Portugal,  Prusia,  Husia  y  Suecia. 

(5)  El  Congo,  en  virtud  de  las  disposiciones  de  la  Confe- 
rencia de  Berlín  (Véase  su  texto  español  inserto  en  el  Ma- 
nual, página  658),  es  declarado  libre  para  todas  las  naciones  y 
buques,  tanto  de  mercancías  como  de  pasajeros,  tanto  en  gran- 
de como  en  pequeño  cabotaje.  Ces  dispositimis  sonl  reconnues  par 
lespotences  siffnataires  comme  faüant  desarmáis  parlie  du  droit  pu- 
Mic  iniemational  (art.  13).  Se  abóle  todo  peaje  menos  los  dere- 
chos por  el  uso  de  ciertos  establecimientos  locales  y  para  los 

•«tos  administrativos  de  las  dependencias  (art.  14).  A  los  ríos 


V  En  1896  se  celebró  la  inauguración  de  las  obras  y  del  canal  en  las  Puertas 
Hierro,  y  en  1809  el  gobierno  húngaro  publicó  los  reglamentos  para  la  nave- 
"lón  del  último,  que  por  Imponer  peajes  y  favorecer  en  ellos  á  las  naciones  ha 
)  objeto  de  Tiyas  protestas  de  los  Estados  interesados. 
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afluentes  se  les  aplica  el  mismo  priDcipio  (ari.  15).  Se  asimila 
y  se  considera  como  dependencia  del  río  Ion  caminos  de  hierro 
fart.  16).  Habrá  una  comisión  internacional  á  la  qne  podrán 
mandar  delegados  todas  las  potencias  sigüaiarias  (art,  17). 
Se  constituirá  cuando  haya  cinco  delegados  nombrados  por  loa 
mismos.  Sus  miembros  serán  inviolables  (art.  18).  Juzgará  de 
los  actos  de  sus  empleados  (art,  19),  Dispondrá  los  trabajoa 
necesarios  para  la  navegación,  sus  tarifas,  etc.  (art.  20),  Po* 
drá  pedir  dicha  comisión  la  protección  de  los  buques  de  gntrrí 
de  sus  potencias  (art.  21)  y  contratar  empréstitos  (art*  23). 
La  navegación  y  el  comercio  serán  librea  en  tiempo  de  gue- 
rra, excepto  el  contrabando,  como  también  las  dependenciaé, 
oficinas  y  empleados  de  la  comisión  serán  considerados  neu- 
trales (art.  24).  Los  artículos  26  á  ¿:^  extienden  los  misiQiiíí 
principios  respecto  al  Niger,  prometiendo  Francia  é  Inglaterra 
hacerlas  cumplir  en  sus  territorios  fh). 


(A.)  La  navegación  de  los  ríos  Miño,  Tajo,  Duero  y  O^uñ- 
diaíia,  regida  primero  por  el  tratado  de  comercio  y  navega- 
ciúri  de  27  de  Marzo  de  1893  y  en  apéndice  U,  lo  está  actual* 
mente  por  el  reglamento  de  29  de  Jnnio  de  1894  y  los  acuer- 
dos de  1.®  de  Febrero  y  7  de  Abril  de  1897  sobre  loa  privile^os 
existentes  en  la  navegación  fluvial  fronteriza. 

En  10  de  Mayo  de  1890  se  fiíinó  otro  tratado  con  Prsii- 
cía,  relativo  á  la  represión  del  contrabando  en  el  Biáasoa* 
(T.  IX,  387.) 

En  los  tratados  sobre  navegación  y  otros  especiales  se  regali 
también  el  ejercicio  de  la  pesca  por  los  respectivos  nacionales* 
Sobre  la  del  Bidasoa  tenemos  e]  convenio  con  Francia  de  18  d« 
Febrero  de  1886  (T.  IX,  33),  modificado  por  el  protocolo  de  19 
de  Febrero  de  1888  (T.  IX,  48),  y  la  declaraciÓTi  de  4  de  Octabrt 
de  1894  sobre  la  pesca  de  ostras*  Hay  con  Portugal  el  acuerdo 
de  1,^  y  13  de  Agosto  de  1894  sobre  la  del  Algarbe  (hoy  ja 
sin  vigor),  y  el  de  15  de  Mar;!0  de  18í*7  relativa  á  la  del  rio 
Miño  (modificado  por  notas  de  14  de  Septiembre  de  1901),  ade- 
más de  las  prescripciones  contenidas  en  el  tratado  de  comei  í 
de  1893  y  su  apéndice  6.^ 

át)  Kl  lando  arbitral  del  Barón  Lambelmont  acaba  df  condenar  á  Inglater     kl 
pa^o  de  ana  indemnización  á  Francia  por  bab^  detenido  en  el  Niger  sui  t 
rtdadea  al  bnqne  SergerU  Jíalaminé, 
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41.  Cosas  pasibles  de  propiedad  interna- 
cional. Mares  cerrados,  lagos.  Mar  territo- 
rial, puertos,  etc-  *  —  Determinadas  las  cosas  en 
las  que  es  imposible  exista  apropiación  particular  al- 
guna por  parte  de  los  Estados,  y  aquellas  en  las  que 
si  bien  es  posible  está  limitada  por  el  derecho  á  su  uso 
de  las  demás  naciones,  debemos  ocupamos  finalmente 
de  aquellas  otras  en  las  que  existe »un  derecho  abso- 
luto de  posesión,  pero  en  cuanto  lo  condiciona  el  de- 
recho internacional.  Ocupan  el  primer  lugar  entre  las 
mismas  los  mares  cerrados,  no  sólo  aquellos  que,  sien- 
do propiamente  grandes  lagos  están  como  éstos  <l)  po- 
seídos exclusivamente  por  la  potencia  ó  potencias  en 
cuyos  territorios  están  enclavados,  como  sucede,  por 
ejemplo,  en  el  mar  Caspio,  sino  también  en  los  otros 
que  por  medio  de  un  estrecho  están  en  comunicación 
con  el  Océano,  v.  g.,  el  Zuiderzée,  el  Báltico,  etc. (A). 
La  Sublime  Puerta  ha  afirmado  siempre  ser  su  antigua 
regla  de  conducta  prohibir  la  entrada  en  los  estrechos 
á  los  buques  de  guerra  de  todas  las  demás  naciones; 
neutralización  del  mar  Negro,  que,  aceptada  por  los 
tratados  de  1841  y  1856,  fué  derogada  por  la  confe- 
rencia de  Londres  de  1871  y  el  tratado  de  Rusia  del 
mismo  lugar  y  fecha,  sin  que  se  ocupase  de  esta  cues- 
tión el  tratado  de  Berlín  de  1878  (2).  Es  principio  um- 
versalmente reconocido  que  la  defensa  de  las  naciones 
exige  se  adjudique  la  más  próxima  parte  del  mar  que 
baña  sus  costas  al  Estado  dueño  de  las  mismas.  El  de- 
recho internacional  consuetudinario,  confirmado  in- 
numerables veces  por  el  convencional,  fija  la  exten- 
sión del  mar  territorial  hasta  donde  alcance  un  tiro 
d  cañón,  que  se  considera  equivalente  á  tres  millas 
n  riñas;  pero  como  en  esta  determinación  se  sigue  la 
II  xijna  de  Bynkershoeck  Terree  potestas  finitur  ubi 
fi    tur  armorum  vis,  este  límite  geográfico  no  es  inva- 

c.  I  w. 
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fiable,  dependiendo  en  todo  tiempo  de  los  progresos  de 
la  balística  (3)  (B).  Si  en  el  mar  territorial  es  exclusi- 
va la  jurisdicción  del  Estado  ¿il  igual  que  si  se  tratase 
de  la  tierra  firme,  se  comprende  naturalmente  que  el 
derecho  de  pesca  en  las  aguas  territoriales  correspoD- 
da  por  el  derecho  estricto  exclusivamente  á  los  pro- 
píos  subditos,  aunque  atendiendo  al  propio  interés  y 
al  deseo  de  evitar  fáciles  coníiictoa,  acostumbren  las 
naciones  á  renunciar  mutuamente  este  derecho  para 
que  puedan  en  las  limítrofes  los  pescadores  echar  sus 
redes  sin  tener  que  atender  al  territorio  en  que  lo  ve- 
rifican. Este  carácter  tenía  el  convenio  de  pesca  coa- 
tera  celebrado  entre  España  y  Portugal  en  14  de  Julio 
de  1878j  derogado  por  los  de  2  de  Octubre  de  1885  y  27 
de  Marzo  de  1893,  y  lo  tiene  aún  el  vigente  con  Fran- 
cia sobre  la  pesca  del  Bidasoa,  tratado  de  Bayona  h 
IS  de  Febrero  de  1886  (4).  El  territorio  marítimo  debe 
contarse  desde  la  marea  baja  y  tenerse  en  cuenta  que, 
aplicando  los  principios  del  derecho  civil,  las  islas 
inmediatas  á  la  tierra  firme  se  consideran  como  indu- 
dablemente pertenecientes  á  la  misma  (S),  Aqueila> 
partes  de  mar  que  penetran  en  un  territorio  sin  llegar 
á  formar  un  mar  interior,  es  indudable  que  en  princi- 
pio pertenecen  al  duefio  de  aquél ^  aunque  en  la  prác 
tica  sea  difícil  señalar  el  modo  con  que  pueden  las 
naciones  hacer  efectivos  sus  derechos  en  los  mismos. 
8i  el  fuego  cruzado  de  baterías  colocadas  en  ambas 
puntatí  puede  dominar  completamente  la  entrada  en 
el  golfo  ó  en  bahía,  es  evidente  que  toda  aquella 
porción  de  mar  lo  es  territorial  (*).  Es  indudable  que 
tiene  todo  Estado  un  derecho  absoluto  en  los  puertos 
de  su  nación,  ya  de  cerrarlos  completamente  á  tr^o 
comercio  extranjero,  ya  de  abrirlos  en  determinan  s 
condiciones,  ya  de  declararlos  completamente  f  ran    ^ 
renunciando  á  imponer  todo  derecho  por  la  entn   a 
en  ellos.  Puede  por  sospechas  prudentes  prohibir   ú 


i 


I 


DBL  OBJETO  DH  LOS  DERECHOS  INTERNACIONALE.^      205 


1  acceso  á  los  buques  de  guerra  ó  coneedéníelo  con 
ciertas  condicione3,  ya  de  número,  ya  obligándoles  á 
cumplir  ciertas  precauciones  que  e^ige  la  propia  de- 
fensa (7)  (8),  Lo  que  nunca  le  es  lícito  es  conceder  á 
ciertas  naciones  lo  que  se  niega  á  otras,  establecien- 
do irritantes  desigualdades.  Análogos  principios  rigen 
en  el  mar  territorial;  puede  reservarse  á  los  subditos 
el  derecho  de  cabotaje  y  aun  extender  la  zona  de 
acción  á  esfera  mayor  que  la  de  tres  millas  maríti- 
I  mas  para  reprimir  el  contrabando,  sobre  todo  si  se 
í     trata  de  buques  nacionales.  j 


(1)  Asi  el  lago  de  Constanza  (Bodensee)  pertenece  en  coman 
á  Austria,  Wnrtemberg,  Baviera  y  Suiza. 


(2)  El  mar  Negro  hasta  1774  (Paz  de  Routschuck)  pertene- 
ció exclusivamente  á  Turquía.  En  el  tratado  de  Andrinópolia 
^      se  establece  el  principio  de  libre  navegación.  El  tratado  de  1 841 
I      prohibía  el  paso  de  los  estrechos  del  Bosforo  y  los  Dardane- 
\     las  á  los  buques  de  guerra.  El  art.  XI  del  tratado  de  Paría 
de  1856  prohibe  la  entrada  en  el  mar  Negro  de  todo  bmine  de 
^     guerra,  menos  los  que  se  determinan  en  el  anexo  y  los  buques 
\      ligeros  para  el  servicio  de  las  legaciones,  vedándose  k  \^ñ  na- 
ciones ribereñas  tener  en  sus  costas  arsenal  alguno.  Rn^ia  de- 
clara en  1870  su  intención  de  no  observar  el  tratado  sobre- 
este  particular,  contestando  lord  Granville  que  esto  no  era 
posible  sin  el  previo  consentimiento  de  las  potencias  i Qter era- 
das. Reilnese  entonces  la  Conferencia  de  Londres  de  i  871 .  De- 
clara su  protocolo  que  ninguna  potencia  puede  librarse  de  lo 
convenido  solemnemente  en  los  tratados  por  su  sola  voluntad 
y  sin  un  arreglo  amigable  con  los  demás  firmantes.  En  el  tra- 
tado de  Londres,  que  fué  su  resultado,  se  conviene  en  derrigar 
los  artículos  XI,  Xm  y  XIV  del  tratado  de  París  referentes  al 
n    r  Negro,  pudiendo  Turquía  abrirlo  á  los  buques  de  guerra 
d    Las  potencias  amigas  para  la  mejor  ejecución  (!)  del  trata- 
d    de  París  de  1856  (art.  11).  En  otra  convención  de  la  mis- 
n  ,  fecha,  Busia  y  la  Puerta  derogan  el  que  iba  anejo  al  de 
I  ris  que  limitaba  el  número  de  los  buques  de  guerra  que  po- 
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dían  tener  ambas  en  el  mar  Negro.  El  Tratado  de  Berlín 
guarda  completo  silencio  respecto  este  punto.  Dice  uólo  el  ar- 
ticulo 63  que  el  de  París  y  el  de  Londres  3e  mantienen  eE  lo 
que  no  le  sean  contrario.  Declaró  en  el  protocolo  del  dielio 
tratado  lord  Salisbury,  q%e  les  ohli^aiims  de  S\  M.  se  homeñt  ¿ 
respecter  les  déterminations  de  &\  M.  I.  conformes  á  fespdi  det 
traites  existatits  (Prot.  18),  y  contestó  el  plenipotenciario  rnsa 
«que  el  principio  del  cierre  do  los  estrechos  es  un  principb 
europeo,  y  que  la  observancia  de  lotí  tratados  de  París  es  oIjU- 
gatoria  á  todas  las  potencias  signatarias»  (Prot.  19). 

(3)  Valin  pretendía  fuese  hasta  donde  se  encuentra  el  fon- 
do. Raineval  hasta  donde  llegue  la  vista  ó  el  horizonte.  Ante- 
riormente los  escritores  del  siglo  xiv,  60  millas  (Baldo,  Badi- 
no).  Alguno  ha  llegado  á  100  (Abreu)  y  otros  al  mar  recorrido 
en  dos  días. 

La  fórmula  con  la  que  se  expresa  la  extensión  del  mar  te- 
rritorial se  debe  á  Bynkershoeck.  Term  pokstas  Jinit^r  ubijbd- 
tur  armorum  vis.  La  inmensa  mayoría  de  autores  antiguos  y 
modernos  aceptan  la  regla  de  Bynkershoeck,  y  qmaás  nuestro 
Biquelme  es  el  único  de  los  contemporáneos  que  se  atreve  i 
impugnarla,  pretendiendo  que  cada  Estado  puede  fijar  librft- 
mente  la  extensión  de  su  jurisdicción  y  soberanía  (atendiea- 
do,  dice,  á  la  configuración  de  sus  costas,  sus  verdaderos  me^ 
dios  de  defensa  y  la  clase  de  jieligros  á  que  está  expuesto  i, 
con  conocimiento  de  las  demás  naciones. 

Nuestra  ley  de  puertos  dice  ánicamente  en  su  art,  2.^:  *Soii 
del  domioio  nacional  y  uso  público,  sin  perjuicio  do  los  dere- 
chos que  corresponden  á  los  particulares:  1."  La  zona  maríú^ 
ma  terrestre  que  es  el  espacio  de  las  costas  ó  fronteras  muri 
timas  del  territorio  español  que  baña  el  mar  en  sti  flujo  y  re- 
flujo, en  donde  son  sensibles  las  mareas  y  las  mayores  olas  en 
los  temporales  en  donde  no  lo  sean.  Esta  zona  marítimo  terres- 
tre se  extiende  también  por  las  márgenes  de  los  ríos  hasta  el 
sitio  en  que  sean  navegables  ó  se  hagan  sensibles  las  mar*  3- 
2.^  El  mar  litoral,  ó  bien  la  zona  marítima  que  cine  las  cof  la 
ó  fronteras  de  los  dominios  de  España,  en  toda  la  anchura  e- 
terminada  por  el  derecho  internacional,  con  sus  ensenan  b, 
radas,  habías,  puertos  y  demás  abrigos  utili^ables  para  la     s- 
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ca  y  navegación.  En  esta  zona  dispone  y  arregla  el  Estado  la 
vigilancia  y  \oh  aprovechamientos,  así  como  el  derecho  de  asi- 
lo é  inmnnidad,  conforme  todo  á  las  leyes  y  á  los  tratados  in- 
Éema-clo nales,*  Como  se  ve,  la  vaguedad  es  suma  y  así  debe 
creerse  que  la  ley  admite  los  principios  comunes  de  las  tres 
mülas;  conviene  empero  recordar  el  apartado  primero  de  la 
R.  C.  de  14  de  Junio  de  1797.  (L.  5.*,  tít.  VHI,  Ub.  VI  de  la 
Novísima.)  «La  inmunidad  de  las  costas  de  todos  mis  dominios 
no  ha  de  ser  marcada  como  hasta  aquí  por  el  dudoso  é  incierto 
alcance  del  cañón,  sino  por  la  distancia  de  dos  millas  de  nove- 
cientas cincuenta  toesas  cada  una» . 

En  tiempo  de  paz  tiene  poca  importancia  la  mayor  ó  menor 
extensión  del  mar  territorial,  ya  que  disfrutando  en  él  del  de- 
recho de  tránsito  inocente  los  mismos  buques  de  guerra  se  re- 
ducen sólo  sus  efectos  á  la  jurisdicción  criminal  y  fiscal  y  á 
los  derechos  de  pesca;  en  el  de  guerra  en  cambio  la  tiene  mu- 
chísimo en  consideración  al  deber  que  tienen  los  beligerantes 
de  respetar  todo  territorio  neutro,  absteniéndose  de  ejercer  en 
él  cualquier  acto  de  hostilidad  (véase  nota  B). 

(4)  Artículos  19  y  21  del  Tratado  de  Comercio  de  27  de 
Marzo  de  1893  (T.  X,  403).  «Art.  19.  La  policía  costera  y  de 
pesca  do  ambos  países  quedará  sujeta  á  las  disposiciones  con- 
tenidas en  el  reglamento  que  forma  el  apéndice  núm.  6,  anejo 
á  este  Tratado.» 

«Art.  21,  Las  disposiciones  de  este  Tratado  no  son  aplica- 
bles al  comercio  de  cabotaje  que  se  regirá  por  las  leyes  y  re- 
glamentos de  cada  país  y  por  las  prescripciones  contenidas  en 
los  reglamentos  de  los  apéndices  números  3.^  y  5.^» 

Reglamento  de  policía  costera  y  de  pesca:  «Art.  2.^  Los  límites 
dentro  de  los  cuales  el  derecho  general  de  pesca  queda  reser- 
vado exclusivamente  á  los  pescadores  sujetos  á  las  jurisdiccio- 
nes respectivas  de  las  dos  naciones  se  fijan  en  seis  millas,  con- 
tadas por  iuera  de  la  línea  de  baja  mar  de  las  mayores  marcas. 

"Para  las  bahías  cuya  abertura  no  exceda  de  10  mülas,  las 
m\  millas  se  contarán  á  partir  de  una  línea  recta  tirada  de 
tin    punta  á  la  otra. 

:  ^as  millas  mencionadas  son  millas  geográficas  de  60  al  gra- 
do (^latitud.» 
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(6)  En  estos  principios  está  inspirada  una  célebre  decÍ5Í6E 
de  lord  StoweU  en  el  caso  del  Ánna,  Yepsaba  la  cnedtiÓD 
acerca  si  unas  islas  que  se  encuentran  en  la  embocadura  dal 
Mississipi  pertenecían  á  los  Estadoa  Un  id  03  ó  eran  tierra  iw- 
IliuSy  debiendo  contarse  el  mar  territDrial  desde  la  Balisa, 
fuerte  construido  á  la  boca  del  rio  par  los  españolea.  Lord 
StoweU,  considerando  que  estas  isljia  estaban  formadas  por 
atmldo  de  tierra  de  los  Estados  Unidos,  aceptó  lo  primero,  ba- 
sándose en  aquel  conocido  axioma  de  la  Inatifcuta  (II,  I »  §  21) 
quod  vis  Jiaminis  de  tuo  pradio  detraxetiC  et  vicino  predio  ativierÜ 
tuum  remanit,  «Creo,  dice  el  egregio  magistrado,  que  la  pro- 
tección del  territorio  debe  contarse  (re^koncd)  desde  e.-^tas  islas, 
ya  que  son  naturales  apéndices  de  las  costas  cercanas  y  de  ka 
que  ciertamente  derivan.» 

(6)  No  está  muy  acorde  la  doctrina  ni  la  práctica  sobre  este 
particular;  en  él  tratado  entre  Francia  é  Inglaterra  de  1893  se 
estableció  que  el  radio  de  tres  millas  para  determinar  las  agnas 
territoriales  debía  aplicarse  en  las  bahías  cuya  mayor  ancíni- 
ra  no  exceda  de  10  millas,  partiendo  de  una  linca  recta  tiribda 
de  cabo  á  cabo.  (Véase  el  art.  2.^  del  tratado  de  pe^ca  entre 
España  y  Portugal  en  la  nota  4.)  Son  indudablemente  propias 
de  Holanda,  el  Zuidersee;  de  Italia,  el  golfo  de  Genova.  Los 
derechos  exclusivos  de  Inglaterra  sobre  los  Kií^'s  Cha^nben 
no  han  sido  jamás  reconocidos  por  las  nacioneía  contineutalds. 

(7)  En  1825  no  quiso  el  gobernador  de  la  Habana  admitir 
en  el  puerto  una  escuadra  francesa  hasta  que  el  almirante  qii& 
la  mandaba  hubo  dado  las  suficientes  e?cplicacio3ies  para  tran- 
quilizar el  ánimo  de  los  alarmados  españoles. 

En  los  tratados  celebrados  por  España  con  Inglaterra  (166T) 
Be  permitían  ocho,  con  Portugal  (Utrecht,  1715)  y  con  Dini- 
marca  seis  (1742).  Con  los  Países  Bajos  (Utrecht»  1 7 14)  no  §i 
fijó  número ,  pero  se  estableció  expresamente  que  debían  dtf 
cuenta  del  motivo  de  su  detención.  Una  Baal  orden  de  1 7^9 
permitía  la  entrada  á  los  buques  de  la  armada  rusa,  per  ra^ 
duciendo  su  número  á  cuatro;  en  1771,  á  causa  de  los  di.  tur* 
bios  que  promovían  sus  tripulaciones,  se  dispuso  que  tas6 
permitiese  la  entrada  en  los  puertos  á  los  buques  de  g"  srr» 
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«itranjeros  sino  en  caso  de  necesidad  para  librarse  de  tem- 
pestades ó  proveerse  de  útiles  ó  víveres. 

En  una  Real  orden  de  19  de  Abril  de  1867  se  reconoce  el 
principio  del  libre  acceso  de  los  buques  de  guerra  extranjeros 
en  los  puertos  españoles. 

Otra  Real  orden  de  11  de  Agosto  de  1882  repite  las  mismas 
ideas,  diciendo  que  la  política  de  España  se  acomoda  á  las 
prescripciones  del  derecho  internacional  y  sus  tratadistas,  y 
añade  después:  «En  la  actualidad  no  hay  puerto  alguno  en  los 
dominios  españoles  que  esté  cerrado  para  los  buques  de  otras 
potencias,  si  se  exceptúan  nuestros  arsenales,  para  cuya  entra- 
da se  necesita  una  autorización  especial. » 

Las  Ordenanzas  de  Aduanas  de  1870  disponen  en  el  art.  42 
del  cap.  VI,  lib.  ü:  «El  gobierno,  para  asegurar  la  cobranza 
del  impuesto  de  Aduanas,  ejerce  una  acción  fisc^  que,  respec- 
to de  las  fronteras,  comienza  desde  que  la  mercancía  se  en- 
cuentra en  aquéllas,  y  respecto  de  las  costas  en  el  momento 
de  entrar  el  buque  en  las  aguas  jurisdiccionales  españolas,  que 
es  una  extensión  de  seis  millas,  equivalentes  á  ll'lll  kilóme- 
tros de  la  costa.» 

En  Inglaterra  se  hizo  célebre  el  caso  de  la  Franconia,  El  ca- 
pitán de  este  buque  alemán  abordó  en  mar  territorial  inglés, 
esto  es,  á  menos  de  tres  millas  de  la  costa  inglesa,  á  un  buque 
inglés.  Condenado  en  primera  instancia,  fué  absuelto  en  se- 
gunda (á  pesar  que  existió  voto  particular)  por  la  Vazón  que  no 
había  ley  expresa  alguna  que  concediese  jurisdicción  sobre  ex- 
tranjeros por  actos  cometidos  á  bordo  de  buques  extranjeros... 
Este  vacío  se  llenó  por  el  Territorial;  Waters  act  die  1878. 

(8)  Aunque  haya  habido  algún  escritor  (Carnazza-Amari) 
que  haya  querido  sostener  la  contraria  doctrina  de  la  libertad 
absoluta  de  los  puertos  (fundándose  malamente  en  la  guerra 
que  las  potencias  europeas  declararon  á  China  para  forzarle  á 
abrir  el  puerto  de  Cantón)  la  completa  unanimidad  es  á  favor 
'le'  absoluto  dominio  del  mar  territorial.  Dice  muy  bien  un 
re   ^mbrado  autor  español: 

LfOS  puertos  y  radas  pertenecen  en  propiedod  absoluta  á  la 
po  ^ncia  dueña  de  las  costas  que  los  forman.  Esta  regla  está 
fiu  iada  en  los  principios  constitutivos  de  la  libertad  de  los 
nno  J.  K 
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mares,  porque  tratándose  de  aquellas  localidades^  existe  U 
posibilidad  de  ocuparlas  y  defenderlas  continuamente,  j,  por 
consiguiente,  de  poseerlas.  Además  los  puertos  no  bou  un  ca^ 
mino,  sino  un  término  de  camino;  la  navegación  goneral  lo 
necesita  de  ellos  para  nada  (salvo  la  excepción  de  arribadas 
forzosas)  y  de  consiguiente  su  exclusión  del  trato  con  los  de- 
más pueblos  sólo  perjudicarla  los  intereses  del  propietario.í 


(A)  Los  canales  que  atraviesan  el  territorio  de  un  solo  Esti^ 
do,  aunque  pongan  en  comunicación  dos  mares  libres,  son  de 
exclusiva  propiedad  y  jurisdicción  de  aquél.  Esta  regla  es  apli^ 
cable  al  de  Corinto  (abierto  el  24  de  Octubre  de  1893),  de  seis 
kilómetros  de  largo,  todo  dentro  de  Grecia  y  al  de  Kid^  que 
une  á  este  arsenal  con  el  de  Wilhemshaven,  abierto  en  Junio 
de  1896,  de  96  kilómetros  de  ancho  y  que  pertenece  por  comple- 
to á  Alemania  (c). 


i 


(e)  Va  á  revestir  el  carácter  de  canal  exclosiTamente  propio  de  loa  Estados  IToh 
dos  el  interoceánico  que  debe  atravesar  la  América  central,  ya  sea  por  Niearaffvi^ 
ya  sea  por  Panamá.  Ajustado  en  19  de  Abril  de  1850  el  célebre  tratado  dayUíü- 
Bulwer  entre  los  Estados  Unidos  é  Inglaterra,  por  el  cual  ambu  potencias  se 
comprometían  á  respetar  y  hacer  respetar  en  lo  futuro  la  neutralidad  del  canil 
«que  tenia  que  servir  para  el  bien  de  toda  la  humanidad  y  ser  accesible  á  todos 
bajo  las  mismas  condiciones*  desde  1880  habia  sido  objeto  de  vivas  lmpu^na*ci^' 
nes  en  Norte  América  por  considerársele  incompatible  con  la  doctrina  de  Mooioe, 
concediendo  á  Inglaterra  semejante  intervención  de  garantía.  A  consecnancia  de 
ellas  se  celebró  el  primer  tratado  Hay-Pauncefote  de  6  de  Febrero  de  19(J0,  por  él 
cual,  anulándose  el  convenio  de  1850,  los  Estados  unidos  quedaban  ünicns  ea- 
eargados  de  velar  por  el  libre  uso  del  canal  en  condiciones  análogas  á  las  pac^ 
das  para  el  de  Suex;  pero  aun  no  satlsñzo  esta  concesión  al  Senado  norteameri- 
cano, quien  al  aprobar  en  Diciembre  del  mismo  año  unas  enmiendas  que  exe^  * 
tuaban  á  los  Estados  Cuidos  del  deber  de  respetar  esta  neutralidad  en  cuan^ 
conviniera  a  su  defensa,  dándoles,  por  lo  tanto,  el  derecho  de  fortificarlo  y  ce- 
rrarlo á  las  potencias  enemigas  en  cuanto  lo  tuviera  por  conveniente  á  sus  inte- 
reses,  hlso  imposible  su  ratificación.  En  18  de  Noviembre  de  1901  rindióse  defi- 
nitivamente Inglaterra,  renunciando  á  todos  sus  especiales  derechos  al  ajnstur 
el  segrundo  y  último  tratado  Hay-Pauncefote,  por  el  cual  han  quedado  los  Esta- 
dos Unidos  absolutos  dueños  y  arbitros  de  la  futura  vía  marítima.  Después  de 
reiterarse  en  el  art.  I  la  d(>rogaclon  del  Convenio  Olayton-Bnlwer,  en  el  n  se  dlct 
que  el  canal  podrá  ser  construido  bajo  los  auspicios  del  gobierno  de  los  fótadoi 
Unidos,  el  cual  tendrá  todos  los  derechos  propios  á  tal  dominio  y  construocióD 
y,  por  lo  tanto,  cl  do  edlctar  los  reglamentos  oportunos  para  el  uso  del  mi  lo. 
Bn  el  art  IJI  se  reduce  el  principio  de  la  neutralización  á  decir  que  el  canal  ai 
libre  y  quedará  abierto  á  los  buques  de  guerra  y  mercantes  de  todas  las  nad  lei 
qne  observen  los  reglamentos  al  efecto  publicados,  loa  cuales  lo  sarán  bajo  fa  sa 
de  perfecta  Igualdad  y  no  pudiéndose  en  ellos  establecer  cargas  ul  ooudÍci<  im 
diferenciales  con  respecto  á  tal  nación  ó  lus  subditos.  El  art.  IV  dispon?    uf< 
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(B)  Si  bien  en  la  sentencia  de  arbitraje  sobre  las  pesquerías 
del  mar  de  Behring  (1893)  se  proclama  aún  como  vigente  el  lí- 
mite de  las  tres  millas,  todo  el  mando  está  acorde  hoy  en  que 
es  incompatible,  dados  los  progresos  de  la  artillería  moderna 
con  la  razón  que  lo  funda.  El  Instituto  adoptó  en  su  sesión 
de  18d4,  en  París,  las  siguientes  resoluciones,  aceptables  por 
completo:  tl.^  Ej  Estado  tiene  un  derecho  de  soberanía  sobre 
la  zona  del  mar  que  baña  la  costa,  salvo  el  derecho  de  tránsito 
inofensivo  mencionado  en  el  art.  5.^  Esta  zona  se  llama  mar 
territorial.  —  2.**  El  mar  territorial  se  extiende  ¿  seis  millas 
marinas  (de  las  de  sesenta  de  grado)  contadas  desde  la  baja  ma- 
rea en  toda  la  costa.— 3.^  En  las  bahías  el  mar  territorial  sigue 
las  sinuosidades  de  la  costa,  excepto  donde  la  distancia  entre 
los  dos  puntos  es  de  doce  millas,  en  cuyo  caso  se  mide  por  una 
linea  recta  tirada  4  través  de  la  bahía  en  la  parte  más  estrecha 
de  la  abertura,  y  á  no  ser  que  un  uso  continuo  y  secular  haya 
autorizado  un  ancho  mayor. — 4.^  En  caso  de  guerra  el  neutral 
I  ribereño  tiene  el  derecho  de  fijar  en  su  declaración  de  neutra- 
lidad ó  por  notificación  especial  su  zona  neutral  más  allá  de 
las  seis  millas  y  hasta  donde  alcancen  los  cañones  de  sus  cos- 
tas... —  10.^  Las  disposiciones  de  los  artículos  precedentes  se 
aplican  á  los  estrechos  cuyo  ancho  no  exceda  de  doce  millas, 
salvo  las  modificaciones  y  distinciones  siguientes:  1.^  Los  es- 
trechos cuyas  costas  pertenecen  á  diferentes  Estados  forman 
parte  del  mar  territorial  de  los  Estados  ribereños,  los  cuales 
ejercerán  su  soberanía  respectivamente  hasta  la  línea  media.— 
2.^  Los  estrechos  cuyas  costas  pertenecen  á  un  mismo  Estado  y 
que  son  indispensables  para  las  comunicaciones  marítimas 
entro  dos  ó  más  Estados  distintos  del  Estado  ribero^,  forman 
parte  del  mar  territorial  de  éste,  cualquiera  que  sea  la  distan- 
cia entre  las  costas.  —  3*  Los  estrechos  que  sirven  de  paso 
entro  dos  mares  libres  no  pueden  ser  cerrados  nunca.  —  II.'  El 


ningún  cambio  en  la  soberanía  teirltorlal  ó  en  las  relaciones  internacionales  del 
paifl  ó  países  atravesados  por  el  canal  podrá  afectar  al  principio  general  de  la 
nentialízaclón  ó  de  las  obligaciones  aceptadas  por  las  altas  partes  contratantes. 

Szcnsado  es  decir  qne  reducido  á  estos  términos  mereció  el  tratado  la  aproba- 
ción casi  nnántmo  del  Senado  de  Washington. 

i  oqne  á  fines  de  1901  se  tenia  por  segura  la  apertura  del  canal  por  Nicara- 
güi  &  pesar  de  su  excesivo  coste  (habiéndose  ya  celebrado  el  oportuno  conve- 
nic  !on  esta  última  República  para  la  cesión  de  los  terrenos  necesarios),  gracias 
á  p  iteriorea  ofertas  de  la  Compaüla  nueva  del  Panamá,  las  Cámaras  america- 
QSi  >arece  han  optado  definitivamente  por  la  construcción  de  éste  (25  y  26  de 
Jni  t>  de  1^02),  al  cual  naturalmente  serán  aplicables  las  estlpuladoaes  del  tia- 
ted     lA  1901. 
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,  aei  o.    al  a.  ,  en  la  nota  B  del  párrafo  signiente.) 

nuestia  cieacia  importantísimo  influjo  hasta  el  punto 
de  que  autores  gravísimos  hayan  hecho  de  los  princi- 
pios del  derecho  internacional  que  á  ella  se  refieren 
rama  propia  é  independiente  de  nuestra  ciencia.  Es 

seguida  que  esta  isla  flotante  de  madera  constituye 
una  continuación  del  territorio  cuya  bandera  ostento, 
dogma  qiie  si  lleva  á  importantes  cuestiones  jurisdic- 
conales  durante  la  paz,  es  de  gravísima  y  decisiva' 
mfluenca  en  tiempo  de  guerra  W.  Que  el  buque  de 

nac^n  r^''''"'''  ^''''  '^  ''  ^"•^^^^  P-iblica  de  k 
lable  V  t  Tr'"'"''''  ^  ^"^'  P^'-  ^^  *^"^«'  «3  i°"o- 
coml^  í-  '"'"""^  "'  indudable.  Pero  la  nave  de 
tan^n?  í""'  '^'^'''''  ««'^P'^'^'^ente  distinto,  v 
tanto  en  alta  mar  como  en  el  territorio  marítimo  de 
otra  nación  no  puede  exigir  en  derecho  estricto  que 

extr.nT  r''-^  '"'P'*'  """^"  P^^^'*^"  inviolable  dol 
oxti  anjero  territorio  (2).  Todas  las  naciones  en  sus  ro.- 
pectivos  Códigos  señalan  las  condiciones  por  las  que 
un  buq.e  puede  adquirir  el  derecho  de  lleLr  su  ^ 
í>cllón,  signo  i„-ma/-ad.  de  su  nacionalidad  (3) /-«>£! 
buque  extranjero  que  entra  en  un  puerto  queda  sujc- 
o  á  la  jurisdicción  del  soberano  territorial,  de  la  que 
^óo  se  exceptúan  naturalmente  aquellos  que  gozan 
del  privilegio  de  la  extraterritorialidad.  ( V    f  64  ) 

cl'nK?T  f '"'"'*  *""^  ^^^^«h<>  ^  ^^i^-íe  c  -.. 
cumpla  todos  los  reglamentos  que  para  el  buen  r*-    i- 

(•)  C.  9  94-06. 
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men  de  los  puertos  hubiere  él  dictado,  pero  en  la  ma- 
yor parte  de  las  naciones  renuncia  á  ejercer  sus  dere- 
chos de  jurisdicción  criminal  y  de  policial)  para  fiar- 
las al  capitán  y  al  cónsul  en  las  cuestiones,  delitos  y 
crímenes  ocurridos  á  bordo,  por  los  cuales  no  se  ha 
turbado  el  orden  público  en  el  puerto  ni  han  interve- 
nido, como  autores  ó  víctimas,  ninguno  de  sus  subdi- 
tos (5)  (A),  Debe  prestarles  la  protección  y  auxilio 
que  la  humanidad  y  el  derecho  internacional  de  con- 
suno exigen;  están,  por  fortuna,  completamente  abo- 
Udos  los  bárbaros  derechos  que  reconocía  la  Edad 
media,  y  hoy  se  ve  en  el  infeliz  náufrago  al  hermano 
desgraciado  que  necesita  auxilio,  no  al  ilota,  pasto 
de  la  codicia  y  la  rapiña  (6).  Una  vez  el  buque  en  alta 
mar,  es  imposible  en  tiempo  de  paz  perseguirle  por 
delito  alguno  cometido  en  el  puerto;  no  se  puede,  dada 
la  moderna  cortesía  con  que  se  tratan  entre  sí  y  á 
sus  respectivos  subditos  las  naciones,  ejercer  derecho 
alguno  de  visita  que  no  esté  previamente  consentido 
por  pacto  internacional  (V.  §§  63  y  64)  (B).  Deben 
los  buques  durante  su  viaje  prestarse  mutua  ayuda, 
que  llega  á  deber  de  verdadera  protección  en  los  de 
guerra.  En  otros  lugares  mencionaremos  los  saludos, 
hoy  de  mera  cortesía,  que  se  tributan  mutuamente 
las  naves  al  encontrarse  en  el  Océano  y  que  consti- 
tuyen el  ceremonial  marítimo  (V.  §  82)  y  los  acuer- 
dos generales  que  en  interés  de  la  navegación  tienen 
pactados  las  naciones  (§  85).  Si  los  distintos  derechos 
nacionales  marítimos  (tanto  públicos  como  privados) 
tienen  su  principal  fuente  en  las  legislaciones  positi- 
vas de  cada  Estado,  el  internacional  se  basa,  prescin- 
''"'ndo  de  las  pocas  de  sus  reglas  reconocidas  solem- 
üente  por  tratados  públicos  generales,  en  el  de- 
i  ho  consuetudinario.  Como  recopilaciones  memora- 
8  que  comprenden  los  usos  marítimos  de  la  Edad 
'^ia,  merecen  especial  mención  los  juicios  de  01o- 
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ron,  las  leyes  de  Wi8by(7)y^  sobretodo,  el  Conmíado 
de  mar.  Esta  famosa  colección,  qne  ha  ejercido  más 
que  todas  las  otras  una  grandísima  influencia  en  el 
derecho  internacional  y  sobre  todo  en  el  de  captura 
marítima,  fué  compilada  (sin  carácter  oficial,  lo  más 
probable),  allá  por  el  siglo  xni  en  Barcelona  (3),  lo- 
grando, como  dice  un  autor  ilustre,  una  autoridad  pa- 
recida en  el  derecho  marítimo  á  la  que  disfruta  el  de- 
recho justinianeo  en  el  civil  de  todas  las  naciones  (•). 

(1)  La  doctrina  de  la  territorialidad  de  los  buques  mercan- 
tos,  aceptada  en  el  sentido  absoluto  con  que  la  explican  la 
mayor  parte  de  los  autores  modernos,  hace  completamente 
imposible  el  derecho  de  visita  y  el  de  sacar  los  efectos  de  con- 
trabando embarcados  á  bordo  de  una  nave  neutral,  plenamen* 
I  te  legitimados  por  el  derecho  internacional  positivo.  En  las 

I  .  siguientes  palabras  de  Eiquelme  puede  verse  el  germen  de 

j^  una  teoría  más  cierta  sobre  este  particular:  «No  representa 

í  tanto  como  una  parte  del  territorio  para  que  pueda  aplicarse- 

I  ^  le  la  regla  de  la  extraterritorialidad,  pero  conserva  en  mu- 

I  chas  ocasiones  la  independencia  de  su  organización  porque 

I  representa  más  que  el  simple  individuo  extranjero,  y  que,  por 

f  el  contrario,  en  alta  mar  es  independiente  porque  siendo  la 

j  mar  común  á  todas  las  naciones,  el  mercante  que  navega  bajo 

■i  la  garantía  de  su  pabellón  usa  de  un  derecho  propio,  pues  la 

libertad  é  independencia  de  un  Estado  se  comunica  á  sus  bu- 
j  ques.»  Sobre  esta  materia  tendremos  ocasión  de  ser  más  ex- 

tensos al  tratar  de  la  jurisdicción  de  á  bordo  (véase  nota  5). 
{  .  El  buque  extranjero,  ó  mejor  dicho,  la  tripulación  del  mis- 

"t  mo  (ya  que  él  en  sí  no  es  más  que  artefacto  inanimado  de  ma- 

í  dera  y  hierro)  es  realmente  una  sociedad  de  subditos  extran- 

1  jeros  que  por  su  expresa  voluntad  conserva  la  nacionalidad  y 

,  obediencia  del  Estado  cuya  bandera  enarbola.  Pero  como  en 

el  alta  mar  es  una  especie  de  nadan  flotante,  civilizada  t]  *ba 
que  navega,  con  una  independencia  de  hecho  propia,  tien**  eii 
tiempo  de  guerra  obligaciones  que  le  impone  el  derecho  ii   ^r- 
J  nacional  y  cuyo  modo  práctico  de  ejercerlos  es  el  derech"  de 

¿t  visita. 
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I  En  tiempo  de  paz,  mientras  viva  cuidadosamente  encerra- 

'  da  dentro  su  bordo,  no  tiene  que  temer  intrusión  alguna  del 
aoberano  dei  puerto  en  que  se  encuentra,  pero  éste  tiene  de- 
recho á  que  en  sus  actos  exteriores  se  conforme  á  las  disposi- 
"Ciones  que  dictare,  en  virtud  de  las  facultades  que  el  derecho 
internacional  le  confiere. 

(2)  El  buque  de  guerra  extranjero  goza  del  privilegio  de  la 
extraterritorialidad  (véase  infra  §  54);  es  una  verdadera /íw/^- 
l&za  flotante  que  debe  respetarse  como  á  tal  desde  el  momento 
que  se  le  ha  admitido  en  el  puerto.  Si  delinque,  debe  distin- 
guirse, con  Fiore,  si  comete  el  acto  de  hostilidad  con  orden  ó 
no  de  su  gobierno.  En  el  primer  caso  es  acto  de  guerra,  y 
como  á  tal  debe  tratarse;  en  el  segundo,  hay  que  pedir  la  sa- 
tisfacción debida  á  su  soberano.  Claro  es  que  si  la  tripulación 
<x>mete  en  tierra  algún  delito  común,  está  sujeta  á  la  juris- 
dicción del  soberano  del  puerto. 

En  los  buques  mercantes  son  los  principios  completamente 
distintos.  El  Carlos  Alberto ^  buque  sardo,  fué  á  Marsella  en 
arribada  forzosa  después  de  haber  desembarcado  en  territorio 
francés  la  duquesa  de  Berry;  fué  capturado  por  el  Sphinx,  bu- 
que de  guerra  francés,  y  después  confiscado.  (Martens,  Cau- 
ces célebres,  t.  V.)  El  Océan  embarcó  en  el  Grao  á  Sotelo,  ex 
ministro  español  (1840),  pero  al  llegar  á  Alicante  fué  dicho 
señor  arrancado  á  viva  fuerza  del  mismo  y  llevado  á  tierra. 
Obraron  en  estos  casos  de  un  modo  completamente  legítimo 
las  autoridades  francesas  y  españolas. 

(3)  Es  principio  de  derecho  internacional  privado,  adoptado 
en  las  legislaciones  y  convenido  en  todos  los  tratados  de  nave- 
gación, que  la  nacionalidad  del  buque  y  los  documentos  por 
los  que  se  prueba,  deben  determinarse  por  las  leyes  patrias 
(véase  nota  114  al  Derecho  internacional  privado  en  nuestro 
Manital), 

Dice  nuestro  Código  de  Comercio  vigente: 

«Art.  612.  Serán  inherentes  al  cargo  de  capitán  las  obüga- 
(     nes  que  siguen: 

» 1  .*  Tener  á  bordo,  antes  de  emprender  el  viaje,  un  inven- 
i    io  detallado  del  casco,  máquinas,  aparejo,  repuestos,  per- 
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trechos  y  demás  pertenencias  del  buque,  la  patente  real  6  dt 
navegación,  el  rol  de  los  individuos  que  compon f^n  ta  dotación 
del  buque  y  las  contratas  con  ellos  celebradas»  la  üsta  de  pa- 
sajeros, la  patente  de  sanidad,  la  certificacióu  del  registro  qna 
acredite  la  propiedad  y  todas  las  obligacionas  quo  ha,sta  aque- 
lla fecha  pesaron  sobre  él,  los  contratos  de  fletamento  a  copian 
autorizadas  de  ellos,  los  conocimientos  6  guias  de  la  carga  y 
el  acta  de  la  visita  ó  reconocimiento  pericial  si  se  hubiere  prac* 
ticado  en  el  puerto  de  salida.:» 

(4)  He  aquí  el  considerando  del  Avi^  du  Comrié  d*Etai  en 
1806  (dado  en  ocasión  del  caso  del  Newton): 

«  Considérant  que, . .  un  vaüseauneutre  adms  dans  un  porí  d^  i*Etnt 
est  de  plein  droit  soumis  aux  ¿oís  de  pólice  qui  rr^isseut  le  Hen  oi 
il  est  recu;  que  les  gens  de  son  equipage  ^ont  égahtmnt  jmticmhln 
des  tribunaux  du  pays  pour  les  délits  qxiiU  y  commcttraírjtí  méne  h 
bordy  envers  des  personnes  étrangéres  á  V equipage,  ñitist  qnepovr^'^ 
conventions  cioiles  quils pourraient  faire  avec  elles..,t 

La  Creóle,  buque  americano,  habla  salido  del  puerto  de  Eich- 
mond  para  Nueva  Orleans  llevando  á  bordo  1 35  esclavos;  du- 
rante la  travesía  algunos  se  sublevaron,  maüiron  al  capitán  y 
obligaron  al  segundo  á  hacer  rumbo  á  Nassau j  allí  el  códsuI 
inglés  pidió  se  formase  causa  criminal  contra  lU  de  los  revol- 
tosos y  así  lo  hicieron  las  autoridades  británica:^;  pero  h^ 
demás  se  escaparon.  Originóse  una  cootroversia  diplomática, 
y  habiendo  sido  divergentes,  en  su  parcoer,  los  votos  de  una 
comisión  mixta  al  efecto  nombrada,  Mr.  Bartes,  célebre  juris- 
consulto inglés,  elegido  tercero,  resolvió:  1/^  Que  las  autori- 
dades  inglesas  no  tení^in  derecho  alguno  sobre  los  esclavo* 
hallados  á  bordo  de  un  buque  americano  anclado  en  un  pnrri'i 
inglés.  —  2.*^  Que  la  ley  municipal  inglesa  no  puede  permitir 
á  sus  funcionarios  penetren  con  la  fuerza  arjnada  en  un  büqíie 
de  un  Estado  amigo  que  no  ha  cometido  delito  alguno.  (Yéase 
Calvo  n,  p.  270.) 

(6)  Sobre  las  atribuciones  del  cónsul  en  materia  de  na^  ra- 
gios  y  averias  véase  nuestra  nota  114  al  Derecho  interna  iv 
nal  privado  en  el  Manual, 

La  doctrina  universalmente  admitida  acerca  la  jurisdi^   m 
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en  los  delitos  cometidos  por  la  tripulación  de  buques  mercan- 
tes extranjeros  en  el  territorio  es  la  siguiente:  Si  el  deHto  se 
lia  cometido  á  bordo  entre  individuos  de  la  tripulación  sin  al- 
terarse el  orden  público  del  puerto,  corresponde  su  conoci- 
miento á  los  tribunales  de  la  nacionalidad  del  buque.  —  Si  se 
lia  cometido  en  tierra  ó  se  ha  trastornado  la  tranquilidad  pú- 
blica del  puerto  ó  á  bordo,  interviniendo  en  él  como  criminal 
6  víctima  una  persona  extraña  á  la  tripulación  (aunque  sean 
en  este  caso  en  verdad  algo  dudosos  los  motivos)  ó,  finalmen- 
te, si  el  delincuente  ó  el  cónsul  se  someten  voluntariamente  á 
la  acción  de  los  tribunales  del  puerto,  entonces  corresponde 
á  éstos  su  conocimiento. 

He  aquí  el  artículo  pertinente  de  nuestra  ley  de  extran- 
jería: «Artículo  39.  Cuando  á  bordo  de  un  buque  mercante,  an- 
clado en  puerto  español,  ocurra  algún  exceso  que  pueda  turbar 
la  tranquilidad  pública,  ó  atentar  contra  la  seguridad  interior 
ó  exterior  del  Estado,  la  autoridad  local  competente  tendrá 
derecho  á  intervenir  y  conocer  para  precaver  y  reprimir  aque- 
llos excesos. 

>Si  éstos  atacan  exclusivamente  la  disciplina  interior  del 
buque,  su  capitán  procederá  según  estime  conveniente  y  ob- 
tendrá auxilio  de  las  autoridades  españolas,  si  lo  reclama.» 

La  de  Ultramar  en  su  art.  50:  «Las  autoridades  españolas 
intervendrán  en  cualquier  exceso,  desorden  ó  tumulto  en 
baque  extranjero  anclado  en  puerto  español,  cuando  crean  que 
puede  afectar  á  la  seguridad  interior  ó  exterior,  ó  la  tranqui- 
lidad del  territorio. 

>En  cualquier  otro  caso  sólo  intervendrán  si  el  capitán  del 
buque  reclama  auxilio.» 

Los  tratados  consulares  de  España  declaran  que  el  cónsul 
tiene  derecho  á  castigar  los  delincuentes  y  á  pedir  el  apoyo  á 
las  autoridades  locales  y  la  captura  de  los  mismos  si  no  se 
turbó  el  orden  en  el  puerto  ó  no  intervinieron  en  los  hechos 
personas  ajenas  al  rol  ó  subditas  del  ptds.  (Francés  24,  brasi- 
lef  »  12,  italiano  21,  belga  11,  alemán  15,  portugués  23,  he- 
lar 'As  11.) 

I  )  Hay  un  caso  en  que  los  deberes  de  humanidad  obligan 
á  <;    3  se  abra  siempre  el  puerto  al  buque  extranjero  sin  ningu- 
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na  condición  y  libre  de  todo  derecho:  es  el  de  arribada  fonosi 
(reláehe  forcee),  ya  á  cansa  de  averia,  £alta  absoluta  de  víveres, 
carbón,  etc.  Bajo  este  respecto  no  cabe  distinción  entre  buques 
de  guerra  y  mercantes. 

Sobre  las  condiciones  con  las  que  se  admiten  á  libre  plática 
los  primeros  véase  nota  7  al  §  41. 

(7)  Los  Rooles  d'  Oloron  fueron  publicados  en  el  siglo  xi,  pro- 
bablemente en  viejo  dialecto  francés,  y  contienen  el  derecho 
marítimo  de  los  puertos  del  Oeste  de  Francia.  La  Z^  df 
Wuby,  en  la  que  se  basan  el  derecho  marítimo  alemán  y  es- 
candinavo, fué  redactado  en  Wisby  (Gotlandia)  en  lengua 
bajosajona.  (Perels,  trad.  franc,  pág.  9.) 

(8)  La  primera  edición  impresa  que  se  conoce  del  Consu 
lado  del  Mar  es  de  1494,  hecha  por  Francisco  Celelles,  que 
acaba  con  el  Colophon:  Deo  gratias.  Fon  acabada  de  stampark 
present  obra  á  XIIII  de  Miol  del  any  MCCCCLXXKXIIII f^ 
Pere  Posa  preveré  é  stampador.  Capmany  supone  equivocad» 
mente  (triste  descuido  en  tan  diligente  investigador  de  laa 
patrias  catalanas  glorias)  que  fué  la  primera  la  de  1502,  si- 
guiéndola en  su  reproducción.  Hay  en  la  Biblioteca  Nacional 
de  París  dos  manuscritos  del  Consulat  del  Mar,  en  su  teití 
catalán  original,  registrados  respectivamente  con  los  nombreí 
de  Espagnol  124  y  Espagnol  56.  El  primero  es  mejor  que  el  úl- 
timo, segiin  Travers  Twiss.  El  papel  y  letra  es  del  siglo  xrr; 
al  final  es  la  última  de  principios  del  xv. 

En  todas  estas  ediciones  y  manuscritos  se  distingue  muy 
bien  el  Consulado  del  Mar  y  las  Bones  Costumes  de  la  Méf; 
éstas  son  parte  del  primero,  que  principia  con  la  organización 
y  procedimiento  de  los  tribunales  consulares  de  Barcelona. 

Es  hoy  la  opinión  más  fundada,  siguiendo  todas  las  reglas 
de  la  crítica,  que  este  Código  marítimo  de  la  Edad  media  tienf 
por  cuna  Barcelona.  Algunos  escritores  italianos,  fundándole 
en  un  texto  del  abate  Gaettano,  creen  que  fué  en  la  cinda  1  de 
Pisa  donde  se  recopilaron  dichas  costumbres,  ya  que  af  rcía 
dicho  obscurísimo  autor  que  las  leyes  de  Pisa  fueron  aprol  .das 
por  el  Papa  San  Gregorio  Vil  y  juradas  por  los  rom  noí 
en  1075,  y  los  mismos  písanos  después  en  Mallorca  en  li  5  j 
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luego  en  J 118.  «Dichas  leyes  fueron  aceptadas  en  breve  tiem- 
po como  ley  por  todos  los  pneblos,  tanto  de  Oriente  como  de 
Occidente,  y  traducidas  luego  á  casi  todas  las  lenguas  de  la 
Europa  civilizada.»  Pero  aserto  tan  categórico  como  infunda- 
mentado  se  basa  en  unas  notas  ñnales  de  adhesiones  de  prin- 
cipes y  pueblos  completamente  apócrifas  y  llenas  de  anacro- 
nismos, de  las  que  hablaremos  luego,  y  Travers  Twiss,  que 
consultó  los  archivos  de  Pisa,  encontró  sólo  unos  Estatutos 
de  1161,  no  ya  distintos  completamente,  sino  hasta  antitéticos 
en  principios  y  tendencias  al  Consulado  del  Mar;  sin  embargo, 
tal  fué  el  origen  que  se  le  asignó  como  indudable  en  los  pasa- 
dos siglos  y  aun  hoy  muchos  autores  extranjeros  lo  citan  con 
el  título  italiano  de  Consolaío  del  Mare.  Hay  quien  le  da  por 
cuna  Marsella  y  se  invoca  á  su  favor  el  argumento  de  que 
ésta  era  un  importante  centro  comercial  en  los  últimos  tiem- 
pos del  Imperio  que  se  gobernaba  por  las  leyes  r odias.  Estas, 
ampliadas  y  añadidas,  se  convirtieron  en  el  Consulado  del  Mar. 
Pero  observa  Twiss  que  dicha  ciudad,  desde  el  siglo  v  hasta 
el  xm,  estuvo  sujeta  á  uno  de  los  señores  feudales  de  sus  cer- 
canías, y  de  ellos  pasó  entonces  al  conde  de  Anjou,  después  de 
un  breve  intervalo  de  libertad.  Durante  él  se  hicieron  unas  le- 
yes (1253-55)  en  latín  «que,  si  bien  armonizan  con  las  del  Con- 
sulado del  Mar  en  algunos  de  sus  puntos,  en  la  mayoría  disien- 
ten por  completo  de  él».  Las  razones  que  aduce  Twiss  para 
afirmar  el  origen  catalán  del  Consulado  del  Mar  son:  1  .^  Que 
el  manuscrito  más  antiguo,  anterior  en  un  siglo  al  menos  á  la 
primera  edición  impresa,  está  escrito  en  catalán,  habla  muy 
distinta  de  la  llamada  lengua  provenzal.  —  2.^  Que  está  en  la 
misma  lengua  la  primera  impresión  hecha  en  el  siglo  xv. — 
3.*  Que  la  primera  mención  del  Consulado  del  Mar  se  halla  en 
las  ordenanzas  de  los  magistrados  de  Barcelona  en  1435.  — 
4.*  Que  estaba  recibido  en  muchos  pueblos  mediterráneos  bajo 
el  nombre  de  leyes  de  Barcelona.  Dice  Girolamo  Paulo:  JEdilitim 
9unt  et  mercatorim  leges,  per  has  judicium  ex  bono  et  sub  compendio 
redditur  ab  duumviris,  qm  cojisulares  appellantur,  unde  consulares 
lepes  dicta  sunt;  quarum  hac  tempestate  non  in  ea  nrbe  modo  usus  vi- 
§€t,  sed  per  cunetas  ferme  maritimas  civitates  náutica  hujusmodi  le- 
fUms,  vel  ex  hits  depromptis,  sumraa  cum  auctoritdte  terminantur; 
%tq^"'  Rhodias  olim^  ita  plerique  nunc  per  orbem  Barcinonias  leges 


r 


yk 


220 


PARTB  GBNEBAL 


appellant,  —  5.*^  Que  hay  al  menos  cuatro  edicionea  catalaüaá 
(1494,  1502,  1517,  1523)  anteriores  á  la  primera  italiana  de 
1539  hecha  en  Venecia,  de  la  que  sólo  se  conoce  un  ejemplar, 
pues  las  más  corrientes  en  aquel  país  son  otra  de  1549  y  la 
comentada  por  Casar egis  en  1710. 

Indudablemente  no  fué  hecha  esta  compilación  por  autori- 
dad oficial,  sino  obra  de  un  particular,  que  recogió  las  cos- 
tumbres vigentes,  y  por  las  que  se  regían  los  cónsules  de 
Barcelona,  uno  de  los  emporios  más  brillantes  de  la  Edad 
media.  Esto  mismo  hace  más  difícil  fijar  la  época  en  que  se  es 
cribió,  pues  las  aceptadons  que  se  mencionan  al  fin,  que  priii 
cipian  por  la  del  Papa  y  los  romanos  en  1075  y  concluyan 
por  la  de  D.  Jaime  de  Aragón  en  1270,  en  número  de  17,  hun 
probado  ser  falsas  completamente  y  llenas  de  errores  y  ana- 
cronismos, Capmany,  Jori©,  Pardessus  y  Twiss.  Según  Cap- 
many,  se  redactó  en  tiempo  de  D.  Jaime  el  Conquistador,  pues 
en  dicho  código  se  habla  del  papel  que  debe  darse  al  escribano 
de  la  nave,  y  éste  no  principió  á  usarse  en  la  escritura  smo 
en  tiempo  de  D.  Jaime.  No  se  empleó  el  romance  en  los  docu- 
mentos hasta  la  mitad  del  siglo  xin.  Se  habla  también  de  m^ 
nedsiS  millaresas  usadas  sólo  en  Montpellier,  lo  que  prueba  que 
es  posterior  á  la  conquista  de  aquella  ciudad.  Tampoco  puede 
ser  anterior  á  la  toma  de  Almería  por  D.  Jaime,  en  cuanta 
habla  de  los  puertos  de  Andalucía.  Adelanta  más  CapmanjT  í 
dice  que  debe  ser  su  fecha  posterior  á  1258,  pues  en  el  ca[i 
tulo  LXXIV  (ed.  de  Twiss)  se  dispone  que  €lo  Senyor  siconsiji 
no  ha  efi  la  ñau,  si  algún  hom  hi  mor,  ell  es  tingut  de  guardar  h 
roba  del  mort,  si  V  mort  no  ha  fet  testament,  e  no  n*  havia  jaqiUí  i 
hom  de  qui  hagués  fet  son  procurador  ó  son  ntarmessor  en  la  ñau  *» 
son  hereu»j  y  la  obligación  de  llevar  dichos  cónsules  se  intrci- 
dujo  por  una  ordenanza  de  D.  Jaime  I  de  1258,  pero  anterior 
á  1266,  pues  en  ellas  (en  las  Costumbres)  no  se  habla  de  los 
cónsules  catalanes  residentes  en  los  puertos  extranjeros,  ina- 
tittiídos  por  vez  primera  en  1266.  De  todos  modos  deben  ser 
dichas  ordenanzas  anteriores  á  1283,  año  en  queD.  Ped:  10 
las  promulgó  oficialmente  para  el  puerto  de  Valencia. 

Pardessus  se  limita  á  afirmar  que  debe  ser  anterior  i  si- 
glo XV,  pues  en  dicho  siglo  principiaron  á  usarse  los  Beg  rm 
marítimos,  de  los  que  no  trata  en  modo  alguno  el  Consu    do. 
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Nosotros,  de  los  tres  textos  catalanes  de  Oapmany,  Fardes - 
sus  y  Twiss,  preferimos  el  del  último,  no  sólo  por  ser  resulta- 
do de  su  comparación  sino  por  haberse  hecho  á  la  vista  de  la 
edición  de  1494  y  de  los  anciquísimoat  manuscritos  de  la  Bi- 
blioteca de  París.  Hoy  que  tanto  se  habla  de  regionalismo  y 
de  espíritu  patrio,  |qué  vergüenza  tener  que  ir  á  buscar  en  el 
libro  de* un  sabio  inglés  (1)  la  mejor  edición  del  timbre  más 
grande  de  gloria  que  tienen  Barcelona,  Cataluña  y  España,  en 
la  historia  de  su  derecho  marítimo! 

(9)  El  Consulado  del  Mar,  á  más  de  las  traducciones  italia- 
nas antes  mencionadas,  fué  vertido  al  francés  en  el  siglo  xvi 
por  Maysoni,  abogado  de  Marsella,  en  1577,  y  en  el  xix  por 
Boucher  (París,  1808)  y  Pardessus  (que  sigue  la  edición  de  1494 
y  el  manuscrito  [Cange  114;  actualmente  Espagnol  124],  tradu- 
ciendo de  un  modo  más  literal  que  Capmany)  en  holandés  en 
el  siglo  xvui  (Werteween,  Leide,  1704)  y  en  el  mismo  siglo  en 
alemán  por  Engelbrecht  en  el  Corpus  jurü  nautici.  Hasta  Twiss 
no  ha  habido  en  la  Gran  Bretaña  traductor  ninguno  del  Código 
inmortal  sobre  el  cual  se  basa  la  doctrina  jurídica  inglesa  de 
la  neutralidad.  En  lengua  castellana  existían  antes  de  la  de 
Capmany  (basada  en  la  edición  de  1502)  dos  traducciones  an- 
tiguas, la  de  Francisco  Díaz  de  Román,  impresa  en  Valencia 
en  1539,  y  otra  de  Palleíá  (Cayetano  de)  hecha  en  1632  en 
Barcelona. 

Capmany  destina  un  capítulo  á  consignar  los  elogios  que 
autores  antiguos  y  modernos  han  dedicado  al  Consulado  (pá- 
ginas xxvii-xxxiv).  En  ellos  sólo  es  voz  discordante  la  de 
Hubner,  que  dice  es  masa  informe  que  no  sirve  de  nada  para 
la  práctica.  Nada  de  extraño  tiene  que  otro  tan  decidido  de- 
fensor de  los  neutros  como  Gessner  participe  de  igual  despre- 
cio. Juicios  tan  apasionados  dañan  más  al  que  los  enuncia  que 
á  lo  que  se  intenta  deprimir.  Perels,  autor  en  quien  no  puede 
sospecharse  ni  parcialidad  interesada  ni  patriotismo  exagera- 
do (así  podrían  ser  tachados  Twiss  y  Capmany),  dice  lo  si- 
'  guíente  del  Consulado  del  Mar:  Cet  ouvrage  tres  etendu  a,  pour  le 
I  inñ  mariHme  modeme,  une  valeur  qui  rCest  pas  moindre  que  celle 
Íes  ivres  de  Justinien  pour  notre  législation  civile;  méme  dans  les 
Éta    guipossédenl  un  code  maritime,  la  doctrine  aussi  bien  que  la 
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jurüprv4ence  invoquent  Pautorité  de  ees  reales  comme  droü  íirkí* 
diaire  et  les  emploient  frequemment  pour  intfrpreter  les  prí'ncipes  «^ 
mis  aujourd^hui, 

(A)  En  la  sesión  de  Copenhague  de  1897  ha  votado  el  Institu 
to  un  reglamento  sobre  el  régimen  lega]  de  las  uaves  y  sus  tri- 
pulaciones en  los  puertos  extranjeros.  CAn.j  t.  XYIj  231.)  Entr« 
otras  disposiciones  merecen  citarse  el  art.  15,  que  deciata  su- 
jetos á  la  jurisdicción  del  Estado  del  pabellón  los  crímeneji  y 
delitos  cometidos  á  bordo  de  los  buques  de  guerra,  sen  cual 
fuere  la  nacionalidad  del  autor;  el  17,  que  distingue  en  los  co- 
metidos por  la  tripulación  de  los  buques  de  comercio  sí  estaba 
ó  no  de  servicio  ésta,  en  cuyo  áltimo  caso  pueden  ser  ju;2gadot 
sus  autores  por  la  autoridad  local  si  no  volvieron  á  bordo;  el  19, 
que  prohibe  asilar  á  los  delincuentes  comunes  j  desertores  del 
ejército  y  á  los  políticos,  si  puede  con  ello  envolverse  algún» 
intervención  en  la  lucha.  El  art.  29  consagra  el  principio  co- 
múnmente  establecido  de  que  la  autoridad  local  no  debe  in* 
tervenir  en  los  conflictos  ocurridos  en  Iob  buq^iies  de  comercio 
si  no  se  reclama  su  concurso,  y  el  80,  que  díspoue  se  dé  cueata 
á  la  autoridad  consular  correspondiente  de  los  procedí  miDlltO!^ 
que  se  instruyan  á  los  tripulantes  por  la  jurisdicción  territo' 
rial,  en  los  casos  que  sea  ésta  competente. 

Se  asimilan  algunas  veces  á  los  buques  de  guerra  en  sus  pri- 
vilegios de  exención  de  embargo  y  de  formalidades  de  aduana 
los  buques  postales.  El  convenio  postal  de  Berna  prevé  ast« 
acuerdo,  y  en  el  art.  9.**  del  tratado  de  30  de  Agosto  de  1890  ea- 
tre  Francia  y  la  Gran  Bretaña  se  previene  que,  en  caso  de  gne* 
rra  entre  las  dos  naciones,  los  paquebotes  postales  continuarán 
sin  obstáculo  su  navegación  hasta  que  uno  de  los  dos  Estados 
les  notifique  la  supresión  de  las  comunicaciones. 

El  Estado  territorial  debe,  naturalmente,  su  protección  álaa 
naves  extranjeras,  tanto  de  guerra  como  mercan  tes,  que  se 
hallan  en  sus  aguas  y  puertos,  al  igual  que  la  que  presta  á  los 
nacionales;  en  el  caso  de  sufrir  ellas  ó  sus  tripulantes  algiLÜi 
atropello  ó  desgracia,  su  responsabilidad  está  reducida  á  av*- 
riguar  las  causas  del  hecho,  y  si  no  fueren  fortuitas,  castigar 
los  culpables.  Con  arreglo  á  esta  doctrina  debe  juzgarse  la  *'-*i- 
tud  de  los  Estados  Unidos  cuando  la  explosión  del  Mtune^  le 
habrían  podido  sólo  acriminar  á  España  si  se  hubiese  pro  l<r 
jurídicamente  por  una  investigación  imparcial  que  se  deb  á 
un  acto  ú  omisión  palpable  del  Gobierno  español  ó  de  sus  r  »> 
ridades. 
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(B)  No  cabe  derecho  de  visita  en  plena  paz  y  en  alta  mar  y 
mnclio  menos  ejercer  en  ella  los  derechos  de  confiscación  y 
captnra.  Este  principio  tan  elemental  fué  desconocido  por  la 
prensa  de  oposición  española  cuando  el  conflicto  del  Alliance 
perseguido  por  el  Conde  de  Venadito  en  1895^  acto  que  sólo  hu- 
biera sido  lícito  existiendo  razonables  presunciones  de  hostili- 
dad, en  virtud  del  supremo  derecho  de  propia  defensa,  si  la 
nave  filibustera  se  hubiere  encontrado  en  aguas  españolas. 
(Véanse  nuestros  artículos  en  la  Revué  de  Droit  intemationál 
public,  1900,  pág.  541  y  siguientes.) 

Acuerdos  del  Instituto  en  1894:  5.^  Todas  las  naves  sin  dis- 
tinción tienen  el  derecho  de  tránsito  inofensivo  en  el  mar  terri- 
torial, salvo  el  de  las  beligerantes,  á  reglamentarlo  y  hasta  de 
prohibirlo  en  absoluto  por  razones  de  su  propia  defensa  y  el  de 
las  neutrales,  á  determinar  en  qué  condiciones  podrán  usarlo 
las  de  guerra.  —  6.°  Los  crímenes  y  delitos  cometidos  en  bu- 
ques extranjeros  de  tránsito  en  el  mar  territorial  por  personas 
que  se  hallan  á  su  bordo  están  como  á  tales  fuera  de  la  juris- 
dicción del  Estado  ribereño,  á  no  ser  que  impliquen  una  viola- 
ción de  sus  derechos  é  intereses,  ó  que  alguno  de  sus  subditos 
formen  parte  de  la  tripulación  ó  pasaje.  —  7.®  Los  buques  que 
atraviesen  las  aguas  territoriales  se  conformarán  á  los  regla- 
mentos que,  en  interés  y  seguridad  de  la  navegación  y  de  la 
policía  marítima,  edicte  el  Estado  ribereño.  --8.^  Todas  las  na- 
ves, de  cualquier  nacionalidad  que  sean,  por  el  hecho  sólo  de 
estar  en  las  aguas  territoriales,  á  no  ser  que  se  trate  de  un 
mero  paso,  están  sujetas  á  la  jurisdicción  del  Estado  ribereño. 
Este  tiene  derecho  á  proseguir  en  alta  mar  la  persecución  co- 
menzada en  el  mar  territorial,  y  después  el  de  capturar  y  juz- 
gar el  delincuente,  dando  parte,  en  tal  caso,  sin  pérdida  de 
Uempo,  al  Estado  cuyo  pabellón  ostenta  el  infractor.  La  per- 
secución debe  interrumpirse  cuando  el  buque  entre  en  el  mar 
territorial  de  su  patria  ó  de  una  tercera  potencia,  y  cesar  si 
entra  en  el  puerto  de  cualquiera  de  estas  últimas.  —  9.^  Queda 
exceptuada  la  situación  particular  de  los  buques  de  guerra  y 
ios  asimilados  á  ellos. 
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§  43.  Modos  de  adquirir  y  perder  los  dere- 
chos internacionales.  De  la  posesión  en  dere- 
eho  internacional*.  — Los  Estados  (dejando  apar- 
te sus  derechos  naturales  primarios  y  absolutos  en  los 
que  sólo  puede  hablarse  de  adquisición  con  referen- 
cia al  modo  con  que  se  realizan  ó  desarrollan)  ad- 
quieren y  pierden  sus  derechos  como  las  demás  per- 
sonas jurídicas  por  actos  suyos  voluntarios,  por  con- 
trato principalmente  ó  por  delito  ó  por  hechos  á  am- 
bos asimilables.  Claro  es  que  al  hablar  de  delitos 
internacionales  no  queremos  decir  que  exista  en  la 
tierra  una  jurisdicción  criminal  que  juzgue  los  deli- 
tos de  las  naciones;  la  represión  del  delito  por  la  parte 
agraviada  no  toma  el  carácter  de  pena,  sino  el  de 
acto  de  propia  defensa  (i).  Cuestión  famosa  ha  sido 
en  el  derecho  internacional  si  podía  ser  en  él  la  pres- 
cripción un  título  de  derecho  como  en  el  civil,  duda 
que  debe  resolverse  afirmativamente  porque  todos  los 
argumentos  que  la  legitiman  entre  particulares  se  en- 
cuentran aún  con  mucha  más  fuerza  entre  las  nacio- 
nes (a).  Esto  no  quiere  decir  que  sea  fácil  determinar 
L  i  condiciones  con  las  que  pueden  adquirirse  dere- 
c   >3  internacionales  por  prescripción.  La  primera  es 

)  C.  9  97.  Sobre  la  teoría  ganeial  de  la  posesión  y  la  basa  de  su  protecdóa 
ii  lica,  Tóase  nuestro  trabajo  £a  potaián;  tu  noción  en  el  Derecho  aífatrtteto.— 
M     Carillo.  Madrid,  1384. 

Tomo  I.  15 
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que  el  propietario  no  pueda  excusar  su  süeoeio  y  no 
uso  por  ignorancia  invencible  ó  justificarla  por  razo- 
nes sólidas  y  legítimas  (3).  El  plazo  dentro  del  cual 
debe  haberse  ejercido  un  derecho  para  prescribirlo 
no  se  halla  determinado  en  el  derecho  internacional, 
porque  no  hay  legislador  que  pueda  fijarlo  ni  lo  han 
hecho  ni  lo  harán  jamás  por  convenio  libre  las  nació* 
nea.  La  buena  fe  obliga  sólo  en  conciencia  y  en  el  foro 
interno  á  los  Estados  (^).  Casi  ningún  autor  niega  la 
legitimidad  de  la  prescripción  inmemorial  en  el  de- 
recho de  gentes,  y,  como  observa  con  harta  razón 
Phillimore  hablando  del  derecho  de  las  naciones  en 
su  territorio,  pueden  ser  objeto  de  prescripción  todos 
los  derechos  patrimoniales  de  las  naciones,  nunca  los 
naturales  que  constituyen  la  esencia  y  el  fundamento 
de  su  soberanía  (*).  Los  derechos  se  pierden  de  la  mis- 
ma manera  que  se  adquieren,  y  como  correspondien- 
do á  la  prescripción,  debemos  tratar  de  los  efectos  del 
no  uso  en  las  relaciones  internacionales.  Cuando  hay 
una  posibilidad  de  ejercer  el  derecho  y  de  reclamar- 
lo;  cuando  se  prueba  con  ciertos  actos  y  declaracio- 
nes la  voluntad  de  continuar  en  el  derecho  cuyo  uso 
se  trata  de  arrancar;  es  decir,  cuando  se  elevan  ante 
un  hecho  injusto  las  protestas  de  los  legítimos  dere- 
chohabientes;  cuando,  filialmente,  el  derecho  es  fa- 
cultativo, es  decir,  que  puede  ó  no  ejercerse,  el  no 
uso  de  un  derecho  no  lo  hace  perder  al  que  legítima- 
mente lo  posee.  Piérdense,  finalmente,  los  derechoi 
internacionales  por  renuncia,  siempre  que  se  trate  de 
aquellos  que  son  enajenables.  El  reconocimiento  del 
derecho  del  adversario,  los  tratados  de  cesión  y  el 
abandono  son  formas  tácitas  y  significativas  de  ***- 
nunciar  un  derecho  (6).  La  posesión  (7)  es  el  ejercí  > 
exterior  del  contenido  de  un  derecho  internaciona  f 
tiene  los  mismos  efectos  aquí  que  en  derecho  priva  ^ 
como  manifestación  y  principio  del  derecho  verda     * 
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ro  (tradición),  como  base  de  la  prescripción  y  en  sí 
misma  como  un  estado  de  hecho  independiente  de  la 
existencia  ulterior  del  derecho.  Si  fuesen  posibles  los 
interdictos  en  el  derecho  internacional,  se  basarían 
en  el  principio  de  la  mutua  independencia  de  las  na- 
ciones que  tienen  derecho  en  virtud  de  su  personali- 
dad jurídica  á  que  todos  sus  actos  se  consideren  como 
manifestación  de  un  derecho  mientras  no  se  pruebe 
lo  contrario.  La  posesión  logra  sólo  respeto  en  el  de- 
recho internacional  por  la  propia  defensa  del  que  se 
ve  agredido  de  repente  sin  mediar  antes  impugnación 
ninguna  de  la  justicia  de  sus  derechos  (S).  Los  princi- 
pios que  rigen  acerca  la  ocupación  militar  están  ple- 
namente basados  en  la  teoría  de  la  posesión. 

(1)  Defienden  la  opinión  afirmativa  Vattel,  y  la  negativa 
Phillimore.  Este  último  se  basa  para  negarlo  en  la  naturaleza 
de  la  persona  jurídica  del  Estado;  para  existir  responsabili- 
dad debe  haber  una  voluntad  ilimitada  y  consciente  del  acto 
que  constituye  el  crimen.  Son,  según  él,  las  causas  de  la 
equivocación  de  Vattel  la  errónea  concepción  de  la  natura- 
leza del  Estado  y  el  confundir  el  ministro  ó  gobernante  con  la 
nación  que  representa.  Otro  más  verdadero  motivo  para  negar 
la  existencia  de  un  derecho  criminal  entre  las  naciones  cita 
Calvo:  la  mutua  independencia  de  las  mismas  de  un  superior 
común.  Para  resolver  la  cuestión  es  necesario  distinguir  entre 
el  orden  moral  ó  diyino  y  el  jurídico  externo.  Las  naciones 
son  responsables  criminalmente  aíite  Dios,  su  juez  y  sobera- 
no; ante  los  hombres  la  represión  del  delito  por  la  nación  agra- 
viada no  toma  el  carácter  de  pena,  sino  la  forma  de  propia  de- 
fensa ó  de  legitima  justicia  privada.  Debe  también  distinguir- 
se entre  el  delito  y  sus  consecuencias  en  los  intereses  (bona) 
<^e  las  naciones  perjudicadas,  y,  por  lo  tanto,  se  trata  de  la 
1  sponsabüidad  que  tienen  las  naciones  de  reparar  las  últimas 

<  ando  se  citan  los  delitos  como  causa  de  obligaciones  y  dere- 

<  >s  internacionales. 

(a)  De  la  prescripción  como  modo  de  adquirir  derechos  en  el  in- 
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temadonal, — ^Discuten  los  autores  ai  es  h  no  admisible  en  dere- 
cho internacional  la  prescripción;  niegan  piaedan  fuadarae  en 
tal  título  los  derechos  internación  ales,  Kluber  (A  no  mt  que 
esté  autorizada  por  los  tratados)»  Martens  (Jorge)  (que  con< 
funde  la  prescripción  con  el  no  u9o),  Kaineval,  íTeffter,  La 
afirman  como  posible  Grocio  (que  niega  la  premier ipcion  pro- 
piamente dicha,  pero  admite  que  puedan  transferirae  por  pres- 
cripción inmemorial  los  derechos  de  ajobera  ni  a  cointinlcablea)^ 
y  Vattel,  que  cree  que  la  prescripción  j  la  uaucapióu  son  de 
derecho  natural,  y  como  el  derecho  de  gentes  no  es  otra  cosa 
que  la  aplicación  uon veniente  de  aiuel  á.  las  naciones,  eriate 
en  él  la  prescripción:  S*il  étoit  pennis  de  remontft  aux  amum^  ü 
est  peu  de  souverains  qu>e  fussent  assuré^  de  leurs  droits;  ü  n^jr 
aurait  point  de  paix  á  esperer  sur  la  ¿erre,  y  reflexión  semejante 
hace  Burke.  Puffendorff  admite  también  las  doctrinas  de 
Yattel  y  Grocio.  Pinheiro-Ferreira  combate  á  Mar  ten  s,  qnffi 
lo  niega.  Wheaton  dice:  «El  uso  no  interrumpido  de  uu  terri- 
torio ó  un  derecho  por  una  nación  ha  sido  considerado  siempre 
como  excluyendo  los  derechos  de  toda  otra  nación  á  él.»  Se 
funda  en  un  consentimiento  y  utilidad  recíproca  y  en  lo  i  intó 
reses  generales  de  la  humanidad;  casi  todas  las  naciones  tie- 
nen hoy  el  mismo  titulo.  Bello  cree  que  el  uao  de  las  proto- 
tas es  una  prueba  de  la  prescripción  y  la  define  con  Wolf  i  la 
adquisición  f andada  en  un  consentimiento  preaunto^.  FhiUi- 
more  trata  ampliamente  de  esta  cueatión,  y  dice  que  el  fin  de 
la  prescripción  es  también  en  el  derecho  de  gentes  que  no 
qtieden  inciertos  los  dominios.  Calva  se  adhiere  campletameu- 
to  á  la  opinión  de  Wheaton  y  Vattel»  Blnntychli  la  admite  eu 
2»M  art.  2 DO.  Fiore  dice  se  puede  adquirir  por  la  prever ipci6i 
el  territorio,  pero  no  la  soberanía^  que  la  concede  el  consenti- 
miento de  los  subditos.  Nosotros  creemos  que  ©3  indndablí 
debe  existir  el  principio  de  la  prescripción  en  el  derecho  in- 
ternacional, ya  que  en  él  es  mucho  más  necesaria  que  en  el 
derecho  civil  (a), 

(3)  Observa   acertadamente  Pinheiro-Ferreira   no   de!   a 

(a)    LUzt  y  Oareis  niegan  que  pueda  existir  ia  prescrlpetóu  en  derocbo  ii 
nacional,  porque  hallan  en  el  asentimiento  Uoito  del  despojado  el  fondaoi     o 
del  derecho  del  nuevo  poseedor. 
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Doniundirse  el  derecho  á  la  prescripción  con  la  ley  de  la  pres- 
cripción y  no  ijuporta  no  determinen  esta  última  los  tratados. 
Condicionea  exigidas  por  Vattel:  1.*,  que  el  propietario  no 
paeda  alegar  sa  silencio  por  ignorsjicia  invencible,  ya  suya  ó 
de  sus  predecesores;  2.*,  que  no  pueda  justi&carlo  por  razones 
legitimas  y  sólidas;  3.*,  que  haya  descuidado  su  derecho  du- 
rante cierto  tiempo. 

(4)  No  hay  ningi!in  tratado  que  fije  el  tiempo  necesario  para 
prescribir.  Vattel  dice  con  razón:  «Ya  que  es  tan  difícil  la  ma- 
teria, debieran  avenirse  las  naciones  para  determinar  los  años 
necesarios  para  que  prescriba  un  derecho;  y  si  hubiese  cos- 
tumbres acerca  del  particular,  deberían  observarse»  (§  15).  Y 
antes  advierte:  <íBUe  ne  peui  étre  eiablie  que  pour  le  silence  de  la 
partie  lesee  quand  traite  avec  celle  que  posséde  san  bien  ou  que  celui- 
ci  le  tend,  r aliene  en  quelque  autre  maniere.  Le  silence  dans  ce  cas 
equivaut  á  un  consentemení, »  Ha  de  ser  el  término  prudencial,  ha 
de  haber  pasado  el  suficiente  para  que  la  restauración  del  de- 
recho ocasionase  un  grave  desorden  social. 

(5)  Prescripción  inmemorial  es  la  tenencia  de  un  derecho 
que  nadie  puede  recordar  el  tiempo  en  que  principió.  En  eUa 
se  funda,  como  observan  Phillimore  y  Burke,  el  derecho  de 
muchísimas  naciones  en  su  territorio.  Según  Brie,  la  pres- 
cripción inmemorial  es  sólo  la  presunción  de  un  título  legíti- 
mo de  adquisición;  probado  el  hecho  vicioso  que  le  dio  origen, 
deben  cesar  sus  efectos. 

(6)  Los  derechos  se  pierden,  según  el  derecho,  de  la  misma 
manera  que  se  adquieren  (por  tratado,  prescripción,  etc.).  El 
no  uso  no  puede  ser  causa  de  la  pérdida  del  derecho:  1  .^  Cuan- 
do existe  una  imposibilidad  de  ejercer  el  derecho  y  de  recla- 
mar en  manera  alguna.  —  2.^  Cuando  se  prueba  por  ciertos 
actos  la  voluntad  de  continuar  ejerciendo  el  derecho,  v.  g.,  en- 
t  )  soberanos  se  conservan  las  armas  y  el  título  de  una  pro- 
^  icia  perdida  para  demostrar  se  tiene  marcada  intención  de 
Q  perder  su  soberanía.  El  rey  de  España  se  daba,  sin  em- 
b  rgo,  antes,  y  ahora  aun  en  los  documentos  solemnes,  títu- 
1<  I  de  reinos  que  no  posee  ni  piensa  reivindicar.  Las  protes- 
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tas  tienen  por  objeto  reclamar  contra  la  rióle ncíaf  roserTáo- 
dose  proceder  contra  ella  en  sn  tiempo  y  lugar.  Debe  estable- 
cerse clariunente  cuáles  son  los  derechos  que  se  entienden  re- 
servar. Ejemplos  de  ella:  protesta  del  gran  duque  de  Toscana 
contra  la  anexión  á  Cerdeña  de  sua  estados»  la  de  Pío  IX 
contra  el  título  de  rey  de  Italia  tomado  por  el  rey  de  Cerde- 
ña en  1861  y  las  constantes  y  no  interrumpidag  de  éste  y 
León  Xm  contra  la  usurpación  de  Eoma  y  los  Estados  Pon- 
tificios. — 3.^  Que  el  derecho  no  sea  jujf  mtra/aúuííatú.  Según 
Gtocío,  éstos  se  pierden  cuando  existe  el  acto  contrarkk,  es 
decir,  que  habiéndose  intentado  usarlos,  otra  nación  lo  rehusa 
y  entonces  calla  ó  no  protesta  el  derecho-habiente. 

Para  perder  por  renuncia  los  derechos  internacionales  es 
necesario  que  se  trate  de  un  derecha  renunciable  y  alienable. 
Hay  distintas  clases  de  renuncias:  las  hay  tácitas  cuando  no 
se  prorroga  la  demanda  hecha  anteríornient©  con  protestaa  ó 
sin  ellas  para  el  porvenir,  y  expresas  cuando  se  reconoce  de 
hecho  ó  de  derecho  el  derecho  contrario.  Acostumbran  á  acom- 
pañar á  los  tratados  de  cesión.  Especial  clase  de  renuncia  es 
la  abdicación  y  suposición  de  la  renuncia  el  abandono  voluii- 
tario. 

(7)  Muy  pocos  autores  se  han  aplicado  ¿  exponer  la  inñuen- 
cia  que  la  teoría  de  la  posesión  tiene  en  el  derecho  internacio- 
nal. Únicamente  Grocio,  de  un  modo  incídentalisimo,  Kluber» 
Schultze,  He£íter,  Phillimore  y  de  Brie  (en  un  artículo  del 
Diccionario  de  Bluntschli)  dedican  algunas  líneas  á  tratar  de 
la  teoría  posesoria  en  el  derecho  internacional  fb). 

(8)  No  es  cierto  que  en  el  derecho  internacional  todo  dere- 
cho sea  de  posesión,  como  afirma  Fio  re.  Lo  que  hay  es  que  en 
el  derecho  internacional,  por  no  haber  iiQa  autoridad  declara- 
dora de  la  existencia  anterior  de  un  derecho  (por  esto  en  loa 
estados  de  la  antigua  confederación  germánica  cuando  exid- 
tian  los  tribunales  austregales  se  ¡iresentaban  verdaderos  j 
cios  posesorios),  el  derecho  real  se  confunde  con  el  derecho 

(b)  OftrelB,  ob.  cit.,  pig.  89:  «La  pofiesióu  bAUa  clortA  protección  «a  (±1  dere 
intemacioDAl;  resalta  en  la  prohibición  de  tod»  rioleata  imipolóa  en  ti^mt» 
paz  y  en  el  signifloado  del  tUUu  quo  en  los  pactoA  i^lebrAdíM  durante  La  ener 
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respeto  de  la  posesión,  que  se  basa  en  la  mutua  independencia 
de  las  naciones  y  en  que  tiene  derecho  toda  nación  á  que  se 
consideren  sus  actos  como  manifestación  de  un  derecho. 

£1  medio  de  proteger  la  posesión  en  derecho  internacional 
es  únicamente  la  defensa  privada  del  Estado  que  es  lesionado 
por  otro  en  su  posesión,  pero  lo  mismo  que  en  la  reivindica- 
ción de  la  propiedad,  en  el  derecho  pleno  se  defiende  el  agra- 
viado con  los  medios  únicos  con  que  puede  lograr  justicia  un 
Estado  lesionado  en  su  derecho.  ¿Puede  un  Estado  que  es 
atacado  en  su  posesión  pedir  el  auxilio  de  los  demás?  Es  indu- 
dable que  como  hay  entonces  una  justa  causa  de  guerra,  pue- 
den todas  las  demás  naciones  intervenir  en  ella.  Desde  el  mo- 
mento que  se  reconoce  que  la  exterioridad  no  corresponde  al 
derecho,  no  hay  ya  obligación  de  respetarla.  Sólo  en  los  casos 
en  que  existiera  un  tribunal  superior  podrían  tenerse  en  cuen- 
ta los  vicios  de  la  posesión. 

No  nos  incumbe  á  nosotros  exponer  el  caso  de  posesión  de 
la  soberanía  en  el  derecho  público  interior.  El  sentido  del  uH 
possideHs  ó  statit  qtM  en  los  tratados  de  paz,  no  tiene  nada  que 
ver  con  la  teoría  de  la  posesión. 
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SECCIÓN  PRIMERA 

DERÍXJHOS  líATUKALES  DEDUCIDOS  DE  LA  COEXISTENCIA 

§  44.  Derecho  de  propia  conservación  6 
igualdad "'.  —  Entrando  en  el  estudio  de  lo  que  for- 
ma el  contenido  especial  de  las  instituciones  del  dere- 
cho de  gentes^  se  nos  presenta  como  natural  la  distin- 
ción entre  la  manera  como  los  derechos  se  constituyen 
y  el  modo  como  logran  su  defensa  y  respeto.  En  la  pri- 
mera parte,  que  forma  lo  que  llamamos  derecho  ma- 
terial, ocupa  el  primer  lugar  la  explicación  de  los 
Hnn lados  derechos  naturales,  primarios  ó  absolutos. 
AJ  igual  que  en  el  hombre  aparece  natural  entre  los 
Eí  ados  la  distinción  entre  aquellos  derechos  que  na- 
ce i  con  ellos  por  ser  parte  integrante  y  forzosa  cen- 
se uencia  de  su  personalidad  jurídica,  como  ser  social, 

C    C.  «98  7  00. 
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inteligente  y  libre,  de  aquellos  otros  que  adquiere  Li* 
bremente  en  su  vida  civil.  En  los  Estados  son  también 
estos  derechos  consecuencia  imprescindible  de  su  exis- 
tencia independiente  y  soberana  en  la  sociedad  jurí- 
dica de  las  naciones;  pero  mientras  que  unos  están 
limitados  y  se  refieren  naturalmente  al  hecho  de  la 
coexistencia,  como  son  los  de  independencia,  igual- 
dad,  propia  conservación  y  el  de  mantener  respeta- 
da la  propia  honra  y  personalidad,  en  otros  es  el  te- 
rritorio  el  objeto  de  su  aplicación:  más  claro,  porlo-^ 
primeros  se  determina  la  soberanía  exterior  de  los 
Estados,  en  los  segundos  resulta  cómo  pueden  ejer- 
cerla en  el  interior  según  los  principios  del  derecho 
internacional.  Todo  ser  desea  conservar  íntegra  su 
existencia  y  personalidad;  de  aquí  se  deduce  el  de- 
recho de  PROPIA  CONSERVACIÓN,  el  primero  de  todos 
los  naturales,  que  en  su  forraa  activa,  tanto  en  el 
hombre  como  en  las  naciones,  se  transforma  lógica- 
mente en  la  facultad  de  poder  repeler  por  la  fuerza 
toda  agresión  injusta.  De  los  derechos  de  cons^i^rva- 
ción  y  propia  defensa  se  deducen:  I,""  El  de  hacer 
fortificaciones  y  armamentos  y  aumentar  las  faerzaé 
marítimas  y  terrestres  del  Estado.  Pero  como  todos 
los  derechos  de  cada  nación  están  limitados  por  lo¿ 
iguales  de  las  demás,  pueden  éstos  ver  en  las  medid¿i¿ 
que  para  el  desarrollo  de  su  propia  fuerza  toma  un 
Estado,  mucho  más  cuando  tienen  un  carácter  más 
bien  ofensivo  que  defensivo,  un  peligro  inminente 
para  su  propia  conservación,  y,  por  lo  tanto,  pedir  en 
forma  cortés  y  mesurada  explicaciones  que  jamás  ^ 
drán  ser  rehusadas  si  se  hacen  en  la  forma  antes  meB- 
clonada.  Por  esto  tuvo  razón  perfecta  lord  Granvil^^  al 
denegarlas  en  1793  al  embajador  francés,  que  sr  1m 
pidió  de  un  modo  tan  desusado  como  provocativo  a). 

(a)  Hay  que  recordar  que  habiendo  sido  el  fia  más  prictico  de  La  Coüft   úr^ 
de  JR  Haya  de  1899  el  de  limitar  los  arma meu tris  j  ruerxas  multaras^  fn      &  c 


\ 
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2.°  Dentro  de  su  territorio  puede  prohibir  todo  Es- 
tado á  sus  nacionales  la  salida  del  misino^  como  tam- 
bién la  entrada  á  loa  extranjeros,  y  aun  en  casos  gra- 
víbítüoSj  para  impedir  que  los  últimos  le  comprometan 
ó  le  dañen,  expulsarlos  conduciéndolos  á  la  fronte- 
ra. —  3.**  El  de  atacar  aquellas  naciones  ó  soberanos 
que  pretendan  destruir  en  sus  cimientos  el  orden  inter- 
nacional y  la  existencia  independiente  de  los  demás 
pueblos.  Para  que  una  nación  pueda  lograr  que  los 
demás  la  respeten,  es  necesario  que  comience  hacien- 
do lo  propio;  tiene  el  deber  estricto  de  castigar  á 
íKiuellos  que  desde  la  inmunidad  de  su  territorio  aten- 
tan  contra  otro  soberano,  ya  sean  propios  subditos 
5uyo3  (en  cuyo  caso  es  mayor  el  compromiso),  ya 
emigrados  turbulentos,  ó  ponerles  al  menos  en  situa- 
ción de  que  no  puedan  dafiar  al  gobierno  amigo  (i). 
La  conducta  del  rey  de  Cerdefia  durante  la  génesis  de 
la  faimosa  unidad  italiana,  la  de  Francia  casi  siempre 
en  nuestras  turbulencias  políticas  del  pasado  siglo  y, 
3obre  todo ,  la  de  los  Estados  Unidos  durante  ambas 
revoluciones  cubanas  y  que  debía  llevarle  fatalmente 
á  la  guerra  abierta  con  España,  distan  mucho  de  estar 
conforme  á  los  sanos  principios  del  derecho  interna- 
cional (A).  Es  cierto  que  el  derecho  de  propia  defensa 
es  absoluto  y  superior  á  todos,  pero  al  penetrar  los 
ejércitos  de  una  nación  en  el  territorio  de  otra  para 
castigar  las  incursiones  de  sus  enemigos  realiza  un 
acto,  aunque  justo  en  casos  extremos,  de  propia  y  de 
verdadera  guerra  (2).  El  derecho  de  igualdad  no  es 
otra  cosa  que  consecuencia  legítima  del  natural  prin- 
cipio de  que  no  existe  supremacía  ni  diferencia  de 
derechos  entre  los  miembros  de  la  comunidad  jurídi- 
ca internacional.  ¿Cómo  las  admitirían  y  se  compa- 

■.tiAoIuto  úü.  éste  punto,  couslguiéndoBo  sólo  la  platónica  declaración  siguiente: 
'L&  Conferencia  considera  que  la  limitación  de  las  cargas  militares  que  pesan 
hoy  aobr«  el  mundo  es  de  desear  grandemente  para  el  bienestar  moral  y  mate- 
rUü  de  lú  bumanidad.» 
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decerían  con  el  principio  de  la  propia  independencia? 
Lástima  que  la  distinción  política  entre  grandes  y  pe- 
queñas potencias  7  trasunto  del  eterno  principio  del 
predominio  del  fuerte  sobre  el  débil,  haga  imposible 
más  de  una  vez  en  el  orden  de  los  hechos  el  resplan- 
dor de  un  principio  tan  evidente  como  justo  W  (B). 


(1)  Al  escribir  estas  lineas  (Enero  de  1885)  anda  por  los 
periódicos  más  acreditados  de  Europa  (ITig  Times  y  Ze  GauloüJ 
la  noticia  de  que  varias  potencias,  especialmente  Alemania, 
habían  excitado  á  Francia  para  que,  cumpliendo  sus  deberes 
internacionales,  procurase  reprimir  en  la  frontera  española  á 
los  emigrados  que,  abusando  de  la  hospitalidad  que  les  conce- 
de, se  dedican  con  parricida  empeño  á  conspirar  contra  nues- 
tra patria  y  las  instituciones  que  legalmente  nos  rigen.  No 
puede  creerse,  sin  embargo,  que  por  el  vano  prurito  de  exten- 
der por  Europa  su  actual  forma  de  gobierno  quiera  la  tercera 
República,  imitando  á  los  prohombres  do  la  primera  en  1793 
(véase  nota  1  al  §  12),  faltar  al  más  principal  de  los  deberes 
internacionales,  el  respetar  la  existencia  y  la  constitución  in- 
terna de  las  naciones  extranjeras. 


(2)  El  derecho  á  la  propia  conservación  de  cada  Estado  tie- 
ne por  limite  el  igual  derecho  de  todos  los  demás.  Asi  cuando 
los  armamentos  son  en  gran  modo  inusitados  ó  sin  plausible 
motivo  envía  un  Estado  cuerpos  de  ejército  á  la  frontera  de 
una  nación  amiga,  puede  ésta  pedir  explicaciones  de  tales 
actos;  pregunta  qué  debe  hacerse  en  tono  amistoso  y  no  pen- 
denciero. Por  motivos  de  propia  conservación  se  constituyen 
la  mayor  parte  de  servidumbres  internacionales  negativas 
(v.  g.,  la  no  fortificación  de  las  islas  de  Aland  por  Busia  en 
virtud  del  tratado  de  París,  la  demolición  en  18^7  de  las  for- 
talezas de  Luxemburgo,  etc.)  No  hay  derecho  á  impedir 
modo  alguno  el  progreso  de  una  nación,  y  que  por  medios 
güimos  y  arreglados  á  derecho  aumente  su  fuerza  y  poderío.  I 
Estado  que  pretenda  resJizar  el  imperio  universal,  se  coló 
ya  por  tal  hecho  en  hostilidad  abierta  contra  todos  los  dem^ 
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Esto  no9  lleva  á  hablar  de  la  teoría  del  equilibrio  europeo 
(QleichgeTüickt,  Balance  of  powers,  Equilibre  européen),  citando 
estas  exactísimas  palabras  de  Neamann:  «Este  estado,  por  el 
que  las  naciones,  ya  aisladamente,  ya  por  medio  de  alianzas 
procuran  defenderse  de  la  omnipotencia  ó  dictadura  de  un  po- 
deroso, ó  tratan  de  impedir  el  exterminio  de  Estados  que  for- 
man por  su  posición  parte  esencial  de  la  organización  territo- 
rial europea,  no  es  una  quimera,  como  afirman  muchos  que 
desconocen  igualmente  la  política  y  la  historia,  sino  que  es, 
por  el  contrario,  la  única  garantía  de  la  existencia  de  todo  Es- 
tado, no  sólo  de  los  de  segundo  rango.  Para  conservar  este 
equilibrio  luchó  la  Europa  unida  como  un  solo  hombre  con- 
tra  la  dictadura  de  Luis  Xr\^  y  la  tiranía  de  Napoleón  I.» 
(Ob.  cit.,§8a.; 

(3)  Es  una  de  las  frases  estereotipadas  en  nuestra  ciencia 
que  Lichtenstein  y  San  Marino  tienen  iguales  derechos  que 
Rusia  é  Inglaterra.  Hay,  sin  embargo,  que  fijarse  en  que  se 
trata  aqiií  de  la  igualdad  jurídica,  no  de  las  naturales  diferen- 
cias de  poderío  y  de  las  debidas  á  circunstancias  meramente 
de  hecho.  Suiza  no  puede  pretender  jamás  los  derechos  de  na- 
vegación ni  hacer  uso  del  derecho  internacional  marítimo, 
porque  carece  de  toda  comunicación  con  el  mar,  como  observa 
acertadamente  Fiore.  También  tiene  razón  el  mismo  al  obser- 
var que  la  igualdad  de  derecho  lleva  por  inseparable  presu- 
puesto la  igualdad  de  cultura.  Un  Estado  bárbaro  ó  semisal- 
vaje  no  puede  pretender  los  mismos  derechos  que  otro  civi- 
lizado. 

Lawrence  (T.  J.),  precedido  ya  por  Bello,  indica  con  razón 
que  la  teoría  de  la  igualdad  de  las  naciones  se  halla  en  mucho 
modificada  por  la  primacía  que  de  hecho  ejercen  las  grandes 
potencias.  No  nos  hallamos  ya  en  los  tiempos  de  la  Pentar- 
quía,  pero  sí  es  cierto  que  Rusia,  Alemania,  Austria,  Inglate- 
rra, Francia,  Italia,  en  cierto  sentido  irónico  Turquía,  á  las 
cu  Jes  se  han  añadido  en  los  últimos  tiempos  los  Estados  Uni- 
do I  (iniciada  en  ellos  por  sus  conquistas  la  política  imperial) 
y  I  Japón,  habiendo  ya  intervenido  ambos  con  este  carácter 
en  China  en  1900  (véase  nota  ¿  al  §  46),  constituyen  el  areó- 
pfi  ;o  internacional  moderno,  y  su  acción  colectiva  ha  limitado 
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la  de  las  naciones  de  segundo  orden  y  dispuesto  más  de  una 
vez  ¿  su  antojo  de  los  derechos  y  territorios  de  eataa  últimas. 

(A)  El  proceder  de  los  Estados  Unidos  desde  el  principio  de 
la  insurrección  cubana  hasta  la  ruptura  de  las  relaciones  con 
España  fué  una  constante  violación  del  deber  internacional  de 
respetar  y  hacer  respetar  á  sus  subditos  la  soberanía  extraige- 
ra.  No  sólo  consintieron  sin  escrúpulo  partieran  de  su  territo- 
rio innumerables  expediciones  destinadas  á  hostilizar  á  un  go- 
bierno amigo  y  que  se  insultaran  y  denigraran  en  su  territorio 
las  m&s  altas  instituciones  y  prestigios  de  nuestra  Patria,  sino 
que  en  los  mismos  documentos  presidenciales  y  parlamentarios 
se  solemnizaban  tales  agravios,  que  sufría  nuestro  Gobienio 
para  evitar...  lo  que  no  podía  evitarse.  Acerca  de  los  deberes 
de  los  Estados  con  respecto  &  las  ofensas  cometidas  en  su  terri- 
torio contra  los  poderes  de  una  nación  extranjera,  y  singular- 
mente cuando  existiendo  ya  en  la  última  una  revolución,  no  ha 
merecido  ésta  el  reconocimiento  de  su  beligerancia,  y  como  los 
infringió  el  Gobierno  americano,  pueden  leerse  mis  artículos, 
Le  differend  hispano-americain  au  sujet  de  la  questian  ctibain€ 
publicados  en  la  Bevue  genérate  de  Droit  intemational  publie 
(1«97-1902). 

(B)  Cada  Estado  regula  libremente  las  condiciones  de  la  ad- 
misión y  expulsión  de  los  extranjeros  en  su  territorio,  mientras 
respete  en  ello  las  reglas  impuestas  por  los  tratados  y  el  dere- 
cho internacional.  El  alienícola  está  obligado  á  respetar  el  or- 
den público  del  Estado  en  que  se  halla,  por  lo  menos  tanto 
como  el  indígena,  y  no  puede  quejarse  si  al  infringirlo  s«  le 
somete  á  iguales  penas.  El  Instituto,  en  su  sesión  de  Gine- 
bra (1892)  votó  un  reglamento  sobre  las  condiciones  de  admi- 
sión y  expulsión  de  los  extranjeros.  (Tahleau,  pág.  136.) 

Las  grandes  potencias  constituyen  hoy  una  exarquía  por  ka- 
berse  agregado  á  ellas  Italia,  formándola,  por  lo  tanto,  ésta. 
Alemania,  Austria,  Francia,  Gran*  Bretaña  y  Rusia.  Hay  qa^ 
confesar  que  en  algunos  actos  internacionales  recientes  no  lia 
pretendido  el  areópago  de  las  grandes  potencias  decidir  po<^  si 
solo;  así,  en  las  conferencias  y  congresos  de  Berlín  (1881  y 
Bruselas  (1890)  como  en  el  convenio  del  canal  de  Suez,  hai  d- 
mitido  á  varios  Estados  de  segundo  orden,  y  la  mayor  parí  de 
los  civilizados  independientes  han  asistido  á  la  última  rev  3k 
de  El  Haya. 
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§  45.  Derecho  de  independencia.  Teoría  de 
la  intervención"^. — No  les  basta  á  las  naciones  te- 
ner asegurada  su  existencia;  necesitan  que  su  vida 
sea  libre,  y  esta  libertad  les  asegura  el  derecho  de 
independencia  mutua.  Desde  el  momento  que  las  na- 
ciones son  jurídicamente  iguales,  ¿qué  autoridad  pue- 
de pretender  cualquiera  de  ellas  para  imponerse  á  las 
demás?  El  libre  y  exclusivo  ejercicio  de  todos  los  de- 
rechos de  soberanía,  el  derecho  de  escoger  la  forma 
de  gobierno,  y  la  persona  del  soberano,  el  de  legislar 
y  gobernar  á  su  gusto  dentro  de  su  propio  territorio, 
constituyen  el  contenido  del  derecho  de  independen- 
cia. La  intervención  es  la  negación,  ó  mejor,  en  cuan- 
to es  verdadero  derecho,  la  limitación  del  mismo.  Por 
su  etimología  de  venire  inter  se  deduce  que  en^entido 
amplio  significa  la  inmixtión  de  un  Estado  en  los 
asuntos  ya  interiores,  ya  exteriores  de  otro.  En  su 
sentido  más  estricto  y  propio  significa  la  inmixtión 
violenta  y  arbitraria  (eigenmdchtig  como  dicen  los  ale- 
manes) de  un  Estado  en  los  asuntos  interiores  de  otra 
nación  (i).  Es  tal  la  importancia  del  estudio  de  la  le- 
gitimidad de  la  intervención,  que  de  su  resultado  de- 
pende la  existencia  misma  del  derecho  internacional. 
Gran  discrepancia  existe  entre  los  autores,  que  se  de- 
jan influir  por  prejuicios  de  secta,  nacionalidad  ó  par- 
tido, debiéndose  reconocer  que  la  tendencia  del  ma- 
yor número  proclama  el  principio  de  la  no  interven- 
ción, olvidando  que  las  doctrinas  que  defienden  lo- 
graron sus  primeros  triunfos  por  las  más  tremendas 
intervenciones.  Prescindiendo  de  la  vaguedad  de  los 
antiguos  Grocio  (a)  y  Vattel  (3),  pueden  distinguirse 
t  ís  distintas  escuelas:  una  que  niega  pueda  existir  en 
c  so  alguno  razón  para  inmiscuirse  en  los  asuntos  in- 
t«  iores  de  los  otros  pueblos;  Camazza-Amari,  capi- 
t  leando  la  escuela  italiana  W,  Tanoviceano  (*),  los 
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españoles  Bello  y  Pando  (6)  (a),  etc.;  otra  que  si  bieü 
acepta  este  principio  como  regla,  admite^  en  contadas 
excepciones,  casos  en  los  que  se  legitima  la  ingeren- 
cia; Calvo  (7),  Kiaber(8)/Wheaton(9),  Bluntschli  (10), 
Heffter  (11),  Holtzendorff,  Woolsey  (la)  (b),  etc.  Los 
terceros  piensan  que  en  determinadas  ocasiones  no  es 
sólo  un  derecho  sino  un  deber  la  intervención,  y  és- 
tos, por  lo  tanto,  niegan  que  pueda  elevarse  ningún 
principio  general  en  esta  materia;  Martens  (13),  Phi- 
llimorc  (14),  Strauch  (l*),  Taparelli  (16),  y  los  últimos, 
aunque  sean  los  menos  en  número,  son  los  que  tienen 
más  razón.  El  derecho  á  la  no  intervención  se  basa 
en  el  principio  individual  de  la  comunidad  de  las  na- 
ciones; el  de  intervención  en  el  social,  que  exige  se 
presten  los  pueblos  mutua  ayuda  para  lograr  el  fin 
común  de  conservación  y  perfeccionamiento  (17).  Pro- 
clamar con  la  escuela  liberal  el  deber  absoluto  de  la 
no  intervención  es  poner  el  egoísmo  al  servicio  del 
crimen.  Examinemos  las  distintas  hipótesis  en  que  la 
intervención  es  posible  para  deducir  aquellas  en  que 
es  justa  y  legitima.  En  una  guerra  civil  puede  un  Ite- 
tado  intervenir  sin  escrúpulo  mientras  (entiéndase 
bien)  dure  la  lucha,  pero  nunca  en  favor  de  los  suble- 
vados por  simpática  que  su  causa  le  pareciere  (W) 
¿Quién  puede  negar  que  cuando  peligra  el  propio  de- 
recho, cuando  se  teme  con  razón  que  el  incendio  de 


C(V  Bonfils-FauchiUe  puede  clasificarse  también  on  esta  escuela  radicaL  Ofari 
citada,  uúm.  245:  i  Hablar  del  derecho  do  interveuclóa,  aunque  sea  para  reoba^ 
sarlo,  es  abusar  de  la  palabra  derecho.  Es  el  deber  de  la  no  intervención  el  que 
se  impone  á  todos  los  Estados.  No  hay  ni  puedo  haber  derecho  de  intervenclte 
porque  no  hay  derecho  contra  el  derecho.  El  derecho  es  la  independencia  resper  - 
tiya  de  los  Estados  y  la  intervención  es  la  violacióc  de  esta  independencia.» 

^)  Liszt,  que  sienta  el  principio  que  es  contraria  al  derecho  iatemacionf "  '* 
intervención,  la  admite  en  los  tres  casos  siguientes:  1.**  Cuando  La  ha  pedic  ó 
consentido  el  mismo  Estado  que  la  sufra  (Rusia  y  Austria  en  184»).  —  2.*  Coa  p 
se  halla  pactada  en  un  tratado  ó  establecida  por  un  derecho  común  i  ambos 
tados.  —  3.**  Cuando  existen  las  circunstancias  que  autorizan  La  violenta  pn  i 
defensa.  (Ob.  cit.,  ft  7.^  páginas  36-38).  Rlvier  (ob.  cit,  1. 1,  pig.  890  y  siga) 
tes)  la  admite  también  en  loe  dos  últimos  casos. 
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¡a  casa  del  vecíQO  se  propague  á  la  nuestra,  no  acon- 
seja la  prudencia  ó  exige  la  justicia  evitar  el  mal  que 
se  teme  ó  la  injuria  que  se  intenta  cometer?  Para  lo- 
grar la  observancia  del  derecho  internacional  es  lici- 
to y  hasta  humanitario  intervenir  en  las  guerras  ci- 
viles cuando  llegan  á  convertirse  en  luchas  de  exter- 
minio fratricida.  ¿Tienen  que  ver  impávidas  las  na- 
ciones que  se  ahogue  una  de  sus  hermanas  en  mares 
de  sangre  y  desolación?  Las  mismas  razones  del  de- 
recho superior  legitiman  la  intervención  para  reducir 
¿  un  pueblo  bárbaro  á  la  observancia  del  derecho  in- 
ternacional que  viola,  aunque  en  este  caso  y  el  ante- 
lior  es  preferible,  como  autores  eminentes  afirman,  la 
intervención  colectiva  para  evitar  sospechas  de  inte- 
resadas miras.  Que  las  naciones  cristianas  pueden  y 
deben  intervenir  en  los  países  orientales  para  prote- 
ger sus  hermanos  en  la  fe,  lo  aconsejan  no  sólo  la  ca- 
ridad cristiana  sino  los  mismos  intereses  de  la  civili- 
zación, y  que  los  poderes  católicos  (y  aquellos  que 
tienen  subditos  que  profesan  esta  religión)  tienen  de- 
recho á  asegurar  la  libertad  é  independencia  del  Jefe 
de  la  Iglesia  es  indudable  (l®).  Ni  los  más  acérrimos 
defensores  de  la  famosa  paradoja  de  la  no  interven- 
ción (que  según  frase  de  un  diplomático  eminente 
quiere  decir  lo  mismo  que  intervención)  (20)  niegan 
no  sea  justa  la  contraintervención,  esto  es,  interpo- 
nerse en  los  asuntos  de  una  nación  para  contrarrestar 
la  perniciosa  acción  de  otra  tercera  que  principió  á 
intervenir  en  ella.  A  más  debe  comprenderse,  para 
evitar  sensibles  confusiones,  que  la  verdadera  inter- 
vención envuelve  la  idea  de  acción  violenta,  ó  por  la 
menos  de  amenaza   (la   amigable  advertencia,   el 
aceptado  arbitraje  ó  la  consentida  mediación,  no  son 
propiamente  intervenciones)  (^i)  y  que  se  trate  de  un 
asunto  interior.  En  una  verdadera  guerra  internacio- 
nal tienen  todos  los  Estados  derecho  de  adherirse  á  la 
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causa  que  consideren  más  justa.  Pero  aun  en  los  ca- 
Boa  que  es  la  intervención  lícita,  debe  limitarse  i  la 
consecución  del  fin  que  la  legítima:  continuarla  des- 
pués es  un  abuso  gravísimo  y  violento  agravio  á  la 
independencia  de  la  nación  intervenida,  Los  abusos 
que  prescindiendo  de  estas  sanas  reglas  se  hayan  co- 
metido, no  desvirtúan  en  lo  más  mínimo  la  existencia 
del  derecho  en  sí;  ¿de  qué  sirve  limitarlo  si  puede 
siempre  aparentarse  una  más  ó  menos  justa  causa  de 
guerra  internacional?  El  católico  sabe,  finalmente, 
que  la  Iglesia  ha  condenado  en  el  Syllabus  la  teoría 
tan  falsa  como  perniciosa  del  deber  absoluto  de  no 
intervención  (22)  (A). 


(1)  La  verdadera  intervención  es  sólo  la  última,  ya  que 
como  observan  Holtzendorff  (en  la  Enciclopedia)  y  Neumann, 
no  es  intervenir  hacer  presente  á  un  Estado  las  consecuencias 
<  Ufanas  que  resultarán  de  su  torcida  conducta  y  ofrecer  sua 
bafínos  oficios  ó  mediación  para  devolver  á  una  nación  la  tran- 
-tuilidad  y  paz  de  la  que  carece.  La  intervención  significa  por 
su  etimología  inmiscuirse  violentamente  en  los  asuntos  interio- 
res ó  exteriores  de  otro  Estado.  En  los  últimos  debe  aceptarse 
cigmo  indubitado  el  principio  que  sienta  Holtzendorff:  ningún 
Estado  tiene  derecho  á  imponer  forzosamente  la  paz  á  dos  Es- 
tados beligerantes  entre  sí.  Esta  materia  pertenece  más  bien 
\ú  derecho  de  la  guerra,  ó  á  lo  menos  al  de  la  mediación. 

Hase  hablado  mucho  de  la  paz  armada  C^evDoffnete  Frieden} 
inventada  por  Thiers  en  1840  y  utilizada  por  Prusia  en  )?^69 
durante  la  guerra  lombarda.  Esta  última  prueba  tambí5D 
cómo  bajo  la  capa  de  una  alianza  puede  esconderse  una  inter- 
vención, uniéndose  el  poderoso  al  débil.  ¿Qué  otra  cosa  sigoi- 
£caba  la  liga  de  Francia  con  Cerdeña? 

En  un  Estado  compuesto  ó  federativo  corresponde  la  solu- 
ción do  las  cuestiones  constitucionales  al  gobierno  ó  inst  i- 
cíón  federal.  Asi  sucede  en  los  Estados  Unidos  de  Amórit  y 
en  el  actual  Imperio  alemán.  La  Constitución  de  1874,  act  V 
mente  vigente  en  Suiza,  dispone:  Art.  5.®  La  confedere  « 
garanta  auof  Cantons  leur  territoire,  leur  souveraineté  dans  U    i- 
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atiUsJxées  par  fari.  3  de  lewr  Consíítution,  la  liberté  et  les  droits 
dm  peuple,  les  droits  cojutiiufáonnels  des  citoyens,  ainsi  que  les  droits 
et  les  attributioiís  que  le  peuple  a  co^féres  ovas  autontés. 

(2)  De  Jwre  belU  et  pacis,  lib.  11,  cap.  III,  §  V.  Metum  ergo 
ew  vicina  potentia  non  si{/Jtcere  (para  declarar  la  guerra)  supra 
diadmus  (lib.  11,  cap.  ü,  §  1,  n.  17).  Ut  enim  justa  sit  defensio, 
necessarium  esse  oportet  qualis  non  est  nisi  constet,  non  tantum  de 
potentia  sed  et  de  animo  et  quidem  ita  constet  ut  certum  id  sit  ea 
r^titudine,  qu(B  in  morale  materia  locum  hahet,  1.  Qmre  minime  est 
probanda  eorum  sententia  qui  justam  belli  causa  statuunt,  si  vicinus 
nulla  paclione  impeditus  in  suo  arcem  facial  aut  munilionem  aliam 
qum  damnum  aliquando  daré  possit,  Nam  adoersus  tales  metus  in 
suo  munitiones  et  isqua  sunt  similia  remedia  quarenda  sunt,  non 
vis  bellíca.  Injusta  igitur  bella  Romanorum  in  PMUippum  Macedo- 
nem,  Lysimaci  in  Demetrium  ni  alia  causa  adfuit. 

(3)  Ob.  cit,  lib.  ir,  §  55.  «Ztf  souverain  est  celui  á  qui  la  na- 
tion  a  confié  l'empire  et  le  soin  du  gouvemement;  elle  Va  revetu  de 
ses  droits;  elle  seule  est  interessée  directement  dans  la  maniere  dont 
le  conducteur  qu^elle  s^est  donné  use  de  son  pouooir.  II  nappartient 
done  á  aucune  puissance  étrangére  de  prendre  contiaissance  de  Vad" 
ministration  de  ce  souverain,  de  s^ériger  en  juge  de  sa  conduite  et  de 
Vobliger  a  y  ríen  changer,  SHl  accable  ses  sujets  d*impóts,  s'íl  les 
traite  durement,  c*est  Vajfaire  de  la  nation;  nul  autre  n'est  appelé 
i  le  redresser,  á  Vabliger  de  smvre  des  máximes  plus  equitables  et 
plus  sages.  Cest  a  la  prudence  de  marquer  les  occasions  oü  Von  peut 
Ivi  /aire  des  représentations  offideuses  et  amicales,  Aprds  aooir  éta- 
bli  que  les  nations  etrangéres  n'ont  aucun  droil  de  singérer  dans  le 
gouoernement  d\n  Etat  indépendant,  il  nestpas  difjkile  de  prouver 
que  celuid  est  f onde  á  ne  le  point  souffrir.  Se  gouoenier  soi  mime 
á  son  gré,  c'est  Vapanage  de  l'indépendance*^ 

§  56 .  «  Toutes  les/ois  done  que  les  ckoses  en  tiennent  á  une  guerre 
civile,  les  puíssances  etrangéres  peuvent  assister  celui  des  deux  partis 
fi     leur  para* t  f onde  en  justice.> 

He  aquí  una  proposición  que  ha  merecido  la  unánime  cen- 
ai  'a  de  todos  los  autores  modernos,  desde  Halleck  á  Fiore  y 
d  ¿de  Bluutschli  á  Woolsey.  Este  último  añrma  que  en  una 
g  erra  civü  no  hay  derecho  á  sostener  al  soberano  legitimo 
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ni  á  los  sublevados  (ya  que,  según  él,  la  doctrina  contrai^ 
lleva  duicamente  al  absurdo  ó  al  crimen);  Bluntschli  observa 
acertadamente  que  auxiliar  á  éstos  últimos  es  la  más  odiosa 
de  ka  intervenciones  (véase  nota  10). 

(4)  Los  autores  que  más  radicalmente  han  sostenido  el 
principio  de  la  no  intervención  como  un  deber  absoluto  y  sin 
excepción,  son  los  italianos,  forzados  á  legitimar  las  infini- 
tas abdicaciones,  el  sinnúmero  de  consentidas  tropelías,  por 
las  que  se  constituyó  el  reino  de  Italia,  haciendo  de  su  for* 
mación  la  má.s  injusta  de  las  intervenciones.  Principal  maes- 
tro de  esta  escuela  jes  Carnazza-Amari.  Los  principios  én  que 
intenta  fundar  su  tesis,  son:  1.^  Todo  Estado  debe  gozar  de 
autonomía;  la  intervención  la  destruye  sujetando  el  Estado  i 
una  soberanía  extraña;  luego  nunca  puede  admitirse  la  inter- 
vencióo ,— 2,"  La  relación  de  nación  á  nación,  cuyo  órgano  es  el 
Estado,  existo  sólo  para  más  allá  de  las  fronteras  con  un  ca- 
rácter intersocial;  el  derecho  interno,  la  relación  de  gobernan- 
te á  gobernadrj  está  completamente  fuera  del  círculo  de  las  re- 
laciones externas  internacionales.  Siguen  la  opinión  de  Car- 
nazza-Amari,  Casanova,  Sandoná,  Ferrero-Gola,  Tissot,  etc. 

(6)  Erite  eHoritor  rumano  es  uno  de  los  más  fogosos  defen- 
sores del  sistema  de  la  no  intervención. 

(0)  Sabiendo  la  escuela  política  á  la  que  pertenecían  Bello 
y  Pando  j  ya  se  puede  comprender  cuáles  son  sus  ideas  so- 
bre este  particular,  y  aun  si  esto  no  bastare  conviene  recor- 
dar que  el  último  fué  ministro  de  Estado  del  gobierno  liberal 
en  1823. 

Begün  dichos  autores,  si  una  nación  pone  trabas  al  poder 
de  un  monarca,  si  lo  depone,  si  tratándole  como  delincuente  lo 
condena  al  iiltlmo  suplicio,  no  hace  más  que  ejercer  actos  de 
su  autoridad  independiente  que  juzga  y  obra  en  materia  de  su 
competencia  privativa;  no  tienen  las  potencias  extranjei  a 
para  qué  mezclarse.  (Bello  I,  pág.  55.)  En  último  extrer  h 
después  de  pasar  revista  á  las  distintas  causas  de  interv  i^ 
eión,  no  admite  Bello  con  franqueza  y  sin  reserva  ningn  t, 
aunqne  concede  que  el  derecho  de  propia  conservación  aut<  i^ 
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za  á  las  naciones  á  tomar  medidas  de  seguridad  contra  cual* 
qtiier  peligro.  (Ob.  cit.,  I,  pág.  53.) 

Pando  glosa  á  BeUo,  añadiendo  únicamente  alguna  invecti- 
va declamatoria  contra  las  grandes  potencias  y  Martens  (so- 
gún  él),  su  profeta.  Lo  único  bueno  que  en  él  leemos  es  la 
observación  que  las  potencias  interventoras  han,  las  más  dé 
las  veces,  atendido  á  motivos  de  interés  y  no  á  las  razones 
de  derecho  que  por  fórmula  alegan.  «¿Cómo  no  se  armó  la 
€  Santa  Alianza»  para  reivindicar  los  derechos  de  Carlos  X 
de  IVancia?  ¿Cómo  se  ha  permitido  que  Gustavo  de  Suecia 
ande  vagante  por  Europa,  mientras  su  trono  lo  ocupa  un  sol- 
dado extranjero?  Esto  es  confesar  que  los  principios  de  orden 
y  moralidad  que  tan  enfáticamente  proclaman  las  grandes  po- 
tencias no  son  más  que  pretextos  especiosos  para  velar  su 
prepotencia  arbitraria,  y  que  ellas  no  obedecen  más  que  loa 
sórdidos  dictados  de  una  política  interesada,  oscilatoria  y  ca- 
prichosa,  no  los  venerandos  é  inmutables  preceptos  del  dere- 
cho de  gentes.» 

Merecen  meditarse  las  siguientes  palabras  de  Olmeda:  «El 
derecho  de  independencia  no  es  otra  cosa  que  la  facultad  de 
impedir  á  las  demás  naciones  el  mezclarse  en  negocios  pro- 
pios y  defenderse  de  sus  insultos,  estorbando  cuanto  pueda 
ser  perjudicial  á  sus  intereses.  Lo  mejor  es  evitar  el  daño 
antes  que  suceda,  no  descuidarse  en  la  averiguación  de  todas 
las  ocultas  máquinas  que  se  pueden  formar  contra  ella.  No  se 
debe  mezclar  nación  alguna  en  el  gobierno  ajeno,  ni  un  sobe- 
rano podrá  con  razón  erigirse  en  juez  para  juzgar  de  la  con- 
ducta de  otro.» 

(7)  En  nuestro  Manual,  §  46:  ^ Intervención  y  no  intervención. 
De  la  exposición  histórica  de  la  intervención  y  de  las  doctrinas 
de  los  intérpretes  del  derecho  internacional  resulta  que  lo  mis- 
mo la  intervención  que  la  no  intervención  son  consideradas 
como  principios  del  derecho  de  gentes;  la  cuestión  está  úni- 
€  mente  en  saber  cuál  de  las  dos  debe  ser  la  regla  general. 
£  a  embargo,  puédese  asegurar  que  si  se  exceptúa  la  sitúa- 
c  ^n  especial  de  Turquía  con  respecto  á  las  potencias  europeas, 
c  ya  garantía  ha  aceptado,  parece  que  el  sistema  de  la  no  in- 
i   vención  es  hoy  día  el  más  preferido  en  las  relaciones  recí- 
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procas  entre  los  Estados  modemoa.ii— §  47:  ^Au^lh  jicdieb. 
Alianzas.  —  Hay  un  punto  que  es  necesario  esdarecer  aqui. 
Siendo  la  intervención  el  usa  de  la  fuerza  moral  j  material,  A 
de  las  dos  á  la  vez,  la  mayor  parte  de  las  veces  sin  ser  pedi- 
da, para  obligar  á  un  pueblo  6  á  fin  gobierno  á  cambiar  d* 
conducta  política,  á  modificar  sus  instituciones  ó  para  impe- 
dir una  revolución,  etc.;  sien  do  ^  en  una  palabra,  una  ofeua» 
dirigida  contra  la  autonomía  del  Estado,  no  debe  con  fundír- 
sela con  la  ayuda  que  pide  un  Estado  á  otro,  y  ¿ate  le  conc* 
de  para  defender  su  derecho.  Aquí  ea,  por  el  contrario,  el  fin 
proteger  y  salvar  esta  autonomía  y  nacionalidad.  ^ 

No  debe  confundirse  esta  doctrina  de  Calvo  con  la  de  Th- 
noviceano  y  otros  escritores  no  intervencionistas  que  admiteD 
el  apoyo  á  las  insurrecciones,  ya  por  considerar  ú.  ésta^i  legíti- 
mas siempre,  ya  jugando  cod  ol  vulgar  equivoco  de  Nación  y 
Estado.  Ld  que  quiere  decir  Calvo  es  que  puede  ayudarse  i 
un  Estado  cuya  independencia  amenaza  una  tercera  Nación. 
Se  trata  aquí  precisamente  de  una  contraintervonciju. 

(8)  Ob.  cit.,  §  51:  Í.L' Etat  est  Ubre  de  se  donner  ¿elle  rmiifitu- 
¿ion  qu'il  luí  plait,  soi¿  qiíil  s*agiss€  fien  ins¿i(fí.tiO}is  co^iUit^tkfi 
de  tE¿at,  soit  de  li  forme  dn  ffouveritemenl  úu  de  CadminUíratm; 
il  est  libre  égalenient  de  la  modifier  q%  chartger.  Hors  les  qffres  df 
bons  offices  oii  de  médialíon,  auaiti  auíre  Eíat  na  droU  de  se  mékr 
de pareilles  a  ff aires  iiüéri^ures,  *?■  ce  nest  en  va-ín  d'un  droU  q¿ii 
awraü  acqiiis  a  juste  tilre,  ou  bien  qu^ind  la  neresñté  íexi^sise. 

TtLors  méme  quil  esl  appelé  par  nti  partí,  en  cas  d^  dtA.wísifm 
dans  Pintérieur  sur  la  constitnHmi,  il  ne  doil  pas  le  secoarir,  á 
moins  de  raisons  suf^/lsanles,  du  númbre  desqitelles  est  paHicalih^- 
mení  le  cas  oü  il  aurai¿  garanli  la  consHluíion,  > 

(9)  Ob.  cit.,  I,  pág.  77  (ed,  frano.):  ^Vemreice  decedivü^ 
peu¿  élre  limité  que  par  le  droit  eorrespondanl  et  égal  d^s  auírti 
Etats,  droil  qiii  derive  du  droit  primitif  de  propre  ronsercalÍM^ 
Quand  Vexercice  des  droits  soiiverains  de  ees  Miáis  supi'ose  if'*- 
ment  un  daager  écentuel  pour  la  serete  des  aaires,  des  questiom  Íí 
la  plus  grande  difficultépeuvenl  s^éievrr,  mais  ees  qaestians  á/  "^ 
tiennent  piulo  t  a  la  science  de  la  poli  fique  qu^á  relie  de  draiiputi     * 

(10)  Después  de  haber  sentado  como  regla  general  a  qujb    ^ 
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fM)tenciaí(  extranjeras^  no  pueden  en  principio  inmiscuirse  en 
La^  Giie^ítioaed  coa^titaciouales  que  surjan  en  el  seno  de  un 
Estado  independiente  ni  intervenir  en  caso  de  revolución  po- 
lítica», considera  Bluntschli  la  intervención  como  justa  cuan- 
do el  Estado  mismo  pide  á  otro  amigo  que  intervenga  en  él 
6  lo  acepta  habiéndoselo  ofrecido.  (Droit  international,  §  474 
á  477.)  Admite  también  como  legitima  la  intervención  cuando 
63  necesaria  para  hacer  respetar  los  derechos  individuales  ne- 
cesarios, como  también  los  principios  fundamentales  del  dere- 
cho internacional  (§  478). — También  considera  licita  la  con- 
traintervención (§  479)  y  deja  á  la  constitución  federal  el  cui- 
dado de  determinar  los  casos  en  los  que  el  poder  central  podrá 
intervenir  en  los  Estados  confederados  (§480). 

(U)  Ob.  cit.,  §  45  (4.*  edición  francesa,  pág.  111  y  siguien- 
tes): «  Un€  intertention  proprement  díte,  par  lagi^lle  une  puissance, 
eomme  partie  principale,  intervient  dans  les  aff aires  inténeures  de 
constiMion  ou  de  gouvertiement  d'un  Etat  indépendant,  ne  pent  étre 
jitstijléé  que  dans  les  cas  suitants: 

rl,  Zorsque  Vinterventimí  soph^e  ar>ec  le  consentement  formel  de 
cet  Etat,  ou  en  vertu  d^une  dause  expresse  d'un  traite puhlic  qui  a 
pour  ohjet  la  garanlie  de  sa  constitution  ou  de  certains  droits,  des 
que  cette  clause  a  ¿té  invoqué  par  tune  des  parties  contractantes ,  Des 
Uens  féderaux  ou  de  proteo tion  indissolubles  peuvent  encoré  motiver 
le  droit  d'opposition  á  des  ckangements  pro  jetes  ou  lien  de  f aire  de 
provoquer,  dans  un  inférét  de  conservation,  certains  ckangements  á 
introduire,  ou  certaines  mesures  a  prendre  que  le  maintien  de  ees 
Uens  rend  necessaires,  Ainsi  la  Diéte  germanique  jouissait  du  droit 
d*intervent¿on  dans  les  Etats  de  la  Confédération,  par  rapport  auw 
tí ff aires  qui  touchaient  aux  institutions  fondamentales  et  aux  ga- 
ranties  de  cette  demiére, 

nll,  II  y  a  lieu  a  des  mesures  d^iníervention  lorsque  les  change- 

ments  inlérieurs  suroenus  dans  un  Etat  sont  de  nature  á  porter  pré- 

judice  aux  droits  legitimes  de  I' Etat  f>oisín.  Lorsque^  par  exernple, 

*,s  ckangements  auraient  pour  effet  de  depouiller  un  souverain  élran- 

er  de  ses  droits  de  succession  eoentuels  ou  de  ceux  seigneuriaux, 

detnrait-il  se  laisser  depouiller  de  ees  droits  sans  aucune  opposxHon 

tt  resistance? 

»IJI,  Les  nations  qu'admettent  entre  elles  texistence  d'wn  droit 
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commun  et  qui  se  proposent  Ventretien  éCun  commerce  réctproqutjm* 
d¿  swr  les  principes  de  Vhwmanité,  ont  incontestahlement  k  droU  dt 
mettre,  d*un  consentement  commun,  un  terme  ¿  une  gnerre  inUsim 
qui  devore  un  ou  plusieurs  pays,  S^affranchir,  mime  par  une  inter- 
cession  armée,  d'un  état  d^inquiétude  prolonga,  et  chercher  en  nUm 
temps  á  en  prevenir  auiant  que  possible  le  retour,  c^est  resserrer  da 
liens  iniemationaux  relácMs.* 

(12)  Holtzendorff  define  la  intervención,  la  inmixtión  vio- 
lenta de  nn  Estado  en  los  asuntos  ya  interiores,  ya  exteriores 
de  otro:  «  Desde  la  revolución  francesa  se  viene  afirmando  una 
pretendida  solidaridad  entre  los  pueblos  que  se  utiliza  urnts 
veces  para  reprimir  las  revoluciones,  otras  para  favorecerlas* 
El  derecho  que  tiene  un  Estado  á  pedir  reparación  de  una 
ofensa  á  sus  derechos  fundamentales  es  simplemente  una  jus- 
ta causa  de  guerra.  No  es  propiamente  intervenir  que  acudaí 
á  la  defensa  de  un  Estado  neutralizado  los  gobiernos  que  le 
declararon  tal.»  Admite,  sin  embargo,  contra  la  opinión  de 
Calvo,  el  derecho  de  precaverse  contra  las  adquisiciones  des- 
proporcionadas de  colonias  y  territorios,  ya  que  el  peligro  siem* 
pre  lo  es,  ya  sea  próximo  ó  remoto.  Woolsey  admite  sólo  k 
intervención  como  excepción  si  lo  requiere  la  propia  defensi 
(self  preservation),  y  cuando  un  gobierno,  por  haber  violado 
gravemente  los  derechos  de  sus  sábditos,  pone  á  uñ  Estado 
en  situación  seriamente  anárquica  y  temible  (§43).  Neumann» 
ob.  cit.,  §  14,  opina  que  la  intervención  debe  motivarse  en  ra- 
zones jurídicas,  no  en  meras  consideraciones  de  utilidad  ó 
prudencia.  Considera  como  tales  la  existencia  de  un  tratado 
de  garantías,  la  defensa  de  los  propios  derechos  de  sucesióut 
por  ejemplo,  y  como  contra  intervención.  Opina,  sin  embargo, 
que  por  mucho  que  oprima  un  gobierno  á  sus  subditos,  no  hav 
derecho  ninguno  á  intervenir  (rómpanse  en  buen  hora  y  en 
último  extremo  las  relaciones  de  todo  género),  aunque  cri  e 
que  por  motivos  de  propia  conservación  puede  intervemrjie 
para  lograr  el  término  de  una  guerra  de  exterminio,  y,  finita- 
mente, para  defender  el  equilibrio  en  un  sistema  de  Estad 
tan  complicado  como  el  europeo.  No  hay  que  olvidar,  finj 
mente,  esta  sensata  observación  de  Lawrence  (T.  J.):  «i 
doctrina  de  la  no  intervención  absoluta  proviene  de  una  i 
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acción  demasiado  radical  contra  los  abusos  hechos  de  la  ínter- 
vención.  Se  basa  en  el  principio  de  que  los  Estados  no  tienen 
deber  ninguno  que  cumplir  con  los  demás  y  con  la  graii  íami- 
ha  de  las  naciones:  idea  que  Ueva  consigo  mi^ma  su  propia 
condenación.» 

(13)  Ob.  cit.,  I,  §  74:  «  Si  comme  ü  ne  manque  guire  (tarriver, 
la  nalion  elle-méme  est  partagée  d^ opinión  et  de  toUnlé,  on  nt  peut 
refuser  á  telle  nation  étrangére  le  droit:  If ,  d'offrir  &és  boM  o/Jkes 
ou  sa  me'diation  pour  terminer  á  Vamiable  les  disputes  eküéeSf  et  de 
les  interposer  lorsqu^on  les  accepte;  2f  y  de  préter  ¿oule  sarta  de  se- 
cowrs  á  celui  des  deux  partis  qui  est  autorisé  á  ¿e  proooquer^  eí  qui 
ta  reclamé (iffecHvement;  3f  ^  de  s'immiscer,  mtme  de  son  chef,  dans 
une  telle  dispute,  lorsqu^un  droit  acquis  á  Utre  particulier^  üu  le  soin 
de  sa  propre  conservation,  Py  autorisé. 

Or,  comme  par  une  suite  naturelle  de  Vindépendance  de  Etats, 
choque  nation  se  conduit  cPaprés  ses  propres  lumiéres,  ií  esíptu  sttr- 
prenant  que  les  exceptions,  qu'on  ne  peut  rejeter  en  ikéorie,  saieuí 
íeHement  étendues  dans  la  pratique,  qu^elles  semhleñi  emparter  la 
regle.'» 

(14)  Sir  Eoberto  PhiUimore  cree  que  el  derecho  de  legítima 
defensa  puede  llevar  consigo  en  ciertos  casoa  la  necesidad  de 
intervenir  en  las  relaciones  de  otro  Estado,  y  basta  cierto 
punto  de  inmiscuirse  en  su  conducta,  aun  cuando  no  afecte 
directamente  los  intereses  del  Estado  interventor,  v.  g,,  cuan- 
do las  instituciones  interiores  de  un  Estado  f^ean  incompati- 
bles  con  la  paz  y  seguridad  de  los  demás,  cuando  ne  trate  de 
ejercer  derechos  y  deberes  de  garantía,  proteger  derechos  6 
intereses  convencionales,  de  conservar  el  equilibrio,  os  decir» 
de  impedir  la  extensión  peligrosa  de  un  Estado  por  adquisi- 
ciones exteriores,  ó,  en  fin,  de  proteger  los  subditos  de  un  Es- 
tado contra  la  persecución  por  el  ejercicio  de  un  culto  no  re- 
conocido por  este  Estado  y  análogo  con  el  del  interventor. 
(Ob.  cit.  P.  IV.,  cap.  1.^  I,  páginas  552-63^^.)  Eíj  después  de 
Calvo  el  autor  que  trata  con  más  extensión  esta  materia.  Asi- 
mila  el  derecho  de  intervención  á  las  limitaciones  que  para  el 
bien  común  se  imponen  á  la  propiedad  individual:  CJ^miU enim 
reip/ubUca  ne  quis  sua  re  male  utatur.  Cita  al  concluir  un  largo 
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fragmento  de  sir  J.  Mackintosh,  en  el  cnal  éste  añrma  tqüe 
es  moralmente  evidente  que  todos  aquellos  derechos  qae  par^ 
de  una  nación  defender  como  propiOB,  pneda  también  soste 
nerlos  por  otra  nación  si  ésta  invoca  su  apoyo i . 

(15)  Strauch,  en  el  diccionario  de  BlnntschK,  considera  in- 
dudable la  existencia  del  derecho  de  intervención  en  los  nego- 
cios interiores  de  un  Estado  cuando  el  interventor  ha  sido 
llamado,  ó  sin  serlo,  lo  hace  por  los  intereses  del  equilibrio 
europeo,  ó  por  la  lesión  del  derecho  propio.  También  es,  se^ 
él,  justa  cuando  un  Estado  se  hall^  sumido  completamente  en 
la  anarquía. 


(16)  Ob.  cit,  §  1.263  á  65:  ^L'amoredell  essere  assiadelhpo 
litica  esistenza  di  ogni  societa  árnica,  porta  per  natural  conseq^nt^ 
alie  difesa  efjkace  de  lei  contra  i  ingiusti  asailitori,  come  le  rehzk- 
ni  individúan  portajw  alie  di/esa  delfindividuo  ingiustamente  a.wli- 
to.  Le  ragioni  sonó  le  medesime;  se  non  che  rif>estono  nelle  relü:\ff<i\ 
interyíazionali  un  carattere  di  maggior  importanza,  non  solo  fcr  i^ 
maggior  gravita  dell'altrui  publico  interesse  e  diritto,  che  si  to^lk  é 
defenderé  o  ad  impugnare;  ma  anche  per  la  propria  salvezza  delia  sü- 
cietá  defenditrice,  Imperocche  il  contatto  fra  le  nazioni  es  sendo  pi 
necessario  e  continuo  che  fra  individui,  il  trior^fo  delVoppressort  í  i% 
piü  prossimo  pericolo  di  tutti  i  vicini:  la  difesa  dunque  di  ogni  sé- 
dela, innocente  dovrebhe  collegar  tostó  ogni  altra  societá  circonviti^^^ 
non  solo  come  oggetto  del  dovere  di  amore,  ma  eziando  come  cotf¡'in^ 
interesse.  Cosí  travesero  compreso  quelle  nazioni  éPItaUa  e  di  titUá 
Europa  cui  la  hvfera  di  Francia  portava  sterminio  e  prometteva  fH%* 
cita.  Guardando  al  dritto  sarehbonsi  tostó  congiunte  e  salve;  yiwí  ¡^íí 
roño  all interesse  momentáneo,  e  lo  perdittero  col  dritto  e  colí&mm. 

•pNascerebbe  dunque  da  questo  fatto  di  ingiusto  assalto  e  dal  fom- 
ne  dovere  e  comune  interesse  che  ne  risulta  il  germe  di  concreta  ats. 
eiazione  intemaiionale  di  cui  sopra  ábbiam  dato  i  primi  cenni;  ¿ 
cui  per  altro  adesso  ancor  non  parliamo, 

j>Ma  Vesscrc  sociale,  esendo  composto,  puoperire  non  solo  pt  rJt- 
temo  assalto,  ma  eziando  per  interna  alterazione  e  decomposiz^  f/, 
Pamqre  mtemazionale  deé  adunque  del  canto  suo  contrapporsi  per 
quanto  sta  inesso  ancki  agli  intemi  principii  di  soeiale  conservan  ne. 
Se  non  che  la  social  distruzione  procedendo  per  gradi  e  potenda    Us- 
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ra,  anti  quando  il  primo  distrikggimeiUo  non  venga  impedüo  davendo 
puMffere  tostó  o  tardi  a  nuovo  ordine  tegiUimo,  íjarie  seranno  le  nor- 
me eolle  quali  dovrá  procederé  in  questa  onorata  earriera  una  gene- 
rosa societá  indipendeníe. 


(17)  La  intervención  y  la  no  intervención  son  dos  derechos 
distintos  é  independientes  qne  se  corresponden  mutuamente. 
Desde  el  momento  que  se  reconoce  en  un  pueblo  el  deber  de 
sufrir  una  excepción  al  principio  de  no  intervención,  debe  re- 
conocerse en  el  que  lo  puede  ejercitar,  un  derecho  á  la  inter- 
vención. El  derecho  á  la  no  intervención  se  basa  en  el  princi- 
pio individual  de  la  comunidad  de  las  naciones;  el  de  inter- 
vención en  el  social  que  pide  no  sólo  por  el  interés  propio  del 
Estado  que  interviene,  sino  por  el  amor  á  la  perfección  y  con- 
servación reciprocas,  que  cada  uno  cumpla  su  destino,  tenga 
ana  existencia  perfecta  y  no  lesione  á  los  demás.  El  abuso  que 
se  ha  hecho  de  la  intervención  en  la  Historia  no  autoriza  para 
declararla  injusta.  ¡Cuan  bien  dice  Grocio!:  «Sabemos,  es  ver- 
dad, por  las  historias  antiguas  y  modernas  que  el  deseo  del 
mal  del  otro  busca  estos  pretextos,  pero  porque  los  malvados 
abusen  de  una  cosa,  ésta  no  deja  de  existir.  Los  piratas  son 
navegantes  y  los  ladrones  hacen  uso  del  hierro,  ¿seria  justo 
por  su  causa  prohibir  el  arte  de  aquéllos  y  este  metal?»  Negar 
en  absoluto  el  deber  do  intervenir  en  ocasiones  dadas  es  des- 
truir en  su  base  el  derecho  y  la  sociedad  de  las  naciones. 


(18)  El  inmiscuirse,  siendo  Uamado,  en  una  cuestión  pen- 
diente entre  dos  naciones,  es  cuestión  que  debe  ser  tratada 
con  la  guerra  y  la  neutralidad.  La  intervención  existe  sólo 
propiamente  cuando  la  demanda  se  hace  en  una  guerra 
civil. 

Se  funda  en  el  derecho  que  tiene  á  la  existencia  la  soberanía 
del  Estado  y  el  deber  de  los  individuos  de  la  sociedad  de  las 
n:  nones  de  mirar  por  la  justicia.  Son  incompatibles  estos 
pi  incipios  con  las  modernas  teorías  democráticas,  cuyo  único 
d  ^ma  es  la  libertad  anárquica  del  individuo  y  del  Estado.  No 
di  >e  confundirse  la  cuestión  con  egoístas  y  enfáticas  declama- 
d  nes,  ya  que  sobre  todo  sentimentalismo  existe  el  derecho. 
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¿Quién  puede  solicitar  la  intervención?  La  aut^ñdad  del  pda 
perturbado  que  tiene  derecho  á  coneervarae.  (Bluntscbi,  ar- 
ticulo 475.)  No  pueden  los  insurrectos  pedir  la  intervendón 
mientras  no  sean  poseedores  de  la  autoridad;  concederla  antes 
es  la  más  injusta  de  las  intervenciones.  (Bluntschli,  ártica* 
lo  476.)  Debe  hacer  la  potencia  interventora  uso  prudente  del 
derecho  de  intervención,  limitándosQ  á  restablecer  con  los  file- 
ros de  la  autoridad,  el  orden  y  la  paz  de  la  sociedad  revuelta 
No  puede  tener  lugar  la  intervención  cuando  hay  un  nuevo 
gobierno  de  hecho  y  han  prescrito  los  derechos  del  soberano 
antiguo. 

(19)  Dice  TapareUi:  cLa  etnarquía  católica  tiene  derecho  á 
proteger  los  cristianos  que  residan  en  naciones  extranjeras 
cuando  éstas  quieren  combatir  la  fe  de  sus  subditos  cristianos, 
y  tiene  ese  derecho  no  sólo  porque  la  fe  cristiana  es  racional, 
sino  porque  además  todos  los  cristianos  son  miembros  de  la 
sociedad  que  forman  todas  las  naciones  cristianas  y  porque 
querer  atentar  contra  la  fe  de  esta  sociedad  es  atacar  el  prin- 
cipio esencial  de  su  existencia.»  He  aquí  las  notables  palabra» 
de  Mackintosh,  citadas  por  Phillimore,  con  respecto  á  laJ 
guerras  de  religión:  cLas  guerras  para  imponer  por  la  fuen 
una  religión  son  la  violación  más  execrable  del  derecho  de  la 
humanidad;  las  guerras  para  defenderla  es  el  más  sagrado 
ejercicio  de  este  derecho.»  Phillimore  admite  dos  casos  de  in^ 
tervención  religiosa:  1.^,  á  favor  de  una  secta  cristiana  en  unA 
nación  donde  se  sigue  distinta  comunión;  2.^,  de  las  naciones 
cristianas  en  la  Tierra  Santa. 

Hay  otro  caso  de  interés  social  en  que  existe  el  derecho  in* 
disputable  de  intervención  aun  sin  ser  llamado:  cuando  en  una 
sociedad  desaparece  la  autoridad  y  se  entrega  á  la  anarquía^ 
Autores  que  admiten  expresamente  este  caso  son  Straucht 
TapareUi,  BluntschH  (art.  61).  Y  se  fundan  en  que  el  Estado 
sólo  tiene  derecho  á  la  conservación  cuando  tiene  la  calidad  de 
t&l,  y,  por  lo  tanto,  cesando  la  autoridad  cesa  el  deber  de  la  o 
intervención;  la  autoridad  derrocada  del  Estado  debe  que  r 
recobrar  su  derecho,  aunque  CíJle,  impedida,  su  voluntr  . 
Además  la  existencia  de  un  Estado  anárquico  es  un  peli^  ? 
constante  para  los  demás  Estados. 


DBRECHO  MATERIAL .  —  DERECHOS  NATURALES    258 

(20)  Mettemioh  citado  por  Geffck«n  (Za  Bulgarie  et  le  draiC 
de  interventUm, — Reme  intemationale,  Janmer^  1887). 

(91)  El  carácter  propio  de  la  intervención  es  ser  acto  arbi- 
trario (el  mllkvrlich,  eigenmdchtig  de  los  alemanes);  si  no  exis- 
ten estos  caracteres  y  la  intención  del  soberano  que  se  mezcla 
es  pura,  habiéndola  solicitado  los  mismos  interesados,  no 
existe  intervención,  sino  mediación,  que  es  mutuo  acto  de  ca- 
ridad internacional.  Por  esto  la  intervención  pacífica,  no  exis- 
tiendo amenaza  y  si  sólo  cariñoso  y  desinteresado  consejo,  no 
es,  en  opinión  de  Holtzendorff  y  otros,  intervención  en  el  ver- 
dadero sentido  estricto  de  la  palabra. 

Si  en  la  guerra  no  puede  precederse  á  empezarla  antes  de 
haber  agotado  todos  los  medios  pacíficos  de  solución,  ¿cuánto 
más  justo  no  será  acudir  á  todos  los  medios  posibles  antes  que 
empezar  una  intervención,  que  es  siempre  á  primera  vista  una 
horrible  ofensa  al  amor  patrio  de  todas  las  naciones? 

(22)  Intervención  y  no  intervención  son  dos  palabras  alre- 
dedor de  las  cuales  han  declamado  á  su  vez  absolutistas  y  re- 
volucionarios, olvidando  todos  que  siempre  el  Estado  á  quien 
le  convenga  (ó  crea  que  le  interese)  intervenir,  hallará  en  el 
débil  Estado  que  quiera  hacer  su  presa  una  grave  falta  que  le- 
gitime, á  sus  ojos,  su  agresión  violenta. 

No  puede  negarse  que  el  principio  de  la  no  intervención  es 
el  que  hoy  domina  en  el  ambiente  político  europeo.  El  rey  de 
Prusia  en  la  apertura  del  Parlamento  alemán  en  1 4  de  Febre- 
ro de  1870,  afirmó  que  los  medios  de  defensa  de  cada  Estado 
deben  destinarse  únicamente  á  proteger  la  independencia  na- 
cional, no  á  restringir  la  de  los  demás. 

En  cambio  los  católicos  no  podemos  dudar:  en  el  Syllabus  se 
contiene  una  formal  condena  del  principio  absoluto  de  la  no  in- 
tervención. Proposición  62. — Proclamandum  et  ohservandum  est 
principium  quod  vocant  de  non  interventionem.  Esta  censura  se  de- 
duce de  la  alocución  Komis  et  antea  de  28  de  Septiembre  de  1 860. 
«De  este  modo,  decía  en  ella  Pío  IX,  se  asegura  la  impunidad 
y  la  licencia  á  la  invasión  y  al  despojo  del  derecho  de  la  pro- 
piedad ajena  con  desprecio  de  toda  ley  divina  y  humana,  y  se 
observa  que  únicamente  al  gobierno  subalpino  se  le  permite 
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aplicarla  de  tal  modo,  qae  se  digue  el  pernicioso  absurdo  iU 
que  la  intervención  extranjera  s6Lo  es  admitida  para  ausdiai' 
y  favorecer  la  i^ebeHón.  Se  trata  de  una  enorme  violación  Ta- 
rificada del  moda  más  vituperable  ontra  el  común  derecho  di 
gentes,  y  si  no  se  repara,  difícilmente  podrá  existir  en  lo  h- 
toro  firmeza  y  seguridad  en  derecho  alguno.  Se  trata  del  prin- 
cipio de  rebelión,  al  cual  sirve  vergona&osamente  el  gobierno 
subalpino,  y  de  ello  puede  preverse  fácilmente  qué  continnft 
peligro  se  deduce  para  todo  gobierno  y  qué  ruina  espera  á  li 
sociedad  civil...  Todos  los  príncipes  deben  convencerse,  pueB, 
que  nuestra  causa  es  la  suya,  y  que  ayudándonos  miran  tanto 
por  sus  derechos  como  por  los  nuestros.» 

El  ilustre  cardenal  Hergenrother,  en  su  magnífica  obra  U 
Iglesia  católica  y  el  Estado  cristiano,  explica  perfectamente  el 
sentido  en  que  la  Iglesia  católica  condena  el  principio  absolu- 
to de  la  no  intervención. 

cSon  dos  cosas  completamente  distintas  la  ayuda  pre^tadi 
al  Estado  más  dóbü  con  su  consentimiento  y  la  invasión  injoa- 
ta  en  suá  dominios  para  oprimirle.  La  aserción  condenada  da 
que  á  un  gobierno  no  le  es  lícita  prestar  ayuda  á  otro  contra 
un  injusto  agresor,  amenaza  la  seguridad  de  los  Estado^t  haci 
imposible  toda  alianza  ofensiva  y  defensiva,  en  una  palabra. 
todo  vínculo  de  derecho  internacional,  y  transportada  i  k 
vida  privada  suprimiría  por  su  base  el  precepto  del  amor  il 
prójimo.  La  moral  cristiana  ordena  que  cada  uno  sostenga  en 
cuanto  pueda  á  su  prójimo  en  las  necesidades,  y  las  nacions* 
no  tienen  entre  sí  una  moral  diversa  de  la  que  es  aplicable  i 
los  individuos.  Proclamar  la  no  intervencián  como  principio 
absoluto  para  todos  los  casos  no  es  otra  cosa  que  hacer  retro- 
gradar al  derecho  internacional  cristiano,  y  hacer  á  la  huma- 
nidad mayar  daíio  que  el  que  le  pueda  haber  sobrevenido  de 
las  mal  aconsejadas  y  peor  dirigidas  intervenciones  de  1820 
á  1850.»  (Katolische  Kirche  und  crisUiche  Staaty  2  Aufg.  capitu- 
lo V.  §  18.) 

Concluyamos  esta  materia  citando  estas  justísimas  palab'tf 
de  Mackintosh:  «Defender  y  ayudar  al  oprimido  es  un  act<  lo 
virtud,  pero  el  uso  de  estas  virtudes  debe  ser  para  contril  ir 
al  bienestar  y  tranquilidad  de  la  comunidad  social.  Una  na(  ^ 
que  no  puede  defenderse  por  sí  misma,  puede  serlo  por  oí  »« 
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si  aquélla  la  llama  á  intervenir.  Es  verdad  que  la  ambición 
paede  esconderse  en  este  pretexto,  pero  el  egoísmo  mancha 
siempre  los  más  puros  móviles  de  la  conducta  humana.  No  por 
eso  se  disminuye  al  valor  del  principio;  lo  que  debe  reprobar- 
se es  la  hipocresía  que  de  él  se  utiliza.» 

(A)  Para  comprender  bien  el  alcance  de  nuestra  doctrina  en 
esta  materia  (que  sinceramente  confesamos  no  es  la  más  en 
boga  entre  los  escritores  contemporáneos,  que  se  resienten  aún 
de  la  parcialidad  revolucionaria  de  la  política  liberal  del  si- 
glo xix),  debe  tenerse  en  cuenta:  1.**  Que  lo  único  que  debe  ne- 
garse es  que  la  no  intervención  sea  el  principio  general,  que 
sólo  admita  raras  y  casi  imposibles  excepciones.  —  2.®  Que  la 
intervención  es  un  derecho  fundado  en  la  solidaridad  y  la  jus- 
ticia en  la  comunidad  internacional,  no  un  deber,  y,j>or  lo  tan* 
to,  en  el  caso  de  guerra  civil,  el  más  característico  y  difícil, 
cada  Estado  ha  de  apreciar  en  su  conciencia  y  en  su  amor  al 
orden  y  á  la  justicia  y  á  su  propia  conservación  hasta  qué  pun- 
to se  hallan  éstos  interesados  en  el  mantenimiento  del  poder 
legítimo  y  cuanto  éste  represente  los  verdaderos  intereses  y 
derecho  social  del  país  desgarrado  por  la  lucha  intestina.  — 
3.^  Que  en  este  caso,  y  muchísimo  más  cuando  se  toman  por 
razones  para  intervenir  el  carácter  inhumano  de  la  lucha,  el 
imperio  de  la  anarquía  ó  la  inobservancia  de  los  principios  del 
derecho  internacional,  es  siempre  preferible  la  intervención  co- 
lectiva, que  excluye  mejor  el  interés  egoísta,  móvil  final  en  la 
mayor  parte  de  las  intervenciones  y  que  es  quien  las  ha  hecho 
odiosas  en  la  práctica  de  la  Historia. 

§  46.  Historia  de  las  principales  interven- 
ciones y  Juicio  critico  de  las  mismas'^.— Como 
dice  muy  bien  un  autor  célebre,  la  historia  de  las  in- 
tervenciones abarca  casi  entera  la  de  las  relaciones 
internacionales.  Sobrada  razón  tiene  Calvo  al  ob- 
servar que  las  historias  griega  y  romana  no  son  más 
que  una  serie  no  interrumpida  de  intervenciones  en 
los  asuntos  de  los  demás  pueblos  que  concluyen  siem- 
pi  3  con  la  conquista  ó  sumisión  de  los  pueblos  ayuda- 
d(  ^  ó  socorridos  W.  En  los  albores  de  la  Edad  moder- 

(      C.  H  100-101  y  65  á  77. 
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na  las  guerras  de  religión  no  son  otra  cosa  que  luchas 
emprendidas  con  el  pretexto  de  defeuder  los  herma- 
nos en  la  fe  perseguidos  por  principe  de  religión  di- 
versa (2).  El  siglo  xviii  principia  con  un  conato  de 
intervención  gravísima,  los  famosos  tratados  de  par- 
tición de  la  monarquía  española,  y  concluye  con  los 
tres  criminales  repartos  de  Polonia,  la  intervención 
más  injustificada  que  han  visto  los  siglos  (3).  Las  coa- 
liciones de  la  Europa  entera  contra  la  revoluciín 
francesa,  cuyo  decreto  de  1792  hemos  citado  en  otra 
parte  (§12),  estaban  plenamente  motivadas  en  virtud 
del  derecho  de  propia  defensa  que  tienen  todos  los 
Estados  soberanos.  Pero  la  época  de  las  intervencio- 
nes  no  principia  propiamente  hasta  después  de  la  se 
gunda  paz  de  París  (20  de  Noviembre  de  181B).  El 
mismo  día  que  se  firmó  ésta  contrajeron  las  cuatro 
grandes  potencias  Francia,  Austria,  Prusia  y  Rusia 
solemne  alianza  para  aunar  sus  esfuerzos  con  el  fin 
de  impedir  con  éxito  el  triunfo  de  las  ideas  revolucio- 
narias (4).  El  Congreso  de  Aquisgrán  de  1818  confir- 
mó  esta  política;  pero  con  una  salvedad  que  olvidan 
frecuentemente  los  adversarios  sistemáticos  de  la  po- 
lítica de  aquellos  Congresos,  y  es  que  en  él  se  pactó 
que  debía  ser  condición  precisa  de  la  intervención  el 
que  la  pidiese  previamente  el  gobierno  legítimo  (*)^ 
Sublevados  en  1820  Ñapóles  y  España,  se  reunió  el 
mismo  afio  el  Congreso  de  Troppau  en  Silesia  (6)  que 
á  fines  del  mismo  se  trasladó  á  Laybach  en  Estiria  y 
al  que  acudieron  la  mayor  parte  de  los  italianos 
príncipes  (7).  España,  que  prestaba  su  Constitución 
de  1812  por  andaderas  á  los  pueblos  que  cansados  del 
antiguo  régimen  querían  dar  sus  primeros  pasos  en  las 
vías  de  la  libertad,  no  podía  sustraerse  á  la  reinl  ^■ 
ción  del  constitucionalismo  entonces  epidémico  'u 
Europa,  y  después  de  tres  años  de  régimen  revoluf  o 
nario  andaba  recorriendo  Femando  Vil  el  mismo    i- 


r 


DERECHO  MATERIAL,.— DERECHOS  NATURALES     257 


mino  que  un  cuarto  de  siglo  atrás  hizo  hasta  el  fin  el 
desgraciado  Luis  XVI.  Intentó  salvarle  Europa  y  la 
asistencia  de  los  representantes  de  la  regencia  de 
Urgel  al  Congreso  de  Verona  quita  todo  carácter  de 
intervención  ilegítima  á  la  expedición  de  los  cien  mil 
hijos  de  San  Luis  á  España  (8).  En  este  tiempo  Monroe^ 
en  su  Mensaje  al  Congreso  Americano  (1823),  declara 
que  considerarían  los  americanos  como  manera  de 
obrar  hostil  cualquier  intento  de  los  gobiernos  euro- 
peos  dirigido  á  variar  el  régimen  político  de  los  Es- 
tados de  aquel  lado  del  Atlántico,  cuya  independen- 
cia había  sido  reconocida  por  los  Estados  Unidos.  Y 
la  segunda  parte  del  mismo  Mensaje  añade  que  el  te- 
rritorio americano,  dado  el  estado  de  progreso  y  cul- 
tura á  que  ha  llegado,  es  imposible  que  pueda  ser  ob- 
jeto de  colonización  por  parte  de  gobierno  alguno  del 
viejo  continente.  Si  la  primera  tesis  de  tan  famosa 
Doctrina  significa  únicamente  que  es  ilícito  á  las  po- 
tencias europeas  cambiar  por  la  fuerza  la  forma  de 
gobierno  en  América,  no  hay  nada  que  objetarle;  pero 
si  Monroe  quiso  afirmar  la  inviolable  eternidad  del  ré- 
gimen republicano  en  América,  hubiera  dicho  una  fu- 
nesta ridiculez  (9\  La  segunda,  extinguido  ya  total- 
mente el  dominio  colonial  de  España  en  América,  ca- 
rece hoy  de  valor  práctico;  pero  una  y  otra  tienen  en 
boca  de  sus  actuales  expositores  la  de  ser  el  lema  de 
la  conquista  moral  de  toda  América  por  la  Repúblicaj 
de  la  que  fué  Monroe  el  Presidente  (A).  Prescindiendo 
de  su  conducta  en  la  sublevación  de  las  colonias  espa- 
ñolas, cuyo  precipitado  reconocimiento  era  sinónimo 
de  intervención,  en  1826  envía  Inglaterra  un  cuerpo 
de  ejército  á  Portugal  para  proteger  los  derechos  de 
c  >ña  María  de  la  Gloria,  cumpliendo  así  los  compro- 
r  isos  que  con  el  vecino  reino  había  contraído  en  di- 
Ti  Tsos  tratados  de  garantía  (W).  Los  patriotas  griegos, 
c   e  vieron  desoídas  sus  súplicas  por  el  Congreso  de 
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Viena,  se  sublevaron  contra  la  tiranía  de  la 
en  1821.  Ante  una  lucha  cruel  que  atentaba  á  la  vez  h 
los  derechos  de  la  humanidad  y  del  comercio  europeo, 
las  potencias  (Rusia,  Inglaterra  y  Francia)  ofrecieron 
su  mediación  á  los  beligerantes  bajo  la  base  de  la 
constitución  de  Grecia  en  Estado  medio  soberaao, 
amenazando  al  que  de  ellos  la  rehusase  con  imponér- 
sela por  la  fuerza.  Hízolo  así  Turquía,  y  á  consecuen 
cia  déla  batalla  de  Navarino  (1827)  logró  Grecia  una 
plena  y  absoluta  independencia  (1829,  14  de  Septiem- 
bre). A  iguales  razones  de  interés  público  europeo  de- 
bió también  su  independencia  Bélgica  que,  sublevada 
en  1830,  logró  el  apoyo  material  de  Francia  é  Ingla- 
terra y  el  reconocimiento  de  Holanda  en  1839  W.  La 
Cuádruple  Alianza  (1834)  aseguró  en  sus  tronos  á  las 
legítimas  reinas  de  España  y  Portugal  (§  15),  La 
ayuda  prestada  por  las  potencias  católicas  al  Papa 
en  1848  para  devolverlo  á  Eoma^  presa  de  los  dema- 
gogos asesinos  del  gran  Rossi,  y  la  posterior  ejercidü 
en  su  nombre  por  Francia  basta  1870,  se  justifican 
de  un  modo  bien  distinto  que  la  innumerable  serie  de 
violentas  intervenciones  y  no  intervenciones  por  las  qiie 
se  constituyó  el  Reino  de  Italia  (12).  Ni  la  prudencia 
ni  el  derecho  consentían  la  loca  aventura  pactada  en 
el  tratado  de  Londres  de  intervenir  en  Méjico;  el  trá- 
gico fin  de  Maximiliano  demuestra  la  prudencia  ex^ 
quisita  del  general  español  que  por  la  convención  de 
la  Soledad  libró  á  nuestra  patria  de  toda  responsabi- 
lidad en  el  previsto  sacrificio  de  aquel  ilustre  princi- 
péis). La  constante  ingerencia  que  desde  hace  medio 
siglo  ejercen  las  grandes  potencias  europeas  en  Orien- 
te ha  convertido  en  principio  cardinal  del  derecho  in- 
ternacional positivo  moderno,  que  no  puede  ocu_  r 
en  el  extremo  oriental  de  Europa  transformación  - 
rritorial  ni  política  que  no  sea  por  aquéllas  aprob  % 
ó. consentida,  máxima  que  si  incompatible  con  la     i- 
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íicia  y  coo  la  independencia  de  los  países  balcánicos, 
por  retardar  el  terrible  choque  de  inconciliables  am- 
biciones, evita  la  muerte  violenta  del  imperio  de  la 
media  luna  en  la  cristiana  Europa.  Por  artificiales 
que  sean  las  obras  de  los  Congresos  de  París  y  Berlín 
y  labor  de  Penélope  los  acuerdos  de  las  innumerables 
conferencias  de  Constantinopla,  aventajan  en  fruto  y 
legitimidad  á  las  ingerencias  de  Inglaterra  en  Egip- 
to, de  Rusia  en  Bulgaria  y  de  Grecia  en  Creta.  Estos 
hechos  de  moralidad  internacional  harto  dudosa  ha- 
llarán en  la  Historia  quizá  mayor  excusa  que  la  acción 
positiva  y  no  encubierta  ejercida  por  los  Estados  Uni- 
dos y  sus  subditos  en  la  revolución  cubana  durante 
los  tres  años  (1895-98)  que  precedieron  á  la  guerra 
en  la  que  la  intervención  se  consumó  (14)  (Bí.  Un  re- 
troceso en  el  avance  de  la  civilización  crií^tiaua  y 
;    europea  significa  la  revolución  de  los  boxers  en  Chi- 
í    na^  ocurrida  en  la  primavera  de  1900,  cuyos  atrope- 
■    líos  y  crímenes,  cometidos  con  el  apoyo  más  ó  menos 
velado  de  las  autoridades  y  de  la  mi^ma  familia  im- 
perial, llegaron  al  asesinato  de  dos  representantes  di- 
I    plomáticos  extranjeros  (12  y  18  de  Junio),  justifican- 
do así  del  modo  más  patente  la  intervención  colecti- 
va de  las  naciones  cultas  que  lograron  en  14  de  Agos- 
to dar  término  al  sitio  de  las  legaciones;  acción  coman 
terminada  por  el  protocolo  de  7  de  Septiembre  de  1901^ 
^  en  el  cual  quedó  asegurado  el  castigo  de  los  culpa- 
f  bles,  se  ratificaron  las  solemnes  satisfaccioin'S  dobi- 
\  das  á  Alemania  y  el  Japón  ofendidas  por  la  muerte 
de  sus  diplomáticos,  se  prometió  el  pago  de  ima  in- 
demnización de  460 millones  de  taels,  ofreciendo,  flnal- 
m  nte,  China  garantías  que  eviten  en  lo  posible  la  re- 
pe  ;ición  de  tan  horribles  escenas  (a). 


{ 


(i       Inmanente  la  aversión  de  los  chinos  al  europeo  y  al  cristiano,  exacerbada 
COI       derrota  en  la  guerra  con  el  Japón,  que  costó  á  su  patria  Formotsa  y  la  per- 
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(1)  «La  guerra  del  Peloponeso  debía  con  razón  alarmar,  dice 
Thucidides  (I,  23),  por  el  crecimiento  que  demostraba  del  po- 
der de  Atenas,  á  los  confederados,  á  cuya  cabeza  ñguraba  Es- 
parta. Cuando  se  subyugó  á  Atenas,  Thebas  y  Corinto  desea- 
ban su  destrucción,  pero  los  espartanos  les  hicieron  ver  era 
necesaria  su  existencia  en  la  política  griega.»  (Woolsey  §  45.) 

dida  do  su  influencia  en  Corea,  j  no  menos  irritados  por  las  concesiones  hechas  á 
varias  potencias  europeas  de  pnertos  en  arriendo,  cesiones  territoriales  mal  disi- 
muladas  (véase  S  &3),  precedido  desde  1894  por  varios  atropellos  de  iglesias  y  misio- 
nes, principió  el  movimiento  de  las  sociedades  antiextranjeras  de  los  boxert  du- 
rante los  meses  de  Mayo  y  Junio  de  1000  en  las  provincias  de  Bchantun^  y  TBChüL 
Vanamente  previendo  lo  que  iba  á  suceder  y  sucedió,  el  almirante  Seymour,  coa 
2.000  hombres  de  desembarco,  quiso  ir  desde  Tientsin  &  Pekín  (10  de  Junio),  doads 
fraternizaban  l&s  tropas  con  los  boxert  en  la  matanza  de  extranjeros  y  cristianosi 
violación  de  los  cementerios  y  quema  de  sus  moradas,  calentados,  más  ó  menof^ 
secretamente,  por  la  emperatriz  madre  y  el  principe  Tuan;  tuvo,  rotas  las  comii* 
nicaciones,  que  regresar  al  arsenal  de  Tientsin,  donde  pudo  ser  socorrido  el  2^ 
por  las  fuerzas  europeas  que  á  este  efecto  hablan  reducido  desde  el  17  á  siloido 
á  los  fuertes  de  Takú.  Mientras  tanto  en  Pekín  era  asesinado  el  día  12  por  nnsoi- 
dado  de  la  guardia  imperial  el  canciller  de  la  legación  Japonesa,  y  considexándih 
se  en  guerra  con  las  potencias  por  el  ataque  de  Takú,  habla  la  emperatris  oxde- 
nado  la  expulsión  de  los  extranjeros  y  de  los  diplomáticos,  dándoles  un  plaaa 
de  veinticuatro  horas.  Para  protestar  de  esta  orden  y  demostrar  la  imposibilidsd 
de  cumplirla,  habla  salido  de  su  casa  el  ministro  alemán,  barón  de  Ketteler,  A 
18  y  fué  vilmente  muerto  en  la  caUe  por  otro  soldado.  Principia  entonces  el  lU- 
mado  sitio  dfi  las  UgacUmet,  en  cuyos  edificios  permanecen  encerrados  doiante 
dos  meses,  defendiéndose  como  pudieron,  los  diplomáticos,  sus  familias  y  nado- 
nales  y  las  fuerzas  que  en  previsión  de  los  sucesos  hablan  mandado  á  primera 
de  mes  en  reducidísimo  número  sus  gobiernos. 

La  noticia  de  estos  enormes  atentados  contra  la  humanidad  y  el  derecho  de 
gentes,  sin  ejemplo  en  la  Historia,  decidió  la  intervención  ooleotiva  de  las  poten- 
cias europeas,  con  el  Japón  y  los  Estados  Unidos,  que  organizaron  inmediata- 
mente una  expedición  internacional  de  67.000  hombres,  mandada  por  el  geneal 
alemán,  conde  de  Waldersee.  El  14  de  Agosto  entraron  los  aliados  en  Pekin,  d» 
donde  poco  antes  habla  huido  la  corte,  y  quedando  asi  salvados  y  libres  sus  com- 
patriotas. 

Principiaron  entonces  las  negociaciones  de  paz  (ó  mejor  dicho  para  el  restable- 
dmlento  de  la  normalidad,  pues  las  potencias  hablan  declarado  desde  un  princi- 
pio que  no  se  hallaban  en  estado  de  guerra  con  C^iua,  sino  que  iban  sos  fberttt 
únicamente  á  ayudar  á  su  gobierno  en  la  represión  de  los  boxer$),  que  termloa- 
ron  por  el  protocolo  de  7  de  Septiembre  de  1«K)1,  y  en  las  cuales  tomó  parte  prin* 
oipalisima,  como  decano  de  aquel  cuerpo  diplomático  mártir,  nuestro  ministiD 
8r.  de  Cólogau. 

Son  los  artículos  de  aquél,  en  resumen:  1.®  y  3.<>  Satisfacción  por  medio  dr  "i- 
siones  especiales  á  los  emperadores  de.  Alemania  y  del  Japón  y  erección  d  m 
monumento  conmemorativo  en  el  sitio  donde  fué  asesinado  el  barón  de  Kett  ir„ 
con  una  inscripción  en  él,  escrita  en  latín,  alemán  y  chino,  en  la  cual  se  no  i- 
fleste  por  el  soberano  chino  la  reprobación  que  le  mereció  el  hecho.  2.^  El  caí  ¡» 
de  los  autores  é  inspiradores  de  estos  crímenes.  4.^  Erección  de  otro  monom  ti» 
expiatorio  en  los  cementerios  extranjeros  violados  y  profanados.  5.^  ProMti'     m 
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f  (2)  Italia  faé  á  principios  de  la  Edad  moderna  y  fines  oe  la 
media  el  teatro  de  las  luchas  y  rivalidades  de  los  príncipes 
de  Europa.  La  invasión  de  Carlos  VIII  en  Ñapóles  y  Milán  á 
fines  del  siglo  xv,  la  liga  de  Cambray,  la  de  1510  contra  Ve- 
necia  dirigida  por  el  Papa,  son  tristes  ejemplos  del  modo  fran- 
co y  descarado  como  se  aplicaba  en  aquella  época  el  principio 


de  la  importación  de  annas  y  muaicioDes  de  guerra  en  China  durante  dos  años 
á  partir  del  25  de  Agosto  de  1901,  renovadera  después  de  don  en  dos  años  s!  las 
potencias  lo  consideran  necesario.  6.°  El  pago  de  una  Indemnización  de  450  mi- 
llones de  taels  (unos  1.688  millones  de  francos  próximamente),  garantida  por  el 
producto  liquido  de  las  aduanas  marítimas  imperiales  y  la  elevación  de  los  dere- 
chos de  importación  en  un  5  por  100.  7.^  El  gobierno  chino  reconoce  la  inmuni- 
dad del  barrio  de  las  legaciones,  donde  podrán  éstas  tener  la  guarnición  necesa- 
ria para  su  defensa  y  en  el  cual  estará  vedada  la  entrada  á  los  subditos  del  pala. 
8.^  y  9.®  Destrucción  completa  de  los  fuertes  de  Taloí  y  de  cuantas  obras  milita- 
res puedan  impedir  la  libre  comunicación  de  Pekín  con  el  mar  y  derecho  de  las 
potencias  aliadas  á  tener  ocupados  militarmente  los  puntos  intermedios.  10.*^  Ex- 
poeidón  en  los  sitios  públicos,  durante  dos  años,  de  los  edictos  imperiales  que 
prohiben  y  castigan  la  formación  de  sociedades  secretas,  que  suspenden  los  exá- 
menes en  las  ciudades  y  provincias  donde  fueron  victimas  de  atropellos  los  ex- 
tranjeros y  que  hacen  responsables,  bajo  pena  de  destitución  y  de  inhabilitación 
perpetua,  á  las  autoridades  en  los  sitios  donde  ocurran  de  nuevo  semejantes  aten- 
tados. 11.*^  Reforma  de  los  tratados  de  comercio  y  mejora  de  las  condiciones  de 
la  navegación  en  los  ríos  Pei-ho  y  \Vhang-poo.  12.®  Nueva  organización  del  Tsung- 
Li-Yamen  (Ministerio  de  negocios  extranjeros),,  que  tendrá  la  precedencia  frente 
á  los  demás  Ministerios,  y  del  ceremonial  de  recepción  de  los  representantes  ex- 
tranjeros conforme  á  las  bases  detalladas  en  el  memorándum  anejo.  Como  el  cum- 
plimiento de  todas  estas  condiciones  precedía  ya,  y  asi  consta  en  él,  al  tratado, 
80  promete  que  las  tropas  internacionales,  excepto  las  guardias  de  las  legaciones, 
evacuarían  Pekín  diez  días  después,  el  17  de  Septiembre  de  1901. 

Efectivamente,  en  dicha  fecha  salieron  de  la  ciudad  sagrada  las  últimas  que 
quedaban  norteamericanas  y  japonesas,  y  antes,  en  4  del  mismo  mes,  habla  sido 
recibido  en  Postdam  por  el  emperador  Guillermo  el  principe  Chuau,  que  oyó,  por 
única  respuesta  á  sus  protestas  de  paz  y  olvido,  que  uno  y  otra  sólo  eran  posibles 
con  el  respeto  del  derecho  internacional  y  de  las  costumbres  de  las  naciones  ci- 
vilizadas. En  13  de  Igual  mes  y  año  recibió  una  emoajada  análoga  el  soberano  del 
Japón.  En  estos  momentos  (Agosto  de  1902)  trata  el  gobierno  chino  de  obtener  la 
evacuación  de  Tlentsin  y  la  retirada  de  las  fuerzas  que  continúan  en  Shanghai. 

La  reparación  obtenida  por  la  civilización  de  la  barbarle  fué  todo  lo  completa 
que  podían  permitir  los  recelos  mutuos  y  los  particulares  egoísmos  de  las  poten- 
cias aliadas  (y  es  de  los  últimos  la  más  clara  muestra  la  ocupación  por  Rusia 
de  la  Mandchuria,  verificada  en  Julio  de  1900,  y  que  parece  consiente  ahora  en 
tei  linar  gradualmente,  en  virtud  del  Convenio  de  8  de  Abril  de  1902,  en  tres  p\A- 
£<y  de  seis  meses,  á  part!r  el  primero  de  la  firma  dol  tratado),  siendo  una  verda- 
do  i  lástima  que  tan  notorio  ejemplo  del  caso  en  que  se  legitima  la  intervención 
co  ctiva  se  vea  deslustrada  por  las  rivalidades  y  colisiones  ocurridas  entre  los 
ex  adicionarlos  y,  lo  que  es  peor,  por  los  actos  de  cmeldad  y  saqueos  por  los  mls- 
mi      realizados,  en  irritante  pugna  con  el  noble  y  cristiano  fin  que  allí  les  11«- 
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de  la  i^^tervención  ó,  mejor,  el  camplimiento  de  la  ley  física, 
de  la  completa  sujeción  del  débil  al  poder  oso . 

«Las  grandes  potencias  católicas!  y  protestantes  protegían 
naturalmente  á  sus  correligionarios  aun  en  el  mismo  seno  d& 
los  Estados  rivales.  Las  repetidas  intervenciones  de  Austria 
y  España  en  favor  del  partido  cat>íílico  en  Francia  y  las  de  ks 
naciones  protestantes  protegiendo  sos  perseguidoa  hermünos 
de  Francia,  Alemania  y  Holanda,  dan  un  particular  colorido 
á  la  vida  política  de  aquellos  tiempos*  ^  (Wiieaton^  §  <>o,  p¿gí' 
na  81.) 

(3)  Ya  en  1661  Juan  Casimiro,  rey  de  Polonia,  el  ultino 
de  los  Vasas,  decía  á  sus  compatriotas:  tComo  resíultad;)  tle 
nuestras  querellas  intestinas,  hemos  <ie  temer  la  invasión  y 
división  de  la  República. »  La  anarquía  interna  de  Polonia, 
debida  á  su  imposible  constitución,  no  excusa  en  modo  aiguna 
el  primen  del  reparto,  pero  confirma  a.1  miiímo  tiempo  aquelb 
máxima  profunda  del  Evangelio,  fine  todo  reino  dividido  hade 
perecer.  Aprovechando  las  discordias  de  los  polacos  había  el 
embajador  rxiso  en  1767  disuelto  la  dieta  y  desterrado  sii> 
miembros  á  la  Siberia.  Las  causas  inmediatas  de  la  rej^iini 
ción  fueron  las  siguientes:  estaban  ei^  guerra  Rusia  y  Ttir- 
quia,  y  Austria  deseaba,  envidiosa  y  malquistada,  se  ajustas^ 
la  paz  bajo  la  base  del  statu  quo.  El  canciller  austríaco  quería 
inducir  al  rey  de  Prusia  á  que  pcsrmaneciese  neutral  en  ca<> 
de  guerra  entre  los  dos  imperios.  Federico,  que  se  hallalHi 
comprometido  á  prestar  subsidios  á  Pusia,  para  salir  del  apu- 
ro,  manda  á  su  hermano  Enrique  proponga  como  medio  da  sa- 
tisfacer las  ambiciones  de  todos  la  repartición  de  PoloDia. 
Aceptado  el  plan  se  celebra,  desde  luego,  un  ti^atado  secreta 
entre  Prusia  y  Rusia;  y  adherido  Kaunitx  se  firma  en  27  de 
Julio  de  1772  el  tratado,  cuyo  cínico  preámbulo  ha  servido  de 
modelo  á  muchísimos  modernos  menoí*  censurados:  *;  Z VíprtV  é¿ 
faction,  les  troahíes  et  la  gtierre  intcslim  dmií  est  agiten  depm^  ía** 
(Vannées.,.  (el  reino  de  Polonia)  donnai^nl  de  jniítes  apj^rf^^tí  u 
de  voir  amcer  la  décomposition  ¿oíale  de  ^État,  iraubkr  le  ra^  rt 
d'intéréts  de  lous  ses  vaisins,  altérer  la  honne  harmonie  guc  mi  it 
entre  eux..,  et  les  puissances  voisines  uyani  des  (hviís.,..  don¿  r- 
noiií  jamáis  pu  javoir  raison  et  qu^elles  rü^neaC  de  pcrdre  9a^      í- 
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íoitr,  leur  importaü  /k  meítre  ses  droits  á  couvert  et  de  s^  r/fucfrter 
au  méme  iemps  mr  f^  rétablissement  de  la  tranquillité  datíx  Pinti- 
rieur  de  cette  républigue.^  En  unas  letras  patentes  las  potencias 
repartidoras  expresaban  sus  derechos  y  pretensiones. 

Después  de  las  inútiles  protestas  del  gobierno  polaco,  una 
dieta,  hechura  de  los  usurpadores,  confirmó  en  varios  trata- 
dos celebrados  de  1773  á  1775  B.qne\lek  primera  repartición,  cu- 
yos principales  efectos  territoriales  hemos  expuesto  en  otro 
lugar.  (Nota  2  al  §  11.)  La  segunda  se  verificó  en  1793  á  conse- 
cuencia de  no  haber  aceptado  Busia  la  constitución  polaca 
de  1 79 1 .  En  ella  adquirió  Rusia  los  palatinados  de  Kiew ,  Volhy  - 
nia  y  Podolia,  parte  de  los  de  Wilna,  Nowogrodek  y  Bréese,  uh 
decir,  4.558  millas  cuadradas  con  tres  millones  de  habitantes; 
Prusia  tomó  Posen,  Gniezno,  Inworoclaw,  Brzescen  Kutavía, 
Plock,  y  una  parte  de  los  distritos  de  Kalisz,  Sieradz  y  Rawa 
con  una  extensión  de  1.061  millas  cuadradas  y  un  millón  cien 
mil  habitantes.  Los  polacos  principiaron  entonces  á  i>eiisar  en 
una  insurrección  general,  y  se  puso  al  frente  de  ella  el  gran 
Kosciusko.  A  pesar  de  las  victorias  que  logró  en  un  principia 
contra  el  opresor  de  su  patria,  al  fin  la  fuerza  bruta  veBció  k 
los  héroes  de  la  libertad  polaca  en  10  de  Octubre  de  i7i(4;  de- 
rrotado aquél  en  Macieiovice,  y  en  5  de  Noviembre  de  il^H  to- 
mada Varsovia,  murió  definitivamente  la  nación  polaca  por  la 
tercera  repartición  de  24  de  Octubre  de  1795.  En  ella  adqairio 
Rusia  el  resto  de  la  Lituania  y  de  la  Volhynia;  Austria  recibió 
los  palatinados  de  Cracovia,  Sandomir  y  Lublin,  el  país  de 
Kllelm,  la  Podlakhia  hasta  Niemirof  en  el  Boug  occidental, 
donde  los  limites  de  las  tres  potencias  debian  encontrarse.  La 
otra  parte  de  la  última,  comprendiendo  Varsovia  la  capital,  y 
los  restos  no  dados  á  Rusia  de  la  Podlakhia,  de  Cracovia  y  de 
Rawa,  fueron  adjudicados  á  Prusia.  En  el  tratado  de  Tilsit  se 
creó  un  gran  ducado  de  Varsovia,  cuya  corona  se  dio  á  Fede- 
rico Augusto,  rey  de  Sajonia.  Ya  hemos  visto  que  en  loa  tra- 
tados de  Viena  se  unió  este  gran  ducado  á  la  corona  rusa^ 

4)  Celebróse  esta  alianza  (Mart.  N.  R.  11,  pág.  734)  el  iüíh- 
n  día  que  la  segunda  paz  de  París,  y  en  ella,  después  de  de- 
c  rarse  excluido  para  siempre  á  Napoleón  del  trono  de  Fran- 
c    ,  se  añade:  «^^  comme  les  mentes  priticipes  révolutionmñres  qm 
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mé  soVftenu  la  demiére  usurpartion  crtmwlle,  pourraient  encoré, 
sous  (Pautre*  formes  y  décMrer  ía  Franca,  et  menacér  aUisi  k  repüt 
des  autres  États,  les  hautes  parties  contractmUe^  recoanaissani  solem- 
fiellement  le  devoir  de  redoubler  leurs  soinspour  veiller,  dans  des  ctr- 
constances  pareilles,  á  la  tranquillité  et  aux  intéréts  de  leurs  peupla, 
iengagent  dans  le  cas  qy^wi  aussi  malheureux  événement  vTnt  á  écla- 
ter  de  nouveau,  á  concerter  entre  elles  et  avec  S,  M.  T,  C,  les  me- 
sures qu^elles  jugeront  nécessaires  pour  la  süreté  de  leurs  États  res- 
pectifs  etpour  la  tranquiüité  genérale  de  VEurope.y^ 

(5)  En  el  Congreso  de  Aquisgrán  se  concreta  más  aún  el 
pensamiento  de  las  grandes  potencias  que,  realizado,  llevaba 
los  ejércitos  extranjeros  á  Ñápeles,  Piamonte  y  España.  En 
él  Francia  se  compromete  á  coadyuvar  á  la  restauración  del 
sistema  monárquico  y  tradicional  en  Europa,  «  sistema  que  le 
ha  dado  tanta  paz  en  el  pasado  y  único  que  puede  continuár- 
fiela  en  el  porvenir». 

(6)  El  Congreso  de  Troppau  (Silesia)  se  reunió  en  Octn^ 
bre  de  1820  y  á  fines  de  año  se  trasladó  á  Laybach.  Fueron 
ambos  Congresos  instados  por  el  Austria  gobernada  por  Met- 
ternich,  que  fué  el  alma  de  todas  aquellas  intervenciones.  Ña- 
póles (1820),  España  (1  .^  de  Enero  de  1820)  y  Piamonte  (1821 
se  habían  sublevado  haciendo  aceptar  á  sus  respectivos  prin- 
cipes nuesjira  Constitución  de  1812. 

(7)  Trasladóse  el  Congreso  de  Troppau  á  Laybach  en  Estí^ 
ria  y  acudieron  alU,  á  más  de  los  embajadores  de  las  grandea 
potencias,  los  principales  soberanos  de  Italia.  En  la  circular 
que  enviaron  los  soberanos  de  Austria,  Eusia  y  Prusia,  jus- 
tificaban  estas  medidas  alegando  que  existía  una  vasta  cons- 
piración contra  todo  lo  existente,  añadiendo  que  consideraban 
como  opuesta  al  derecho  público  europeo  toda  pretendida  re- 
forma alcanzada  por  medio  de  la  revolución  y  de  la  fuerza.  Pro  - 
tían  que  su  intervención  no  traspasaría  los  Umites  de  la  m  - 
sidad  y  que  se  haría  siempre  respetando  los  derechos  y  p 

r rogativas  del  Estado  en  el  que  se  intervenía.  (Woolsey  p.  í  ) 
En  la  primavera  de  1821  Austria  logró  reinstalar  en  la  ph     - 
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tnd  de  sus  anteriores  derechos  á  los  soberanos  respectivos  del 
Piamonte  y  las  Dos  Sicilias. 

(8)  El  Congreso  de  Verona  se  reunió  en  Octubre  de  1822  y 
á  él  enviaron  plenipotenciarios  Francia,  Austria,  Rusia  y  Pru- 
sia.  Inglaterra  se  abstuvo  de  tomar  parte  en  sus  resolucio- 
nes. La  regencia  de  Urgel,  que  representaba  el  gobierno  le- 
gítimo de  España,  mandó  también  sus  representantes.  En 
22  de  Noviembre  se  confió  á  Francia  el  papel  de  ejecutora  de 
las  resoluciones  del  Congreso,  y  en  6  de  Enero  de  1823  ee  en- 
tregaron las  notas  de  los  representantes  en  Madrid  de  la  San- 
ta Alianza  pidiendo  y  recibiendo  los  pasaportes  en  comimica- 
cienes  más  ó  menos  groseras.  A  los  dos  meses,  en  7  de  Abril, 
entran  en  España  los  cien  mil  hijos  de  San  Luis  y  terminan  su 
obra  á  fines  de  año  poniendo  en  libertad  al  rey  á  1.^  de  Oc- 
tubre. 

(9)  El  discurso  de  Monroe  puede  leerse  íntegro  en  los  Ame- 
rican State  Papers  y  un  b^en  extracto  del  mismo  en  Wool- 
sey.  Tanto  éste  como  los  dos  comentadores  americanos  de 
Wheaton,  Dana  y  Lawrepce  (W.  B.),  han  tratado  de  rebajar 
en  lo  posible  la  importancia  de  tan  famosa  declaración.  Race 
observar  Woolsey  que  no  se  trata  de  ningún  documento  na- 
cional. Fué  una  mera  exposición  de  las  doctrinas  del  gobierno 
y  de  su  jefe,  no  una  resolución  firme  y  constitucional  del  Con- 
greso. Sostener,  concluye,  que  los  Estados  Unidos  no  tolera- 
rán adquisición  ninguna  de  territorio  americano  por  ]os  pode- 
res europeos,  serla  una  doctrina  más  falsa  que  la  del  decanta- 
do equilibrio  europeo;  afirmar  que  en  América  no  puede  existir 
otra  forma  de  gobierno  que  la  de  los  Estados  Unidos,  no  pu- 
diendo  las  repúblicas  del  Nuevo  Mundo  transformarse  en  mo- 
narquías, sería  una  intervención  peor  que  la  de  los  Coogresdos 
de  Laybach  y  Verona;  pero  resistir  á  las  asechanzas  do  las 
potencias  europeas  dirigidas  á  alterar  las  constituciones  de 
1(  Estados  del  lado  acá  del  Océano,  es  resistir  justa  y  pmden- 
U  lente  á  una  intervención  funesta.  (Ob.  cit.  §  48,  pág.  56.) 
I  la  guerra  del  Yucatán  con  los  indios  (1848)  aquel  Estado 
h  3ia  implorado  la  protección  de  los  Estados  Unidos  y  de  Es- 
p  la.  Mr.  Calhoun  declaró  en  su  discurso  que  este  caso  era 
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muy  distinto  del  previsto  por  Monroe  en  su  famosa  doctrina 
que  se  refería  únicamente  á  la  coloniia^íón  de  tierra  america 
na  por  Europa,  no  á  las  adquisicione^ii  hechas  por  la  misma  es 
virtud  de  un  titulo  regular  y  legitimo  (véatíe  nota  A). 

(10)  Inglaterra  intervino  en  Portugal  en  virtud  de  los  tra- 
tados de  garantía  que  tenia  celebrados  con  la  nación  vecina 
desde  1661  á  1815.  En  estos  tratados  se  apoyó  Mr.  Canning 
en  su  discurso  de  11  Diciembre  de  1826,  que  puede  verse  ex- 
tractado en  Wheaton  (Ed.  francesa  I,  pág.  86)  y  en  el  Annmire 
de  Lesur  (1826),  para  pedir  el  envío  de  las  tropas  expedicio- 
narias. Había  muerto  el  rey  don  Juan  VI,  y  abdicado  su  le- 
gítimo sucesor  don  Pedro,  emperador  del  Brasil,  en  su  hija 
doña  María  de  la  Gloria,  otorgando  al  mismo  tiempo  una  cons- 
titución para  el  pueblo  portugués.  Varios  regimientos  migne 
listas  sublevados  convirtieron,  con  la  secreta  ayuda  de  nues- 
tro gobierno,  la  frontera  española  en  base  de  sus  operaciones 
revolucionarias  contra  la  Regencia.  Esta  en  cambio  protegía 
los  desertores  españoles  que  ansiaban  también  el  restableci- 
miento del  gobierno  constitucional.  Desembarcaron  las  tropas 
inglesas  en  Enero  de  1827  y  en  7  de  Marzo  se  dio  por  termina- 
da la  insurrección.  No  nos  debemos  de  ocupar  aquí  del  poste- 
rior triunfo  del  partido  absolutista  con  el  nombramiento  de 
don  Miguel  como  regente  del  Keino  en  3  de  Julio  de  1827, 
pero  si  hacer  constar  que  el  gobierno  español  se  apartó  tan 
pronto  como  tuvo  conocimiento  de  la  actitud  de  Inglaterra  de 
su  primer  proceder  cumpliendo  los  deberes  que  le  exigía  sn 
neutralidad. 

(U)  La  emancipación  belga,  como  casi  todas  las  demás  ocu- 
rridas en  el  siglo  xix,  debe  más  bien  su  éxito  al  apoyo  de  la 
diplomacia  de  las  grandes  potencias  que  no  á  sus  propios  es- 
fuerzos. Las  potencias  no  reconocieron,  sin  embargo,  porco^ 
píetelas  conquistas  de  los  sublevados,  rehusando  incluir  *?n 
el  nuevo  Estado  la  ribera  izquierda  del  Escalda,  la  derr'^^a 
del  Mosa  y  una  parte  del  Luxemburgo,  territorio  que  ha'  ti 
logrado  por  sus  victorias. 

(12)  Por  la  convención  de  15  de  Septiembre  de  1864  se      i- 
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prometió  Francia  á  retirar  sus  tropas  de  Roma,  mientras  Ita- 
lia respetase  el  statu  quo  de  la  cuestión  romana;  las  correría!* 
y  pillajes  de  las  hordas  garibaldinas  en  1867  hicieron  necesa- 
ria la  vuelta  á  Roma  del  ejército  francés,  que  permaneció  alli 
hasta  Septiembre  de  1870.  La  salida  de  los  franceses,  excusa- 
ble por  el  principio  de  la  caridad  bien  entendida,  coincidió  con  la 
entrada  de  los  italianos  en  Roma,  en  donde  siguen  aún,  reali- 
zando de  hecho  su  ensueño  de  la  Italia  una^  e  Roma  capUale^ 
(Véase  §  18.) 

Únicamente  el  amor  á  la  verdad  cientiñca  nos  obliga  á  ne- 
gar aquí  la  afirmación  con  la  que  Calvo  concluye  el  párrafo  de 
nuestro  Manual  (§  42).  No  sólo  la  ley  italiana  de  garantías, 
sino  la  práctica  de  las  naciones  y  la  inmensa  mayoría  de  los 
autores  desapasionados,  reconocen  que  la  situación  interna- 
cional del  Pontífice  y  el  carácter  de  los  agentes  diplomáticos 
cerca  él  acreditados,  no  han  cambiado  en  lo  más  mínimo  por  el 
hecho  de  la  ocupación  de  Roma  por  los  italianos,  siendo  aiin 
en  opinión  de  muchos,  y  en  la  nuestra,  tal  situación  indepen- 
diente por  completo  de  la  calidad  de  soberano  temporal.  Ade- 
más, el  Vaticano  no  ha  sido  ocupado  por  el  Estado  usurpador  y  I 
sigue  sujeto  á  la  verdadera  soberanía  territorial  del  Papa,  rey 
dentro  de  él  de  hecho  y  de  derecho.  (Véase  nota  (a)  al  §  3 ¡"i.) 

Importa  notar  aquí  que  las  dos  intervenciones  romanas  fen 
la  primera  de  las  cuales  coadyuvó  España)  fueron  pedidas  por 
el  soberano  legitimo  del  país  y  fueron,  por  lo  tanto,  completa- 
mente justificadas. 

(13)  Otra  de  las  más  famosas  intervenciones  que  registra 
la  moderna  historia  es  la  francesa  en  Méjico,  de  1861  á  ]Hñ7. 
Si  bien  España  ó  Inglaterra  firmaron  la  convención  de  Lon- 
dres de  31  de  Octubre  de  1861  para  exigir  al  gobierno  de  Juá- 
rez el  pago  de  varios  créditos  ó  indemnizaciones  (T.  m,  255), 
y  enviaron  á  América  sus  tropas  expedicionarias,  se  retiraron 
tan  pronto  como  por  la  convención  de  la  Soledad  vieron  logra- 
'      su  único  y  no  recóndito  deseo,  realizando  con  ello  Prim 
)  de  los  pocos  actos  que  merece  aplauso  de  su  ruidosa  bis- 
ia  de  hombre  de  Estado.  Napoleón,  que  quiso  imponer  una 
narquía  al  pueblo  mejicano,  hubo  de  desistir  ante  la  decidi- 
<     oposición  de  los  Estados  Unidos  á  reconocer  á  Maximiliano, 
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siendo  su  vergonzosa  retirada  y  la  catástrofe  de  Qaerétaro  k 
mejor  condenación  de  tan  desatentada  conducta. 

(14)  Por  la  intervención  en  la  guerra  egipcia  evitóse  Tur- 
quía la  alternativa  de  perder  sus  mejores  y  más  importantes 
provincias  en  manos  del  vencedor  Mahomed-All,  ó  ser  meri 
protegida  del  coloso  ruso.  Cuando  la  intervención  de  1876  y  7T, 
procuraron  en  vano  las  grandes  potencias  detener  el  torrente 
de  sangre  que  inundaba  la  balcáulca  península.  La  negativa 
de  la  Puerta,  fundada  en  hipócritas  escrápulos  constituciona- 
les (ya  que  expresamente  promulga  su  código  fuodameTital 
para  rehuir  el  cumplimiento  de  las  decís  ion  ea  de  la  conferen- 
cia) á  escuchar  los  consejos  de  las  potencias,  autorizó  á  Bnáa 
para  que  como  vengadora  de  la  burlada  Europa  declarase  b 
guerra  á  la  Sublime  Puerta.  (Vcase  §  20,) 

Entre  las  últimas  intervenciones  en  el  imperio  turco  hay  qpie 
mencionar  la  franco-inglesa,  ó  mejor  dicho  británica  solamente^ 
en  Egipto  en  1882.  Todos  recordamos  la  elevación  del  célebre 
Arabi-Bey  al  ministerio  egipcio,  el  bombardeo  de  Alejandm 
por  el  almirante  Seymour  (11  de  Julio)  y  laa  subaiguientea 
matanzas  de  europeos  (hechos  que  causaron  profunda  indigna- 
ción en  Europa),  el  inútil  resultado  de  la  conferencia  de  CoBa- 
tantinopla  y  la  batalla  de  Tel-el-Kebix,  en  la  que  fueron  defini- 
tivamente derrotados  Arabi-Bey  y  ios  insurrectos, 

(A)  Lo  sucedido  en  las  cuestiones  de  Chile  y  Perú  prinierOí€ii 
el  conflicto  angl  o -venezolano  y  de  Hawai  después  y  la  descara- 
da y  cínica  intervención  en  Cubíi,  llevando  ésta  como  postdata 
la  anexión  de  Puerto  Rico  y  FllípiTias,  demuastra  cuál  es  ensa 
última  y  definitiva  interpretación  la  llamada  doctrina  de  Moa- 
roe,  que,  cual  dice  Liszt,  no  significa  ya  Araérica  para  los  amé* 
ricanos,  sino  América  para  los  Estados  Unidos,  sometiendo  i 
todos  los  Estados  de  aquel  continente  al  protectorado  ó  domi- 
nio superior  de  los  gobiernos  de  Wáshing^ton,  Desgraciadamen- 
te, hechos  como  el  Congreso  panamericano  de  1890  y  el  Mea^ 
saje  del  presidente  Díaz,  de  MojicOj  cu  18%^  distan  much^  i 
probar  la  resistencia  de  los  Estados  del  otro  lado  de  los  mi  i 
á  esta  nueva  y  peor  servidumbre.  Mas  Europa  puedt^  y  c  a 
recordar  que  esta  doctrina,  por  lucrativa  que  parezca  á  la 
bición  norteamericana,  no  pasará  nunca  de  tal,  máxima  p" 
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€a  suya  más  ó  menos  cierta,  nunca  principio  de  derecho  justo 
y  obligatorio  para  las  demás  naciones  (b). 

(B)  Dogma  esencialísimo  de  las  viejas  escuelas  liberales  la 
doctrina  de  laño  intervención,  resulta  hoy  que  sus  infracciones 
más  recientes  no  se  deben  á  soberanos,  miembros  de  santas 
alianzas  que  se  conciertan,  despreciándola,  para  oprimir  pue- 
blos dignos  de  mejor  suerte,  sino  á  Estados  democráticos  que  la 
olvidan,  protegiendo  revolucionarios  que  sólo  Dios  y  la  con- 
ciencia de  sus  gobernantes  saben  hasta  qué  punto  han  sido  sus 
propios  servidores. 

Lo  mismo  en  Creta  (1897)  que  en  Cuba  (1898),  la  guerra  civil 
interior  ha  sido  una  fase  preliminar  del  conflicto  internacio- 
nal, si  no  este  mismo  en  más  cómoda  y  alevosa  forma;  y  cuan- 
do la  lógica  de  los  acontecimientos  ha  llevado  á  la  lucha  arma- 
da, de  nada  han  servido  ante  la  opinión  pública  del  mundo 
civilizado  los  pretextos  del  interés  propio  amenazado,  de  las 
afinidades  geográficas  y  de  raza  y  del  piadoso  deseo  de  poner 
término  á  una  lucha  devastadora  y  sangrienta,  cuya  primera 
causa  es  la  codicia  de  quien  la  alega.  A  pesar  de  todas  las  anfi- 
bologías de  los  políticos  y  de  las  notas  diplomáticas,  la  ambi- 
ción hallará  siempre  un  pretexto  de  conflicto  internacional  al 
servicio  del  apetito,  como  lo  fué  la  catástrofe  del  Maine,  para 
determinar  una  guerra  en  la  cual  se  esconda  y  cubra  la  inter- 
vención ilícita. 

Otro  signo  característico  de  los  tiempos  es  que  mientras  que 
las  intervenciones  por  móviles  realmente  dignos,  v.  gr.,  la  pro- 
tección de  los  hermanos  en  la  fe  y  en  la  civilización,  han  pasado 
de  moda  y  sólo  empujadas,  por  un  rubor  muy  justificado,  han 
tratado  las  grandes  potencias  de  aconsejar  reformas  en  Arme- 
nia que  eviten  la  repetición  de  las  horribles  matanzas  de  1894-97, 

(h)  He  aquí  la  última  fórmula  oficial  de  la  célebre  doctrina,  contenida  en  el 
meniaje  del  presidente  de  loa  Estados  Unidos,  Mr.  Roosewclt,  de  2  de  Diciembre 
de  1901:  «La  doctrina  de  Ifonroe  debe  ser  el  principal  rasgo  de  la  política  exto- 
líor  de  todas  las  naciones  de  ambas  Américas.  No  pretendemos  nosotros  con  ella 
de  ningana  manera  tener  la  exclusiva  de  las  relaciones  comerciales  de  ningún 
Estado  americano  ni  asegurar  á  cualquiera  de  ellos  auxilio  é  inmunidad  contra 
e'  íastigo  de  un  mal  proceder,  á  menos  que  este  castigo  tome  la  forma  de  una 
a  aisidón  territorial  por  una  potencia  no  americana.  No  tenemos  tampoco  la 
i  nción  más  pequeña  de  alcanzar  territorio  alguno  de  nuestros  vecinos  para 
n  JtroB.  Queremos  crear  una  flota,  porque  es  el  único  medio  de  hacer  respetar  la 
d  trina  de  Monroe,  pues  todo  lo  que  nosotros  deseamos  es  hallamos  en  situación 
d  Aflegnxar  á  nuestros  derechos  el  mismo  respeto  que  estamos  celosos  de  atribuir 
ú    »  derechos  de  los  demás.» 
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y  de  lograr  una  especie  de  autonomía,  con  su  propia  rnterven- 
ción,  en  Creta  (1897),  se  generaliza  otra  por  fines  más  positívoíi 
y  menos  generosos  con  la  excusa  de  protección  de  los  acrewio- 
res  nacionales,  que  financiera  meramente  e»  sus  prmcipios,  in- 
terviniendo en  la  cobranza  y  distribución  de  las  rentas,  acaban 
tarde  ó  temprano  con  la  misma  anexión.  De  ello  es  ejemplo  ja 
Egipto  en  manos  de  Inglaterra  y  lo  serrín  más  ó  menos  tarde 
Grecia,  la  propia  Turquía  y  quizá  Portugal. 

§  47.  Derecho  ¿  la  honra  y  deber  de  mu- 
tuo respeto"'. — La  persona  jurídica  tiene  derecho 
á  exigir  de  las  demás  reconozcan  y  respeten  la  dig- 
nidad de  su  libertad.  No  debe  confundirse,  como  ha- 
cen muchos  autores,  este  derecho  á  la  honra  del  que 
es  deber  correlativo  el  mutuo  respeto  con  el  cere- 
monial, que  es  el  lado  positivo  y  objetivo  del  princi- 
pio negativo  de  no  ofender  y  respetar  á  los  demás, 
que  constituye  el  derecho  á  la  honra.  El  respeto  á  la 
existencia  jurídica  del  Estado  extranjero  se  confunde 
con  el  deber  de  la  no  intervención.  El  de  la  personali- 
dad política  consiste  en  no  usurparse  mutuamente  los 
derechos  de  soberanía.  En  este  sentido  es  grave  cri- 
men internacional  el  hacer  uso  de  las  insignias  de  la 
nación  extranjera.  Conforme  á  los  principios  que  rigen 
en  materia  de  responsabilidad,  que  en  su  lugar  expon- 
dremos, no  debe  contentarse  el  Estado  con  no  falsifi- 
car por  sí  mismo  las  monedas  y  documentos  públicos 
de  las  demás  naciones,  sino  que  debe  impedir  á  los 
habitantes  de  su  territorio  cometan  tales  delitos  (1)- 
¡Lástima  que  en  materia  de  contrabando,  por  un  mal 
entendido  y  criminal  egoísmo,  haya  querido  la  práci 
tica  antigua  hacer  una  excepción  á  tan  naturales 
principios  (2)!  La  dignidad  moral  del  Estado  tiene  '^''- 
recho  á  que  se  le  respete  en  el  extranjero,  ya  ei 
persona  del  soberano  y  sus  representantes,  ya  en 
insignias  nacionales,  ya,  finalmente,  en  las  persoí    i 

(♦)  C.  §  102. 
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de  los  mismos  subditos.  El  insulto  á  la  persona  del 
jefe  del  Estado  extranjero,  que  es  su  más  alta  perso- 
nificación, cometido  por  la  autoridad  pública,  es  de- 
lito gravísimo  y  justa  causa  de  guerra;  inferido  por 
un  particular,  da  derecho  únicamente  á  exigir  su  cas- 
tigo. Fresca  está  aún  en  la  memoria  de  los  españoles 
la  conducta  vandálica  y  grosera  de  parte  del  gobier- 
no francés  y  del  vil  populacho  de  París  en  29  de  Sep- 
tiembre de  1883,  con  el  nunca  bastante  llorado  Al- 
fonso XII.  Á  la  prudencia  de  éste,  aceptando  en  lo  que 
valían  las  deficientes  satisfacciones  del  presidente  de 
la  República,  y  abandonando  con  tanta  prisa  como 
dignidad  tan  salvaje  tierra,  debieron  las  dos  naciones 
hermanas  el  evitarse  sangrienta  catástrofe.  Pero  el 
deber  de  respetar  y  hacer  respetar  al  soberano  ex- 
tranjero y  sus  gobiernos  no  excluye  el  derecho  de  la 
prensa  y  de  los  particulares  á  juzgar  de  un  modo  co- 
medido sus  acciones.  Con  razón  se  pregunta  Heffter 
cuál  sería  la  suerte  del  mundo  si  pudiesen  los  sobe- 
ranos escaparse  por  forzada  y  mentirosa  adulación 
de  los  fallos  de  la  conciencia  pública  y  de  la  histo- 
ria (3).  Son  las  insignias  del  Estado  el  escudo,  el  pa- 
bellón y  la  bandera.  Representando  al  Estado  en  effi- 
gie,  como  dice  Holtzendorff,  es  insultar  la  institución 
que  representa  cualquier  escarnio  que  se  cometa  en 
ellos,  Á  punto  estuvo  José  11  de  declarar  la  guerra  á 
los  Estados  generales  en  1784  por  un  atropello  come- 
ado por  un  cutter  holandés  en  uno  de  sus  buques  de 
guerra.  Conocida  es  la  sentencia  de  la  Audiencia  de 
Madrid  condenando  á  los  autores  del  destrozo  y  quema 
de  la  bandera  alemana  en  Septiembre  de  1885,  y  la 
ge'ierosa  conducta  del  gobierno  alemán  pidiendo  el 
io  ulto  de  los  ilusos  delincuentes  W.  Cuando  se  insulta 
á  n  extranjero  porque  es  tal  y  con  la  intención  de 
oí  nder  á  la  nación  á  que  pertenece,  ésta  puede,  na- 
us  cimente,  considerarse  agraviada.  Para  concluir,  y 
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resumiendo:  los  insultos  hechos  á  laa  personas  del  so- 
berano y  sus  representantes  ó  al  pabellón  nacional 
son  mucho  más  graves  que  los  din^^ádos  á  un  subdito; 
mientras  que  los  últimos  sólo  pueden  dar  lugar  á  re 
clamaciones  diplomáticas  para  lograr  la  satisfacción 
y  el  castigo  del  culpable,  en  los  primeros  puede  ori- 
ginarse, si  no  se  logra  la  reparación  de  la  dignidad 
ofendida,  una  verdadera  declaración  de  guerra  (Al 


(1)  Código  penal  español: 

«Art.  281.  El  que  falsificare  la  firma  ó  estampilla  del  jefe 
de  una  potencia  extranjera  6  la  firma  de  sus  ministros,  será 
castigado  con  la  pena  de  presidio  mayor  si  hubiere  hecho  e] 
culpable  uso  en  España  de  la  firma  ó  estampilla  falsificada^  y 
con  la  de  presidio  correccional  en  su  grado  medio  al  máximí? 
cuando  hubiere  hecho  uso  de  eUas  fuera  de  España. 

»Art.  284.  El  que  falsificare  el  sello  del  Estado  de  una  po 
tencia  extranjera  y  usare  de  él  en  España,  será  castigado  coa 
la  pena  de  presidio  mayor,  y  con  la  de  presidio  correccional 
eñ  su  grado  medio  al  máximo  si  hubiere  hecho  nso  de  él  fuera 
del  reino. 

»Art.  305.  Serán  castigados  también  con  la  pena  de  caden:* 
temporal  los  que  falsificaren  en  España  billetes  de  banco  ¿ 
otra  clase  de  títulos  al  portador  ó  sus  cupones,  cuya  emisi^'n 
esté  autorizada  por  una  ley  de  un  país  extranjero  ó  por  m: 
disposición  que  tenga  en  el  mismo  fuerza  de  ley. 

»Art.  308.  Los  que  falsificaren  títulos  nominativos  ú  otri 
clase  de  documentos  de  crédito  que  no  sean  al  portador,  cuya 
emisión  esté  autorizada  por  una  ley  de  un  país  extranjero  ó 
por  una  disposición  que  tenga  en  el  mismo  fuerza  de  ley,  sertP 
castigados  con  la  pena  de  presidio  mayor  en  su  grado  medi^' 
á  cadena  temporal  en  su  grado  mínimo.  ¡ 

(2)  Debe  el  Estado  respetar  la  legislación  de  los  dem¿r  nt^ 
alentando  á  los  subditos  propios  ni  ajenos  á  infringirla  ^^ 
esto  todos  los  autores  consideran  como  inmoral  la  juri  ni 
dencia  que  considera  como  válidos  los  contratos  de  co  n 
bando  y  los  seguros  hechos  para  afianzar  su  éxito.  (Vea     er^ 
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é   Manual  nota   93  al  derecho  internacional  privado,   pá- 
gina 753.) 

(3)  Es  cierto  que  el  soberano  extranjero  puede  ser  juzgado 
no  sólo  por  los  particulares  en  sus  conversaciones,  sino  por  la 
prensa  misma,  ya  que  nunca  podrá  librarse  del  &io  j  severo 
fallo  de  la  Historia.  No  conviene  olvidar  el  dicho  romano  re- 
cordado por  Heffter:  Peccata  nocentium  nota  esse  oportet  et  ewpe- 
dit,  Pero  del  juicio  cortés  y  digno  á  la  calumnia  infame  hay 
una  distancia  inmensa  y  mucho  más  aún  al  real  atentado. 
(Véase  §  69.)  ¿Qué  hombre  honrado  puede  excusar  siquiera  la 
feroz  silba  que  el  populacho  de  París  dio  á  nuestro  malogrado 
rey  D.  Alfonso  XTT  á  su  vuelta  de  Alemania  el  29  de  Sep- 
tiembre de  1883,  hecho  que  no  llamaremos  ni  bárbaro  ni  sal- 
vaje, para  no  denigrar  los  pueblos  que  con  estos  nombres  de- 
signamos? Mr.  Gb'evy  hubo  de  presentarse  el  día  30  á  nuestro 
magnánimo  principe  para  suplicarle  «en  nombre  de  Francia 
que  no  la  confundiese  con  esos  miserables  que  manchan  la  glo- 
ria de  aquélla  con  manifestaciones  que  abomina» .  «Nuestras  le- 
yes, añadió,  son  impotentes  para  castigarlas  (?).»  (Véase  §  65.) 
Principiaron  negociaciones  que  se  concluyeron  publicando  la 
Gaceta  de  Madrid  en  19  de  Noviembre  de  1883  la  relación  de  la 
mencionada  entrevista. 

No  sólo  las  faltas  de  atención  á  los  representantes  del  Es- 
tado, sino  hasta  los  insultos  á  los  meros  subditos,  son  lesiones 
á  la  honra  del  Estado  siempre  y  cuando  al  atacarles  se  vea 
manifiesta  la  intención  de  injuriar  en  ellos  la  dignidad  de  la 
nación  á  que  pertenecen  (a), 

(4)  Véase  nota  8  al  §  51. 

(A)  Otro  deber  deducido  del  respeto  mutuo  que  se  deben  los 
Estados  cultos  es  el  de  reconocerse  mutuamente  su  personali- 
dad civil,  esto  es,  la  facultad  de  adquirir,  suceder  y  contratar 

^  Ejemplos  notables  de  esta  clase  de  delitos  internacionales  y  de  la  severa  re- 
p  sión  qne  merecen,  son  los  asesinatos  del  ministro  alemán  y  del  canciller  japo- 
n  ,  ocurridos  en  Pekín  en  Junio  de  1900,  y  las  satisfacciones  dadas  por  el  empe- 
n  or  de  China  á  los  de  Alemania  y  el  Japón,  que  hemos  referido  en  él  párrafo 
a    erlor. 

Tomo  I.  18 
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en  los  territorios  respectivos  mientras  no  peligre  ni  se  ofend» 
con  ello  la  independencia  y  seguridad  dol  Estado  territorial. 
Negar  este  derecho  de  firmar  contratos  de  aprovisionamiento, 
colocar  empréstitos,  comprar  armas,  cañones  y  bnqnes  fbj,  po- 
seer palacios  para  sus  legaciones,  etc.,  llevaría,  como  dice  Bon- 
fíls,  á  paralizar  y  desconocer  su  capacidad  política.  En  dos 
casos  recientes  se  ha  afirmado  la  verdad  de  esta  doctrina:  el 
primero  en  el  del  testamento  de  la  marquesa  de  Plessis-Bellie- 
re,  que  legó  al  Sumo  Pontífice  varios  inmuebles  en  Francia, le- 
gado que  reconoció  válido  el  tribunal  de  Montdidier,  medíante 
la  autorización  del  gobierno,  sentencia  que  revocó  la  corte  de 
Amiens;  pero  habiendo  apelado  la  Santa  Sede,  la  Chambre  de 
Requéfes  admitió  el  recurso.  El  tribunal  de  casación  no  tuyo 
que  decidir,  por  haber  transigido  los  interesados,  consintiendo 
los  herederos,  acuerdo  homologado  el  23  de  Enero  de  1898.  El 
otro  asunto  es  el  llamado  Zappa,  ocasión  de  largas  controver- 
sias entre  Rumania  y  Grecia,  en  el  cual,  consultadas  las  prin- 
cipales autoridades  científicas,  opinaron  unánimemente  por  la 
validez  de  la  disposición  hecha  á  favor  del  gobierno  griego  de 
las  propiedades  sitas  en  Rumania,  previa,  por  supuesto,  la  au- 
torización de  la  última.  En  1896  se  resolvió  el  conflicto  por 
transacción  y  se  restablecieron  las  relaciones  diplomáticas  en- 
tre los  dos  Estados.  En  la  sesión  de  Copenhague  (1897)  el  Ins- 
tituto adoptó  unas  resoluciones  sobre  la  capacidad  de  las  per- 
sonas morales  públicas  extranjeras  que  afirman  este  principio, 
facultando,  sin  embargo,  á  someter  á  condiciones  especiales 
las  hechas  á  título  gratuito.  La  8.*^  dice  expresamente  que  se 
aplican  estas  reglas  á  los  Estados  extranjeros,  pero  aconseja 
como  medida  de  cortesía  que  un  Estado  que  quiera  poseer  át 
un  modo  definitivo  un  inmueble  sito  en  el  territorio  de  otro  io 
comunique  anticipadamente  á  este  último. 


(i>)  En  28  do  Julio  de  este  año  (190*;!)  acaba  de  resolverse  conforme  los  suan'^ 
principios  un  a>UDto  de  esta  natumloza,  en  el  cual  era  parte  el  gobl«imo  espAüc^ 
El  Ministerio  de  Marina  había  coutmtaco  unos  torpedeíoa  á  la  ClífdebanM  Eaff^ 
nterivg  Compavy,  pactándose  una  multa  de  50ü  libras  esterlinas  por  buque  y  w 
semana  en  caso  do  demora  en  la  entrega.  Como  el  rutraso  fué  efectiramente  muy 
grande,  nuestro  ministro  reclamó  7r).500  libras  de  indemnizacióu,  pero  los  de 
mandados  alegaron  la  excepción  de  que  el  rey  de  España,  en  persona,  eni  e*  '**i 
co  que  tenia  personalidad  para  ejercer  la  acción.  Lord  Low  Juzgó  qne  el  r  »- 
tro  tpuia  capacidad  suficiente  para  ello,  mas  la  segunda  división  de  la  Cou  ^ 
Escoda  revocó  su  íallo,  por  mayoría,  aceptando  la  excepción  alegada  p  ^ 
Compañía.  Habiendo  apelado  á  su  vez  el  ministro  de  Marina  de  tan  exl  i» 
sentencia,  la  Cámara  de  los  Lores  le  ha  hecho  Justicia,  confirmando  por  v  i- 
tftidad  la  primera  decisión  de  lord  Low. 
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§  48.  Derecho  al  comercio  y  deber  de  rela- 
ción mutua*. — Todo  Estado  que  vive  vida  soberana 
y  libre  forma  parte  de  la  sociedad  de  las  naciones,  y 
tiene  derecho  (no  deber)  á  relacionarse  en  vida  común 
y  social  con  las  demás.  Esto  significa  en  su  sentido 
amplio  el  derecho  al  comercio.  El  comercio  de  las  na- 
ciones en  su  sentido  estricto  indica  el  cambio  mutuo 
de  productos  materiales.  El  propio  interés  veda  á  las 
naciones  encerrarse  en  suicida  aislamiento,  pero  en 
principio  nadie  puede  negarle  este  derecho  absoluto 
á  pueblo  alguno.  Han  discutido  los  autores  antiguos 
si  existía  en  el  derecho  internacional  el  llamado  de 
necesidad,  esto  es,  sí  en  caso  de  carecer  una  nación 
de  productos  que  le  son  indispensables,  puede  arran- 
carlos por  la  fuerza  á  otra  que  se  los  niega,  poseyén- 
dolos en  inútil  abundancia;  como  es  muy  difícil,  dadas 
las  modernas  relaciones  económicas,  que  se  realice 
tan  violenta  hipótesis,  es  muy  peligroso  admitirla,  ya 
que  puede  ser  exagerada  á  costa  de  la  libertad  é  in- 
dependencia de  las  naciones.   En  virtud  de  estos 
mismos  derechos  puede  todo  Estado  reglamentar  á  su 
gusto  (no  excediéndose  de  las  facultades  que  el  dere- 
cho internacional  le  concede)  el  comercio  con  los  ex- 
tranjeros y  aun  conceder  mayores  derechos  á  los  sub- 
ditos de  una  nación  que  á  los  de  las  demás.  Del  prin- 
cipio de  la  libre  comunicación  de  los  pueblos  se  de- 
duce: 1.°  Que  todos  los  Estados  y  sus  subditos  tienen 
derecho  á  usar  en  uso  inocente  (jus  usus  innocui)  todos 
los  medios  de  comunicación  que  existan  tanto  en  mar 
como  en  tierra  con  las  demás  naciones.  —  2.**  Toda 
nación  tiene  derecho  á  que  las  demás  le  reciban  sus 
81  Dditos  y  á  que  no  les  expulsen  sin  motivo  legíti- 
n  ^  — 3.**  Todas  pueden  mandar  comisiones  científicas 
y  3xploradoras  para  abrir  nuevos  territDrios  al  co- 
n  ^rcio  y  á  la  civilización  en  los  países  no  ocupados. 

C.  ft  187. 
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Hoy  día  el  comercio  es  un  gran  interés  de  todas  las 
gentes,  que  es  á  la  vez  causa  y  efecto  de  las  relacio- 
nes  internacionales,  y  si  no  el  más  importante,  el  más 
visible  de  los  aspectos  de  la  vida  común  de  los  pue- 
blos. Al  estudiar  ésta  nos  corresponde  tratar  del  modo 
como  en  infinitos  tratados  y  convenios  lo  han  regla- 
mentado las  diversas  naciones  concillando  en  bien  del 
tráfico  sus  respectivos  derechos  (§  84).  En  sus  oportu- 
nos lugares  nos  ocuparemos  de  las  limitaciones  im- 
puestas á  la  libertad  de  comercio,  ya  por  ser  el  objeto 
de  él  prohibido  por  el  derecho  internacional,  como 
es,  V.  g.,  la  trata  de  negros  (tratados  de  Londrea 
de  1841  y  de  Bruselas  de  1890),  el  tráfico  de  bebidaa 
espirituosas  y  armas  de  fuego  en  los  territorios  afri- 
canos (tratados  de  Bruselas  de  1890  y  1899)  (§  63), 
ya  por  el  estado  de  guerra,  que,  no  sólo  interrumpe 
de  derecho  las  relaciones  entre  los  beligerantes,  sino 
que  modifica  esencialmente  las  de  los  mismos  con  los 
neutrales  (§  112  y  siguientes)  (i). 

(1)  Observa  muy  bien  Fr.  de  Martens  que  tienen  hoy  poca 
importancia  las  cuestiones  agitadas  por  los  autores  antigaos 
(Grocio  y  Vattel,  por  ejemplo),  sobre  si  puede  una  nación 
obligar  á  otra  le  pr.este  los  artículos  que  le  son  indispensables 
para  la  vida,  en  virtud  del  mal  llamado  jus  necessitatis;  sobre 
si  puede  una  nación  excluir  á  las  demás  en  absoluto  del  co- 
mercio con  otra  tercera  (como  pretendieron  en  un  tiempo  lo^ 
portugueses  en  las  Indias);  hoy  comprenden  todas  las  nació* 
nes  civilizadas  las  ventajas  que  para  eUas  resultan  de  la  co^ 
municación  con  las  demás,  y  no  hay  ninguna  tan  estúpida  y 
suicida  que  quiera  morir  de  asfixia  cerrando  sus  fronteras  á  k 
inmigración  é  importación  extranjeras.  Únicamente  se  ha  re- 
novado la  controversia  al  apreciar  el  derecho  con  el  que  lai 
oiones  europeas  forzaron  á  China  y  al  Japón  á  abrir  sus  u  • 
cados  á  los  productos  europeos;  Martens  (F.)  y  Gefícke]  > 
niegan  resueltamente.  Sea  lo  que  se  quiera,  por  la  paz  de  "*" 
kin  (29  de  Agosto  de  1842)  abrió  China  á  los  ingleses  <       ^ 
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paertos  (Cantón,  Amoy,  Ningpo,  Shanghai  y  Foochowfoo),  á 
más  de  cederles  Hong-Kong,  y  en  1873  tuvieron  los  agentes 
diplomáticos  de  los  gobiernos  europeos  y  americanos  su  pri- 
mera audiencia  con  el  soberano  del  Celeste  Imperio.  Desde  la 
persecución  del  siglo  xvn  hasta  el  año  1853  (217  años,  de  1636 
á  1853)  estuvo  el  Japón  completamente  cerrado  al  comercio 
europeo  (Hartmann,  ob.  cit..  pág.  51).  El  tratado  de  comer- 
cio de  España  con  China  es  de  10  de  Octubre  de  1864  (T.  IV, 
404)  y  el  primero  con  el  Japón  de  28  de  Noviembre  de  1868 
<T.  VI,  185).  (Véase  §  84  c.) 


278  PARTE  BSPÉCIAt 


SECCIÓN  n 

DE  LOS  DERECHOS  DE  LAS  NACIONES  EN  SU  TERRITORIO 

§  49.  Derechos  de  legislación  y  jurisdic- 
ción. El  derecho  internacional  privado*. — El 

aspecto  interior  de  la  soberanía  del  Estado  con'iste 
en  que  su  poder  público  domina  como  absoluto  y  res- 
ponsable dueño  en  el  territorio  nacional.  A  más  de  la 
facultad  de  gobernarlo  con  independencia,  tiene  de-> 
recho  á  determinar  por  leyes  propias  las  relaciones 
jurídicas  que  en  el  mi^mo  nazcan  6  se  desarrollen,  y 
de  exigir  su  cumplimiento  por  medio  de  los  tribunales 
que  él  para  juzgarlas  instituyere.  Pero  como  del  he- 
cho de  existir  varias  naciones  independientes  ha  de 
ofrecerse  la  duda  de  qué  naciones  deben  ejercer  sus 
derechos  de  legislación  ó  jurisdicción  en  determina- 
dos actos  jurídicos,  corresponde  al  derecho  interna- 
cional privado  determinar  qué  ley  debe  aplicárseles 
y  qué  tribunal  es  el  encargado  de  velar  por  su  ejecu- 
ción. Teni  Mido  como  tiene  por  base  la  comunidad  ju- 
rídica de  naciones  con  legislaciones  y  jurisdicciones 
independientes,  es  muy  difícil  negar,  como  pretenden 
algunos,  que  el  derecho  internacional  privado  sea 
raAia  del  público;  únicamente  la  exuberancia  de  su 
moderno  desarrollo  y  la  gran  importancin  práctica 
de  sus  preceptos  han  hecho  convertirlo  en  corpulento 
árbol  con  savia  propia  é  independiente.  No  nos  co- 
rresponde, pues,  detallar  aquí  sus  preceptos;  bástanor 
consignir  sus  más  fundamentales  reglas.  De  echadt 
la  vieja  teoría  de  los  estatutos^  que  por  su  vaguedac 

(♦)  C.  S9  lí^7-241. 
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ha  causado  más  errores  que  progresos  en  la  ciencia, 
debe  aceptarse  como  principal  texto  para  los  dore  j 

chos  personales  y  de  familia  la  nacionalidad,  ten  ion-  í 

do,  sin  embargo,  una  justa  consideración  al  doniieilío 
y  á  la  residencia  en  los  casos  que  el  respeto  á  hi  bue-  j 

na  fe  lo  exija.  En  los  derechos  reales  debe  regir  la  ley  j 

del  territorio  en  que  se  halla  la  cosa,  prescindiendo  I 

de  la  antigua  distinción  estatutaria  entre  las  cosas 
muebles  é  inmuebles.  Para  las  sucesiones  está  ea^i 
conforme  la  teoría,  aunque  las  estrechas  ideas  de  los 
Códigos  vacilan  aún  en  admitirlo,  en  que  deben  reí^ir-  j 

se  por  la  ley  nacional  del  difunto.  En  las  obligaeioiies  I 

debe  seguirse  la  ley  del  lugar  donde  se  contrajeron,  I 

menos  en  lo  que  se  refiere  á  su  cumplimiento,  que  se  ¡ 

determina,  naturalmente,  por  la  ley  del  lugar  del  ¡ 

mismo.  En  el  derecho  procesal,  en  lo  que  se  reñida  á  i 

las  meras  formalidades  de  procedimiento,  debe  e  ^tar-  j 

se  á  la  ley  del  lugar  del  juicio.  Difícil  cuestión  es,  j 

por  interesarse  en  ella  más  directamente  la  indop<Mi-  I 

dencia  de  los  Estados,  la  de  las  formalidades  que  de-  ] 

ben  preceder  á  la  ejecución  de  las  sentencias  extraii-  /  i 

jeras;  pero  en  principio  no  puede  ésta  negarse,  de- 
mostrada la  legitimidad  del  documento  que  la  con- 
tiene y  la  competencia  del  sentenciador,  mientras  en 
el  fallo  no  se  infrinjan  los  principios  eternos  de  justi« 
cía  y  las  leyes  prohibitivas  y  de  orden  público  del 
Estado  que  la  cumple.  D«3terminar  las  condicione:^  por  | 

las  que  se  fija  la  calidad  de  subditos  de  una  naeión  J 

dada,  esto  es,  la  teoría  de  la  nacionali  iad,  importa  á 
la  vez  al  derecho  internacional  público  y  al  pii\--ido,  '  i 

aunque  á  este  último  de  un  modo  más  directo.  Debe 
»marse  como  principal  regla  en  ella  la  filiación  pa- 
ma en  los  hijos  legítimos  y  la  materna  en  los  ilegí- 
mos,  dando  al  hecho  de  nacimiento  en  el  territorio  ^ 

'ecto  sólo  para  un  derecho  de  opción.  Determina  11- 
emente  cada  Estado  las  condiciones  de  la  natuiuli* 
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zación,  medio  artificial  por  el  que  un  extranjero  adop* 
ta  y  adquiere  la  nacionalidad  del  país  en  que  reside. 
Preséntanse  aquí ,  tanto  en  la  nacionalidad  artificial 
como  natural,  conflictos  tan  difíciles  de  resolver 
como  el  relativo  á  la  verdadera  de  los  individuos  que 
tienen  derecho  á  dos  ó  más  naturalezas^  y  la  de  aque- 
llos que  carecen  completamente  de  nacionalidad  le- 
gal alguna.  El  único  medio  posible  de  resolver  tan 
gravísimas  cuestiones  es,  ó  seguir  la  conducta  de 
aquellos  Estados  que  declaran  extinguida  la  naciona- 
lidad de  sus  emigrados  subditos  por  el  mero  hecho 
de  adquirir  una  nacionalidad  extranjera,  6  celebrar 
tratados  por  el  estilo  de  los  antiguos  Estados  de  la 
Alemania  del  Norte  con  los  Estados  Unidos,  en  los 
que  se  fija  un  término,  dentro  el  que  carece  de  todo 
efecto  la  naturalización  verificada  á  espaldas  del  go- 
bierno patrio  para  mermarle  en  sus  legítimos  dere- 
chos (1).  Más  necesaria,  y  al  mismo  tiempo  más  posi- 
ble que  en  el  público,  es  la  codificación  del  derecho 
internacional  privado,  es  decir,  el  acuerdo  entre  los 
Estados  acerca  los  principios  que  deben  regular  la 
pertinencia  de  las  relaciones  jurídicas  á  la  legisla- 
ción de  cada  uno  de  ellos.  El  Congreso  de  Montevideo 
de  1889,  que  formuló  proyectos  sobre  el  derecho  ci- 
vil, comercial,  penal  y  procesal  internacionales,  y  los 
de  propiedad  literaria,  marcas  de  fábricas  y  patentes 
de  invención  (á  los  cuales  se  adhirió,  ad  referendum, 
España  en  11  de  Noviembre  de  1893)  (a),  precedió  á 
las  tres  Conferencias  de  El  Haya  sobre  el  derecho 
internacional  privado  de  1893, 1894  y  1900.  Resultado 
positivo  de  las  dos  primeras  ha  sido  ya  el  tratado  so- 
bre procedimiento  civil  de  14  de  Noviembre  de  1&- 1» 
(véase  §  86),  y  según  todas  las  probabilidades  proi 

(ai  Como  veremos  en  su  sitio,  España  (§  83}  ha  puesto  en  vigor,  por  acoei 
de  1899  y  1900,  los  tratados  de  propiedad  litemria  alli  convenidos  con  respeci 
la  Argentina  y  el  Paraguay. 
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lo  será  de  la  última,  marcando  más  positivo  y  sustan< 
cial  progreso,  otro  convenio  para  resolver  los  conflic- 
tos de  las  leyes  en  materia  de  matrimonio,  divorcio  y 
separación  de  cuerpos  y  tutela  de  menores,  propuesto 
por  la  misma  á  los  Estados  que  acudieron  á  tan  im- 
portantísima asamblea  (b). 

(1)  Véase  nuestro  Manual  de  Derecho  internacional  que  contie- 
ne respecto  al  privado:  1.^  La  traducción  del  International  Pri- 
vatrecit,  de  Bar,  inserto  en  la  Enciclopedia  de  Holtzendorfí 
(páginas  1  á  96). — 2.^  La  doctrina  española  en  derecho  inter- 
nacional privado  (páginas  97  á  160**). — 3.^  Las  notas  al  men- 
cionado precioso  opúsculo  de  Bar,  ampliando  su  doctrina  y  el 
estudio  comparado  de  las  legislaciones  positivas  (páginas  701 
á  820).  También  en  los  apéndices  insertamos  las  leyes  espa- 
ñolas de  extranjería  (páginas  681  á  699)  (c). 

§  60.  Jurisdicción  criminal.  Derecho  penal 
internacional.  De  la  extradición*^.— Misión  del 

Estado  es  la  de  asegurar  el  orden  en  su  territorio  (1) 
protegiendo  á  los  habitantes  y  procurar  la  observan- 
cia de  la  ley,  castigando  las  infracciones  que  de 
la  misma  se  cometan.  Dada  esta  premisa  es  fácil 
comprender  la  facilidad  de  que  existan  en  el  ejerci- 
cio del  derecho  de  castigar  los  mismos  conflictos  que 

(bj  Según  The  Time»  de  23  de  Junio  de  1902  han  firmado  los  proyectos  Holan- 
da, Bélgica,  Alemania,  Francia,  Austria-Hongria,  Italia,  Suiza,  España,  Suecia, 
Rumania  y  Luxembuigo,  y  se  esperaba  entonces  la  suscripción  de  las  tres  restan- 
tea,  Dinamarca,  Rusia  y  Noruega. 

(c)  Como  primera  obra  fundamental  y  vigorosamente  pensada  que  se  ha  publi- 
cado en  nuestra  patria  sobre  esta  materia,  debe  citarse  la  del  Sr.  Conde  y  Luque, 
Oficio»  dtl  Derteho  internacional  privado,  de  la  cual  se  imprimió  el  primer  tomo 
en  1901.  En  él  su  sabio  autor  determina  los  dos  primeros  oficios,  la  constitu- 
éíóa  de  la  personalidad  del  extranjero  y  la  atribución  al  mismo  de  los  derechos 
cf^Xes  y  políticos  que  le  corresponden,  dejando  para  el  segundo  volumen  la  ez- 
p  don  del  teicero,  la  resolución  de  los  conflictos  entre  las  distintas  legislacio- 
n  A  dicho  trabajo  referimos  al  lector  que  quiera  meditar  seriamente  sobre  los 
g  Isimos  problemas  en  cuya  solución  reposan  la  existencia  y  el  desarrollo  del 
d    3cho  internacional  privado. 

)  C.  §  242-52. 
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se  hallan  en  la  legislación  y  jurisdicción  civiL  Por 
esto  puede  definirse  el  derecho  penal  internacional: 
los  principioH  que  determinan  la  ley  que  debe  aplicarse 
para  la  represión  de  un  delito  y  los  medion  que  para 
juzgarlo  y  definitivamente  castigar  á  los  infractores  re- 
conocen la  práctica  de  las  naciones  y  los  traiadns  de 
las  mismas  á  este  fin  celebrados.  Prescindiendo  de  la 
cuestión  teórica  agitada  por  los  autores  de  íi  debe 
preferirse  el  principio  real  que  atiende  sólo  al  lugíir 
del  crimen,  ó  el  personal,  que  mira  sólo  á  la  naciona- 
lidad del  delincuente  ó  se  adapta  la  teoría  que  siendo 
el  delito  una  infracción  del  orden  jurídico  puede  ser 
castigado  por  todas  las  naciones,  ya  que  es  interés 
común  su  represión  (2),  aparece  á  primera  vista  como 
indudable  que  cada  Estado  es  competente  pura  casti- 
gar todos  los  delitos  en  su  territorio  cometidos  y  este 
principio  sufre  las  mismas  extensiones  y  limitación 
que  la  noción  del  territorio;  pueden  castigarse  los  de- 
litos cometidos  á  bordo  de  los  buques  nacionales^  y 
por  otra  parte  no  alcanza  la  jurisdicción  penal  á  las 
personas  y  cosas  extraterritoriales.  A  los  que  delin- 
quen en  territorio  extranjero  únicamente  puede  cas* 
tigárseles  cuando  se  trata  de  un  crimen  grave  come- 
tido contra  el  Estado  ó  la  persona  y  bienes  de  sus 
subditos,  y  siempre  que  por  cualquier  motivo  entre 
en  su  territorio  el  que  los  cometió  (3).  Ed  la  ejecución 
de  las  sentencias  elimínales  debe  seguirse  el  princi- 
pio de  que  no  puede  una  persona  ser  castigada  por  un 
mismo  delito  dos  distintas  veces  (4)  y  que  la  infamia 
carece  de  efecto  extraterritorial  (5).  Útilísimo  para 
evitar  las  dobles  condeno,s  es  el  pacto  inserto  en 
muchos  tratados  de  extradición  de  que  las  naciot 
se  darán  mutua  noticia  por  la  vía  diplomática  t 
las  sentencias  dictadas  por  sus  tribunales  contra  si 
respectivos  subditos  (6).  Debe  entenderse  en  geuer; 
por  asilo  la  barrera  que  á  la  persecución  y  captuí 
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de  un  delincuente,  ó  mejor,  acusado  de  un  delito 
cualquiera,  opone  su  residencia  en  un  sitio  ó  territo- 
rio perteneciente  á  un  Estado  ó  corporación  dotada 
de  tal  prerrogativa  (7).  Renuncia  del  derecho  de  asi- 
lo internacional  (que  se  funda,  naturalmente,  en  la 
inviolabilidad  del  territorio  extranjero)  es  la  extra- 
dición,  que  podemos  definir  con  Calvo  el  acto  por  el 
que  un  gobierno  entrega  un  sujeto  al  que  se  le  atribuye 
un  crimen  ó  delito  á  otro  gobierno  que  lo  redama  para 
juzgarlo  y  en  su  caso  castigarlo  (8).  Casi  ningún  autor 
serio  se  atreve  á  negar  en  absoluto  la  posibilidad  y 
la  justicia  de  la  extradición;  únicamente  se  atreven 
unos  á  afirmar  que  el  concederla  ó  negarla  es  cosa 
completamente  libre  á  las  naciones,  pero  demostrán- 
dose siempre  al  otorgarla  la  cortesía  internacional. 
Otros,  dando  un  paso  más,  reconocen  que  la  moral 
exige  la  entrega  de  los  delincuentes,  pero  que  como 
deber  imperfecto  es  sólo  verdaderamente  exigible 
en  virtud  de  tratados  expresos  de  extradición.  Hoy, 
afortunadamente,  hay  ya  teóricos  ilustres  que  pro- 
claman franca  y  decididamente  que  el  derecho  á  pe- 
dir la  extradición  no  nace  del  tratado,  pues  que  éste 
se  limita  á  reconocerlo  y  reglamentarlo;  proclamada 
la  existencia  de  la  comunidad  jurídica  internacional, 
interesa  á  todoá  los  Estados  la  conservación  del  orden 
y  la  reparación  de  la  justicia;  si  el  crimen  es  hoy  por 
desgracia  un  mal  internacional,  ¿por  qué  no  lo  ha  de 
ser  también  su  represión?  ¿Se  pusieron  las  fronteras 
para  impedir  el  c  istigo  de  los  facinerosos  (O)?  Pres- 
cindiendo de  alguna  estipulación  obscura  y  confusa 
incluida  en  los  tratados  de  amistad  y  alianza,  v.  g., 
el  -celebrado  en  el  siglo  xv  entre  España  y  Portugal, 
pj  icipian  propiamente  los  tratados  de  extradición  á 
K  frecuentes  en  la,  segunda  mitad  del  siglo  xviii,  en 
le  que,  sin  embargo,  al  contrario  de  los  modernos,  se 
a    ndía  principalmente  á  la  captura  de  los  reos  poli- 
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ticos.  Contrario  carácter  tienen  los  tratados  celebra- 
dos con  posterioridad  á  1850,  época  desde  la  cual  Im 
aumentado  en  modo  tan  prodigioso  su  número,  que 
hoy  las  principales  naciones  civilizadas  están  liga- 
das entre  sí  de  un  modo  casi  completo  para  la  entre- 
ga de  los  criminales  (10)^  (ll)^  (12).  Nosotros,  que  afir- 
mamos que  la  demanda  de  extradición  se  basa  en  un 
verdadero  derecho  natural,  creemos  que  aunque  no 
exista  tratado  puede  pedirse  y  debe  concederse  la 
entrega  del  delincuente  (13).  Con  la  única  excepción 
de  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos  de  América,  es 
práctica  de  todas  las  naciones  el  negar  la  extradí 
ción  de  sus  propios  subditos,  exclusión  que  rechaza  la 
ciencia  en  nombre  de  la  sana  razón,  que  no  acierta  á 
comprender  los  motivos  de  tal  desconfianza  para  con 
los  Estados  amigos  y  tan  infundada  protección  á  los 
delincuentes  que  no  pueden  ser  bien  juzgados  sino  ert 
el  lugar  donde  cometieron  su  delito  (14-).  Lo  mismo 
sucede  con  la  máxima  inconcusa  en  casi  todos  los 
tratados  (constituyendo  entre  nosotros  el  celebrado 
con  Rusia  la  excepción  única)  que  exceptúa  de  la  ex-  J 
tradición  á  los  delincuentes  políticos,  y  lo  peor  es  que 
la  idea  liberal  y  revolucionaria  que  hizo  introducir   | 
en  los  principios  del  derecho  internacional  positivo 
tan  absurda  distinción,  se  ha  infiltrado  también  en  el 
ánimo  dé  casi  todos  los  publicistas  de  nuestra  cien* 
cia.  Olvídase  de  esta  manera  que  por  este^medio  ee 
desautoriza  el  augusto  principio  de  la  ley,  asegurando 
la  impunidad  á  los  que  violan  y  ofenden  á  la  que  es 
base  y  fundamento  de  todas  las  demás.  ¿No  es,  por 
otra  parte,  criminal  locura  no  dar  al  soberano  lo  que   . 
al  último  gañán  se  concede?  ¿Ha  de  llegar  el  resp'^to  I 
á  los  secuaces  de  la  anarquía  á  que  el  hecho  de     <>-  | 
varuna  corona  despoje  de  los  derechos  que  se  i    u- 
ceden  á  todo  hombre  cuyo  asesinato  da  lugar  si    ü- 
pre  á  demandas  de  extradición?  Á  más  en  la  I*^*^ 
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consecuencia  de  exceptuar  también  á  los  delitos 
conexos  con  los  políticos,  se  asegura  de  hecho  la  im- 
punidad de  todos  los  que  delinquen  durante  una  épo- 
ca revolucionaria.  Por  fortuna  hoy  ya  autores  nada 
sospechosos  de  ideas  reaccionarias,  como  Federico 
de  Martens,  combaten  resueltamente  la  no  entrega 
del  exigido  delincuente  político,  y  el  Instituto  del  de- 
recha internacional  la  modifica,  estableciendo  ciertas 
excepciones  al  principio  de  la  no  extradición,  mayo- 
res aún  en  su  nueva  resolución  de  1892.  Por  otra  par- 
te, en  numerosos  convenios  se  consigna  ya  la  llamada 
cláusula  de  atentado,  por  la  que  se  exceptúa  de  la  in- 
munidad que  disfrutan  los  delitos  políticos  el  asesina- 
to, homicidio  ó  envenenamiento  de  un  jefe  de  Estado 
extranjero  6  de  algún  miembro  de  su  familia.  Por 
otro  lado  también  principian  á  incluirse  como  delitos 
pasibles  de  extradición  los  crímenes  cometidos  por 
medio  de  la  dinamita  ú  otras  materias  explosivas, 
aunque  tengan  un  fin  político,  siempre  que  de  ellos 
resulte  grave  perjuicio  en  la  vida  ó  propiedades  de 
los  particulares  (i*).  Se  comprende  comúnmente  en 
la  extradición  tan  sólo  los  crímenes  que  están  pena- 
dos por  las  leyes  de  ambos  Estados.  Pero,  sin  embar- 
go, no  es  condición  sine  qua  .non  la  reciprocidad  en 
esta  materia  (16).  Algunos  tratados  consideran  com- 
prendidos en  la  extradición  á  los  autores  de  delito 
frustrado,  casi  todos  los  cómplices,  pero  muy  pocos 
los  encubridores  (17).  Todos  los  tratados  principian 
por  una  üsta  de  los  delitos  cuyos  autores  pueden  ser 
objeto  de  una  demanda  de  extradición,  sin  que  por 
esto  pueda  dejar  de  concederse  en  casos  en  dicha  lis- 
tf  no  mencionados,  siempre  que  las  leyes  particula- 
n  i  del  Estado  no  lo  prohiban  expresamente  (18).  Aun 
e:  los  casos  que  están  plenamente  comprendidos  en 
e  tratado,  se  suspende  á  veces  la  extradición  si  la 
p  fsona  pedida  está  pres^,  procesada  ó  cumpliendo 
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condena,  6  no  tiene  lugar  en  absoluto,  por  haber  sid**- 
ya  juzgada,  condenada  ó  indultada  ó  si  el  delito  ha 
prescrito  ya  (1^).  La  extradición  la  pide  por  la  vía 
diplomática  el  gobierno  de  la  nación  á  quien  interesa 
la  captura  del  acusado.  Únicamente  en  las  colonias 
apartadas  de  la  metrópoli  puede  solicitarla  y  ser 
otorgada  por  la  autoridad  superior  de  la  misma  (W). 
La  demanda  debe  ir  acompañada  de  documentos  que 
prueben  la  verosímil  existencia  del  delito  y  la  identi- 
dad de  la  persona  pedida  con  aquella  que  lo  cometió* 
La  sentencia  condenatoria,  ó  por  lo  menos  el  auto  de 
prisión,  el  texto  legal  del  que  resulta  la  calificación 
y  pena  impuesta  al  delito  que  se  imputa  y  las  sefiaa 
personales  del  delincuente  ó  procesado  bastan  para 
este  objeto,  y  aun  en  casos  urgentes  puede  prescin- 
dirse  de  ello  pidiéndola  por  telégrafo  á  reserva  de 
enviar,  dentro  de  un  corto  plazo  que  determinan  loe 
tratados,  los  mencionados  documentos  (21).  Para  exa- 
minar la  demanda  de  extradición  Inglaterra  consulta 
los  tribunales  de  justicia,  los  cuales,  oyendo  al  a(ii>a- 
do,  pueden  declarar  su  improcedencia.  Ea  Francia» 
en  cambio,  es  asunto  meramente  administrativo:  eo- 
munica  el  ministro  de  Negocios  extranjeros  al  de 
Justicia  la  solicitud  de  entrega,  y  éste,  después  de 
examinar  las  pruebas  presentadas,  resuelve  si  pro- 
cede ó  no  la  extradición.  En  Bélgica  rige  un  siste- 
ma mixto:  el  fallo  judicial  tiene,  al  revés  de  Ingla- 
terra, sólo  un  valor  consultivo,  quedando  en  libertad 
el  gobierno  de  atenerse  ó  no  á  él  en  su  solución  defi- 
nitiva, sistema  preferible  á  todos  por  conciliar  los  rea- 
petos  debidos  á  la  justicia  con  las  exigencias,  impe- 
riosas á  veces,  de  la  política  (22;.  En  algunos  tratí^í^^ 
se  previene  que  no  se  concederá  la  extradición  .  o 
con  la  promesa  de  que  no  se  hará  sufrir  la  pena  e 
muerte  al  extraído  (23).  La  extradición  se  compi  » 
cuando  para  ir  el  individuo  de  la  nación  que  lo  er    *- 
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^a  al  territorio  del  gobierno  que  la  pide,  ha  de  atra* 
veiáar  por  el  territorio  de  otra  tercera  nítción.  Por 
esto  en  los  tratados  acostumbran  las  naciones  conce- 
derse eí  tránsito,  que  se  limita  con  escasa  justicia  á 
los  delitos  no  políticos  y  comprendidos  en  ol  conve- 
nio (24).  Si  piden  varias  naciones  al  mismo  delincuen- 
te por  un  mismo  delito,  se  acostumbra  preferir  al  Es- 
tado en  cuyo  territorio  se  cometió  el  crimen;  si  es  por 
delitos  diferentes,  al  del  más  grave.  Lógico  corolario 
del  principio  de  la  no  extradición  de  los  nacionales, 
cuando  la  persona  pedida  sea  subdito  de  una  tercera 
nación,  se  deberá  ofrecerla  á  esta  última^  y  si  ésta  lo 
quiere  puede  escoger  entre  ella  y  aquel  que  lo  pidió,  el 
Estado  en  cuyo  territorio  se  halle  el  delineiionte  (36), 
Con  el  extraído  se  entregan  todos  los  objetos  que 
'  pueden  servir  para  esclarecer  el  crimen  (26),  El  he- 
cho material  de  la  entrega  se  efectúa  generalmente 
en  la  frontera  ó  en  un  puerto  de  mar,  á  b  )rdo  de  un 
buque  de  la  nación  que  lo  recibe.  El  agent*^  de  policía 
del  uno,  al  entregarle  en  manos  del  representante  del 
gobierno  del  otro,  consuma  la  extradición.  Los  gastos 
de  la  entrega  acostumbran  á  correr  á  cariro  de  cada 
nación  dentro  de  los  límites  de  su  territorio;  muy  po- 
cas convienen  la  compensación  absoluta,  haciéndola 
completamente  gratuita  ó  imponen  al  gobierno  que 
solicitó  la  extradición  todo  el  coste  de  la  iiiisma  (27). 
Para  fíicilitar  más  la  acción  de  la  ju  ti  cía,  asogúran- 
se  mutuamente  los  gobiernos  el  cumplimiento  de  los 
exhortes  ó  comisiones  rogcxtorias  en  mat^  ria  crimi- 
nar, y  se  facilita  en  los  convenios  de  extradición  el 
viaje  é  indemnización  de  los  testigos  par  i  declarar 
en  la  causa  que  después  de  la  extradición  se  sigue  al 
e:  raído  (28).  La  extradición  se  verifica  generalmen- 
te bajo  la  condición  expresa  de  que  no  podrá  ser  jnz- 
gi  lo  el  extraído  sino  por  los  delitos  que  se  mencio- 
n;  'on  en  la  demanda  de  extradición.  Sin  embargo, 
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si  una  vez  procesado  el  delincuente  se  descubriese 
otro  delito  en  el  mismo,  6  se  clasificase  el  que  oca* 
sionó  la  entrega  de  un  modo  distinto ,  podrá  ser  juz- 
gado por  ellos,  pero  siempre  bajo  la  base  de  hallarse 
comprendidos  tales  delitos  en  el  tratado.  Esta  inmu- 
nidad no  llega  á  proteger  al  entregado  en  los  delitos 
que  cometa  con  posterioridad  á  su  entrada  en  el  te- 
rritorio ni  aun  en  los  mismos  anteriores,  cuando  por 
haber  transcurrido  cierto  plazo  después  de  su  absolu- 
ción 6  de  cumplida  la  condena,  permanece  dentro  de 
la  nación  á  la  cual  fué  entregado,  ó  en  igualdad  de 
circunstancias,  vuelve  después  á  ella  (29).  Aunque  casi 
todos  los  tratados  estipulan  lo  contrario,  en  rigor  de 
derecho  no  es  atribuirles  efecto  retroactivo  el  apli- 
carlos á  los  delitos  cometidos  antes  de  su  conclusión; 
el  criminal  no  tenía  adquirido  derecho  alguno  al  asilo 
de  la  nación  en  la  que  se  había  refugiado  (30). 

(1)  Es  este  el  principio  Cfurdinal  en  el  que  todo  el  derecho 
penal  internacional  se  fonda  y  reposa.  El  delito  es  la  infrac- 
ción de  la  ley;  el  qne  se  halla  en  un  sitio  en  la  que  ésta  no  le 
obliga  no  la  infringe,  y,  por  consiguiente,  no  delinque.  Esta 
regla  debe  tenerse  en  cuenta  principalmente  para  determinar 
la  gravedad  de  la  pena  que  se  imponga  al  delincuente. 

La  ley  orgánica  del  Poder  judicial  dice  en  su  art.  341 ,  refi- 
riéndose  á  los  españoles  que  delincan  en  el  extranjero,  «no  po- 
drá  precederse  criminalmente  cuando  el  hecho  de  que  se  trate 
no  sea  delito  en  el  país  en  que  se  perpetró,  aunque  lo  sea  se- 
gún las  leyes  de  España» . 

(2)  Distintas  son  las  opiniones  de  los  autores  y  las  disposi- 
ciones de  los  códigos  acerca  los  límites  que  alcanza  la  juris- 
dicción de  los  Estados  en  materia  de  delitos.  Los  tres  prin 
pales  sistemas  son  el  sistema  territorial^  que  atiende  áni< 
mente  al  lu^ar  donde  se  cometió  el  delito  y  no  á  la  persona  c 
delincuente  en  su  calidad  de  nacional  ó  extranjero,  teoría  f 
fendida  por  los  jurisconsultos  ingleses,  aunque  hoy  la  legif 
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ción  de  la  Gran  Bretaña  comprende  ya  que  se  deja  asi  inde- 
fenso al  Estado  y  á  sus  miembros  contra  los  que  desde  tierra 
extraña  les  ofenden  ó  perjudican  y  pueden  después  ir  á  disfiru- 
tar  en  su  patria  del  fruto  de  su  crimen. —  2.®  Bl personal,  por 
el  que  se  determina  la  jurisdicción  en  el  carácter  de  subdito 
del  Estado  del  autor,  tanto  si  se  comete  el  delito  en  el  territo- 
rio de  la  nación  como  fuera  de  él.  Fácilmente  se  comprende  que 
este  modo  de  ver  no  está  de  acuerdo  con  el  principio  funda- 
mental de  la  ley  penal,  ni  asegura  el  orden  jurídico  en  el  Esta- 
do por  todos  los  que  en  él  se  hallan.  —  3  .^  Otros  autores  (ya 
Ghrocio  y  después  Mohl,  Schmid,  Ortolán,  etc.)  piensan  que 
desde  el  momento  que  el  delito  es  una  infracción  del  orden  ju- 
rídico en  cuya  conservación  están  interesados  todos  los  pue- 
blos, todas  las  naciones  pueden  y  deben  intervenir  en  su  cas- 
tigo. La  idea  en  sí  es  generosa  y  elevada,  pero  dadas  las  di- 
ferencias que  existen  en  la  concepción  jurídica  del  delito  entre 
los  Estados  es  imposible  aún  su  realización,  ya  que  unas  na- 
ciones consideran  como  grave  crimen  lo  que  en  otras  se  tie- 
ne por  mero  delito.  Martens  (F.  de)  acepta  como  principio 
fundamental  el  de  que  todo  derecho  debe  ser  protegido  por  la 
doy  y  los  tribunales  de  aquel  Estado  con  el  que  se  relaciona 
jurídicamente  en  algún  modo. 


(S)  Tendo  al  terreno  de  la  práctica  veamos  todos  los  casos 
posibles,  examinando  especialmente  el  modo  como  resuelve  la 
cuestión  nuestra  ley  orgánica  del  Poder  judicial  < 

A)  Delitos  cometidos  en  el  territorio,  —  En  eUos,  ya  sean  na- 
cionales ó  extranjeros  sus  autores,  ya  perteneciente  ó  no  al 
mismo  Estado  ó  á  sus  subditos  la  relación  {urídica  lesionada, 
es  indisputado  e  indisputable  el  derecho  del  Estado  á  casti- 
garlos. Podrá  un  gobierno  abstenerse  de  perseguirlos  ó  con- 
ceder la  extradición  al  país  de  la  naturaleza  del  delincuente  6 
al  ofendido  por  su  acto,  pero  jamás  abdica  su  facultad  de  pro- 
cesar al  que  holló  en  su  seno  su  propia  ley.  Nuestra  ley  orgá- 
ca  dispone  en  su  art.  333:  «Los  extranjeros  que  cometieren 
Itas  ó  delinquieren  en  España  serán  juzgados  por  los  (tribu- 
%les  españoles  se  sobreentiende)  que  tengan  competencia  para 
lo  por  razón  de  las  personas  ó  del  territorio.» 
Este  principio  tiene  una  extensión  con  respecto  á  las  naves 
Tomo  I.  lí 
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del  Estado  que,  como  hemos  visto,  se  conaideran  á.  este  efecto 
como  prolongación  del  territorio  cuya  bandera  llevan,  y»  por 
lo  tanto,  corresponde  á  las  autoridades  de  aquél  el  conocer  de 
los  delitos  que  á  bordo  de  los  mismos  se  cometan,  y  una  res- 
tricción en  el  principio  de  la  extraterritorialidad,  por  el  que 
las  personas  y  cosas  que  lo  disfrutan  se  hallan  exentos  de  la 
jurisdicción  criminal  del  Estado  en  que  se  hallan.  La  ley  or- 
gánica menciona  en  su  art.  334  únicamente  á  los  soberanos  y 
agentes  diplomáticos,  los  cuales,  «cuando  delinquieren,  serán 
puestos  á  disposición  de  sus  gobiernos  respectivos». 

También  dispone  la  misma  ley  (art.  335)  que  en  los  delitos 
comenzados  á  cometer  en  España  y  consumados  ó  frustrados 
en  países  extranjeros,  sólo  conocerá  la  jurisdicción  española 
en  el  caso  de  que  los  actos  perpetrados  en  España  constituyan 
delito  y  sólo  respecto  á  éstos. 

B)  Delitos  de  los  nacionales  en  el  extranjero,  —  Si  la  potestad 
de  castigar  exige  el  respeto  del  orden  jurídico  á  todos  los  que 
forman  parte  de  la  sociedad,  no  se  explica  que  por  la  mera 
circunstancia  de  faltarse  á  la  ley  en  país  extranjero,  sea  el 
acto  lícito  y  pueda  su  autor  burlar  impunemente  sus  disposi- 
ciones al  regresar  después  sin  vergüenza  á  la  patria.  El  códi- 
go penal  alemán  admite  pueda  precederse  criminalmente  con- 
tra el  alemán:  1.^,  que  ha  perpetrado  en  el  extranjero  un  acto 
que  es  á  la  vez  castigado  como  crimen  ó  delito  por  la  ley  ale- 
mana y  la  del  lugar  donde  se  realizó;  2.^,  aun  sin  esta  última 
circunstancia  cuando  el  alemán  ha  cometido  el  delito  de  alta 
traición  (Hochverrath)  contra  el  imperio  ó  alguno  de  los  Esta- 
dos que  lo  componen,  ó  ha  faltado  á  alguno  de  los  príncipes 
de  éstos,  ó,  finalmente,  si  como  funcionario  alendan  (deutsche 
Beamter)  ha  faltado  á  los  deberes  de  su  cargo,  v.  g.,  falsifica- 
do moneda.  (Martens  ü,  tr.  al.,  pág.  386.)  En  Francia  puede 
precederse  criminalmente  contra  los  crímenes  y  delitos  come- 
tidos por  franceses  en  el  extranjero  si  son  declarados  punibles 
también  por  la  ley  del  lugar  donde  se  cometieron.  (Ley  de  1856.) 

La  Ley  Orgánica  del  Poder  judicial  considera  punibles  i 
los  tribunales  españoles  los  nacionales  ó  extranjeros  que  ha' 
cometido  fuera  del  territorio  español  algún  delito : 

Contra  la  seguridad  citerior  del  Estado. 

Lesa  majestad. 


i 
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Eebelión. 

Falsiñcación  de  la  fírma  ó  estampilla  real  ó  del  regente,  de 
la  de  los  ministros,  de  otros  sellos  públicos  ó  las  que  perjudi- 
quen directamente  el  crédito  ó  intereses  del  Estado  y  la  intro- 
ducción ó  expendición  de  lo  falsificado.  Falsificación  de  bille- 
tes de  Banco  de  emisión  autorizada  legalmente  y  también  su 
introducción  ó  expendición  en  España. 

Finalmente,  los  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
por  empleados  páblicos  residentes  en  territorio  extranjero  (ar- 
tículo 336). 

En  general,  es  también  punible  por  las  leyes  españolas  el 
español  que  delinque  en  país  extranjero,  ya  sea  cantra  otro 
español,  ya  contra  otro  extranjero,  si  se  querella  el  ofendido 
ó  persona  legalmente  autorizada,  hallándose  el  delincuente  en 
territorio  español  y  mientras  que  el  delincuente  no  haya  sido 
absuelto,  indultado  ó  penado  en  el  extranjero  y  en  este  último 
caso  haya  cumplido  la  condena  (art.  339). 

C)  Delitos  de  extranjeros  en  el  extranjero,  —  La  única  circuns- 
tancia que  permite  á  un  tercer  Estado  pretender  competencia 
para  juzgarlos,  es  el  de  tratarse  de  una  ofensa  dirigida  contra 
el  mismo  Estado  ó  uno  de  sus  subditos.  Únicamente  Austria 
Cíistiga  los  extranjeros  detenidos  en  el  reino  por  toda  clase  de 
delitos  que  puedan  haber  cometido  en  el  extranjero.  (ííeu- 
mann,  ob.  cit.,  pág.  30.)  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos,  en 
cambio,  conceden  el  más  ilimitado  asilo  á  todos  los  extranjeros 
que  han  delinquido  en  territorio  extranjero,  aunque  haya  sido 
en  perjuicio  propio  ó  de  sus  subditos.  (Woolsey,  §  76,  pági- 
na 113.)  La  inmensa  mayoría  de  las  naciones,  sin  embargo, 
procesa  únicamente  los  extranjeros  que  han  cometido  en  el 
extranjero  un  delito  público,  v.  g.,  falsificación,  cohecho  ó  in- 
fidelidad (Francia,  Bélgica,  Alemania).  Por  supuesto  que  tal 
castigo  puede  imponerse  únicamente  hallándose  el  culpable  en 
el  territorio  del  Estado  ofendido,  ya  voluntariamente,  ya  por 
haberse  pedido  y  concedido  la  extradición. 

Isi  lo  dispone  la  Ley  Orgánica  equiparando  en  su  art.  336 
1<  extranjeros  á  los  nacionales  en  los  delitos  de  traición,  lesa 
n  jestad,  rebelión,  falsificación,  faltas  en  el  ejercicio  de  los 
c  gos  públicos  (v.  g.,  si  se  confiere  un  cargo  diplomático 
ó     uanciero  á  un  extranjero,  etc.)  y  aceptando  el  natural 
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principio  de  qne  t¿l  proceso  puede  únicamente  exiatir  ó  por 
hallarse  al  delincuente  en  territorio  español  ó  por  haberse  con- 
seguido su  extradición  (art.  338). 

£>esumiendo:  la  ley  española  acepta  la  teoría  llamada  real, 
es  decir,  que  atiende  ante  todo  al  carácter  otjetivo  del  delito, 
esto  es,  de  la  relación  jurídica  por  ésta  lesionada;  por  esto 
comprende:  1  .^,  todas  las  infiracciones  de  la  ley  cometidas  en 
España;  2.^,  algunas  de  las  ofensas  perpetradas  en  el  extran- 
jero contra  el  Estado  ó  los  nacionales,  tanto  si  es  español  como^ 
extranjero  el  delincuente. 

Hay  ciertos  delitos,  llamados  de  Juris  gentium,  que  los  castiga 
por  ser  gravísimas  ofensas  al  orden  internacional  la  primera 
nación  que  apresa  al  que  los  comete,  tales  son  la  piratería  j 
la  trata  de  negros.  Algunas  naciones  (v.  g.,  Bélgica)  conside- 
ran también  como  á  tal  la  bigamia. 

El  nuevo  código  penal  italiano  dispone  que  se  aplique  U  ley 
menos  rigurosa  de  las  dos  en  el  caso  que  sea  distinta  la  im- 
puesta por  el  código  del  lugar  donde  se  cometió  el  delito.  Si  es 
la  más  suave  la  del  código  extranjero  y  no  existe  en  la  ley  ita- 
liana, entonces  debe  aplicarse  la  de  esta  última  que  le  sea  más 
parecida,  sin  jamás  excederla  en  gravedad.  (Calvo  §  1.179.) 

(4)  En  la  ejecución  de  las  sentencias  criminales  debe  ser- 
guirse,  como  observa  acertadamente  F.  de  Martens,  la  misma 
distinción  que  se  hace  en  las  civiles  entre  la  ejecución  propia- 
mente dicha  y  los  efectos  jurídicos  de  la  sentencia.  Claro  es 
que  la  primera  es  completamente  imposible  en  país  extranje- 
ro, pero  no  puede  desconocerse  el  hecho  de  la  sentencia,  y 
querer  repetir  un  proceso  por  un  delito  cuya  pena  ha  sido 
cumplida  ó  se  ha  proclamado  la  inocencia  del  acusado,  seria 
faltar  al  conocido  principio  non  bis  in  idem.  Se  hace  natural* 
mente  una  excepción  en  los  casos  de  delitos  públicos.  La  ley 
española,  aun  en  tales  casos,  reconoce  la  validez  y  efecto  de 
la  sentencia  extranjera  si  se  cumplió  la  condena,  y  si  sólo  se 
cumplió  parte,  se  computa  ésta  para  rebajarle  proporcioii 
mente  la  que  en  otro  caso  le  correspondería.  (Ley  Orgánica 
Poder  judicial,  art.  337.) 

Los  mismos  principios  se  aplican  en  caso  de  indulto  en 
extranjero  (se  exceptúan  del  efecto  de  los  mismos  por  la 


I 


(6)  En  los  tratados  de  extradición  (véase  notas  siguientos) 
e  acostumbra  á  estipular  entre  las  naciones  que  éstas  se  claráo 
lutua  noticia  por  la  vía  diplomática  de  las  sentencias  dicta- 
'as  por  sus  tribunales  contra  los  subditos  respectivos,  Ei^ta 
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orgánica  los  de  traición  y  lesa  majestad)  y  de  extinción  de  la 
pena  por  prescripción.  Con  respecto  á  ésta  debe  tenerse  por 
prescrito  el  delito  si  lo  ha  sido  conforme  la  ley  del  lugar  don- 
de se  cometió. 

Bar  (ob.  cit.,  §  134)  compara  el  derecho  que  tienen  varios 
Estados  á  la  vez  de  perseguir  un  mismo  crimen  con  un  eré* 
dito  in  solidum  y,  por  lo  tanto,  cree  que  ni  la  renuncia  de  uno 
por  la  gracia  ni  la  extinción  del  derecho  por  la  prescripción 
pueda  perjudicar  en  nada  á  las  facultades  del  otro  gobierno 
para  perseguir  el  crimen. 

(6)  Acerca  los  efectos  extraterritoriales  de  la  infamia  pro- 
ducida por  sentencia  penal,  debe  consultarse  lo  que  tenemos 
dicho  en  la  nota  74  al  derecho  internacional  privado  en  el  Ma- 
nual. En  Eusia  es  la  jurisprudencia  contradictoria,  y  lo  que  es 
peor,  en  el  mismo  caso,  el  del  teniente  Nikitschenkow^  con* 
denado  á  consecuencia  del  asesinato  del  secretario  de  la  em-  -  \ 

bajada  rusa  en  París  por  los  tribunales  franceses  á  trabajoa  1 

forzados  vitalicios.  En  1868  el  Senado  ruso  declaró  que  tal  * 

sentencia  debía  tener  efecto  en  Rusia  en  cuanto  á  la  pérdida  | 

de  todos  los  derechos  y  prerrogativas  personales  (StarkdesrFckt)^  1 

ya  que  de  lo  contrario  hubiera  debido  abrirse  otro  procese  en  ¡ 

Busia  faltándose  á  la  regla  non  bis  in  ídem  y  á  toda  justicia.  í 

En  cambio,  en  1871  se  resolvió  que  debía  conservar  dicho  ofi-  ^ 

ciai  todas  las  dichas  prerrogativas,  ya  que  el  art.  14  de  la.  ley 
de  procedimiento  criminal  dispone  que  nadie  puede  ser  caij li- 
gado sino  por  sentencia  del  tribunal  competente  de  su  juris* 
dicción.  (Martens  F.  de,  Tr.  alem.  11,  p.  446.)  ün  tribunal  íta-  ^ 

liano  (1878:  Corte  cC Appello  de  Turin),  se  negó  á  reconocer  la  ! 

infamia  de  un  ciudadano  italiano  pronunciada  en  una  sen  ten-  1 

cia  extranjera.  (Gillespie  en  Bar.  pág.  767.)  j 

El  §  37  del  Código  penal  alemán  dispone  que  puede  pedir- 
se en  Alemania  la  conñrmación  de  una  sentencia  extranjera  | 
que  ha  declarado  infame  á  un  alemán. 
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cM  as  Illa  está  en  los  de  España  con  Alemania  (art.  16\  Italia- 
(art.  16),  Portugal  (art.  17),  Monaco  (art.  14),  Bélgica  (ar- 
ticulo 19),  Rusia  (art.  17),  Veneznelti  (art.  22),  Libe  ría  (ar- 
ticulo 17),  Congo  (art.  20),  G-uatemala  (art.  21),  Costa  Bica 
(art.  19),  Perú  (art.  15). 

(7)  Con  análogo  fundamento  que  el  asilo  que  en  el  mundo 
romano  correspondía  á  las  estatuas  de  los  emperadores,  en  el 
pueblo  de  Israel  á  las  ciudades  levíticas  y  en  la  Edad  media  á 
á  iasj  iglesias,  el  asilo  internacional  consiste  en  la  seguridad 

I  que  tiene  el  perseguido  por  un  delito  que  se  ha  refugiado  en 

*  una  nación  extranjera  de  que  no  se  llegará  hasta  alli  á  captu- 

rarle si  no  lo  consiente  el  Estado  en  el  que  se  halla,  ya  que 

f  si  He  le  prendiese  contra  la  voluntad  de  este  último  quedaría 

gravemente  ofendido  su  derecho  de  independencia. 
^  En  España  la  ley  de  4  de  Diciembre  de  1855   (promulgada 

durante  el  bienio  progresista  de  1854-56)  dice  en  su  art.  1.^: 
«El  territorio  aspañol  es  un  asilo  inviolable  para  todos  los 
extranjeros  y  sus  propiedades»  (y  sus  botines?). 

Claro  es  que  debía  reconocerse  (ya  que  es  principio  incon- 
cuso en  nuestra  ciencia)  el  derecho  del  Estado  extranjero  i 

I  pedir  se  interne  á  sus  subditos  que  residan  en  pueblos  fronte- 

rizo desde  10  á  30  leguas  de  la  frontera,  dando  cuenta  á  las 
Cortes  (art.  4.^). 

No  puede  olvidarse  que  el  derecho  de  asilo  corresponde  al 
Estado,  no  al  fugitivo  que  se  halla  en  su  territorio,  y,  por  lo 
tanto,  como  aquél  tiene  derecho  á  usarlo  cuando  bien  le  pa- 

I  rezca,  puede  el  mismo,  cuando  la  conducta  del  refugiado  sea 

eoH pecho sa  ó  perjudicial,  ya  sea  para  el  país  de  su  procedencÍA 
como  para  el  que  lo  tiene  en  su  seno,  expulsarle  en  el  modo  y 
forma  que  bien  le  pareciere.  Art.  5.^  do  la  citada  ley:  «Si  lo^ 
extranjeros  refugiados  en  España,  abusando  del  asilo,  con>p- 
rasen  contra  alia  ó  trabajasen  para  destruir  ó  modificar  sv  ■ 
instituciones,  ó  para  alterar  de  cualquier  modo  la  tranquilidati 
pública,  podrá  el  gobierno  decretar  su  salida  de  la  nao"  , 
dando  cuenta  á  las  Cortes  de  los  motivos  que  para  ello  tuvie      ^ 

(8)  El  Diccionario  de  la  Academia,  con  su  acostumbí  <> 
acierto  en  la  definición  de  los  vocablos  jurídicos,  y  espe' 
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mente  los  de  derecho  internacional,  define  la  extradición: 
€  Acción  de  entregar  un  reo,  refugiado  en  pais  extraño,  al  gobierno  del 
suyo,  en  virtud  de  reclamación  del  mismo, »  Esta  noción  seria  exacta 
si  no  se  entregasen,  á  más  de  los  reos,  los  meramente  procesa- 
dos, j  si  no  fuese  en  la  mayor  parte  de  los  casos  el  gobierno 
del  lugar  donde  se  cometió  el  crimen  en  vez  del  de  la  patria  del 
procesado  el  que  la  solicita. 

La  palabra  extradiaón  (en  inglés  y  francés  extradition,  en 
alemán  Auslieferung)  se  principió  á  usar  á  fines  del  siglo 
pasado. 

(9j  Únicamente  el  autor,  cuyas  desatentadas  teorías  son  la 
vergüenza  de  la  escuela  progresisto-filosófica  en  derecho  inter- 
nacional, Pinheiro  Ferreira,  se  ha  atrevido  í.  negar  en  abso- 
luto la  posibilidad  de  la  extradición.  Según  él,  el  único  Es- 
tado á  que  corresponde  juzgar  al  criminal  es  el  que  éste  ha  es- 
cogido por  madriguera.  Con  decir  que  se  funda  en  que  la  ma- 
yor parte  de  las  legislaciones  penales  son  monstruosas  é  in- 
justas y  que  pretende  que  el  Estado  de  asilo  tiene  el  deber  de 
proteger  al  delincuente  juzgándole  (I),  porque  logra  se  faire 
rendre  justice  par  qui  de  droit  (Man.,  §  896-901),  se  comprende 
perfectamente  lo  absurdo  y  ridiculo  de  tal  sistema.  Otros  au- 
tores, reconociendo  que  la  extradición  es  lícita,  ya  se  limitan 
á  aceptarla  como  acto  de  cortesía,  libre  y  expresamente  con- 
sentido por  las  naciones  (Eoelix,  Phillimore,  Traver  Twiss, 
Hall,  Klüber,  Bello  y  Pando),  ya  admiten  (y  este  es  un  paso 
importantísimo  dado  para  acercarse  á  la  verdad  en  esta  mate- 
ria) que,  si  bien  tienen  las  naciones  un  deber  moral,  ó,  en  otro 
nombre,  imperfecto,  de  acceder  á  la  invitación  que  le  hace  un 
Estado  extranjero  para  que  le  ayude  en  la  represión  del  cri- 
men, este  deber  no  es  perfecto  ni  obligatorio  sino  en  virtud 
de  *un  formal  tratado  de  extradición  (Grocio,  Vattel,  Heffter, 
Calvo,  Bluntschli,  Bar,  Riquelme  [«las  extradiciones  se  fun- 
dan en  la  moralidad  de  las  naciones,  que  no  consiente  la  im- 
*^anidad,  y  en  la  conveniencia  que  resulta  de  entregar  el  reo 
sus  jueces  naturales  más  bien  que  de  juzgarlo  por  los  tribu- 
Ales  extranjeros»,  I,  pág.  446],  Kent,  Helie,  Pradier - Fode- 
^,  Martínez  Suva,  anotador  de  Bello,  que  casi  podría  clasifi- 
iTse  entre  los  que  admiten  un  deber  absoluto).  Otros,  final- 
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mente,  como  Mohl,  Bulmerincq,  Polz,  proel liman  franca  y  de* 
cididamente  que  el  derecho  á  pedir  la  extradición  y  el  deber 
de  concederla  son  absolutos  y  perfectos  y  que  los  tratados  dé 
extradición  no  hacen  más  que  concretar  su  realización  y  prác- 
tico ejercicio  y  no  los  crean,  como  pretende  la  contraria  escue' 
la.  Proviene  tal  principio  de  un  orden  juridico  universal  que 
debe  reconocerse  y  que  no  presupone  la  existencia  de  ua  Es 
tado  universal,  sino  que  los  Estados  deben  por  libre  determi- 
nación propia  darse  recíproca  ayuda  en  su  derecho  para  que 
ningiin  delito  quede  impune  ni  criminal  alguno  sin  recibir  iíh 
merecido  castigo.  Bulmerincq.  (V.^  Asylrecht  in  Holtzendorff, 
Rechtslexicon,)  Como  dijo  Mr.  Eouher:  «El  principio  de  la 
extradición  os  el  de  la  solidaridad,  de  la  seguridad  recíproca 
de  los  gobiernos  y  de  los  pueblos  contra  la  ubicuidad  del  mal.i 
(Citado  por  Calvo,  párrafo  1.203.) 

Bluntschli,  en  su  Diccionario,  ha  recordado  con  oportunidad 
que  no  cumple  con  su  deber  el  hombre  que  se  limita  á  realizar 
el  derecho  en  sus  propios  asuntos  si  no  ayuda  para  ello  á  sus 
semejantes  cuando  necesitan  su  apoyo  para  cumplirlo  por 
su  parte.  Lo  mismo  deben  hacer  las  naciones  (I,  pág.  521). 
El  Instituto  de  Derecho  internacional,  que  en  su  sesión  de 
Oxford  de  1880  ha  concretado  muy  bien  los  principios  cardi- 
nales vigentes  en  materia  de  extradición,  dice  en  el  art.  1.^: 

<íL*extraditi(m  est  un  ocie  intemational  conforme  á  la  Justice  et  a 
Vintérét  des  Etats,  puisgu^il  tend  á  prevenir  et  á  reprimer  ^ficact- 
ment  les  infractions  á  la  loi  pénale.* 

(10)  La  historia  antigua  nos  presenta  varios  ejemplos  de 
entregas  de  delincuentes  pedidas  ó  concedidas.  (Los  atenien- 
ses  se  resolvieron  á  entregar  á  cualquiera  que  atentase  contra 
la  vida  de  Filipo  de  Macedonia;  los  romanos  pidieron  á  Car- 
tago  la  entrega  de  Aníbal,  etc.)  En  la  Edad  media  se  presen- 
tan  ya  en  el  siglo  xiv  ejemplos  de  pactos  para  la  entrega  de 
rebeldes  y  adversarios,  y  en  el  xv  (1499)  se  celebra  uno 
entre  España  y  Portugal  (inserto  en  la  Novísima,  lib.  XIL 
título  XXX  VI).  Tales  convenciones  se  refieren  en  su  may 
parte  á  herejes,  perjuros  y  traidores.  Principian  los  tratad 
de  extradición  á  menudear  en  el  siglo  xvín  (uno  de  los  m 
notables  es  el  de  1765  entre  España  y  Francia),  pero  aunq 
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en  ellos  se  comprendan  algunos  delitos  comunes  de  especial 
gravedad,  se  refieren  principalmente,  al  revés  de  ios  moder- 
nos, á  los  crímenes  políticos.  Tales  convenciones  sa  concluiau 
más  como  servicio  de  aliados  que  no  cual  común  esfuerzo  para 
la  persecución  del  crimen.  Este  carácter  tienen  los  ca¡gi  infini- 
tos celebrados  desde  1850  acá,  habiendo  pensado  ya  algunos 
publicistas  en  la  conveniencia  de  la  redacción  de  un  tratado 
único.  Mr.  Bernard,  el  autor  de  uno  de  los  libros  mé,a  comple- 
tos sobre  esta  materia,  es  el  más  entusiasta  defensor  de  tal 
idea,  de  no  muy  fácil  realización  y  de  utilidad  dudoda, 

(11)  Los  tratados  de  extradición  actualmente  vigentes  en 
España  son,  por  orden  de  fechas,  los  siguientes: 

Andorra,  17  de  Junio  de  1840  (T.  I,  201).— Aas tria-Hun- 
gría, 17  de  Abril  de  1861  (T.  HI,  207).— Marruecos,  20  da 
Noviembre  de  1861  (T.  HI,  260). —Portugal,  5  de  Junio 
de  1867  (T.  VI,  13).— ItaUa,  3  de  Junio  de  1868  (T.  VI,  1),~ 
Bélgica,  17  de  Junio  de  1870  (T.  VI,  251)  (protocolo  adicio- 
nal 28  de  Enero  de  1876)  (T.  Vil,  119).  —Brasil,  16  de  Mar* 
zo  de  1872  (T.  VI,  333).— Francia,  14  de  Diciembre  de  1877 
(T.  Vn,  265).— Alemania,  2  de  Mayo'de  1878  (T.  Vil,  285).— 
Luxemburgo,  5  de  Septiembre  de  1879  (T.  Vil,  439).  —Ar- 
gentina, 7  de  Mayo  de  1881  (T.  Vm,  153).  — Mójico,  17  de 
Noviembre  de  1881  (T.  VITE,  163). —Monaco,  3  de  Abrü 
de  1882  (T.  VITE,  211).  — Suiza,  31  de  Agosto  de  18i53 
(T.  vm,  363)  .  — Salvador,  22  de  Noviembre  de  1884 
(T.  vm,  437).  — Suecia  y  Noruega,  15  de  Mayo  de  1885 
(T.  vm,  471). —Uruguay,  28  de  Noviembre  de  1885 
(T.  rX,  1)  .  —  Rusia,  *V„  de  Abrü  de  1888  (T.  IX,  3:39)  .— 
Dinamarca,  12  de  Octubre  de  1889  (T.  IX,  375)  ,  ^  Colom- 
bia, 23  de  Julio  de  1882  (T.  X,  329).— Venezuela,  22  de  Ene- 
ro de  1894  (T.  XI,  3).— Países  Bajos,  29  de  Octubre  de  1894 
(T.  XI,  143).— Liberia,  12  de  Diciembre  de  1894  (T.  XI.  161). 
Congo,  30  de  Julio  de  1895  (T.  XI,  235) .  -Guatemala,  7  de 
Noviembre  de  1895  (T.  XI,  267)  .  —Chile,  30  de  Diciembre 
c  .  1895  (T.  XI,  277).— Costa  Bica,  16  de  Noviembre  de  1896 
(  '.  XI,  563).  —  Perú,  23  de  Julio  de  1898  (Qaceía  de  Madrid 
c     2  de  Febrero  de  1902). 

El  tratado  con  los  Estados  Unidos  de  5  de  Enero  de  1877 


ayo  PARTE  BSFKCIAL 

quedó  sin  vigor  en  virtud  de  la  declaración  de  guerra,  como 
todos  los  demás  pactos  celebrados  con  dicha  potencia,  (ResX 
decreto  de  24  de  Abrü  de  1898.)  Creemoa  que  actualmente  se 
negocia  el  nuevo.  *  I 

(12)  Algunas  naciones  tienen  leyes  especiales  de  eztradi-     | 
ción  determinando  las  condiciones  con  las  que  podrá  otorgarse 
la  extradición  y  el  procedimiento  en  la  concesión  de  la  misma: 
Bélgica  (1.^  de  Octubre  de.  1833,  que  fué  por  última  vez  mo- 
dificada en  15  de  Marzo  de  1874),  Holanda  (6  de  Abril  de  1875), 
Luxemburgo  (13  de  Marzo  de  1870),  Inglaterra  é  Irlanda     | 
(Extradition  Act,  1 870,  33  y  34  Vict.  c.  52),  Extradition  Act,  1873     j 
(36  y  37  Vict.  c.  66),  Canadá  (27  de  Abiil  de  1877)  y  Suiía     | 
(ley  de  22  de  Junio  de  1892).  En  otras  naciones  existen  en  vía 
de  proyecto,  v.  g.,  en  Francia,  Italia  y  Rusia.  En  Espam  ca-     I 
recemos  aún  de  una  ley  sobre  la  extradición  (si  bien  á  tines 
de  1882  presentó  un  proyecto  el  diputado  señor  D.  Emilio 
Nieto  al  Congreso). 

Los  siguientes  artículos  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal 
se  refieren  únicamente  al  modo  como  deberán  los  tribunales  es- 
pañoles solicitar  la  extradición  de  un  reo  refugiado  al  extran- 
jero. 

«Art.  824.  Los  fiscales  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal 
Supremo,  cada  uno  en  su  caso  y  lugar,  pedirán  que  el  juez  ó 
tribunal  proponga  al  gobierno  que  solicite  la  extradición  de 
los  procesados  ó  condenados  por  sentencia  firme  cuando  sea 
procedente  con  arreglo  á  derecho. 

»Art.  825.  Para  que  pueda  pedirse  ó  proponerse  la  extra- 
dición será  requisito  necesario  que  se  haya  dictado  auto  mo* 
tivado  de  prisión  ó  recaído  sentencia  firme  contra  los  acusadc^ 
á  que  se  refiera. 

»Art.  826.  Sólo  podrá  pedirse  ó  proponerse  la  extradición: 

» 1  .^  De  los  españoles  que  habiendo  delinquido  en  España 
se  hayan  refugiado  en  país  extranjero. 

j>2.^  De  los  españoles  que  habiendo  atentado  en  el  ext~""ir 
jero  contra  la  seguridad  exterior  del  Estado  se  hubiesen  i* 
fugiado  en  país  distinto  del  en  que  delinquieron. 

»3.*^  De  los  extranjeros  que  debiendo  ser  juzgados  en  *- 
paña  se  hubiesen  refugiado  en  un  país  que  no  sea  el  suy 
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lArt.  827.  Procederá  la  petición  de  extradición: 

»1.^  En  lo9  casos  que  se  determinen  en  los  tratados  vigen- 
tes con  la  potencia  en  cuyo  territorio  se  hallase  el  individuo 
reclamado. 

»2.^  En  defecto  de  tratado,  en  los  casos  en  que  la  extradi- 
ción proceda,  según  el  derecho  escrito  ó  consuetudinario  vi- 
gente en  el  territorio  á  cuya  nación  se  pida  la  extradición. 

»3.^  En  defecto  de  los  dos  casos  anteriores,  cuando  la  ex- 
tradición sea  procedente,  según  el  principio  de  reciprocidad. 

»Art.  828.  El  juez  ó  tribunal  que  conozca  de  la  causa  en 
que  estuviere  procesado  el  reo  ausente  en  territorio  extran- 
jero será  el  competente  para  pedir  su  extradición. 

5>Art.  829.  El  juez  ó  tribunal  que  conociere  de  la  causa 
acordará  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte,  en  resolución  funda- 
da, pedir  la  extradición  desde  el  momento  en  que,  por  el  es- 
tado del  proceso  y  por  su  resultado,  sea  procedente  con  arre- 
glo á  cualquiera  de  los  números  de  los  artículos  826  y  827. 

»Art.  830.  Contra  el  auto  acordando  ó  denegando  pedir  la 
extradición  podrá  interponerse  el  recurso  de  apelación  si  lo 
hubiese  dictado  un  juez  de  instrucción. 

»Art.  831.  La  petición  de  extradición  se  hará  en  forma  de 
suplicatorio  dirigido  al  ministro  de  Gracia  y  Justicia. 

»Se  exceptúa  el  caso  en  que  por  el  tratado  vigente  con  la 
nación  en  cuyo  territorio  se  hallare  el  procesado  pueda  pedir 
directamente  la  extradición  el  juez  ó  tribunal  que  conozca  de 
la  causa. 

»Art.  832.  Con  el  suplicatorio  ó  comunicación  que  haya  de 
expedirse,  según  lo  dispuesto  en  el  articulo  anterior,  se  remi- 
tirá testimonio  en  que  se  inserte  literalmente  el  auto  de  extra- 
dición, y  en  relación  la  pretensión  ó  dictamen  fiscal  en  que  se 
haya  pedido,  y  todas  las  diligencias  de  la  causa  necesarias 
para  justificar  la  procedencia  de  la  extradieión  con  arreglo  al 
número  correspondiente  del  art.  826  en  que  aquélla  se  funde. 

»Art.  833.  Cuando  la  extradición  haya  de  pedirse  por  con- 
^~cto  del  ministro  de  Gracia  y  Justicia  se  le  remitirá  el  s\i- 
j  Lcatorio  y  testimonio  por  medio  del  presidente  de  la  Audien- 
c  i  respectiva.  Si  el  tribunal  que  conociere  de  la  causa  fuese 
€  Supremo  ó  su  Sala  segunda,  los  documentos  mencionados 
a    remitirán  por  medio  del  presidente  de  dicho  tribunal.» 
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(13)  Como  ejemplos  de  la  verdad  de  la  doctrina  que  un  Es- 
tado puede  pedir,  aun  sin  tratado,  la  entrega  de  un  criminal 
refugiado  en  otro,  á  éste  que  tiene  el  deber  mam  i  de  concedér- 
sela, pueden  citarse  las  extradiciones  de  Arguelles  en  1S64 
por  los  Estados  Unidos  á  España,  y  la  de  Tweed  en  1876, 
por  ésta  á  aquéllos  como  justa  reciprocidad.  Arguelles,  gober- 
nador de  un  distrito  en  la  isla  de  Cuba,  vendió  un  cargamen- 
to de  ciento  cuarenta  esclavos,  que  había  apresado  en  uso  de 
sus  funciones,  fugándose  después  á  los  Estados  Unidos.  El 
ministro  español  en  Washington  pidió  la  entrega  fundándose 
en  la  gravedad  del  crimen  y  en  que  era  indispensable  la  pre- 
sencia de  Arguelles  en  Cuba  para  dar  libertad  á  los  infeUoes 
esclavos;  en  14  de  Abril  el  Asmtant  Secretary  of  State  contestó 
que  si  el  capitán  general  de  Cuba  mandaba  un  delegado  á  Nue- 
va York  se  haría  lo  posible  para  entregarle  Arguelles.  Efec- 
tivamente, el  19  de  Mayo  de  1864  llegaba  Arguelles  con  el 
ayudante  del  capitán  general  á  la  Habana.  Mr.  Lewend,  al 
comunicar  esta  decisión  del  presidente  al  Congreso,  aunque 
reconoció  que  no  existia  tratado  de  extradición  alguno  entre 
España  y  los  Estados  Unidos,  declaró  que  el  gobierno  de  éatod 
no  había  hecho  mas  que  ejercer  un  acto  de  comitas,  usando  el 
presidente  las  prerrogativas  que  le  conceden  el  derecho  de 
gentes  y  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos.  Se  intentó  nn 
voto  de  censura  en  el  Senado,  pero  fué  desechado  por  una 
gran  mayoría.  (Lawrence  [W.  B.],  Com.  IV,  pág.  397  y  si- 
guientes. Dana's  Wheaton,  página  183). 

Instituto  del  Derecho  internacional.  Res.  2.  ^Vextradití€m 
iCestpractiquée  d'une  maniere  síl^e  et  repuliere  que  s'il  y  a  des  trai- 
tes, et  ilest  á  désirer  que  ceux-ci  deviennent  de  plus  enplusnom  In-eius.  a 

Res.  3.  (íToutefois  ce  ne  sont  pas  les  traites  seuls  qui  fí»u  di 
Vextradition  un  acte  conforme  au  droit,  et  elle  peut  s'*opérer  na'fitt 
en  tahsence  de  tout  lien  contractuel.» 

(14)  La  doctrina  moderna  reprueba  casi  unánime  el  princi- 
pio de  la  no  extradición  de  los  nacionales  que  carece  de  b''^ 
jurídica  en  que  apoyarse  pueda;  Bar  es  casi  el  único  autor  b 
merecida  fama  que  deñende  este  principio,  aceptado  como 
concuso  por  las  legislaciones  nacionales  y  los  tratados,  amib  e 
confiesa  que  si  se  funda  en  la  desconfianza  en  el  espíritu     o 
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jnsticia  del  Estado  extranjero,  se  habría  de  llegar  á  negar  en 
general  toda  extradición.  Él  lo  basa  en  qne  el  subdito  tiene  un 
derecho  indiscutible  á  residir  en  su  patria,  y  que  es  más  pro- 
pio que  le  procesen  en  esta  última  sus  jueces  naturales  que  no 
otros  extranjeros.  A  tan  débiles  argumentos,  que  hacen  de  la 
dificultad  supuesto,  contestan  victoriosamente  Calvo  (§1.255), 
Martens  (F.  de),  Renault  en  su  Rapport  al  Instituto,  etc. 

A  nuestros  Pando  y  Bello  les  cabe  la  honra  de  haber  procla- 
mado el  buen  principio  en  los  siguientes  términos:  «Como  la 
entrega  del  delincuente  nace  del  derecho  que  tiene  cada  Esta- 
do para  juzgar  y  castigar  los  delitos  cometidos  dentro  de  su 
jurisdicción,  se  aplica  igualmente  á  los  subditos  del  Estado  á 
quien  se  pide  la  extradición  que  á  los  del  Estado  que  la  soli- 
cita y  á  los  de  otro  cualquiera.»  (Bello,  ob.  cit.,  I,  pág.  184.) 
Efectivamente,  esta  es  la  verdad;  la  actual  práctica  se  basa 
únicamente  en  una  exageración  del  amor  propio  nacional.  Sólo 
en  el  lugar  en  el  que  se  cometió  el  crimen  puede  precederse 
del  modo  debido  á  la  instrucción  del  proceso;  allí  residen  los 
testigos  oculares  que  podrán  declarar  en  su  lengua,  y  los  jue- 
ces definir  la  causa  atendiendo  á  la  inspección  ocular  del  lugar 
del  crimen,  etc.,  etc.  En  el  famoso  caso  de  Towmlle,  inglés 
que  había  despeñado  á  su  mujer  en  el  Tirol,  ¿cómo  habría  po- 
dido juzgarse  en  la  Gran  Bretaña?  Hay  un  burdo  sofisma  con 
el  que  se  pretende  justificar  todas  las  paradojas  que  desfigu- 
ran por  completo  al  derecho  penal  internacional,  y  es  la  dife- 
rencia en  las  leyes  penales  y  de  procedimientos  de  los  distin- 
tos Estados.  Mas  ¿es  esto  hoy  cierto  por  ventura?  ¿Es  justo 
crean  las  naciones  unas  de  otras  que  en  ellas  domina  la  arbi- 
trariedad, la  crueldad  y  la  tiranía?  Y  si  fuese  cierta  máxima 
tan  repugnante  en  su  esencia  al  principio  de  la  sociedad  inter- 
nacional, ¿por  qué  se  entrega  á  los  extranjeros?  ¿Es  que  se  re- 
servan la  compasión  y  la  piedad  para  los  nacionales? 

El  Instituto  de  Derecho  internacional,  en  su  sesión  de 
Oxford:  Res.  6.  ^ Entre  pays  dont  les  législations  criminelles  re- 
jH  eraient  sur  des  bases  analogues  et  qui  auraient  une  mutuelle 
€c  Jtance  dans  leurs  institutions  judiciaires,  Vexíraditian  des  natio- 
ju  %x  serait  un  moyen  cPassurer  la  honne  administraHon  de  la  justice 
pt  ale,  parce  qu'on  doit  considérer  comme  désirable  que  la  juridiction 
d\  roBUM  DBLiCTi  coMMissi  soit  autant  que  possible,  appelée  á  Ju- 
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ger,^  La  resolución  sigxdente  hace  una  distmción  que  los  mil- 1 
mos  adversarios  de  la  extradición  de  loa  nacionales  (Bar,  por 
ejemplo),  se  ^^en  obligados  á  reconocer: 

Res.  7.  <kEnadmetant  méme  la  pratiqae  actuúlle  que  soitítraü  k$ 
nationaux  a  rextradition,  on  ne  devrait  pas  teñir  compte  cfune  natío- 
nalité  adquise  seulement  depuis  la  perpétration  du  Jait  pour  kqwel 
rextradition  est  reclamée» . 

A  pesar  de  esto  los  tratados  de  extradición  y  las  leyes  cri- 
minales defienden  aún  el  principio  de  la  no  extradición;  las 
legislaciones  belga,  francesa  y  alemana  lo  disponen  expresa- 
mente; los  Estados  unidos  ó  Inglaterra  son  la  única  excepción 
laudable  en  tal  materia,  obedeciendo  al  principio  territorial  de 
que  el  lugar  del  crimen  y  no  la  nacionalidad  del  reo  dan  la 
competencia  á  sus  tribunales. 

En  la  ley  española  no  hay  precepto  ninguno  concreto  que 
prohiba  la  extradición  de  los  nacionales,  pero  ya  han  tenido 
buen  cuidado  los  diplomáticos,  al  negociar  los  convenios,  de 
hacer  consignar  esta  cláusula  en  los  tratados.  Se  encuentra 
en  los  celebrados  con  el  Brasil  (1.*^),  Alemania  (3.*^),  Fran- 
cia (1.^),  Bélgica  (5.0),  Italia  (5.%  República  Argentina  (3. *'), 
Países  Bajos  (1.^),  Portugal  (1.^),  Rusia  (3.^),  que  advierte 
que  cada  gobierno  será  libre  de  concederla  ó  rehusarla,  Mo- 
naco (1.0),  Méjico  (4.0),  Suiza  (l.o),  Salvador  (3.o),  Luxem- 
burgo  (5.0),  Uruguay  (3.o),  Dinamarca  (2.0),  Colombia  (2.0), 
Venezuela  (4.o),  Liberia  (3.o),  Congo  (5.o),  Guatemala  (4.^), 
Chile  (7.0),  Costa  Rica  (4.0),  Perú  (G.o)..  En  algunos  de  ellos 
se  consigna,  sin  embargo,  que  cada  gobierno  procurará  en  tal 
caso  procesar  y  hacer  condenar  á  su  vez  á  los  nacionales  de- 
lincuentes, dado  que  se  pruebe  el  delito,  para  lo  cual  propor- 
cionará el  otro  todos  los  medios  de  prueba  que  sean  necesa- 
rios. [Argentina  (3.o),  Belga  (5.0),  Italiano  (5.o),  Luxembur- 
go  (5.0),  Salvador  (3.o),  Rusia  (3.0),  Suiza  (9.o),  Méjico  (19.o), 
Uruguay  (o.Oj,   Colombia  (2.0),  Venezuela  (2l.O),  Guatema- 
la (20. 0),  Chile  (7. 0),  que  añade  que  el  país  reclamante  deberá 
producir  la  prueba  en  el  lugar  que  se  cometió  el  delito     ^ 
cual,  demostrada  su  autenticidad  y  correcta  sustanciaci     , 
tendrá  el  mismo  valor  que  si  se  hubiera  rendido  en  el  In;    r 
del  juicio.  Costa  Rica  (18. o),  Perú  (6.0).]  Se  exceptúa  de      I 
inmunidad  á  aquellos  que  se  hubiesen  naturalizado  después     i 
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cometer  el  crimen,  en  los  celebrados  con  el  Brasil  (2.^},  €on 
Méjico  (4.^),  con  Venezuela  (4.^),  con  Liberia  (3.*^),  con  Gua- 
temala (4.°),  con  Costa  Eica  (4.°).  En  cambio  el  tratado  con 
Dinamarca  exceptúa  también  de  extradición  á  los  extranjerotí 
fijados  y  domiciliados  en  el  país,  á  no  ser  que  se  solicite  la 
extradición  antes  de  haber  cumplido  el  delincuente  dos  anos 
del  domicilio  en  territorio  danés  (art.  2.^). 

No  ha  alcanzado  Inglaterra  que  España  aceptase  sus  racio- 
nales principios.  Se  obliga  á  entregarnos  á  todos  (all  per^om) 
los  que  están  acusados  ó  convictos  de  determinados  crímenes. 
España  exceptúa,  en  cambio,  sus  propios  subditos  (art.  1.^). 
Esto  es  otra  prueba  evidente  de  que  no  es  la  reciprocidad  con  - 
dición  indispensable  en  los  tratados  de  extradición. 

(15)  «Por  la  Revolución  de  Julio  logró  elevarse  á  un  prin- 
cipio fijo  de  derecho  la  no  extradición  de  los  delincuentes  polí- 
ticos, y  fué  formulado  por  vez  primera  en  el  tratado  franco- 
belga  de  1834  que  ha  servido  de  modelo  á  todos  los  demás  on 
este  materia.»  (Dollman  Ausliefenmg,  en  Bluntschli  Staalsmor- 
terbuch,)  Desde  entonces  á  ahora  se  ha  hecho  la  doctrina  in- 
concusa, tanto  en  la  ciencia  como  en  los  tratados.  Considérase 
á  los  emigrados  políticos  como  desgraciados  ilusos  inspirados 
por  un  noble  y  elevado  fin  más  bien  que  verdaderos  crimina- 
les; se  teme  que  dada  la  pasión  de  los  partidos  políticos  y  am 
recíproco  odio,  se  castigue  de  un  modo  cruel  al  culpable  ó  a© 
juzgue  con  injusta  parcialidad  'al  inocente.  Así  piensan  los 
sensatos  Bar,  Heffter,  Bluntschli,  Woolsey,  Funck- Bren  ta- 
ño, etc.,  y,  por  supuesto,  nuestros  compatriotas  Bello  y  Pan- 
do... hasta  el  mismo  prudentísimo  Riquelme.  El  único  argu- 
mento serio  que  se  ha  hecho  para  defender  esta  tesis  es  el  de 
Bluntschli.  Siendo  como  dice  la  extradición  una  ayuda  f^ue 
presta  un  Estado  á  otro  para  realizar  el  derecho  violado  por 
el  delito,  no  tiene  razón  de  ser  cuando  el  primero  está  conven- 
cido que  la  ley  ofendida  protege  y  funda  una  injusticia.  DoU- 
mj  n  ya  se  atrevió  en  1857  á  sostener  que  no  había  ningún 
m(  ;ivo  jurídico  para  distinguir  en  la  extradición  los  delitos 
po  [ticos  de  los  comunes,  y  Martens  (F.  de)  se  ha  opuesto 
tai  ibión  al  común  modo  de  pensar  proclamando  que  debe  tam- 
bi^  1  tener  lugar  por  estos  últimos.  Gracia  y  de  Parejo,  en  su 
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erudito  estudio  sobre  la  extradición,  reconoce  también  qne 
en  teoría  tal  excepción  no  tiene  baso  ninguna  seria  en  qué 
apoyarse. 

Efectivamente,  porque  en  Francia  está  adoptada  la  forra* 
republicana,  ¿el  Estado  francés  ha'  de  considerar  que  no  es  im 
acto  criminal  el  de  la  violación  de  la  constitución  monárquica 
de  España?  ¿No  se  trata  de  una  ley  al  fín  y  al  cabo  tan  respe- 
table como  las  otras?  (y  más  aún,  ya  que  en  ella  reposan  la  li- 
bertad y  la  seguridad  de  los  ciudadanos).  ¿Qué  intervención 
más  odiosa  y  repugnante  no  es  el  acoger  en  su  seno,  prestan- 
doles  amoroso  é  inviolable  abrigo  á  los  conspiradores  y  eiie- 
migos  del  Estado  extranjero,  mientras  que  se  sujeta  á  todo^ 
los  rigores  de  la  extradición  al  criminal  vulgar?  Los  müit&rea 
que  faltando  al  honor  de  su  bandera  han  dirigido  abortadas 
pronv/nciavnientos  sacrificando  á  su  ambición  y  orguUo  mulares 
de  vidas  inocentes,  los  ministros  y  funcionarios  públicos  que 
han  hecho  de  sus  elevados  cargos  tienda  vergonzosa  de  repug- 
nante tráfico,  pueden  dormir  tranquilos,  nadie  atentará  al  j Tía- 
to  reposo  que  merecen;  el  derecho  internacional  moderno  les 
declara  inocentes,  aunque  las  conciencias  honradas  les  dasig- 
nen  como  los  más  infames  de  todos  los  criminales;  (la  extradi- 
ción y  todo  su  aparato  se  reserva  para  el  infeliz  que  en  un 
momento  de  obcecación  cometió  un  asesinato,  para  el  cajero 
que  para  satisfacer  necesidades,  á  su  parecer  imprescindi- 
bles, se  aka  con  unas  cuantas  pesetas  del  tesoro  de  su  prin- 
cipal! 

Hoy,  sin  embargo,  hay  que  confesar  que  son  ya  pocos  hé 
que  proclaman  el  principio  de  la  no  extradición  en  toda  m 
dureza.  Bluntschli  mismo  reconoce  que  en  las  federacioDea  y 
confederaciones  se  impone  de  rigor,  ya  que  es  medida  de 
común  interés,  y  acepta  después  en  general  que  cuanto  mavor 
sea  la  semejanza  de  las  instituciones  políticas  de  dos  pueblos, 
más  posible  será  la  extradición  de  los  delincuentes  politicón. 
A  más,  no  queda,  por  fortuna,  ningún  autor  serio  y  hcín  - 
que  crea,  como  Bello  y  Pando,  que  la  lesa  majestad  sea  sólo  V 
lito  á  los  ojos  de  usurpadores  y  tiranos,  reconócese  ya,  po  el 
contrario,  que  un  jefe  de  Estado  tiene  á  lo  menos  tanto  d  b- 
cho  á  la  vida  como  los  demás  hombres,  y  se  niega  á  tales  a  y 
tados  el  carácter  de  delito  politice,  ó  mejor  (y  en  esto  sr    ^ 
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muestra  la  falsedad  de  la  teoría)  el  de  delito  político  que  me- 
rezca impunidad.  También  se  reconoce  que  en  aqnelloB  deli- 
tos juris  gerUium  que  son  el  horror  de  todo  hombre  que  vive 
en  sociedad,  como  son  los  de  los  nihilistas  y  dinamiteros,  es 
imposible  conceder  asüo  alguno  á  los  que  los  cometen,  «seres 
que  no  aspiran  á  ideal  político  alguno  admisible  en  el  ^eno  del 
mundo  civilizado,  sino  que  desean  únicamente  destruir  todo 
orden  social  y  aniquilar  todos  los  ideales  políticos  y  cultos.» 
(Martens,  F.  de,  tr.  al.  11,  páginas  428  y  29.)  Y  si  bo  baataee 
eso,  no  están  acordes  los  escritores  en  determinar  cuándo  el 
motivo  político  debe  excluir  la  extradición  por  el  delito  coman 
con  él  conexo,  ya  que  debe  evitarse  (como  pasa  casi  siempre 
en  las  amnistías)  que  se  quieran  excusar  los  robos,  asesinatos 
y  falsificaciones  con  un  pretendido  ñn  político.  Unos  lo  bus- 
can en  el  fín  último,  otro  en  los  medios,  otro  en  el  objeto  y  los 
últimos  en  el  carácter  de  los  derechos  (Rechtsgüter)  por  el  de- 
lito violados.  La  dificultad  es  insuperable:  )á  cuántas  contra- 
dicciones lleva  un  principio  falso! 

Según  F.  de  Martens  deben  someterse  á  extradición  r 

1.^  Los  individuos  que  hayan  cometido  un  delito  común 
(v.  g.,  asesinato,  envenenamiento,  voladura  (Sprengung)  de  fe- 
rrocarriles, falsificación  de  monedas,  etc.)  aunque  hayan  sido 
impulsados  por  un  motivo  político.  De  esto  se  sigue  que  el  titen* 
tado  contra  la  vida  ó  la  salud  de  un  jefe  de  Estado  es  siempre 
un  delito  causa  de  extradición,  aunque  su  autor  haya  obrado 
impulsado  por  motivos  políticos. 

2.^  Los  individuos  que  durante  una  guerra  civil  ó  una  re- 
volnción  han  cometido  una  acción  criminal  que  no  esté  legiti- 
mada por  motivo  político  alguno  y  que  se  halle  al  miiymo  tiem- 
po condenada  por  las  leyes  y  los  usos  de  la  guerra,  cuyo  carác- 
ter obligatorio  es  por  ambas  partes  combatientes  reconocido. 

3.^  Los  individuos  que  son  culpables  de  delitos  conexos  6 
complejos,  en  tanto  que  el  delito  común  en  cuestión  no  aparez- 
ca como  medio  indispensable  para  la  realización  del  delito  po- 
lítico principal. 

Las  condiciones  que  impone  Martens  á  la  extradición  de  los 
colpables  de  delitos  políticos,  y  que  nosotros  aceptamos  para 
desvanecer  los  últimos  escrúpulos  de  los  sensibles,  son  las  ai- 
H^uientes: 

Tomo  I.  9|) 
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a)  Que  se  garantice  formalmente  que  el  extraído  Ber¿  juz- 
gado de  un  modo  imparcial. 

b)  Que  lo8  motivos  políticos-  no  ocasionen  ninguna  sgrava- 
ción  en  la  pena. 

c)  Que  el  proceso  no  será  tramitado  en  forma  extraordina-      j 
ría,  sino  que  se  seguirá  ante  los  tribunales  comunes. 

También  Lammasch  opina  que  no  debe  considerarse  como      ^ 
delito  político  el  homicidio  (Mord)  que  no  se  haya  cometidr) 
durante  una  lucha  abierta,  in  einen  offenen  Kampfe),  desechao- 
do  justamente  la  ambigua  fórmula  del  Instituto. 

Este  es  el  máximum  de  principios  racionales  que  puede  con^ 
seguirse  acepte  la  ciencia  contemporánea  y  que  indudablemen- 
te-siempre  es  mejor  que  no  el  sistema  consignado  en  las  reso- 
luciones siguientes  del  Instituto  en  Oxford. 

Res  .13.  «  Vextradition  ne  peut  avoir  lieu  pour  faiU  poUHqnes,^ 

Res.  14.  tL'Btat  requü  appréde  souverainement,  d^aprds  les  cir 
constances,  si  lefait  á  raison  duquel  Vextradition  est  reclaméeac* 
non  un  caractére  polüique. 

itDans  cette  apprédatien  il  doit  sHnspirer  des  deux  idees  ^uivanU^. 

»a)  Les  faits  qui  réunissent  íous  les  caracteres  de  crimes  dedrott 
commun  (assassinats,  incendies,  vols)  ne  doivent  pas  étre  escepU* 
de  Vextrüdition  á  raison  seulement  de  Vintention  polUique  de  leun 
auteurs, 

»b)  Pour  apprécier  les  faits  conclus  au  cours  d*une  réhelUan  poli- 
tique,  d*une  iTisurrection  ou  cCune  guerre  cimle,  il  faut  se  demande f 
sHls  seraient  ou  non  excuses  par  les  usages  de  la  guerre íí  (a), 

(a)  En  la  sesión  de  Ginebra  de  1892  fueron  modificadas  las  resoluciones  13  j  U 
en  la  siguiente  forma:  , 

Bes.  13.  •L'extradition  ne  peut  étre  admisa  pour  crimes  ou  delito  purement  po- 
Utlques.  Elle  ne  sera  pas  admise  non  plus  pour  infractions  mlxtes  ou  coDneze< 
k  des  crimes  ou  delits  polltiques,  aussi  appelées  delits  politiques  relatífe  á  moia^ 
toutefols,  qu'll  ne  s'agisse  des  crimes  les  plus  graves  au  polnt  de  vue  de  la  moni^ 
et  du  droit  conunun  tels  que  Tassassinat,  le  meurtre,  rempoissonnement,  lea  mnt^' 
attona  et  les  blessures  graves  volontaires  et  premeditées,  les  tentativas  de  crin^ 
de  oe  genre  et  les  attentats  aux  proprletés  par  incendie,  explosión,  inondatlQCL 
aussi  que  les  vols  graves,  notamment  ceux  qul  sont  commis  a  main  armée  etarec 
Tlolenoes. 

En  ce  qui  concerne  les  actes  commis  dans  le  cours  d*une  insurrection  on  i  «^ 
guerre  civile  par  Tune  ou  Tautre  des  parties  engagées  dans  la  lutte  et  dans  Vi  ^ 
ret  de  sa  cause,  lis  ne  pourront  donner  lieu  á  extradition,  que  s'ils  constltaeD  •* 
actes  de  barbare  odleux  et  de  vandalismo  defendus  suivant  les  lois  de  la  gu  ?^ 
et  seulement  lorsque  la  guerre  civile  a  prls  ñn.» 

Bes.  14.  iNe  sont  polnt  reputes  delits  politiques  au  point  de  vue  de  l'app     i- 
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Res.  15.  €En  toiU  cas,  Vewtradition  paur  crime  ayant  tout  á  U 
fots  le  caractére  de  crime  politique  et  de  crime  de  droit  commun,  ne 
devra  itre  accordée  que  si  VEtat  requérant  donne  Passurance  que 
Vextradé  ne  sera  pas  jugé par  des  ¿ribunaua  d'exception. » 

Los  gobiernos,  en  su  diaria  lucha  con  la  revolución,  han 
^comprendido  muy  pronto,  en  virtud  de  penosos  escarmientos, 
la  gravísima  herida  que  al  orden  internacional  y  social  infiere 
^  principio  absoluto  de  la  no  extradición  de  los  delincuentes 
políticos.  En  1854  habían  negado  los  tribunales  belgas  la  ex- 
tradición de  Celestino  Jacquin,  que  había  colocado  una  má- 
quina infernal  en  la  vía  férrea  de  Lille  á  Calais  para  hacer 
Tolar  al  tren  que  conducía  á  Tournay  á  Napoleón  m.  Dichos 
magistrados  apoyaron  fundadamente  su  negativa  en  que  el 
tratado  de  extradición  exceptuaba  los  delincuentes  políticos. 
Hallóse  el  gobierno  belga  entonces  en  gravísimo  conflicto  en- 
tre sus  deberes  internacionales  y  el  apoyo  que  debía  prestar 
al  asilado  Jacquin  en  virtud  de  la  ley  de  1833  y  no  halló  otro 
remedio  que  modificarla  por  otra  de  22  de  Mayo  de  1856.  En- 
tonces se  enmendó  también  el  tratado  de  extradición  de  1834 
«con  aquella  nación,  en  22  de  Septiembre  de  1856,  insertándose 
por  primera  vez  la  famosa  cláusula  de  atentado  en  esta  forma: 
€Ne  sera  pas  reputé  délit  politique,  nifaii  connewe  á  un  semblable 
délit,  Vattentat  contre  la  personne  du  che/  d^un  gouvemement  étran- 
jer  ou  contre  celle  d\n  membre  de  sa  famille,  lorsque  cet  attentat 
consliiue  le/ait,  soit  de  meurtre,  soit  d^assassinat,  soit  d'empoison- 
nement.T^  Este  artículo  se  halla  ya  hoy  reproducido  en  la  mayor 
parte  de  los  tratados  posteriores  de  extradición;  únicamente 
Inglaterra,  Italia  y  Suiza  se  han  negado  á  incluirlo  en  los 
suyos.  El  parlamento  alemán  en  1881  aprobó  una  proposición 
del  ilustre  católico  Windhorst  recomendando  la  inclusión  en 
los  tratados  de  Alemania  de  la  mencionada  cláusula.  En  el 
mismo  año  el  gobierno  ruso  propuso  á  los  gobiernos  europeos 
la  reunión  de  una  conferencia  para  ponerse  de  acuerdo  acerca 
la  inclusión  en  los  tratados  de  extradición  de  una  cláusula 
que  exceptuase  de  la  consideración  de  delito  político  todo  caso 
de   asesinato  y  envenenamiento  de  los  jefes  de  Estado  y  la 

tf  OH  des  regles  qnl  préoédent,  les  falts  délictueux  qnl  sont  diriges  contre  les  ba- 
iles de  toute  organisation  sociale  et  aon  pas  seulement  contre  tel  Btat  determinó 
«o.  oontre  telle  forme  de  gouvemement.» 
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tentativa,  complicidad  ó  preparación  de  semejanteB  cdiBenes. 
Los  gobiernos  de  Anstria,  Alemania,  Francia  y  aun  las  miiimag 
Italia  é  Inglaterra  demostraron  su  aprobacLÓn  á  tal  idea. 

En  los  tratados  concluidos  por  Rusia  con  los  Estados  ale- 
manes Frusia  y  Baviera  (ardid  ingenioso  da  Bismarok  para 
evitar  la  probable  oposición  de  los  liberales  del  Eeidistag  si 
Sd  hubieran  pactado  para  toda  Alemania)  se  incluye  la  ai^uien* 
te  cláusula  que  supone  otra  limitación  grandísima  i  La  remanto 
práctica:  <íZa  circonstance  que  le  crine  cm  déíit  a  été  commis  dans 
im  but  politique  ne  pourra  en  aucun  eos  servir  de  camse  pour  r^m*er 
Vextradition,'!*  Se  halla  también  en  el  nuevo  del  mi^mo  imperio 
con  España  (art.  4.°). 

Observando  lo  preceptuado  en  el  art.  2.^  de  la  ley  de  4  de 
Diciembre  de  1855,  en  todos  los  tratados  españoles  se  exoep* 
túan  de  la  extradición  los  delitos  políticos  (Alemania,  6,*^;  Aus* 
tria,  3.<^;  Bélgica,  3.^;  Brasil,  9.^;  Erancia,  3.^;  Méjico,  6,^; 
Inglaterra,  4.<^;  Italia,  3.^;  Holanda,  6.o-  Portugal,  lOj  Mó* 
n€U50,  4.^;  Suiza,  5.^;  Suecia,  5.**;  Uruguay,  4,*^;  Colombia,  5,*^; 
Venezuela,  3.^  y  5.*^  [véase  nota  A];  Liberia,  3.^í  Congo,  3,*^; 
Guatemala,  3.^  y  5.0;  Chile,  6.<>;  Costa  Bica,  3,^  y  6.«;  Pe- 
rú, 3.^).  El  tratado  con  Dinamarca  no  dice  nada  de  los  deli- 
tos políticos. 

El  nuevo  tratado  con  Rusia  no  sólo  no  consigna  esta  excep- 
ción, sino  que  enumera  expresamente  entre  los  delitos  que 
dan  lugar  á  entrega  la  traición  que  comprometa,  además  de 
la  lesa  majestad,  la  paz  ó  la  independencia  del  Estado,  la 
conspiración  y  la  rebelión,  los  atentados  contra  la  autoridad 
superior  ó  sus  agentes  y  la  preparación  ó  detención  de  la  di- 
namita con  el  ñn  de  causar  daño  á  personas  ó  cosas,  si  talas 
actos  están  penados  por  las  leyes  de  los  dos  países  (§  2.^  á  5,^ 
del  art.  2.^). 

La  inmunidad  otorgada  á  los  delitos  poHticos  se  extiende 
en  casi  todos  los  tratados  á  los  delitos  comunes  oou  ellos  co- 
nexos, no  saliéndose,  sin  embargo,  de  fórmula  tan  confusa  y 
vaga  ninguno  de  ellos  (Brasil,  9.**;  italiano,  3,*^;  holandés,  & 
á  no  ser  que  haya  permanecido  un  mes  después  de  su  indalt 
absolución  ó  condena;  Portugal,  10;  Francia»  'AP\  Monaco,  2. 
Méjico,  5.®;  Salvador,  6.®;  Suecia,  5.*^;  Liberia,  15^  Congo,  3. 
Chile,  6.0;  Costa  Rica,  5.^;  Guatemala,  3,**;  Perú,  3.^).  En 
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inglés  se  pacta  que  no  se  hará  la  entrega  de  persona  que  prue- 
he  á  satisfacción  de  la  autoridad  competente  del  Estado  donde 
se  halla  que  la  demanda  de  entrega  se  ha  hecho  en  realidad 
<;on  el  objeto  de  perseguirla  ó  castigarla  por  un  delito  de  ca- 
rácter político  (art.  4.^).  (Véase  nota  A.) 

Del  mal...  el  menos;  tenemos  también  muchos  tratados  en 
que  sacriñcándose  el  espíritu  revolucionario  á  las  exigencias 
•de  la  lógica  y  de  la  justicia,  se  admite  la  llamada  cláusula  de 
■atentado,  por  la  que  logran  los  jefes  de  Estado  la  misma  pro- 
tección para  sus  vidas  que  dis&utan  las  de  sus  últimos  subdi- 
tos (Kusia,  §  1.^  del  art.  2.^,  comprendiendo  las  vías  de  hecho, 
lesiones  corporales,  privación  de  la  libertad  y  los  ultrajes; 
Alemania,  6.^;  Monaco,  2.®;  Países  Bajos,  §  1.®  del  art.  1.^; 
Brasü,  9.^;  Méjico,  6.«;  Salvador,  6.<>;  Suecia,  5.^;  la  Repú- 
blica Argentina,  4.®;  Uruguay,  5.®,  que  exceptúa  también 
el  caso  en  que  se  cometa  el  delito  de  asesinato,  homicidio  ó 
envenenamiento  contra  funcionarios  públicos  y  la  tentativa  de 
dichos  delitos;  Colombia,  5.^;  Liberia,  3.^;  Costa  Rica,  3.^; 
Guatemala,  3.^).  En  el  celebrado  con  el  Perú  también  se  con- 
signa la  cláusula  de  atentado  contra  la  vida  del  soberano  ó 
jefe  de  Estado  y  miembros  de  sus  familias,  pero  se  pone  la 
condición  de  que  constituya  un  delito  penado  con  pena  supe- 
rior á  dos  años  de  cárcel.  Y  como  en  el  art.  2.^  se  comprende 
«ntre  los  casos  de  piratería  la  sublevación  de  los  capitanes  ó 
tripulantes  de  un  buque  de  guerra  que  se  alcen  contra  el 
gobierno  al  cual  pertenezca  el  buque,  se  advierte  en  el  proto- 
colo adicional  de  26  de  Julio  de  1901  que  «estos  delitos  no 
deben  tener  su  origen  ni  relación  con  los  de  carácter  político, 
que  quedan  en  absoluto  exceptuados  y  por  los  que  no  hay  lugar 
á  extradición».  La  fórmula  general  de  la  cláusula  de  atentado 
es  la  siguiente:  «El  asesinato,  homicidio  ó  envenenamiento  del 
jefe  de  un  Estado  extranjero  no  se  reputará  crimen  político.» 
Cn  los  tratados  con  Méjico,  el  Brasil,  Liberia  y  Guatemala 
sólo  se  mencionan  los  dos  últimos  casos,  homicidio  y  envene- 
namiento; en  el  holandés  se  comprende  además  del  delito  con- 
t  ra  el  rey  los  dirigidos  contra  la  reina,  reinante  y  no  reinante, 
el  heredero  del  trono,  los  individuos  de  la  familia  del  soberano 
y  los  jefes  de  Estados  amigos ,  modi&cación  introducida  en  la 
revisión  de  1894  y  causa  casi  única  de  la  misma.  En  cambio 
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en  el  tratado  celebrado  con  Monaco  se  excluye,  además  de  Im. 
consideración  de  delitos  politices,  el  caso  de  heridas  inferidas 
á  un  soberano. 

En  la  mayor  parte  de  estas  cláusulas  se  concede  ignal  ca- 
rácter de  delito  conLÚn  á  los  casos  en  los  que  la  persona  ofen- 
dida haya  sido  un  miembro  de  la  familia  del  aoberano  6  cual- 
quier público  funcionario  (alemán,  6.^;  Brasil,  9.";  Rusia,  pá- 
rrafo citado;  Monaco,  2.^;  Salvador,  6.^;  Libería,  3,^í  Guate- 
mala, 3.<>). 

(18)  Resoluciones  de  Oxford.  5.  tía  condítion  de  rfciproáif 
en  cette  matiérepeut  €tre  commandéepar  la  politiquea  elle  n'e^í  pas 
ewigée  par  la  justice,'»  En  algunos  tratados  se  consigna  expresa- 
mente este  principio  (números  33  y  34  del  art,  1  .^  con  Suiza); 
en  otros  se  dice  concretamente  que  es  necesario  que  la  pena 
señalada  al  delito  en  ambas  legislaciones  tenga  un  carácter 
determinado,  superior  á  las  meramente  correccionales  {Por- 
tugal, art.  3.^;  Liberia,  2.*^).  En  el  Convenio  con  el  Perú  se 
dice  que  se  otorgará  únicamente  cuando  el  delito  consumado  6 
frustrado  mereciese  pena  que  alcance  á  dos  años  de  prisión. 
Si  la  sentencia  ha  alcanzado  la  autoridad  de  cosa  juzgada, 
basta  sea  superior  la  pena  á  tres  años  de  presidio  ( Convenio- 
adicional  con  Portugal,  art,  2.^)  6  á  un  año  de  prisión.  En 
muchos  de  los  tratados  se  exige  expresamente  como  condición 
indispensable  para  la  extradición  que  el  hecho  punible  se 
haya  cometido  en  el  territorio  del  Estado  reclamante  (Ingla- 
terra, 1.^;  Alemania,  1.^;  Holanda,  2.^;  Bélgica,  l.^i  Fran- 
cia, 1.^).  Únicamente  se  concede  para  los  delitos  cometidos 
fuera  del  territorio,  si  las  leyes  del  Estado  á  quien  se  piden 
autorizan  el  castigo  de  tal  crimen  ó  delito  habiéndose  cometi- 
do fuera  del  suyo  (alemán,  1.^;  belga,  protocoloj  art.  3.^^^ 
Rusia,  2.®;  Dinamarca,  1.^) 

(17)  Autorizan  la  extradición:  por  el  delito  frustrado:  Fran- 
cia, art.  1.^;  Italia,  2.^;  Portugal,  3.^-  por  la  complicida 
Bélgica,  1.^;  Brasü,  l.<^  y  2.<^;  Francia,  1,**;  Portug^,  5. 
Eusia,  2.^;  Inglaterra,   2.^;  Países  Bajos,    l,'^;  Suecia,   1, 
Uruguay,  1.^;  Dinamarca,   1.**;  Colombia,  2."^;  Liberia,    1 
Qongo,   1.**;  Guatemala,   1.^;  Chile,   1/;  Costa  Rica,    2 
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Perú,  1.®;  por  la  tentativa:  Alemania,  2,^;  Francia,  1.*^;  Ita- 
Ka,  2.<>;  Salvador,  1.^;  Monaco,  1.^;  Rusia,  2.^;  Gongo,  2,^ 
(cuando  sea  punible  por  la  legislación  de  ambos  Estados); 
Dinamarca,  1.^  En  algunos  tratados  sólo  se  comprende  la  ten- 
tativa de  los  homicidios  caUfícados;  Francia  es  la  única  ?3 ación 
que  nos  entrega  á  los  meros  encubridores. 

Se  comprende  que  en  todos  estos  casos  se  exige  natural- 
mente que  el  imperfecto  hecho  punible  ó  la  participación  en 
el  mismo  esté  castigado  en  ambos  países;  asi  lo  dicen  lo^  tra^ 
tados  inglés,  2.^;  holandés,  1.^;  francés,  1.^,  con  Mona- 
co, 2.^,  etc.;  en  el  de  Italia  se  exige  también  que  la  pena  que 
haya  de  imponerse  llegue  por  lo  menos  á  tres  años  de  prisión, 
en  el  de  Venezuela  á  dos.  En  el  de  Liberia  que  no  tenga  la 
pena  señalada  el  carácter  de  correccional,  en  cuyo  caso  no  so 
concederá  la  extradición.  En  el  celebrado  con  el  Perú  (art,  2.*^} 
se  comprende  la  tentativa  y  á  los  encubridores  criando  sean 
justiciables  por  la  ley  del  país  en  el  cual  ocurrieron  los  hachos 
punibles. 

Res.  Oxford.  11.  « JK»  regle,  m  doit  exiger  qv^  lesfaiU  anwqueh 
s*applique  VextradiHan  soient  punís  par  la  législation  dfs  dtuús  pdfs, 
excepté  dans  le  cas  o^,  á  cause  des  institutions  particuii^res  ou  de 
¡a  situatúm  géographique  du  pays  de  réfuge^  les  drconstaruieií  de  fait 
pki  eonstituent  le  délit  nepeuvent  se  produire.it 

Res.  12.  ^Vextradition  ¿tant  toujours  une  mesure  ^mr^f.  ne  doit 
s^appliquer  qu^aux  it^fracHons  de  quelque  importancia  Les  traites 
daivent  les  ¿numérer  avec  precisión;  leurs  dispositions  á  ce  sujet 
varient  natwrellement  suivant  la  situation  respective  des  pafs  con- 
tractants,» 

una  prueba  (ya  citada  en  la  discusión  de  las  reglas  de  Ox* 
ford)  de  que  la  reciprocidad  no  es  conditio  sine  gua  non  en  esta 
materia,  existe  en  la  disposición  del  tratado  anglo- es  pañol  ci- 
tada en  la  nota  14.  Inglaterra  nos  da  sus  subditos,  pero  nos- 
otros le  negamos  los  nuestros. 

(18)  He  aquí  el  cuadro  sinóptico  de  los  delitos  por  los  cua- 

es  concede  la  extradición  nuestra  patria  en  sus  Gen  venios. 

La  lista  es  larga,  pero  considerando  su  utilidad  grandísima, 

la  tomamos  de  la  obra  Manual  de  Extradiciones  del  Br.  Grarcia 

Santisteban,  revisándola  y  completándola  con  los  tratados 
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oncloidos 
díclio  libro. 


'     ,^  concluidos  con  posterioridad  de  18S2,  año  en  que  se  ptibUc¿ 
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Abandono  premeditado  de  un  niño^ 

Alemania,  §  3.o  del  art.  1  .<*— Bélgica,  §  4.<>  del  art.  2.^  — 
Francia,  §  8.o  del  art.  2.<>— Gran  Bretaña,  §  6.^  del  art.  2.<^— 
Rusia,  §  8.^  del  art.  2.0—  Salvador,  §  7.^  del  art.  2.«>— Sue- 
cia  y  Noruega,  §  3.^  del  art.  1.^  —  Dinamarca,  §  3.^  del  ar- 
ticulo 1.^  —  Venezuela,  §  4.^  del  art.  2.^  —  Guatemala,  §  4.^ 
ilelart.  1.^ 

Abandono  de  un  buque  por  el  capitán. 

Bélgica,  §  16  del  art.  2.0— Brasil,  §  10  del  art.  3.<>— Luxem- 
burgo,  §  20  del  art.  2.^  —  Congo,  §  16  del  art.  2.^ 

Aborto. 

Alemania,  §  2.^  del  art.  1.^— Argentina  (República),  §  6.^ 
del  art.  2.^  — Austria,  §  1.®  del  art.  2.^  — Bélgica,  §  3.^  dil 
art.  2.^— Francia,  §  5.^  del  art.  2.^  — Gran  Bretaña,  §  3.<^ 
del  art.  2.^— Italia,  §  3.^  del  art.  2.0— Monaco,  §  2.^  del  ar- 
tículo 1.^— Méjico,  §  1,^  del  art.  2.^— Portugal,  §  2.<>  del  ar- 
tículo 3.<>— Países  Bajos,  §  4.^  del  art.  l.<^— Rusia,  §  7.^  del 
art.  2.®  —  Salvador,  §  3.^  del  art.  2.°  —  Suecia  y  Noruega, 
§  2.0  del  art.  l.<>  — Suiza,  §  6.^  del  art.  l.^— Uruguay,  §  6.*^ 
del  art.  2. <>  — Dinamarca,  §  2.^  del  art.  1.®— -Colombia,  §  l.^ 
del  art.  3.^  —  Venezuela,  §  1.®  del  art.  1.^  —  Congo,  §  3.^ del 
art.  2.0  —  Guatemala,  §  1.^  del  art.  1.^  —  Perú,  §  1.^  del  ar- 
tículo 2.^ 

Abuso  de  afirma  en  blanco. 

Países  Bajos,  §  24  del  art.  l.<^  — Méjico,  §  20  del  art.  2.^ 
Venezuela,  §  24  del  art.  2.^  —  Guatemala,  §  24  del  art.  2.® 

Abuso  de  conJUima, 

Alemania,  §  17  del  art.  1.^  — Bélgica,  §  15  del  art.  2.^  - 

Brasil,  §  8.^  del  art.  3.<>  — Francia,  §  28  del  art.  2.^  —  01  i 
Bretaña,  §  15  del  art.  2.«  —  ItaUa,  §  14  del  art.  2.^  —  Múi 

00,  §  13  del  art.  1.^  — Méjico,  §  20  del  art.  2.^  — Países  I  • 

jos,  §  24  del  art.  1.^  — Rusia,  §  16  y  17  del  art.  2.*^  — 8i  • 
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cia  y  Noruega,  §  16  del  art.  1.^  —  Suiza,  §  21  del  art.  1,*^  — 
Colombia,  §  13  del  art.  3. <>  — Venezuela,  §  24  del  art.  2.^— 
Liberia,  §  20  del  art.  2. <*— Guatemala,  §  24  del  art.  2.^  — 
Perú,  §  20  del  art.  2.® 

Actos  cometidos  con  intención  de  poner  en  peligro  la  vida  de  las 
viajeros  en  un  tren  de  camino  de  hierro, 

Alemania,  §  32  del  art.  1.®  — Brasil,  §  7.^  del  art.  3.^~ 
Francia,  §  3.<>  del  art.  2.^— Gran  Bretaña,  §  19  del  art,  2,**-^ 
Luxemburgo,  §  7.^  del  art.  2.®  — Monaco,  §  21  del  art.  1."^^ 
Méjico,  §  14  del  art.  2.^— Portugal,  §  5.^  del  art.  3.<*-^Palses 
Bajos,  §  21  del  art.  1.*^— Rusia,  §  10  del  art.  2.<>— Salvador, 
§  22  del  art.  2.<^  —  Suecia  y  Noruega,  §  29  del  art.  1,"  ^  Sui- 
za, §  30  del  art.  1.^— Uruguay,  §  13  del  art.  2. <>  — Dinamar- 
ca, §  29  del  art.  1  .<^  —  Colombia,  §  16  del  art.  1.*^  — Tenozue- 
la,  §  17  del  art.  1.^  — Liberia,  §  14  del  art.  2.^— Guatemala, 
§  17  del  art.  2.^  — Perú,  §  14  del  art.  2.^ 

Administración  voluntaria  y  culpable  de  sustancias  que  puedan 
alterar  la  salud  ó  causar  la  muerte, 

Francia,  §  6.<>  del  art.  2P 

Allanamiento  ilegal  de  domicilio,  ojícinas,  etc. 

Alemania,  §  7.^  del  art.  ]  .<^  —  Bélgica,  §  9.«  del  art.  2.^^ 
Francia,  §  14  del  art.  2.^  — Méjico,  §  16  del  art.  ü.^  — Ve- 
nezuela, §  8.^  del  art.  2.^— Liberia,  §  6.^  del  art.  2.^— Con^ 
go,  §  9.<^  del  art.  2.^  —  Guatemala,  §  8.^  del  art.  2.^— Perú, 
§  6.<>  del  art.  2.^ 

Amenazas  verbales  ó  escritas  contra  personas  ó  propiedades, 

Alemania,  §  9.<>  del  art.  8.<>— Austria,  §  l.<>  del  art,  2.*^  — 
Bélgica,  §  8.^  del  art.  2.^— Francia,  §  3.^  del  art.  2."^  —  Gran 
Bretaña,  §  11  del  art.  2.^— ItaKa,  §  7.^  del  art.  1.^—  Luxem* 
burgo,  §  11  del  art.  2.<>— Países  Bajos,  §  3.^  del  art.  1.^  — 
Basia,  §  20  del  art.  2.°— Salvador,  §  12  del  art.  2.^*— Suiza, 
§  15  del  art.  1  .<^  —  Dinamarca,  §  7.^  del  art.  1.**  — Congo, 
§  8.^  del  art.  2.^ 
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Apresamiento  de  un  buque  con  fraude  ó  violencia  por  marineros 
ó  pasajeros. 

Bélgica,  §  17  del  art.  2.<>  — Brasü,  §  10  del  art,  3.**  — 
Francia,  §  38  del  art.  2.<*  — Italia,  §  13  del  art.  2.<*  — Luxem- 
bnrgo,  §  21  del  art.  2.^  —  Méjico,  núm.  1  .^  del  §  16  del  art.  2.^ 
Salvador,  §  27  del  art.  2.^— Congo,  §  17  del  art.  2.^ 

Asesinato. 

Alemania,  %1.^  del  art.  1.^— Argentina  (Eepública),  §  l.^ 
del  art.  2.^  — Austria,  §  1.^  del  art.  2.^—  Bélgica,  §  1.^  del 
art.  2.^  — Brasü,  §  1.^  del  art.  3. <>  — Francia,  §  1.^  del  ar- 
tictdo  2.<>— Gran  Bretaña,  §  1.^  del  art.  2.^— Italia,  §  1.^  del 
art.  2.^— Luxemburgo,  §  1.^  del  art.  2.<>  — Monaco,  §  1.^ 
del  art.  l.<>— Méjico,  §  l.^  del  art.  2.<^— Países  Bajos,  §  2.^ 
del  art.  l.<>  — Rusia,  §  6.o  del  art.  2.^  —  Salvador,  §  1.^  del 
art.  2.0—  Suecia  y  Noruega,  §  1.^  del  art.  l.<>— Suiza,  §  1.** 
del  art.  1.^— Uruguay,  §  1.^  del  art.  2.^— Dinamarca,  §  1.** 
del  art.  1  .^  —  Colombia,  §  l.^  del  art.  2. <*  — Venezuela,  §  l/> 
del  art.  2.^  — Liberia,  §  1.^  del  art.  2.^  — Congo,  §  1.^  del 
art.  2.0  —  Guatemala,  §  1.^  del  art.  2.^  —  Perú,  §  l.^  del  ar- 
tículo 2.0 

Asociación  ilegal  de  malhechores, 

Alemania,  §  9.^  del  art.  1.^— Argentina  (Eepública),  §  14 
del  art.  2.^  — Bélgica,  §  7.^  del  art.  2.^  — Francia,  §  16  del 
art.  2.0  —  ItaUa,  §  7.o  del  art.  3.o  _  Luxemburgo,  §  10  del 
art.  2.0  — Monaco,  §  10  del  art.  l.O  — Rusia,  §  11. del  ar- 
tículo 2.0— Salvador,  §  24  del  art.  2.o_Suiaa,  §  14  del  ar- 
tículo 1.0— Uruguay,  §  14  del  art.  2.0  — Congo,  §  7. o  del 
art.  2.0 

Atentados  contra  el  pudor. 

Alemania,  §  12  y  13  del  art.  l.o  —  Argentina  (República), 
§  9.0  del  art.  2.0  — Austria,  §  l.o  del  art.  2.0— Brasü,  §  '  o 
del  art.  3.0— Francia,  §  11,  12  y  13  del  art,  2.o— Gran  Bre  r 
ña,  §  5.0  del  art.  2.0— Italia,  §  3.o  del  art.  2.0— Luxembnr,  , 
§  3.^  del  art.  2.*^  —  Monaco,  §  8.o  del  art.  1  .o  —  Méjico,  §  5 
del  art.  2.o  —  Países  Bajos,  §  6.o  y  7.o  del  art.  1  .o  —  Por    - 
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gal,  §  3,**  del  arí,  2.^  — Rusia,  §  7.^  del  art.  2.^  — Sueciay 
Noruega,  §  10  del  art.  1.^  — Salvador,  §  5. ^  del  art.  2.^ — 
Smza,  §  S,^  del  art.  1.®— Uruguay,  §  9.^  del  art.  2.<>— Dina- 
marca, §  10  y  11  del  art.  1.°— Venezuela,  §  18  del  art.  2.*^— 
liberia,  §  15  del  art.  2.^  —  Congo,  §  3.^  del  art.  2.<*— Guate- 
mala, §  18  del  art.  20.  —Perú,  §  15  del  art.  2.® 

Bancarrota, 

Alemania,  §  19  del  art.  1.^  —  Argentina  (República),  §  20 
del  art.  2.^— Austria,  §  9.o  del  art.  2.<*— Bélgica,  §  14  del  ar- 
tículo  2.®  — Brasil,  §  11  del  art.  2.^— Francia,  §  3.<^  del  ar- 
tículo  2.<^— Gran  Bretaña,  §  18  del  art.  2.<>— Itaüa,  §  11  del 
art.  2.^  —  Luxemburgo,  §  17  del  art.  2.^  —  Monaco,  §  12  del 
art.  1.^  — Méjico,  §  18  del  art.  2.^  — Países  Bajos,  §  26  del 
art.  l.<>  — Portugal,  §  9.^  del  art.  3.»  — Rusia,  §  15  del  ar- 
ticulo 2.^  —  Salvador,  §  21  del  art.  2.® — Suecia  y  Noruega, 
§  17  del  art.  l.<>  — Suiza,  §  29  del  art.  1.^  — Uruguay,  §  20 
del  art.  2.®  —  Dinamarca,  §  17  del  art.  1  .^  —  Colombia,  §  14 
del  art.  3.^  — Venezuela,  §  22  del  art.  2,^— Liberia,  §  18  del 
art.  2.^  —  Congo,  §  14  del  art.  2.^  —Guatemala,  §  22  del  ar- 
tículo 2.*^  —  Costa  Rica,  art.  2.<>  —Perú,  §  18  del  art.  2.^ 

Baratería, 

Argentina  (República),  §  21  del  art.  2.^  —  Brasil,  §  10  del 
art.  2.^— Italia,  §  12  del  art.. 2. ^—Méjico,  §  19  del  art.  2.^— 
Países  Bajos,  §  19  del  art.  1  .<>— Portugal,  §  9.<>  del  art.  3.^— 
Uruguay,  §  21  del  art.  2.^  — Rusia,  §  18  del  art.  2.<^  — Libe- 
ria, §  19  del  art.  2.^- Perú,  §  19  del  art.  2,^ 

Bigamia  y  poligamia, 

Alemania,  §  10  del  art.  1  .^  —  Argentina  (República),  §  7.^ 
del  art.  2.^  — Bélgica,  §  3.<^  del  art.  2.^  — Brasil,  §  4.<>  del 
art.  3.®— Francia,  §  15  del  art.  2.^— Países  Bajos,  §  8.^  del 
art.  1.®  — Portugal,  §  6.^  del  art.  3. <>  — Luxemburgo,  §  3.<* 
<  >1  art.  2.^— Monaco,  §  9.^  del  art.  1. <^— Méjico,  §  15  delar- 
i  3ulo  2.®— Rusia,  §  7.*^  del  art.  2. <^  — Salvador,  §  9.<>  del  ar- 
1  culo  2.*^ — Suecia  y  Noruega,  §  8.^  del  art.  1.^ — Uruguay, 
!  7.^  del  art.  2.^  —  Dinamarca,  §  8.<>  del  art.  1 .«  —  Colombia, 
I   4.0  del  art.  3. <>— Venezuela,  §  19  del  art.  2.^— Congo,  §  3.<> 
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,  d^  art.  2.<>— Guatemala,  §  19  del  art.  2,^— Perú,  §  15  del  ar^ 
tículo  2.*» 

Calumnia, 

Eusia,  §  13  del  art.  2.^ 

Concusión  ó  cohecho, 

Argentina  (República),  §  18  del  art.  2.^— Bélgica,  §  13  del 
art.  2,^ — Francia,  §  22  del  art.  2.*^  —  Luxemburgo,  §  16  del 
art.  2.<*  — Monaco,  §  14  del  art.  1.^  — Países  Bajos,  §  15  del 
art.  l.<>  — Portugal,  §  7.o  del  art.  3.<>  — Rusia,  §  4,^  del  ar- 
tículo  2.*^— Suecia  y  Noruega,  §  27  del  art.  1.®  — Suiza,  §  21 
del  art.  1  .^  —  Dinamarca,  §  26  y  r:7  del  art.  1.^  — Venezue- 
la, §  23  del  art.  2.^  —  Congo,  §  13  del  art.  2.«  -~  Guatemala, 
§  23  del  art.  2.^ 

Corrupción  de  menores. 

Bélgica,  §  3.^  del  art.  2.^— Francia,  §  13  y  23  del  art.  2.^— 
Italia,  §  3.<>  del  art.  2.^— Monaco,  §  14  del  art.  1.^  — Países 
Bajos,  §  7.0  del  art.  2.^  — Portugal,  §  7,^  del  art.  3.^  — Ru- 
sia, §  2.0  del  art.  2.0  — Suiza,  §  21  del  art.  1.^ 

Daño  fraudulento, 

Alemania,  §  19  del  art.  1.^  — Suiza,  §  20  del  art.  l.o_ 
Perú,  §  5.0  del  art.  2.^ 

Declaración  falsa, 

Alemania,  §  21  del  art.  l.^  — Bélgica,  §  11  del  art.  2.*'  — 
.Italia,  §  9.0  del  art.  2.^  —  Rusia,  §  8.o  del  art.  2.^  —  Suecia  y 
Noruega,  §  13  y  19  del  art.  l.^  — Salvador,  §  13  y  26  del  ar- 
tículo 1.0  —  Suiza,  §  25  y  26  del  art.  l.o 

Desacato  ó  tdolencias  contra  autoridades, 
Gh:an  Bretaña,  §  10  del  art.  2.o 

Destrucción  de  documentos,  edijlcios,  buques,  etc.,  etc. 

Alemania,  §  24  y  31  al  33  del  art.  l.O  — Bélgica,  §  6.^  <  1 

art.  2.0  — Francia,  §  31  al  36  del  art.  2.0  — Gran  Bretaí  , 

§  20  y  21  del  art.  3. 0— Luxemburgo,  §  6.o  á  9.o  del  art.  2.^  - 

Monaco,  §  20  del  art.  l.O—Méjico,  §  4.o  del  art.  l.o_PaÍP  » 
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BéjoB,  §  18  y  19  del art.  l.<>— Rusia,  §  21  del  art.  2.<^  — Sue- 
oia  y  Noruega,  §  30  del  art.  l.^  —  Suiza,  §  21  del  art.  1.^  — 
I>mamarca,  §  28  y  30  del  art.  1  .<^  —  Colombia,  §  17  y  19  del 
art,  3.<>—  Congo,  §  6.^  del  art.  2.<> 

Detención  arbitraria: 

Monaco,  §  16  del  art.  1.^  — Portugal,  §  4.^  del  art.  Z.^-— 
Suiza,  §  17  del  art.  1.^  — Congo,  §  9. <^  del  art.  2.<>  — Guate- 
mala,  §  9.^  del  art.  2.« 

JSnvenenamiento. 

Alemania,  §  l.^  del  art.  1  .^  —  Argentina  (República),  §  5.o 
del  art.  2.^  —  Austria,  §  l.^  del  art.  2.<>  —  Bélgica,  %  l.^  del 
•rt.  2.^  — Brasü,  §  1.^  del  art.  3. <>  — Francia,  §  l.^  del  ar- 
tículo  2.^— Gran  Bretaña,  §  1.^  del  art.  2.<>— Italia,  §  1.^  del 
art.  2.*— Luxemburgo,  §  1.^  del  art.  2.®  — Monaco,  §  1.*»  del 
art.  1.*  — Méjico,  §  1.®  del  art.  2.®— Países  Bajos,  §  2.®  del 
art.  1.®  — Portugal,  §  1.°  del  art.  3. <>  — Salvador,  §  1.®  del 
art.  2,^ — Suecia  y  Noruega,  §  l.o  del  art.  1.®  —  Suiza,  §  4.® 
del  art.  1.^  — Uruguay,  §  5.^  del  art.  2.*^— Dinamarca,  §  1.^ 
del  art.  1.*^  — Colombia,  §  1.^  del  art.  3. «  —  Venezuela,  §  l.^' 
del  art.  2.^  — Liberia,  §  l.<^del  art.  2.^— -Congo,  §  l.^del 
art.  2.<>  — Guatemala,  §  l.«  del  art.  l.^  — Perú,  §  l.«  del  ar- 
tículo  2.^ 

EsU^fa  ó  engaño, 

Alemania,  §  18  del  art.  l.<>  — Austria,  §  5.®  del  art.  2.<>  — 
Bélgica,  §  15  del  art.  2.°— Francia,  §  27  del  art.  2.®  -Gran 
Bretaña,  §  16  del  art.  2.<>  —  Luxemburgo,  §  18  del  art.  2.^— 
Monaco,  §  13  del  art.  1.®  — Países  Bajos,  §  23  del  art.  1.®— 
Portugal,  §  9.®  del  art.  3.<>  — Rusia,  §  12  del  art.  2.*^— Sal- 
vador, §  7.*>  del  art.  2.°  —  Suecia  y  Noruega,  §  16  del  ar- 
tículo 1.®  — Suiza,  §  20  del  art.  l.<>— Dinamarca,  §  16  del 
art.  l.«  — Venezuela,  §  25  del  art.  3. «  —  Congo,  §  15  del  ar- 
'culo  2.«  —  Guatemala,  §  15  del  art.  2.«  —  Costa  Rica,  ar- 
^  culo  2.«  — Perú,  §  5.«  del  art.  2.« 

Estupro. 
Austria,  §  l.«  del  art.  2.«  — Bélgica,  §  3.^  del  art.  2.^  — 
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Ghran  Bretaña,  §  3.®  del  art.  2.°— Méjico,  §  3.°  del  art.  2,*— 
Portugal,  §  3.<>  del  art.  3. ^  —  Salvador,  §  4.**  del  art.  2.'=  — 
Suecia  y  Noruega,  §  11  del  art.  1.®  —  Colombia,  §  3.^  del  ar- 
ticulo 3.0  —  Venezuela,  §  3.o  del  art.  2.^  —  Liberia,  §  3,*^  del 
art.  2.0  — Guatemala,  §  3.^  del  art.  2.^  _  PetTÍ,  §  3.^  del  ar- 
tículo 2.0 

Exacción  con  violencia  iUgaL 

Alemania,  §  17  y  19  del  art.  1.®  —  Luxemburgo,  §  19  del 
art.  2.0  — Suiza,  §  16  del  art.  1.® 

Excitación  á  la  mala  vida, 

Alemania,  §  14  del  art.  1.°  —Bélgica,  §  3.®  del  art.  2.®  — . 
Francia,  §  13  del  art.  2.o— Italia,  §  3.<>  del  art.  2.®  —Países 
Bajos,  §  7.0  del  art.  l.o  —  Suecia  y  Noruega,  §  12  del  ar- 
tículo 1.**  — Suiza,  §  9.0  del  art.  l.o— Dinamarca,  §  12  del 
art.  1.° 

Falso  testimonio, 

Alemania,  §  21  del  art.  1.®  —  Argentina  (Eepública),  §  19 
del  art.  2.<>  —  Austria,  §  7.*'  del  art.  2.**  —Bélgica,  §  12  del 
art.  2.0— Brasil,  §  11  del  art.  2.<>— Francia,  §  20  del  art.  2.o_ 
Italia,  §  9.°  del  art.  2. 0  — Luxemburgo,  §  14  del  art.  2.o_ 
Monaco,  §  15  del  art.  l.o  — Países  Bajos,  §  14  del  art.  1.®— 
Eusia,  §  13  del  art.  2.0— Salvador,  §  25  del  art.  2.<>— Suecia 
y  Noruega,  §  18  del  art.  l.O— Suiza,  §  25  del  art.  l.O  — Uru- 
guay, §  19  del  art.  2.o  —Dinamarca,  §  19  del  art.  l.o  — Con- 
go, §  11  del  art.  2.o  —  Costa  Rica,  art.  2.o 

Falsijicaciones, 

Alemania,  §  23,  25,  26  y  27  del  art.  1  .o  —  Argentina  (Ee- 
púbUca),  §  16  y  17  del  art.  2.0  — Austria,  §  6.o  y  7.o  del  ar- 
tículo  2.0  — Bélgica,  §  10  del  art.  2.o_  Brasil,  §  9.o  del  ar- 
ticulo 3.0  — Francia,  §  17,  18,  19  y  20  del  art.  2.*  — Gran 
Bretaña,  §  17  del  art.  3.0— Italia,  §  8.o  y  9.o  del  art.  2.o_ 
Luxemburgo,  §  13  del  art.  2.0  — Monaco,  §  16  á  19  del  i  . 
tículo  l.O  — Méjico,  §  7.0  al  9.o  del  art.  2.0  — Países  Baj  » 
§  11,  12  y  13  del  art.  l.O— Portugal,  §  8.o  del  art.  3.0— I 
Éáa,  §  12  del  art.  2. o  —  Salvador,  §  18  á  20  del. art.  2.o     - 
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Suecia  y  Noruega,  §  20  á  24  del  art.  1.^  —  Suiza,  §  22  á  24 
del  art-  1.^  —  Uruguay,  §  16  y  17  del  art.  2.^  —  Dinamarca, 
§  20  á  24  del  art.  1  .*>  —  Colombia,  §  8.°  á  10  del  art.  3.o  —  Ve- 
nezuela, §  10  á  12  del  art.  2.®  —  Liberia,  §  7.^  á  10  del  art.  2.*> 
Congo,  §  10  del  art.  2.^  —  Guatemala,  §  10  á  12  del  art.  2.^  — 
Costa  Bica,  art.  2.<>  — Perú,  §  7.^  á  10  del  art.  2.^ 

Homicidio. 

Alemania,  §  1.^  del  art.  1  .^  —  Argentina  (RepúbKca),  §  2.^ 
del  art.  2. <^  —  Austria,  §  1.®  del  art.  2.^— Bélgica,  §  1.^  del 
art.  2.^  —  Brasü,  §  1.^  del  art.  3.^  —Francia,  §  2.^  y  4.<>  del 
art.  2.^— Gran  Bretaña,  §  2.^  del  art.  2.^  — Italia,  §  l.<>  del 
art.  2.^  —  Méjico,  §  1.^  del  art.  2.*^— Monaco,  §  1.^  del  aírt.  I.** 
Países  Bajos,  §  2.«delart.  1  .<>  — Portugal,  §  l.<>delart.  3.0  — 
Eusia,  §  6.*^  del  art.  2.^  —  Salvador,  §  2.^  del  art.  2.^  —  Sue- 
da  y  Noruega,  §  1.^  del  art.  1.®  —  Suiza,  §  5.^  del  art.  1.^  — 
Uruguay,  §  2.^  del  art.  1  .^  —  Colombia,  §  1.^  del  art.  3.^  — 
Venezuela,  §  1.^  del  art.  2.^  — Liberia,  §  1.^  del  art.  2.^  — 
Guatemala,  §  1.^  del  art.  2.*^  —  Costa  Rica,  art.  2,^  —  Perú, 
§  7.<>  del  art.  2.^ 

Heridas, 

Alemania,  §  15  del  art.  1.^  —  Argentina  (E-epública),  §  12  * 

del  art.  2. <>  — Bélgica,  §  2.^  del  art.  2.<>  — Brasil,  §  3.^  del  '^ 

art.  3.^— Francia,  §  4.^  del  art.  2.«  — Gran  Bretaña,  §  9/* 
del  art.  2.^  — Italia,  §  2.^  del  art.  2.**  —  Luxemburgo,  §  2.^ 
del  art.  2.o  — Monaco,  §  3.^  del  art.  1.^  — Méjico,  §  13  del 
art.  2.0  — Países  Bajos,  §  5.^  del  art.  1 .«— Portugal,  §  2." 
del  art.  3.^  — Rusia,  §  1.^  del  art.  6.^  — Salvador,  §  10  del 
art.  2.^  —  Suecia  y  Noruega,  §  13  del  art.  1.^  —  Suiza,  §  13  ^  ^ 

del  art.  1  .*^  —  Dinamarca,  §  13  del  art.  1  .*^  —  Congo,  §  2.^  del 
art.  2.^  — Perú,  §  13  del  art.  2.^ 

Véase  Lesiones, 


Hurto, 

lemania,  §  16  del  art.  1.^  —  Gran  Bretaña,  §  14  del  ar- 
ti(  lo  2.^  — Italia,  §  7.«  del  art.  2.<>  — Méjico,  §  11  del  ar- 
ti,  lio  2.<>— -Portugal,  §  4.^  del  art;  3.^  — Salvador,  §  15  del 
91     2.^  — I^amarca,  §  14  del  art.  1.^  —  Venezuela,  §  14  del 
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art.  2.^  — Liberia,  §  11  del  art.  2.*^  — ÍHatemala,  §  14  dd 
art.  2.^ 

Alemania,  §  28  del  art.  1.^  —  Argentina  (Eepáblica),  §  11 
del  art.  2. <>  — Austria,  §  3.<>  del  art.  2.^  — Bélgica,  §  ^.^  dal 
art.  2.^  — Brasil,  §  7,^  del  art.  2.^  — Francia,  §  24  del  ar- 
tículo 2.<>  —  Gran  Bretaña,  §  13  del  art.  2.0— ItaUa,  §  5.^  del 
art.  3.^  — Lnxemburgo,  §  5  del  art.  2.*^  —Monaco,  §  20  dd 
art.  1.^  — Méjico,  §  4.^  del  art.  2.^  — Países  Bajos,  §  16  del 
art.  l.<>  — Portugal,  §  5.^  del  art.  3.^  — Rusia,  §  9.^  del  ar- 
tículo  2.^  —  Salvador,  §  14  del  art.  2.**  —  Suecia  y  Noruega, 
§  25  del  art.  1.^  — Suiza,  §  18  del  art.  1.^  — Uruguay,  §  11 
del  art.  2.*^  —  Dinamarca,  §  25  del  art.  1.^  —  Colombia,  §  5.^ 
del  art.  3.®  — Venezuela,  §  5.<>  del  art.  2.<^  — Liberia,  §  4.^ 
del  art.  2.^— Congo,  §  5.^  del  art.  2.^— Guatemala,  §  5.<>del 
art.  2.<*  — Costa  Rica,  art.  2.<>  — Perú,  §  4.^  del  art.  2.^ 

Infanticidio, 

Alemania,  §  1.^  del  art.  1  .^  —  Argentina  (República),  §  4.* 
del  art.  2.^  — Austria,  §  1.^  del  art.  2.^  — Bélgica,  §  1.^  del 
art.  2.0  — Brasü,  §  l.«  del  art.  3. <>  — Francia,  §  1.®  del  ar- 
tículo 2.<>  — Gran  Bretaña,  §  1.^  del  art.  2.^  — Italia,  §  1.^ 
del  art.  2.^  — Luxemburgo,  §  l.^  del  art.  2.o— Monaco,  §  1.* 
del  art.  1.^  — Méjico,  §  1.*^  del  art.  2.<>  — Países  Baíos,  §  1.* 
del  art.  l.<>  — Portugal,  §  1.*^  del  art.  3. <>  — Salvador,  §  1.** 
del  art.  2.^  —  Suecia  y  Noruega,  §  1.*^  del  art.  1.^  —  Suiza, 
§  3.^  del  art.  l.«  —Uruguay,  §  4.^  del  art.  2.^  —  Dinamarca, 
§  1.^  del  art.  1.^  —  Colombia,  §  1.^  del  art.  3.<>  —Venezuela, 
§  1.*^  del  art.  2.^  — Congo,  §  1.*^  del  art.  2.®  —  Guatemala, 
§  l.<^  del  art.  2.<>  —  Perú,  §  1.^  del  art.  2.^ 

Insurrección  á  bordo  de  buques, 

Alemania,  §  31  del  art.  1  .^  —  Argentina  (República),  §  22 
del  art.  2.^  — Francia,  §  38  del  art.  2.<>— Gran  Bretaña,  §  20 
del  art.  2.^  — Italia,  §  13  del  art.  2.<^  — Países  Bajos,  §  ^ 
del  art.  l.<^  — Rusia,  §  23  del  art.  2.^  —  Salvador,  §  27  I 
art.  2.^  —  Uruguay,  §  22  del  art.  2.*^  —  Dinamarca,  §  28  f  I 
art.  2.<*  —  Colombia,  §  20  del  art.  3.^ 
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Inundación.    , 

Venezuela,  §  6.^  del  art.  2.^— Liberia,  §  4.^  del  art.  2.<*  — 
Guatemala,  §  6.<>  del  art.  2.^— Perú,  §  4.^  del  art.  2." 

Lesiones, 

Argentina  (República),  §  12  del  art.  2.*»  —  Bélgica,  §  2.** 
del  art.  2.<>  — Brasil,  §  3.<>  del  art.  3.^  —Francia, 
art.  2.^  — Gran  Bretaña,  §  9.^  del  art.  2.^  — Italia,  §  2.**  del 
art.  2.<>  — Monaco,  §  3.^  del  art.  1.^— -Méjico,  |  13  del  ar- 
tículo 2.^  — Países  Bajos,  §  5.^  del  art.  1.*^  — Portugal,  §  2,^ 
del  art.  3.0  — Rusia,  §  1.^  del  art.  2. <>  — Salvador,  g  10  del 
art.  2.^  — Suecia  y  Noruega,  §  13  del  art.  1.^  — Sui^,  §  13 
del  art.  1.^  — Uruguay,  §  12  del  art.  2.**  —  Venezuela,  §  16 
del  art.  2.**— Liberia,  §  13  del  art.  2.°— Guatemala ,  §  16  del 
art,  2.^  —  Perú,  §  13  del  art.  2.° 

Véase  Heridas. 

Malos  tratamientos. 
Alemania,  §  15  del  art.  1.^  —  Italia,  §  7.'  del  art.  2,^ 

i  Malversación  de  caudales. 

Alemania,  §  29  del  art.  1.®  —  Argentina  (República),  §  18 
del  art.  2.^  — Bélgica,  §  13  del  art.  2.^  — Brasil,  §  8.°  del  ar* 
ticulo  3.^  — Francia,  §  22  del  art.  2.<>  — Gran  Bretaña,  §  15 
del  art.  2.^— Países  Bajos,  §  15  y  25  del  art.  ]/' ^  Salva- 
dor, §  16  del  art.  2.*'  —  Suecia  y  Noruega,  §  26  del  art.  1.^— 
Colombia,  §  11  y  12  del  art.  3. 0— Venezuela,  §  i:^  del  art.  2,*^ 
liberia,  §  10  del  art.  2. <^— Guatemala,  §  13  del  art.  2.^  — 
Costa  Rica,  art.  2.<'  — Perú,  §  11  del  art.  2.^ 

Ocultación  de  menores  y  de  objetos  ilegalmente  adquiridos, 

Alemania,  §  34  del  art.  1.® — Argentina  (República),  §  10 
del  art.  2.^— Bélgica,  §  18  del  art.  2.°— Gran  Bretaña,  g  16 
d  lart.  2.^  — Italia,  §  4.°  del  art.  2.^  — Luxemburgo,  §  3 
y  Í2  del  art.  2.^  — Monaco,  §  5.o  y  22  del  art.  1.^-^  Portugal, 
§  .®  del  art.  3.*^  —  Rusia,  §  25  del  art.  2.°  —  Salvador,  §  7 
d  art.  2.<>— Suecia  y  Noruega,  §  4.*  y  31  del  art.  I  .*'— Um 
g  ly,  §  10  del  art.  2.^  —Venezuela,  §  21  del  art.  2.*^— Libe 
romo  I.  21 
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ria,  §  17  del  art.  2.<>  —  Congo,  §  4.«  y  19  del  art.  2,*^  —  Gua- 
temala, §  21  del  art.  2.^  — Perú,  §  17  del  art,  2,^ 

Parricidio, 

Alemania,  §  1.®  del  art.  1.**  —  Argentina  (Kepública)»  §  :i,^ 
del  art.  2.°  —  Austria,  §  l.<>  del  art.  2.®  —  Bélgba,  §  1  .*^  del 
art.  I.*»— Brasil,  §  1.^  del  art.  3.°— Francia,  §  1°  del  ar- 
ticulo 3.° —Gran  Bretaña,  §  1.^  del  art.  I,**  — Italia,  §  I,*' 
^1  art.  2.<*— Luxemburgo,  §  1.^  del  art.  2,'*  —Monaco,  §  1,^ 
del  art.  1.°  —  Méjico,  §  1.°  del  art.  2.*»—  Países  Bajos,  §  2.° 
del  art.  1.®  —Salvador,  §  1.^  del  art.  2.**  — Sueda  y  Norue- 
ga, §  1.°  del  art.  1.°  — Suiza,  §  2.<»  del  art,  L*' —  Uruguay, 
§  3.^  del  art.  2.^— Dinamarca,  §  1.^  del  art,  1.*^  —Colombia, 
8  l.<^  del  art.  3. <^  — Venezuela,  §  1.^  del  art.  2,^  — Liberia, 
§  1,^  del  art.  2.^  — Congo,  §  1.^  del  art.  2,^— Guatemala, 
§  1.*^  del  art.  2.<>  — Perú,  §  1.^  del  art.  2.'^ 

Perjurio, 

Alemania,  §  20  del  art.  1.**  — Brasil,  §  11  del  art.  3,**  — 
Francia,  §  21  del  art.  2.**  — Países  Bajos,  g  14  del  art,  1,*^  — 
Salvador,  §  13  del  art.  2.^  —  Suecia  y  Noruegai  §  18  del  ar- 
tículo 1.^— Suiza,  §  26  del  art.  1.^— Congo,  §  12  del  art.  2,° 

Piratería, 

Brasil,  §  10  del  art.  3.^  —  Francia,  §  38  del  art,  2.^^ Gran 
Bretaña,  §  21  del  art.  2.^— Méjico,  §  16  del  art,  2,**  —  Rusia, 
§  19  del  art.  2.^ —  Salvador,  §  17  del  art.  2, <*  — Colombia , 
§  18  del  art.  3.®-^  Venezuela,  §  20  del  art,  2.*'  ^  Libe  ria,  § 
17  del  art.  2,^  —  Guatemala,  §  20  del  art,  2,**  —  Coata  Eica, 
art.  2.*^- Perú,  §  16  del  art.  2.*' 

Privación  ilegal  de  la  libertad. 

Alemania,  §  6.*>  del  art.  I.''  —Austria,  §  IJ^  del  art,  *1J^  ~ 
Bélgica,  §  9.®  del  art.  2.**  — Brasil,  §  12  del  art,  3, ^  —  Fran- 
cia, §  14  del  art.  2.o— Italia,  §  7."  del  art.  2.**  ^Luxemb^"-' 
go,  §  12  del  art.  2.**  — Monaco,  §  12  del  art.  S.''  —  Salvad. 
§  8.*^  y  23  del  art.  2.**— Suecia  y  Noruega,  ^  6.*'  del  aft,  !  .*" 
Suiza,  §  17  del  art.  l.*>  —  Venezuela,  §  9."  del  art.  2.^  —  C 
go,  §  9.0  del  art.  2.^  —  Guatemala,  §  9.^  del  art,  2.^ 
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Profanación  del  culto, 

Austria,  §  2.*^  del  art.  2.^ 

Rapto  de  menores, 

Alemania,  §  5,*^  del  art.  1.®  —  Argentina  (República),  §8,** 
del  art.  2.<> —  Bélgica,  §  3.®  del  art.  2.<>  — Brasil,  íj  4.^*  del 
art.  3.^— Francia,  §  7.°  del  art.  2."  — Gran  Bretafiu,  §  7,J* 
del  art.  2.^  —  Italia,  §  3.<>  del  art.  2.*  —Monaco,  §  J 5  del  ar- 
ticulo 2."  — Países  Bajos,  §  9.°  y  10  del  art.  1 .°  —  Portugal, 
§  3.®  del  art.  3.<>  — Rusia,  §  7.°  del  art.  2.°  —Salvador,  §  7." 
del  art.  2.°  —  Suecia  y  Noruega,  §  5.*^  del  art.  1.°  — 8aÍ2a, 
§  11  del  art.  1.®  —Uruguay,  §  8.^  del  art.  2.^  —  Dinamarca» 
§  4.^  y  5.^  del  art.  1  .^  -^  Venezuela,  §  18  del  art.  2.^  —  Libe- 
ria,  §  15  del  art.  2.^  — Congo,  §  3.^  del  art.  2.*^  —  Guatema- 
la, §  18  del  art.  2.<>  — Perú,  §  15  del  art.  2.^ 

Robo, 

Alemania,  §  16  del  art.  1.®  —  Argentina  (República),  §  15 
del  art.  2."  —  Bélgica,  §  7.*  del  art.  2.<>  — Brasil,  §  n."  del  ar- 
tículo 2.*»  — Francia,  §  25  del  art.  2.*  — Gran  Bretuila,  §  14 
del  art.  2.'*  — Italia,  §  7.°  del  art.  2.<»  — Méjico,  §  31  del  ar* 
tlculo  2.'— Monaco,  §  11  del  art.  1."  — Países  Bajos,  g  22 
del  art.  1.'  — Rusia,  §  11  del  art.  2.«— Salvador,  §  lo  del  ar- 
tículo 2."  — Suecia  y  Noruega,  §  15  del  art.  J.**  — Suiza,  §  19 
del  art.  1.®  —  Uruguay,  §  15  del  art.  2.®  —  Dinamarca,  §  15 
del  art.  1  .*—  Colombia,  §  6."  del  art.  3."  —  Venezuela,  §  7.* 
del  art.  2.^  — Liberia,  §  5.<>  del  art.  2.^  —  Guatemala,  §  7.*^ 
del  art.  2.<>  —  Costa  Rica,  art.  2.«  —  Perú,  §  5.<*  del  art.  2.^ 

Secuestro. 

Gran  Bretaña,  §  6."  del  art.  2.*— Monaco,  §  6/  del  ar- 
tículo I.'*  — Dinamarca,  §  6.^  del  art.  1.^  — Colombia,  §  7,0 
del  art.  3 .^^  —  Venezuela,  §  15  del  art.  2.*^  —  Liberia,  §  12 
del  art.  2.^  —  Guatemala,  §  15  del  art.  2.'^  — Perú,  §  1 2  del 
a  t.  2.^ 

Soborno. 

Alemania,  §  22  del  art.  1.*  —  Austria,  §  7.**  del  art.  2.**  — 
3  »lgica,  §  13* del  art.  2.*  — Francia,  §  23  del  art.  2.**^Graii 
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Bretaña,  §  12  del  art.  2.**  — Italia,  §  9,°  del  art.  2,''— Países 
Bajos,  §  15  del  art.  1.*— Portugal,  §  9."  del  art.  3.**— Bu&ia^ 
§  8.*  del  art.  2.*— Salvador,  §  8.®  del  art,  2.°— Suecia  y  Ko^ 
TuegSL,  §  27  del  art.  1.*  —  Suiza,  §  27  del  art.  1.* 

Supresión,  suposición  ó  sustitución  de  un  niño. 

Alemania,  §  4.^  del  art.  1.^  —  Bélgica,  §  4,"  del  art.  2.*»  — 
Brasil,  §  5.<»  del  art.  3.®  —Francia,  §  7."  del  art.  2,'  ^Gran 
Bretaña,  §  6.°  del  art.  2.*  — Italia,  §  4.**  del  art,  3,'»— Mona- 
co, §  4.*  del  art.  1.*  — Países  Bajos,  §  9.**  del  art,  1.*  — Por- 
tugal, §  6.<>  del  art.  3.**— Rusia,  §  8.^  del  art.  2.*— Salvador, 
§  7.*  del  art.  2.°  —  Suecia  y  Noruega,  §  4."  del  art.  1  .^  —  Co- 
lombia,  §  15  del  art.  3.^ 

Sustracción  fraudulenta. 

Argentina  (Eepública),  §  18  del  art.  2.°— Austria,  §  4.'  del 
art.  2.*»  — Bélgica,  §  4.*»  del  art.  2.*»— Brasil,  §  S,*del  articu- 
lo 3.*»— Francia,  §  9.*  del  art.  2.**— Gran  Bretaña,  §  16  del 
art.  2.'*  — Italia,  §  10  del  art.  2.**— Monaco,  §  4/  del  articu- 
lo 3.*— Méjico,  §  5.*»  del  art.  2.'— Portugal,  §  G.Mel  articu- 
lo 3.^  —  Rusia,  §  3.*  del  art.  2.*  —  Suiza,  §  19  del  art.  I,*  ^ 
Uruguay,  §  18  del  art.  2. <^  — Colombia,  §  6/^  del  art.  3,^  — 
Perú,  §  5.^  del  art.  2.^ 

Trata  de  esclavos. 

Brasil,  §  10  del  art.  3.^  — Gran  Bretaña,  §.  22  del  ar^ 
ticulo  2,^  —-Portugal,  §  9.^  del  art.  3.^  ~  Ruaía,  §  24  del  ar- 
ticulo 2.^  — Salvador,  §  28  del  art.  2,^^— Liberia,  §  21  del 
art.  2.^  (cuando  se  verifique  en  violación  de  laá  leyes  crimi- 
nales de  ambos  países).  —  Congo,  §  18  del  art,  2.^  (en  bs  ca- 
sos previstos  por  la  legislación  de  ambos  países  y  loe  articu  - 
los  8.^,  9.<^,  42  y  siguientes  del  Acta  de  Bruselas  de  1890), 

Uso  de  objetos  ilegalmente  adquiridos-  ó  fkisijkados  ó  para 
falsificar, 

Alemania,  §  23,  24  y  25  del  art.  1  .^  —  Argentina  (Repúl 
ca),  §  16  del  art.  2.^  — Bélgica,  §  10  del  art.  2,*^— Braí 
§  9.^  del  art.  3.^  — Francia,  §  17  del  art.  2,*^  — Italia,  §  i 
del  art.  2.^— Portugal,  §  6.<>  del  art.  3.*>  — Eusia,  %\%< 


1 


^ 


DERECHO  MATERIAL. 'DBBBCHOS  EN  EL  TERRITORIO  325 

^t.  2.<^  — Suiza,  §  24  del  art.  1.^  — Dinamarca,  §  U  cM 
art.  1.^ 

Usurpación  del  estado  civil, 

Brasil,  §  b.^  del  art.  2.^  —  Méjico,  §  17  del  art.  2.^  —  Por- 
tugal, §  6.^  del  art.  3.^  —  Salvador,  §  26  del  art.  2/>  —  Co- 
lombia, §  15  del  art.  3.<^  —  Venezuela,  §  21  del  art.  2.^  ^  Li- 
beria,  §  17  del  art.  2,^  —  Guatemala,  §  21  del  art.  2,*^ 

Violación. 

.  Alemania,  §  11  del  art.  2.^  —  Argentina  (República),  §  6,^ 
^1  art.  2.^  — Austria,  g  1.^  del  art.  2.^  —  Bélgica,  §  :i.^  del 
art.  2. «—Brasil,  §  4.^  del  art.  3 .«  — Francia ,  §  10  del 
art.  2.^  — Gran  Bretaña,  §  4.^  del  art.  2.<^  — Italia,  §  3/Mel 
art.  2.^  — Monaco,  §  7.^  del  art.  l.«— -Méjico,  §  15  tk4  ar- 
ticulo 2.^  —  Países  Bajos,  §  6.^  del  art.  l.«—  Portugal,  §  :i.^ 
-del  art.  3.^  — Rusia,  §  7.^  del  art.  2.^  —  Salvador,  §  4.^  del 
art.  2.^  —  Suecia  y  Noruega,  §  9.^  del  art.  1."  —  Suiza,  §  J  .^ 
del  art.  l.«  —  Uruguay,  %  6.^  del  art.  2.^  —  Dinamarca,  %^.^ 
del  art.  1 .«  — Colombia,  §  3.^  del  art.  3. «  —  Venezuela,  §  3.** 
•del  art.  2.<^  — Liberia,  §  3.^  del  art.  2.0— Congo,  §  '¿:'  del  j 

art.  2.®  —  Guatemala,  §  3.<^  del  art.  2.^  —  Coata  Rii-u,  articu-  ^ 

lo  2.*^  —  Perú,  §  3.*^  del  art.  3.°  (*)  (b).  ^ 

Martens  (F.)  cree  que  en  los  países  cuyas  leye:^  de  extradi- 
ción la  prohiben  fuera  de  los  casos  en  ellas  prevíidtoscon  ante- 
rioridad (así  en  Bélgica,  Francia  y  Holanda)  el  ííobierno  está 
obligado  á  observar  la  letra  de  la  ley  y,  por  lo  tanto,  debe  de- 
negar la  extradición,  pero  que  en  aquellos  en  que  no  existen 
tales  disposiciones  legislativas,  depende  la  posibilidad  de  la 

(♦)    Sobre  la  entrega  de  desertores  del  ejército  y  naves  meptiitiit'tí  y  de  guerra  * 

véase  S  88. 

ib)    El  tratado  con  Chile  ofrece  la  particularidad,  digna  de  aplauso  por  bm  sen- 

«iUez,  de  que  no  contiene  lista  alguna  de  los  delitos  causa  de  exrxoAlición,  llrEil- 

táudose  á  decir  su  art.  2.®;  «Sólo  se  acordará  la  extradición  i:im»do  se  Invoque 

la  perpetración  do  un  delito  de  carácter  común,  que,  seg ún  lan  ]<^ye^  del  pal4 

qaiieute,  fuese  castigado  con  una  pena  superior  á  la  de  tretí  mitfn  á&  presidio.* 

I  de  Costa  Rica,  después  de  mencionar  brevemente  y  en  im  soto  uparte  lo« 

incipales  delitos,  añade  que  están  comprendidos,  en  general,  i todoe  a4iueUo« 

10  pueden  ser  perseguidos  sin  necesidad  de  acusación  do  parte,  y  que  en  ía  na- 

lón  donde  se  hubieran  cometido  tengan  señaladas  las  penas  de  imieru*,  prefii- 

o,  trabajos  forzados  ó  privación  de  la  libertad  por  un  plazo  mayor  do  úo&  auoB^ 

ique  la  pena  del  mismo  delito  sea  menor  en  el  pais  del  rt^íaglo»  (ori.  2.^. 
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entrega  de  la  mayor  6  menor  extensión  de  las  atríbucioi^ea  del 
poder  ejecutivo.  Si  éstas  son  muy  ampliaa,  pueden  conside- 
rarse los  delitos  mencionados  en  el  convenio  como  me  roa  ejem- 
plos de  los  casos  en  los  que  la  extradición  será  otorgada. 
£1  tratado  con  Rusia  dice  expresamente  que  podrá  otorgarse 
la  extradición  por  cualquier  otro  deKto  no  comprendido  en  la  . 
lista  si  la  autorizan  las  leyes  de  ambos  Estados  contratan- 
tes (art.  2.^). 

(19)  A)  Se  suspende  la  extradición  si  la  persona  pedida  está 
presa,  procesada  ó  cumpliendo  condena  á  causa  de  otro  delita 
cualquiera  (Alemania,  4.^;  Argentina,  6.*^;  Austria,  4.^;  belga^ 
7.^;  Portugal,  8.^),  ó  por  otros  delitos  cometidos  en  el  pais  | 
donde  se  haya  refugiado  (Rusia,  8.^;  Italia,  7.*^;  Holanda,  4.*^; 
Brasil,  13;  Inglaterra,  14;  Francia,  9.^;  Salvador,  4.^;  Méji- 
co, 14;  Luxemburgo,  6.*^;  Uruguay,  6.^;  Dinamarca,  4.*^;  Co- 
lombia, 12;  Venezuela,  17;  Liberia,  14;  Congo,  7.^;  Guatema- 
la, 17;  Chile,  9.°;  Costa  Rica,  15).  Sufrida  la  pena  podrá  en-  ¡ 
tonces  darse  lugar  á  la  extradición.  El  convenio  con  Holanda  \ 
contiene  una  prescripción  muy  prudente:  si  de  la  demora  que 
ha  de  resultar  pudiese  producirse  la  prescripción  de  la  acción, 
se  concederá^  á  menos  que  no  se  opongan  consideraciones  es- 
peciales, la  extradición  bajo  la  obligación  de  devolver  al  en- 
tregado tan  pronto  como  termine  el  proceso  que  motivó  la 
extradición. 

La  extradición  no  se  suspende  por  las  obligaciones  particu- 
lares que  tenga  el  reclamado  en  el  país  donde  reside:  los  inte- 
resados tienen  expedito  el  camino  para  hacer  valer  sus  dere- 
chos en  la  nación  á  la  cual  se  entrega  (Alemania,  5.^;  Argen- 
tina, 7.^;  belga,  8.^;  Italia,  8.^;  Méjico,  14;  Brasil,  12;  Portu- 
gal,  11;  Francia,  9.^;  Inglaterra,   14;  Uruguay,  7.^;  Dina- 
marca, 5.^;  Colombia,  12;  Venezuela,  18;  Liberia,  14;  Con- 
go, 9.^;  Guatemala,  18;  Chile,  9.**;  Costa  Rica,  16;  Perú,  8.^). 
Únicamente  el  tratado  con  Rusia  es  una  excepción  á  esta  Teo\^ 
tan  general  como  justa;  en  él  se  dispone  que  se  suspendere 
extradición  si  el  individuo  estuviese  ya  detenido  por  deuc 
ú  obligaciones  civiles  en  virtud  de  providencia  judicial  ú  o 
acto  ejecutivo  de  la  autoridad  competente,  anterior  á  la 
manda  de  extradición  (art.  8.^). 
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B)  No  tiene  lugar  la  extradición: 

1.^  Cuando  el  procesado  ha  sido  ya  procesado,  condenado  ó 
absuelto  por  el  mismo  delito  que  ha  dado  lugar  á  la  extradi- 
ción. Esta  es  una  consecuencia  natural  del  principio  mm  bis  i% 
Ídem  y  se  encuentra  en  los  convenios  de  extradición  celebrados 
por  nuestra  patria  (Alemania,  4.^;  Austria,  4.^;  Inglaterra, 
12;  Países  Bajos,  2.**;  Rusia,  5.*^;  Salvador,  4.^;  Suiza,  7,^; 
Monaco,  3.^;  Dinamarca,  4.^;  Colombia,  4.^;  Venezuela,  3.°; 
Liberia,  3.^;  Guatemala,  3.^;  Chile,  6.^;  Costa  Rica,  hp). 

2.^  Cuando  ha  tenido  lugar  la  prescripción  de  la  pena  ó  de 
la  acción  criminal,  según  las  leyes  del  país  en  el  qnt?  m  halla 
refugiado  el  criminal  (Alemania,  17;  Argentina,  9.";  Austria, 
b,^\  Bélgica,  4.^;  Brasil,  11;  Francia,  11;  Países  Bajos,  2.«; 
Rusia,  5.^;  Salvador,  5.<^;  Inglaterra,  12;  Italia,  4.'';  Portu- 
gal, 13;  Suiza,  6.^;  Méjico,  14;  Luxemburgo,  4.^;  Uruguay,  U.*^; 
Dinamarca,  6.^;  Colombia,  4.^;  Venezuela,  3.^;  Liberia,  2.^; 
Congo,  4.*;  Guatemala,  3.^;  Chile,  ^P\  Costa  Hica,  3.**; 
Perú,  5.*^). 

3.*^  Si  ha  sido  amnistiado  ó  indultado  el  delincuente  por  el 
soberano  del  país  donde  se  refugió  (Francia,  11). 

En  los  de  Venezuela,  3.®;  Liberia,  3.^,  y  Guatemala,  3.",  se 
añaden  otros  dos  casos:  cuando  no  se  pruebe  el  drllto  en  la 
forma  que  prescribirían  las  leyes  del  país  al  que  se  solicita  la 
extradición  si  en  él  se  hubiera  cometido,  y  cuando  ao  trate  de 
esclavos  fugitivos  ó  personas  que  hayan  sido  priva  di  is  de  bu 
libertad  en  el  servicio  de  un  particular.  El  primero  se  halla 
también  en  el  de  Costa  Rica,  3.^ 

(20)  En  la  format  como  la  extradición  se  realiza  hay  que  con- 
siderar quién  puede  pedirla,  cómo  y  con  cuáles  docuinentoa 
debe  acompañarse.  Procede  después  determinar  el  modo  como 
el  Estado  requerido  la  examina  escuchando  al  acusado  y»  final- 
mente, las  formalidades  de  la  definitiva  entrega 

Resoluciones  de  Oxford:  18.  «.Vextradition  doit  awir  Hfu  par 
%  voie  diplomatique.»  En  todos  los  tratados  de  extradición  mo- 
ernos  se  conviene  que  únicamente  á  los  gobiernos  respectivo» 
dcumbe  el  pedirla  y  otorgarla.  Antiguamente  y,  a^ibríí  todo, 
a  las  comarcas  fronterizas,  la  trataban  las  autnridader*  y  tri- 
anales  subalternos.  En  las  colonias  alejadas  de  la  metrópoli, 
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para  ganar  tiempo  y  evitar  inútiles  trámites,  ae  antorm  ne- 
gocien directamente  la  entrega  las  autoridades  superiores  en* 
tre  sí  ó  el  gobierno  de  la  metrópoli  con  ellas  directamente.  Aeí 
en  el  tratado  anglo-español  se  conviene  qne  la  demanda  de  ex- 
tradición del  criminal  fugitivo  que  se  hubiese  refugiado  eo  una 
provincia  ultramarina,  colonia  ó  poseaión  de  una  de  las  dos 
partes  contratantes,  se  dirigirá  al  gobernador  ó  á  la  autoridad 
superior  de  dicha  provincia,  colonia  ó  posesión,  y  si  el  crimi^ 
nal  se  ha  fugado  de  una  colonia  podrá  pedirla  el  gobernador  ó 
autoridad  superior  de  la  misma.  En  tales  casos  se  observarán 
en  lo  posible  las  prescripciones  del  tratado,  correspondiendo  á 
los  gobernadores  ó  autoridades  superiores  la  facultad  de  con- 
ceder la  extradición  ó  de  someter  la  resolución  del  caso  á  loa 
gobiernos  de  sus  respectivos  países  (art.  10).  También  en  el 
convenio  con  Alemania  se  dice  que  la  correspondencia  y  las 
negociaciones  podrán  seguirse,  según  las  circunstancias  de 
cada  caso,  entre  el  gobierno  español  y  el  gobierno  del  Estado 
del  imperio  alemán  interesado  en  la  extradición  (art.  8.^). 

(21)  La  demanda  de  extradición  debe  ir  acompañada  de 
ciertos  documentos  y  datos  que  prueben  la  verosímü  existen- 
cia del  delito  y  la  identidad  de  la  persona  pedida  con  la  que 
cometió  aquél.  Requieren,  pues,  las  convenciones  internacio- 
nales que  se  remita:  1,^  Za  sentencia  condenatoria  (si  el  proceso       i 
estuviese  ya  terminado),  ó  el  auto  de  prisión,  ó,  finalmente,  aña-       i 
den  muchos  tratados,  lo  que  en  la  legislación  del  país  á  eUos       1 
equivalga  (Alemania,  8.^;  Argentina,  11;  Austria,  7.^;  Rusia, 
9.*^;  belga,  10  y  protocolo  art.  1.^;  Portugal,  4.^;  Países  Ba- 
jos, 7.0;  Brasil,  4.^;  ItaUa,  9.^;  Suiza,  4.^;  Monaco,  5.*^;  Sal- 
vador, 8.^;  Suecia,  7.^;  Uruguay,  11;  Dinamarca,  8.^;  Colom- 
bia, 8.^;  Venezuela,  8.^;  Liberia,  6.^;  Congo,  10  y  11;  Guate- 
mala, 8.<>;  Chüe,  3.^;  Costa  Rica,  8.«;  Perú,  9.^).  — 2.^  una 
nota  en  la  que  conste  el  delito  que  se  le  imputa  al  demandado, 
el  texto  legal  en  el  que  tal  calificación  se  basa  y  la  pena  que  por 
este  último  se  le  imponga  (Alemania,  8.^;  Argentina,  11-;  A — 
tria,  7.^;  Italia,  8.*^;  Monaco,  5.^;  Francia,  5.*^;  Uruguay, 
Dinamarca,  8.^;  Colombia,  8.^;  Venezuela,  8.*^;  Liberia,  € 
Congo,    11;    Guatemala,    8.^;    Chile,    3.^;    Costa  Rica,    í 
Perú,  9.^). — 3.^  Las  señas  del  delincuente  ó  procesado  para 
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tablecer  su  identidad  (Argentina,  11;  Austria,  7.®;  Bélgica,  10; 
Brasü,  4.**;  Méjico,  6."*;  Rusia,  9.°;  Luxemburgo,  10;  Fran- 
cia, 5.®;  ItaHa,  9.®;  Uruguay,  11;  Dinamarca,  8.^;  Venezue- 
la, S,^;  Liberia,  6.^;  Congo,  11;  Guatemala,  8.^;  Chile,  3.«; 
Costa  Rica^  8.<>;  Perú,  9.^). 

En  casos  urgentes  podrá  pedirse  la  detención  preventiva 
(á  reserva  de  mandar  más  tarde  los  antedichos  documentos) 
hasta  si  es  preciso  por  telégrafo.  En  tales  casos  se  detendrá 
inmediatamente  al  procesado;  pero  si  dentro  de  un  cierto  tér- 
mino no  Uegan  los  documentos  que  justifiquen  la  extradición, 
se  le  pondrá  en  libertad.  El  plazo  varía  en  los, tratados.  En  el 
de  los  Países  Baios  es  de  veinte  días  (10);  en  el  de  Portugal 
(Protocolo,  art.  3.**)  veinticinco;  en  los  de  Suiza  (3.*^),  Francia 
(7.®),  Inglaterra  (8.")  un  mes;  seis  semanas  en  el  de  Suecia  y 
en  el  de  Dinamarca  (art.  9.^);  de  cuarenta  y  cinco  días  en  el 
de  Luxemburgo  (art.  12);  de  dos  meses  en  los  de  Rusia  (10), 
Bélgica,  12;  Alemania,  9.°;  Venezuela,  11  y  12;  Liberia,  9  y 
10;  Guatemala,  11  y  12;  Salvador  (tratándose  de  una  colonia 
española  en  América;  de  cuatro  para  la  Península,  art.  11);  de 
tres  en  el  del  Brasil  (6.**),  Argentina  (12),  Uruguay  (12,  no- 
venta días  desde  la  detención,  según  el  protocolo  firmado 
en  31  de  Enero  de  1896);  Colombia,  13  y  14;  Congo,  13;  Chi- 
le, 4.^  (en  el  tratado  decía  un  mes,  pero  en  el  protocolo  adi- 
cional de  1.^  de  Agosto  de  1896  se  extendió  á  tres);  Costa 
Rica,  10  y  11;  Perú  (10). 

(22)  Tres  sistemas  distintos  existen  en  las  naciones  para 
examinar  la  procedencia  de  la  pedida  extradición,  el  judicial 
inglés,  el  administrativo  francés  y  el  mixto  belga. 

En  la  Gran  Bretaña,  después  de  examinar  un  secretario  de 
Estado  si  la  demanda  se  refiere  á  un  delito  político  (en  cuyo 
afirmativo  caso  se  denegaría  la  extradición  de  plano),  la  envía 
con  todos  los  documentos  que  la  acompañaron  al  tribunal  de 
policía  (en  Boto  street),  el  cual  expide  á  su  vez  aiito  de  prisión 
p  ivisional  contra  el  delincuente.  Una  vez  ésta  verificada,  des- 
p  és  de  un  debate  contradictorio,  decide  dicho  tribunal  si  hay 
6  lo  lugar  á  la  extradición  (tratado  anglo-español,  art.  6.**); 
si  o  segundo,  no  puede  el  ministro  otorgarla;  si  lo  primero, 
q  ¿da  aún  en  plena  libertad  de  rehusarla.  En  el  tratado  con 
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España  antes  mencionado  se  previene  que  puede  el  acusado 
reclamar  un  mandato  de  Haheas  Corpus,  Si  to  hace  no  se  podrá 
acceder  á  la  extradición  hasta  que  el  tribunal  falle  sobre  este 
incidente;  pero  si  la  resolución  es  adversa,  podrá  el  tribunal 
por  si  mismo,  y  sin  que  sea  precisa  la  orden  del  secretario  de 
Estado,  proceder  á  la  entrega  al  comisionado  autorizado  por 
el  gobierno  español  para  hacerse  cargo  de  él  (art.  6.*). 

En  Inglaterra  los  abogados  de  la  Corona  se  encargarán  de 
representar  en  tales  litigios  al  gobierno  español,  y  en  España 
los  fiscales  de  S.  M.  representan  al  gobierno  inglés  (art.  11). 

En  Francia  se  tramita  la  extradición  de  un  modo  adminis- 
trativo. La  demanda  de  extradición  es  comunicada  por  el  mi- 
nistro de  Negocios  extranjeros  al  de  Justicia.  Este  manda  al 
procurador  de  la  República  proceda  (con  orden  del  ministro 
del  Interior)  á  prender  al  demandado.  Las  pruebas  que  éste 
presentare  para  probar  que  su  extradición  no  procede,  y  las 
ya  enviadas  por  el  gobierno  extranjero  al  solicitarla,  son  exa- 
minadas por  el  ministro  de  Justicia,  quien  comunica  su  deci- 
sión al  de  Negocios  extranjeros  para  que  éste  haga  lo  mismo 
á  su  vez  al  gobierno  extranjero.  Si  el  caso  en  cuestión  hubiese 
tenido  cierta  resonancia  en  el  público,  es  objeto  su  concesión 
entonces  de  un  acuerdo  del  Consejo  de  ministros. 

Análoga  es  la  práctica  española  según  Gracia  y  Parejo 
(ob.  cit.,  p.  201),  quien,  sin  embargo,  no  indica  el  texto  legal 
en  el  que  se  basa  su  afirmación  aunque  el  tratado  con  Ingla- 
terra, art.  5.°,  la  confirma.  «El  procedimiento  á  que  se  suje- 
tan en  España  las  demandas  de  extradición  que  proceden  del 
extranjero  es  el  siguiente:  Eecií)ida  en  el  Ministerio  de  Esta- 
do la  demanda  con  los  documentos  justificativos,  serán  comu- 
nicados por  el  ministro  de  este  departamento  al  de  Gracia  y 
Justicia,  por  cuyo  Ministerio,  después  de  examinados  y  de  re- 
conocer que  ha  lugar  á  la  extradición,  se  accederá  á  ella  por 
Beal  orden  comunicada  por  el  ministro  y  se  ordenará  el  arrea- 
to de  la  persona  reclamada  y  su  entrega  á  las  autoridades  del 
país  reclamante.  En  virtud  de  dicha  Eeal  orden  el  ministro  & 
Gobernación  adoptará  las  medidas  oportunas  para  el  arre  n 
del  fugitivo,  y  verificado  que  sea,  será  éste  puesto  á  disp  i- 
ción  del  representante  diplomático  que  pidió  su  extradiciói  y 
conducido  hasta  el  puerto  de  mar  ó  la  frontera  donde,  p     * 
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Iiacerse  cargo  dé  él,  se  halle  el  comisionado  del  gobierno  de- 
mandante» (c). 

El  sistema  belga  mixto  judicial  administrativo  es  el  preferi- 
ble. La  Cámara  de  acusación  del  tribunal  de  apelación  de  Bru- 
selas entiende  de  la  procedencia  ó  improcedencia  de  la  extra- 
dición. Su  fallo,  y  en  esto  se  diferencia  del  sistema  ingles,  es 
meramente  consultivo  para  el  gobierno;  éste  queda  en  ]>lena 
libertad  de  concederlo  ó  rehusarlo.  Concílianse  de  este  modo 
los  dos  grandes  intereses  que  merecen  igual  atención:  la  con- 
fianza de  un  acusado  de  que  se  le  protegerá  su  libertad  y  las  ra- 
zones de  conveniencia  política  que  aconsejan  al  Estado  acceder 
á  la  demanda  de  la  nación  c^miga. 

El  Instituto  del  Derecho  Internacional,  en  su  sesión  de  Ox- 
ford, Res.  19:  ^H  está  désirer  que,  dans  le pays  de  refuge,  íauío- 
rité  jitdiciaire  soit  appelée  á  appreder  la  demanda  (Textradition  apris 
un  débat  cantradictoire,^ 

Res.  20.  <üVÉtat  requis  ne  doitpas  faire  Vextradition,  si,  ^i'a^trés 
son  droit  puhlic^  Vautorité  judiciaire  a  decide  que  la  demande  ne 
doit  pas  étre  acueilli,-» 

Res.  25.  aUacte  ¿mané  de  Vautorité  judiciaire  qui  declare  Vex- 
tradition admissihle,  devra  constater  les  circonstayices  dans  ksqu^- 
lles  Vextradition  aura  lieu,  et  les  faits  pour  lesquels  elle  aura  éte 
accordée,j> 

Res.  26 .  «  V extradé detrait  étre  admis  á  opposer  comme  excepiiott 
préalable,  devant  le  tribunal  appelé  (i  le  juger  déjinitivernent,  Virré- 
gularité  des  conditions  dans  lesquelles  Vextradition  aumil  éte 
accordéeít  (d). 


(e)  En  los  tratados  con  Venezuela  (art.  13),  Guatemala  (art.  13),  Costa  Ric».  (12)i 
Be  dice  expresamente  que  se  procederá  á  la  extradición  conforme  la  lej^iskclAn 
rigente  en  ambos  países.  El  celebrado  con  Chile  dice  aún  más  clarameuu>r  ^La 
demanda  de  extradición  en  cnanto  á  su  tramitación,  la  apreciación  de  tu  proce- 
dencia y  á  la  admisión  y  caliñcación  de  las  excepciones  con  que  pudiese  a?r  Im- 
pugnada por  parte  del  reo  ó  prófugo  reclamado,  quedará  sujeta  á  la  decblóQ  da 
las  autoridades  competentes  del  país  de  refugio,  las  cuales  arreglarán  sus  proce- 
dimientos á  las  disposiciones  y  prácticas  legales  en  el  mismo  país  estaLl^ídafl 
para  el  coso  (art.  5.®) 

(d)  En  la  sesión  de  París  de  1894  el  Instituto  modificó  esta  resolución  &d  \m  si* 
guientes  términos,  que  expresan  mejor  el  concepto:  ^Vextraáé  aura  le  drott  déte 
prevatoir  des  prcacnpliom  áts  traites,  de*  lois  du  pay9  requerant  rekUivet  a  Ts^m- 
áitían  et  de  Pacte  m¿me  d'eztradüion,  et,  le  cas  echeant  d'en  oppofter  la  violatiím  á 
ttírc  d'txeeption.* 
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(23)  En  algunos  tratados  de  extradición  se  conviene  ee- 
otorgará  ésta  mediante  la  promesa  de  qne  no  se  condenará  a! 
extraído  á  la  pena  de  muerte,  j  en  caso  que  asi  fuere,  será 
indultado  (Argentina,  16;  Brasil,  3."^í  Portugal,  prot,  art,  L**; 
Uruguay,  16;  Colombia,  15;  Venezuela,  tv.^í  Guatemala,  6.* 
[en  el  tratado  aparece  como  concesión  heclia  por  KspaiU 
únicamente,  pero  en  el  protocolo  adicional  de  23  de  Febrero 
de  1897  se  consignó  que  era  recíproca]  Costa  Eáca,  d^; 
Perú,  16).  El  Tribunal  Supremo  (S.  de  15  de  Abril  de  1884) 
ha  decidido  que  los  tribunales  no  están  obligados  á  tener  en 
cuenta  tal  prescripción  al  dictar  su  fallo,  correspondiendo 
únicamente  al  gobierno  cuidar  de  que  se  cumpla  por  medio 
de  la  concesión  del  indulto.  ¿Es  justa  tal  distinción?  ¿No  son 
leyes  del  reino  los  tratados? 


(24)  La  extradición  es  cosa  sencilla  cuando  intervienen  y 
han  de  intervenir  en  ella  únicamente  dos  naciones,  cuando  el 
entregado  sale  del  territorio  de  la  una  para  entrar  en  el  de  la 
otra  (ó  al  ser  embarcado  directamente,  que  es  lo  mismo);  pero 
jquid  cuando  ha  de  pasar  por  el  territorio  de  una  tercera  na- 
ción? Es  necesario  que  se  estipule  la  extradición  por  tránsito; 
las  naciones  acostumbran  á  concedérselo  mutuamente  mien- 
tras no  se  trate  de  un  delito  politice  y  exista  una  cierta  vero- 
similitud del  crimen  imputado.  En  varios  de  los  tratados  cele- 
brados por  España  se  promete  conceder  este  tránsito  exhibién* 
dose  la  sentencia  ó  auto  de  prisión,  estando  el  delito  causa  de 
ella  comprendido  en  el  tratado,  y,  por  lo  tcuito,  no  siendo 
político  ni  habiendo  prescrito  (Alemania,  11;  Bélgica,  í5j 
Francia,  16;  Países  Bajos,  14;  Colombia,  20;  Congo,  16).  En 
el  tratado  con  Holanda  se  prescribe  además  que  acompañi.'á 
al  entregado  un  funcionario  del  país  que  autoriza  el  trán* 
sito,  corriendo  los  gastos  de  éste  á  cuenta  del  gobierno  que  lo 
pidió.  En  el  celebrado  con  el  Luxemburgo  (13)  se  dice  en 
términos  generales  que  el  tránsito  se  concederá  por  la  vía :  '  i 
corta  y  no  tratándose  de  un  delito  político,  y  en  el  conveí  ) 
con  Monaco  se  dice  que  se  concederá  el  tránsito  siempre  a 
se  presenten  los  documentos  necesarios.  Lo  mismo  dispon  á 
artículo  adicional  al  tratado  de  extradición  con  Italia  de  1  ^ 
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pactado  en  6  de  Mayo  de  1891  (T.  X,  49),  no  tratándose  de 
un  delito  político  ó  meramente  militar. 

¿Son  justas  todas  estas  limitaciones  impuestas  al  tránsito 
de  nn  criminal  en  cuya  entrega  están  ya  de  acuerdo  las  dos 
naciones  únicamente  en  ello  interesadas,  la  que  es  competente 
para  juzgarlo  y  la  que  tenia  el  imperfecto  deber  de  protegerlo? 
¿Por  qué  razón  ha  de  examinar  la  procedencia  de  la  extradi- 
ción el  gobierno  del  país  tercero  que  el  criminal  atraviesa,  no 
por  su  voluntad,  sino  llevado  por  el  gobierno  que  le  va  á  juz- 
gar? ¿Ó  es  que  las  naciones  han  de  proclamar  la  neutralidad 
de  su  territorio  en  la  guerra  entre  la  justicia  y  el  crimen? 

(26)  Kesoluciones  de  Oxford:  9.  *SHl  y  a  plusieurs  demandes 
de  extradition  pour  le  méme  fait^  la  préférence  devrait  étre  donnée 
á  PÉtat  sur  le  territoire  duquel  Vinfraction  a  été  commise ,'» 

10.  <s,Sile  méme  indtvidu  est  reclamé  par  plusieurs  États  á  ratson 
íiíifractions  diff  ¿rentes,  V États  requis  aura  égard  en  general  á  la 
gravité  relative  de  ees  infraciions. 

^En  cas  de  doute  sur  la  gravité  relative  de  ees  infractions,  tÉtat 
requis  liendra  compte  de  la  prionté  de  la  demande,'» 

Lios  tratados  celebrados  con  Inglaterra  (13)  y  Colombia  (10) 
dan  la  preferencia  (á  no  existir  acuerdo  concreto  y  directo 
entre  los  gobiernos,  dice  el  inglés)  á  la  demanda  primeramen- 
te presentada'.  El  celebrado  con  el  Brasil  acepta  la  misma 
regla,  pero  advierte  que  si  la  presentación  fué  simultánea  será 
preferida  la  de  fecha  más  antigua.  También  optan  por  ésta 
pura  y  simplemente  los  artículos  6.^  y  7.^  respectivamente  de 
los  tratados  de  Italia  y  Portugal. 

En  los  otros  tratados  (y  son  los  más)  se  concede,  en  primer 
Ingar,  la  preferencia  al  Estado  en  que  se  cometió  el  delito  más 
grave.  Asi  el  argentino  (5.^),  el  belga  (7.^),  el  suizo  (8.^),  el 
mejicano  (5.^),  el  salvadoreño  (15),  el  ruso  (7.^),  el  urugua- 
yo (5.^),  el  venezolano  (7.^),  el  de  Liberia  (5.^),  el  de  Guate- 
mala (7.*^),  el  de  Chile  (10).  Si  todos  los  delitos  tienen  la  misma 
g  avedad,  unos  tratados  prefieren  al  Estado  del  cual  es  el 
é  lincuente  subdito  (Argentina,  5.^;  Uruguay,  5.^),  otros,  y 
e  >a  es  la  regla  general,  al  que  la  haya  pedido  primeramente 
(  üusia,  Méjico,  Venezuela,  Liberia,  Guatemala,  Chile,  etc.). 
1     tratado  argentino  coloca  esta  prioridad  de  petición  en  últi- 
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mo  lugar;  los  demás  disponen  que,  en  último  caso,  se  entre- 
gará á  la  nación  que  demuestre  se  halle  en  las  condición eg 
de  competencia  prescritas  para  poder  pedir  á  un  extranjerOj 
subdito  de  una  tercera  nación  (véase  más  abajo).  En  los  tra- 
tados suizo  y  belga  se  dispone  que,  junto  á  la  gravedad  del 
crimen,  se  atienda  también  á  la  mayor  facilidad  para  que 
(después  de  juzgado)  pueda  ser  enviado  de  un  país  á  otro 
para  responder  sucesivamente  á  las  acusaciones  que  se  le 
hacen.  En  el  peruano  se  otorga  al  gobierno  requerido  absoluta 
libertad  para  entregar  al  que  guste  el  delincuente,  cuando  es 
pedida  su  extradición  por  varios  al  mismo  tiempo  (artícu- 
lo 7.<^). 

Atendiendo  á  la  preferencia  que  en  la  práctica  actual  de  las 
naciones  se  concede  á  cada  gobierno  para  juzgar  á  los  delin- 
cuentes que  sean  sus  subditos,  se  dispone  en  la  mayor  paxte 
de  los  tratados  que  si  se  trata  de  uno  que  lo  sea  de  una  tercera 
nación  (lo  común  es  que  el  acusado  pedido  sea  subdito  del  go- 
bierno que  solicita  su  entrega)  se  avisará  al  gobierno  de  óatá 
por  si  quiere  pedir  la  extradición  á  su  favor.  Si  así  lo  hace  el 
gobierno  requerido,  podrá  escoger  entre  ambos  gobiernos  (el 
que  lo  pidió  y  aquel  del  cual  es  subdito  el  delincuente)  para  dar- 
les el  criminal  (Alemania,  3.^;  Austria,  6.^;  Brasil,  7.^;  Ita- 
lia, 6.^;  Portugal,  8.^;  Méjico,  5.^;  Eusia,  7.^;  en  éste,  sin  em- 
bargo, no  es  obligatoria  esta  consulta;  Venezuela,  7.*^;  Libe- 
ria,  5.0;  Congo,  6.^;  Guatemala,  7.*^;  Chile,  11;  Costa  Eica,  7.^; 
Perú,  7.*^).  En  el  tratado  belga  se  previene  que  los  encausa- 
dos, acusados  ó  condenados  que  no  sean  subditos  de  ninguno 
de  los  Estados  no  serán  entregados  al  gobierno  que  hubiese 
pedido  su  extradición,  sino  cuando  el  Estado  á  quien  perte- 
nezcan, y  al  que  se  informará  de  la  demanda  de  extradición 
por  el  gobierno  al  que  ésta  se  haya  dirigido,  no  se  oponga  á 
su  extradición. 

Si  un  subdito  de  una  de  las  partes  contratantes  cometió  en 
un  tercer  Estado  un  delito  de  los  comprendidos  en  el  tratado 
y  se  refugiase  en  el  territorio  de  la  otra,  se  concederá  la  ex- 
tradición si  no  pudiese  ser  juzgado  ^n  el  país  en  que  reside  pe 
negarle  sus  leyes  la  competencia,  y  bajo  la  precisa  condición 
de  que  no  lo  reclame  el  gobierno  del  país  en  donde  delinquid 
Las  mismas  reglas  se  seguirán  con  respecto  á  los  extranjero 
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que  hubiesen  cometido  algún  delito  contra  un  subdito  de  algu- 
na de  las  partes  contratantes  (ruso,  6.^;  Méjico,  19), 

! 

(26)  Este  acuerdo  se  halla  consignado  en  casi  todos  las  tra-  ! 
tados  de  extradición  celebrados  por  nuestra  patria,  y  se  añade  j 
además  que  si  estos  objetos  pertenecen  á  terceros  ó  éstos  están  j 
en  ello  interesados  se  dejarán  á  salvo  todos  sus  derechos,  de-  \ 
volviéndoseles  después  en  su  caso,  sin  ningún  gasto  (Alema- 
nia, 10;  Argentina,  10;  Bélgica,  13;  Inglaterra,  13;  Italia;  11;  i 
Francia,  8.^;  Países  Bajos,  8.°;  Brasü,  14;  Portugal,  'k°;  Ru-  ¡ 
8Ía,  11;  Suiza,  10,  que  reserva  al  gobierno  que  los  entrega  el  ! 
derecho  de  retenerlos  provisionalmente  para  la  instrucción  de  í 
aquel  ú  otro  proceso);  Uruguay,  10;  Dinamarca,  10;  Colom-  ^ 
bia,  19;  Venezuela,  14;  Liberia,  11;  Congo,  14;  Guatemala,  14;  I 
Chile,  12;  Costa  Rica,  13;  Perú,  11.           *  \ 

(27)  La  entrega  del  delincuente  se  efectúa  generalmente  ó  ¡ 
en  la  frontera  ó  en  un  puerto  de  mar  del  gobierno  que  entrega  | 
el  criminal.  En  los  limites  ó  á  bordo  del  buque  lo  deja  el  agente  | 
de  policía  comisionado  para  su  custodia  por  el  gobierno  que  lo 

detuvo,  y  se  hace  cargo  de  él  el  comisionado  del  que  ¡íolicitó  ^ 

la  extradición.  Á  veces  éste  ha  agenciado  ya  la  entrega  en 

todos  sus  trámites;  así  procede  el  gobierno  inglés.  En  oí  tra-  ¡ 

tado  con  Austria  se  señalan  dos  puertos  españoles  y  uno  aus-  i 

triaco  para  verificarse  las  entregas  y  careos;  los  de  Barcelona  \ 

y  Valencia  en  España  y  el  de  Trieste  en  Austria;  nuestro  go-  | 

bierno  llevai'á  sus  detenidos  á  uno  de  los  primeros»  el  aua*  ! 

triaco  al  último.  * 

Únicamente  en  los  tratados  celebrados  con  Colombia  (articu-  ; 

lo  11),  Venezuela  (art.  15),  Liberia  (art.  12),  Guatemala  (14),  I 

se  pacta  que  abonará  todos  los  gastos  el  gobierno  que  aollcit6  ¡ 

la  extradición  (art.  11).  En  los  demás,  ó  se  condonan  mutua*  * 

mente  los  contratantes  los  gastos  que  con  la  concesión  de  la  ¡ 

extradición  se  les  ocasiona  (Alemania,  12;  Austria,  Tí  y  14),  '\ 

-^^  diciéndolo  en  otra  forma,  se  conviene  en  que  cada  parte  su-  ¡ 

ragará  los  que  se  produzcan  dentro  de  su  territorioi  corrien-  i 

lo  desde  la  entrega,  ya  sea  en  los  límites  de  la  nación,  ya  en  ^ 

n  puerto  de  mar  (en  el  tratado  con  Rusia  se  dice  expresa-  | 

Lente  que  este  puerto  debe  pertenecer  á  la  nación  que  lo  en-  I 
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trega)  á  cargo  de  aquella  que  lo  recibe  (Francia,  12;  Portu- 
gal, 7,^:  Inglaterra,  16;  Luxemburgo,  lí2;  Suiza,  11;  Argen- 
tina, 13;  Salvador,  17;  Méjico,  12;  Brasil,  15;  Bélgica»  14; 
Italia,  12;  Países  Bajos,  15;  Uruguay,  Ki¡  Riisia^  13;  I>inamar' 
ca,  11;  Congo,  15;  Chile,  13;  Costa  Eica,  14).  En  el  del  Perú 
(art.  12),  se  sigue  la  regla  general  diciendo  que  cada  gobier- 
no soportará  los  gastos  hasta  el  puerto  de  su  propio  territo- 
rio en  que  se  verifique  el  embarque  del  extradido»  puerto  que 
podrá  designar  el  demandante;  pero  con  la  ez capción  de?  que 
en  las  entregas  que  haga  el  gobierno  peruano  de  individuos 
refugiados  fuera  del  departamento  de  Lima  los  sufragará  el 
español. 

(28)  También  se  acuerda  en  los  tratados  de  extradición, 
con  el  mismo  objeto  de  facilitar  la  acción  de  la  justicia,  el  careo 
de  los  complicados  en  un  delito  aunque  se  hallen  cumpliendo 
condena  por  otro  crimen,  debiendo  devolverse  tan  pronto  como 
se  haya  verificado  (Austria,  11;  Italia,  15;  Holanda,  13;  Portu- 
gal, 16;  Rusia,  15;  Venezuela,  19;  Liberia,  18;  Guatemala,  19; 
Costa  Rica,  17)  y  el  despacho  y  cumplimiento  de  toda  clase 
de  exhortes  en  materia  criminal,  con  tal  de  que  no  se  trate  de 
delitos  políticos,  siendo  tal  despacho  gratuito  mientras  no  con- 
sistan las  diligencias  en  peritaciones  é  informes  que  compren- 
dan varias  cuotas  (Austria,  10;  Alemania,  13;  Argentina,  14; 
Italia,  13;  Monaco,  9.°;  Países  Bajos,  11;  Portugal,  14;  Ru- 
sia, 13;  Luxemburgo,  14;  Méjico,  18;  Bélgica,  16;  Suiza,  13; 
Brasil,  15;  Francia,  13;  Uruguay,  14;  Colombia,  17;  Venezue- 
la, 19;  Liberia,  18;  Congo,  17;  Guatemala,  19;  Costa  Rica,  17). 
Páctase  también  que  sean  invitados  á  declarar  los  testigos 
que  quieran  trasladarse  al  extranjero  para  ayudar  al  esclare- 
cimiento de  los  hechos,  abonándoseles  la  indemnización  debi- 
da por  sus  gastos  de  viajé,  manutención,  perjuicios  ocasiona- 
dos, etc.  (Alemania,  14;  Argentina,  15;  Portugal,  15,  y  en  los 
dos  primeros  se  conviene  que  las  autoridades  del  lugar  de  la 
residencia  estén  facultadas  para  adelantarles  dicha  sume  °\ 
los  testigos  lo  solicitan;  Monaco,  11;  Luxemburgo,  16;  Poi 
gal,  15;  Holanda,  12;  Suiza,  15;  Francia,  15;  Rusia,  14;  Sal 
dor,  19;  Bélgica,  18;  Dinamarca,  13;  Colombia,  18;  Congo,  ; 
Perú,  13).  En  alguno  de  ellos  se  previene  que  durante  su 
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tancia  en  el  país  al  cual  se  les  envía  para  prestar  su  declara- 
ción, no  podrán  ser  detenidos  ni  procesados  ni  molestados  por 
hechos  anteriores  á  sn  entrada  en  el  territorio  (Alemania,  14; 
Argentina,  15;  Portuged,  15,  Italia,  14;  Bélgica,  18;  Suiza,  15; 
Francia,  15;  Países  Bajos,  12;  Salvador,  19;  Rusia,  14;  Uru- 
guay, 15;  Dinamarca,  14;  Colombia,  18;  Perú,  18),  ni  siquie- 
ra á  pretexto  de  complicidad  en  el  delito  (Francia,  Alemania, 
Argentina,  Bélgica,  Países  Bajos,  Uruguay,  Dinamarca,  Co- 
lombia en  los  artículos  citados).  De  todos  estos  tratados  táci- 
tamente se  infiere,  lo  que  es  muy  lógico,  que  pueden  dichos 
testigos  ser  detenidos  por  los  delitos  que  cometiesen  durante 
su  estancia  en  el  lugar  del  proceso;  únicamente  en  el  de  Italia 
se  dice  que  entonces,  y  especialmente  tratándose  de  falso  tes- 
timonio, los  dos  gobiernos  determinarán  en  cada  caso  si  de- 
berá quedar  á  disposición  de  las  autoridades  de  donde  cometió 
el  crimen  ó  ir  á  responder  ante  las  de  su  domicilio  patrio. 

(20)  Una  vez  entregado  un  acusado  no  podrá  ser  juzgado  á 
más  del  delito  por  el  que  se  accedió  á  la  extradición : 

1)  De  crimen  alguno  político  (anterior  á  la  extradición  se 
sobreentiende)  con  la  excusa  ó  pretexto  de  que  es  conexo  á 
aquel  que  motivó  la  entrega  (véase  nota  15). 

2)  De  delito  alguno  distinto  de  aquel  que  motivó  la  extra- 
dición y  anterior  á  ella  (Suiza,  8.*;  Luxemburgo,  3.®;  Alema- 
nia, 6,";  Argentina,  8.^  Belga,  3.*;  Francia,  9.^;  Italia,  3.*; 
Países  Bajos,  5.^;  Salvador,  7.";  Méjico,  15;  Inglaterra,  3."; 
Uruguay,  8.^;  Dinamarca,  7.*^;  Venezuela,  23;  Guatemala,  22; 
Costa  Sica,  20;  Perú,  4.^). 

Esta  regla,  sin  embargo,  no  es  absoluta  y  tiene  sus  excep- 
ciones: 1  .•  Si  el  entregado  lo  consiente  y  dándose  de  ello  cuen- 
ta al  gobierno  que  le  entregó.  (Francia,  10.)  — 2.**  Si  una  vez 
procesado,  los  tribunales,  á  consecuencia  de  la  luz  hecha  en  el 
debate,  clasifican  el  delito  en  otta  categoría  de  las  previstas 
por  el  tratado,  distinta  de  la  que  motivó  la  extradición, 
f  ^.ro  inibrmando  al  gobierno  que  entregó  al  reo.  (Argentina, 
¡  rt.  8.°;  Uruguay,  8.^;  Colombia,  6.^;  Venezuela,  23;  Guate- 
:  lala,  22;  Chile,  8.^  [que  exige  el  consentimiento  expreso 
*  '^l  gobierno  que  otorgó  la  extradición],  y  Perú,  4.^) —  3.^  Si 
(  )spués  de  absuelto,  condenado  ó  indultado  el  acusado  conti- 

Tomo  I.  22 
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nuare  residiendo  en  el  pais  al  qne  se  entregó  6  volviese  á  éK 
Pero  en  este  caso  es  preciso  que  haya  transcurrido  cierto  plam: 
un  mes  en  los  tratados  con  el  Luxemburgo,  Méjico,  14;  Faiaed 
Bajos,  5.^;  Dinamarca,  1.^;  tres  meses  en  los  celebrados  con 
Alemania,  6.®;  Argentina,  6.**;  Suiza,  4.";  Italia,  3/;  Uru- 
guay, 8.0;  Chüe,  8.^;  Perú,  4.* 

Esta  última  excepción  á  la  inmunidad  de  los  delitos  anterio^ 
res  á  la  extradición  se  extiende  también,  naturalmente,  á  k 
de  los  delitos  políticos.  Transcurrido  el  plazo  de  uno  ó  tres 
meses  ó  regresando  al  pais  puede  el  entregado,  absuelto  ó  que 
ha  cumpHdo  la  condena  ser  procesado  por  tales  delitos.  (En 
el  del  Perú,  ai^t.  3.^,  se  fija  el  plazo  de  un  mes.)  Viviendo  en 
el  país  que  puede  castigarle  por  ellos  se  somete  tácitamente  i 
su  jurisdicción  y  renuncia  á  que  le  proteja  la  nación  en  la  que 
se  asiló  primeramente. 

Resoluciones  de  Oxford.  22.   tLe  ffouvemement  qui  a  obtenn 
une  extradition  pour  un  fait  determiné,  est  de  plein  droit  et  sauf 
oonvenHon  coniraire,  obliga  de  ne  laisser  juger  ou  punir  VexPrad^  \ 
que  pour  ce  fait, '¡^ 

23.  «Zí  gouver^iement  qui  a  accordée  une  extradition,  peut  en-    ^ 
suite  consentir  a  ce  que  Vextradé  soit  jugé  pour  des  faits  autres  que 
celui  qui  avait  motivé  sa  remise,  potirvu  que  ees  faits  puissent  don- 
ner  lieu  á  l*extradition.T> 

(30)  Esta  opinión  se  halla  sancionada  por  la  Res.  17  de 
Oxford.  tUne  loi  ou  un  traite  d^  extradition  peuvent  s^appUquer  á 
des  faits  commis  antérieurement  á  leur  mise  en  mgueur,  > 

Los  tratados,  en  general,  niegan  esta  retroactividad,  exclu- 
yendo los  delitos  cometidos  con  anterioridad  al  canje  de  las 
ratificaciones;  únicamente  en  el  tratado  inglés  se  dice,  por  el 
contrario,  que  será  aplicable  á  los  delitos  cometidos  antes  de 
BU  celebración  (art.  2.*^). 

(A)  En  los  últimos  tratados  celebrados  por  España  se  incln* 
ye,  por  lo  general,  la  cláusula  llamada  de  atentado  al  hacerse  1l 
excepción  de  los  delitos  políticos,  expresándose  en  muchos  que 
comprende  al  dirigido  contra  la  persona  del  heredero  de  la  co- 
rona ó  del  llamado  por  las  instituciones  á  sustituir  al  jefe  del 
Estado.  Los  celebrados  con  Venezuela  (5.°),  Liberia  (16),  Gua 
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témala  (5.^),  Costa  Bica  ofrecen  la  particularidad  (que  indica 
un  retroceso  en  la  mayor  sensatez  qne  se  observa  ya  en  la 
doctrina)  que  aun  tratándose  de  un  delito  común,  si  por  cir- 
cunstancias políticas  especiales  hay  temor  de  que  se  trate 
de  incoar  un  procedimiento  político,  x)odrá  el  gobierno  reque- 
rido exigir  por  medio  de  notas  que  se  constituya  una  garantía 
á  favor  del  acusado  de  que  no  sucederá  asi.  En  cambio  se  pro- 
mete en  ellos,  ctomando  en  seria  consideración  los  planes  que 
para  destruir  la  sociedad  se  han  empezado  á  poner  por  obra  en 
varias  partes  del  mundo  >|  una  inteligencia  ulterior  entre  las 
partes  contratantes  para  adoptar  los  medios  conducentes  para 
evitarlos.  (Venezuela,  5.®;  Guatemala,  5.**;  Costa  Rica,  6.®) 

A  este  propósito  conviene  recordar  que  por  invitación  de 
Italia  se  reunió  en  Koma  desde  el  24  de  Noviembre  al  21  de  Di- 
ciembre de  1898  una  conferencia  internacional  para  establecer 
«en  el  interés  de  la  defensa  social  una  inteligencia  práctica 
permanente  destinada  á  combatir  con  éxito  las  asociaciones 
anarquistas  y  sus  adeptos t.  No  dio  resultado  alguno,  ó  por  lo 
menos  no  se  ha  hecho  público. 

§  61.  Modos  originarios  de  adquirir  el  domi- 
nio territorial.— El  reparto  del  África '^.  — El 

derecho  de  los  Estados  en  el  territorio  es  una  verda- 
dera propiedad,  ya  que  se  funda  en  el  derecho  y  no 
en  la  mera  tenencia  que  representa  la  posesión;  lo 
único  que  hay  de  cierto  en  la  falsa  teoría  de  Fiore, 
que  así  lo  sostiene,  es  que  mientras  que  la  personali- 
dad jurídica  del  Estado  tiene  en  inmanencia  el  dere- 
cho, sus  representantes  temporales  ú  órganos  gozan 
en  su  nombre  el  usufructo.  Los  modos  de  adquisición, 
conservación  y  pérdida  de  los  derechos  territoriales 
no  tienen  completa  semejanza  con  los  análogos  del  de- 
recho civil;  débese  esto  á  que  el  interés  público  de  la 
independencia  de  las  naciones  modifica  en  sensible 
manera  las  minuciosas  reglas  posibles  entre  particu- 
lares, y  en  que,  por  otra  parte,  los  derechos  de  las 
personas  físicas  que  en  ellos  deben  intervenir,  repre- 
sentando los  Estados,  tienen  sus  atribuciones  limita- 

*  C.  1 103.  Véase  también  8  76,  letras  g,hY  IL 
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das  de  un  modo  bien  distinto  del  absoluto  poder  que 
tiene  el  individuo  propietario.  Adquieren  las  nacio- 
nes de  un  modo  originario  por  la  ocupación  ^  l¿i  pres- 
cripción, la  accesión  y  la  conquista.  La  adquisición 
por  la  primera  de  ellas  tuvo  gran  importancia  al 
iniciarse  la  Edad  moderna;  los  descubrimientos  que 
en  América  y  Oceanía  hacían  intrépidos  navegaote^ 
ocasionaron  más  de  una  difícil  cuestión  internacio- 
nal, que  intentó  solventar  en  el  siglo  xv  la  célebre 
bula  de  Alejandro  VI.  Hoy  día,  que  ya  no  queda 
casi  rincón  en  el  mundo  que  no  esté  ocupado  por  una 
nación  civilizada  ó  al  menos  sujeta  á  su  soberanía  ó 
protectorado,  ha  perdido  casi  por  completo  su  im- 
portancia el  averiguar  en  qué  condiciones  son  po- 
sibles las  nuevas  ocupaciones,  quedando  únicamente 
el  interés  de  examinar  la  justicia  de  las  antiguas.  Es 
lo  primeramente  indispensable  que  el  territorio  sea 
realmente  inhabitado,  es  decir,  que  no  lo  ocupe  nación 
alguna  más  ó  menos  civilizada.  El  derecho  de  des- 
cubrimiento, tratándose  de  pueblos  que  no  aprove- 
chaban el  extenso  territorio  que  poseían  y  que  tenían 
los  ojos  cerrados  á  la  luz  de  la  fe  y  á  la  civilización 
cristiana  y  europea,  ejercido  en  América  por  España, 
fué  completamente  justo  y  legítimo.  Y  no  se  explican 
á  la  luz  de  los  buenos  principios  los  escrúpulos  de  in* 
gleses,  franceses  y  americanos,  muy  parecidos  á  los 
de  los  gatos  de  la  fábula  (l).  En  segundo  lugar  es  pre- 
ciso  qiie  exista  una  verdadera  toma  de  posesión.  Xo 
basta,  pues,  el  mero  descubrimiento  si  uo  va  acom- 
pafiado  de  verdadera  detención  intencionada.  Las 
banderas,  los  postes,  las  inscripciones,  etc.,  de  nada 
sirve  si  no  se  ejercen  en  el  país  los  derechos  de  sobe- 
ranía. Non  solo  animo  retinetur  possessio,  Finalmenl 
es  necesario  que  el  Estado  ocupante  haya  manifest 
do  su  voluntad  de  adquirir  el  territorio  nullius  para  s 
Hecha  la  adquisición  por  personas  que  no  sean  repi 
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sentantes  naturales  ó  expresamente  delegados  por  el 
gobierno,  v.  gr.,  colonos,  navegantes,  etc.,  es  preciso 
que  el  Estado  por  el  cual  adquieren  ratifique  la  adqui- 
sición á  su  nombre  verificada  (2).  La  Conferencia  de 
Berlín  de  1886  dispone  en  su  art.  34  que  en  las  nue- 
vas ocupaciones  de  territorios  en  las  costas  africanas 
(entiéndase  bien)  se  acompañe  al  acta  de  ocupación 
una  notificación  á  l¿is  potencias  de  dicha  Conferencia 
signatarias  á  fin  de  ponerlas  en  estado  de  hacer  valer 
sus  derechos  si  los  tuvieren  (3).  Los  efectos  de  la  ocu- 
pación se  extienden  hasta  donde  llega  racionalmente 
la  fuerza  é  influencia  de  la  nación  ocupante  y  es  con- 
dición ineludible  para  que  conserve  su  vigor  que  se 
ejercite  en  verdad.  El  art.  35  de  la  Conferencia  de 
Berlín  declara  que  las  potencias  firmantes  se  obligan 
á  asegurar  en  los  territorios  ocupados  por  ellas  en  las 
costas  del  continente  africano  la  existencia  de  una 
autoridad  suficiente  para  hacer  respetar  los  derechos 
adquiridos  y  la  libertad  del  comercio  y  del  tránsito  (4). 
A'  pesar  de  que  el  derecho  internacional  da  reglas 
para  resolver  el  confiícto  entre  las  naciones  que  ocu- 
pan á  la  vez  un  mismo  territorio,  ya  estableciendo 
que  quien  ocupa  una  costa  tiene  derecho  al  mar  te- 
rritorial que  tiene  al  frente,  ya  haciendo  servir  de 
fronteras  naturales  los  ríos,  cordilleras,  etc.  (5),  no 
han  sido  escasas  las  controversias  internacionales  que 
acerca  del  derecho  de  descubrimiento  se  han  suscita- 
do (A).  Ejemplos  notables  son:  la  cuestión  del  NootJea 
Sound  entre  España  é  Inglaterra  (1789)  en  la  que  Es- 
paña alegaba  la  prioridad  de  la  posesión  para  impedir 
á  los  ingleses  la  navegación  en  aquellas  aguas  (®);  la 
leí  Oregón  entre  Inglaterra  y  los  Estados  Unidos, 
•esuelta  en  1846  por  el  tratado  de  Washington  en  el 
Hue  se  establece  como  línea  divisoria  entre  ambas  na- 
ciones el  paralelo  49  de  latitud  Norte  hasta  la  mitad 
leí  canal  que  separa  el  continente  de  la  isla  de  Van- 
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couver  y  desde  allí  por  la  parte  del  mediodía  del 
mismo  canal  hasta  encontrar  el  Pacífico  (7),  y,  final- 
mente, la  cuestión  de  las  Carolinas,  en  la  que  si  se 
deja  aparte  toda  preocupación  nacional  y  política, 
debe  reconocerse  que  la  falta  por  parte  de  Alemania 
consistió  únicamente  en  la  forma  poco  prudente  y 
grosera  con  que  el  cañonero  alemán  intentó  antici- 
parse en  la  posesión  de  la  isla  de  Yap,  pues  era  muy 
dudoso  que  el  derecho  de  descubrimiento  que  en 
ellas  alegaba  España  estuviese  aún  en  1885  manteni- 
do y  conservado  por  una  ocupación  efectiva  y  per- 
manente. Resuelto  á  nuestro  favor  el  litigio  por 
León  Xin,  elegido  mediador,  en  fallo  de  22  de  Octu- 
bre de  1886,  ratificado  por  acuerdo  directo  de  las 
partes  de  17  de  Diciembre  del  mismo  año  i^),  España 
ha  tenido  después  que  vender  á  su  rival  de  entonces 
las  disputadas  islas  por  el  precio  de  25  millones  de  pe- 
setas (B)  (C).  Campo  principal  el  África  de  loa  esfuer- 
zos de  expansión  colonizadora  de  los  pueblos  euro- 
peos su  reparto  casi  total  entre  ellos  lia  sido  el  objeto 
de  la  actividad  de  exploradores  y  diplomáticos  en  el 
último  cuarto  de  siglo.  En  él  han  tomado  las  mejorea 
porciones  Inglaterra,  Francia  y  Alemania;  Portugal 
conserva  penosamente  la  suya;  Italia^  mientras  espera 
alcanzar  Trípoli,  la  tiene  muy  modesta  en  laEritrea, 
y  por  el  Acuerdo  con  Francia  de  27  de  Junio  de  1900 
se  ha  reconocido  nuestro  dominio  en  el  Sahara  y  Rio 
Muni  (véase  §  siguiente),  saldo  colonial  que  se  añude  j 
en  África  á  nuestros  antiguos  presidios  en  la  costa  I 
mediterránea.  Terminada  la  guerra  anglo-boer  por  la  j 
anexión  á  la  Gran  Bretaña  de  las  dos  heroicas  repü-  \ 
blicas,  quedan  sólo  como  independientes  en  aquw'  j 
continente  Liberia,  Abisinia,  el  Estado  del  Congo 
Marruecos,  imperio  cuyo  porvenir  es  el  objeto  de  tar 
tas  ambiciones  (a).  Otra  forma  originaria  de  adquirí 

(a)    Dlñcil  es  resumir  en  poca«  palabras  el  conjunto  do  laate  reporto. 
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el  dominio  es  la  accesión.  Si  se  ganan  terrenos  al  mar, 
como  sucede  en  Holanda,  pertenecen  al  Estado  que 
ba  hecho  las  obras.  En  las  islas  es  preciso  distinguir 
si  nacen  ó  no  dentro  del  mar  territorial;  pertenecen 
al  Estado  duefio  del  mismo  si  lo  primero,  al  que  antes 

de  hal)ene  tropezado  á  la  yez  en  varfoii  sitios,  las  tres  Potencias,  Francia,  Gran 
Bretafia  y  Alemania,  que  han  querido  principalmente  realizar  la  ocupación  del 
continente  afirlcano.  Sólo  para  dar  una  idea  general,  apuntaremos  que  llenan  ol 
Norte  el  Imperio  de  Marruecos,  los  franceses  Argelia  y  Túnez,  Trtpoll,  sometido 
aún  á  Turquía,  y  Egipto,  de  hecho  en  poder  de  los  ingleses.  Con  la  excepción  de 
Ablsinia  independiente  y  de  la  Eritrea  de  los  italianos,  que  se  reparten  con  In- 
glaterra y  Francia  el  Somallland,  alternan  en  la  costa  oriental  Alemania  y  la 
Gran  Bretaña  y  hay  Mozambique  de  PortugaL  A  Inglaterra  pertenece  todo  el  Sur, 
y  en  el  África  occidental  se  hallan,  después  de  las  posesiones  alemanas  y  la 
portuguesa  de  Angola  y  el  Congo  francés,  las  nuevas  colonias  españolas,  los  Ca- 
merones  de  Alemania,  que  también  parte  la  Guinea  con  Francia  y  la  República 
de  Liberia.  En  el  centro  hay  el  desierto  de  Sahara,  cuya  ocupación  es  aún  muy 
imperfiecta,  y  á  su  Sur  el  Sudán,  más  ó  menos  distribuido  entre  Inglaterra  y 
Francia.  Después  de  éste,  plenamente  en  el  interior,  el  gran  Estado  libre  del 
Congo,  moralmente  unido  á  Bélgica. 

He  aquí  el  detalle  de  dicha  división,  tomado  del  HazelVs  Armual  de  1002.  Los 
datos  estadísticos  son  también  del  mismo  que  á  su  vez  los  copia  de  un  artioulo 
del  limet  de  5  dé  Abril  de  1901.  P.  quiere  decir  Protectorado. 
Estados  nrDBPENDiKNTVs. 
Abisinla. 

Congo  (véase  <  32). 
Liberia. 
Marruecos. 
PosisioinBS  vuBOPEAS.— De  la  Oran  Bretaña:  Basutoland,  Bechuanaland  (P.), 
África  Central  (P.),  Colonia  del  Cabo,  África  orien- 
tal (P.),  Gambia,  Lagos,  Costa  de  Oro,  Natal,  Nigricia, 
Colonia  de  Río  Orange  (el  anterior  Estado  de  Orange), 
Bhodesia,  Sierra  Leona,  Costa  de  Somalí  (P.).  Trans- 
waal  (la  anterior  República   sudafricana),  Uganda, 
Zanzíbar  (P). 
Bajo  el  dominio  de  hecho  de  Inglaterra:  Egipto,  Sudán 

egipcio. 
De  Francia:  Argelia,  Congo  francés,  Guinea  ftancesa, 
S(»naliland  fiuucés,  Dahomey,  Costa  de  marñi,  Saha- 
ra (P.),  Senegal,  Túnez. 
De  Alemania:  Camerones,  África  oriental  alemana,  Áfri- 
ca occidental  alemana,  Togoland. . 
De  Portugal:  África  oriental  portuguesa  (Lorenzo  Már- 
quez y  Mozambique),  Angola,  Guinea  portuguesa. 
De  Turquia:  Egipto  (nominalmente),  Tripoli,  Benghazi. 
De  Italia:  Colonia  Eritrea,  Somaliland  italiano. 
De  Etpaña:  Presidios  de  África  (Melilla,  Ceuta,  Peñón  de 
la  Gtomera),  Sahara  (Río  de  Oro),  Río  Muni.  (Véa- 
se <  52,  nota  íai. 
He  aquí  la  extensión  territorial  en  conjunto  de  estas  posesiones  en  millas  cua- 
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que  nadie  las  ocupe  en  el  segundo.  Las  que  se  forman 
en  la  mitad  de  un  río  son  en  igual  proporción  de  los 
Estados  ribereños,  como  sucede  en  el  derecho  priva- 
do. En  cambio  sígnense  principios  contrarios  á  los 
que  rigen  en  éste  en  la  mutación  de  cauce;  este  hecho 
no  altera  para  nada  los  antiguos  límites  (b).  Los  prin- 
cipios generales  en  otro  lugar  expuestos  (§  43)  acerca 
la  prescripción,  se  aplican  naturalmente  á  la  manera 
de  adquirir  por  ella  territorios;  de  los  efectos  jurídi- 
cos de  la  conquista  tendremos  que  ocuparnos  al  tratar 
del  derecho  de  la  guerra  (§  130). 

(1)  La  legitimidad  de  la  ocnpación  no  efectiva,  6  sea  del 
mero  descubrimiento  como  medio  de  adquirir  derechos  de  do- 

diadas  inglesas  y  en  números  redondos.  Van  de  mayor  á  menor.  En  las  de  In- 
glaterra se  comprenden  el  Egipto  y  el  Sudán,  en  las  de  Francia  Madagascar.  En 
cambio  en  las  españolas  no  se  cuentan  los  presidios,  ni  Femando  Poo  é  Islfl» 
adyacentes. 

Inglaterra 8.723.910 

Francia 3.804.974 

Alemania 933.880 

Estado  libre  del  Congo.  900.000 

Portugal 700.124 

Turquía 398.900 

Abisinia 320.000 

Marruecos 219.000 

Italia 188.500 

España 169. 150  (Munl,  1750.  Rio  dé  Oro,  167.500). 

Liberta 62.000 


1 


TOTiJL 11.499.988 


Según  la  nota  que  extractamos,  el  África  tiene  un  área  total  de  11.500.000  mi 
Uas  cuadradas.  Hace  notar  además  que  hoy  dia  Francia  ha  puesto  ya  en  como- 
nlcación  las  tres  grandes  porciones  de  sus  dominios,  el  Sudán  y  África  occiden- 
tal, el  Congo  francés  y  las  posesiones  mediterráneas,  y  que  Inglaterra  ha  hecho 
lo  propio  en  sus  territorios  del  África  oriental  por  la  ocupación  anglo-egipcia  del 
Sudán. 

A  los  tratados  de  limites  en  Aftica  citados  en  el  §  37  (pág.  186X  hay  que  aña- 
dir, además  del  tratado  ftanco-español  de  1900  (véase  |  siguiente),  el  acuerdo  de 
Alemania  con  la  Gran  Bretaña  relativo  á  las  zonas  de  influencia  entre  los  lag — 
Nyassa  y  Tanganyka  de  28  de  Febrero  de  1901  y  el  Protocolo  entre  Francia 
Marruecos  determinando  las  fronteras  de  la  Argelia  de  20  de  Julio  de  1901. 

(b)  El  art.  8.^  del  Convenio  con  Francia  limitando  las  posedonea  del  Afiri< 
occidental  contiene  una  aplicación  reciente  de  este  principio.  Véase  i  signlenti 
nota  (a). 
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minio  internacional,  ha  sido  y  es  una  de  las  más  discutidas 
cuestiones  de  nuestra  ciencia,  tanto  en  los  libros  como  en  las 
cancillerías.  Hanse  desatado  todos  los  autores  extranjeros, 
desde  Vattel  á  Woolsey,  en  improperios  contra  nuestra  patria 
por  sus  conquistas  en  América  y,  sobre  todo,  en  las  de  los  ci- 
vilizados Méjico  y  Perú.  Pando  defiende  débilmente  su  bande- 
ra; en  cambio  Olmeda  ya  decía  con  razón  en  el  siglo  xvín: 
«Estos  mismos  extranjeros  que  se  apiadan  de  los  indios  son 
los  que  van  á  la  costa  de  África  á  venderlos.  En  la  Empre- 
sa XTT  Exeat  candor  de  Saavedra,  se  puede  ver  largamente  la 
justa  defensa  que  hace  eruditamente  de  nuestra  nación»  (Ol- 
meda, ob.  cit.,  T.  I,  pág.  158).  Hartmann  recuerda  la  teoría  del 
Padre  Victoria  en  su  Relectio  V,  tercera  parte.  De  titulis  legitimis 
guibus  harbari  potuerint  venire  in  ditionem  hispanorum.  Afirma  éste 
que  los  españoles  tenían  derecho  por  ley  natural  y  divina  á 
comunicarse  con  los  bárbaros  (ratione  naturalis  societatis  et  cont' 
munitatis),  traficar  con  ellos,  etc.;  negándoselo  ó  no  alcanzando 
las  debidas  garantías  para  su  comercio  y  seguridad,  podían 
declararla  guerra  y,  por  lo  tanto,  originarse  justamente  la  con- 
quista. El  punto  de  vista  que  predomina  hoy  en  nuestra  cien- 
cia lo  expresa  ya  Olmeda  en  el  anterior  citado  texto.  «¿Qué 
diremos  cuando  estas  tierras  estén  ocupadas  por  algunos  ha- 
bitadores, aunque  errantes,  como  los  salvajes  de  aquel  conti- 
nente? Entonces,  siguiendo  los  principios  que  llevamos  expues- 
tos, es  lícito  ocupar  los  países  que  ellos  no  pueden  habitar, 
estrechándoles  en  límites  más  regulares.  La  habitación  vaga 
de  estos  ociosos  individuos  no  se  debe  mirar  como  upa  verda- 
dera ocupación,  ni  posesión,  viviendo  regularmente  de  la  caza 
y  pesca,  y  no  cultivando  las  tierras,  que  es  el  principal  fin 
para  que  se  ocupan;  por  esto  justamente  se  pueden  establecer 
otros,  haciendo  fecundas  las  tierras  que  antes  no  lo  eran.  Mas 
si  acaso  no  fuere  suficiente  una  nación  para  habitar  y  poblar 
una  gran  porción  de  terreno,  sin  duda  no  puede  impedir  á 
otra  que  venga  á  establecerse  en  él.»  (L.  C,  pág.  157.) 

(2)  Cierto  es,  como  observa  Holtzendorfí,  que  hoy  día  es 
apenas  citado  y  defendido  el  llamado  derecho  de  descubri- 
miento, ya  que  siendo  conocido  casi  todo  el  orbe,  es  de  hecho 
imposible  descubrir  nuevos  territorios.  La  principal  dificul- 
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tad  se  reduce  únicamente  á  discutir  la^  condiciones  que  deb* 
reunir  la  ocupación  para  dar  un  titulo  jurídico  al  Estado  ooi- 
pante.  Debe  evitarse  en  esta  materia  hacer  una  aplicaciéü 
inconsiderada  de  los  principios  del  derecho  civil,  ya  que  k 
naturaleza  distinta  de  la  cosa  implica  notables  diferencias  h 
El  primer  requisito  es  que  se  verifxqae  la  toma  de  poseaión 
realmente  fcorpusj  y  que  se  haga  en  nombre  del  Estado  y  en 
su  comisión  ó  que  por  lo  menos  éste  posteriormente  la  ratifi- 
que (adquisición  de  la  posesión  por  representante).  No  bas- 
ta, en  segundo  lugar,  dejar  señales  visibles  de  la  posesite, 
sino  que  es  preciso  que  ésta  sea  efectiva,  es  decir,  que  se  rea- 
licen en  el  territorio  ocupado  actos  ciertos  de  soberanía  y 
dominio.  Vattel,  Wheaton,  Heffter,  Calvo,  Woolsey,  Nea- 
mann,  etc.,  etc.,  por  no  citar  todos  los  autores  de  derecho  in- 
ternacional, proclaman  como  indubitable  esta  doctrina,  que  es 
la  más  cierta  y  se  haUa  aplicada  á  las  adquisiciones  en  los 
continentes  africanos  por  la  reciente  acta  de  la  Conferencia 
de  Berlín  de  26  de  Febrero  de  1885.  (T.  IX,  99.) 

(3)  «La  potencia  que  en  adelante  tome  posesión  de  un  te- 
rritorio en  las  costas  del  continente  africano  situado  fuera  de 
sus  posesiones  actuales,  ó  que  no  habiéndolas  tenido  hasta 
entonces,  llegase  á  adquirirlas,  y  del  mismo  modo  la  potencia 
que  asuma  un  protectorado,  acompañará  el  acta  respectiva  con 
una  notificación  dirigida  á  las  demás  potencias  firmantes  de 
la  presente  acta,  á  fin  de  ponerlas  en  condiciones  de  hacer 
valer,  si  ha  lugar,  sus  reclamaciones.»  (T.  IX,  124.) 

(4)  «Las  potencias  firmantes  de  la  presente  acta  reconocen 
la  obligación  de  asegurar,  en  los  territorios  ocupados  por  eHaa 
en  las  costas  del  continente  africano',  la  existencia  de  una 
autoridad  suficiente  para  hacer  respetar  los  derechos  adquiri- 
dos, y  en  todo  caso,  la  libertad  del  comercio  y  del  tránsito  en 
las  condiciones  en  que  se  hubiere  estiptdado.»  (T.  IX,  124 
y  25.) 

(5)  Hase  cuestionado  también  cuál  es  la  extensión  posi  e 
de  los  derechos  adquiridos  por  la  ocupación.  Es  evidente  (  e 
poseyendo  las  costas  se  tiene  ipso  facto  la  parte  de  mar  tei  1- 
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torial  que  las  baña,  pero  no  lo  es  tanto,  como  pretendieron  los 
Estados  unidos  en  la  cuestión  del  Oregón,  que  quien  posee  la 
embocadura  de  un  río  tiene  derecho  á  todo  el  territorio  que  el 
mismo  baña  y  es  más  preferible  la  común  doctrina  que  el  Es- 
tado ocupante  posee  sólo  el  terreno  que  racionalmente  ocupa 
y  puede  defender. 

(6)  Véase  nota  1  á  la  lección  38,  pág.  189. 

(7)  La  cuestión  del  Oregón  originóse  en  la  segunda  década 
de  este  siglo  entre  Inglaterra  y  los  Estados  unidos.  Fundá- 
banse éstos  en  la  prioridad  de  descubrimiento  en  la  cesión  de 
todos  los  derechos  que  pudiera  tener  que  les  hizo  España 
en  1819,  y,  finalmente,  en  el  reconocimiento  implícito  de  tales 
títulos  al  restituirles  Inglaterra  el  fuerte  de  San  Jorge.  Re- 
plicaron los  ingleses  que  no  había  sido  americano  sino  inglés 
el  descubridor;  que  España  transmitió  únicamente  á  los  Es- 
tados Unidos  sus  derechos  de  pesca  y  nayegación,  y  que  al 
hacer  la  restitución  mencionada  se  habían  reservado  implícita- 
mente todos  los  derechos  de  Inglaterra.  Eesolvióse  esta  cues- 
tión por  el  tratado  de  1846,  en  el  que  se  estableció  como  lími- 
te de  las  posesiones  inglesas  con  los  Estados  Unidos  el  para- 
lelo 49  de  latitud  Norte  hasta  la  mitad  del  canal  que  separa  el 
continente  de  la  isla  de  Vancouver,  y  de  dicha  mitad  se  diri- 
ge la  frontera  por  el  brazo  de  la  izquierda  y  el  estrecho  de  San 
Juan  de  Fuca  al  Pacífico.  Originóse  después  otra  cuestión 
sobre  si  esta  última  línea  debía  pasar  por  el  estrecho  del  Ro- 
sario, como  quería  la  Gb^an  Bretaña,  ó  por  el  de  Haro,  como 
querían  los  americanos.  A  estos  últimos  dio  la  razón  el  empe- 
rador alemán  elegido  por  arbitro  en  laudo  de  21  de  Octubre 
de  1872.  (Wheaton  por  Boid,  §  176  a.) 

(8)  Revistió  la  cuestión  de  las  Carolinas  una  gravedad  com- 
pletamente impropia  de  la  insignificancia  de  los  territorios  ob- 
jeto de  debate;  si  la  pasión  política  y  antidinástica  no  hubiese 
excitado  por  una  indigna  paparrucha  el  amor  patrio  de  nues- 
tros compatriotas,  á  buen  seguro  que,  como  la  parecida  de 
Joló  y  Borneo,  se  hubiera  tranquilamente  resuelto  en  las  can- 
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cillerias.  La  fortuna  consistió  en  que  ambos  monarcas,  Tiendo 
que  no  se  trataba  de  unos  islotes  en  el  Pacífico,  sino  de  la 
causa  del  orden  y  de^la  monarquía  en  España  (que  se  liabrUn 
visto  seriamente  amenazadas  si  llega  á  sobrevenir  la  catás- 
trofe de  una  guerra  extranjera) »  rivalizaron  en  cordura  j 
prudencia.  En  21  de  Agosto  de  ISSó  llegaban  los  buquaa  de 
guerra  españoles,  el  San  Quintín  j  el  Tipidico^  ¿  Yap,  prínci* 
piando  á  hacer  los  preparativos  de  toma  de  posesión  luego  | 
después  del  desembarque,  pero  el  25  arribó  la  cañonera  út-  \ 
mana  litis,  la  cual  enarboló  la  bandera  de  su  nación,  d^^k-  I 
rando  el  protectorado  de  Alemania  en  aquellas  islas,  Sigrnen* 
do  sus  instrucciones,  cedieron  los  buques  españoles  ante  tal 
acto  de  fuerza  y  se  retiraron.  En  los  primeros  días  de  Agosto 
habla  comunicado  el  gobierno  alemán  su  inteBción  de  ocupar  | 
las  Carolinas,  por  poner  en  duda  prit/ia  facie  ios  derechos  áe 
España  á  aquel  archipiélago.  El  dia  12  protestó  solemnemente 
España  de  los  actos  de  Alemania  y  de  sus  intencionéis,  afirman- 
do que  ella  habla  ejercido  repetidisimas  veces  su  soberanía  en 
las  mencionadas  islas,  que  habla  descubierto  y  evangelizado. 
En  24  del  mismo  mes  el  principe  de  Bismarck  replicó  á  los  ar- 
gumentos españoles,  ya  negando  todo  valor  á  los  hechos  ante- 
riores á  Agosto,  ya  dando  como  prueba  positiva  de  la  renun- 
cia de  España  á  todo  derecho  en  aquellas  islas  el  de  que  hu- 
biese  dejado  pasar  en  silencio  la  protesta  formal  de  Inglaterra 
y  la  Alemania  misma  en  1875,  en  ocasión  de  la  conducta  ^t 
nuGstro  cónsul  en  Hong-Kong,  que  pretendió  considerar  b* 
Carolinas  como  colonias  españolas  (silencio  reforzado  por  he» 
declaración  que  al  Sr.  Cánovas  dijo  haber  oído  el  sordo  mon- 
sieur  Layard),  y  asegurando  como  principio  del  derecho  pod- 
tivo  moderno  aplicable  al  litigio  las  prescripciones  de  la  Con- 
ferencia de  Berlín.  La  bárbara,  impremeditada  y  soez  con- 
ducta de  las  turbas  madrileñas  en  la  noche  del  4  de  Septieffl' 
bre  pudo  provocar  una  solución  violenta  del  conflicto,  pero  la 
franca  y  cortés  satisfacción  contenida  en  la  nota  espafob 
del  10,  aceptada  como  suficiente  por  el  emperador  alen  n, 
evitó  el  rompimiento  entre  ambas  naciones.  El  mismo  dii  Ü- 
rigió  nuestro  gobierno  una  nota  y  un  memorándum,  en  los  o^ 
se  exponían  con  tanto  talento  como  habilidad  todos  los  d  r«- 
chos  de  España  á  aquellas  islas.  En  ellos  se  sentaban  «^  n^ 
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hechos  que  prnebi^n  el  derecho  á  la  soberanía  de  España  y  su 
intención  real  de  ejercerlo,  el  descubrimiento  verificado  por 
marinos  españoles  en  el  siglo  xvi;  la  misión  del  jesuíta  P.  Can- 
tova  en  el  xvni  (1731)  y  en  los  recientes  tiempos  el  viaje  del 
Velasco  (cuya  protección  fué  invocada  por  los  mismos  europeos 
residentes  en  Yap  [Marzo  de  1885]);  la  consignación  en  pre- 
supuestos de  una  cantidad  para  la  ocupación  (29  de  Julio),  y, 
finalmente,  el  nombramiento  de  gobernadores,  actos  todos  an- 
teriores á  la  declaración  de  posesión  del  cañonero  alemán. 
Para  probar  que  los  mismos  indígenas  habían  reconocido  la 
soberanía  de  los  españoles,  se  citaba  el  acta  de  reconciliación 
entre  dos  reyezuelos  indígenas,  hecha  en  virtud  de  los  dere- 
chos de  nuestro  rey,  por  el  comandante  del  Velasco,  Como  actos 
internacionales  en  los  que  se  reconoce  el  derecho  de  España, 
á  más  de  las  bulas  de  Alejandro  VI  (que,  como  dice  muy  bien 
el  memorándum,  recibieron  por  aceptación  de  los  españoles  y 
portugueses  faerza  y  valor  ya  puramente  laico  é  internacio- 
nal), se  mencionaban  el  tratado  de  Tordesillas  de  1494,  la  escri- 
tura de  Zaragoza  de  1527,  el  tratado  general  de  límites  de  1750 
entre  ambas  naciones  peninsulares.  Explicaba  el  silencio  del 
gabinete  español  en  1875,  porque  España  entendía  que  se  le  ne- 
gaba únicamente  que  estuviese  ejerciendo  de  hecho  la  sobera- 
nía en  aquella  fecha,  y  esto  era  entonces  cierto.  Finalmente, 
se  negaba  que  fueran  aplicables  las  proscripciones  de  la  Con- 
ferencia de  Berlín  en  cuanto  éstas  se  refieren  sólo  á  las  nuevas 
ocupaciones  en  el  territorio  africano. 

En  1.°  de  Octubre  contestó  á  dicha  nota  el  príncipe  de  Bis- 
marck.  Niega  todo  valor  é  importancia  á  la  misión  del  P.  Can- 
tova,  y  afirma  resueltamente  que  España  no  ha  podido  probar 
hubiese  instituido  tribunal  ni  autoridad  alguna  en  las  Caroli- 
nas é  islas  adyacentes.  El  hecho  de  la  primera  expedición  del 
Velasco  y  la  concesión  de  créditos  para  el  gobierno  de  Yap, 
prueban  únicamente  que  España  tenía  la  intención  de  princi- 
piar á  ejercer  realmente  la  posesión,  evidente  prueba  que  ca- 
recía de  eUa.  El  tratado  de  los  reyezuelos  parece  más  bien  una 
mediación  para  reconciliarlos  (Friedensvermittlimg)  que  no  ver- 
dadera acta  de  sumisión.  Concluía  el  canciller  diciendo  que  la 
verdadera  dificultad  estaba  en  saber  si  los  actos  realizados  en 
Yap  por  el  Velasco  y  el  San  Quintín  del  21  al  25  de  Agosto  eran 
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realmente  verdadera  toma  de  posesión  de  aquella  isla  (que  m\ 
significaba  la  de  todo  el  archipiélago). 

Esto  es  lo  que  tenía  que  resolver  el  mediador  (no  qnido  nue^' 
tra  patria,  y  con  razón,  consentir  un  arbitraje)  León  XIQ, 
que  habla  ofrecido  su  intervención  en  26  de  Septiembre  y 
aceptádola  ambas  naciones  al  siguiente  dia.  Comunica  el  il 
de  Octubre  oficialmente  el  Papa  su  proyecto  de  moíüación, 
fechado  el  22,  cuyo  preámbulo  explica  muy  bien,  a  a  n  que  sin 
juzgarlas,  las  pretensiones  reciprocas  de  ambos  gobiernos.  He 
aquí  el  documento  pontificio  (T.  IX,  17): 

€El  descubrimiento  hecho  por  España  en  el  siglo  xvi  de  las  is- 
las que  forman  parte  del  archipiélago  de  las  Carolinas  y  Palaos 
y  una  serie  de  actos  llevados  á  cabo  en  diversas  épocas  en  esas  mis- 
mas islas  por  el  gobierno  español,  en  beneficio  de  los  indígenas, 
han  creado  en  la  convicción  de  dicho  gobierno  y  de  su,  nación  un  ti- 
tulo de  soberanía,  fundado  en  las  máximas  del  derecho  inter- 
nacional, invocadas  y  seguidas  en  esta  época  en  el  caso  de 
conflictos  análogos. 

»En  efecto,  cuando  se  considera  el  conjunto  de  los  actos 
mencionados,  cuya  autenticidad  se  halla  confirmada  por  di- 
versos documentos  de  los  archivos  de  la  Propaganda,  no  puede 
desconocerse  la  acción  benéfica  de  España  respecto  á  aqueUos 
isleños. 

»Debe  notarse,  además,  que  ningún  otro  gobierno  ha  ejer- 
cido sobre  ellos  una  acción  semejante.  Esto  explica  la  tra- 
dición constante,  que  conviene  tener  en  cuenta,  y  la  convic- 
ción del  pueblo  español  relativamente  á  esa  soberanía,  tradi- 
ción y  convicción  que  se  han  hecho  manifiestas  hace  dos  me- 
ses con  un  ardor  y  una  animosidad  capaces  de  comprometer 
por  un  instante  la  paz  interior  y  las  relaciones  de  los  dos  go- 
biernos ábiigos. 

»Por  otra  parte,  Alemania,  y  asimismo  Inglaterra,  han  de- 
clarado expresamente  en  1875  al  gobierno  español  que  no  re- 
conocían la  soberanía  de  España  sobre  dichas  islas.  El  gobierno 
imperial  opina,  por  el  contrario,  que  la  ocupación  efectiva  de  un  te- 
rritorio es  lo  que  da  origen  á  la  soberanía,  y  esta  ocupación  nw 
ca  se  ha  efectuado  por  parte  de  España  respecto  de  las  Carolinas 
en  conformidad  con  este  principio  ha  procedido  en  la  isla  d 
Yap,  y  en  esto,  como  por  su  parte  lo  ha  hecho  el  gobierno  espaiu 
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el  Mediador  se  complace  en  reconocer  toda  la  lealtad  del  Qohiemo 
Imperial. 

>En  su  consecuencia,  y  á  fin  de  que  esta  divergencia  de  mi- 
ras entre  los  dos  gobiernos  no  sea  nn  obstáculo  para  un  arre- 
glo honroso,  el  Mediador,  después  de  haberlo  considerado  bien 
todo,  propone  que  el  nuevo  convenio  que  se  estipule  se  atenga 
á  las  fórmulas  del  protocolo  relativo  al  archipiélago  de  Joló, 
firmado  en  Madrid  el  7  Marzo  último  entre  los  representantes 
de  la  Gb'an  Bretaña,  de  Alemania  y  de  España,  y  que  se  adop- 
ten los  puntos  siguientes: 

> Punto  1.^  Se  afirma  la  soberanía  de  España  sóbrelas  islas 
Carolinas  y  Palaos. 

»2.®  El  gobierno  español,  para  hacer  efectiva  esta  sobera- 
nía, se  obliga  á  establecer  lo  más  pronto  posible,  en  dicho  ar- 
chipiélago, una  administración  regular  con  una  faerza  sufi- 
oiente  para  garantizar  el  orden  y  los  derechos  adquiridos. 

»3.^  España  ofrece  á  Alemania  plena  y  entera  libertad  de 
oomercio,  de  navegación  y  de  pesca  en  esas  mismas  islas, 
como  asimismo  el  derecho  de  establecer  en  eUas  una  estación 
naval  y  un  depósito  de  carbón. 

»4.^  Se  asegura  igualmente  á  Alemania  la  libertad  de  hacer 
plantaciones  en  esas  islas  y  de  fundar  en  ellas  sus  subditos 
establecimientos  agrícolas  del  mismo  modo  que  los  subditos 
españoles. 

fRoma,  en  el  Vaticano  á  22  de  Octubre  de  1885.— L.  S.  Fir- 
mado: el  Cardenal  Jacobini,  secretario  de  Estado  de  Su  San- 
tidad.» 

El  día  17  de  Diciembre  de  1885  se  firmó  el  protocolo  de 
reconocimiento  de  nuestra  soberanía  en  las  Carolinas  por  los 
representantes  de  España  y  Prusia  en  el  Vaticano,  que  dice 
así  (T.  IX,  19): 

«Los  infrascritos : 

»E1  excelentísimo  señor  marqués  de  Molins,  embajador  de 
8.  M.  C.  cerca  de  la  Santa  Sede,  y  el  excelentísimo  señor  de 
Schloezer,  enviado  extraordinario  y  ministro  plenipotenciario 
de  S.  M.  el  rey  de  Prusia  cerca  de  la  Santa  Sede,  debidamente 
autorizados  para  ultimar  las  negociaciones  que  los  gobiernos 
de  España  y  Alemania,  bajo  la  mediación  aceptada  de  Su  San- 
tidad el  Papa,  han  seguido  en  Madrid  y  en  Berlín  relativa- 
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mente  á  los  derechos  que  cada  ano  de  dichos  gobiernos  podk| 
haber  adquirido  á  la  posesión  de  has  miau  Carolin&s  y  Falaos, 
considerando  las  proposiciones  que  Su  Santidad  ha  hecho  pan 
que  sirvan  de  base  á  la  mutua  inteligencia  de  ambos,  se  lun 
puesto  de  acuerdo  sobre  los  artículos  siguientes,  conformie  i 
las  proposiciones  del  Augusto  Mediador: 

» Artículo  1.^  El  gobierno  alemán  reconoce  la  jtrioridad  de  h 
ocupación  española  de  las  islas  Caroünaa  y  Palaos  y  la  boÍk* 
ranía  de  S.  M.  C.  que  en  ella  resulta  ^  y  cuyos  limites  esÚL 
indicados  en  el  art.  2.^ 

»Art.  2.^  Estos  limites  están  formados  por  el  ^Ek^nador  j 
por  el  grado  11  de  latitud  Norte  y  por  el  133'^  y  164**  de  lon- 
gitud Este  (Grreenwich). 

»Art.  3.*^  El  gobierno  español,  para  garantir  á  los  súbditoi 
alemanes  la  plena  y  entera  libertad  de  comercio,  de  narc^ 
ción  y  de  pesca  en  los  archipiélagos  de  laa  Carolinas  y  de  las 
Falaos,  se  obliga  á  ejecutar  en  dichos  archipiélagos  estipula- 
ciones análogas  á  las  contenidas  en  los  artículos  I,  II  y  IH 
del  protocolo  sobre  el  archipiélago  de  Joló,  firmado  en  Madrid 
el  11  de  Marzo  de  1877,  y  reproducidas  en  el  protocolo  éé. 
7  de  Marzo  de  1885,  á  saber: 

»I.  El  comercio  y  el  tráfico  directo  de  los  buques  y  subdi- 
tos de  Alemania  en  los  archipiélagos  de  las  Carolinas  y  la« 
Palaos  y  en  todas  sus  partes,  así  como  el  derecho  de  pesca, 
serán  absolutamente  libres,  sin  perjuicio  de  los  derechos  re- 
conocidos á  España  en  el  presente  protocolo  en  conformidad 
con  las  declaraciones  siguientes. 

»n.  Las  autoridades  españolas  no  podrán  exigir  en  lo  su- 
cesivo á  los  buques  y  subditos  de  Alemania  que  vayan  libre- 
mente á  los  archipiélagos  de  las  Carolinas  y  Palaos,  ó  de  un 
punto  á  otro  de  estos  archipiélagos,  ó  de  uno  de  ellos  á  cual- 
quier otro  del  mundo,  que  toquen  antes  ó  después  en  un  punto 
determinado  de  los  archipiélagos  ó  en  otra  parte,  que  paguen 
cualquiera  clase  de  derechos  ó  se  provean  de  un  permiso  de 
aquellas  autoridades,  las  que  por  su  parte  se  abstendrán  de 
poner  impedimento  y  de  toda  intervención  en  el  referido  \  r 
fico. 

» Queda  entendido  que  las  autoridades  españolas  noimp  - 
rán  de  manera  alguna,  y  bajo  ningún  pretexto,  la  Ubre     i- 
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portación  y  exportación  de  toda  clase  de  mercancias,  sin  ex- 
cepción alguna,  salvo  en  los  puntos  ocupados,  y  de  coiiformi-  i 
dad  con  la  declaración  UI,  y  que  asimismo  en  los  no  ocupa-  | 
dos  efectivamente  por  España,  ni  los  buques,  ni  los  subditos  I 
referidos,  ni  sus  mercancías  se  someterán  á  impuesto  alguno, 
derecho  ó  pago  cualquiera,  ni  á  ningún  reglamento  de  ¿sani-  \ 
dad  ó  do  otra  clase.  | 

j>ni.  En  los  puntos  ocupados  por  España  en  los  archipié-  j 

lagos  de  las  Carolinas  y  de  las  Palaos,  el  gobierno  es]>atiol  ¡ 

podrá  establecer  impuestos,  reglamentos  sanitarias  y  de  cual-  1 

quier  otra  clase  durante  la  ocupación  efectiva  de  dichos  piin-  j 

tos.  Pero  España  se  compromete  por  su  parte  á  sostenor  en  | 

ellos  las  dependencias  y  empleados  necesarios  para  las  exi-  j 

gencias  del  comercio  y  cumplimiento  de  los  referidos  regla-  ' 
montos. 

» Queda,  sin  embargo,  expresamente  entendido  que  el  go-  | 

bierno  español,  resuelto  por  su  parte  á  no  imponer  reglamen-  I 

tos  restrictivos  en  los  puntos  ocupados,  contrae  espontánea-  i 

mente  el  compromiso  de  no  introducir  en  los  indicados  puntos  i 

mayores  impuestos  ó  derechos  de  los  establecidos  en  los  aran*  I 

celes  españoles  ó  en  los  tratados  ó  convenios  entre  Espaiía  y  1 

cualquier  otra  potencia^  Tampoco  pondrá  en  vigor  en  aquellos  i 

puntos  reglamentos  excepcionales  que  hubieran  de  aplictirse  *  j 

al  comercio  y  á  los  subditos  alemanes,  que  gozarán  bajo  todos  I 

los  conceptos  del  mismo  trato  que  los  subditos  españoles.  1 

» A  fin  de  prevenir  las  reclamaciones  que  podrían  resultar  1 
de  la  incertidumbre  del  comercio  respecto  á  los  puntos  ocupa-  1 
dos  y  regidos  por  reglamentos  y  aranceles,  el  gobierno  espa-  ^ 
ñol  comunicará  en  cada  caso  la  ocupación  efectiva  de  un  punto  . 
en  los  archipiélagos  de  las  Carolinas  y  de  las  Palaos  al  go-  J 
"bierno  alemán,  y  al  mismo  tiempo  informará  de  ello  al  comer- 
cio por  una  notificación  publicada  en  los  periódicos  oficiales  de  i 
Madrid  y  de  Manila.  i 

»En  cuanto  á  las  tarifas  y  á  los  reglamentos  que  hayan  de  i 

aplicarse  á  los  puntos  que  están  ó  posteriormente  sean  ocupa-  \ 

dos  por  España,  queda  estipulado  que  no  entrarán  en  vigor  ! 

sino  después  de  un  plazo  de  ocho  meses,  á  partir  de  esta  pu-  ¡ 

blicación  en  el  periódico  oficial  de  Madrid.  ¡ 

» Queda  convenido  que  á  ningiin  buque  ó  subdito  de  Aleraa-  ¡ 

Tomo  I.  ¿3 
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nia  so  le  obligará  á  tocar  en  uno  de  los  pmitos  ocmpadoá  m  ú 
¡X  ni  al  volver  de  nn  punto  no  ocupado  por  España.,  y  qn&  ^^ 
podrá  seguírsele  perjuicio  alguno  por  tal  motivo  ni  por  nst* 
gana  clase  de  mercancías  destinad&s  á  un  punto  no  oenpftáa 
de  los  archipiélagos  de  las  Carolinas  y  Falaos. 

>Art.  4.^  Los  subditos  alemanes  tendrán  plena  libertid 
para  adquirir  simientes  y  para  hacer  plantaciones  en  loa  ar- 
chipiélagos de  las  Carolinas  y  Palaca^  pitra  fundar  en  ellí« 
establecimientos  agrícolas,  para  ejercer  toda  especie  de  co- 
mercio y  efectuar  contratos  con  los  indígenas,  y  para  explottr 
el  suelo  en  las  mismas  condiciones  que  los  subditos  españoles. 
Sus  derechos  adquiridos  serán  respetados. 

»Las  compañías  alemanas  que  gozan  en  su  país  de  los  dere- 
chos de  las  personas  civiles,  y  especialmente  las  compañías  anó- 
nimas, serán  tratadas  bajo  el  mismo  pie  que  dichos  subditos. 

>Los  subditos  alemanes  gozarán  respecto  á  la  protección  de 
las  personas  y  de  sus  bienes,  adquisición  y  transmisión  de  sos 
propiedades,  así  como  para  el  ejercicio  de  sus  profesiones,  del 
mismo  trato  y  de  los  mismos  derechos  que  los  subditos  espa- 
ñoles. 

»Art.  5.^  El  gobierno  alemán  tendrá  el  derecho  de  estable- 
cer en  una  de  las  islas  Carolinas  y  Palaos  una  estación  naval 
y  un  depósito  de  carbón  para  la  marina  imperial.  Los  dos  go- 
biernos determinarán  de  común  acuerdo  el  sitio  y  condiciones 
de  este  establecimiento. 

»Art.  6.**  Si  los  gobiernos  de  España  y  Alemania  no  rehu- 
san su  adhesión  al  presente  protocolo  en  el  término  de  ocho 
días,  á  contar  desde  boy,  ó  si  se  adhieren  á  él  antes  de  expi- 
rar este  plazo  por  conducto  do  sus  respectivos  representan- 
tes, las  presentes  declaraciones  entrarán  inmediatamente  en 
vigor. 

»Hecho  en  Roma  á  I7.de  Diciembre  de  1885,  —  (L.  S.)  — 
Firmado,  El  marqués  de  Molins, — (L.  S.)  —  Firmado,  Schloezer,* 

Alemania  renunció  en  20  de  Agosto  de  1886  (T.  IX,  165) 
á  la  estación  naval  que  en  el  anterior  protocolo  se  le  conced'  . 
Inglaterra  (8  de  Enero  de  1886,  T.  IX,  29)  y  los  Estados  IJ  - 
dos  reconocieron  también  nuestro  derecho  mediante  se  ote  - 
gasen  á  sus  subditos  los  mismos  privilegios  ofrecidos  á  los  a  * 
manes. 
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Es  en  esta  cuestión  dificil  conciliar  los  deberes  del  hombre 
de  estudio  con  el  natural  interés  y  cariño  con  el  que  ae  miran 
los  derechos  de  la  patria;  pero  como  la  concienciíi  precede  al 
corazón  y  la  verdad  al  españolismo,  es  preciso  confesar  qna 
los  españoles  elevamos  la  defensa  de  nuestros  derechoB  á  \nM 
Carolinas  á  un  diapasón  más  alto  del  que  consentían  la  razón 
y  la  justicia.  En  el  memorándum  español  se  sostiene  como 
principal  base  que  España  tenía  en  virtud  de  su  descubri* 
miento  la  posesión  inmemorial  de  un  derecho  á  adquirir  la  sq* 
ieranía  de  aquellas  islas,  y  que  había  demostrado  por  repeti- 
dos actos  la  intención,  el  animus  de  hacer  eíectivii  dicha  sobe- 
ranía. Tal  doctrina  carece  ciertamente  de  razón  ¿íólida  que  la 
apoye.  El  derecho  de  descubrimiento  no  indica  hoy  día  más 
que  un  título  á  la  posesión,  la  doctrina  del  Congreso  de  Berlín 
no  se  aplica  á  las  Carolinas  como  pacto  voluntario  (y,  por  lo 
tanto,  no  es  precisa  fuera  de  África  la  notificación),  sino  como 
expresión  autorizada  de  la  conciencia  jurídica  actual ,  con- 
forme por  lo  demás  con  los  principios  naturales  de  la  teoría 
posesoria.  Los  derechos  á  la  soberanía  no  los  conoce  el  derecho 
internacional;  existe  ó  no  pura  y  simplemente.  No  basta  el  ani- 
mus para  adquirir  una  posesión  ó  conservarla;  es  preciso  que 
el  Corpus  la  acompañe.  España,  sea  la  culpa  de  quien  aea  (y 
por  ser  tan  largo  el  período  tienen  culpa  todos  1oí4  regímenee 
y  gobiernos),  no  ejerció  los  derechos  que  le  daba  au  descubri- 
miento y  anterior  posesión,  en  siglo  y  medio  por  lo  menoa  (des- 
de la  expedición  del  P.  Can  tova  en  1731).  La  ocupación  ver- 
dadera de  España,  es  decir,  la  realización  ó  coutínuación  de 
su  derecho  principió  á  lo  más  con  la  primera  expetlición  del  Ve- 
lasco  y  cierta  é  indudablemente  con  la  segunda  acompañado 
por  el  San  Quintín,  La  conducta  del  litis  fuá  cení^urablo  y  sm 
ningún  valor,  ya  que  llegó  á  Yap  tres  días  después  de  los 
marinos  españoles,  que  habían  empezado  ya  loa  trabajos  de 
posesión  é  instalación.  Pero  desautorizado  como  fué  aquel  co- 
mandante por  su  gobierno,  la  cuestión  se  redujo  á  una  oíensa 
al  pabellón,  de  fácil  satisfacción  y  arreglo,  no  más  grave  quizá  | 

que  el  atropello  de  la  bandera  alemana  en  Madrid.  En  lo  que  I 

faltó  á  los  preceptos  de  la  moral  y  cortesía  interüacional  Ale- 
mania fué  en  haber  querido  apoderarse  de  aquellu  s  ialas  como 
por  sorpresa  y  á  espaldas  de  nuestro  gobierno,  ¿No  hubiera 
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sido  más  correcto  avisarnos  previamente  de  que  iba  á  ocnpar- 
las  si  nosotros  no  queríamos  hacerlo  por  uuestra  cuenta?  ¿Era 
proceder  dignamente  con  una  nación  amiga  apoderarse  de  un 
territorio  en  el  cual  la  historia  y  la  geografía  de  consuno  1* 
daban  razones  preterentes  para  poseerlo  antea  que  ninguD* 
otra?  Es  cierto  que  para  la  conservación  de  nuestros  derechos 
hubiera  sido  preferible  una  razonada  protesta  diplomática 
en  1875  cuando  Alemania  misma  é  Inglaterra  negaron  nues- 
tro dominio,  mejor  que  las  fanfarronadas  populachero- demo- 
cráticas de  diez  años  después;  pero  siempre  fué  una  torpeza  y 
mala  fe  insigne  en  aquellas  dos  naciones  sacar  á  relucir  la 
conversación  privada  de  un  üustre  hombre  público  (que  nada 
tenía  que  decir  por  su  cargo  en  las  controversias  internacio- 
nales) con  un  sordo  que  no  tomó  la  precaución  que  acos- 
tumbran todos  los  diplomáticos  de  oídos  finos  de  leerla  y  con- 
sultarla con  su  interlocutor  (*). 

Los  principios  que  sostenemos  en  Hi  presente  nota  se  hallan 
conformes  plenamente  con  la  alocución  de  S.  S.  León  xiit 
de  12  de  Enero  de  1886  dando  cuenta  á  los  cardenales  de  su 
mediación,  que  copiamos  íntegra  por  su  importancia. 

«Venerables  hermanos:  Aunque  el  asunto  de  que  nos  pro- 
ponemos hablaros  es  ya  del  dominio  público,  sin  embargo, 
porque  está  unido  estrechamente  con  el  bien  general  de  ha 
gentes  y  ha  venido  á  renovar  una  costumbre  que  honra  en 
gran  manera  á  la  Sede  Apostólica,  costumbre  interrumpida 
durante  larguísimo  tiempo,  lo  juzgamos  digno  de  que  se  os  dé 
cuenta  de  él  por  lo  mismo  en  este  espaciosísimo  recinto. 

>En  el  anterior  mes  de  Septiembre,  habiéndosenos  pedido 
al  mismo  tiempo  por  el  emperador  de  Alemania  y  por  el  rey 
de  España  que  nos  dignáramos  intervenir  para  poner  término, 
por  medio  de  una  transacción,  á  la  contienda  existente  entre 
ellos  acerca  de  las  islas  Carolinas,  recibimos  con  buena  vo- 
luntad y  grato  ánimo  el  encargo  que  oficiosamente  se  enco- 
mendaba á  nuestra  justificación,  porque  desde  luego  nos  pare- 


(*)    Un  Sr.  Vf.,  integro  protestante  según  todas  las  señas,  quo  escribió  nn  jal    ) 
crítico  tan  chabacano  como  insulso  de  mi  libro  sobre  «La  Posesión»  en  el  Vier    • 
jahrtschrifi,  de  Munich  (t,  IX,  pág.  38),  se  convencerá  si  lee  (ó  mejor  si  entieix   ) 
la  presente  nota,  que  no  escribí  aquel  eu  1883  para  defender  los  derechos  de 
paña  en  las  islas  Carolinas  como  aparenta  creer. 
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ció  que  nuestro  trabajo  podía  ser  provechoso  á  la  concordia  y 
á  la  humanidad.  Y  así  tenidas  en  cuenta  las  razones  aducidas 
por  las  dos  partes,  preparamos  nuestro  juicio  sincero  y  equi- 
tativo, y  le  emitimos  brevemente,  indicando  los  fundamentos 
sobre  que  debía  reconstituirse  la  concordia,  fundamentos  que 
las  dos  partes  debían  desenvolver  en  lo  futuro. 

»En  verdad,  España  defendía  su  derecho  sobre  las  dichas 
regiones  de  la  Micronesia  de  muchas  maneras:  por  ser  la  na- 
ción que  arribó  primeramente  á  aquellas  playas;  por  el  testi- 
monio de  gravísimos  geógrafos;  por  el  nombre  mismo  de  Ca- 
rolinas, que  indica  su  origen  español,  y,  en  fin,  por  haber  en- 
viado sus  reyes  misioneros  apostólicos  en  diferentes  ocasiones, 

»Punto  es  este  ligado  y  unido  á  los  actos  referentes  al  Ro- 
mano Pontificado.  Aparece  en  primer  término  la  carta  de  Cle- 
mente XI,  nuestro  antecesor,  á  Felipe  V,  en  el  año  1706,  en  la 
cnal  elogia  al  rey  por  haber  proporcionado  á  los  níisioneros 
que  iban  á  dichas  islas  un  buque  y  cuantas  cosas  eran  necesa- 
rias para  el  viaje;  y  además  le  exhorta  á  que  persevere  en  la 
propagación  del  nombre  cristiano,  promoviendo  así  la  salva- 
ción eterna  de  tantas  almas.  El  mismo  Pontífice  rogó,  por  me- 
dio de  cartas,  á  Luis  XIV,  rey  de  Francia,  que  no  molestase 
á  su  nieto  Felipe  V,  á  fin  de  que  tuvieran  éxito  feliz  las  cosas 
bien  comenzadas. 

>A  esto  se  añade  que  el  mismo  Felipe  dio  para  el  sostén  de 
aquella  expedición  una  renta  anual  de  dos  mil  cdineros» ;  ade- 
más, la  enseñanza  de  la  religión  á  los  indígenas  fué  obra  exclu- 
siva de  los  españoles,  sin  que  en  ella  nadie  interviniera;  por 
fin,  cuanto  se  conoce  respecto  de  las  costumbres  y  manera  de 
vivir  de  aquellos  isleños  lo  han  sabido  los  escritores  por  esos 
apostólicos  varones. 

>De  esta  serie  de  hechos,  mirados  á  la  luz  de  los  dictados  del 
derecho  público  valedero  en  los  tiempos  en  que  aquéllos  se  realizaron, 
se  desprende  que  España  poseía  cierta  autoridad  sobre  las  islas  Ca- 
rolinas. Además,  si  se  investiga  con  rectitud  á  quién  pertene- 
ce la  autoridad  sobre  las  tribus  bárbaras  á  quienes  se  lleva  el 
soplo  de  la  civilización,  hay  que  confesar  en  verdad  que  quien 
se  consagra  á  libertarlas  de  supersticiones  y  á  educarlas  en  los 
principios  del  Evangelio  es  el  que  derrama  verdaderamente 
sobre  ellas  mayor  luz  de  sentimientos  humanos,  pues  debe 
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pensarse  que  las  semillas  de  la  cultura  de  todos  los  pueblos  m 
encierran  en  la  Keligión.  En  virtud  de  este  principio  se  cons- 
tituyeron frecuentemente  dominios  en  variad  islas  del  Océano, 
de  cuyas  islas  no  pocas  recibieron  su  mismo  nombre  de  la  Ee^ 
ligión.  Por  consiguiente,  existiendo  en  los  ánimos  la  creaincm  trcü 
cianal  y  arraigada  de  que  las  islas  Carolinas  pertenecían  á  Bspam, 
no  es  extraño  que  habiendo  surgido  de  impromso  cuestión  sobre  la  j»^ 
sesión  de  dichas  islas,  se  agitaran  tos  españoles  kasia  tul  eJ^lremv 
que  se  turbaran  la  paz  interior  de  España  ^  sus  buenas  relaciones  ím* 
temadonales, 

1^  Alemania,  sin  embargo,  oponía  en  el  ordm  fiel  derecho  á  dichu 
ratones,  que  para  tener  el  derecho  de  soberanía  sobre  un  ¿erriíorie, 
se  necesitaba  haberle  ocupado  antes.  Y  á  la  verdad,  si  se  para  k 
atención  en  hechos  recientes,  parece  como  que  la  ocupación  ^  elms^ 
I  engendran  soberanía  según  principios  con Jir  émidos  del  derecho  de  ge%^ 

[  tes;  y  que  en  tanto  como  y  hasta  cuando  falten  las  condiciones  ií 

\  ocupación  y  el  uso,  los  territorios  que  se  hallen  en  estas  circunsta*- 

V  das  serán  considerados  res  nullius.  Además,  mirando  los  hechos 

j  como  España  había  interrumpido  su  posesión  délas  üarolinas  duran- 

te una  mitad  de  siglo,  parecía  que  debían  adjudicarse  aquellas  tie- 
rras al  primer  ocitpante, 

»En  este  punto  se  colocó  la  cuestión  en  1875,  al  producirse 
una  divergencia  muy  parecida  á  ésta,  pues  Alemania  é  Ingla- 
)  térra  declararon  que  de  ningún  modo  reconocían  la  soberanía 

de  España  sobre  las  Carolinas. 

>Por  tanto,  disintiendo  los  ánimos  en  afirmaciones  contra- 
rias, Nos  propusimos  evitar  mayores  disidencias,  y,  teniendo 
en  cuenta  los  derechos  y  los  intereses  de  ambas  partes,  mani- 
festamos fielmente  el  medio  que  nos  parecía  más  oportuno 
para  llegar  á  una  completa  concordia.  Tuvimos  por  norma  la 
equidad,  y  ambas  partes  aceptaron  de  buena  voluntad  las 
condiciones  por  Nos  propuestas  y  que  cada  uno  de  vosotros 
conoce. 

»Y  lo  que,  considerado  aquello  y  teniendo  en  cuenta  las 
opiniones  reinantes,  parecía  no  se  podría  conseguir,  fué  *  • 
grado,  sin  embargo,  por  la  voluntad  de  la  Divina  Provid<  • 
cia,  con  el  fin  de  que  la  suprema  autoridad  de  la  Iglesia  dii  » 
su  fallo  á  dos  naciones  grandes  por  su  nombre  y  poder,  y  ©  i 
el  fin  de  que  ella,  con  su  eficaz  consejo,  amparase  á  amb   \ 


DBRBGHO  HATBRIAl*.— DBRBGHOS  EN  BL  TERRITORIO  859 

potencias  con  la  paz  y  concordia,  como  es  propio  en  alto  grado 
de  sn  misión. 

>Lfa  explicación  de  este  resnltado  debe  buscarse  en  la  vir- 
tud con  que  Dios,  autor  de  todas  las  cosas,  adornó  la  potes- 
tad de  los  Sumos  PontlEces,  cuya  virtud  superior  á  la  envidia 
de  los  enemigos  y  más  fuerte  que  la  iniquidad  de  lod  tiempoB 
no  puede  extinguirse  ni  mudarse.  Por  esto  se  hace  maniñesto 
el  grave  mal  que  producen  los  ataques  á  la  Sede  Apost6tica  y 
la  disminución  de  su  libertad  legitima,  con  cuyos  atentados, 
no  sólo  quedan  violadas  la  justicia  y  la  religión,  sino  que  ade- 
más resulta  lesionada  la  conveniencia  pública;  por  cuya  rasÓn 
en  el  estado  singularmente  dudoso  y  ambiguo  de  ]or  apuntos 
públicos,  el  Pontificado  romano  reportaría  mayores  beneficios 
si,  incólume  su  libertad  y  vindicados  sus  derechos^  pudiese 
ejercer  todo  su  poder  sin  impedimento  alguno  para  el  bian  de 
la  humanidad. 

> Habiéndoos  ya  dado  cuenta  del  asunto  llevado  á  feliz  tér- 
mino  con  la  ayuda  de  Dios,  nos  apresuramos  á  preconizar  loa 
nuevos  obispos,  según  es  costumbre  (c), » 

(A)  La  ocupación,  —  Bonfíls  distingue  tres  épocaB  en  la  bis- 
toria  de  la  ocupación.  La  primera  hasta  el  siglo  xvi^  an  la  que 
adjudican  libremente  los  territorios  descubiertos  los  Papas;  la 
segunda  desde  mediados  de  dicho  siglo  hasta  el  presente,  ó, 
mejor,  la  conferencia  de  Berlín,  en  la  que  se  invoca  el  llamado 
derecho  de  descubrimiento  y  una  posesión  más  ó  menos  ef  ecti-  ' 

va,  y,  finalmente,  la  época  actual,  en  la  que  plenamonte,  den- 
tro de  la  conciencia  jurídica  común,  de  la  cual  son  i^xpresión 
los  mencionados  acuerdos,  se  juzgan  indispensable^^  la  ef  ecti*  \ 

vidad  y  la  notificación.  El  Instituto  de  Derecho  internacto* 
nal  ha  hecho  suyas  estas  condiciones  en  sus  resoluciones  de 
Lausana(1888),  indicando  con  respecto  la  última  que  debe  coa^ 
tener  expresamente  la  indicación  aproximativa  del  territorio 
ocupado,  y  que  la  toma  de  posesión  debe  consistir  en  el  esta*  , 

(c)    Como  tan  hermosameate  dioe  esta  alocnción,  la  interrencióEi  del  Tapa  ea 

ol  asunto  de  las  Carolinas  tuvo  importancia  en  si  misma  como  re-^tauriiclón  de  j 

una  de  las  más  hermosas  prácticas  de  la  Europa  cristiana.  Por  su  formap  «demáa  < 

de  mediación,  que  supone  soberanía  en  quien  la  ejerce  (véase  %  8:r),  constttuyti  ^ 

ona  prueba  evidentísima  de  que  á  los  ojos  de  do^  potencias  Importantes  Oieréti-  ' 

ca  una  de  ellas),  no  ha  perdido  la  efectividad  de  aquélla  el  Romano  FohUIIcü  por  | 

^  hecho  de  la  ocupación  de  Boma  por  Italia.  i 
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"blecimiento  de  un  poder  local  responsable,  con  medios  stificicn 
tes  para  mantener  el  orden  y  asegurar  el  ejercicio  de  í^ti  auto- 
ridad en  los  límites  del  territorio  Oíítipado.  Dicha  a  tito  ridAd  de- 
berá evitar  los  rigores  usuales  y  el  exterminio,  hacer  re&iietír 
todos  los  derechos  y  la  libertad  de  conciencia »  re¡>rimLr  la  ímt 
ta,  reglamentar  la  venta  de  bebidas  alcohólicas  y  velar  pan 
la  conservación,  educación  y  mejora  de  las  razas  indígenas. 

Hay  que  tener  en  cuenta  que,  como  derecho  positivo,  no  se 
aplican  los  artículos  del  Acta  de  Berlín,  el  segundo  de  los  cua- 
les (la  efectividad)  se  relaciona  únicamente  con  las  ocupacio- 
nes y  no  con  los  protectorados,  para  los  cuales  basta  la  notifi 
cación:  1.**  A  los  territorios  que  no  están  situados  en  la  costa 
del  África.  —  2.®  A  las  ocupaciones  y  protectorados,  aunque 
sean  de  la  misma,  anteriores  á  dicha  Acta,  ó  sea  al  26  de  Fe- 
brero de  lb85.  -  3.®  Con  respecto  á  las  potencias  que  no  sus- 
cribieron ó  ratificaron  dicho  tratado,  los  Estados  Unidos,  por 
ejemplo,  que  aunque  acudieron  á  la  conferencia,  negaron  su 
adhesión  definitiva.  En  la  práctica,  sin  embargo,  se  respetan 
para  todas  las  ocupaciones  y  protectorados.  España  notificó  el 
suyo  en  Río  do  Oro  en  Enero  de  1885,  Real  orden  de  'Jf>  de  Di- 
ciembre de  ISvSl  (T.  IX,  499),  Italia  el  intentado  en  Abisiniay 
Francia  la  anexión  de  Madagascar. 

(B)  Por  tratado  de  30  de  Junio  de  1899  (Gaceta  1  ^  de  Julio 
de  1899),  precedido  de  declaración  de  12  de  Febrero  y  autoriza- 
do por  ley  de  21  de  Junio  del  mismo  año,  hemos  cedido  á  Ale- 
mania los  arcli  i  piélagos  de  las  Carolinas,  Palaos  y  Marianas 

\  (excepto  Guam,  dada  á  los  Estados  Unidos)  mediante  una  in- 

demnización de  25  millones  de  pesetas,  y  reservándonos  sóh) 
en  cada  archipiélago  el  derecho  á  un  depósito  de  carbón  para 
la  marina  mercante  y  de  gueíra,  aun  en  tiempo  de  guerra,  y 
la  garantía  de  un  trato  al  comercio,  establecimientos  agríco- 
las y  órdenes  religiosas  española^v^  en  dichas  islas  igual  al  que 
disfruten  en  ellas  los  alemanes.      \^ 

(C)  Entre  los  conflictos  recientes  ocasionados  por  ocupacio- 
nes controvertidas  de  territorios,  pueden  citarse  el  de  Mussaua 
por  Italia,  que  negó  en  1888  á  Egipto  y  á  sn  soberana  Turquía 
la  efectividad  de  su  derecho,  á  pesar  de  continuar  después  de 
ocupado  y  durante  un  año  una  guarnición  del  khedive  en  dicho 
punto;  el  de  Masuáland  y  Nyassaland  en  1890,  entre  Portugal 
é  Inglaterra,  en  el  cual  invocó  inútilmente  el  primero  su  prio- 
ridad de  descubrimiento  y  tratados  con  los  indígenas,  habiendo 
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de  ceder  ante  un  ultimátum  de  lord  Salisbnry  en  el  tratado 
de  11  de  Junio  de  1891,  y,  finalmente,  el  de  Fachoda  por  Fran- 
cia con  la  expedición  de  Marchand  (10  de  Julio  de  \>^^M),  í\\\q 
ocasionó  las  protestas  de  Egipto  y  la  Gran  Bretaña^  iTivocando 
también  derechos  anteriores  del  primero  y  que  quedó  áin  efec- 
to el  11  de  Diciembre  del  mismo  año,  renunciando  á  su  posietíLÓn 
definitivamente  el  gobierno  francés  por  el  tratado  d»  21  de 
Marzo  de  1899. 

Es  hoy  objeto  de  debate  si  pueden  ocupar  los  particulares^ 
ya  individualmente,  ya  constituyendo  una  sociedad  de  coloni- 
zación. Cuando  tienen  unos  ú  otros  una  orden  ó  privilegio  de 
su  soberano,  y  éste  es  el  caso  más  frecuente,  la  cues^tión  no 
ofrece  duda.  De  ellas,  cual  cómoda  vanguardia  qne  permite 
una  desautorización  en  caso  de  exceso  de  celo  ó  de  dificultades 
con  otras  potencias,  se  sirven  hoy  los  Estados  para  reiilizar  sus 
apoderamientos.  Inglaterra  tiene  la  British  North  Borneo 
Company  (Carta  de  1881),  la  British  South  African  Vmnpany 
(29  de  Octubre  de  1889).  Pero  cuando  obran  por  sí  mismas,  ó 
ceden  después  públicamente  sus  derechos  al  Estado  por  cuya 
cuenta  en  realidad  obran,  como  la  British  East  Af rifan  Com- 
pany (1895)  y  la  Boyal  Niger  Company  (1899),  la  aleuiana  Neu 
Cruinea  Kompagnie  (1899),  y  en  Río  de  Oro  la  Sociedad  Espa- 
ñola de  Africanistas  y  la  de  Geografía  Comercial,  6  crean  xio 
nuevo  Estado  para  sí  propios,  cual  el  de  Sarawak,  en  Borneo, 
fundado  por  sir  Brooke  en  1841,  reconocidos  sus  derechos 
en  1868  por  las  potencias  y  colocado  bajo  el  protectorado  bri- 
tánico en  1888. 


§  52.  Modos  derivados"^. — Entiéndese  por  modo 
derivado  de  adquirir  aquel  en  el  cual  existe  una  ena- 
jenación del  anterior  dueño  por  la  que  tranp^mito  su 
derecho  al  nuevo  adquirente.  Únicamente  al  derecho 
político  y  constitucional  corresponde  discutir  y  poner 
en  duda  la  procedencia  de  la  enajenación  territorial 
hecha  por  los  soberanos  y  los  pueblos  ó  sus  represen* 
tantes  (l);  el  derecho  internacional,  cuando  no  está, 
influido  por  preocupaciones  políticas,  consideni  que 
las  naciones  pueden  perder  sus  derechos  al  territorio 
del  mismo  modo  que  los  adquieren.  La  moderna  es- 

(•)  C.  S  104. 


862  partb  bspbcial 

cuela  exige  para  tener  por  válida  la  cesión  territorial 
el  consentimiento  del  pueblo,  mejor  dichoj  de  lo3  ha- 
bitantes del  enajenado  territorio,  ya  en  forma  de  ple- 
biscitos (sufragio  universal  de  receta  napoleónica  con 
el  cual  se  bota  al  antiguo  soberano  y  se  vota  al  nue- 
vo), ya  de  acuerdos  de  las  representaciones  naciona- 
les del  país  cedido,  ya,  finalmente,  por  la  reserva  á 
los  habitantes  del  derecho  de  opción  entre  el  cedente 
y  el  cesionario.  La  teoría  de  los  plebiscitos,  jamás 
aplicada  con  seriedad,  porque  no  es  necesaria j  á  las 
regulares  y  legítimas  cesiones  territoriales^  ha  servido 
únicamente  para  justificar  en  la  apariencia  aiiexio 
nes,   por  no   decir  rapiñas,  que  tenían  por  únicos 
fundamentos  la  violencia  y  el  auxilio  de  revoltosos 
mercenarios.  Lo  verdaderamente  importante  es  que 
consienta  en  la  forma  debida  el  Estado  cedente;  nada 
importa  la  voluntad  del  pueblo  separado,  en  su  con- 
junto, como  observa  sagazmente  Stórk,  mientras  se 
reserve  el  derecho  de  los  individuos  á  conservar  su 
antigua  patria.  Para  nada  se  consultó  la  opinión  de 
búlgaros  y  rumeliotas  al  separar  dichas  provincias 
de  Turquía  en  el  tratado  de  Berlín  W  ni  de  puertorri- 
queños y  filipinos  al  hacerles  subditos  de  los  Estados 
Unidos  el  tratado  de  París  (A).  Las  formas  concretas 
de  enajenar  el  dominio  territorial  son  las  mismas  que 
reconoce  el  derecho  privado,  realizándose  todas^  por 
supuesto,  en  la  forma  exterior  del  tratado  internacio- 
nal. Ofrece  la  Historia  abundantes  ejemplos  de  per- 
mutas, ventas,  cesiones,  donaciones,  etc.,  de  territo- 
rios (3).  Tiene  algo  de  las  primeras  el  Convenio  con 
Francia  de  27  de  Junio  de  1900  delimitando  las  pose- 
siones en  el  África  occidental,  cediéndonos  aquélla,  á 
cambio  de  la  renuncia  de  ulteriores  pretensiones 
parte  de  las  suyas  (a) y  y  son  casos  de  venta,  origina 

(a)  Detallaremos  las  negociaciones  directas  por  las  cuales  se  llegó  á  etti 
acuerdo  en  el  i  89.  £1  Convenio  de  27  de  Jmiio  de  1000  (cuya  ratíñcodán  fué  aiuto 
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dos  por  la  liquidación  de  nuestro  dominio  colonial  en 
Oceanía,  la  cesión  á  Alemania  de  las  Carolinas,  Ma- 
rianas y  Palaos  (tratado  de  30  de  Junio  de  1899  (véa- 
se párrafo  anterior),  excepto  Güam,  dado  á  los  Esta- 
dos Unidos,  y  la  cesión  á  estos  últimos  de  las  islas  de 
Cagayán  de  Joló  y  Sibutü,  no  incluidas  dentro  de  la 
demarcación  hecha  de  las  Filipinas  en  la  paz  de  París, 
por  la  suma  de  100.000  dollars  americanos.  (Tratado 

rizada  por  ley  de  81  de  Diciembre  de  1900),  publicado  en  la  QoMta  de  Madrid 
de  30  de  Marzo  de  1901,  detennixia  en  sa  art.  1.^  que  la  fíoutera  de  las  posesionee 
españolas  en  la  costa  del  Sahara  partirá  de  un  punto  de  la  costa  occidental  de 
la  Península  de  Cabo  Blanco  entre  éste  y  la  bahía  del  Oeste,  dividiéndola  en 
cuanto  sea  posible,  por  mitad,  subiendo  luego  hacia  el  Norte  para  encontrar  el 
paralelo  21*  ¿O'  de  latitud  Norte.  Seguirá  por  éste  hasta  la  intersección  del  meri- 
diano 15°  20*  Oeste  de  París  (meridiano  Oreen \r1ch).  De  alli  continuará  hacia  el 
Noroeste  siguiendo  una  curva  entre  el  ISf*  20'  y  el  16<*  20'  Oeste  de  Pa^is  d^ando 
á  Francia  las  salinas  de  Idjil.  Desde  allí  se  dirigirá  á  la  intersección^  del  Trópico 
de  Cáncer  con  el  14°  20'  del  mismo  meridiano  y  de  dicho  punto  so  prolongará 
por  este  último  meridiano  en  la  dirección  del  Norte.  En  las  aguas  de  la  bahía 
del  Galgo  y  en  el  Canal  entre  la  punta  de  Cabo  Blanco  y  la  bahía  de  la  Bayade- 
m  podrán  seguir  pescando  los  subditos  españoles  y  ejercer  en  las  orillas  las  in- 
dustrias accesorias  y  elevar  construcciones  temporales  de  poca  importancia 
(art.  2.°).  La  sal  de  Idjil  que  se  lleve  por  tierra  á  los  dominios  españoles  del  Saha- 
ra no  será  sometida  á  derecho  alguno  de  exportación  (art.  8.°)  El  limite  de  las  po- 
sesiones españolas  con  las  francesas  en  el  Golfo  de  Guinea  partirá  de  la  intersec- 
ción del  ihalweg  del  Rio  Munl  con  una  linea  recta  trazada  entre  la  punta  Coco 
Beach  hasta  la  punta  Dieké.  Después  seguirá  por  el  thalwtg  de  los  ríos  Munl  y 
Utambonl  hasta  el  pun^  que  este  último  es  cortado  por  primera  vez  por  el  pri- 
mer grado  latitud  Norte  y  se  confundirá  con  este  paralelo  hasta  su  intersección 
con  el  grado  9  de  longitud  Este  de  París  (11°  20'  de  Orcen wich);  á  partir  de  dicho 
punto  formará  el  limite  dicho  meridiano  «hasta  encontrar  la  frontera  meridio- 
nal de  la  colonia  alemana  de  Camarones*  (art  4.°).  Los  buques  franceses  y  es- 
pañoles gozarán  respectivamente  en  su  entrada  por  el  mar  en  el  rio  Munl  y  en 
las  aguas  de  cada  potencia  las  mismas  facilidades  que  los  nacionales;  tanto  la 
navegación  como  la  pesca  en  los  ríos  Munl  y  Utambonl  serán  Ubres  para  fran- 
ceses y  españoles,  y  determinándose  su  policía,  a<tl  como  las  relaciones  entre 
fronterizos  en  general,  por  convenciones  especiales  (art.  5.°).  Siendo  todos  los 
derechos  y  ventajas  consignadas  en  los  artículos  2.°,  3.°  y  5.°  consecuencia  del 
carácter  limítrofe  ó  común  de  las  bahías,  ríos  y  territorios  indicados,  quedan 
exclusivamente  reservadas  á  los  subditos  de  las  partes  contratantes  y  no  podrán 
ler  traspasados  á  los  subditos  de  terceras  naciones  (art.  6.°).  £1  art.  7.°  establece 
ri  derecho  de  preferencia  en  favor  de  Francia,  en  igualdad  de  condiciones, 
(  ira  el  caso  de  que  España  quisiera  enajenar  las  posesiones  que  le  son  recono- 
c  das  en  el  Convenio,  asi  como  las  islas  de  Elobey  y  de  Coriseo.  £18°  dispone 
€  le  dentro  un  plazo  de  cuatro  meses  se  verifique  (cual  se  ha  hecho  ya)  el  amojo- 
X  amienzo  de  la  frontera,  advlrtléndose  que  cualquier  cambio  en  el  tbalweg  de 
1  B  ríos  Munl  y  Utambonl  no  afectará  á  los  derechos  de  propiedad  sobre  las  islas 
<;  le  ae  a<!yudiquen  á  cada  una  de  las  partes  en  el  acta  de  delimitación,  y  el  9.° 
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de  7  de  Noviembre  de  1900)  (h).  Por  medio  de  eiüacea 
matrimoniales  han  engrandecido  sucesivamente  sus 
dominios  las  naciones  europeas.  Refiriéndose  al  co- 
losal imperio  de  Carlos  V  decía  un  dístico  de  su 
tiempo: 

Bella  gerant  alii,  tu  fcdix  Austria  nube; 

Nam  qucB  Mars  aHis,  dat  tihi  ipsa  regna  Venus. 

Dada  la  naturaleza  no  patrimonial  de  los  Estados 
modernos  es  más  difícil  puedan  adquirirse,  en  virtud 
de  derechos  sucesorios  en  la  herencia  de  loe  difuntos 


dispone  que  ambas  potencias  contratantes  se  comprometen  á  tratar  con  benevo- 
lencia á  los  jefes  que  habiendo  celebrado  tratados  con  algnna  de  ellas  queden 
en  virtud  del  presente  Convenio  bajo  la  soberanía  de  la  otra.  Por  Real  decido 
de  12  de  Abril  de  1901  (Gaceta  del  18),  se  dispuso  que  el  gobierno  de  los  territo- 
rios comprendidos  entre  Cabo  Bojador  y  Cabo  Blanco,  y  de  las  posesiones,  tanto 
peninsulares  como  continentales  del  Golfo  de  Guinea,  corresponderán  al  Minis- 
terio de  Estado,  derogándose  el  decreto  de  25  de  Junio  de  1890,  que  lo  atriboJA  i 
la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros.  El  Keal  derecho  de  7  de  Noviembre  del 
mismo  año  (Gacela  del  8),  fíja  las  condiciones  de  su  régimen  económico,  y  por 
ley  de  12  de  Mayo  del  corriente  (1902)  ((Sácela  del  28)  se  han  publicado  sus  pre- 
supuestos. Hay  un  gobernador  general  en  Femando  Poo  y  otro  gobernador  ea 
Rio  de  Oro.  El  art.  3.**  de  dichos  presupuestos  autoriza  al  gobierno  para  negociar 
convenios  con  sociedades  ó  empresas  particulares  para  la  explotación  y  aun  la 
administración,  conjunta  ó  separadamente,  de  dichas  posesiones,  convenloe  qoe 
no  serán  válidos  hasta  después  de  haber  sido  aprobados  por  una  ley. 

(b)  El  art.  III  de  la  paz  de  París  de  10  de  Diciembre  de  1898,  por  el  cual  Ea^ 
paña  cedió  á  los  Estados  Unidos  «el  Archipiélago  conocido  por  las  Islas  Filipi- 
nas* determinaba  éste  por  grados  greográñcos.  Después  de  ratificado  este  p«clD 
vieron  los  Estados  Unidos  que  estaban  ftiera  de  tal  demarcación  las  islas  de  Oi- 
gayán  de  Joló  y  de  Sibuti'i,  y  aunque  pretendieron  al  principio  que  en  el  eepiíi- 
tu  del  tratado  estaba  su  cesión  y  que  nuestro  Gobierno  debía  entregárselas  ea 
virtud  del  mismo,  consintieron  al  fin  por  tratado  de  7  de  Noviembre  de  1900  en 
dar  á  España  una  indemnización  de  100.000  dolían  pagadera  dentro  de  los  eeii^ 
meses  del  canje  de  las  ratificaciones  (que  se  verificó  el  6  de  Marzo  de  1901),  im- 
diante  que  renunciara,  como  renunció,  «en  favor  de  los  Estados  Unidos  á  toda 
título  ó  derecho  que  al  firmarse  el  tratado  de  París  hubiese  podido  tener  sobre 
cada  una  ó  todas  de  las  islas  pertenecientes  al  archipiélago  filipino  fuera  de  lof 
límites  especificados  en  el  art.  III  de  dicho  tratado  de  París  y  especialmenl  a 
las  islas  de  Cagayán  de  Joló  y  Slbutú  y  sus  dependencias»  y  conviniendo  a  > 
más  «que  todas  ellas  queden  comprendidas  en  la  cesión  del  archipiélAgo  & 
idénticas  condiciones  á  aquéllas  que  fueron  expresamente  Incluidas  dentro  « 
la  mencionada  delimitación». 

Dicha  cesión  y  renuncia  fué  autorizada  en  España  por  ley  de  28  de  Eto  o 
de  1901.  (Gaceta  del  29.) 
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soberanos  determinados  territorios,  pero  en  cuanto 
los  órdenes  de  sucesión  están  consignados  en  las  cons- 
tituciones y  son  reconocidos  por  los  pueblos  en  ellos 
interesados,  pueden  aún  actualmente  ser  de  impor- 
tancia. La  soberanía  territorial  se  pierde  de  la  misma 
manera  que  se  adquiere.  El  abandono  de  la  misma  da 
derecho  á  adquirirla  al  primer  ocupante,  mientras 
que  si  este  hecho  no  puede  probarse  debe  el  que  pre- 
tenda adquirirla  probar  una  verdadera  prescripción 
á  su  favor.  El  dominio  internacional  también  se  ex- 
tingue cuando  el  territorio  se  ha  dado  bajo  una  con- 
dición resolutoria  y  ésta  se  ha  cumplido;  si  la  cosa  se 
convierte  en  extra  comercio ^  etc. 

(1)  Nuestra  Constitución  vigente  de  1876  dice  en  su  art.  55: 
«El  rey  necesita  estar  autorizado  por  una  ley  especial. 
>  1  .**  Para  enajenar,  ceder  ó  permutar  cualquiera  parte  del 

territorio  español. 

>2.'*  Para  incorporar  cualquier  otro  territorio  al  territorio ' 
español. » 

(2)  El  expediente  napoleónico  del  plebiscito  verificado  con 
más  aparato  que  verdad  en  la  cesión  de  Niza  y  Saboya  á  Fran- 
cia y  en  la  formación  del  reino  de  Italia,  como  con  razón  obser- 
va Neumann,  añadiendo  agudamente  que  jamás  pensó  en  él 
el  pueblo  más  libre  del  mundo,  los  Estados  Unidos,  al  anexio- 
narse Tejas  y  California,  no  puede  convertir  un  medio  derecho 
en  derecho  entero  y  la  expoliación  en  acto  de  justicia,  como 
observa  Woolsey.  Ni  tampoco  se  requiere  propiamente  el  con- 
sentimiento del  pueblo  anexionado  ó  cedido  (como  se  hizo  al 
unir  las  islas  Jónicas  á  Grecia,  véase  nota  12  al  §  35);  lo  úni- 
co que  debe  concederse  á  los  habitantes  que  lo  soliciten  es  el 
derecho  de  optar,  quedándose  con  la  antigua  nacionalidad.  Lo 
verdaderamente  importante  es,  concluiremos  con  Holtzendorff, 
que  consienta  el  poder  público  que  cede  parte  de  su  territorio  \ 
(en  el  tratado  de  Berlín  para  nada  se  consulta  á  las  poblacio- 
nes cedidas  ó  declaradas  independientes),  y  que  el  Estado  ad- 


; 


r 
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qüirente  tome  realmente  posesión  de  su  nueva  provincia  (ya 
que  antes  de  ello  existe  sólo  un  mero  j%s  adrem). 


\ 


(3)  «Pueden  recordarse,  como  ejemplos  de  ventas  y  dona* 
cienes  de  territorio,  la  cesión  de  los  Países  Bajos  españoles 
hecha  por  Felipe  V  á  favor  de  Maximiliano  Manuel,  duque  y 
elector  de  Baviera,  en  2  de  Enero  de  1712;  la  cesión  de  la  Lui- 
siana  y  Nueva  Orleans  por  la  corona  francesa  á  favor  de  Es- 
paña en  Noviembre  de  1762;  la  retrocesión  de  la  misma,  hecha 
en  1800  por  el  gobierno  español  al  francés  y  sancionada  por 
el  tratado  concluido  entre  ambos  el  21  de  Marzo  de  1801,  y  la 
cesión  de  la  Florida  por  el  gobierno  de  España  al  de  los  &- 
tados  Unidos  norteamericanos,  en  virtud  del  tratado  firmado 
en  Washington  el  22  de  Febrero  de  1819,  y  en  épocas  mád  ( 
cercanas  á  nosotros,  las  cesiones  (resultculo  de  las  guerras 
de  1859  y  1866)  de  Saboya,  Niza,  Lombardla  y  Veneciaj  la 
hecha  en  1871  de  Alsacia  y  Lorena  á  Alemania,  y,  finalmen-  \ 
te,  las  impuestas  en  1878  á  Turquía  por  el  tratado  de  Berlb.* 
(Calvo  en  el  Manual,  %  58.) 

Con  respecto  á  la  cesión  de  la  Luisiana  hay  que  observar 
que  el  tratado  de  1800  puede  verse  en  Cantillo,  pág,  6í*2,  y  ©1 
de  1801,  en  el  cual  se  formalizó  la  cesión,  en  la  pág.  ti97.  En 
él  se  convino  que  el  hijo  del  infante  duque  D.  Fernando  re- 
nunciaría á  favor  de  Francia  el  ducado  de  Parmü  recibiendo 
en  cambio  el  de  Toscana.  Merced  á  esta  última  tea  ion  recibió 
la  República  la  Luisiana,  pero  sólo  seis  meses,  desputísí  de 
hacerse  dicha  donación,  en  15  de  Octubre  de  1302,  Carlos  IV 
expidió  la  Real  orden  mandando  poner  en  posesión  á  los  fran- 
ceses de  aquella  colonia.  Alarmáronse  los  Estados  Unidos  é  In- 
glaterra, y  en  1803  lograron  los  primeros  que  Banaparte  sa  la 
vendiera  por  seis  millones  de  francos.  Lo  particular  de  est© 
asunto  fué  que  Francia  no  había  entrado  en  posesión  de  dicho 
territorio,  y  que  la  transmisión  había  sido  nuk,  en  cuanto  el 
tratado  de  1800  no  se  cumplió  jamás  formalmente  por  ningtuia 
de  las  dos  partes.  A  la  Historia  pertenece  recordar  las  inúti- 
les protestas  de  la  burlada  y  ofendida  España  y  la  sagacida^ 
de  los  Estados  Unidos  al  aprovecharse  de  los  disturbios  d* 
Europa  para  redondear  sus  dominios  (Phillimore,  ob.  cít.,  1. 1 
pág.  381  y  82).  Bueno  es  observar  con  el  citado  autor  lo  nota 
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ble  de  este  caso  en  el  que  se  verificaron  á  la  vez  tres  modos 
de  adquirir  el  dominio  internacional,  donación,  permuta  y 
venta. 

Gomo  ventas  de  territorios  en  los  tiempos  modernos  pueden  '} 

citarse  la  de  la  América  rusa  á  los  Estados  Unidos  por  el  pre-  •  ' 

ció  de  7.200.000  doUars.  (Tratado  de  Washington  de  30  de 
Marzo  de  1869);  como  permuta  la  de  las  islas  Sachalin  adqui- 
ridas por  Busia  (en  virtud  del  tratado  de  7  de  Mayo  de  1875) 
á  cambio  de  las  Kuriles.  Como  acto  de  adquisición  gratuita  y  .' '  ■  I 

pacifica  cita  Bulmerincq  la  del  ducado  de  Curlandia  por  Rusia  '      ; 

en  1795,  y  como  onerosa  la  de  las  islas  de  la  Sociedad  por  í 

Francia  (1880),  mediante  el  pago  de  una  pensión  á  la  reina 
Pomaré,  su  familia  y  casa,  de  91.200  frs.  j 

(A)  Hay  ya  una  hermosa  unanimidad  en  la  ciencia  en  conde-  I 
nar  y  ridiculizar  la  vetusta  farsa  de  los  plebiscitos  que  comba-  *  I 
timos  detalladamente  en  nuestro  libro  La  cuestión  romana  i 
(T.  I  Y,  cap.  I;.  En  las  cesiones  ocurridas  en  los  últimos  tiem-  ¡ 
pos  nadie  se  ha  acordado  de  tal  hipocresía;  los  Estados  unidos  ¡ 
han  adquirido  en  1898  Hawai,  las  Filipinas  y  Puerto  Eico,  16-  A 
gicos  en  su  doctrina  de  siempre,  la  primera  por  la  voluntad  í 
sola  de  su  Gobierno  y  las  otras  por  la  dolorosa  cesión  de  Espa-  ,'.{: 
fia.  Lo  mismo  ha  sucedido  en  la  venta  de  las  Carolinas  á  Ale-  V 
mania,  último  y  claro  ejemplo  de  esta  clase  de  transacciones  .  '/ 
internacionales,  si  bien  debe  confesarse  que  en  Madrid  un  ) 
diputado  republicano,  el  Sr.  Pi  y  Margall,  sostuvo  muy  seria-  / 
mente  que  debía  haberse  consultado  previamente  á  aquellos  ;  i 
salvajes.  El  único  caso  de  plebiscito  posterior  á  los  napoleó- 
nicos é  italianos,  el  pactado  entre  Chile  y  el  Perú  con  respec- 
to las  provincias  de  Tacna  y  Arica,  ha  tenido  que  convertirse  ;. 
en  una  especie  de  arbitraje,  dándose  el  encargo  de  presidirlo 
(por  un  delegado  ad  hoc)  k  la  reina  de  España,  la  cual  ha  tenido  \: 
que  determinar  también  las  condiciones  en  que  debe  verificar-  x 
se  (1898).  Según  creemos,  el  resultado  ha  sido  favorable  al  Perú»  [ 
el  antiguo  dueño,  que  deberá  pagar  á  su  vencedor  la  indem- 
nización convenida  para  tal  caso  en  el  tratado  de  paz  (c).  i\ 

(e)    Según  Hazell  (Áwmal,  1902),  el  plebiscito  en  cuestión  no  ha  llegado  for-  ¿ 

I  tímente  á  verlñcarse,  fracasando  la«  negociaciones  para  ello  á  can5ta  de  los  dis- 
1  xbios  en  el  Pen^i.  Añade  qne  Chile  pretende  ahora  retener  Arica,  fundándose  en 
<  le  le  es  IndiapenRable  para  asegurar  una  firontera  cien  tinca,  y  al  efecto  ha  refor- 
]  do  sos  defensas  en  dicha  provincia.  ¡Otra  confirmación  de  la  imposibilidad 
]  íctica  de  tan  falso  expediente! 
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§  53.  De  las  servidumbres  interaaeionales  y 
otras   limitaciones    de  la  soberanía  territo* 
rial*.  —  Es  imposible  desconocer  que  á  semtiianza 
del  dominio  privado  puede  el  internacional  hallarse  li- 
mitado por  derechos  que  en  el  mismo  tengan  otros  Es 
tados  ó  naciones.  Entre  ellos  ocupan  el  primer  higtir. 
por  su  frecuencia  é  importancia  práctica,  las  llama-      i 
das  servidumbres  internacionales.  Éstas,  que  pueden 
definirse  la  limitación  de  la  soberanía  de  un  Estado  á      j 
favor  de  otro,  por  la  cual  aquél  se  obliga  á  no  hacer      I 
ó  sufrir  alguna  cosa,  se  acostumbran  á  dividir  en  na- 
turales y  voluntarias,  aunque  tal  clasificación  carez- 
ca propiamente  de  utilidad  práctica,  ya  que  en  la 
mayor  parte  de  los  casos  se  encuentran  reconocidas 
las  naturales  en  forma  convencional  y  voluntaria  W- 
Sólo  pueden  constituirse  á  favor  de  los  Estados,  nun- 
ca en  beneficio  directo  de  los  particulares  (pues  aun- 
que se  beneficien  éstoSy  siempre  es  á  su  soberano  á 
quien  se  otorgan).  Es  preciso  para  que  la  servidumbre      ^ 
exista  válidamente  que  sea  compatible  con  la  sobera-     j 
nía  del  Estado  paciente.  Jamás  puede  la  servidumbre      I 
internacional  consistir  in  faciendo.  Entre  las  servi- 
dumbres afirmativas  (in  patiendo)  pueden  citarse  el 
derecho  de  tránsito  ó  ruta  militar,  el  de  guarnición 
en  las  plazas  fuertes,  el  de  ejercer  jurisdicción  ó 
cualquier  otro  derecho  de  soberanía  en  territorio  ex-     j 
tranjero(2)  (a).  Son  el  ejemplo  más  común  de  las  servi-     \ 
dumbres  negativas  que  consisten  en  la  obligación  que     i 

*    C.  8  109. 

(a^    Ejemplo  notable  de  servidumbre  positlya  son  las  f^aqwiria»  JraactiOM  en 
TtrraTuyva.  El  tratado  de  Utrecht  de  1713,  que  la  cedió  á  la  Gran  Bretaúa,  reeer-        i 
vó  á  los  franceses  el  derecho  de  tenerlas  en  ckquella  costa  y  pudiendo  elevar        i 
construcciones  desde  el  Cabo  Bonavista  á  la  extremidad  septentrional  de  la  i    i        I 
y  de  ésta,  por  la  parte  occidental,  hasta  Point  Riche.  £1  tratado  de  176S  d1<    i 
Francia,  para  servir  de  abrigo  á  los  pescadores,  las  islas  de  Saint  Fierre  y  de  J    • 
qaelon  con  la  prohibición  de  fortificarlas.  La  oposición  del  Parlamento  de  '    •        I 
rranova  ha  hecho  Imposible  hasta  hoy  la  solución  definitiva  por  eui>iti«Je  de     \       \ 
confilctos  que  este  derecho  ha  ocasionado.  (Véase  %  91.)  » 
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86  impone  á  un  Estado  de  no  ejercer  (in  non  faciendo) 
algunos  de  bus  derechos  de  soberanía,  las  estipulacio- 
nes por  las  que  se  obliga  un  Estado  á  no  fortificar  de- 
terminados puntos  de  su  territorio  ó  no  establecer  en 
ellos  arsenales  terrestres  ó  marítimos,  la  renuncia  á 
erigir  aduanas  en  determinadas  fronteras,  etc.  (3). 
Las  servidumbres  internacionales  se  establecen  úni- 
camente por  contrato;  como  existe  siempre  la  presun- 
ción á  favor  de  la  libertad  del  Estado  cuyos  derechos 
se  intentan  limitar,  es  muy  difícil  pueda  probarse  se 
hayan  adquirido  por  prescripción  (4).  Las  servidum- 
bres se  extinguen  por  renuncia,  por  extinción  de  la 
personalidad  política  de  cualquiera  de  los  dos  Estados 
ó  por  consolidación  cuando  los  mismos  se  confunden 
en  uno.  Dada  la  doctrina  liberal  que  debe  predominar 
en  la  odiosa  materia  de  la  servidumbre,  el  no  uso  la 
extingue  para  restablecer  la  libertad.  La  guerra  sus- 
pende únicamente  el  ejercicio  de  las  servidumbres 
internacionales,  y  aun  hay  autores  que  dudan  que 
esto  suceda  en  las  constituidas  á  favor  de  particula- 
res, V,  gr.,  los  pacíficos  subditos  de  los  pueblos  fronte- 
rizos. Dado  el  principio  constante  del  derecho  público 
moderno,  que  considera  inalienables  los  derechos  de 
soberanía,  son  hoy  ya  poco  frecuentes  los  ejemplos 
de  constitución  de  derechos  reales  á  favor  de  otro  Es- 
tado extranjero;  en  cambio  en  los  anteriores  siglos, 
en  los  que  se  consideraba  el  territorio  como  patrimo- 
nio de  los  reyes,  era  frecuentísima  la  creación  de  cen- 
sos, hipotecas  y  empeños  de  territorios.  Hoy  día  res- 
ponden de  los  empréstitos  hechos  por  los  gobiernos  la 
Hacienda  pública  de  la  nación  y  sus  rendimientos; 
jamás  se  gravan  en  ellos  los  derechos  políticos  de  la 
soberanía  (5),  si  bien  el  hecho  realizado  hoy  en  Tur- 
quía, Egipto  y  Grecia  de  intervenir  las  potencias 
extranjeras  la  administración  dé  sus  rentas  públicas 
constituye  un  inminente  peligro  para  los  mismos  (A). 

Tomo  I.  24 
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La  detención  de  la  soberanía  verificada  en  virtud  de 
pactos  de  distinta  forma  en  Chipre  y  Sudán  por  hh 
Gran  Bretaña  y  en  la  Bosnia-Herzegovina  por  Aus- 
tria y  los  arriendos  de  varios  territorios  conseguido» 
en  China  por  Alemania,  Francia,  Gran  Bretafta  y  Ru- 
sia no  son  en  el  fondo  otra  cosa  que  enajenaciones 
mal  disimuladas,  que  otros  convenios  ó  el  tiempo  ha- 
brán de  consagrar  en  su  día  de  un  modo  definiti- 
vo (B). 

(1)  He£Pter  (§  43),  precedido  por  Hercio,  es  imo  de  los  auto- 
res  que  admiten  la  existencia  de  servidumbres  naturales.  c¿#x 
rapports  naturels  des  Etats  g%i  sont  appélés  á  se  développer  les  uns  i 
eéte  des  auires,  porterU  avec  e%x  la  nécessité  de  certaines  restrictíons 
des  droits  souverains,  restrictions  auxquelles  aucun  d' entre  eitx  ne 
peut  se  soustraire  sans  láser  Pordre  des  choses  établi  et  les  regles  de 
hon  voisinage.*  Entre  ellas  cuenta  también  la  obligación  de  re- 
cibir las  aguas  que  vienen  de  un  territorio  limítrofe,  la  prohi> 
bición  de  construir  en  un  río  obras  que  tiendan  á  variar  su 
curso,  etc.  Si  Phillimore  acepta  con  Klüber  esta  clasiñcacidn, 
también  Bluntschli,  acertadamente,  observa  que  tales  obliga- 
ciones son  simplemente  resultado  de  la  eídstencia  misma  del 
derecho  internacional  que  limita  necesariamente  la  soberanía 
del  Estado  (R,  al  §  353.) 

(2)  Aunque  Heffter  diga  lo  contrario,  no  deben  aplicarse 
sino  con  muchísima  cautela  las  reglas  del  derecho  romano  pri- 
vado acerca  las  servidumbres.  En  efecto,  sólo  pueden  ser  cons- 
tituidas por  un  Estado  á  favor  de  otro,  nunca  eii  beneficio  de 
particulares;  pueden  redundar  en  su  provecho  (v.  gr.,  el  dere- 
cho de  pastos,  pesca,  etc.,  en  un  territorio  extranjero),  pero 
siempre  es  el  Estado  la  persona  jurídica  á  cuyo  favor  se  cons- 
tituyen. El  objeto  de  las  mismas  debe  ser  compatible  con  la 
existencia  independiente  del  Estado  sirviente,  como  obsex  i 
Bulmerincq.  Los  derechos  adquiridos  de  Francia  en  Túnez  j  ' 
el  tratado  de  alianza  del  Bardo  no  son  servidumbres  int 
nacionales,  sino  una  intervención  perenne,  por  no  decir  u  ^ 
anexión  mal  disimulada. 
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(8)  Puede  citarse  como  una  célebre  servidumbre  positiva  j 
el  privilegio  que  disfrutaba  de  desempeñar  las  postas  del  Im- 
perio la  casa  Thurn  y  Taxis.  Prusia,  antes  de  anexionarse 
el  Hannover  y  Hesse,  tenia  el  derecho  de  paso  á  través  de  los 
mismos  para  dirigirse  á  sus  provincias  alemanas.  Busia  lo- 
gró de  Persia  que  no  haya  en  el  mar  Caspio  otros  buques  de 
guerra  que  los  suyos  propios.  A  más  de  esta  última,  puede 
también  enumerarse  como  servidumbre  negativa  la  obligación 
impuesta  á  Kusia  en  el  tratado  de  1856  de  no  poseer  ningún 
arsenal  marítimo  en  las  islas  de  Aland.  Puede  considerarse 
como  una  especie  de  servidumbre  internacional  la  jurisdicción 
ejercida  por  los  cónsules  cristianos  en  los  países  orientales. 

En  nuestros  tratados  de  limites  con  Francia  hállanse  nu- 
merosos ejemplos  de  servidumbres  internacionales  de  pastos, 
conducción  de  aguas  y  pesca. 

(4)  Bluntschli  dice  en  su  art.  354  que  pueden  adquirirse 
por  posesión  inmemorial.  Heffter  (§  43,  pág.  107)  es  también 
del  mismo  modo  de  pensar  que  su  ilustre  compatriota. 

(5)  El  espíritu  moderno  es  hoy  contrario  á  toda  desmem- 
bración de  la  soberanía.  En  los  siglos  anteriores  hay  ejemplos 
numerosos  en  cambio:  1.^  De  constitución  de  rentas  ó  censo 
á  favor  de  otros  Estados  ó  príncipes.  En  el  acta  de  constitu- 
ción del  Imperio  germánico  de  1803  se  estipulan  numerosas 
rentas  á  favor  de  los  príncipes  mediatizados. — 2.^  En  la  Edad 
media  era  frecuentísimo  el  hecho  de  ceder  un  príncipe  á  otro 
8tL8  Estados  en  feudo. — 3.^  Hipotecábase  también  el  territorio 
nacional.  Roberto,  duque  de  Normandía,  para  ir  á  la  Palesti- 
na, hipotecó  el  territorio  de  su  hermano.  Carlos  Vm  adquirió 
por  una  renta  de  4.300  ducados  el  derecho  al  imperio  de  Cons- 
tantinopla.  Córcega  fué  dada  por  Genova  á  Francia  en  pren- 
da (aparentemente  al  menos)  en  1769  y  aun  hoy  la  conserva 
e**  virtud  de  este  título. 

'A)  Otra  limitación  de  la  soberanía  del  Estado  es  la  inter- 
1  Dción  en  la  administración  de  sus  rentas  por  otro  ú  otros.  A 
]  ^  de  Turquía,  que  tiene  administrada  su  deuda  por  una  co- 
1    isión  intacraafijlonal  de  Austria,  Alemania,  Francia,  Italia  4 
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Inglaterra,  existe  en  Egipto  la  Commission  de  la  Cause  de.  Um 
Dette  publique,  fondada  en  1876,  reorganizada  en  18B0j  alcan- 
zando aún  mayores  atribuciones  por  la  garantía  del  empréstito 
egipcio  de  1885  por  las  seis  grandes  potencias,  j,  analmente, 
Grecia  se  halla  en  igual  caso  por  el  art.  2.^  de  los  p  reí  i  mi  na  res 
de  paz  de  1897,  al  objeto  de  asegurar  el  pago  de  la  indemniza- 
ción prometida  á  Turquía  y  de  la  demás  deuda  ertracjera,  de- 
biéndose nombrar  una  comisión  formada  de  representantes  de 
las  seis  naciones  mediadoras,  encargada  de  percibir  y  repar- 
tir á  dichos  fines,  con  absolutas  fiícultcuies,  el  producto  de  las 
rentas  públicas  (véase  §  57). 

(B)  Como  medios  encubiertos  de  cesiones  territoriales  base 
introducido  la  fórmula  de  entregas  temporales,  ya  gratuitas, 
ya  mediante  el  pago  de  cantidades  determinadas,  de  un  modo 
indefinido  ó  mientras  no  se  cumpla  una  condición  resolutoria 
(por  supuesto,  de  hecho  casi  imposible).  A  más  de  la  Bosnia  y 
Herzegovina  en  poder  de  Austria-Hungría  por  el  tratado  d« 
Berlín  de  1878  (bj,  y  la  isla  de  Chipre  por  la  Gran  Bretaña 
(alianza  de  4  de  Julio  del  mismo  año)  (cj^  pueden  citarse  como 
casos  recientes  el  tratado  de  1894,  por  el  cual  la  Gran  Bretaña 
y  el  Congo  se  dieron  recíprocamente  en  posesión  varios  terri- 
torios, pacto  que  ocasionó  varias  protestas  de  las  otras  naciones 
interesadas,  singularmente  de  Francia,  y  sobre  todo  los  arren- 
damientos en  China,  que  significa  en  la  práctica  el  comienzo 
del  reparto  del  Celeste  Imperio.  En  Enero  de  1898  adquiera 
Alemania  por  noventa  y  nueve  años  Shantung  Kiao-Chau  y  el 
territorio  que  le  circunda;  en  Abril,  Rusia  Ta-lien-Wan  y  Port- 
Arthur,  por  veinticinco  años  prorrogables;  Francia,  en  el  mis- 
mo mes,  Quao-chou-Wan  y  la  península  de  Lei-chau,  y,  final- 
mente, Wei-Hai-Wei  y  el  territorio  próximo  á  Hong-Kong  y  la 
isla  de  Lantao  fueron  cedidas  á  la  Gran  Bretaña  por  noventa  j 
nueve  años  (9  de  Junio). 

La  ocupación  del  Egipto  por  Inglaterra  continúa  de  hecho, 
sin  tener  acto  alguno  internacional  en  que  apoyarse  (d). 

(5)  La  apUcaclón  á  dichas  provincias  del  servicio  militar  hecha  por  Ausfertn 
por  ley  de  13  de  Noviembre  de  1881,  ha  merecido  la  reprobación,  por  opuesta  al 
carácter  general  que  debe  tener  la  posesión  de  dichas  provincias,  se^ún  el  tra  • 
do  de  Berlín. 

(c)  Véase  f  20.  La  isla  está  gobernada  por  un  High  CbmniMotmer,  ayuda  » 
por  un  Consejo  ejecutivo  de  cuatro  individuos  y  otro  legislativo  de  18,  de  I  i 
cuales  12  son  electivos.  La  isla  paga  un  tributo  al  sultán  de  02.800  llbiaa  esti  . 
linas  anuales. 

(d)  Otro  caso  de  ocupación  es  la  anglo-egipoia  del  Sudán,  regida  por  el  tía   ' 
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§  64.  De  la  extraterritorialidad*. — Entién- 
dese por  extraterritorialidad  la  ficción  jurídica  por  la 
cual  86  suponen  jurídicamente  en  él  territorio  de  un  Es- 
tado ciertas  personan  ó  cosca  que  se  hallan  recámente  en 
d  de  otro  (1) .  En  este  sentido  es  una  limitación  de  la 
soberanía  del  Estado  por  la  que  se  deroga  el  natural 
principio  quidquid  est  in  territorio ^  est  de  territorio. 
Es. inútil  buscar  una  razón  jurídica  que  legitime  todos 
los  casos  de  excepción  á  la  autoridad  territorial  que 
forman  el  conjunto  de  la  teoría  de  la  extraterritoria- 
lidad; en  unos  fúndase  en  verdadera  necesidad  jurí* 
dica,  en  otros  es  mera  concesión  que  por  motivos  de 
conveniencia  y  cortesía  se  hacen  recíprocamente  lais 
naciones.  Únicamente  en  la  persona  del  soberano  ex- 
tranjero la  fundamenta  la  necesidad  de  la  indepen- 
dencia del  Estado  extranjero  en  la  persona  de  su  ór- 
gano; en  los  tiempos  en  que  se  tenía  al  extranjero 
como  ser  inferior  desprovisto  de  todo  derecho,  se  con- 
sideró necesario  proteger  al  enviado  diplomático  al 
igual  que  á  su  soberano;  y,  finalmente,  al  permitir  la 
entrada  en  el  territorio  á  los  buques  de  guerra  y  á  los 
ejércitos  extranjeros,  se  les  otorgaron  con  cortés 
fineza  análogas  prerrogativas  en  gracia  á  la  autori^ 
dad  extranjera  que  representan.  Los  principios  gene- 
rales en  esta  materia,  aplicables  á  todas  las  personas 
y  cosas  extraterritoriales,  consisten  en  que  la  invio- 
labilidad personal  que  denotan  se  extiende  á  que  ni  el 
privilegiado  ni  sus  cosas  pueden  jamás  estar  sujetas  á 
violencias  personales,  que  conservan  el  domicilio  y 
jurisdicción  de  la  patria,  y,  finalmente,  que  tal  inmu* 
nidad  se  extiende  á  las  personas  y  cosas  que  forman 
>arte  indispensable  del  séquito  y  misión  del  individuo 

lo  de  14  de  Enero  de  1809.  El  golieniador  e8  nombA^p  por  el  khedive  con  ]& 
tproiMfilán  del  goUeroo  británico.  Be  prohibe  en  él  1a  Impoilaoldn  y  ezporta- 
jión  de  efldavoi,  declarándoee  en  vigor  1m  problbldonet  de  la  Conteeneta  Ae 
BraselM  de  1800  sobre  comercio  en  bebidas  espirltaosas  y  armas  de  ftiego. 
(•}  ai|liayl«2. 
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extraterritorial  (*).  Como  al  tratar  de  los  soberanos  y 
de  los  agentes  diplomáticos  hemos  de  estudiar  sus  de- 
rechos de  personas  extraterritoriales  (§  69  y  73  á  75), 
aquí  debemos  sólo  exponer  esta  doctrina  con  respecto 
al  ejército  extranjero  y  á  los  buques  de  guerra  del 
mismo  carácter.  Cuando  una  fuerza  armada  se  halla 
en  territorio  extranjero  disfruta  únicamente  de  la  ex- 
traterritorialidad en  tiempo  de  paz  y  habiendo  en- 
trado en  el  territorio  con  el  consentimiento  del  sobe- 
rano; en  tiempo  de  guerra  son  los  derechos  de  la 
misma  y  los  de  la  ocupación  militar  los  que  determi- 
nan los  derechos  que  disfruta  el  soldado  enemigo  en 
el  país  de  su  adversario.  Se  ha  dicho  que  en  casos  de 
necesidad  puede  penetrarse  libremente  en  el  territo- 
rio extranjero;  pero  aun  dado  que  tan  peligrosa  doc- 
trina fuese  cierta^  resultará  siempre  ó  que  se  tolera 
el  atropello^  y  en  este  caso  el  consentimiento  es  tá- 
cito, ó  que  se  resiste  al  mismo,  y  entonces  suceden  á 
los  derechos  de  la  paz  los  de  la  guerra.  Lo  menos  que 
puede  hacer  el  soberano  cuyo  territorio  se  viola  es 
desarmar  mientras  permanezcan  en  el  mismo  los  sol- 
dados extranjeros.  La  extraterritorialidad  correspon- 
de al  ejército,  uti  universitas,  no  á  los  soldados  sueltos, 
que,  apartados  de  las  filas,  merodean  ó  delinquen 
contra  las  leyes  territoriales.  Es  lo  preferible  en  tales 
casos  la  conclusión  de  carteles  por  los  que  se  deter- 
mina las  condiciones  del  tránsito  y  permanencia;  asi 
lo  hicieron  los  gobiernos  de  Espafia  y  Francia  en  1824, 
cuando  la  famosa  expedición  de  nuestros  vecinos  W. 
La  extraterritorialidad  del  buque  de  guerra  extran- 
jero ofrece  menos  inconvenientes:  fúndase  en  el  ca- 
rácter de  fortaleza  flotante  que  distingue  á  dich^a 
naves  (4)  y  se  extiende  á  todas  las  embarcación^ 
accesorias  del  mismo,  pero  no  á  las  presas  quehubic 
capturado.  Tienen  derecho  á  ser  considerados  coi 
tales  los  buques  mandados  por  un  oficial  de  la  rnarí- 


a 
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de  ^erra;  asi  lo  declaró  Busia  consultada  por  Espafta 
y  Dinamarca  (5).  Se  considera  al  buque  de  guerra  ex- 
tranjero en  tiempo  de  paz  como  únicamente  sujeto  á 
la  autoridad  del  Estado  al  que  pertenece,  lo  mismo 
en  alta  mar  que  dentro  de  los  puertos.  Es  libre  toda 
nación  de  admitirlos  ó  no  dentro  de  los  últimos,  pero 
al  hacerlo  debe  respetar  su  inmunidad  y  sus  derechos. 
Estos  no  se  extienden,  sin  embargo,  á  librar  el  buque 
de  guerra  de  la  observancia  de  las  prescripciones  sa- 
nitarias (•),  ni  tampoco  á  los  individuos  de  la  tripular 
ción  que  saliendo  del  buque  delinquen  en  el  puerto  ó 
en  tierra.  Claro  es  que  si  comete  actos  de  hostilidad 
su  comandante,  tanto  si  es  con  orden  ó  no  de  su  go- 
bierno, el  derecho  de  propia  defensa  (ó  si  es  con  aqué- 
lla el  de  la  guerra)  da  suficientes  medios  para  repe- 
lerlos, y  en  los  casos  de  cometerse  delitos  graves  que 
turbasen  el  orden  del  puerto  extranjero,  el  derecho  de 
necesidad  autoriza  á  tomar  las  medidas  urgentes  para 
evitar  irreparables  daños  (7)  (a).  Hoy  día,  dada  la  im- 

(a)  Kl  reglümeiito  sobre  el  régimen  legal  de  ¡os  ncnHo$  y  tus  tripulacionei  en 
pueriOB  aUramjeroB  votado  por  el  Instltato  en  su  sesión  de  El  Haya  de  1808  se  ocu- 
pa en  loe  artículos  8.*  á  24  de  la  situación  de  los  buques  de  guerra  en  tiempo  de 
pas.  Se  entiende  por  buque  de  guerra  el  mandado  por  un  oficial  de  la  marina  de 
guerra  al  servido  activo  del  Estado,  tripulado  por  hombree  de  la  marina  de  gue- 
rra 7  antorlsado  á  llevar  el  pabellón  j  la  grímpola  (fiamm^  de  la  marina  de  gue- 
rra. Ni  su  forma  ni  el  número  de  tripulantes  altera  su  carácter.  Se  asimilan  á 
eUoe  loe  buques  puestos  á  la  disposición  de  los  Jefes  de  Estado  extrai^eros  ó  de 
sos  representantes  (8.*).  Se  consideran  también  tales  los  corsarios  donde  su  arma- 
mento está  permitido  (9.^).  Si  no  hay  tratados,  leyes  ó  reglamentos  que  lo  prohi- 
ban, se  consideran  abiertos  todos  los  puertos  á  los  buques  de  guerra  mientras 
obeerven  las  condidons  impuestas  á  su  entrada  y  permanenda  en  ellos  (10).  Bl 
comandante  del  buque  de  guerra  debe  pedir  el  ingreso  á  la  autoridad  local,  indi- 
cando los  motivos,  y  éste  puede,  por  una  Justa  causa,  rehusarlo,  ó  una  ves  conce- 
dido, disponer  la  salida  (11).  Llegado  al  puerto  debe  observar  el  ceremonial  con- 
sagrado por  el  uso  si  no  hay  tratado  que  lo  fije  (12).  Ha  de  observar  los  reglamen- 
tos del  puerto,  y  espedaknente  en  la  navegación,  colocación  durante  la  estancia 
y  policia  sanitaria.  En  caso  de  Infiracción  grave  y  persistente,  puede  invitársele 
y  hasta  en  su  caso  fonársele,  á  hacerse  á  la  mar.  Lo  mismo  sucedería  en  el  caso 
que  sa  presencia  fuera  considerada  como  causa  de  desórdenes  ó  atentatoria  á  la 
seguridad  del  Estado.  Pero  en  todos  estos  casos,  salvo  los  de  extrema  urgencia, 
no  deben  ser  tomadas  tales  medidas  sin  orden  del  gobierno  central  del  pais  (18). 
Loe  buques  de  guerra  están,  en  general,  exentos  de  todo  registro  de  aduanas,  y. 
sólo  deben  ser,  en  todo  caso,  objeto  de  una  vigilanda  exterior  (14).  Continúan 
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portancia  que  para  las  relaciones  internacionales  tie- 
nen los  buques  correos,  son  justísimas  las  aspiraciones 
de  la  ciencia  moderna  que  desea  se  les  conceda  análo- 
gas prerrogativas  que  á  los  buques  de  guerra.  lios  paí- 
ses no  cristianos  del  Oriente  tienen  á  más  limitada  su 
soberanía  por  la  jurisdicción  que  á  los  cónsules  y  agen- 
tes diplomáticos  conceden  las  capitulaciones.  Princi- 
piando en  el  siglo  xin,  las  ha  otorgado  la  Sublime 
Puerta  á  todas  las  naciones  cristianas  («),  y  como 
hallan  su  razón  de  ser  en  la  inferioridad  de  la  con- 
cepción jurídica  oriental  respecto  la  cristiana  (•),  se 
hallan  reproducidas  en  una  ú  otra  forma  en  los  varios 
tratados  de  comercio  y  consulares  con  Persia,  Chi- 
na, etc.  En  virtud  de  ella  es  el  cónsul  el  único  juez 
competente  para  juzgar  de  los  delitos  cometidos  por 
sus  propios  nacionales  y  de  las  causas  civiles  que  entre 
los  mismos  se  susciten  (10),  Cuando  el  litigio  versa  en- 
tre subditos  de  distintas  nacionalidades  lo  deciden  tri- 
bunales mixtos  compuestos  de  sus  respectivos  cónsu- 


■ometiidoB  á  la  Juriadlcdón  do  sa  gobierno,  no  padiendo  Uíb  antoridades  1 
Inmiscuine  en  lo  que  suceda  á  sn  bordo,  salvo  en  el  caso  preristo  en  el  art.  16. 
Las  relaciones  de  éstas  con  los  comandantes  pasan  por  la  via  administrativa  y 
en  sn  caso  por  la  diplomática  (15;.  Los  crímenes  y  delitos  cometidos  á  boidts 
son  Jugados  por  los  trlbanales  de  la  nación  de  la  cnal  dependen;  pero  si  el  eo- 
mandante  entregara  sus  autores  á  las  autoridades  locales,  ¿stas  recobran  sa 
oompetencia  en  la  forma  ordinaria  (16).  Si  se  promovieran  desórdenes  y  el  oo- 
mandante,  no  pudiendo  reprimirlos,  pide  ayuda  á  las  autoridades  locales,  éstas» 
si  se  la  prestan,  deben  avisar  al  gobierno,  el  cual,  de  común  acuerdo  con  el  rs^ 
presentante  diplomático  del  Estado  del  buque,  determinará  lo  conveniente.  81  sa 
comprometiera  el  orden  dé  ftiera  de  á  bordo  la  autoridad  local  tomará  las  medi- 
das necesarias,  dando  también  el  aviso  que  acaba  de  decirse.  Sn  caso  de  nrgensia 
procederá  desde  luego  (17).  Si  alguno  de  á  bordo  delinque  en  tierra,  puede  ser  de- 
tenido y  entregado  á  la  Justicia  local,  dando  aviso  al  comandante,  que  no  podfA 
exigir  su  entrega.  Si  vuelve  á  bordo,  no  podrá  ser  reclamado  por  la  autoridad 
lotal,  U  cnal  podrá  sólo  pedir  su  procesamiento  y  que  se  le  dé  cuenta  del  resil- 
lado «n  su  dia.  Si  los  acusados  se  hallaban  en  tierra  prestando  un  servicie^  ja 
individual,  ya  colectivo,  en  virtud  de  una  comisión  expresa  ó  tácita  del  ooaM~  • 
dante,  la  autoridad  local,  después  de  haberlos  detenido,  debe  entregarlos  A  ÚM  * 
oamandante  con  un  atestado  de  los  hechos,  rogándole  sean  sometidos  4  dilige  • 
eiaa  eriminalea  y  que  se  le  dé  conocimiento  del  éxito  de  las  mismas  (18).  Bl  e  • 
noBdante  de  un  buque  de  guerra  no  debe  dar  asilo  en  él  á  las  personas  petssgr  > 
das  por  delitos  comunes  ni  á  los  desertores  del  qlérdto  de  mar  ó  Horra  6  do  al  » 
hB«M.  01  ledbe  délinenentes  politloos  es  preciso  que  sean  fliertamonto  tslsi  ' 
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les  (11).  BEase  intentado  en  Egipto  la  institución  de  tri- 
bunales mixtos  que  reemplazan,  teóricamente  al  me- 
nos, con  ventaja  la  jurisdicción  consular  (W).  En  Tú- 
nez, donde  la  dominación  francesa  ha  reorganizado 
los  tribunales  de  justicia,  se  comprende  perfectamente 
que  se  haya  puesto  término  á  una  excepción  que,  ne- 
gando uno  de  los  mea  principales  derechos  de  sobera- 
nía de  los  Estados  independientes,  sólo  se  justifica  por 
la  barbarie  despótica  de  los  gobiernos  orientales  (13), 
y  lo  mismo  ha  sucedido  en  los  territorios  que  han  en- 
trado por  una  razón  ú  otra  en  el  dominio  de  una  po- 
tencia europea  y  civilizada  (6).  Admitido  á  la  consi- 
deración de  tal  el  Japón  los  nuevos  tratados  de  comer- 

qne  lea  en  oondlcionefl  que  no  resolte  del  acto  ayuda  á  nno  de  los  partidos  en 
pei:)nlclo  del  otro.  No  i>odrá  desembarcarlos  en  el  territorio  donde  los  tomó,  ni 
fdera,  tan  cerca  que  puedan  volver  á  él  fácilmente  (19).  Los  reAiglados,  sin  saber- 
lo el  comandante,  pueden  ser  siempre  entregados  ó  expulsados  (20).  Cualquiera 
que  sea  la  situación  de  loe  refugiados,  y  aunque  hayan  sido  recibidos  indebida- 
mente, si  el  comandante  se  niega  á  entregarlos,  no  pueden  ser  extraídos  á  la 
Aieraa  ni  hacerse  i  este  fin,  por  las  autoridades  Locales,  visita  ni  registro  alguno 
en  él  buque  de  guerra  extranjero.  Lo  mismo  sucede  tratándose  de  efectos  ó  cosas 
que  se  hallaren  á  bordo  y  fheran  ol^eto  de  reclamaciones.  En  todos  estos  casos  la 
autoridad  local  deberá  dirigirse  al  gobierno  central  para  que  pueda  emprender 
las  negociaciones  diplomáticas  oportunas  (21).  Los  desertores  de  los  buques  de 
guerra  «presados  en  tierra  deben  ser  entregados  al  comandante.  81  el  buque  ha 
marchado  ya,  serán  puestos  á  la  disposición  del  representante  del  Estado  á  quien 
sirven,  continuando  arrestados  á  su  costa  durante  dos  meses,  terminados  los  cua- 
les^ deberán  ser  puestos  en  libertad,  no  pudiendo  volver  á  ser  detenidos  por  el 
mismo  motivo.  La  negativa  de  la  autoridad  local  á  verificar  su  captura  puede 
dar  lugar  á  justas  reclamaciones  diplomáticas,  pero  nunca  á  que  la  hagan  por  si 
mismos  los  oficiales  del  buque  ni  los  agentes  locales  por  una  orden  direota 
suya  (22).  Las  obligaciones  contraídas  personalmente  por  individuos  de  la  tripu- 
lación de  un  buque  de  guerra  con  personas  extrañas  á  eUa,  son  resueltas  por  las 
Jurisdicciones  competentes,  ya  que  son  de  la  misma  naturaleía  que  las  de  cual- 
quier otro  extranjero,  aplicándose  las  prescripciones  del  derecho  común,  pero  sin  . 
que  en  ningún  caso  pueda  llegarse  á  fuerzas  personales  sobre  ellos  como  la  ecn 
troíínte  par  corpa,  por  ejemplo,  que  puedan  distraer  de  á  bordo  á  personas  pegidai- 
mente  inscritas  en  el  rol  (23).  Los  buques  afectos  exclusivamente  al  servido  pos- 
tal pueden  reclamar  únicamente  los  privilegios  otorgados  por  los  tratados  ó  la 
oostumbre  (24). 

'  (1^  Asi  ha  sucedido  en  Chipre  (por  él  tiempo  que  dure  la  eeapación  inglesa), 
Bosnia-Hensegovina  (decreto  de  1880),  Annam  y  Tonkin  (1884),  Madagascar  (1891), 
Sudán  (1809).  El  art  6.*  del  tratado  de  reconocimiento  del  Estado  libre  del  Omgo 
de  7  de  Bneio  de  1885  (T.  vm,  445)  autorlaa  á  los  cónsules  españoles  á  establMar 
tilbqiMtesoonflnlaiea  paxAsos  nadonales  «haata  el  momento  en  que  él  serrltlo 
de  Justlda  sea  organlado*.  Bsla  cQMdkAá»  pMde  eomidenDifr  ya  cumplida. 
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CÍO  por  el  mismo  celebrados  consigiiaii  la  abolicíóa 
de  la  jurisdicción  consular  (c). 


(1)  No  tiene  nuestra  lengua  un  término  oñcialmente  coti.s4 
grado  (prueba  evidente  de  lo  que  es  entre  nosotros  el  cuIIítí 
del  derecho  internacional)  para  expresar  la  es^ención  de  «im 
peruana  ó  cosa  determinada  de  la  soberanía  gue  impera  en  rl  terrU»- 
rio  en  dónde  se  haüa.  Pando,  Bello  y  Kiquelme  usan  da  la  d« 
exterritorialidad,  Negrin  (creemos  que  sigiiiendo  ¿  Teata)  pro* 
pone  reñriéndose  á  los  buques,  la  de  terrÜQnalidaá;  el  tradao- 
tor  de  Fiore  usa  como  nosotros  la  de  extraterritorialidad.  Nt 
una  ni  otra  expresión  se  hallan  en  el  Dieeioiiario  de  la  Acade- 
mia de  la  lengua  (d), 

(2)  Son  principios  generales  en  materia  de  extraterritoris' 
Udad: 

1.^  La  inviolabilidad  personal  del  sujeto;  ni  él  ni  bus  cosai 
pueden  estar  jamás  sujetos  á  violencias  personales. 

2.^  La  conservación  del  domicilio  primitivo;  por  esto  ú 
agente  diplomático  que  tenia  ya  su  residencia  en  el  pafs  donde 
ejerce  su  misión,  no  goza  por  su  domicilio  de  las  ventajas  de 
la  extraterritorialidad. 

3.^  Exención  de  las  cargas  públicas  impuestas  por  el  uso  de 
las  cosas  públicas. 

4.^  La  inmunidad  se  comunica  á  las  personas  y  cosas  que 
necesariamente  le  siguen,  equipaje,  criados,  etc.  La  extrate- 
rritorialidad no  se  extiende  á  los  actos  cometidos  fuera  del  re- 
cinto  de  la  casa  ó  lugar  privilegiado. 

(3)  Según  Vattel,  que  admite  también  este  derecho,  com- 
prende el  de  todo  lo  necesario  para  el  libre  paso,  esto  es,  el  de 
efectuar  todo  lo  necesario  en  un  ejército,  mantener  la  disci- 
plina, etc.  Woolsey  cree  que  los  pillajes  y  merodeos  hechos 
durante  la  marcha  por  soldados  aislados  fuera  de  las  fil 


(tí  V.  f  88. 

(d)  Bu  la  última  edldón  se  admite  la  palabra  extraterritorlaUdad,  oomo  p; 
Yileglo  de  los  diplomáticos  7  baques  de  ^erra  extranjeros. 
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pueden  ser  juzgados  por  los  tribunales  ordinarios,  ó  al  menos 
que  existe  el  derecho  de  exigir  á  los  jefes  que  les  den  pronto 
j  Sumario  castigo  (ob.  cit.,  §  68). 

Desde  el  momento  que  se  obtiene  el  derecho  de  tránsito,  en 
la  misma  concesión  se  fijan  los  derechos  de  que  gozará  .el  ejér- 
cito extranjero  en  ól  territorio  nacional.  Como  ejemplo  notable 
de  este  caso  merece  citarse  el  tratado  concluido  en  1824  entre 
Francia  y  España  relativo  á  la  permanencia  de  las  tropas  de 
U  primera  en  la  segunda.  cArt.  1.^  Podrá  la  gendarmeria 
firancesa  arrestar  los  individuos  de  ambas  naciones  ó  extran- 
jeros, sin  perjuicio  de  entregar  á  las  autoridades  españolas 
los  que  no  perteneciesen  á  la  jurisdicción  del  ejército  francés,  t 
(Cantillo,  página  833.)  Pueden  también  considerarse  como 
pertenecientes  á  esta  materia  los  alemanes  Btappen-  Vertrage, 
de  mayor  importancia  antes  de  formarse  el  imperio  alemán. 

El  art.  55  de  la  Constitución  de  1876  exige  para  que  el  rey 
pueda  admitir  tropas  extranjeras  en  España  que  esté  autori- 
zado por  una  ley  especial. 

(4)  Hase  llamado  con  razón  al  buque  de  guerra  fortaleza 
flotante  (Ortolán  principalmente),  y  en  consecuencia  sólo  al 
rematado  Pinheiro  Ferreira  se  le  ha  ocurrido  poner  en  duda  su 
extraterritorialidad.  «Estas  fortalezas  movibles,  dice  Riquel- 
me  (ob.  cit.,  I,  p.  226)  no  pueden  menos  de  participar  de  la  so- 
beranía é  independencia,  tanto  territorial  como  jurisdiccional, 
de  que  goza  el  Estado  que  los  arma  y  de  que  forman  parte. 
Por  esta  razón  á  todo  buque  de  guerra  se  deben  el  respeto  y 
los  honores  debidos  á  la  soberanía  con  arreglo  á  los  principios 
del  derecho  de  gentes.» 

Como  observan  Dana  (nota  66  á  Wheaton)  y  nuestro¡Calvo, 
el  comandante  del  buque  de  guerra  goza  de  los  mismos  dere- 
chos de  inviolabilidad  que  el  jefe  de  una  legación,  y  su  nave 
de  la  misma  inmunidad  que  el  hotel  de  la  embajada.  Los  tri- 
bunales ingleses  no  se  consideraron  competentes  para  enten- 
d  r  en  el  abordaje  del  Parlament  Belge,  buque  perteneciente  al 
r<  y  de  Bélgica  (1880),- ni  los  americanos  para  restituir  á  los 
81  bditos  de  su  nación  el  Exchange,  buque  convertido  bajo  di 
n  mbre  de  Le  Balou  por  Napoleón  en  nave  de  guerra,  á  pesar 
d    estar  anclado  en  Philadelphia  (1812).  Tampoco  es  licito  ni 
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detener,  para  lograr  el  pago  de  los  derechos  á&  ealy amento,  £ 
una  nave  de  guerra  (CanstüuÜon,  1879).  Los  holán  desea  pre- 
tendían en  1662  capturar  los  buques  de  guerra  españoles  an- 
clados en  Flissingen  como  embargo  para  responder  á  créditos 
de  sus  subditos;  pero  los  soltaron  luego  ¿  cooBecuancia  de  las 
justas  reclamaciones  de  nuestro  gobierno.  Existe  ciertamente 
también  el  derecho  de  asilo  en  el  buque  de  guerra  y  debe  pe* 
dirse  la  extradición  del  reo  por  la  vía  diplomática,  John 
Brown,  que  mandaba  uno  de-los  buques  de  las  colonias  aspa- 
ñolas  sublevadas,  fué  preso  y  llevado  á  Lima  escapándose  des- 
pués y  refugiándose  en  la  firagata  inglesa  Tyne,  cayo  capitán, 
después  de  negarse  á  devolverlo  á  las  autoridades  españolas, 
lo  llevó  á  Liglaterra.  Preguntado  por  el  Secrelar^  úf  íke  Ádm* 
ralty,  contestó  lord  Stowell  que  el  proceder  del  capitán  del  Ty^e 
habla  sido  completeunente  legal  y  arreglado  á  derecho  (e). 

Los  jueces  del  tribunal  de  arbitraje  de  Gtinebra  afirmaron 
acerca  del  principio  de  la  extraterritorialidad  de  los  buques 
de  guerra  que  no  era  absoluto  sino  una  conducta  fundada  em 
la  cortesía  y  mutua  deferencia  de  las  naciones,  y  que,  por  lo 
tanto,  no  puede  invocarse  como  excusa  para  faltar  á  los  debe- 
res de  la  neutralidad. 

(6)  La  calidad  de  buque  de  guerra  y  su  nacionalidad  no  se 
acredita  por  los  documentos  como  en  el  mercante,  sino  por  la 
bandera  y  el  cañonazo  (Biquelme,  pág.  226).  Dale  esta  carácter 
el  ser  mandado  por  un  miembro  de  la  marina  de  guerra.  Dice 
el  fallo  arbitral  de  Rusia  (1 782)  en  la  cuestión  entre  Dinamar- 
ca y  España  acerca  la  legalidad  de  la  captura  de  la  corbeta  de 
la  primera  llamada  San  Juan:  «Seg&n  los  principios  del  dere 
cho  de  gentes,  un  buque  autorizado,  según  los  usos  de  la  cor 
te  ó  nación  á  que  pertenece,  para  enarbolar  el  pabellón  mili 
tar,  debe  ser  considerado  como  un  buque  de  guerra.  Ni  la  for< 
ma  de  éste,  ni  su  destino  anterior,  ni  el  número  de  los  indivi- 
dúos  que  componen  el  equipaje,  pueden  alterar  jamás  la  cui^ 
lidad  inherente  al  mismo,  con  tal  que  el  oficial  que  lo  manr 
pertenezca  á  la  marina  militar.»  (Martens.   Causes  célébn 

(tif  Sn  1894,  durante  U  gnerra  cítII  del  Braail,  los  comandantes  de  loa  boápu. 
de  gnerra  portogneaee  MímuUo  y  A¡/<mao  de  Aibuquerquet  se  negaran  á  entregí 
al  álaÜBaale  Qnmm  y  aat  pardalea  lefügiadoi  á  bordo  de  aq«4ilia 
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tomo  m,  p¿g.  335.)  Nótese  el  caso  de  La.  Santísima  Trinidad, 
cnyo  cargamento,  llevado  por  corsarios  sudamericanos  duran- 
te la  guerra  de  emancipación  á  los  puertos  de  la  Unión,  fuó 
mandado  restituir  por  los  tribunales  de  los  Estados  Unidos 
á  sus  dueños  españoles. 

(6)  Lo  mismo  que  decimos  respecto  á  los  reglamentos  sani- 
tarios se  aplica  á  los  de  policía  de  puertos,  modo  de  verificar 
la  carga  y  descarga  de  municiones,  etc. 

(7)  No  hay  derecho  á  ampararse  en  la  extraterritorialidad 
cuando  se  trata  de  convertirla  en  arma  para  atacar  el  Estado 
que  di6  antes  hospitalidad  en  el  puerto  al  buque  de  guerra  ex- 
tranjero. Puede  intimársele  entonces  la  salida,  y  si  se  pone 
en  actitud  francamente  hostil,  responderle  de  igual  modo. 
Tampooo  se  aplica  este  principio  cuando  un  hombre  pertene- 
cionte  á  la  tripulación  del  buque  de  guerra  comete  algiin  des- 
mán en  tierra.  La  misma  distinción  entre  el  personal  oficial  y 
no  oficial  se  aplica  á  las  naves  públicas. 

(S)  Amaris  permitió  ya  á  los  griegos  de  Naucrates  se  hicie- 
sen juzgar  por  sus  propios  jueces.  En  el  Fuero  Juzgo  se  con- 
cede á  los  comerciantes  extranjeros  el  privilegio  de  ser  juzga- 
dos por  sus  telonarios.  Según  Pradier -Pederé  se  encuentra  un 
precedente  de  las  Capitulaciones  on  el  tratado  entre  FeKpe  el 
Atrevido  y  el  bey  de  Túnez  (1270).  El  primer  tratado  formal 
en  que  se  consignan  es  el  de  1535  entre  Francisco  I  y  So- 
limán n. 

(9)  La  necesidad  de  las  Capitulaciones  no  se  funda  precisa- 
mente en  la  diferencia  de  derecho  sino  en  la  de  civilización.  La 
comisión  nombrada  por  el  Instituto  de  Derecho  internacional 
declaró,  en  Wiesbaden  que  la  extraterritorialidad  de  los  cón- 
sules en  Oriente  no  sólo  es  un  derecho  y  privilegio  de  las  na- 
ciones cristianas,  sino  que  es  un  verdadero  deber  en  ellas 
para  la  protección  de  sus  subditos,  y  que  la  práctica  de  los 
tribunales  mixtos  es  indigna  de  naciones  civilizadas  y  perju- 
dicial á  los  intereses  de  sus  nacionales  en  Oriente.  El  proyec- 
to del  Instituto  votado  en  Munich  en  1883  (ám.  vu,  páginas 
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199-203),  referente  ¿  los  litigios  entre  subditos  de  las  naüianes 
qne  lo  aceptaren  (no  cuando  hay  interesados  otomanos  par» 
los  enales  se  propone  siga  el  statu,  guo)  da  las  signientes  re- 
glas: En  primera  instancia  jn2ga  el  tribnnal  del  demandado  ó 
de  oaalqniera  de  ellos  si  son  varios  (UU). — ^En  cada  país  exis- 
tirá un  tribnnal  de  segnnda  instancia  compuesto  de  los  cas- 
snles  generales  ó  de  personas  delegadas  ad  koc  por  cada  go- 
bierno ó  por  varios  de  ellos  á  la  ves  (IV).  Dorante  los  deba- 
tes de  la  primera  instancia,  que  se  verificarán  en  la  forma 
qne  disponga  el  gobierno  del  cual  dependan,  puede  asistir  ú 
oónsul  del  demandante  (VI).  En  toda  resolución  de  primen 
instancia  cabrá  la  apelación,  cuyo  término  será  de  cuarenta  y 
cinco  días  sin  perjuicio  de  las  ampliaciones  debidas  por  las 
distancias  (Vil).  El  recurso  debe  ser  fundado  y  se  dará  co- 
municación á  la  parte  contraria  por  conducto  de  su  cón- 
sul (Vni).  El  procedimiento,  ante  el  tribunal  de  apelación, 
se  determinará  por  acuerdo  entre  las  potencias  contratan* 
tes  (IX).  La  ejecución  de  las  sentencias  pronunciadas  por  los 
tribunales  de  primera  instancia  corresponde  á  las  autorida- 
des consulares  del  país  al  cual  pertenece  como  subdito  ó  pro- 
tegido la  parte  condenada  en  éstas  (X).  Las  sentencias  del 
tribunal  de  apelación  corresponden  también  á  las  autoridades 
consulares  del  país,  al  cual  pertenece,  como  subdito  ó  prote- 
gido, la  parte  contra  la  cual  se  ha  dictado  el  fallo  (XI)  (f), 

(10)  Los  cónsules  reciben  por  conducto  del  embajador  de  sa 
nación  que  lo  ha  pedido  previamente  un  Berat  ó  titulo,  en  él 
que  el  sultán  le  confiere  la  jurisdicción.  Tiene  una  guardia 
para  hacer  cumplir  sus  sentencias.  En  los  pleitos  en  que  son 
litigantes  un  musulmán  y  un  extranjero  tiene  derecho  el  cón- 
sul á  intervenir  en  el  procedimiento. 

En  Turquia  juzga  el  cónsul  español  por  sí  solo  de  todos  los 
delitos  cometidos  por  subditos  españoles  y  de  las  cuestiones 
pendientes  entre  los  mismos  (Tratado  de  1782,  artículos  5.^ 
y  6.^).  Cuando  el  demandado  es  de  otra  nación,  entonces  ~) 

CO   El  Instlfcato  tenia  ea  su  oiden  del  dia,  áatOm  la  —loa  da  ISS?,  al  eatn     * 
de  laaiefonoaaiMoenilaa  en  laalnatítnoioiwsjQdiefalM  de  Oriente  e^  t 

nOere  de  loa  procesos,  en  los  que  se  halla  Interesado  on  subdito  de  ona  nac 
cristiana  de  Buropa  ó  América,  pero  eu  la  reunión  de  Cambridge  da  1895,  la 
ZTÓ  provisionalmente  de  sns  temas  de  debate. 
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forman  tribunales  mixtos  de  los  cónsnles  de  los  interesados. 
Si  es  el  demandado  turco,  entonces  son  competentes  los  tribu- 
nales turcos.  En  Marruecos  (Tratado  de  comercio  de  1861)  ri- 
gen análogos  principios;  en  China  (Tratado  de  1864)  debe  pro- 
curar el  cónsul  y  las  autoridades  locales  componer  á  las  par- 
tes  sometiéndolas  á  su  arbitraje,  siendo  únicamente  compe- 
tentes los  cónsules  españoles  para  juzgar  los  asuntos  civiles  t 
criminales  de  sus  compatriotas. 

En  1848  se  dio  un  reglamento  para  regular  el  ejercicio  de 
la  jurisdicción  civil  y  consular  de  los  cónsules  españoles  (en 
el  que  se  encomienda  el  juicio  de  la  apelación  á  la  audiencia 
territorial  más  próxima),  y  en  1851  otro  para  el  mismo  objeto 
en  los  consulados  sitos  en  China.  Tanto  en  uno  como  en  otro 
se  adopta  el  sistema  de  adjuntos  quo  ayudan  al  cónsul;  por  e? 
último  iban  las  apelaciones  á  la  Chancilleria  de  Manila  (véase 
S  88). 

(11)  Los  hay  establecidos  en  Esmima,  Constantinopla,  et 
cétera  (g). 

(12)  En  Egipto,  desde  el  año  1875,  se  suprimieron  las  ju- 
risdicciones consulares  por  lo  que  se  refiere  á  cuestiones  entre 
indJgenas  y  extranjeros  de  distintas  nacionalidades,  en  las 
acciones  reales  (aun  entre  subditos  de  una  misma  nacionaU 
dad)  y  contra  los  actos  del  gobierno.  Constituyéndose  treti 
tribunales  de  primera  instancia;  uno  en  Alejandría,  otro  en  el 
Cairo  y  otro  en  Mansurah,  compuestos  de  5  jueces,  3  extra» 
jeros  y  2  indígenas,  y  un  tribunal  de  apelación  en  Alejandría 
compuesto  de  14  miembros,  5  indígenas  y  9  extranjeros  (Mar 
tens  N.  R.  G.  n  ser.  n,  pág.  680)  (h). 

^  (13)  El  gobierno  francés,  por  decreto  de  27  de  Marzo 
de  1883,  constituyó  un  tribunal  compuesto  de  magistrados  da 

'g)  A  coDsecnenda  de  sn  Tlctorla,  pretendió  Tarquia  aboUr  la  Jurlsdlcdón  d<^ 
k  I  [cónsules  griegos  en  su  territorio.  Sometida  la  cuestión  al  arbitraje  de  lofi 
p  crecentantes  de  las  grandes  protendas  en  Constantinopla,  éstos  faUaron  eii 
i  ril  de  1901  á  favor  de  Grecia,  manteniendo  el  régimen  de  las  capituladonei. 
ft  jque  tomando  Tariav  medidas  para  cortar  abusos. 

Ti)  Los  poderes  de  dlcbos  tribunales  mixtos  han  sido  renovados  por  ciiw* 
«   M,  á  contar  del  1.*  de  Febrero  de  1900  (véase  más  abajo  f  88). 
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8U  nación  para  administrar  justicia  en  1&  Eegenciaf  inviUiid* 
después  el  bey  de  Túnez  por  otro  da  3  de  Mayo  del  mismo  aib 
á  las  naciones  cristianas  que  abolieren  en  su  virtud  la  jum- 
dicción  ejercida  por  sus  respectivos  cónsules.  La  Ghran  Breti- 
fia  y  Alemania  accedieron  desde  luego  á  los  deseos  de  didio 
principe  (véase  Buimerincqi  ob.  cit.,  g  79J. 
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CAPITULO  SEGUNDO 

!>£    LOS    DKRECHOS   ADQUIRIDOS   <!> 
HIPOTÉTICOS 


SECCIÓN  PRIMERA 

DE  LOS  TRATADOS 

§  55.  Tratados  internacionales.  Su  noción  y 
condiciones  esenciales"^,  —  Los  derechos  hipotéti- 
cos de  los  Estados  se  derivan  de  un  acto  voluntario 
por  el  cual  se  ha  establecido  una  relación  jurídica,  á 
diferencia  de  los  absolutos,  que  los  tiene  el  Estado 
desde  el  primer  momento  que  disfruta  de  existencia 
independiente  y  soberana.  Lo  mismo  que  entre  los 
individuos  las  obligaciones  de  los  Estados  tienen  su 
origen  en  el  contrato  ó  en  el  delito  ó  en  hechos  á 
ambos  asimilados  por  la  ley  (i).  Puede  definirse  el  tra- 
tado internacional  con  Lorimer,  la  declaración  por  dos 
ó  más  Estados  independientes  de  una  especifica  relación 
jurídica  existente  entre  dios,  definición  que  se  obligan  á 
cumplir  y  guardar  como  si  fuese  verdadero  derecho  po- 
sitivo (í*).  Es  cierto  que  los  tratados  existieron  en  más 
ó  menos  grosera  forma  desde  el  momento  que  dos  6 
más  sociedades  independientes  se  pusieron  en  contac- 
to, de  modo  que  puede  decirse  que  son  tan  antiguos 
c  ►mo  las  relaciones  internacionales.  Los  historiadores 
c  4sicos  nos  han  conservado  en  más  ó  menos  autén- 
1  ja  forma  los  de  Grecia  y  Roma,  y  es  el  primero  de 

)'a  §mfi2. 

T«mo  I.  S5 
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la  Edad  medía  que  según  Calvo  se  conoce  el  tratado 
de  AndlaU;  firmado  en  587  entre  Gontrán,  rey  de  Boi 
gofia,  y  Childeberto  n,  rey  de  Austrasia,  La  paz  de 
Westfalia  (en  la  que  como  en  otro  lugar  hemos  ya 
dicho  reconocieron  las  naciones  europeas  por  primera 
vez  de  un  modo  solemne  la  necesidad  de  deliberar  en 
común  acerca  sus  intereses,  no  flándolo  todo  á  la  cie- 
ga suerte  de  las  armas)  abre  la  innumerable  serie  de 
contratos  internacionales  que  ligan  en  vínculos  estre- 
chísimos á  las  naciones  civilizadas.  Mientras  que  en 
los  anteriores  siglos  tenían  por  principal  objeto  evit^ar 
las  guerras,  terminarlas  ó,  lo  que  es  peor,  producir- 
las, en  el  actuaj  se  ponen  de  acuerdo  las  naciones 
para  lograr,  bajo  el  imperio  de  la  paz,  el  progreso  y 
adelanto  de  la  comunidad  jurídica  internacionaL  £1 
fundamento  jurídico  de  la  fuerza  de  obligar  del  trata- 
do internacional  se  basa  en  que  los  Estados  tienen 
como  verdaderas  personas  jurídicas  voluntad  libre  y 
como  á  tal  capaz  de  limitarse.  Sólo  pueden  negar  la 
verdad  de  las  máximas  pa4^a  sunt  set'vanda,  etiam 
hostis  fídes  8ei*vanda  est  los  que  afirman  ser  las  socie* 
dades  hmnanas  dueñas  absolutas  de  su  conducta,  y 
cual  manadas  de  irracionales  fieras,  sin  otro  límite 
á  sus  veleidades  que  la  fuerza  de  sus  uñas,  Coudieio- 
nes  intrínsecas  para  que  pueda  existir  el  contrato  in- 
ternacional son  la  capacidad  de  los  Estados  contra- 
yentes y  de  las  personas  que  negocian  en  su  nombre, 
la  justicia  y  posibilidad  de  la  prestación  en  que  con- 
siste su  objeto,  y,  finalmente^  que  se  haya  estableei- 
do  el  acuerdo  por  un  verdadero  y  libre  consentimien- 
to. Sólo  pueden  obligarse  los  Estados  independientes; 
nunca  son  verdaderos  tratados  las  estipulaciones  ^^ 
lebradas  con  particulares  aunque  sean  destrona  s 
príncipes  (3).  Teniendo  como  tiene  el  Papa  el  car  - 
ter  de  soberano  y  la  Iglesia  la  de  perfecta  y  aut¿  ^ 
ma  sociedad  jurídica  (§  32,  pág.  151)^  son  los  Conc    - 
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datos  indudables  estipulaciones  intemacionaies.  No 
basta  que  el  Estado  sea  independiente,  es  necesario 
que  su  jefe,  que  en  su  nombre  estipula  el  tratado,  pue- 
da hacerlo  realmente.  Esta  cuestión  carecía  de  im- 
portancia en  las  antiguas  monarquías  absolutas,  en 
las  que  siendo  el  rey  el  único  poder  del  Estado,  asumía 
su  representación  más  absoluta;  hoy  la  mayor  parte 
de  las  constituciones  exigen  que  los  soberanos  consul- 
ten la  voluntad  nacional,  por  medio  de  los  cuerpos 
representativos,  antes  de  que  tengan  plena  validez  y 
efecto  los  tratados  internacionales.  La  Constitución 
española  de  1876  previene  que  el  rey  necesita  la  au- 
torización de  las  Cortes  por  medio  de  una  ley  especial 
para  ratificar  los  tratados  de  alianza  ofensiva,  los 
especiales  de  comercio,  los  que  estipulan  subsidios  á 
las  potencias  extranjeras,  y  todos  aquellos  que  pue- 
dan obligar  individualmente  á  los  españoles,  como 
también  los  que  introduzcan  un  cambio  de  cualquier 
género  en  el  territorio  español  W  (a).  Exceptuando 

{<^  La  onestlón  de  la  capacidad  del  poder  ejeoatiyo  para  la  conclusión  de  lot 
pactoB  Internacionales  constítaye  ana  de  las  más  interesantes  del  derecho  públi> 
eo,  tanto  interno  como  extemo.  Comprendiéndolo  la  Facultad  de  Derecho  de  la 
Universidad  de  Paris,  la  propaso  como  tema  del  ouncarso  Rossi  en  1900,  dándose 
«L  premio  á  la  memoria  de  Mr.  Loáis  Michon,  qne  por  su  método,  abandancia  de 
datos  y  sesuda  doctrina,  se  hlso  bien  acreedora  á  él.  Segrún  Mr.  Michon  pueden 
clasificarse  en  cuatro  grupos  las  legislaciones  positivas  en  este  punto:  1.^  Una 
que  en  teoría  no  da  á  l&s  Cámarap  intervención  ninguna  en  la  conclusión  y  rati- 
fleación  de  los  pactos  internacionales,  la  ingleéa.  Bl  rey  los  ajusta  y  Mitifica  libre- 
mente y  después  da  cuenta  al  Parlamento;  si.modifíca  el  tratado  la  legislación,  ó 
•on  necesarios  créditos  para  el  cumplimiento,  propone  el  Gtobiemo  las  leyes  opor- 
tunas y  á  veces  se  indica  en  el  mismo  tratado  que  la  existencia  de  este  asenti- 
■Qiiento  será  preciso  para  la  ejecución.— 2.°  Las  constituciones  que  exigen  una 
aotorixación  de  las  Cámaras  para  la  ratificación  de  algunas  especies  de  tratados. 
Ubre  en  todas  las  demás.  A  éste  pertenecen,  á  más  de  la  etpañola  y  cUeTnana,  cu- 
yas disposiciones  extractamos  en  la  nota  4),  Isl  francesa  (art.  8.®  de  la  ley  de  16  de 
Julia  de  1875,  que  requiere  para  que  sean  definitivos  el  voto  de  los  Cámaras  en  los 
tratados  de  pax,  de  allansa,  las  que  obliguen  la  Hacienda  pública,  las  relativas 
«1  estado  y  la  propiedad  de  los  íhinceses  en  el  extranjero  y  una  ley  especial  para 
eualquier  cesión,  cambio  ó  agregación  de  territorio),  la  belga  (art.  68  del  Estatu- 
to de  1831,  que  precisa  disentimiento  de  las  Cámaras  para  que  tengan  ^ecto  los 
tratskdos  de  Comercio,  los  que  graven  al  Estado  ó  puedan  obligar  indlviduahnen- 
le  A  loe  belgas,  y  como  la  franoesa,  pide  una  ley  para  los  cambios  de  tenitorlo,  y 
eiuil  la  española  no  admite  qne  los  artículos  secretos  puedan  derogar  los  púbU- 
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la  Santa  Alianza  y  los  Congresos  de  Troppau  y  Lay- 
bachy  apenas  conoce  la  Historia  ejemplos  de  tratados 
concluidos  directamente  por  los  soberanos;  éstos  acos- 
tumbran á  convenirse  por  medio  de  delegados  á  quie- 
nes dan  sus  plenipotencias  (A).  Es  verdad  que  puede 
una  persona  que  carece  de  todo  poder  estipular  algo 


cofl)p  \AikUüma  (ut.  48  del  Estatato;  loe  tratadoi  que  algniflqnen  nos  carga  pan 
la  Hacienda,  ó  una  modificación  eu  el  territorio,  no  tendrán  efecto  hasta  deapnéi 
de  haber  recibido  el  asentimiento  de  las  Cámaras),  la  auttriaca  (art.  6.<*  de  la  tef 
sobre  el  ejercicio  del  poder  gubernativo  y  ejecntlro;  los  tratados  de  comercio  j 
lov  políticos  que  impongan  cargas  al  Imperio  ó  á  loe  Estados  que  lo  componen,  i 
obligaciones  para  los  simples  ciudadanos,  deben  tener,  para  su  TaJidea,  la  apio- 
bación  del  Bsick^ralh),  y  la  holandeta  (Conr-tltuclón  de  1887,  art,  59.  So  podiá 
proceder  el  rey  á  la  ratificación  antes  de  que  sean  aprooados  por  los  Estados  ge- 
nerales en  los  tratados  que  contengan  cambios  en  el  territorio  del  Bstaulo,  qM 
impongan  al  reino  obligaciones  pecuniarias  ó  que  contengan  alguna  dlspoeiciós 
sobre  derechos  legales  (dniU  legauxít  no  requiriéndose  esta  apiobadón  si  el  rey 
se  ha  resenrado  por  una  ley  la  facultad  de  concluir  el  tratado  y  advierte  ademái 
el  art.  59  que  la  ley  regula  la  admisión  y  expulsión  de  extranjeros  y  las  condlds- 
nes  mediante  las  cuales  se  podrá  otorgar  su  extradición).—^*  Dos  constitoclooei 
exigen  la  aprobación  legislativa  para  todos  los  tratados,  y  son  la  portugueta  7  li 
suisa.  La  carta  del  reino  vecino,  en  su  art  26,  lo  disponía  para  algunos  en  fórmnli 
parecida  á  la  española,  pero  el  acta  de  6  de  Julio  de  1852  manda,  en  su  art.  10, 
«que  todo  tratado,  concordato  ó  convenio  que  celebre  el  gobierno  con  cualquier 
potencia  extranjera,  será  sometido  á  la  aprobación  de  las  Cortes  en  sesión  secxe- 
ta».  El  acta  de  la  Confederación  suiza  (de  1874,  art.  &.•)  atribuye  á  la  Confedeía- 
don  el  derecho  de  ajustar  loe  tratados,  reservando  á  los  cantones  el  de  eelebiai- 
los  sobre  objetos  de  economía  pública,  vecindad  y  policía,  determinando  el  si- 
tíenlo 85  que  á  la  Asamblea  federal  (es  decir,  el  Consejo  nacional  y  el  de  los  Bh 
tados)  corresponden  la  aprobación  de  los  tratados  con  las  naciones  extrax^ersa 
de  los  cantones  entre  ellos  ó  con  las  naciones  extranjeras;  pero  los  últimos  sóloil 
el  Consejo  federal  ú  otro  cantón  reclaman.— 4.°  Otra  constitución,  la  de  loe  ñtadm 
Unidos,  exige  únicamente  la  aprobación  de  una  sola  Cámara  (Méjico  lo  adopt* 
eu  1874,.  El  art.  II,  sección  2.*  párrafo  2."  de  la  constitución  de  1787  dice:  -tí 
(el  presidente)  tendrá  el  poder  de  concluir  tratados  sobre  y  con  el  consejo  y  «»- 
sentimiento  del  Senado  y  siempre  que  los  dos  tercios  de  loe  senadores  prdsenisi 
lo  aprueben.» 

Después  de  esta  exposición  del  derecho  vigente,  Bír.  Mtchon  concluye  dándose 
opinión  sobre  cuál  do  estos  sistemas  es  preferible  en  el  orden  de  los  principkia 
Halla  Imposibles  los  dos  extremos,  de  la  libertad  absoluta  del  poder  ejecutivo  y 
de  la  aprobación  indispensable  en  todos  los  tratados  por  las  Cámaras,  y  Juss-a  pie- 
ferlble  el  mixto,  aunque  éste  no  como  aprobación  previa  para  la  conclusl&n  áá 
tratado,  sino  como  necesario  para  la  ejecución  en  el  orden  Interior,  y  anter''-s 
la  ratificación,  aunque  dando  facultades  al  Jefe  del  Estado  para  raUflcar  <  li 
luego  todo  convenio  en  el  cual  ftieren  Indispensables  para  el  bien  díü  Esla^  ■! 
secreto  y  la  urgencia,  pidiendo  después  los  medios  necesarios  para  cumplir 

En  efecto,  en  esta  materia,  como  en  muchas  otras,  el  derecho  intemat.  si 
suí^e  aún  del  golpe  que  á  la  seriedad  de  las  iustltuolones  políticas  ha  dad  m 
Km  últimos  tiempos  la  desconfianza  entre  los  poderes  del  Estado.  Froto  d      to 
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con  un  Estado  á  favor  de  otro,  pero  es  preciso  que 
éste  lo  ratifique;  en  caso  contrario  debería  devolverse 
lo  recibido  en  virtud  de  la  sponsio  desautorizada  (B). 
Sólo  pueden  ser  objeto  de  contrato  internacional  las 
cosas  física,  moral  y  jurídicamente  posibles.  Un  tra- 
tado en  que  se  pactase  la  renuncia  al  uso  del  Océano, 
la  trata  de  esclavos,  etc.,  sería  completamente  írrito  y 
sin  valor  (bj.  No  debe  jamás  producir  la  muerte  de  uno 
de  los  contrayentes;  ¿cómo  es  posible  adquirir  obliga- 
ciones si  se  pierde  la  existencia?  No  es  necesario  haya 
una  contraprestación  ni  tampoco  que  sean  las  venta- 
jas que  los  contratantes  reporten  más  ó  menos  pro- 
porcionadas y  equivalentes.  ¿Quién  tiene  autoridad 
entre  las  naciones  para  juzgar  la  importancia  del 


•on  esas  prcscrípcloneB  anticuadas,  prohibiendo  dar  subyenclón  á  potencias  ex- 
tranj<?nis  y  quo  loa  artículos  secretos  del  tratado  dero^en  á  los  públicos.  Como  . 
dice  Mr.  Laband  en  un  texto  citado  por  el  mismo  Mr.  Michon  (pág.  488),  y  nos- 
otros, con  menos  autoridad,  hemos  Fostenido  eu  otros  trabsjos  (Atp&eto  internar 
eional  de  la  eueHián  romana,  T.  IV,  cap.  IV),  el  derecho  internacional  y  los  trata- 
dos no  existen  para  el  subdito;  á  éste  sólo  le  obligan  las  Uyt$.  Do  aquí  que  todo 
tratado  debe  ser  traducido  en  esta  forma:  si  está  ya  de  acuerdo  con  las  facultades 
del  gobierno  y  dentro  d^  ellas,  no  lo  necesita;  si  las  modifica,  si  cambia  el  dere- 
cho, debe  producirle  esta  variación  por  los  medios  regulares  que  los  códigos  fun- 
damentales disponen,  antes  que  el  tratado  llegue  á  su  pleno  vigor  Jurídico. 
Como  añade  dicho  Mr.  Laband,  el  principe  reconocido  de  la  ciencia  política  ale- 
mana contemporánea,  y  acepta  Mr  Michon,  «la  tendencia  actual  del  derecho  in- 
ternacional es  determinar  por  caracteres  Independientes  fiicilmente  visibles  la 
oompctencla  formal  eu  materia  de  traUdos  y  hacerlo  indei>endiente  de  los  limi- 
te» que  el  derecho  constitucional  fija  en  la'  competencia  de  los  órganos  de  loe  Es- 
tados particulares.  Las  necesidades  innegables  de  las  relaciones  iutemacioualet 
llevan  á  est  •  resultado*.  La  vaguedad  do  los  textos  que  hacen  siempre  dudoso  de 
b1  una  ciase  de  convenios  entra  ó  no  eu  los  exceptuados,  el  secreto  de  las  nego- 
dacioufs  que  rc>sulta  casi  imposible  con  la  comunicación  á  ]a«  Cámaras,  y.  sobre 
todo,  sn  actutilidad  momentánea,  que  desaparece  con  la  demora  de  la  aprobación 
legislativa  (el  ejemplo  que  cita  Mr.  Michon  de  que  el  no  haber  podido  ser  tratado 
el  protocolo  de  12  de  Agosto  de  1898  nos  costó  las  Filipinas,  ha  de  convencemos 
á  los  españoles  terriblemente),  requieren  una  reforma  completa  de  los  textos  cons- 
tJtadonales  eu  esta  materia,  dándose  al  poder  ejecutivo  una  libertad  cuyos  limi- 
'es  han  de  hallarse  sólo  en  la  convicción  moral  suya  y  del  otro  ú  otros  con  quien 
trate,  que  será  iniUll  prometa  lo  que  no  ha  de  poderse  cumplir. 

(b)  Lo  mismo  deba  decirse  de  un  tratado  que  niegue  otro  principio  inconeuso 
*el  derecho  internacional  moderno.  Fundados  en  esto,  consideramos  nulos  en 
\gOT  de  derecho  los  articnloe  del  tratado  de  París  de  1898,  si  de  ellos  ha  de  de- 
íucirse  el  desconocimiento  de  la  facultad  de  opción  de  cubanos,  filipinos  j 
mertorriqneños,  en  naestro  folleto  La  tiadcnalidad  de  lot  eudcMUM.— Madrid,  1901. 
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daflo  y  la  cuantía  de  la  diferencia  que  se  aleara  (7>f 
El  cansentimiento  debe  ser  libre  de  toda  violencia, 
exento  de  error  en  cuanto  á  la  esencia  del  contrato. 
Únicamente  la  violencia  personal  é  inmediata  ejer- 
cida sobre  los  negociadores  es  obstáculo  &  la  valídei 
de  los  tratados  internacionales;  por  esto  en  tiempo  de 
guerra  la  coacción  natural  á  la  misma  ni  el  cautiv^o 
del  monarca  pueden  anular  la  paz  por  éste  concluida, 
aunque  la  prudencia  aconseje  para  lograr  su  efecto  y 
cumplimiento  se  negocien  con  la  regencia  ó  gobier- 
no provisional  que  de  hecho  exista  en  la  nación  ven- 
cida (8). 


(1)  La  existencia  de  obligaciones  internacionales  debe  ba- 
sarse, con  Woolsey,  en  el  carácter  de  persona  jurídica  que  tie- 
nen las  naciones;  disfrutan  como  á  tales  de  voluntad  libre  que 
concienzuda  y  previsora  limita  la  esfera  de  sus  atríbaeicmet 
para  el  porvenir.  Bluntschli  viene  también  á  sostener  una 
doctrina  análoga. 

Sin  existir  un  verdadero  tratado  extendido  en  vn  docimieii- 
to,  pueden  nacer  las  obligaciones  internacionales  de  un  canje 
de  notas  idénticas,  de  dos  decretos  dados  á  la  vez  en  un  bíb- 
mo  sentido  por  los  gobiernos  interesados,  etc.  Lo  esencial  es 
que  haya  el  duorum  velplunnm  in  eodem  cofMentu. 

(2)  Calvo  define  los  tratados  cactos  escritos  que  ligan  dos 
ó  más  naciones,  confirmando,  añadiendo  ó  restringiendo  las 
obligaciones  impuestas  por  el  derecho  natural  ó  por  el  nao, 
pero  dándoles  siempre  un  carácter  obligatorio»  (reminisoemáa 
de  Ghrocio) ;  Biquelme  «compromiso  solemne  contraído  entre 
dos  6  más  naciones  sobre  cosas  ó  intereses  públicos» . 

Heffter  es  el  único  autor  que  pretende  que  las  conTenciaiies 
délos  soberanos  para  sus  asuntos  particulares  son  tamlb"  i 
tratados  internacionales. 

Los  tratados  de  matrimonio  de  personas  reales  que  no  e 
tienen  más  cláusulas  que  las  de  la  unión  de  las  familias      ^ 
son  verdaderos  tratados  internacionales»  sino  meroft  oon 
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nios  privados.  Pero  si  en  ellos  se  enquentraii  estipulaoionee 
que  afecten  á  la  política  6  &  los  intereses  de  la  nacióni  como 
si  con  motivo  del  matrimonio  se  pactan  alianzas,  se  eeden  te- 
rritorios ó  derechos,  6  se  prometen  dotes,  viudedades  ú  otras 
clases  de  prestaciones  pagaderas  por  el  Estado,  entonces  estola 
convenios  entran  en  la  dase  de  verdaderos  tratados  interna- 
cionales. 

(8)  Puede  nn  tratado  de  un  Estado  á  favor  de  un  particu- 
lar ser  llamado  público  cuando  un  tercer  Estado  garantiza  el 
Gumplimi^ito  de  la  obligación.  Sirve  de  ejemplo  el  empréstito 
de  60  millones  de  firancos  hecho  por  Grecia  á  la  casa  Both^* 
chil  bajo  la  garantía  de  Inglaterra,  Francia  y  Prusia  (1832). 

(4)  Según  la  Constitución  española  de  1876  (art.  55),  el  Bey 
necesita  estar  autorizado  para  una  ley  especial: 

1  .^  Para  enajenar,  ceder  ó  permutar  cualquiera  parte  del 
territorio  español  (conforme  con. el  art.  172-4.®  de  la  Consti- 
tución de  1812,  el  48-1.®  de  la  de  1837,  el  46-1.®  de  la  de  1845 
y  el  74-1. «>  de  la  de  1869)  (c). 

2.®  Para  incorporar  cualquier  otro  territorio  al  territorio 
español  (conforme  con  el  art.  74-2.®  de  la  de  1869). 

3.®  Para  admitir  tropas  extranjeras  en  el  reino  (conforme 
con  la  de  1837  [art.  48.2.<^],  1845  [46-2.®]  y  ^69  [74-3.®]). 

4.®  Para  ratificar  los  tratados  especiales  de  comercio,  de 
alianza  ofensiva  (Constitución  de  1812  [172-5.®],  1837  [48-3.<>,] 
1845  [46-3.®],  1869  [74-4.°]),  los  que  estipulan  dar  subsidios 
á  alguna  potencia  extranjera  (los  mismos  artículos,  menos  el 
de  la  Constitución  de  1812,  que  es  el  172-6.®)  y  todos  aquellos 
que  puedan  obligar  individualmente  á  los  españoles  (confor- 
me con  la  de  1869,  art.  74-4.®)  (d).  En  ningún  caso  los  artícu- 


<é^  Sobre  iM  caestlones  originadas  por  el  cumplimiento  de  este  articulo  en  Um 
deamembraoiones  ocasionadas  por  la  paz  oon  los  Estados  unidos  (réase  §  129). 
Y»  hemos  apuntado  en  los  párrafos  anteriores  el  cumplimiento  de  este  precepto 
en  las  cesiones  de  las  Carolinas,  Oagayán  j  Sibutú  y  en  el  arreglo  sobre  el  África 
oocidental  {%%  51  y  52). 

(ií  La  neiBrociación  de  un  tratado  de  amistad  con  los  Estados  unidos,  en  el 
eoalt  suponiéndose  peijudioaria  él  derecho  de  los  españoles  á  poseer,  no  sólo  en  el 
territorio  de  la  República  norteamericana,  sino  en  los  de  Cuba  (1),  Puerto  Rloo 
7  Filipinas,  se  ha  criticado  no  se  lleyase  á  las  Cortes,  sirve  para  demostiar  lo 
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los  secretos  de  tin  tratado  podrán  derogar  los  públicos  (confor- 
me con  la  de  1869,  art.  74-4.*»)  (e). 

En  Alemania  representa  internacionalmente  fvóíkerrecktii- 
€ker)  el  imperio  el  emperador,  pero  en  los  tratados  referentes 
á  materias  que  caen  dentro  de  la  legislación  del  imperio  es 
necesaria  para  su  conclusión  la  aprobación  del  Consejo  fede- 
ral, y  para  su  definitiva  validez  la  del  Reickstag  (Reickner- 
fMsunff,B.H,  11,  l.^y  3.°). 

La  intervención  de  las  Cámaras,  como  se  ve,  pnede  exigir- 
se en  dos  momentos  completamente  distintos,  ya  antes  de  k 
ratificación  como  permiso  dado  al  monarca  para  verificarla,  ó 
después  de  ella  (dejando  libre  al  jefe  del  Estado  para  ratificar 
á  su  antojo)  como  condición  previa  de  ejecución  del  convenio 
internacional. 

El  primer  sistema  es  el  menos  comprometido  para  el  sobe- 
rano, pues  cuando  se  niega  la  aprobación,  como  ya  no  ratifi- 
ca el  tratado,  éste  no  ha  llegado  á  adquirir  jurídica  perfec- 
ción, como  veremos  en  las  siguientes  notas;  el  segundo  da 
lugar  á  cuestiones  de  solución  difícil  por  pugnar  violenta- 
mente en  ella  el  derecho  estricto  con  la  moral  eterna  de  todos 
los  pueblos.  Es  cierto  que  á  un  Estado  que  concluye  un  tra- 
tado con  el  monarca  de  otro  que  es  á  todas  luces  incompati- 
ble con  la  dignidad  del  último  y  contrario  á  la  voluntad  ma- 

yago  de  esta  cláusula,  traducida  de  la  análoga  de  la  constltacióxi  belga.  Tomán- 
dola en  ol  sentido  lato  que  pretendieron  algunos  periódicos,  no  quedarla  apenas 
tratado  sustraído  á  la  aprobación  de  las  Cámaras,  y  serian  nulas  las  naere  déci- 
mas partes  de  los  ajustados  por  nuestros  gobiernos  desde  1869;  ¿caál  hay  que  no 
interese  y  no  obligue  al  si^bdito?  Todos  los  de  extradición,  consulares,  de  propie- 
dad literaria,  correos,  telégrafos,  etc.,  que  Jamás  han  ido  á  las  Cortes,  se  ro- 
san más  ó  menos  con  el  particular  ó  su  fortuna.  Debe,  pues,  entenderse  esta 
excepción  en  el  sentido  de  que  se  refiere  eólo  á  los  tratados  que  prometen  un 
acto  positivo  de  los  subditos  ó  una  modificación  de  los  derechos  garantidos  é 
los  nacionales  por  las  leyes  españolas.^ 

(e)    Otro  resto  de  la  suspicacia  progresista,  que  vela  en  los  reyes  á  l08  merca- 
deres de  los  pueblos,  es  esta  condición.  Apenas  si  se  usan  hoy  somantes  ar- 
tículos secretos  (que  si  existen  no  se  reducen  á  escrito  y  quedan  grabados  en  la 
conciencia  y  patriotismo  de  los  negociadores);  pero  no  cabe  olvidar  que  baos 
más  de  un  cuarto  de  siglo  que  la  política  europea  descansa  sobre  dos  tratad 
no  artículos,  secretos:  la  Doble  y  Triple  alianza,  cuyo  texto  han  ignorado  stem 
los  Parlamentos  .interesados;  á  pesar  de  lo  terminante  de  sus  oonstítudan 
Por  otra  parte,  esta  cláusula  debe  entenderse,  á  nuestro  modo  de  ver,  en  tí  st 
tldo  de  que  dichos  artículos  lo  único  que  no  pueden  es  contradecir  el  sentido  • 
la  aprobación  dada  á  los  artículos  públicos  por  las  Cámaras,  cuando  ésta  et  i 
cesailo. 
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nifiesta  del  pais  y  sus  representantes,  nada  le  sirve,  aprove- 
chándose de  la  estupidez  ó  mala  íe  del  principe,  que  éste  lo 
ratifique  atribuyéndose  un  poder  que  realmente  no  tiene  (ver- 
bigracia, jamás  hubiera  podido  exigirse  á  España  el  respeto 
de  los  inicuos  tratados  de  Bayona);  el  tratado  es  írrito  y  no 
puede  exigirse  á  la  nación  quo  lo  cumpla.  Mas  si  la  nación 
contratante  ha  obrado  de  buena  fe  y  el  principe  ó  jefe  de  Es- 
tado ha  procedido  de  igual  modo  ratificándolo,  lo  moral  y  lo 
jaste  es  que  los  Cuerpos  Colegisladores  lo  aprueben,  y  otor- 
guen al  poder  ejecutivo  los  medios  suficientes  para  cumplirlo, 
ya  que  negarlo  es  medio  tan  indirecto  como  cobarde  de  faltar 
á  los  deberes  internacionales. 

No  puede  negarse  en  buena  moral  al  Estado  perjudicado  el 
derecho  á  exigir  se  le  cumpla  lo  prometido  por  el  que  en  el 
comercio  internacional  representa  al  Estado.  «.S't  un  ffouver- 
fument  ratifie  un  traite  sans  avoir  consulté  les  pouvairs  competents, 
les  autres  pariies  contractantes  ont  le  droií  tí  en  exiger  la  execution, 
car  elles  n'ontpas  á  eoDaminer  si  le  ffouvememeni  en  question  a  piolé 
les  lois  de  sonpays  en  accordant  la  ratijcation,^  (F.  deMartens.) 
Si  los  cuerpos  representativos  no  obran  impulsados  por  un 
personalisimo  capricho  al  denegar  su  asentimiento,  pronto 
una  revolución  nacional  arrojará  del  trono  al  que  subió  á  él 
para  cuidar  de  los  intereses  de  su  pueblo  y  no  para  venderlos 
cual  traficante  vil  y  quedará  por  ello  sin  cumplimiento  lo  tra- 
tado. 

Geiicken,  en  sus  notas  á  Heñter,  es  también  de  nuestra 
opinión.  Los  Estados  unidos  hablan  celebrado  en  1831  un  tra- 
tado con  Francia  por  el  que  ésta  se  obligaba  á  pagar  25.000.000 
de  francos.  Después  de  ratificado  negó  la  Cámara  francesa  el 
crédito  necesario  para  el  pago,  mientras  que  iba  ya  á  Europa 
una  letra  de  los  Estados  Unidos  (Calvo,  §  769).  En  vano  in- 
vocó Francia  los  sutiles  principios  que  hace  suyos  Calvo;  no 
tuvieron  otro  remedio  las  Cámaras  francesas  que  retirar  su 
primer  voto  y  conceder  la  cantidad  necesaria  para  satisfacer 
la  letra  en  cuestión. 

(5)  Véanse  §§  14  y  15. 

(6)  La  palabra  sponsio  está  tomada  impropiamente  del  de- 
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recho  romano  para  designar  los  tratados  celebrados  por  mái* 
viduos  no  autorizados.  En  la  historia  antigua  la  convenciúii 
de  las  horcas  caadinas  y  la  de  Régnlo  eoií  Oartago  son  cele^ 
bres  ejemplos  de  esponsiones.  La  sponñü  debe  ser  aprobada  é 
ratificada  por  el  Estado,  debiendo  interesarle  el  spanxor.  Si  m 
niega  la  ratificación,  deben  devolverse  las  cosaa  al  optado  an- 
terior á  ella,  restituyéndose  en  lo  posible  las  a  urnas  ó  venta* 
jas  perdidas.  ¿Puede  culparse  al  fpoñsor  gi  ha  procedido  de 
buena  fe?  8i  ha  ofrecido  el  pago  de  alguna  cantidad,  en  oaao 
de  negarse  la  aprobación,  puede  exigirsela.  Si  se  ha  presen 
tado  como  plenipotenciario  autorizado  es  perüeguible  crimi- 
nalmente. Son  frecuentes  los  casos  de  sponsio  en  las  conven^ 
cienes  de  poca  importancia  durante  la  guerra  (ariuiaticios, 
capitulaciones,  etc.). 

(7)  Esta  es  una  prueba  de  la  completameato  distinta  natu- 
raleza de  los  tratados  internacionales  comparados  con  los  pri- 
vados. La  necesidad  de  la  contraprestaoión  ha  sido  únicamen- 
te sostenida  por  Grocio;  Vattel  ya  decía:  itO^eit  á  ceUi  fwi 
prend  des  engagemefU  de  bien  peser  toutes  les  cAo/tes  amtU  que  de 
eanclwre;  üpeut/aire  de  son  bien  qui  Iniplait^  Paccfptani  n'fsi  p€t 
ebligé  de  sH'nformer  de  ses  motifs  et  d'en  peser  le  juste  valsar.  Si 
Pon  ponvaii  revenir  fiwn  traite  parce  qu*on  se  trouvait  lesé,  il  iCif 
aurait  rien  d'estable  entre  les  naíions,^  (Ob.  cit.,  lib.  11,  §  158.) 

(8)  «Francisco  I,  no  imitando  á  su  abuelo  San  Luis,  que 
guardó  su  fe  á  los  sarracenos,  ni  cumplió  sus  promesas  ni  vol- 
vió á  Madrid.  En  aquel  caso  podia  dudarse  si  el  ducado  de  Bor- 
goña  podia  enajenarse  á  otro  soberano  sin  el  consentimiento 
de  sus  vasallos;  es  cierto,  el  derecho  feudal  vigente  no  lo  con- 
sentía. Mas  ¿por  qué  hizo  un  tratado  si  no  estaba  libre  y  por 
qué  si  no  podia  ejecutarlo  no  restauró  todas  las  cosa»  en  lo 
que  de  él  dependía  á  su  modo  de  ser  anterior  al  tratado?» 
(Woolsey,  §  104.) 

§  56.  Batiflcación  y  forma*.— Entre  los  reqi  - 
sitos  internos  de  un  tratado  figura  en  primer  lugí  • 
que  exista  el  duorum  vd  plurium  in  eodem  consensí  , 

(♦)  C.  I  112» 
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esto  es^  que  aparezca  indudable  coinciden  en  un  mis- 
mo, querer  las  personas  que  en  el  mismo  intervienen. 
Poco  significan  la  unidad  de  acto  y  contexto;  impor- 
tantes obligaciones  internacionales  se  hallan  consig- 
nadas en  dos  ó  más  declaraciones  idénticas  de  los 
contratantes  de  la  misma  ó  distinta  fecha  (i).  Intere- 
sada en  los  tratados  la  suerte  de  sus  pueblos;  se  han 
reservado  siempre  los  soberanos  el  derecho  de  exa- 
minar si  la  obligación  que  por  el  estipulado  convelo 
va  &  ligar  el  Estado  que  dirigen  es  la  misma  que  ellos 
pensaron  en  un  principio  contraer;  de  aquí  la  necesi- 
dad de  la  ratificación,  acto  por  el  cual  el  soberano  ó 
jefe  de  Estado  aprueba  y  hace  suyas  las  promesas 
hechas  en  su  nombre  por  el  plenipotenciario  (2).  Hoy 
día  se  reserva  en  la  mayor  parte  de  los  tratados  el 
principio  de  su  validez  al  canje  de  las  ratificaciones; 
en  el  tratado  de  1841  sobre  Egipto^  en  cuya  ejecución 
iba  interesada  la  suerte  de  un  imperio,  se  convino 
principiase  á  tener  efecto  desde  el  momento  de  su 
firma  (a).  La  ratificación  tiene  en  la  mayor  parte  de 
los  casos  un  valor  retroactivo  que  alcanza  hasta  el 
dia  de  la  conclusión  (3).  Únicamente  si  han  cambiado 
las  circunstancias  ó  el  plenipotenciario  ha  abusado 
de  las  facultades  que  en  los  poderes  se  le  concedie- 
ren^  es  lícito  moralmente  á  un  soberano  negar  la  ra- 
tificación; jurídicamente  lo  es  siempre  y  mucho  más 
cuando  los  Parlamentos  niegan  la  autorización  debi- 
da para  hacerla  (4).  Dada  la  facilidad  que  tiene  en 
estos  tiempos  el  negociador  de  conocer  en  todos  los 
momentos  la  intención  del  gobierno  que  representa, 
parece  ociosa  la  cuestión  de  si  puede  negarse  la  rati- 
ficación de  un  tratado  ajustado  en  conformidad  á  las 


^  Antoxlaada  ya  por  las  Cámaias  españolas  por  loy  de  24  de  Juuio  de  1899  la 
oeslÓQ  á  Alemania  de  las  Idas  Carolinas  (excepto  Gaam),  Marianas  y  Palaos  el 
taUdo  de  30  del  mismo  mes  «se  consideró  ratificado  por  los  píteos  poderes 
i  á  los  flrmantet  y  entró  en  vigor  en  el  mismo  dia  de  su  fecha*  (art  46). 
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recibidas  instrucciones;  en  teoría  es  imposible  desco- 
nocer el  derecho  estricto  del  soberano  á  rehusarla 
siempre  que  le  parezca  oportuno  (*).  El  término  en 
que  debe  hacerse  acostumbra  á  fijarse  en  el  mismo 
tratado,  y  no  es  raro  que  por  causas  justas  y  legíti- 
mas se  prorrogue.  Puede  al  hacerse  el  canje  de  las 
mismas  introducirse  modificaciones  ó  aclaraciones  al 
texto  de  la  convención  internacional,  siempre  que  el 
otro  contrayente,  á  su  vez  y  en  igual  forma,  las  acep- 
te (6).  Tratándose  de  estipulaciones  en  las  que  inter- 
viene un  gran  número  de  gobiernos,  es  muy  útil  y  ya 
común  la  forma  usada  en  el  tratado  de  Berlín  sobre  el 
Congo  de  1885.  La  cancillería  alemana  se  cuidó  de 
archivar  las  ratificaciones  de  todas  las  potencias  sig- 
natarias y  adheridas,  expidiendo  de  aquéllas  las  co- 
rrespondientes copias  certificadas  (b){7).  No  es  requi- 
sito esencial  para  la  validez  de  un  tratado  que  éste  se 
consigne  por  escrito,  aunque  es  imposible  comprender 
exista  nación  tan  imprudente  que  fíe  á  la  tradición  y 
la  memoria  el  título  en  que  se  consignan  sus  estipu- 
lados derechos  (3).  Acostumbran  á  publicarse  con  el 
texto  de  los  tratados  los  protocolos  de  las  sesiones  que 
tuvieron  los  plenipotenciarios  para  concluirlo,  lo  cual 
ofrece  siempre  la  ventaja  de  proporcionar  una  inter- 
pretación auténtica  y  autorizada  á  sus  decisiones  (S). 
Teniendo  el  derecho  internacional  su  primera  base  en 
la  comunidad  cristiana  de  los  pueblos,  es  costumbre 
digna  de  encomio  el  que  hagan  principiar  las  nacio- 
nes civilizadas  sus  estipulaciones  por  la  invocación 
de  la  Santísima  Trinidad;  los  tratados  de  París  y  Ber- 
lín, por  los  que  han  terminado  las  guerras  de  Oriente 
en  el  presente  siglo,  comienzan  con  la  frase  «F~ 
nombre  de  Dios  omnipotente».  Divídese  el  texto  d 
los  tratados  que  principian  reseñando  brevemente  i 

(b)  Igual  encargo  tomó  sobre  si  el  gobierno  de  los  Países  Bajos  para  las  latíf 
caclonés  de  los  convenios  y  declaiacioneB  de  la  Conferencia  de  la  pas  de  1890. 
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ea^usa  y  con  la  enumeración  del  nombre  y  calidad  de 
los  contrayentes  y  sus  plenipotenciarios,  en  artículos 
principales  y  accesorios,  denominaciones  cuyo  signi- 
ficado naturalmente  se  comprende.  En  los  artículos 
transitorios  se  determina  la  primera  é  inmediata  eje- 
cución de  lo  en  el  texto  del  convenio  estipulado;  los 
anejos  reglamentan  la  ejecución  concreta  de  los  prin- 
cipios generales  sentados  en  el  texto.  Son  cuestiones 
que  caen  de  lleno  dentro  el  ceremonial  determinar 
el  orden  de  las  firmas,  la  lengua  en  que  se  redactan 
los  tratados  y,  finalmente,  el  número  de  ejemplares 
que  del  mismo  deben  expedirse.  Es  lo  general  de  las 
modernas  prácticas  internacionales  seguir,  tanto  en 
el  encabezamiento  como  en  la  firma,  el  orden  alfabé- 
tico del  nombre  de  las  naciones  contrayentes,  reser- 
vando siempre  por  el  alternado  el  primer  lugar  al  so- 
berano á  quien  van  destinado  el  ejemplar  ó  copia.  Si 
es  la  lengua  común,  empléase  en  la  redacción  del 
tratado;  si  esto  no  es  posible,  ó  se  escriben  tantos 
textos  oficiales  como  son  las  lenguas  de  los  contra- 
yentes ó  se  acepta,  mediante  las  debidas  protestas, 
una  tercera,  que,  por  lo  común,  es  la  francesa  (c)  (10) 
(véanse  §§  68,  81). 

(1)  Lo  esencial  es  que  exista  completa  congruencia  entre  lo 
propuesto  y  lo  aceptado. 

La  declaración  de  paz  hecha  por  Suecia  en  7  de  Noviembre 
de  1772  presuponía  ya  la  seguridad  de  la  recepción  de  igual 
nota  por  parte  de  Dinamarca,  aunque  ésta  llevase  la  fecha  de 
9  de  Noviembre. 

(e)  En  algunos  tratados  recientes,  sobre  todo  con  países  orientales,  te  ha  to< 
mado,  como  texto  comúu,  la  lengua  inglesa.  Asi  el  tratado  de  comarcio  con  el 
Japón  de  2  de  Enero  de  18^7  (Gaceta  del  30  de  Octubre  de  dicho  año),  se  redactó 
en  español  é  Inglés.  Lo  mismo  se  hizo  con  el  especial  de  comercio  de  18  de 
Ubt7K>  de  1900  (Gaceta  de  8  de  Abril  de  1901),  cuyo  art  S.'^  dice  asi:  «De  este  con- 
Tenio  se  harán  seis  copias,  dos  en  Japonés,  dos  en  español  y  dos  en  inglés; 
en  el  caso  de  que  se  encuentre  alguna  discrepancia  entre  los  textos  japonés  y 
español  se  decidirá  aquélla  de  conformidad  con  el  texto  inglés.» 
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(2)  A  los  tiempos  de  Jttstiniano  se  hace  remontar  Ia  intro- 
ducción del  uso  de  la  ratificación  en  los  tratados  internacio- 
nales. (Véase  Bulmerincq  t»  koc^.'*  en  el  Rechtslexican  de  Holt- 
aendorff.) 

La  ratificación  se  entiende  siempre  reservada,  aunque  no  » 
haga  expresamente  constar  en  la  plenipotencia. 

El  primero  que  ha  defendido  la  necesidad  absoluta  de  la  ra* 
tificación  para  la  vaUdez  del  tratado  ha  sido  Wildmann. 

(3)  Aunque  en  el  terreno  de  la  práctica  es  indubitable  qpjb 
el  valor  de  la  ratificación  se  acostumbra  á  retrotraer  al  dia  de 
la  firma,  tal  doctrina  es  incompatible  con  el  concepto  general* 
mente  seguido  en  la  actualidad  de  que  antes  de  la  ratificación 
es  el  tratado  una  suerte  de  gponno  j  que  no  existe  éste  pro- 
piamente hasta  después  de  ella;  en  realidad,  como  observa 
Berner,  no  faltan  ejemplos  de  haberse  diferido  la  validee  áid 
tratado  al  dia  de  su  ratificación  (v.  g.,  el  tratado  de  Basüea  y 
el  de  París  de  1856).  La  paz  de  Duchares t  sigue  la  regla 
general:  Za  paix  est  retahlie  entre,  etc..  ¿  dater  du  jnwr  ée  U 
siffuature  du  présent  imité. 

Un  sistema  mixto  se  ha  seguido  en  la  Conferencia  de  Berlín 
sobre  el  Gongo  de  1890.  La  convención  no  tendrá  validez  para 
cada  potencia  hasta  después  que  la  haya  ratificado,  pero  en  d 
ínterin  se  obligan  todos  á  no  tomar  medida  alguna  contraria  4 
las  disposiciones  de  dicha  acta.  (Art.  38.) 

(4)  Numerosos  son  en  la  historia  moderna  los  ejemplos  de 
tratados  no  ratificados.  A  éstos  pertenece  el  tratado  de  los  Es- 
tados Unidos  con  España  de  1819,  referente  á  la  cesión  de  la 
Florida,  que  no  lo  fué  hasta  1820  por  haberse  en  un  principio 
negado  á  consentirlo  nuestras  Cortes.  (Véase  Cantillo,  pági- 
na 823).  Francia  se  negó  á  ratificar  el  tratado  de  abolición  de 
la  trata  de  negros  de  1841  y  en  1870  el  tratado  con  £q[>aña 
sobre  ejecución  de  sentencias  (A). 

(6)  Es  esta  una  cuestión  muy  célebre  en  la  escuela.  Gb'oc 
y  Pu£fendori*f  creen  que  no  puede  negársela  ratificación  cua^ 
do  el  ministro  ha  cumplido  sus  instrucciones  públicas,  asim^ 
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lando  de  un  modo  erróneo  los  contratos  entre  las  naciones  á 
Tin  vulgar  convenio  celebrado  por  mandatario.  Bynkershoeck 
^biic€unente  lo  admite  cuando  no  pueda  probar  el  ministro  que 
no  faltó  á  sus  instrucciones  secretas.  Nuestros  compatriotas 
Sello  (ob.  cit.,  I,  pág.  254)  y  Pando  (ob.  cit.,  pág.  202,  que, 
imar€  9uo,  copia  las  palabras  del  primero)  creen  que  es  necesa- 
xio  para  negarlo  que  el  principe  tenga  poderosos  motivos  y 
manifieste  qae  el  ministro  quebrantó  ó  excedió  sus  instruccio- 
nes.  Hiquelme,  de  ordinario  mucho  más  científico,  cae  tam- 
bién en  el  mismo  error,  afirmando  que  debe  el  gobierno  des- 
autorizar al  plenipotenciario  fundándose  en  que  éste  ha  falta- 
do á  sus  instrucciones,  pues  de  otro  modo  el  tratado  tiene  que 
0er  válido  en  buena  lógica.  Desde  Wheaton,  los  autores  han 
juzgado  debe  prescindirse  completamente  de  cualquier  refe- 
rencia á  las  instrucciones  (que  no  deben  jamás  conocerse, 
como  dice  Bulmerincq)  y  han  buscado  solamente  las  causas 
justas  que  pueden  guiar  al  soberano  en  el  uso  de  su  Ubérrimo 
derecho  de  ratificar  ó  no  ratificar.  La  misma  negativa  de  las 
Cámaras  á  concederle  la  licencia  necesaria  es  un  motivo  hon- 
roso para  que  no  lo  verifique, 

(6)  El  cambio  material  de  las  ratificaciones  es  cosa  de  poca 
importancia;  se  acostumbra  á  hacer  por  medio  de  loa  repre- 
sentantes diplomáticos  ordinarios  en  el  lugar  en  el  que  se 
firmó  el  tratado. 

En  su  forma  acostumbran  á  consistir  unas  veces  en  la  copia 
literal  del  tratado,  en  otras  se  inserta  sólo  el  principio  y 
el  fin. 

(7)  Como  veremos  en  su  lugar,  ciertos  pactos  entre  belige- 
rantes están  exceptuados  déla  necesidad  de  ratificación,  v.  gr., 
los  tratados  de  canje,  armisticios  cortos  y  parciales  y  capitu- 
laciones de  cuerpos  de  ejército  y  plazas  fuertes.  En  tales  ca- 
sos, los  comandantes  de  estas  últimas  y  los  generalísimos  pue- 
den concluir  tales  convenios  sin  necesidad  de  que  los  ratifique 
su  soberano  (véase  §  105). 

(8)  Únicamente  Schmalz  y  Neyron  han  sostenido  la  necesi- 
dad teórica  de  la  forma  escrita  en  los  tratados  públicos.  Bul- 
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merincq  parece  adherirse  á  ella  cuando  dice  que  contratados 
de  palabra  habría  qae  fiarse  de  testigos,  que,  dado  que  se  ha- 
llaran, serian  difícilmente  imparciales  (pág.  301,  nota). 

Martens  (P.)  cita  un  ejemplo  de  convención  verbal.  En  1697 
se  aliaron  de  este  modo  Eusia  y  Prusia;  Pedro  el  Grande  y  el 
elector  de  Brandeburgo,  Federico  lU,  se  prometieron  solem- 
nemente en  Pillan  una  ayuda  mutua  coH  todas  las  fuerzas  ¿ 
se  presentaba  la  ocasión,  contra  todos  sus  enemigos,  y  espe- 
cialmente contra  Suecia.  Luego  se  dieron  las  manos,  8« 
abrazaron  y  consagraron  su  acuerdo  por  medio  del  juramento. 
(Ob.  cit.,  I,  trad.  franc.,  pág.  541.) 

(9)  Las  deliberaciones  para  la  conclusión  del  tratado  s» 
acostumbran  á  consignar  en  los  protocolos.  Éstos  no  son  otn 
cosa  que  las  actas  de  las  reuniones  que  han  celebrado  los  ple- 
nipotenciarios para  ponerse  de  acuerdo  en  la  materia  objeto 
del  tratado.  Por  tal  razón,  encerrándose  en  ellos  el  génesis  de 
la  convención  internacional,  es  no  sólo  importante  su  conoci- 
miento para  la  Historia,  sino  que  contiene  la  más  autorizada  j 
auténtica  de  las  interpretaciones.  A  más  en  las  discusioneB 
empeñadas  sirve  también  el  protocolo  para  que  puedan  hacer 
protestas  y  declaraciones  los  plenipotenciarios  que  crean  exi- 
girlo así  los  intereses  del  Estado  que  representan.  Literesan* 
tlsimos  son  los  protocolos  de  los  tratados  de  París  y  Berlín  j 
los  de  las  conferencias  de  Bruselas  sobre  el  Gongo  y  de  £1 
Haya  sobre  la  paz. 

(10)  La  costumbre  más  frecuente  hoy  día  con  respecto  al 
encabezamiento  y  ñrma  de  los  tratados  es  que  la  potencia  á  la 
cual  va  destinado  el  ejemplar  vaya  antes  que  nadie  en  él,  pero 
sin  alterar  con  respecto  á  los  demás  el  orden  del  alfabeto 
francés. 

Con  respecto  á  la  lengua  acostumbran  á  usar  la  que  es  comúm 
si  los  Estados  contratantes  hablan  un  mismo  idioma,  v.  gr., 
España  y  las  repúblicas  de  la  América  del  Sud  hacen  sus  hi- 
tados en  español,  los  Estados  Unidos  é  Liglaterra  en  ingl  i. 
Cuando  es  distinta,  entonces,  antes  que  rebajarse  á  usa:  la 
lengua  del  otro  Estado,  prefieren  las  naciones  elegir  una  t  r- 
cera,  que  acostumbra  á  ser  hoy  día  la  francesa.  Por  este   a 
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inmensa  mayoría  de  los  tratados  generales  modernos  se 
Lailán  extendidos  en  dicha  lengua.  También  suele  utilizarse 
otro  recurso  en  los  particulares,  en  vez  del  doble  texto  se  ex- 
tienden dos  ejemplares  distintos,  uno  en  cada  una  de  las  dos 
lenguas. 

Suelen  principiar  los  tratados  entre  las  potencias  cristianas 
por  las  palabras:  En  el  ñonibre  de  la  Sa/ntlsima  Trinidad;  y  en 
los  tratados  que  en  el  presente  siglo  se  han  celebrado  6  ha 
intervenido  la  mahometana  Turquía,  se  ha  sustituido  esta 
fórmula  con  la  frase:  Bn  nombre  de  Dios  Todopoderoso  (tratados 
de  París  de  1856,  de  Berlín  de  1878  y  1885).  No  es  cierto, 
pues,  como  dice  Geffcken  (nota  al  §  89  de  Heffter),  cque  en 
los  grandes  tratados  modernos,  como  el  de  Berlín,  se  haya 
suprimido  t^juiciosamente  esta  fórmula,  que  no  añade  nada  á  su 
9 validez»  (d), 

(A)  Como  ejemplo  reciente  de  tratado  no  ratificado  puede 
citarse  el  del  comercio  hispano-alemán  de  8  de  Agosto  de  1893, 
víctima  de  la  ruda  oposición  que  halló  en  el  Senado  español. 
Igual  suerte-  tuvieron  los  pactados  en  la  misma  época  con 
Austria-Hungría,  Bélgica,  Italia  é  Inglaterra.  Ün  tratado 
puede  ser  ratificado  en  parte  únicamente;  así  lo  hizo  Francia 
con  el  Acta  antiesclavista  de  Bruselas  de  1890  (T.  IX,  401), 
negándola  á  los  artículos  21  á  23  y  42  á  61. 

§  67.  Promulgación  y  Banción  de  los  trata- 
dos. Medios  para  asegurar  su  cumplimiento*. 

Los  efectos  jurídicos  del  tratado  internacional  que- 
dan completos  desde  el  momento  de  su  ratificación  y 
desde  él  obliga  jurídicamente  á  las  naciones  que  lo 
convinieron.  Asunto  es  de  orden  interior  y  que  sólo 
interesa  para  las  relaciones  del  soberano  con  sus 
subditos  el  que  aquél  lo  sancione  y  promulgue  para 

(d)  El  Acta  de  1890  sobre  la  trata  de  negros  de  Bruselas  principia  igualmen- 
te con  estas  piadosas  palabras.  Lo  mismo  nuestro  tratado  con  Maquéeos  de  5 
d©  Manso  de  10)4  y  24  de  Febrero  de  18»5  (T.  XI,  18).  En  otro  lugar  indicamos  el 
pudoroso  respeto  con  el  cual  se' deja  de  usar  la  invocación  á  la  Trinidad  Santí- 
sima en  el  tratado  de  paz  de  10  de  Diciembre  de  1898  con  los  Estados  Unidoa 
(•129). 

(•)  c.iua. 
Tomo  I.  96 
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que  los  Últimos  lo  conozcan  y  observen.  Si  son  nece* 
Barias  nuevas  leyes  para  que  la  convención  interna- 
cional alcance  cumplimiento,  deber  es  del  gobierno 
obligado  procurarlas;  excusa  moralmente  reprobalde 
es  negarse  al  cumplimiento  de  un  tratado  ratificado 
porque  las  representaciones  nacionales  han  negado  sa 
cooperación  á  las  reformas  en  la  legislación  ó  la  con- 
cesión de  créditos  para  el  cumplimiento  de  lo  pactado 
indispensables  (véase  §  66)  W.  Las  terceras  potencias 
acostumbran  á  intervenir  en  la  formación  de  los  tra- 
tadoS;  ya  procurando  su  conclusión  por  sus  buenos 
oficios  ó  mediación,  ya  después  de  celebrado  por  su 
accesión  ó  adhesión.  Por  la  última  conviértese  el 
accedente  en  verdadero  contratante  y  obligado  como 
ai  lo  hubiera  suscrito  cuando  se  firmó  (2).  La  accesión 
es  frecuente  en  los  tratados  que  fijan  los  principios 
generales  de  derecho  internacional  (por  ejemplo,  la 
declaración  de  derecho  marítimo  de  1866,  la  conven- 
ción de  Ginebra,  etc.)  y  en  aquellos  en  los  que  por 
reglamentar  un  asunto  de  interés  general,  conviene 
á  todas  las  naciones  civilizadas  ó  á  un  buen  número 
de  ellas  participar  de  las  ventajas  que  por  el  tratado 
firmado  anteriormente  por  otras  les  residtan.  ¿Qué 
nación  culta  no  forma  hoy  parte  de  la  Unión  pos- 
tal (3)?  Preciso  es  reconocer  que  por  indudable  que 
sea  la  obligación  de  las  naciones  de  cumplir  los  ad- 
quiridos compromisos,  es,  desgraciadamente,  muy 
cierto  que  no  existiendo  autoridad  alguna  que  pueda 
forzarles  á  la  ejecución  de  lo  estipulado,  aconseja  la 
prudencia  y  permite  el  derecho  se  busquen  medios 
para  afianzar  la  observancia  de  lo  pactado.  Las  so- 
lemnidades religiosas,  y  entre  ellas  la  más  principal, 
el  solemne  juramento  de  cumplir  el  tratado,  han  c  • 
do  hoy  en  completo  desuso:  el  descreimiento  é  in 
ferentismo  que  caracterizan,  por  desgracia,  los  úi 
mos  siglos  por  una  parte,  y  por  otra  el  ver  que  a    . 
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en  épocas  de  mayor  fe,  si  no  las  dispensas  las  reser- 
vas mentales  hacían  completamente  inútiles  los  jura- 
mentos de  los  príncipes,  han  contribuido  á  que  desde 
la  paz  de  Soleura  entre  Francia  y  Suiza  en  1777  no 
Be  haya  jurado  tratado  alguno  (4).  Aunque  era  fre- 
cuente también  en  la  Edad  media,  no  se  entregan  hoy 
los  príncipes  sus  prendas  ó  joyas  para  asegurar  la 
lealtad  con  que  cumplirán  sus  promesas,  y  menos 
aún,  dada  la  natui*aleza  del  Estado  moderno,  se  otor- 
gan  territorios  en  hipoteca  (que  en  el  caso  de  incum- 
plimiento quedan  para  el  acreedor);  únicamente  en 
los  tratados  de  paz  se  prolonga  la  ocupación  territo- 
rial cierto  tiempo  para  asegurar  la  ejecución  de  las 
estipuladas  condiciones  (véase  §  129)  (S)(A).  También 
tiene  sólo  importancia  histórica  la  constitución  de  re- 
henes. Siglo  y  medio  hace  (paz  de  Aquisgrán  de  1748) 
que  no  han  obligado  los  príncipes,  como  pueden  ha- 
cerlo, á  sus  subditos  á  responder  con  su  libertad  (el 
acreedor  no  tiene  jamás  derecho  á  la  vida  del  rehén) 
del  cumplimiento  de  las  obligaciones  por  ellos  con- 
traídas (6).  Hoy  día  la  fianza  internacional,  que  no 
son  otra  cosa  los  tratados  llamados  de  garantía,  es  el 
medio  más  común  de  aumentar  la  fuerza  de  las  esti- 
pulaciones internacionales,  logrando  que  uno  ó  más 
terceros  Estados  respondan  del  cumplimiento  de  las 
mismas.  Son  en  cierto  sentido  garantías  los  tratados 
por  los  que  se  promete  respetar  y  defender  la  perpe- 
tua neutralidad  de  determinados  territorios,  neutra- 
lización de  que  hablaremos  en  su  oportuno  sitio  (§108). 
El  tratado  de  garantía  debe  ser  convenido  expresa  y 
solemnemente  y  puede  extenderse  á  todas  ó  parte  de 
las  estipulaciones  de  un  tratado,  siempre  que  éste  sea 
válido  y  lícito  según  los  principios  del  derecho  inter- 
nacional (7).  El  garante  no  está  obligado  á  acudir  á 
las  armas  en  defensa  de  los  derechos  de  cuya  reali- 
zadóa  responde,  sino  agotados  todos  los  medios  pací- 
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fleos  y  hasta  donde  lleguen  sus  propias  fuerzas  (*>,  Si 
la  potencia  á  cuyo  favor  se  constituyó  renuncia  i 
ella,  ó  tiene  lugar  sin  participación  del  garante  la 
novación  del  tratado,  ó  está  en  oposición  con  sus  an 
teriores  compromisos,  se  rescinde,  concluye  ó  queda 
anulada  respectivamente  la  prometida  garantía  í'K 
El  hecho  de  garantir  una  constitución  interna  deter- 
minada ó  la  posesión  de  un  trono  por  cierta  dinastía, 
legitima  intervenciones  extranjeras,  siempre  peligro- 
sas aun  para  los  mismos  á  cuyo  favor  se  pactaron  UO). 
La  guerra  de  los  siete  afios  debió  su  origen  á  la  ga- 
rantía de  la  Pragmática  sanción  de  Carlos  VI.  María 
Teresa,  al  ver  abandonado  su  trono  por  las  potencias 
que  habían  garantido  sus  derechos  sucesorios,  pudo 
admirar  la  verdad  del  dicho  de  su  gran  rival,  que  sod 
esta  suerte  de  pactos  internacionales  obras  de  fili- 
grana, mejores  para  vistas  que  para  usadas  íll), 

(1)  Véase  nota  4  al  §  55. 

(2)  Queremos  decir  con  esto  que  queda  obligado  como  bí 
hubiese  contratado  directamente;  no  qua  le  alcancen  qms  efec- 
tos en  fechas  anteriores  al  día  de  la  ratificación  de  la  accesión 
ó  adhesión. 

(3)  No  es  muy  clara  la  diferencia  entre  la  accesión  y  U 
adhesión.  Bulmerincq,  siguiendo  á  Martens  (F.),  la  propone 
llamando  con  el  primer  nombre  la  aprobación  del  tratado  en 
todas  y  cada  una  de  sus  determinaciones  como  parte  principal 
(v.  gr . ,  las  naciones  que  han  entrado  á  formar  parte  de  la  unión 
postal  después  de  su  fundación  en  1874);  adhesión  cuando  se 
acepta  de  un  modo  menos  solemne  el  tratado,  cual  parte  secun- 
daria y  sólo  en  alguno  de  sus  artículos  (v.  gr.,  los  Estados  q  i 
adoptaron  los  principios  de  derecho  marítimo  proclamados  i 
el  Congreso  de  París). 

Varias  potencias  europeas  se  limitaron  primeramente  i 
adherirse  á  los  principios  de  la  neutrahdad  armada^  despu  } 
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finoaron  nn  tratado  con  Biisia  en  el  qne  la  proclamaban  con- 
juntamente. 

(4)  Con  razón  dice  Siqnelme  (ob.  cit.,  I,  pág.  182):  «El  jura- 
mento sólo  puede  obligar  á  la  persona  que  jura,  y  la  eñcacia 
de  los  tratados  no  estriba  en  el  compromiso  de  la  persona  que 
los  hace,  sino  en  la  representación  de  una  sociedad  entera  que 
acepta  obligaciones  y  adquiere  derechos  y  la  conveniencia  de 
que  éstos  sean  valederos  en  todo  tiempo.  £1  compromiso  per- 
sonal del  negociador  ninguna  fuerza  aumenta  á  los  tratados. » 

(5)  Polonia  empeñó  una  vez  á  Frusia  las  joyas  de  la  coro- 
na; pero  lo  más  co^án  es  entregar  al  otro  contratante  ciertos 
territorios  para  que  ejerza  en  ellos  los  derechos  de  soberanía 
mientras  no  se  cumpla  lo  estipulado  en  el  contrato.  En  1713 
Pedro  el  Grande  entregó  á  Prusia  Stettin  y  toda  la  Pomera- 
nia  sueca  con  la  condición  de  que  esta  potencia  le  auxiliase  en 
su  guerra  con  Suecia  (F.  de  Martens).  En  el  derecho  de  la 
guerra  nos  ocuparemos  más  extensamente  de  los  territorios 
que  el  vencido  deja  en  prenda  al  vencedor  como  respondiendo 
del  cumplimiento  de  las  condiciones  que  en  el  tratado  de  paz 
se  le  impusieron;  citemos  ahora  únicamente  como  ejemplos  las 
ocupaciones  de  Francia  enl815yl87l  por  los  aliados  y  Pru- 
sia respectivamente. 

(6)  Da  Keumann  en  el  fragmento  que  insertamos  en  el  Ma- 
nual una  extensión  desmedida  á  una  materia  que  ciertamente 
ha  perdido  casi  toda  su  importancia  práctica,  ya  que  el  último 
tratado  en  el  que  se  dieron  rehenes  en  Europa  fué  el  celebra- 
do en  1748  en  Aquisgrán  entre  Francia  é  Inglaterra.  Esta  úl' 
üma  nación  entregó  dos  nobles  de  la  corte  que  debieron  per- 
manecer en  Francia  hasta  que  (m  y  ait  apprés  éC  une  facón  certai- 
ne  et  authentique  la  restihttion  de  Viste  Royale  (PhiUimore  ü,  pá- 
gina 32).  El  avinagrado  Pando  (especie  de  Pinheiro  Ferreira, 
sin  el  descaro  y  el  talento)  truena  contra  la  costumbre  de  dar 
rehenes,  dando  por  todo  argumento  que  nadie  puede  abdicar 
de  su  libertad  por  un  tiempo  indeterminado,  mucho  más  sien- 
do en  detrimento  de  terceros  interesados  en  su  regreso,  como 
BUS  familias,  clientes  y  acreedores  que  no  tienen  poder  para  obli- 
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gar  al  gobierno  á  satisfacer  sus  empeños  (1)  (ob.  cit.,  pig.  229).  No 
se  dan  rehenes  hoy  día  para  el  cumplimiento  de  los  tratado! 
entre  las  naciones  civilizadas  (prescindiendo  del  uso  que  m 
hace  aún  de  ellos  en  la  guerra»  como  veremos  luego)  porque 
es  un  medio  completamente  inútil.  ¿Qué  saca  el  gobierno  acree- 
dor de  tenerlos  en  su  poder,  y  qué  pierde  el  deudor  en  que 
no  estén  en  el  reino?  Únicamente  en  los  tratados  con  pueblos 
bárbaros  y  salvajes  puede  utilizarse  aún  este  medio,  ya  que 
es  imposible  otro,  y  sobre  todo  el  más  común,  la  garantía  (a). 
(Conformes  con  nosotros  Bulmerincq  y  F.  de  Martens.) 

Bulmerincq  opina,  diferenciándose  de  la  opinión  hasta  él 
indubitada  de  todos  los  autores,  que  en  caso  de  muerte  del 
rehén  hay  obligación  de  poner  otro,  cya  que  no  debe  perder  el 
acreedor  la  seguridad  de  su  crédito  por  un  accidente  mera- 
mente casual  )r. 

Biquelme  cree  que  si  se  constituyó  rehén  al  principe  here- 
dero y  éste  es  llamado  al  trono,  debe  admitirse  sea  reempla- 
zado por  otro,  porque  nunca  se  pudo  suponer  que  la  nación 
quisiese  constituir  una  seguridad  privándose  de  su  rey  y  con- 
denándose á  quedar  sin  gobierno  (ob.  cit..  I,  pág.  186). 

(7)  La  deEnición  de  Siquelme  «la  responsabilidad  que  acep- 
ta una  potencia  de  que  lo  que  han  pactado  otras  dos  será  cum* 
plido  puntualmente»  es  demasiado  lata,  confundiéndose  asi  la 
garantía  con  la  caución.  En  ésta  se  hace  realmente  el  fiador 
responsable  del  cumplimiento  de  lo  acordado  por  aquel  á  cuyo 
favor  la  presta,  mientras  que  en  la  garantía  cumple  el  garan- 
te haciendo  todo  cuanto  esté  á  su  alcance  para  que  sea  un  he- 
cho lo  en  el  tratado  convenido. 

Holtzendorff  (Enciclop.,  %  45)  divide  los  tratados  de  garan- 
tía en  aquellos  que  se  refieren  á  un' acto  obligatorio,  v.  gr.,  á 
un  empréstito  (garantía  del  griego  por  Francia,  Inglaterra  y 
Rusia  en  1833)  ó  los  que  tienen  por  objeto  asegurar  la  perma- 
nente inviolabilidad  del  estado  de  cosas  territorial  consagrado 
por  el  tratado.  Aun  puede  aceptarse  un  tercer  caso  con  Ph 
more,  la  garantía  de  un  cierto  régimen  político  (v.  gr.,  e' 

(a)  Según  Bonfils  (ob.  dt.,  núm.  840),  en  1861  Franda  se  hixo  d&r  como  x 
nes  de  an  tratado  con  los  Jefes  del  Soona  (Haute  Oazamance  en  Senegas 
cuatro  hlJoB  de  éstos. 
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Portugal  por  Inglaterra)  ó  sucesorio  (garantía  de  la  llamada 
sucesión  protestante  en  Inglaterra  en  el  tratado  de  1713  por 
Francia,  España,  Austria  y  Holanda). 

(8)  El  garante  no  debe  jamás  mezclarse  en  la  cuestión  sin 
ser  Uamado,  y  al  serlo,  la  misma  conveniencia  propia  ya  se  lo 
«xige,  debe  procurar  el  pacifico  arreglo  déla  cuestión  pendien- 
te, pero  sin  forzar  á  las  partes  á  sufrir  su  impuesta  mediación 
ó  arbitraje.  El  garante,  por  su  parte,  tiene  derecho  á  atender 
antes  que  á  nada  á  su  propia  suerte,  ultra  posse  nemo  teneíur. 
En  caso  de  infracción  del  tratado  y  al  invocarse  la  garantía,  sa 
convierte  ésta  en  alianza  y  hay  que  aplicar  todos  los  princi- 
pios que  acerca  esta  última  expondremos  en  su  lugar. 

(9)  La  garantía  es  nula:  1.^  Cuando  es  nulo  el  tratado  qua 
protege  y  defiende,  y,  por  lo  tanto,  2.^,  cuando  está  constitui- 
da en  perjuicio  directo  de  tercero.  Termina,  á  más  del  caso  de 
novación  del  tratado  ya  mencionado:  1.°  Con  el  tratado  del 
que  depende. — 2.**  Si  es  con  plazo  fijo  al  cumplirse  éste. — 3.° 
Por  renuncia  de  las  partes  á  quienes  interesa.— 4.°  Por  denun- 
cia motivada,  no  arbitraria  del  garante,  según  Bulmerincq. 

(10)  Un  ejemplo  de  garantía  reciproca  es  el  tratado  de 
Aquisgrán  de  1748,  en  el  que  ocho  potencias  se  garantizar on 
mutuamente  sus  territorios  y  lo  que  se  prometieron  con  res- 
pecto  al  orden  de  sus  respectivas  sucesiones.  España  y  Aut4- 
tria  en  1725  se  garantieron  la  una  la  pragmática  sanción,  la 
otra  la  dinastía  de  Felipe  V.  También  se  garantieron  mutua- 
mente sus  territorios  Prusia  y  Austria  en  1853  cuando  la  gue- 
rra de  Oriente.  Es  la  garantía  colectiva  cuando  varios  Esta^ 
dos,  generalmente  las  grandes  potencias,  prometen  defender 
y  sostener  la  independencia  é  integridad  de  otro  naturalmente 
débil,  reconocidas  ó  proclamadas  por  el  tratado  que  se  garan* 
tiza.  No  sólo  lo  fué  la  del  imperio  otomano  por  todas  las  demás 
potencias  que  firmaron  el  tratado  de  París  de  1856  (art.  8.°), 
riño  que  en  la  misma  fecha  se  comprometieron  expresamente 
i  considerar  como  casus  belli  toda  infracción  de  los  acuerdos 
iel  Congreso,  Francia,  Inglaterra  y  Austria.  |De  qué  poco 
hirvieron  tales  acuerdos  en  1878!  Lord  Derby  dijo  quelnglu- 
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térra  aguardaba  la  invitación  de  los  demás  garantes  (!).  Tam- 
bién constituye  una  garantía  colectiva  la  neutralización  de  Bel- 
gica,  Suiza  y  Luxemburgo  (véase  §  108).  Nos  Hmi taremos  i 
hacer  observar  con  respecto  á  las  garantías  colectivas  y  en 
particular  aplicadas  á  las  naciones  neutralizadas,  que  cuando 
es  uno  de  los  garantes  el  que  la  ataca,  tiene  igual  derecho  el 
burlado  Estado  á  defenderse  como  á  protegerle  los  demás 
garantes.  Lord  Derby,  según  Geffcken,  negó  también  esto 
en  1867  cuando  la  célebre  cuestión  del  Luxemburgo. 

(11)  ^Toutes  les  garanties  sont  comme  de  Vouvrage  ¿e  fiíigrant 
plus propres  á  satis f aire  les  yeux  qu'á  étre  de  quelqwe  vtili4é.* 

(A)  Además  de  la  costumbre  de  dejar,  después  de  una  gue- 
rra, en  posesión  del  vencedor  cierta  parte  del  territorio,  en  ga- 
rantía de  la  firma  del  tratado  de  paz  (la  de  Manila  por  el  pro- 
tocolo de  12  de  Agosto  de  1898)  ó  del  cumplimiento  de  las  esti- 
pulaciones  de  éste  ( la  de  Wei-Hai- Wei  en  la  guerra  chino-ja- 
ponesa y  la  de  Tesalia  en  la  turca),  se  obligan  á  veces,  para 
asegurar  la  observancia  de  un  pacto,  las  rentas  de  un  Estado. 
Así  lo  hizo  Marruecos  en  sus  tratados  de  5  de  Marzo  de  1894  y 
24  de  Febrero  de  1895  (T.  XI,  13);  prometió  concedernos  la  in- 
tervención de  las  Adaanas  de  Tánger,  Mogador.  Casa  Blanca  y 
Mazagán,  para  el  caso  que  no  hubiera  pagado  puntualmente  la 
indemnización  prometida  de  cuatro  millones  de  duros. 

Las  terceras  potencias  á  veces  garantizan  también  las  obli- 
gaciones pecuniarias  de  un  Estado  á  cambio,  naturalmente, 
casi  siempre  de  la  intervención  financiera  de  la  que  antes  he» 
mos  hablado  (§  53).  Así  lo  ha  sido  por  Francia,  Inglaterra  y 
Rusia  el  empréstito  griego  (29  de  Marzo  de  1898). 


§  68.  DiviBión  y  especies'^. — Sumamente  difí- 
cil es  lograr  una  verdadera  clasificación  de  los  trata- 
dos, ya  que  puede  ser  su  objeto  todos  los  actos  de  la 
vida  humana  y  los  de  la  política  y  jurídica  de  las  ní^- 
ciones;  sus  estipulaciones,  tener  el  carácter  más  dis 
tinto,  ya  en  razón  á  las  modalidades  con  las  que  8( 
contraen  (tratados  condicionales,  á  término,  piucos  j 

(♦)  c.  §  lia. 
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simpleS;  etc.),  ya  considerando  el  tiempo  que  debe 
emplearse  en  cumplirlos  ó  que  duran  sus  efectos  (tra- 
tados permanentes  y  transitorios).  Es  la  más  acepta- 
ble (aunque  sin  ser  perfecta)  la  de  Heff ter,  que  divide 
los  acuerdos  internacionales  en  tres  grandes  grupos: 
tratados  constitutivos,  por  los  que  se  adquiere  un  de- 
recho (tratados  de  anexión)  ó  se  permite  su  uso  (con- 
venios estableciendo  servidumbres  internacionales), 
6  se  determina  y  fija  con  mayor  precisión  que  antes 
(tratados  de  límites),  6  se  declara  su  extinción  ó  trans- 
misión (tratados  de  cesión  ó  de  renuncia);  regulato- 
rioSy  los  que  determinan  las  relaciones  de  dos  ó  más 
Estados,  ya  políticas  (tratados  de  reconocimiento),  ya 
de  orden  material  ó  económico  (tratados  de  comercio, 
navegación,  postales,  etc.),  y  de  asociación,  por  los 
que  dos  ó  más  Estados  convienen  en  formar  una  so- 
ciedad para  la  consecución  de  un  fin  común,  ya  para 
un  tiempo  y  objeto  determinado  (alianzas),  ya  indefi- 
nida y  limitando  la  soberanía  de  los  asociados  (confe- 
deraciones y  federaciones).  Los  tratados  de  paz  forman 
una  clase  especial  que  escapa  á  dicha  clasificación, 
ya  que  siendo  su  objeto  terminar  todas  las  diferencias 
entre  los  combatientes  participan  de  la  naturaleza 
de  aquéllas  y  reúnen  en  sus  estipulaciones  pactos 
de  todo  género.  Es  imposible  marcar  el  verdadero 
sentido  y  distinción  entre  las  palabras  tratado,  con- 
vención y  cartel;  pero  parece  se  reserva  comúnmente 
el  primero  á  los  de  mayor  importancia,  ya  por  la 
naturaleza  de  sus  estipulaciones,  ya  por  el  número  de 
las  naciones  que  en  ellos  intervienen,  dándose  casi 
siempre  este  nombre  á  los  políticos,  y  el  último,  al 
contrario,  á  los  acuerdos  reglamentarios  y  de  escaso 
interés  general,  v.  gr.,  los  acuerdos  de  canje  de  pri- 
sioneros, armisticios,  treguas,  entrega  de  desertores, 
etcétera.  Desígnanse  con  el  nombre  de  convenios  los 
pactos  internacionales  por  los  que  se  regulan  y  fijan 
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asuntos  de  interés  práctico  en  la  vida  de  las  naciones, 
V.  gr.,  los  convenios  postales,  de  comercio,  de  ejecu- 
ción de  sentencias,  etc.  (l).  También  con  referencia  á 
otro  tratado  al  cual  preceden,  completan  ó  afianzan, 
se  habla  de  los  preliminares,  anejos  y  garantías  W  (a). 

(1)  La  división  que  parece  adoptar  Neumann  en  nuestro 
Manual  es  con  poca  diferencia  la  de  Heffter,  muy  complicada, 
es  verdad,  pero  no  menos  aproximada  á  la  realidad  de  las 
cosas.  La  de  Grocio,  entre  tratados  que  confirman  y  modifican 
el  derecho  natural,  carece  de  valor  científico  y  de  raz6n  de 
ser,  ya  que  lo  último  es  imposible,  y  la  de  tratados  iguales  y 
desiguales  (según  se  estipule  6  no  compensadas  ventajas)  j 
alianzas  de  las  mismas  especies  (según  tengan  ó  no  igual  poder 
los  contratantes)  propuesta  y  detallada  por  Vattel  y  su  escue- 
la, no  tienen  valor  alguno  en  la  práctica.  Gomo  sencillas  y  por 
acomodarse  al  lenguaje  común  merecen  citarse  la  que  propone 
Bulmerincq  entre  tratados  y  convenciones  (llamando  tratados 
los  que  regulan  distintas  é  importantes  relaciones,  y  conven- 
ciones las  que  están  dedicadas  á  un  solo  objeto  y  menos  im- 
portante) y  la  de  Martens  que  los  divide  en  políticos  (de  fron- 
teras, alianzas,  hostiles»  de  paz,  etc.)  y  sociales  (los  referen- 
tes á  los  intereses  del  comercio,  la  industria,  las  letoas,  IO0 
relativos  al  derecho  internacional  privado,  etc.,  etc.). 

(2)  Los  tratados  de  garantía  son  siempre  accesorios  del 
principal.  En  los  acuerdos  internacionales  de  gran  importan- 
cia se  agrupan  alrededor  del  acta  general,  que  es  su  sintético 
resumen,  los  distintos  tratados  particulares  que  particularizan 
y  detallan  las  disposiciones  de  aquélla.  Así  acompañan  al  tra- 
tado de  Viena  que  transformó  por  completo  el  mapa  politioo 
de  Europa  diez  y  siete  documentos  distintos,  los  más  de  ellos 

(a)    También  puede  distinguirse  entre  los  tratados  y  convenios  genertUer  *'i 
los  cuales  son  parte  varias  naciones  por  ser  su  objeto  un  asunto  de  Int^é 
mún,  Y.  gi,,  las  Uniones  internacionales,  los  referentes  al  Congo,  á  la  trata  d< 
gros,  al  Caual  de  Suez,  y  ttptcialea  los  de  dos  ó  más  Estados  para  negocios  p 
llares  ¿  los  mismos,  y.  gr.,  los  de  comercio,  extradición,  consulares,  etc.       1 
práctica  Impropia  é  inexacta  reserva  el  nombre  de  coiweaíot  iMernaettmaUt  1      i 
los  primeros,  oomo  si  no  lo  ftiese  todo  pacto  entre  dos  nadonea. 
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concluidos  con  el  &n  de  poner  en  práctica  las  soluciones  del 
congreso  de  las  grandes  potencias.  (Véase  §  13.) 

§  69.  Interpretación'*.  —  Únicamente  para  que 
las  naciones  conozcan  su  derecho  y  la  opinión  públi- 
ca pueda  decidir  de  parte  de  quién  en  la  controversia 
está  la  razón,  deben  darse  las  reglas  para  la  interpre- 
tación de  los  tratados  internacionales.  Un  nuevo  tra- 
tado de  aclaración,  el  arbitraje  ó  la  mediación  acep- 
tada de  una  potencia  amiga,  son  los  únicos  medios 
que  poseen  las  naciones  para  evitar  que  no  sea  la 
ciega  suerte  de  las  armas  la  que  decida  de  parte  de 
quién  está  el  derecho  en  las  dudas  que  se  ofrecen  en 
las  omisiones  ó  deficiencias  de  las  estipulaciones  an- 
teriores (1).  Merece,  por  lo  tanto,  aprobación  entu- 
siasta la  previsora  cláusula  contenida  en  algunos  tra- 
tados recientes  por  la  que  se  indica  expresamente 
que  los  arbitros  deberán  decidir  en  todas  las  dudas 
que  acerca  el  sentido  y  alcance  de  los  mismos  se 
ocasionaren  (tratados  de  comercio  de  Italia  con  In- 
glaterra [4  de  Mayo  de  1883]  y  España  [2  de  Junio 
de  1884])  (2),  declaración  con  Suecia  y  Noruega  de 
23  de  Junio  de  1887,  renovada  para  los  nuevos  trata- 
dos en  9  de  Agosto  de  1893  (a).  También  lo  establecen 
en  general  para  la  interpretación  de  todos  los  tratados 
vigentes  ó  que  en  lo  sucesivo  lo  estén  entre  las  dos  na- 
ciones nuestros  tratados  con  Ecuador,  Colombia,  Hon- 


(•)  o.  %  112. 

(a)  La  decl&ración  de  23  de  Junio  de  1887  (T.  IX,  207)  entre  España  y  SviMáa 
7  Noraega  dispone  que  en  caso  de  divergencias  sobre  la  interpretación  de  loi 
tratados  de  comercio  y  navegación  de  15  de  Mayo  de  1883,  sean  resueltos  por  re- 
misiones arbitrales.  Estas  serán  nombradas  por  ambas  partes  de  común  acuenlo} 
\  á  no  ser  posible,  cada  una  nombrará  un  arbitro  ó  arbitros  en  número  igual  y 
1    B  designados  el  tercero.  El  procedimiento  lo  fijarán  también  en  cada  caso  Ins 

artes  contratantes  y  en  sn  defecto  las  mismas  comisiones.  En  todo  evenu»  1u» 

»rtes  fijarán  la  cuestión  ó  cuestiones  objeto  de  duda.  Por  notas  canjeada»  en  O 
.   í  Agosto  de  1893  con  el  ministro  de  Suecia  y  Noruega  (T.  X,  621  y  6L2)8eaijH- 

íS  esta  estipulación  á  los  tratados  vigentes  de  comercio,  boy  vigentes  con  di- 
<    as  naciones,  de  27  de  Junio  de  1892. 


412  PARTB  BSPBOIAL 


1 


duras  y  Perú,  y  determinando  sus  clases,  excluyén- 
dose sólo  los  tratados  políticos,  el  reciente  con  Mép- 
co  (h)  (véase  §  91).  La  interpretación  auténtijca  es  im- 
posible, ya  que  al  expresar  su  voluntad  las  partes  exis- 
te un  nuevo  tratado.  La  judicial  tampoco,  porque  no 
hay  tribunal  para  las  naciones.  Es  sólo  posible  la  doc- 
trinal fundada  en  las  reglas  que  la  gramática  y  la 
lógica  proponen.  Debe  atenderse,  ante  todo,  al  sentí* 
do  gramatical  de  la  palabra,  sin  llegar  por  eso  á  una 
acepción  literal  contraria  al  espíritu  del  promiten- 
te W,  y  entendiéndose  las  técnicas  de  artes  ó  cien- 
cias en  la  acepción  que  en  éstas  tienen.  Entre  las  va- 
rias reglas  que  los  autores  mencionan,  creemos  pue- 
den ser  de  utilidad  las  siguientes:  1.*  Se  halla  el  sen- 
tido de  las  frases  obscuras  comparándolas  con  la 
acepción  que  tienen  en  los  anteriores  tratados  cele- 
brados con  el  mismo  objeto  entre  las  mismas  poten- 
cias.— 2.*  En  casos  de  defectos  en  la  expresión,  debe 
interpretarse  contra  aquel  que  pudiendo  hablar  claro 
no  lo  hizo,  ó  en  otros  términos  contra  aquel  á  quien 
favorezca  la  estipulación  dudosa  (4)  (c), — *.*  Debe  in- 
terpretarse extensivamente  en  los  casos  de  impropie- 
dad, según  Vattel,  cuando  se  está  bien  seguro  del  mo- 
tivo ó  razón  de  la  estipulación  y  se  trata  de  cosas  fa- 
vorables, y  restrictivamente  cuando  la  interpretación 
literal  lleva  al  absurdo  (físico,  moral  ó  jurídico)  ó  es 


(6)  Ecuador  23  de  Mayo  de  1888  (T.  IX,  26),  art.  1.^;  Colombia  28  de  Abril  de  VSK 
(T.  XI,  63),  art.  1.®;  Honduras  17  de  Noviembre  de  1894  (T.  XI,  155),  art.  !.•;  Pera 
16  de  Julio  de  18;)7  {Gaceta  de  12  de  Agosto  de  18j8),  art  l.*^;  Méjico  11  de  E&eto 
de  1902  {Gaceta  de  I»  de  Abril),  art.  2.». 

'  (c)  El  art.  IX  de  la  paz  de  París,  únicamente  determina  la  oondidán  de  iM 
subditos  españoles  naturales  de  la  Península  que  se  hallaban  en  lo«  territociai 
oedidos  6  renunciados,  á  los  cuales  permite  conservar  su  nacionalidad,  i* 
ciendo  la  declaración  debida  en  cierto  plaxo,  pero  calla  acerca  los  natarale  h» 
loa  mismos  territorios  cedidos  ó  renunciados  y  de  los  otros  dominioe  de  Ssi  a 
fuera  de  la  PenmBula.  En  nuestro  opúsculo  NacianaHdad  de  lot  cuhnm»,  k  i» 
contra  y  fuera  del  tratado  de  Parit,  tratamos  de  demostrar  que,  siendo  tod  ú. 
pacto  dictado  por  los  Estados  unidos,  que  pudieron  hablar  daro  y  no  lo  h>  »- 
ron,  debía  interpretarse  contra  ellos  la  mencionada  estipnladón  (véase  i  121 
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la  cláusula  obscura  un  privilegio  odioso. — 4.*  Debe 
favorecerse  siempre  en  las  cláusulas  ambiguas  al  sen- 
tido favorable  á  la  validez  de  la  estipulación  W  (A). 

(1)  «Algunas  de  las  más  sangrientas  guerras  que  han  afligi- 
do á  la  humanidad  han  tenido  su  origen  en  una  diferencia  en 
la  interpretación  de  las  estipulaciones  de  los  tratados.  En 
efecto,  no  es  raro  que  cuando  una  nación  busca  una  excusa 
para  pelear  con  otra  ó  para  usurparle  sus  derechos,  halle  en 
los  polvorientos  legajos  de  sus  archivos  algún  viejo  y  olvida- 
do convenio  para  justificar  con  una  nueva  interpretación  del 
mismo  sus  agresiones.  Estableciendo  reglas  sanas  y  justas  no 
86  evitarán,  es  cierto,  tales  conflictos  y  agresiones,  pero  se 
logrará  al  menos  no  pueda  librarse  el  verdadero  agresor  en 
una  guerra  injusta  del  odio  que  se  merece  el  que  turba  la  paz 
de  las  naci'ones,  bajo  capa  de  una  falsa  interpretación  de  las 
estipulaciones  de  un  tratado».  (Halleck,  ob.  cit.,  tomo  I,  pá- 
gina 250.) 

(2;  Tratado  con  España,  art.  21:  «Los  dos  gobiernos  con- 
tratantes convienen  en  que  las  dudas  que  puedan  suscitarse 
sobre  la  interpretación  ó  ejecución  del  presente  tratado  á  con- 
secuencia de  alguna  violación  del  mismo  deberán  sujetarse, 
cuando  se  hayan  agotado  los  medios  de  resolverlas  directa- 
mente por  amistoso  acuerdo,  á  la  decisión  de  comisiones  arbi- 
trales, y  que  el  fallo  de  tales  arbitrajes  será  obligatorio  para 
ambos. 

»Los  miembros  de  estas  comisiones  serán  elegidos  por  los 
dos  gobiernos  de  coman  acuerdo;  á  falta  de  éste,  cada  una  de 
las  partes  nombrará  su  propio  arbitro  ó  un  número  igual  de 
arbitros,  y  los  arbitros  nombrados  elegirán  á  su  vez  otro. 

»E1  procedimiento  arbitral  será  fijado  en  cada  caso  por  las 
partes  contratantes,  y,  en  su  defecto,  los  arbitros  reunidos 
se  considerarán  autorizados  á  determinarlo  previamente.» 
(T.  Vni,  417.) 

(3)  Cita  Vattel,  como  ejemplo  de  interpretación  literal  con- 
traria al  buen  sentido  de  la  estipulación,  la  cruel  sutileza  de 
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Tamerlán,  que  habiendo  prometido  á  la  gaamición  de  Sebaste 
(Siwas)  qae  ai  se  rendía  no  derramarla  sangre ,  mandó  enterrar- 
la viva  después  de  la  entrega.  Los  soldados  de  Sebaste  ci^i- 
ttdaron,  dice  Paley  (citado  por  Halleck),  entendiendo  que  ae 
les  perdonaba  la  vida;  por  esto  propone  dicho  autor  la  regla 
de  que  debe  interpretarse  la  promesa  del  modo  que  la  ent^i- 
dia  el  promitente  al  conformarse  á  eUa  el  aceptante. 

(4)  Según  Gheffcken,  la  cuestión  que  acerca  los  perjuicios 
indirectos  ocasionados  por  el  Alahama  y  demás  corsarios  ae 
suscitó  en  Ginebra»  se  debía  á  que  los  plenipotenciarios  in- 
gleses habían  admitido  ,en  el  tratado  de  Washington  la  redac- 
ción americana  que  hablaba  de  los  c  claims  grawing  ont  of  tíU 
acts  » ,  reclamaciones  nacidas  de  los  hechos  en  general. 

(5)  Los  escritores  antiguos  dedicaban  sendas  páginas  de 
sus  Kbros  á  exponer  y  comentar  las  reglas  que  acerca  la  in- 
terpretación de  leyes  y  contratos  se  hallan  en  el  derecho  civil 
romano,  olvidando  que  ni  la  cuestión  tiene  por  desgracia  la 
importancia  que  ellos  le  atribuyen,  ni  pueden  entregarse  nun- 
ca sin  peligro  las  artificiosas  reglas  de  la  hermenéutica  civil  á 
la  sutil  diplomacia  que  busca  mJls  de  una  vez  burlar  por  ellas 
las  más  claras  y  patentes  estipulaciones. 

Ante  todo  es  preferible  la  interpretación  que  sea  compatible 
con  la  validez  del  tratado.  Siempre  dabe  ir  la  interpretación 
contra  aquel  que  debiendo  hablar  claro  no  lo  hizo,  restringirse 
lo  odioso  y  ampliarse  las  disposiciones  conformed  á  las  ideas 
de  íusticia,  moralidad  y  derecho. 

Como  observa  acertadamente  Geffcken  en  Heffter,  sirven 
en  la  interpretación  de  los  tratados  los  anteriores  y  posterio- 
res, pero  con  la  diferencia  que  si  son  con  un  mismo  Estado 
los  últimos  son  los  que  llevan  la  ventaja,  mientras  que  si 
hay  un  tercer  Estado  interesado  los  primeros  sirven  para  in- 
terpretar los  demás. 

(A)  Las  dificultades  crecen  cuando  el  tratado  está  redacta^ 
en  dos  textos  y  el  uno  no  corresponde  al  otro,  sin  declarar 
cuál  será  el  decisivo  en  caso  de  discrepancia  entre  ellos».  2 
discrepancia  absoluta  en  el  sentido  entre  el  texto  italiano  y  < 
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abisinio  del  tratado  de  Ucciali  fué  una  de  las  causas  de  la  gue- 
rra entre  Italia  y  Abisina,  y  escarmentadas  ambas  redactaron 
en  nn  único  texto  francés  la  paz  de  Adis-Abeba.  El  diverso  men- 
tido de  las  palabras  francesa  controle  é  inglesa  control,  digni- 
ficando ésta  gobierno,  dominio,  y  la  primera  simplemente  in- 
tervención, resguardo,  insertas  en  el  protocolo  de  paz  de  12  de 
Agosto  de  1898,  refiriéndose  á  la  suerte  de  las  Filipinas,  fueron 
motivo  de  largas  discrepancias  en  el  seno  de  la  Comisión  de  \ 

París.  £n  tales  ocasiones  la  dificultad  es  casi  insoluble,  y  lo  ■( 

único  que  puede  ayudar  algo  á  desvanecerla  es  el  sentido  de 
las  negociaciones  anteriores,  no  la  declaración  unilateral  de  j 

una  de  las  partes,  como  pretendían  en  el  caso  citado  los  ame-  ^ 

ricanos,  que  lo  fiaban  á  la  interpretación  del  presidente.  ¡ 

§  60.  Efectos  de  los  tratados* .—En  pocas  pa-  I 

labras  puede  expresarse  el  natural  efecto  de  los  tra- 
tados. Deben  cumplirse  de  buena  fe  (1);  se  extienden  ^ 
activa  y  pasivamente  á  todos  Jos  sucesores  de  las  par-  ^ 
tes  contratantes,  sin  que  nada  altere  esta  situación                         ] 
jurídica  el  cambio  en  la  forma  de  gobierno  ó  la  dinas-                         * 
tía  (§§  36  y  66).  Únicamente  las  convenciones  hechas 
en  utilidad  y  consideración  á  ésta  ó  á  la  persona  del 
príncipe  pueden  considerarse  como  tratados  persona-                         1 
les  que  concluyen  en  su  fuerza  de  obligar  con  la 
muerte  del  soberano  y  destronamiento  de  la  dinastía 
que  los  convino;  en  este  sentido  el  famoso  Pacto  de 
familia  dejó  de  obligar  á  España  desde  el  día  que  se 
depuso  á  Luis  XVI  (véase  §  siguiente).  Los  tratados 
carecen  de  efecto  retroactivo;  así  no  se  aplican  á  las 
^relaciones  jurídicas  con  anterioridad  á  los  mismos 
establecidas,  ni  pueden  lesionar  los  derechos  de  los 
particulares  verdaderamente  adquiridos,  pero  sí  las 
meras  esperanzase.  Importantes  cuestiones  se  ofre- 
'^-en  al  considerar  los  efectos  de  los  tratados  con  reía- 
ion  á  los  terceros  que  no  han  intervenido  en  ellos.  Si 
1  nuevo  convenio  está  en  contradicción  con  otro  en 
1  que  fué  parte  un  Estado  que  no  intervino  en  aquól^ 

(♦)    €.§114. 


416  PARTE  BSPBOIAL 


^ 


vale  el  primero,  si  se  promete  una  misma  cosa  en  la 
cual  adquirió  ya  el  tercero  un  derecho  perfecto  é  irre- 
vocable; pero  si  en  el  anterior  se  hizo  una  mera  pro- 
mesa, incumbe  al  oferente  el  cuidado  de  cumplir  con 
ambos  (3\  Es  el  principio  general  en  esta  materia  que 
res  ÍTiter  alias  acta  non  nocet  nec  prodest:  las  estipula- 
ciones hechas  á  beneficio  de  un  tercero  pueden  valer 
como  especie  de  negotiorum  gestio  W;  en  cambio  aque- 
llos en  los  que  se  perjudica  á  los  derechos  de  un  Es- 
tado que  en  él  no  intervino  no  obligan  á  éste  en  modo 
alguno,  pudiendo  y  debiendo  elevar  su  protesta  con- 
tra la  usurpación  que  se  intenta  de  sus  derechos  (nu- 
merosas fueron  las  ocasionadas  por  las  paces  de  West- 
falia  y  Viena),  á  no  ser  que  le  convenga  aceptarlo,  en 
cuyo  caso  por  su  accesión  alcanza  plena  validez  y 
efecto.  Pero  el  que  no  obligue  al  tercero  no  significa 
deje  de  ser  responsable  de  su  imprudencia  el  Estado 
que  prometió  cosa  que  no  podía  por  si  propio  cumplir; 
bien  distinto  es  el  obligarse  á  emplear  sus  buenos  ofi- 
cios é  influencia  para  que  otro  haga  ó  deje  de  hacer 
alguna  cosa  (intercesión).  En  esta  forma,  las  poten- 
cias signatarias  del  tratado  de  Viena  se  obligaron  & 
solicitar  de  España  la  restitución  de  Olivenza  á  Por- 
tugal. Puede  interesarse  una  potencia  en  el  cumpli- 
miento de  un  tratado  en  el  que  no  intervino  cuando 
éste  se  refiere  á  asuntos  de  general  conveniencia, 
V.  gr.,  los  referentes  á  la  libre  navegación  de  mares 
y  ríos,  aquellos  en  los  cuales  se  promete  la  libertad 
religiosa  ó  de  comercio  de  los  extranjeros  sin  distin- 
ción de  nacionalidad,  etc.  Cualquiera  nación  puede 
exigir  á  la  Sublime  Puerta  otorgue  á  sus  propios  sub- 
ditos que  en  Turquía  se  hallen  las  libertades  prome^^- 
das  en  el  tratado  de  Berlín.  Más  notorio  caso  de  í 
efectos  de  un  tratado  para  los  terceros  es  la  aplica 
ción  de  la  cláusula  de  nación  más  favorecida^  frecuei 
te  sobre  todo  en  los  convenios  de  comercio,  consularf 


DBRBCHO  MATBRIAL .  —  TRATADOS  417 

y  de  propiedad  literaria,  por  la  cual  alcanzan  á  aque- 
llos que  la  pactaron,  y  si  no  se  han  hecho  especiales 
reservas  al  establecerla,  todas  las  ventajas  otorgadas 
antes  y  después  á  otros  Estados  en  la  materia  en 
cuestión  (a), 

(1)  cDebe  darse  al  obligado  justos  plazos  para  que  pueda 
cumplir  el  tratado.  Si  no  tiene  tiempo  señalado  puede  aguar- 
dar se  lo  exija  la  parte  á  quien  interesa,  sin  tener  que  respon- 
der entonces  como  moroso  de  las  perjudiciales  consecuencias 
del  retardo.»  (Neumann  en  el  §  161  de  nuestro  Manual.) 

(2)  Fiore  propone  en  esta  cuestión  las  siguientes  reglas 
(§  1.097):  1.^  Los  efectos  del  tratado  se  extienden  general- 
mente, si  no  se  pactó  lo  contrario,  á  las  relaciones  jurídicas 
actuales.  —  2.^  No  pueden  lesionar  los  derechos  adquiridos 
por  los  particulares.  Sin  embargo,  aunque  se  utilice  el  par- 
ticular, los  derechos  de  soberanía  son  propiamente  del  Estado, 
y,  por  lo  tanto,  pueden  ser  modificados  en  el  tratado.  La  con- 
clusión de  un  convenio  de  extradición  no  quita  derecho  alguno 
á  los  criminales  extranjeros  refugiados,  porque  el  asilo  era  una 
prerrogativa  del  Estado.  Si  el  perjuicio  que  se  causa  á  los  in- 
dividuos es  directo  ó  inevitable,  pueden  exigir  del  que  los  per- 
judique una  justa  indemnización,  pero  el  tratado  debe  siempre 
cumplirse.  Disponía  el  tratado  de  Zurich  de  1859  que  las  cor- 
poraciones religiosas  residentes  en  Lombardía  podían  vender 
sus  bienes  y  exportar  el  precio  (art.  16).  ¿El  derecho  rever- 
fiional  de  los  fundadores  quedaba  anulado  por  este  artículo? 
£n  modo  alguno;  mas  la. facultad  de  vender  las  propiedades 
y  de  quedarse  con  el  precio  los  frailes  no  era  menos  cierta. 

(3)  Disponía  la  paz  de  Praga,  en  su  art.  5.®,  que  los  habitan- 
tes del  Schleswig  del  Norte  podían,  si  lo  expresaban  por  su- 
fragio, ser  reunidos  á  Dinamarca.  Ésta  reclamó  inútilmente 


(a)  (Véanse  H  ^i  a,by  c.)  En  nuestros  tratados  de  comercio  se  exceptúan 
de  la  aplicación  de  esta  cláusula  laa  ventajas  otorgadas  á  Portugal  y  á  las  Be- 
públicas  hlspano-amerlcanas.  Sn  a]g:unoB  se  dice,  en  general,  «las  concedidas 
á  loe  países  limítrofes». 

Tomo  I.  3T 
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que  se  cumpliese;  en  11  de  Octubre  de  1878  dejó  sin  efecto 
fausser  GuUilgkeit)  esta  disposición  un  tratado  entre  AleTnauia 
y  Austria. 

(4)  «Los  terceros  Estados  que  no  han  tomado  parte  en  ú 
tratado,  ni  mediata  ni  inmediatamente,  no  pueden,  como  antes 
se  ha  dicho,  experimentar  por  él  ganancia  ni  pérdida.  Para 
mayor  seguridad  y  evitar  toda  duda,  los  terceros,  que  ven 
en  el  acuerdo  una  ofensa  cierta  ó  un  temible  peligro  para 
ellos  ó  sus  reales  ó  pretendidos  derechos,  á  más  de  tomar  las 
medidas  preventivas  que  la  prudencia  aconseja,  acostumbran 
á  protestar.  Las  más  de  las  veces  se  hace  sólo  por  fórmula 
para  quedar  bien  con  su  propio  decoro  y  sin  que  impida  la 
protesta  la  existencia  de  una  relación  obligatoria  entre  los 
contrayentes.  Famosas  son  las  protestas  del  Papa  contra  los 
tratados  de  Westfalia  (por  la  secularización  de  bienes  ecle- 
siásticos), y  de  Viena  (por  haberse  concedido  á  Austria  parte 
de  la  orilla  izquierda  del  Po,  que  le  pertenecía,  y  el  derecho 
de  fortificación  en  Ferrara  y  Commacchio).  Acerca  del  último 
tratado  protestaron  también  el  ex  rey  de  Suecia  Gustavo  IV 
contra  la  proclamación  de  Bemadotte  como  Carlos  Juan  XIV, 
y  el  maestre  de  la  orden  de  San  Juan  contra  la  no  devolución 
de  Malta.»  (Neumann,  ob.  cit.) 

[S§  61.  Prorrogación  de  los  tratados.  Causaa 
de  nulidad*. — La  prorrogación  de  los  tratados  con- 
cluidos por  un  tiempo  determinado  puede  ser  expresa 
ó  tácita.  Esta  última  tiene  lugar  cuando  se  conviene 
en  el  mismo  que  se  entenderá  prorrogado,  ya  indefini- 
damente, ya  por  un  tiempo  determinado,  si  no  se  les 
denuncia  con  cierta  anticipación.  Este  término  acos- 
tumbra á  ser,  por  lo  general,  de  seis  meses  ó  un  año 
(véase  §  62);  cuando  la  prorrogación  es  expresa  forma 
objeto  de  un  nuevo  tratado,  pudiendo  ser  total  ó  par- 
cial de  las  estipulaciones  del  primero.  A  veces  se 
confirma  en  un  tratado  alguno  de  los  que  en  el  orden 

(•)  o.  f  U6. 
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de  los  tiempos  le  preceden  para  demostrar  expresa- 
mente que  es  firme  voluntad  de  las  partes  seguirlo 
cumpliendo  y  que  son  perfectamente  compatibles  las 
nuevas  estipulaciones  con  los  anteriores  compromi- 
sos. Los  tratados  de  Westfalia  y  Utrecht  se  hallan 
repetidamente  confirmados  en  las  paces  que  les  si- 
guieron en  los  siglos  xvii  y  xvin.  Hay  que  tener  en 
cuenta  que  el  garante  no  está  obligado  á  responder 
del  cumplimiento  del  tratado  confirmado;  su  deber 
86  extiende  sólo  á  la  nueva  convención  (l).  Deben  dis- 
tinguirse las  causas  de  nulidad  de  los  tratados  del 
término  de  su  validez;  en  este  último  caso  ha  existi- 
do durante  más  ó  menos  tiempo  una  verdadera  obli- 
gación internacional  y  en  los  primeros  pueden  sepa- 
rarse las  causas  de  la  nulidad  que  únicamente  dan 
derecho  á  pedir  la  rescisión,  pero  que  pueden  tenerse 
por  válidos  si  la  parte  perjudicada  se  conforma  (v.  gr., 
cuando  el  tratado  se  basa  en  un  mero  error  de  hecho 
referente  á  cosa  no  esencial  ó  si  siendo  el  tratado 
írrito  por  perjudicarse  á  los  derechos  de  tercero  éste 
accede  á  que  se  cumpla),  de  aquellos  nulos  en  sí  mis- 
mo y  desde  el  primer  momento,  por  defecto  intrínseco. 
Recordando  las  condiciones  que  hemos  supuesto  para 
que  pueda  existir  un  tratado  internacional  válido 
(§  66),  se  comprenderán  perfectamente  los  hechos 
que  lo  hacen  imposible  y  nulo  en  todo  tiempo.  La 
violencia  personal  é  inmediata,  el  fraude  ó  la  ca- 
rencia de  poderes  legítimos  en  los  negociadores  que 
lo  firman,  hacen  completamente  imposible  admitir 
la  existencia  de  derecho  alguno  por  tan  injustos  me- 
dios adquirido.  En  el  párrafo  siguiente  tendremos 
ocasión  de  examinar  si  es  cierto  que  hay  deber  de 
cumplir  los  tratados  incompatibles  con  la  existencia 
y  desarrollo  de  un  Estado;  indiquemos  sólo  ahora  que 
la  cuestión  es  de  solución  difícil,  pues  si  es  injusto  ¿ 
inmoral  querer,  con  Bynkershoeck  (a),  que  las  nació- 
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nes  prefieran  su  propia  ruina  á  faltar  á  la  empeñada 
palabra,  es  abrir  ancho  campo  á  la  mala  fe  el  conce- 
der, con  Bluntschli,  que  pueda  darse  por  nulo  todo 
tratado  que  parezca  á  los  gobernantes  incompatible 
con  la  prosperidad  de  sus  pueblos  (3).  Únicamente  en 
el  terreno  de  los  hechos  puede  decidir  la  opinión  pú- 
blica si  una  nación  obra  con  justicia  al  negar  la 
observancia  de  los  contraídos  compromisos  por  ser 
inconciliables  con  sus  sagrados  y  naturales  dere- 
chos (4). 

(1)  cRusia  y  Francia  eran  mediadoras  y  garantes  de  la  pas 
de  Teschen,  en  la  que  (siguiendo  una  invariable  costumbre 
observada  en  todos  los  tratados  anteriores  al  presente  siglo) 
se  confirmaba  la  de  Westfalia,  y  la  segunda  nacióo  en  verdad 
como  firmante  de  la  misma  también  la  había  garantido;  pero 
¿podía  pretenderse  tal  garantía  de  la  primera,  que  no  había 
tomado  parte  alguna  en  aquella  paz  de  1648?.»  (Neumann  en 
nuestro  Manual,  §  163.) 

(a)  Q.  J.  P.,  lib.  n,  cap.  X. 

(3)  Art.  415.  tChaque  Etat  doit  respecter  meme  les  c<mditumi 
onéreuses  et  les  engagements  dont  VexécuHon  serait  hlessante  fowr 
son  amour-propre ,  Un  Etat  peut  cependant  considérer  comme 
nuls  les  traites  incompatibles  avec  son  eaistence  ou  son  développe- 
ment.* 

Art.  460.  €0n  peut  exiger  d^un  Etat  quHl  exécute  les  engage- 
ments  onéreux  contractas  par  lui,  mais  on  ne  saurait  luí  demander 
de  sacrijier  á  Vexécution  du  traite  son  développement  et  son  exis- 
tence,'» 

(4)  Fiore,  §  1.168  (T.  11,  pág.  300):  ^Ammetto  che  in  tutüi 
trattati  si  dehha  supporre  sottintesa  la  riserva  rebus  sic  stantibi 

e  che  mutate  le  circostanze  nelle  quali  il  trattato  sia  stato  concluí 
riconosciuto  nelV  esecuzione  del  medesimo  che  i  patti  concordati  sia% 
un  impedimento  alio  sviluppo  delta  mta  morale  ó  económica  delpí 
polo,  possa  la  parte  che  resterebbe  cosi  danneggiata,  demandare  i 
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risoluziane  delVaccordo,  ma  non  mi  pare  dover  ammettere  che  fossero 
puré  graid  le  circostanze  che  potrehhero  far  cessare  Vohhligo  deWos- 
servanza,  potesse  essere  lasdato  alia  parte  stessa  di  decidere  se 
Vohligazione  ó  il  trattato  sia  divenuto  inesiguibile,  e  se  gli  ostacoli 
morali  soprawenuti  dehhano  ritinersi  svfJcieiUi  ad  esonerarla  dalV 
esseguire  il  trattato.^ 


§  62.  Fin  de  la  fuerza  obligatoria*.  —  Si  no 

se  renuevan  ó  prolongan,  concluye  la  fuerza  obliga- 
toria de  los  tratados:  a)  por  sí  mismos  sin  que  sea  pre- 
ciso que  parte  alguna  lo  solicite:  1.**  Si  pactados  por 
un  tiempo  determinado  se  ha  cumplido  el  plazo  que 
en  los  mismos  se  señala  ó  ha  llegado  la  condición  re- 
solutoria ó  dejado  de  cumplirse  la  suspensiva. — 2.*^ 
Cuando  consistiendo  la  obligación  impuesta  por  el 
tratado  en  la  realización  de  uno  ó  más  determinados 
actos,  éstos  se  han  realizado  ó  ejecutado  ya,  v.  gr.,  el 
pago  de  una  cantidad,  la  prestación  de  un  subsidio, 
el  señalamiento  de  una  frontera.  Hay  que  observar 
que  la  clasificación  de  los  tratados  en  permanentes  y 
transitorios  tiene  un  doble  y  en  la  mayor  parte  de  los 
casos  contradictorio  sentido;  los  que  se  llaman  tran- 
sitorios en  la  ejecución  son  los  más  duraderos  y  per- 
manentes en  sus  efectos;  los  llamados  permanentes 
por  establecer  una  relación  determinada  entre  dos  ó 
más  Estados,  v.  gr.,  los  tratados  de  comercio  y  nave- 
gación, tienen  limitada  la  duración  de  su  virtud  á 
un  convenido  tiempo. — 3.**  Los  tratados  personales  á 
un  príncipe  ó  dinastía  determinada  eran  considera- 
dos por  los  escritores  antiguos  como  nulos  desde  la 
muerte  del  príncipe  ó  cambio  de  familia  en  el  trono; 
hoy  que  los  pueblos  intervienen  en  la  formación  de 
los  tratados  al  autorizar  al  príncipe  para  ratificarlos, 
pueden  considerarse  reales  todos  aquellos  en  que  no 
puede  probarse  era  el  interés  personal  ó  dinástico  la 

(•)    C.  1116. 
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base  principal  y  única  de  sus  estipulaciones. — 4.® 
Por  la  muerte  jurídica  de  una  de  las  partes  contra- 
tantes, efecto  que  sólo  tiene  lugar,  como  en  otra  parte 
hemos  indicado  (§  36),  en  el  caso  de  que  sea  imposi- 
ble toda  sucesión  general  y  singular  del  difunto  Esta- 
do. — 6.**  Por  la  destrucción  completa  de  la  cosa  obje- 
to del  mismo.  Si  pudiese  demostrarse  que  la  parte 
obligada  no  era  ajena  á  tal  hecho,  por  no  ser  la  extin- 
ción completamente  fortuita,  podría  exigírsele  con 
perfecto  derecho  la  indemnización  correspondiente, — 
b)  En  la  voluntad  de  los  interesados  halla  su  origen 
el  término  de  la  validez  de  un  tratado:  1.**  Si  asi  lo 
acuerdan  los  interesados ;  pero  es  necesario  que  en 
tal  asenso  intervengan  todos  sin  excepción  ninguna; 
este  principio  es  hoy  ya  de  derecho  internacional 
positivo  en  virtud  del  acuerdo  de  la  Conferencia  de 
Londres  de  1871,  como  diremos  más  abajo. — 2.®  Por 
la  renuncia  de  la  parte  con  él  favorecida,  siempre 
que  con  ella  no  se  perjudiquen  los  derechos  de  terce- 
ro. —  3.**  Por  denuncia  si  se  ha  reservado  expresa- 
mente esta  facultad  en  el  tratado  (yéase  §  61).  Gene- 
ralmente sigue  en  vigor  el  tratado  un  cierto  tiempo 
después  de  la  denuncia. — 4.*^  Considerándose  como  se 
consideran  los  tratados  como  un  todo  indisoluble  en 
sus  estipulaciones,  la  falta  de  cumplimiento  de  cual- 
quiera de  las  mismas  da  derecho  á  los  interesados  en 
ello  para  considerar  nulo  el  tratado  con  respecto  á 
aquel  que  falta  á  su  palabra  si  no  quiere  exigirse  el 
cumplimiento  por  los  medios  de  acción  que  el  dere- 
cho internacional  consiente  y  autoriza  (1).  La  cláu- 
sula rebus  sic  stantíbus,  que  significa  mientrtis  duren 
las  actuales  circunstancias ,  se  supone,  según  algunos 
siempre  como  condición  tácita  en  las  convenciones 
internacionales  y,  en  consecuencia,  se  afirma  que 
cuando  por  el  curso  de  los  acontecimientos  ha  llega- 
do á  convertirse  un  tratado  en  perjudicial  para  los  in- 
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tereses  de  un  pueblo,  tiene  éste  derecho  á  conside- 
rarlo como  terminado.  Dada  la  extensión  perniciosa 
que  suele  darse  á  esta  máxima,  es  imposible  admitir- 
la sin  inferir  mortal  herida  al  respeto  y  observancia 
de  los  tratados  públicos,  ya  que  cualquier  político 
puede  afirmar  con  más  ó  menos  derecho  que  un  con- 
venio internacional  es  altamente  gravoso  para  su  país. 
Por  esto  creemos  que  en  tales  casos  y  cuando  ocurra 
una  serie  de  acontecimientos  que  hagan  imposible  la 
observancia  de  un  tratado,  es  lo  preferible  acordar 
su  rescisión  con  las  potencias  que  lo  firmaron,  ó  si  no 
negar  francamente  el  cumplimiento  exponiéndose  á 
una  guerra  con  el  interesado  en  él  (a).  El  príncipe  de 
Gortschakow  en  *^'3i  de  Octubre  de  1870  dirigió  una 
circular  á  los  representantes  de  Rusia  cerca  las  gran- 
des potencias,  encargándoles  denunciasen  él  tratado 
de  París  de  1866  en  lo  referente  al  cierre  del  mar 
Negro  por  considerarlo  nulo,  al  ser  su  observancia 
perjudicial  á  la  seguridad  de  Rusia  (3).  Es  verdad  que 
en  las  conferencias  de  Londres  de  1871  se  accedió  á 
esta  petición,  pero  se  consignó  formalmente  en  su 
protocolo  que  ninguna  potencia  puede  considerarse 
desligada  del  cumplimiento  de  un  tratado  ni  modificar 
en  nada  sus  estipulaciones  sin  el  consentimiento  de  las 
demás  partes  contratantes  en  una  amistosa  inteligen- 
cia W.  Así  también  creemos  nosotros  que  se  resuelve 
este  gravísimo  problema;  si  el  tratado  es  oneroso 
realmente  para  una  nación,  ésta  debe,  antes  que  ne- 
garse á  su  cumplimiento,  solicitar  su  rescisión  com- 
pleta ó  una  para  ella  más  ventajosa  novación  (A).  El 
estado  de  guerra  entre  las  naciones  ligadas  por  so- 
lemnes convenciones  ejerce  también  su  infiuencia  en 
las  mismas,  como  veremos  en  su  lugar;  mientras  que 
anula  completamente  las  que  fueron  causa  del  tre- 
mendo pleito  de  sangre,  suspende  por  lo  menos  la 
operación  de  todas  las  demás,  excepto  las  referentes . 
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expresamente  al  caso  de  guerra  entre  ellas,  que  al 
contrario  por  la  declaración  de  ésta  principian  k 
surtir  efecto  (véase  §§  99  y  129). 

(1)  Como  dicen  muy  bien  Pando  y  Bello,  tomándolo  de 
Grocio  (de  quien  es  toda  esta  teoria):  «Toda  cláusida  de  nn  tra- 
tado tiene  la  fuerza  de  una  condición  cuyo  defecto  lo  invalida.» 
(BeUo  I,  pág.  266.) 

Holtzendorff  (Enciclopedia)  distingue  muy  bien  entre  los 
tratados  bilaterales  y  los  que  son  generales  á  varios  Estados. 
En  estos  últimos  la  infracción  de  sus  estipulaciones  por  uno  de 
aquéllos  no  autoriza  á  los  demás  para  dejar  de  cumpUr  sus 
obligaciones  reciprocas,  y  aun  con  respecto  al  infractor  sólo  se 
puede  usar  de  represalias  para  obligarle  al  cumplimiento  de 
sus  obligaciones. 

(a)  También  Biquelme  sostiene  que  cuando  las  circunstancian 
no  producen  sólo  lesión,  sino  que  alteran  la  esencia  de  las  es- 
tipulaciones y  se  hallan  los  tratados  en  contradicción  con  las 
leyes  del  Estado,  haciéndose  de  hecho  impracticables  por  la 
confusión  y  el  trastorno  que  envuelven  en  su  ejecución,  en 
tales  casos  caducan  y  procede  la  indemnización,  porque  la 
primera  condición  de  la  validez  de  las  promesas  es  que  éstas 
sean  posibles  y  no  es  posible  la  promesa  que  lleva  consigo  la 
ruina  del  Estado  (ob.  cit.,  I,  pág.  188).  Inútil  es  decir  lo  que 
declama  Pando  sobre  este  punto  (§  oxvi)  que  casi  asiente  á  la 
doctrina  de  Pinheiro  Perreira  (y  reproducida  recientemente 
por  Stuart  Mili)  de  que  los  tratados  no  obligan  sino  á  una  ge- 
neración. 

La  cláusula  rebus  sic  stantibus  es  ciertamente  una  condición 
de  todos  los  tratados,  pero  creemos  que  para  anular  en  virtud 
de  ella  un  tratado  es  preciso  que  las  circunstancias  se  hayan 
alterado  por  si  mismas  y  por  acción  independiente  de  la  vo* 
luntad  del  obligado,  no  que  el  cambio  se  haya  hecho  para  li- 
brarse de  cumplir  lo  prometido,  y  en  todo  caso  opinamos,  con 
Bulmerincq,  que  la  cláusula  rehus  sic  stanHbus  puede  servir  de 
motivo  para  pedir  la  rescisión  del  tratado,  no  que  lo  invalida 
ipso  Jure. 
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(3)  En  ella  encarga  á  los  representantes  de  Rnsia  que  de-  ''% 
nuncien  el  tratado  de  París  y  sus  anejos  en  las  estipulaciones  '4 
referentes  al  cierre  del  mar  Negro  á  los  buques  de  guerra, 

fundándose  que  dicho  tratado  había  sufrido  las  modiñcaciones  .^ 

del  tiempo  como  otros  muchos;  que  había  sido  infringido  repe* 
tidas  veces  por  las  demás  potencias,  y,  finalmente ,  que  siendo 
peligrosa  su  observancia  á  la  seguridad  de  Eusia,  que  queda- 
ba expuesta  por  él  en  sus  costas  á  toda  clase  de  agresiones 
sin  poder  defenderse,  concluía  declarando  que. quería  desde 
su][uel  momento  su  soberano  recobrar  todos  sus  derechos  y  li- 
bertad de  acción. 

Lord  Granville  contestó  que  era  doctrina  constante  que 
el  derecho  de  anular  un  tratado  correspondía  únicamente  á 
los  gobiernos  que  habían  sido  partes  en  el  mismo,  y  que 
tanto  si  .era  justo  como  si  no  el  deseo  de  Eusia-de  verse  libre 
del  tratado  de  París,  ésta  no  podía  jamás  por  un  propio  acto 
suyo  derogar  ninguna  de  sus  estipulaciones. 

Por  la  mediación  de  Prusia  se  reunió  en  Londres  la  con- 
ferencia de  las  potencias  signatarias  de  aquel  tratado,  cuya 
obra  fué  el  convenio  de  1871  (véase  §  41,  núm.  2). 

(4)  He  aquí  el  texto  francés:  ^Zes  Puúsances  reconnawent  que 
c'est  un  principe  essentiel  au  droit  des  gens  quaucune  d'elles  nepeut 
se  delier  des  engagernents  d*un  traite  ni  en  modifler  les  stipulations 
qu'a  la  »v>ite  de  Passcntiment  des  parties  contractantes  au  moyen 
d*une  entente  amicale."»  (Protocolo  de  17  de  Enero  de  1871,  firma- 
do por  los  plenipotenciarios  de  Alemania,  Austria,  Inglaterra, 
Italia,  Eusia  y  Turquía.) 

(A)  Durante  la  insurrección  cubana,  la  prensa  española  y 
buena  parte  de  la  opinión  afirmaba  la  nulidad  del  art.  7.^  del 
tratado  de  1795  con  los  Estados  Unidos  y  del  Protocolo  de  1877, 
pactado  para  su  interpretación  y  cumplimiento,  fundándose  en 
que  eran  incompatibles  con  los  derechos  de  propia  defensa  de 
nuestra  patria  y  seguro  broquel  para  las  asechanzas  de  los  fili- 
busteros. 

En  un  folleto  publicado  con  el  pseudónimo  de  Ortüva  procu- 
ramos combatir  esta  apreciación,  sosteniendo  que  era  imposi- 
ble dejar  de  cumplirlos  sin  el  asentimiento  del  gobierno  de 
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los  Estados  unidos.  Derogados  por  la  guerra,  como  los  demás 
convenios  que  enlazaban  al  último  con  el  nuestro,  en  virtud  del 
Real  decreto  de  23  de  Abril  de  1898  que  los  menciona  expresa- 
mente, no  fueron  objeto  de  renovación  alguna  al  firmarse  la 
paz  de  París. 
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SECCIÓN  SEGUNDA 

DE  LOS  DELITOS  INTERNACIONALES 

§  63.  Delitos  intemaoionaleB.  a)  De  la  trata 
de  negrOB"^.  —  Ya  en  otro  lugar  hemos  indicado  que 
no  existe  en  la  tierra  juez  que  pueda  condenar  los 
Estados  que  violen  el  derecho  internacional,  y  en 
este  sentido  es  imposible  hablar  del  castigo  de  los  de- 
litos internacionales  (véanse  §§  43  y  65)  (1).  Pero 
hay  ciertos  actos  reprobables  que  son  perseguidos 
por  todas  las  naciones,  delitos,  por  lo  tanto,  de  dere- 
cho de  gentes.  A  ellos  pertenecen,  por  más  de  una 
estipulación  internacional,  la  trata  de  negros  y  la  pi- 
ratería, condenadas  severamente  por  la  conciencia 
jurídica  de  la  Europa  moderna.  La  trata  de  blancos, 
resultado  de  las  incursiones  de  los  piratas  berberis- 
cos en  las  cristianas  costas,  concluyó  felizmente  des- 
pués del  bombardeo  de  Argel  por  los  tratados  de  los 
beyes  de  Túnez  y  Trípoli  con  Inglaterra  en  1816  (2), 
La  esclavitud,  anatematizada  en  el  siglo  xvi  por  nues- 
tros ilustres  compatriotas  Soto  y  Suárez,  fué  abolida 
por  vez  primera  en  1792  por  Dinamarca.  Promulgóse 
en  Inglaterra  la  primera  ley  dando  la  libertad  á  los 
esclavos  en  1807  (siendo  inútiles  los  esfuerzos  de  1 

Wilberforce  en  1792,  1794  y  1796).  El  Congreso  de 
Viena  se  ocupó  también  de  esta  cuestión  importantí-  I 

sima  para  la  causa  de  la  civilización  cristiana  y  pro* 
clamó  que  debía  cesar  la  calamidad  de  la  trata,  que 
había  desolado  África,  degradado  Europa  y  afligido  la 
humanidad.  Guardáronse  los  plenipotenciarios  de  de- 
cretar la  abolición  repentina;  teniendo  en  cuenta  que 

(•)■  C.  I  116.  á 
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era  menester  preparar  á  los  pueblos,  guardando  con- 
sideración á  los  intereses,  hábitos  y  prevenciones  de 
los  respectivos  subditos,  convinieron  en  dejar  al  cui* 
dado  de  cada  nación  determinar  el  tiempo  de  la  abo- 
lición definitiva  de  la  trata  de  negros  y  hacerla  obje- 
to de  especiales  arreglos  entre  las  mismas  (3).  Efecti- 
vamente, ya  en  el  tratado  de  paz  y  alianza  celebrado 
con  Inglaterra  en  28  de  Agosto  de  1814  prometió  el 
gobierno  español  estudiar  la  cuestión  del  tráfico  de 
esclavos  y  ver  los  medios  de  prohibirlo  á  sus  subditos 
y  bajo  su  bandera  (4).  En  23  de  Septiembre  de  1817 
cumplió  el  gobierno  de  Fernando  Vn  la  anterior  pro- 
mesa con  un  tratado  con  Inglaterra  en  el  cual  se 
obligaba  S.  M.  Católica  á  que  cesase  el  tráfico  en 
todos  los  dominios  de  España  desde  el  30  de  Mayo 
de  1820,  y  desde  luego  en  la  parte  al  Norte  del  Ecua- 
dor de  la  costa  de  África,  y  prometiendo  S.  M.  Britá- 
nica pagar  como  indemnización  en  Londres  en  20  de 
Febrero  de  1818  la  suma  de  400.000  libras  esterlinas. 
En  él  se  autorizaba,  además,  á  determinados  buques 
de  ambos  contratantes  para  detener  y  visitar  los  bu- 
ques ingleses  ó  españoles  en  los  que  hubiese  funda- 
mento razonable  para  creer  que  llevaban  á  su  bordo 
esclavos  de  ilícito  comercio,  instituyéndose,  finalmen- 
te, dos  comisiones  mixtas:  una  en  las  costas  de  África 
y  otra  en  una  de  las  posesiones  coloniales  españolas, 
que  debían  juzgar  de  la  legalidad  de  las  presas.  Como 
se  ve,  la  prohibición  de  la  trata  era  aún  imperfecta, 
pues  quedaba  autorizada  en  ciertos  límites  de  lugar 
y  tiempo,  hasta  que  en  28  de  Junio  de  1836  se  hizo 
tal  abolición  definitiva.  En  el  tratado  de  dicha  fecha 
se  concedieron  mutuamente  las  partes  el  derecho  c' 
visita,  ejercido  por  buques  de  guerra,  autorizados  , 
efecto,  en  todo»  los  mares,  menos  en  el  Mediterráneo 
en  los  de  Europa  que  se  hallan  fuera  del  Estrech 
de  Gibr altar  (*).  En  vez  de  las  comisiones  mixt^ 
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de  1817  institúyense  en  él  dos  tribunales:  uno  resi-  i^'^ 

dente  en  territorio  británico  y  otro  español.  Se  esta-  '  }/- 

blece  también  que  el  mero  hecho  de  encontrarse  en  ^í 

el  buque  detenido  ciertos  efectos  que  por  la  especia- 
lidad de  su  uso  ó  por  el  exceso  en  la  cantidad  ofrecen 
sospecha  evidente  de  dedicarse  la  nave  á  un  comer- 
cio ilícito,  es  á  prima  facie  presunción  juris  tantum  de 
dedicarse  á  la  prohibida  trata.  Después  de  pactarse 
la  venta  en  subasta  del  buque  negrero  se  declara  que 
todos  los  esclavos  hallados  en  él  serán  ipso  fado  li- 
bres, quedando  garante  de  su  libertad  el  gobierno  del 
apresador.  Van  como  anejos  las  instrucciones  para 
los  buques  de  guerra  encargados  de  impedir  el  tráfi- 
co, un  reglamento  para  los  tribunales  mixtos  y  otro 
sobre  el  modo  de  tratar  á  los  negros  emancipados  (6). 
Logró  en  1841  el  gobierno  inglés,  el  tan  fogoso  como 
interesado  apóstol  de  la  abolición  de  la  trata  de  escla- 
vos, la  aceptación  de  los  mismos  principios  que  des-  ^ 
arrolla  el  tratado  anglo-espafiol  por  las  grandes  po- 
tencias europeas  Austria,  Prusia,  Rusia  y  Francia,  si 
bien  esta  última  no  ratificó  la  convención.  Firmada 
en  Londres  á  29  de  Diciembre  de  dicho  año,  exceptúa 
del  derecho  recíproco  de  visita  el  Mediterráneo  y  el 
mar  limitado  al  Norte  por  el  32^  de  latitud  Norte,  al 
Oeste  por  la  costa  occidental  de  América,  tomando 
por  punto  de  partida  el  sitio  donde  el  32**  latitud  toca 
dicha  costa  hasta  el  46**  latitud  Sur;  al  Sur  el  45°  lati- 
tud Sur  desde  donde  toca  á  la  costa  occidental  de 
América  hasta  el  80°  longitud,  y  al  Este  desde  dicho 
último  grado,  tomando  por  punto  de  partida  el  sitio  - 
donde  lo  corta  el  45°  latitud  Sur  hasta  la  costa  de  In- 
dia (7).  Inglaterra  usó  y  abusó  del  derecho  de  visita  \ 
que  por  tales  tratados  se  le  concedía;  y  como  los  Es- 
tados Unidos  se  negasen  á  consentirlo  con  una  ampli- 
tud que  ciertamente  no  permitía  su  tratado  de  1842,  se 
originaron  entre  ambas  naciones  largas  controver-                      >^ 
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sias  diplomáticas  que  fueron  terminadas  por  el  trata- 
do del  7  de  Abril  de  1862,  por  el  que  se  autorizaba  á 
los  cruceros  expresamente  designados  á  este  fin  á  vi- 
sitar los  buques  mercantes  sospechosos  que  encontra- 
sen dentro  doscientas  millas  de  la  costa  africana  al 
Sur  del  paralelo  32  y  hasta  30  leguas  de  Cuba  W,  (•). 
Abolida  en  casi  todos  los  pueblos  civilizados  la  escla- 
vitud (10)  (nuestras  colonias,  el  último  mercado,  se 
vieron  libres  de  baldón  tan  denigrante:  Puerto  Rico 
por  ley  de  22  de  Marzo  de  1873  y  Cuba  por  otra  de  13 
de  Febrero  de  1880;  la  trata  lo  estaba  ya  desde  17  de 
Mayo  de  1867)  (W),  ha  recibido  golpe  de  muerte  tan 
repugnante  tráfico,  que*queda  relegado  para  los  pue- 
blos salvajes  entre  sí.  Avanza  la  obra  emprendida  por 
el  Congreso  de  Viena  el  acta  del  de  Berlín  de  1885, 
en  el  cual  prometen  las  potencias  que  ejercen  ó  ejer- 
cieren soberanía  en  la  cuenca  convencional  del  Congo 
ó  tengan  en  ella  infiuencia  ó  autoridad  de  cualquier 
género  impedir  que  sirvan  tales  territorios  ni  de  mer- 
cado ni  tránsito  para  el  comercio  de  esclavos  de  cual- 
quier color  ó  raza  (13).  Coronó  la  humanitaria  empre- 
sa, llevando  sus  efectos,  no  sólo  á  la  costa  occidental 
como  su  predecesor  a,  sino  al  África  entera,  la  Con- 
ferencia antiesclavista  de  Bruselas,  cuya  Acta  gene- 
ral lleva  la  fecha  del  2  de  Julio  de  1890,  suscrita  por 
las  principales  naciones  civilizadas.  En  sus  cien  ar- 
tículos trata  primero  de  las  medidas  que  deben  to- 
marse para  impedir  el  tráfico  terrestre,  estableci- 
miento de  estaciones  armadas  y  prohibición  del  tráfi- 
co en  armas  de  fuego  en  una  determinada  zona;  lue- 
go determina  la  represión  marítima,  delimitando  la 
zona  en  la  cual  podrá  ejercerse  el  derecho  de  visita 
en  las  naves  de  menos  de  quinientas  toneladas  y  n 
ducido  al  examen  de  los  papeles  de  á  bordo  (artíc 
los  á  los  cuales,  siguiendo  sus  tradiciones,  negó  Frai. 
cia  su  ratificación),  debiéndose  en  caso  de  sospech' 
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ser  conducido  el  infractor  á  la  autoridad  más  próxima^ 
de  la  nación  cuya  bandera  llevaba,  y  habiendo  de  mo* 
dificarse  en  este  sentido  los  anteriores  tratados,  como 
así  lo  hicieron  Espafla  y  la  Gran  Bretafla,  sustituyen 
do  por  uno  nuevo  el  de  1836.  Prohíbese  también  la 
introducción,  exportación  y  tránsito  de  esclavos  en 
los  países  donde  aun  existe  la  esclavitud  doméstica 
y  se  establecen  dos  oficinas  internacionales,  una  en 
Zanzíbar,  destinada  á  centralizar  las  noticias  para  la 
represión  por  la  vía  marítima,  y  otra  en  Bruselas  para 
comunicarse  los  gobiernos  sus  medidas  respectivas. 
El  último  de  sus  capítulos  autoriza  la  prohibición  de 
la  venta  y  falsificación  de  bebidas  espirituosas  en  una 
zona  determinada,  obligándose  á  establecer  en  loa 
puntos  donde  no  permitan  este  tráfico  un  derecho  de 
entrada  ó  consumo,  que  es  ahora  y  durante  seis  afios 
por  el  Convenio  de  8  de  Junio  de  1899  de  setenta 
francos  por  hectolitro  de  60  grados  centesimales  (A), 
Como  dice  muy  bien  Bluntschli,  el  derecho  internacio- 
nal no  reconoce  como  válida  ley  alguna  en  la  que  se 
niegue  la  libertad  que  á  todo  hombre  concede  su  na- 
turaleza; por  el  hecho  de  pisar  el  esclavo  un  territo- 
rio en  el  que  esté  abolida  la  servidumbre,  adquiere  de 
pleno  derecho  la  libertad,  y  el  soberano  de  aquél  tiene 
verdadero  deber.de  defendérsela  (13).  Otras  acciones 
vituperables,  no  menos  dañinas  á  los  intereses  de  la 
humanidad  que  la  trata  de  negros,  solicitan  el  celo 
del  derecho  internacional  moderno  en  su  represión 
y  castigo;  tal  sucede  en  el  tráfico  de  los  inmigran- 
tes asiáticos  {coolies),  esclavitud  mal  disfrazada,  las 
tabernas  fiotantes  que  infectan  los  mares  del  Norte 
V  el  repugnante  comercio  de  mujeres  para  el  vicio, 
lamado  tan  gráficamente  trata  de  blancas;  pero  por 
10  haber  alcanzado  su  represión  las  proporciones  de 
a  destinada  á  aquélla  ni  llevar  tan  claramente  el 
lombre  de  delitos  contra  el  derecho  de  gentes,  hemos 


482  PARTB  BSPBOIAL 

de  reservar  su  estudio  al  de  las  medidas  tomadas  en 
protección  de  los  intereses  comunes  de  loe  pueblos. 
(Véase  §  83.) 

(1)  ¿Pueden  los  Estados  cometer  delitos,  y,  por  lo  tanto, 
tener  responsabilidad  criminal?  Sin  duda  alguna,  porque  tie- 
nen como  personas  jurídicas  voluntad  libre,  y  es  deUto  inter- 
nacional, pues,  toda  infracción  del  derecho  de  gentes  cometida 
por  un  Estado,  ya  por  si  mismo,  ya  consintiéndola  ó  tolerán- 
dola en  sus  funcionarios,  representantes  ó  subordinados  (a), 
¿Pueden  ser  castigados?  No  por  otro  Estado,  ya  que  supone 
la  imposición  de  la  pena  la  jurisdicción,  y  ésta  superioridad, 
y  las  naciones  son  todas  iguales.  Su  único  juez  es  Dios,  que 
encuentra  á  la  corta  ó  á  la  larga  el  verdugo  que  impone  su  sa- 
pientísimo fallo  al  pueblo  que  olvida  é  infringe  las  leyes  car- 
dinales de  la  sociedad  internacional. 

Mas  como  la  ley  internacional  puede  ser  infringida  directa- 
mente por  los  individuos,  transgrediendo  los  principios  funda- 
mentales del  orden,  del  derecho  y  de  la  humanidad,  la  con- 
ciencia jurídica  moderna  reconoce  como  tales  la  piratería  y  la 
trata  de  negros,  y  no  faltan  gobiernos  que,  con  legítimo^ere- 
cho,  aspiren  á  proclamar  como  tales  las  anárquicas  asechanzas 
del  socialismo  nihilista.  Martens  (F.)  considera  también,  con 
razón,  delito  internacional  la  destrucción  de  los  medios  de  co- 
municación, que  Dios,  por  la  industria  moderna,  ha  creado  y 
establecido  entre  los  pueblos.  (Ob.  cit.,  I,  trad.  firanc,  pá- 
gina 564.) 

(2)  «^  conndération  du  grana  intárét  que  S,  A,  B.  le  prince-ré- 
gent  d'Angleterre  manifesté  pour  mettre  fin  á  Vesclava^e  des  cM- 
tiens,  S,  M.  le  bey  de  Tunis,  voulant  prouver  son  désir  sincere  d'en- 
tretenir  les  rapports  d'amiiié  qui  existent  entre  lui  et  la  Grande  Bre- 
tagne,  et  donner  des  marques  de  ses  intentions  pacifiques,  ainti  que 

(a)    Liszt  expone  toda  la  teoría  de  las  responsabilidades  inteniacionales  > 

los  Estados  en  el  capitulo  dedicado  al  delito  de  derecho  internacional.  Lo  d  - 

ne:  «La  lesión  de  un  interés,  protegido  por  el  derecho  internacional,  de  an  Ssti  > 

obra  {ausgehende^  de  otro.  El  Estado  responde  de  todas  las  lesiones  del  deiec!  » 

internacional  cometidas  en  su  territorio,  ya  sea  por  sos  subditos  ó  por  extraía  • 
IOS,  por  particulares  ó  autoridades.»  (Ob.  oit,  •  24.) 


1 


DBRBCHO  MATERIAL.  —  DELITOS  483 

de  sa  haute  esHme  pour  les  puissances  ewropéennes  avee  lesquelles  il 
déHre  etablir  une  paix  durable,  declare  que  dans  le  cas  d'wne  guerre 
avec  quelqu'une  de  ees  puissances  (événement  que  Dieu  veuille  ¿cár- 
ter), aueun  des  prisonniers  faits  des  deva  parís  ne  sera  plus  réduit 
en  esclavage,  mais  quHls  seront  traites  avec  ioute  Ckumanité  possibU, 
eomme  prisonniers  de  guerre,  suivant  Vusage  établi  en  Europe  enpa- 
reil  cas,  jusqu'á  ce  quHls  aient  été réguliérement  échangés,  et  qu'á  la 
eessalion  des  hostilités  tous  les  prisonniers  seront  renvoyés  sans 
rancon  dans  leur  patrie. 

i>Fait  double  au  palais  du  Bardo  prés  Tunis,  en  présence  du  Tout- 
Puissant,  le  17  de  Aoril  de  Van  de  gráce  1816,  ou  le  19  de  la  lune 
Jumed'Anell,  Van  de  VHégire  1231. i^ 

La  declaración  del  bey  de  Trípoli  es  completamente  idén- 
tica. 

(3)  f  Dichos  plenipotenciarios  han  convenido  en  empezar  sus 
deliberaciones  sobre  los  medios  de  conseguir  objeto  tan  pro- 
vechoso, declarando  solemnemente  los  principios  que  les  guian 
en  este  examen. 

>En  consecuencia,  y  debidamente  autorizados  para  este 
acto  por  la  adhesión  unánime  de  sus  cortes  respectivas,  al 
principio  enunciado  en  el  dicho  articulo  separado  del  tratado 
de  París,  declaran  á  la  faz  de  Europa  que,  siendo  á  sus  ojos 
la  extinción  universal  del  comercio  de  negros  una  disposición 
digna  de  su  particular  atención,  conforme  al  espíritu  del  siglo 
y  á  la  magnanimidad  de  sus  augustos  soberanos,  desean  sin- 
ceramente concurrir  á  la  pronta  y  eficaz  ejecución  de  ella  con 
cuantos  medios  estén  á  su  alcance,  y  empleándolos  con  el  celo 
y  perseverancia  que  exige  una  causa  tan  grande  y  justa. 

»Sin  embargo,  conociendo  la  manera  de  pensar  de  sus  au- 
gustos soberanos,  no  pueden  menos  de  prever  que,  aunque 
sea  muy  honroso  el  fin  que  se  proponen,  no  procederán  sin  los 
justos  miramientos  que  requieren  los  intereses,  las  costumbres 
y  aun  las  preocupaciones  de  sus  subditos,  y,  por  lo  tanto,  los 
dichos  plenipotenciarios  reconocen  al  mismo  tiempo  que  esta 
declaración  general  no  debe  influir  en  el  término  que  cada  po- 
tencia en  particular  juzgue  conveniente  fijar  para  la  extinción 
definitiva  del  comercio  de  negros.  Por  consiguiente,  al  deter- 
minar la  época  en  que  este  comercio  debe  quedar  prohibido 
Tomo  1.  2i 
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tmiTersalmente,  será  objeto  de  negociación  entre  laa  poten- 
'cias;  bien  entendido  que  se  hará  todo  lo  posible  para  acelerar 
y  asegurar  el  curso  del  asunto,  y  que  no  se  considerará  cum- 
plido el  empeño  reciproco  que  los  soberanos  contraen  entre  al 
en  virtud  de  la  presente  declaración,  hasta  que  se  haya  con- 
seguido completamente  el  £n  que  se  han  propuesto  en  su  em- 
presa.» 

Lo  firma  también  el  plenipotenciario  español  Gómez  Labra- 
dor. (Cantillo,  pág.  775.) 

(4)  cArt.  2.^  Siendo  conformes  enteramente  los  sentimien- 
tos de  su  Majestad  Católica  con  los  de  su  Majestad  Británica, 
con  respecto  á  la  injusticia  é  inhumanidad  del  tráfico  de  es- 
clavos, su  Majestad  Católica  tomará  en  consideración,  con  la 
madurez  que  se  requiere,  los  medios  de  combinar  estos  senti- 
mientos con  las  necesidades  de  sus  posesiones  de  América;  su 
Majestad  Católica  promete  además  prohibir  á  sus  subditos  que 
se  ocupen  en  el  comercio  de  esclavos  cuando  sea  con  el  objeto 
de  proveer  á  las  islas  y  posesiones  qae  no  sean  pertenecientes 
á  España,  y  también  el  impedir  por  medio  de  reglamentos  y 
medidas  eficaces  que  se  conceda  la  protección  de  la  bandera 
española  á  los  eztraníeros  que  se  empleen  en  este  tráfico,  bien 
sean  subditos  de  su  Majestad  Británica  ó  de  otros  Estados  6 
potencias.» 

(5)  (T.  I,  36.)  cArt,  1.®  Por  el  presente  artículo  se  declara 
nuevamente  por  parte  de  España  que  el  tráfico  de  esclavos 
queda  de  hoy  en  adelante  total  y  finalmente  abolido  en  todas 
las  partes  del  mundo. 

» Art.  4.^  Con  el  fin  de  impedir  completamente  toda  infrac- 
ción al  espíritu  del  presente  tratado,  las  dos  altas  partes  con- 
tratantes consienten  mutuamente  en  que  los  buques  de  su 
respectiva  real  armada,  álos  que  se  proveerá,  según  más  ade- 
lante se  menciona,  con  instrucciones  especiales  al  efecto,  pue- 
dan registrar  aquellos  buques  mercantes  de  ambas  nacioi 
que,  por  motivos  fandados,  puedan  ser  sospechados  de  que 
ocupan  en  el  tráfico  de  esclavos,  ó  de  que  han  sido  equipai 
con  dicho  intento,  ó  de  que  durante  el  viaje,  en  el  que  se  < 
cuentren  con  los  mencionados  cruceros,  se  han  empleado 
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el  tráfico  de  esclavos»  contraviniendo  á  lo  que  en  el  presente 
tratado  se  estipula;  y  consienten  también  ambas  partes  con- 
tratantes en  qne  los  referidos  cruceros  puedan  detener  dichos 
buques,  y  enviarlos  ó  conducirlos  para  ser  jusgados  del  modo 
que  más  abajo  se  dispone. 

>Para  fijar  este  derecho  recíproco  de  registro  de  tal  modo 
que  sea  á  propósito  para  conseguir  el  objeto  de  este  tratado, 
sin  lugar  á  dudas,  controversias  y  reclamaciones,  se  enten- 
derá el  expresado  derecho  en  la  forma  y  bajo  las  reglas  si- 
guientes: 

>  1  .^  Nunca  podrá  ejercerse  sino  por  buques  de  guerra  au- 
torizados expresamente  al  efecto,  según  se  estipula  en  este 
tratado. 

»2.*  En  ningún  caso  podrá  ejercerse  el  derecho  de  registro 
respecto  de  un  buque  de  marina  real  de  una  ú  otra  nación, 
sino  meramente  respecto  de  los  buques  mercantes. 

»3.^  Siempre  que  un  barco  mercante  sea  registrado  por  un 
buque  de  guerra  deberá  exhibir  al  comandante  dq).  barco  mer- 
cante el  documento  que  acredite  estar  competentemente  auto- 
rizado al  efecto,  y  le  entregará  un  certificado  firmado  por  él 
que  indique  su  graduación  en  la  real  armada  de  su  país  y  el 
nombre  del  buque  que  manda,  y  que  compruebe  que  el  único 
objeto  del  registro  es  asegurar.se  si  el  buque  se  ocupa  en  el  co- 
mercio de  esclavos  ó  si  está  armado  para  este  tráfico.  Cuando 
el  registro  deba  hacerse  por  un  oficial  del  crucero  que  no  sea 
su  comandante,  dicho  oficial  exhibirá  al  capitán  del  buque 
mercante  una  copia  de  las  órdenes  especiales  ya  mencionadas, 
firmada  por  el  comandante  del  crucero,  y  le  entregará  también 
un  certificado  firmado  por  él  que  indique  la  graduación  que 
tanga  en  la  armada,  el  nombre  del  comandante  que  le  mandó 
proceder  al  registro,  el  del  crucero  en  que  navegare  y  el  obje- 
to del  registro,  según  se  ha  expresado  ya. 

>Si  constare  por  el  registro  que  los  papeles  del  buque  están 
en  regla  y  que  sus  operaciones  son  licitas,  el  oficial  expresará 
0B  el  diaria  de  la  embarcación  que  el  registro  se  ha  verifica- 
do en  virtud  de  las  órdenes  especiales  precitadas  y  el  buque 
quedará  en  libertad  de  continuar  su  viaje.  La  graduación 
del  oficial  que  haga  el  registro  no  debe  ser  inferior  á  la  de  te- 
niente  de  la  real  armada,  á  no  ser  que  por  muerte  ú  otra 
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cansa  haya  recaído  el  mando  en  nn  oñcial  de  graduación  íb> 
ferior. 

>4.*  £1  derecho  reciproco  de  registro  y  detención  no  podr¿ 
ejercerse  en  el  mar  Mediterráneo,  ni  en  los  mares  de  Europa 
que  se  hallan  faera  del  Estrecho  de  Gibraltar,  y  qne  se  extien- 
den al  Norte  del  paralelo  37^  de  latitud  septentrional,  y  á  la 
parte  oriental  del  meridiano  situado  á  20*  Oeste  del  de  Qreen- 
wich.» 

(6)  cArt.  IQ.  Queda,  además,  mutuamente  convenido,  que 
todo  bu|ue  mercante  inglés  ó  espa&ol  que  sea  registrado  en 
virtud  del  presente  tratado,  pueda  ser  legalmente  detenido  y 
enviado  ó  conducido  ante  los  tribunales  mixtos  de  justicia  es- 
tablecidos por  las  estipulaciones  del  mismo,  si  en  su  equipo  se 
encuentran  algunos  de  los  enseres  siguientes: 

» 1 .®  Escotillas  con  redes  abiertas,,  en  lugar  da  las  escotillas 
cerradas  que  se  usan  en  los  buques  mercantes. 

»2.^  Separaciones  ó  divisiones  en  la  bodega  ó  sobre  cubier- 
ta, en  mayor  námero  que  el  necesario  para  los  buques  desti* 
nados  al  tráfico  legal. 

»3.®  Tablones  de  repuesto  ó  postizos,  preparados  para  for- 
mar una  segunda  cubierta  ó  entrepuente  para  esclavos. 

»4.®  Cadenas,  grillos  y  manillas. 

»5.^  Una  cantidad  de  agua  en  vasijas  ó  cubas  mayor  que  la 
necesaria  para  el  consumo  de  la  tripulación  del  buque  regis- 
trado, en  su  calidad  de  buque  mercante. 

»6.^  Un  número  extraordinario  de  barriles  de  agua  ó  de 
otras  vasijas  para  contener  líquidos,  á  menos  que  el  capitán  no 
exhiba  un  certificado  de  la  aduana  del  paraje  de  donde  haya 
partido,  afirmando  que  se  han  dado  por  los  propietarios  de 
dicho  buque  suficientes  seguridades  de  que  la  mencionada  su- 
perabundante cantidad  de  barriles  y  vasijas  será  tan  sólo  em- 
pleada para  contener  aceite  de  palma  ú  otros  objetos  de  lícito 
comercio. 

»7.^  Una  cantidad  de  calderas  de  rancho  ó  vasijas  mayor  ~ 
la  que  se  requiere  para  el  usd  de  la  tripulación  del  buque  i 
gistrado,  en  su  calidad  de  buque  mercante. 

»8.**  Una  caldera  de  un  tamaño  extraordinario  y  de  magí 
tud  mayor  que  la  que  se  requiere  para  el  u^o  de  la  tripuladla' 
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del  bnqne  registrado,  en  sn  calidad  de  buque  mercante,  ó  más 
de  tina  caldera  de  tamaño  ordinario. 

»9.^  una  cantidad  extraordinaria  de  arroz,  de  harina  del 
Brasil,  de  manioco  ó  casada,  vulgarmente  llamada  harina  de 
maíz,  y  superior  á  la  que  probablemente  se  requiere  para  el 
uso  de  la  tripulación,  siempre  que  el  arroz,  harina  6  maíz  nó 
se  designe  en  el  manifiesto  como  parte  del  cargamento  para 
negociar. 

»Alguna  ó  algunas  de  estas  circunstancias  que  se  prueben, 
se  considerarán  como  indicios  prima  facie,  de  que  el  buque  se 
ocupa  en  el  comercio  de  negros,  y  servirá  para  condenarle  y 
declararle  de  buena  presa,  á  menos  que  el  capitán  ó  los  due- 
ños del  buque  prueben  satisfactoriamente  que  dicho  buque  se 
hallaba  empleado  al  tiempo  de  su  detención  en  alguna  especu- 
lación legal.» 

(7)  Por  tratado  de  29  de  Marzo  de  1879,  celebrado  en  Lon- 
dres, el  Imperio  alemán  se  sustituyó  á  Prusia  en  todos  los  de- 
rechos y  obligaciones  del  tratado  de  Londres  de  1841. 

(8)  La  dificultad  versaba  en  que  los  Estados  Unidos  preten- 
dían que  una  vez  establecida  la  nacionalidad  americana  de  sus 
buques  mercantes  no  podía  pasar  más  adelante  la  visita  de  los 
cruceros  ingleses,  ya  que  la  bandera  americana  era  garantía 
de  la  inocencia  del  tráfico. 

Francia  celebró  su  tratado  con  Liglaterra  en  1845,  pero 
sólo  por  diez  años,  que  terminaron  en  1855,  dándose  después 
en  1859  y  1867  instrucciones  de  común  acuerdo  á  los  buques 
de  guerra  de  ambos  gobiernos. 

(d)  Por  un  convenio  celebrado  entre  Inglaterra  y  Egipto 
en  4  de  Agosto  de  1877  (Martens,  N.  R.  G.  11  ser.  n,  pági< 
na  493),  renovado  en  1895,  ambas  naciones  autorizan  mutua- 
mente á  sus  cruceros  para  que  visiten  y  detengan  para  entre- 
crío á  la  autoridad  egipcia  más  conveniente  ó  cercana,  á  fin 
Le  que  lo  juzgue,  todo  buque  egipcio  ó  inglés  que  se  halle 
raficando  en  esclavos  negros  abisinios  ó  hubiese  vehementes 
ospechas  de  haberse  dedicado  ó  irse  á  dedicar  á  tal  comercio. 
Dicha  visita  podrá  ser  ejercida  en  el  mar  Negro,  en  el  Golfo 
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de  Aden^  en  la  oosta  de  Arabia  y  la  oriental  de  África  y  ea 
las  aguas  marítimas  de  Egipto  y  sos  dependencias. 

(10)  En  Francia  fué  abolida  en  1848,  en  los  Estados  ünidoe 
fué  cansa  de  la  guerra  eÍTÍl  (1861  - 1865)  por  pretender  su  coa- 
sarvación  los  Estados  del  Sud,  y  definitivamente  declarada  la 
emancipación  de  los  esclavos  en  22  de  Septiembre  de  18tt 
(aunque  no  fué  completa  del  todo  sino  hasta  el  fin  de  la  luefas). 
ibi  el  Brasil  se  sentó  la  base  legal  de  la  abolición  de  la  escla- 
vitud por  la  ley  de  1871,  y  lo  quedó  definitivamente  en  Mayo 
de  1888  (h). 

(U)  cArt.  1.^  Constituye  delito  para  los  efectos  de  esta  Isy: 

«Primero.  El  armamento  de  buques  y  cualquiera  otra  opera- 
ción que  se  haga  en  ellos  para  destinarlos  al  tráfico  de  negroB, 
así  como  el  viaje  de  los  mismos  buques  á  la  costa  de  África, 
cualquiera  que  sea  su  bandera. 

«Segundo.  La  adquisición  de  negros  boiales  ñiera  de  las  is- 
las de  Cuba,  Puerto  Eico  ó  sus  adyacentes,  y  su  transporte  á 
estas  islas  ó  á  cualquiera  otro  punto. 

«Tercero.  La  introducción  de  los  mismos  negros  en  las  slas 
referidas,  ó  la  presenxúa  en  sus  aguae  jurisdiccionales  de  bu- 
ques con  cargamento  de  negros  bozales»  (c), 

(12)  (T.  IX,  99.)  «Art.  IX.  Conforme  á  los  principios  del 
derecho  de  gentes,  según  se  hallan  reconocidos  por  las  poten- 
cias firmantes,  estando  prohibida  la  trata  de  esclavos,  y  de- 
biendo considerarse  también*  como  prohibidas  las  operacionsB 
que  por  tierra  ó  por  mar  proporcionan  esclavos  para  la  trata, 
las  potencias  que  ejercen  ó  ejercieren  derechos  de  soberanía  6 
influencia  en  los  territorios  que  forman  la  cuenca  convencio- 
nal del  Congo  declaran  que  dichos  territorios  no  podrán  servir 
de  mercado  ni  de  vía  de  tránsito  para  la  trata  de  esclavos,  ds 
cualquier  rasa  que  sean,  comprometiéndose  cada  una  de  i 


(6)  FntnoiA  abolló  la  esclaYitnd  en  MadagaarM'  tan  pronto  eomo  ftié  de 
lada  colonia  francesa,  y  lo  mismo  hlso  la  Gran  Bretaña  en  SSamsibar,  somet 
á  BU  protectorado,  por  decreto  de  6  de  Abril  de  1887. 

(c)  Como  hemos  visto,  en  muohoe  tratadoB  se  oompcende  la  taita  de  aer 
entre  los  delitos  que  dan  lugar  á  extradición  (f  51,  pág.  S24). 
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potencias  á  emplear  todos  los  medios  que  estén  en  sn  poder 
para  concluir  con  tal  comercio  y  para  castigar  á  los  que  se 
ocupan  en  él.» 

(13)  Bluntschü,  art.  360.  Esta  doctrina  ha  sido  reconocida 
por  un  sinnúmero  de  sentencias,  7  figura  expresamente  ei;  la 
legislación  de  machos  países.  La  Real  orden  de  18  de  Agosto 
de  1859  la  declara  expresamente  entre  nosotros.  En  ella  se 
deniega  la  devolución  de  unos  esclavos  portugueses  proceden- 
tes de  la  colonia  de  Santo  Tomé  7  del  Principe  que  se  hablan 
refugiado  en  Fernando  Poo.  He  aquí  los  considerandos  de 
dicha  Eeal  orden: 

«Considerando  que  el  título  de  propiedad  sobre  un  esclavo 
sólo  puede  ser  válido  en  aquellos  países  en  que  las  leyes  reco- 
nocen la  existencia  de  la  esclavitud: 

>  Considerando  que  en  todos  los  países  donde  la  esclavitud  no 
está  admitida,  todos  los  hombres,  de  cualquiera  clase  y  proce- 
dencia, son  necesariamente  reputados  como  libres: 

» Considerando  que  no  reconocida  la  validez  del  título  que 
sirve  de  fundamento  á  esta  petición,  no  puede  ser  tomada  en 
consideración: 

> Considerando,  por  último,  que  en  Eemando  Poo  y  sus  de- 
pendencias no  se  admite  ni  reconoce  en  manera  alguna  la 
existencia  de  la  esclavitud,  S.  M.  la  reina  ha  tenido  á  bien 
disponer  que  en  ningún  caso  acceda  V.  S.  á  reclamaciones 
como  la  entablada  por  el  gobernador  de  las  islas  portuguesas 
de  Santo  Tomé  y  del  Príncipe.» 

En  los  buques  mercantes  niegan  las  naciones  el  asilo  á  los 
esclavos  fugitivos,  en  los  de  guerra  es  muy  raro  el  conceder- 
la. El  Almirantazgo  británico  expidió  en  1876  unas  instruccio- 
nes sobre  este  particular  harto  vagas  y  confusas.  De  ellas  se 
deduce  que  el  capitán  del  buque  de  guerra  no  debe  conceder 
la  extradición,  sino  con  seguridades  de  que  se  tratará  con  hu- 
manidad al  fugitivo. 

En  1872  unos  coolies  (esclavos  chinos)  se  escaparon  del 
buque  peruano  María  Luz  en  el  puerto  de  Kanagawa,  y  se  re- 
ñigiaron  en  el  buque  inglés  Iron  D»ke  que  los  entregó  á  las 
autoridades  japonesas.  El  tribunal  de  Kanagawa  declaró  nulos 
los  contratos  de  flete  hechos  en  Macao  y  libres  los  infelices 
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chinos,  qne  fueron  llevados  á  Shangai  d  costas  del  gobierno 
japonés. 

La  decisión  arbitral  del  emperaidor  de  Easia  en  "/^  de 
Mayo  de  1875  aprobó  la  conducta  de  dicho  Estado,  desechan- 
do por  infundadas  las  reclamaciones  del  Perú. 

(A)  La  acción  internacional  iniciada  incidentalmente  por  la 
Conferencia  de  Berlín  (d)  ha  tenido  pleno  complemento  en  el 
Acta  de  Bruselas  de  2  de  Julio  de  1890  iT.  IX,  401),  suscrita  por 
España,  Alemania,  Austria-Hungría,  Bélgica,  Dinamarca,  Con* 
go,  Estados  Unidos  de  América,  Francia,  Gran  Bretaña,  Países 
Bajos,  Persia,  Portugal,  Rusia,  Suecia  y  Noruega,  Turquía  y 
Zanzíbar,  habiéndose  adherido  después  Abisinia,  Líber ia  y  el 
Estado  libre  de  Orange.  Fueron  los  iniciadores  de  tan  notorio 
progreso  del  derecho  de  gentes,  que  sólo  cede  en  importancia 
al  Congreso  de  El  Haya  (y  puede  ser  que  aun  le  aventaje  en  la 
realidad  de  los  hechos)  el  cardenal  Lavigerie  y  el  gobierno 
belga,  respondiendo  á  las  vehementes  excitaciones  del  gran 
León  XIII  en  su  encíclica  de  Mayo  de  1888,  felicitando  4  los 
obispos  del  Brasil  por  la  abolición  de  la  esclavitud  en  aquel 
Estado.  Dicha  Acta  no  quedó  ratificada  por  todos  los  firmantes 
hasta  Marzo  de  1892,  por  haberla  retardado  varios:  Portugal, 
Estados  Unidos  y  Francia;  esta  última,  como  veremos,  la  dio, 
reservándola  en  determinados  artículos.  En  su  primer  capítu- 
lo señala  las  medidas  que  deben  tomarse  en  los  territorios  don- 
de halla  su  origen  tan  repugnante  comercio.  Se  instituyen  es- 
taciones armadas  con  fuerzas  suficientes  y  se  destacan  cruce- 
ros en  las  aguas  inmediatas,  destinados  k  impedir  y  castigar 
la  caza  del  hombre.  Se  establece  una  zona  (del  20°  Norte  al  !o2* 
Sur),  en  la  cual  queda  reglamentado  y  prohibido  en  lo  posible 
el  comercio  de  armas  de  fuego  (artículos  I  á  XIV).  El  segundo 
determina  la  vigilancia  que  será  ejercida  para  perseguir  la 
trata  por  tierra,  vigilándose  las  rutas  acostumbradas  por  las 
caravanas,  para  detenerlas  y  libertar  los  esclavos  en  ellas  con- 
ducidos (artículos  XY  á  XIX).  El  tercero,  el  más  importante  de 
todos,  se  ocupa  de  la  represión  marítima.  Determínase  en  pri- 
mer lugar  la  zona  sospechosa.  Ésta  se  limita  por  una  linea  que 
sigue  las  costas  del  Océano  índico  (comprendiendo  las  del  G< ' 

(d)  En  1898  Alemania,  Gran  Bretaña,  los  Países  Bajoe  é  Italia  bloquearon  < 
eomún,  concediéndose  nn  derecho  de  visita  recíproco,  la  costa  de  Zaiunbaí 
Moaambique.  Francia  no  tomó  parte  directa,  pero  cooperó  mandando  un  ctuoai 
para  vigilar  los  buques  que  llevaban  su  pabellón.  (Véase  Bonflls,  páe.  217.) 
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fo  Pérsico  y  del  mar  Bojo),  desde  el  Beluchistan  hasta  la  pnnta 
del  Tangalane  de  una  parte,  y  de  la  otra  una  línea  convencio- 
nal que  siguiendo  el  meridiano  de  Tangalane  vaya  á  encontrar 
el  grado  26^  de  latitud  Sur,  se  confunda  con  el  mismo,  rodee  la 
isla  de  Madagascar  por  el  Este,  deteniéndose  después  á  20 
millas  de  la  costa  oriental  en  su  intersección  con  el  meridiano 
de  Ambre.  De  allí  va  por  una  línea  oblicua  á  encontrar  de  nue- 
vo la  costa  del  Beluchistan,  pasando  á  20  millas  del  cabo  Eaz 
el  Had.  Las  potencias  que  tuviesen  tratados  señalando  otras 
zonas  se  obligan  á  modificarlos  reduciéndolas  á  ésta  (e).  El  de- 
recho de  visita  queda  limitado  á  los  buques  de  menos  de  500 
toneladas,  y  reducido  en  los  buques  de  naciones  que  no  tengan 
celebrados  tratados  pai-ticulares  (como  sucede  entre  España  y 
la  Gran  Bretaña)  á  la  averiguación  de  los  papeles  de  á  bordo 
por  cualquiera  crucero  de  las  naciones  contratantes  en  naves 
que  lleven  su  bandera  ó  la  de  cualesquiera  otras  de  las  mis- 
mas, debiendo  las  indígenas  exhibir,  á  más  de  la  autorización 
para  enarbolar  el  pabellón,  el  rol  de  la  tripulación  y  el  mani- 
fiesto de  los  pasajeros  negros  conducidos.  En  caso  de  deducir- 
se una  sospecha  de  dedicarse  al  prohibido  comercio,  el  buque 
será  conducido  al  puerto  más  próximo  donde  haya  una  auto- 
ridad del  Estado  cuyo  pabellón  lleva  la  nave  detenida.  Dicha 
autoridad  hará  entonces,  á  presencia  del  comandante  del  apre- 
sador,  una  información  sobre  el  derecho  con  que  se  llevaba- 
el  pabellón,  y  si  resulta  que  no  existía,  quedará  el  buque  á 
disposición  del  captor;  si  se  demuestra  un  acto  de  trata,  dejada 
en  secuestro  la  presa,  el  capitán  y  tripulación  serán  entregados 
á  los  tribunales  de  su  país  y  los  esclavos  puestos  en  libertad 

(e)  En  camplfmlento  de  este  acuerdo  España  y  la  Gran  Bretaña  declaiaron 
derogado  el  tratado  de  28  de  Jnnio  de  1835  por  otro  de  2  de  Julio  de  18U0  (T.  IX,  473) 
eayas  d^Bposiclones  están  absolutamente  de  acuerdo  con  las  del  Acta  general.  En 
el  art.  1.*^  se  declara  que  todo  buque  que  intente  ejercer  el  tráfico  de  esclavos  per- 
derá todo  derecho  á  la  protección  de  su  bandera.  Se  delimita  la  Tona,  donde  po- 
drá ^ercerse  el  derecho  de  visita  (art.  2."),  en  los  mismos  términos  que  el  Acta 
^neml,  y  como  ella  se  reserva  para'los  buques  de  menos  de  500  toneladas  (ar- 
ticulo 3.^).  Además  de  los  derechos  estipulados  en  el  Acta  general  podrán  los 
cruceros  de  una  y  otra  parte,  después  de  examinados  los  papeleo  de  á  bordo,  ve- 
rificar la  visita  ó  registro  de  los  buques  sospechosos  de  la  cabida  dicha  (art.  4.<*). 
Ia  visita  no  podrá  ejercerse  sobre  los  buques  de  guerra  ó  pertenecientes  á  los 
g  'liemos  contratantes,  pero  loe  cruceros  de  éstos  se  prestarán  mutua  ayuda  en 
I  cf  rcanstancias  que  sea  útil  (art.  6.®).  Los  buques  detenidos  serán  entregados 
9  ^áo  ingleses  á  las  autoridades  que  designe  el  gobierno  de  B.  M.  B.  ó  á  un  bu- 
q  de  guerra  si  sn  capitán  lo  consiente;  siendo  españoles  á  la  autoridad  oonsn- 
h  que  el  gobierno  de  3.  M.  la  reina  de  España  designe  ó  á  un  buque  de  guerra 
s  ii  capitán  lo  admite  (art.  6.**).  Las  partes  contratantes  se  obligan  á  asegurar  la 
i:     «rtad  inmediata  de  los  esclavos  hallados  en  los  buques  detenidos  (art  0.^). 
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tan  laego  aqaéllos  sentenciaren.  Si  hubiese  discrepancia  acerca 
el  resultado  de  la  información,  se  nombrarán  ¿rbitroa  de  entre 
las  autoridades  de  las  demás  potencias  signatarias.  Declarada 
por  el  tribanal  ó  los  arbitros  la  inocencia  completa  del  dete- 
nido, el  gobierno  del  captor  se  bailará  obligado  á  satisfacer  la 
indemnización  correspondiente,  y  si  se  confirma  la  presa,  se 
adjudicará  ésta  al  apresador  (artículos  XX  á  LXI).  Francia 
negó  su  ratificación  á  los  artículos  XXI  á  XXIII  y  XLII  á  LXI, 
es  decir,  á  la  delimitación  de  la  zona  sospechosa  y  al  ejercicio 
de  este  derecho  de  visita.  £1  capitulo  cttarto  se  refiere  á  los 
países  en  los  cuales  aun  existe  la  esclavitud  doméstica,  obligán- 
dose éstos  á  prohibir  la  introducción,  tránsito  y  exportación 
de  esclavos,  alabándose  la  ley  turca  de  1889  (artículos  liXQ 
á  LXXIU). 

En  el  capitulo  quinto  se  trata  de  las  instituciones  destinadas 
á  asegurar  la  ejecución  del  Acta  general;  una  oficina  interna- 
cional en  Zanzíbar,  compuesta  de  delegados  de  las  potencias 
signatarias,  encargada  de  centralizar  todos  los  documentos  y 
noticias  que  puedan  facilitar  la  represión  de  la  trata  en  la  zona 
marítima,  y  otra  en  Bruselas,  con  la  misión  de  facilitar  el  cam- 
bio entre  las  potencias  adheridas  de  las  leyes  y  reglamentos 
edictados  en  cumplimiento  del  Acta  general,  y  las  noticias  es- 
tadísticas referentes  á  la  trata,  esclavos  detenidos  y  liberados, 
y  el  tráfico  de  armas,  municiones  y  bebidas  alcohólicas,  y, 
finalmente,  otros  terceros  centros  de  protección  de  los  libera- 
dos en  los  puertos  de  la  zona  señalada  en  el  art.  XXI  y  demás 
puntos  de  captura,  tránsito  y  llegada  de  esclavos  (artícu- 
los LXXIY  &  LXXXIX).  El  capitulo  seacto  restringe  el  trár 
fico  de  bebidas  alcohólicas,  autorizando  á  prohibirlo  en  una 
2ona  limitada  por  el  grado  20^,  latitud  Norte  y  el  23^  longitud 
Sur,  lindando  al  Oeste  con  el  Océano  Atlántico  y  al  Este  con 
el  Océano  índico,  comprendiéndose  en  ellas  las  islas  adyacen- 
tes á  la  costa.  En  los  países  donde  no  se  haya  establecido  dicha 
prohibición  y  en  los  cuales  los  derechos  de  importación  no 
lleguen  á  15  francos  por  hectolitro,  se  deberá  elevar  á  dicha 
cantidad  durante  los  tres  años  inmediatos  á  la  ejecución  del 
Acta,  y  podrá  subirse  aun  á  25  por  otro  periodo  igual  (ártica- 
los  XC  á  XCV)  (f).  El  capítulo  séptimo  (artículos  XCVI  á  G> 

(/)   Por  el  nuevo  oonvenio  de  8  de  Junio  de  1899,  firmado  por  España,  Al 
nía,  Bélgica,  Estado  independiente  del  Ck>ngo,  Francia,  Oran  Breta&a,  Itn 
Países  Bajos,  Portugal,  Rusia,  Suecia  y  Noruega  y  Turquía  (Ooceta  de  7  ae 
lio  de  1900),  se  fija  el  derecho  de  entrada  de  los  espirituosos,  en  las  reglonei 
la  soaa  dloha  donde  no  esti  prohibida,  en  un  mínlmnin  de  70  íranoos  por  1 
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eoatíene  las  disposiciones  finales  sobre  adhesión  de  otras  po- 
tencias, ratificación,  etc.  Los  acuerdos  del  Acta  de  Bruselas 
fueron  aprobados,  recomendando  su  ratificación  integra,  por  el 
Instituto,  en  su  sesión  de  Hamburgo  de  1891.  Lástima  que 
Francia,  &  pesar  de  la  mitigadísima  y  racional  forma  que  se 
señala  al  derecho  de  yisita  no  haya  querido  seguir  aún  este 
consejo  (g). 

§  64.  h)  De  la  piratería*. — Si  se  acude  á  su  eti- 
mología griega;  pirata  no  significa  otra  cosa  sino  la 
drón  del  niar.  Atendiendo  á  esta  oircunstancia,  mu- 
chos autores  consideran  como  á  tal  piratería  todo  acto 
de  violencia  y  depredación  cometido  por  un  buque  en 
el  mar  (1).  Es  lo  preferible,  sin  embargo,  adherirse  á 
la  opinión  de  Geff cken  y  Hall,  que  entienden  ser  la 
principal  circunstancia  que  el  acto  violento  y  de  ra- 
piña haya  sido  cometido  sin  la  autoridad  y  orden  de 
una  comunidad  política  W.  Constituye,  pues,  la  esen- 
cia del  delito  internacional  de  piratería  el  que  exista 
un  acto  depredatorio  de  fuerza  cometido  por  un  buque 
BÍn  usar  para  ello  legítimamente  la  autoridad  de  un 

tolitro  por  50^  centeBinutles  (podiendo  ser  de  60  fínnoos  en  el  Togo  y  Dahomey), 
aumentándose  y  disminuyéndose  proporcionalmente  en  los  caldos  de  gradúa- 
clon  superior  ó  inferior  á  60.  Dentro  de  seis  años  será  sometido  á  revisión  de  este 
derecho.  Las  potencias  que  posean  territorios  en  dichas  regiones,  po<lrán  elevar 
en  éstas  loe  derechoi  á  una  cantidad  mayor  (art.  l.'^).  Las  bebidas  fabricadas  en 
dichas  regiones  serán  sometidas  á  un  derecho  de  consumo  {flccise)  que  no  será 
inferior  al  fijado  paia  la  entrada  (art.  2.^). 

ig)  En  su  sesién  de  Paris  de  1804  el  Instituto  propuso  que  se  estableciera  un 
tsistema  único  de  vigilancia  y  de  represión  de  la  trata  por  un  acuerdo  de  las  po- 
tencias in  eresadas,  en  la  siguiente  forma:  1.^  Si  la  presunción  de  nacionalidad 
qqe  produce  la  bandera  ostentada  por  el  buque  puede  ser  puesta  en  duda  serlas 
mente,  por  noticias  contrarias  positivas  ú  otros  indicios  naturales  que  hagan 
creer  no  pertenece  á  la  nación  que  aquélla  afirma,  el  buque  de  guerra  extraigo* 
xo  que  lo  encuentra  puede  comprobar  asta  nacionalidad.— 2.°  Bsta  comprobación 
■e  reducirá  á  examinar  los  títulos  que  autorizan  á  llevar  el  pabellón,  títulos  que 
deberán  ser  conformes  á  un  modelo  único  obligatorio.  A  los  buques  indígenas 
Cbúiuttf,  dow9\  se  les  podrá  pedir,  además,  el  rol  de  la  tripulación  y  él  manifles- 
de  los  pasajeros.— S.^  Salvo  este  caso  queda  prohibida  toda  otra  averiguación 
i  bre  la  nacionalidad.  —  4.°  Cuando  de  la  averiguación  dicha  resulte  sospecha 
*    í  ftaude,  será  conducido  el  buque  á  la  autoridad  más  próxima  de  la  nación 

lya  bandera  enarboló.  Bsta  procederá  á  una  información  previa  delante  del 

(dal  captor. 

(•)  C.  f  117. 
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cuerpo  político  reconocido  por  el  derecho  internacío- 
narl  (3).  Debe  distinguirse  entre  la  piratería  propia- 
mente dicha  y  los  actos  asimilados  á  ella  por  las  le- 
yes nacionales  de  cada  Estado  (4).  No  basta  que  en 
una  guerra  civil  declare  un  beligerante  á  otro  pirata 
para  que  deban  considerarle  tal  las  naciones  extran- 
jeras (*).  Hay  varios  actos  asimilados  por  el  derecho 
internacional  á  la  piratería:  tales  son  la  trata  de  ne^ 
gros  (véase  §  63),  el  buque  que  tiene  sublevada  su  tri- 
pulación, la  nave  neutral  que  usa  letras  de  corso  de 
ambos  beligerantes,  etc..(B),  Mientras  que  es  compe- 
tente para  juzgar  los  crímenes  de  piratería  interna- 
cional cualquier  Estado  que  aprese  al  delincuente,  los 
actos  asimilados  á  la. piratería  por  las  leyes  interiores 
de  un  Estado  sólo  son  aplicables  á  sus  subditos  y  com- 
petentes sus  tribunales  para  juzgarles  (7).  Sumarísimo 
era  el  procedimiento  con  el  que  se  penaba  en  los 
tiempos  antiguos  á  los  ladrones  del  mar.  Cogidos  in 
fraganti,  se  les  colgaba  del  palo  mayor  de  la  nave 
instrumento  de  sus  crímenes.  Hoy  día,  dada  la  cultu- 
ra de  la  conciencia  jurídica  de  los  pueblos  modernos, 
y  no  siendo  necesario  tan  rápido  y  ejemplar  castigo, 
porque  gracias  á  lo  frecuentadas  que  son  las  vías 
marítimas  son  ya  más  raras  las  depredaciones  pirá- 
ticas (A),  se  les  somete  á  un  juicio  regular  ante  los 
tribunales  del  apresador,  que  juzgan  en  forma  de  de- 
recho de  la  validez  de  la  captura  y  de  la  aplicación 
de  las  leyes  penales  á  los  apresados  delincuentes  (•). 
Compréndese  bien  el  carácter  criminal  de  la  pirate- 
ría al  recordar  que  como  la  captura  por  ellos  verifi- 
cada no  ha  podido  transferirles  derecho  alguno,  vuel- 
ven las  represas  pura  y  sencillamente  á  sus  antig"«« 
propietarios,  que  nunca  dejaron  de  serlo,  cualqui 
que  hubiese  sido  el  tiempo  que  tuvieron  en  su  pa. 
los  robados  objetos  los  piratas  W. 
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(1)  Riquelme  (ob.  oit.,  I,  pág.  237):  «Los  piratas,  según  la 
ley  de  las  naciones»  son  aquellos  que  corren  los  mares  por  su 
propia  autoridad  y  no  bajo  el  pabellón  de  un  Estado  civiliza- 
do, para  cometer  toda  clase  de  desafueros  á  mano  armada,  ya 
en  paz,  ya  en  guerra,  contra  los  buques  de  todos  los  pue- 
blos.» 

Ortolan  (ob.  cit.,  ü,  cap.  XI):  «.Les  pirates  ou  forhans  son$ 
eeus  qui  courent  les  mers  de  leur  propre  autorité,  pour  y  commettre 
des  ocles  de  déprédation,  pilldnl  a  main  armée,  soil  en  lemps  de 
paiv,  soil  en  lemps  de  guerre,  les  navires  de  laules  les  nalions,  sans 
faire  aucune  dislinlion  que  celle  que  leur  convienl  pour  assurer 
timpunité  de  leurs  m^faíts,* 

Heffter  (ob.  cit.,  §  104):  €Za  piralerie  consiste  dans  V arres- 
laMon  et  dans  la  prise  viólenle  de  navires  el  des  hiens  qui  s'y  Irou- 
venl,  dans  un  bul  de  lucre  et  sans  juslifier  une  commission  délivrée 
i  cel  felpar  un  gouvemement  responsable.'» 

Bluntschli  (§  343):  (LÜes  navires  sont  consideres  comme pirales, 
qui  sans  Vautorisalion  d'une  puissance  helli¿  erante,  cherchent  Á 
s'amparer  des  personnes,  á  faire  du  butin  (navires  et  marchandises), 
ou  á  anéantir  dans  un  bul  criminel  les  biens  d'autrui,^ 

Calvo  (§  1.134):  ^Piralerie  c'est  tout  vol  oupillage  dCun  navire 
ami,  toute  déprédation,  tout  acte  de  violence  commis  á  main  armée 
en  pleine  mer  contre  la  personne  ou  les  biens  d^un  étranger,  soit  en 
iemps  de  paix,  soit  en  temps  de  guerre,^ 

Kent  (Com.  I,  183):  «Una  rapiña  ó  violenta  depredación 
cometida  en  alta  mar,  sin  autoridad  legitima  para  ello,  h^cha 
animo  furandi  y  con  el  espíritu  é  intención  hostil  para  todo 
el  universo.» 

Wheaton  (§  122,  ed.  Boyd):  «El  delito  de  robar  en  alta  mar 
sin  tener  autorización  de  ningún  Estado  soberano  ó  con  comi- 
siones de  diferentes  principes  que  están  en  guerra  entre  sí.» 

Phillimore  (T.  I,  §  354):  «El  acto  de  asaltar  buques  que 
están  navegando  en  alta  mar,  cometido  animo  furandi,  tanto  si 
86  consumó  ó  no  el  apresamiento  ó  violenta  depredación,  tanto 
si  kcompa&aron  ó  no  á  tales  actos  asesinatos  y  violencias  per- 
B(    ales.» 

!}1  Diccionario  de  la  Academia  da  una  definición  de  la  pira- 
t€  la  más  defectuosa  aún  que  la  de  la  extradición;  según  ella, 
es  'giratoria  el  robo  y  apresamiento  de  las  embarcaciones  que  andan 
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por  el  mar.  De  la  misma  noción  equivocada  parte  el  art.  165 
del  Código  penal  (véase  nota  8),  del  qne  se  deduce  lógicamenta 
que  es  licita  toda  rapiña  y  violencia  con  las  embarcaciones 
enemigas,  tanto  si  se  posee  comisión  legítima  como  no.  Tanto 
la  Academia  como  el  Código  confunden  lastimosamente  la  pi- 
ratería  con  el  corso  y  el  derecho  de  captura.  Al  imponerse  una 
pena  menor  al  que  comete  actos  de  piratería  contra  un  subdito 
no  beligerante  de  una  nación  que  está  en  guerra  con  España, 
se  exime  de  toda  responsabilidad  al  que  roba  á  los  subditos 
beligerantes,  y  esto  ha  de  ser  precisamente  en  uno  de  estos 
dos  casos,  ó  que  el  pirata  ataca  al  subdito  beligerante,  es 
decir,  á  un  combatiente  prestando,  éste  su  servicio,  acción 
que,  por  lo  rara  é  imprudente»  no  sólo  no  es  criminal,  sino 
heroica,  pues  ¿qué  particular,  por  patriota  que  sea,  se  atre- 
verá á  medir  sus  fuerzas  con  un  buque  de  guerra;  6  que  el 
nacional,  sin  autorización  ninguna  del  Estado,  capture  y  apre- 
se propiedades  de  subditos  enemigos  que  tomen  parte  en  la 
lucha?  Esto,  segÚQ  nuestro  Código  penal,  es  completamente 
licito,  aunque  á  los  ojos  del  derecho  internacional  sea  retro- 
ceder á  los  bárbaros  tiempos  de  las  letras  de  corso  generaleB. 

(2)  Geffcken  (n.  4  á  Heffter):  «El  pirata  que  ejerce  violsü- 
cia  en  alta  mar  contra  personas  extranjeras  ó  contra  la  pro- 
piedad  extranjera  sin  estar  autorizado  por  un  poder  político 
determinado,  carece  de  nacionalidad.  Como  ningán  gobierno 
puede  permitir  semejantes  crímenes,  el  pirata  sólo  puede  ha- 
berse procurado  los  documentos  de  á  bordo  por  medios  fraudu- 
lentos y  enarbolar  un  pabellón  por  íalsiñcación.» 

Hall  (ob.  cit.,  pág.  235)  deane  la  piratería  después  de  va- 
rias sagaces  observaciones  sobre  la  verdadera  índole  de  este 
delito:  «Los  actos  de  violencia  cometidos  en. el  Océano  ó  en.  tie- 
rras no  habitadas  ó  dentro  del  territorio  de  un  Estado,  pero 
viniendo  del  mar,  por  una  reunión  de  hombres  que  obran  in- 
dependientemente de  toda  comunidad  política  organizada  po- 
líticamente.» 

(3)  ¿Serán  actos  de  piratería  las  devastaciones  y  robos  - 
metidos  en  tierra  por  la  tripulación  de  un  buque  pirata?  B  1 
contesta  añrmativamente  fundándose  en  que  el  accidente      e 
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(Mmieterse  los  actos  piráticos  en  tierra,  no  les  quita  para  nada 
sa  carácter  esencial. 


(4)  Ordenanzas  de  la  armada  de  1793,  Tratado  IX,  tlt.  I, 
art.  9.*:  «Encontrando  mis  baxeles  cnalqnier  embarcación  qne 
navegue  con  bandera  supaesta,  no  conforme  á  la  pateóte  de 
su  armamento,  deberán  sns  comandantes  detenerla  y  darme 
onenta.» 

Ordenanzas  de  Corso,  art.  27:  «Las  embarcaciones  que  se 
encontraren  navegando  sin  patente  legitima  de  principe,  Be- 
pública  ó  Estado  que  tenga  facultad  de  expedirla  serán  dete- 
nidas, asi  como  las  que  pelearen  con  otra  bandera  que  la  del 
principe  ó  Estado  de  quien  fuere  su  patente,  y  las  que  la  tu- 
vieren de  diversos  principes  y  Estados,  declarándose  unas  y 
otras  de  buena  presa,  y  en  caso  de  estar  armados  en  guerra, 
sus  cabos  y  oficiales  serán  tenidos  por  piratas.» 

Art.  29.  «No  siendo  licito  á  mis  vasallos  armar  en  guerra 
embarcación  alguna  sin  mi  licencia  ni  admitir  á  este  fin  pa- 
tente 6  comisión  de  otro  príncipe  ó  Estado,  aunque  sea  aliado 
mío,  cualquiera  que  se  encontrare  corriendo  el  mar  con  seme- 
jantes despachos,  ó  sin  alguno,  será  de  buena  presa,  y  su  ca- 
pitán ó  patrón  castigado  como  pirata.» 

Los  recientes  tratados  de  extradición  con  Méjico  (art.  2.^, 
§  16),  Venezuela  (art.  2.^,  §  20),  Liberia  (art.  2.^,  §  16),  Gua- 
temala (art.  2.^,  %  20)  y  Perú  (art.  2.®,  §  16),  consideran 
como  piratas: 

1 .®  Los  que  perteneciendo  á  la  tripulación  de  una  nave  mer- 
cante de  cualquier  nación  ó  sin  nacionalidad  apresen  á  mano 
armada  alguna  embarcación  ó  cometan  depredaciones  en  ella, 
ó  hagan  violencia  á  las  personas  que  se  hallen  á  su  bordo,  é 
asalten  alguna  población. 

2.^  Los  que  yendo  á  bordo  de  alguna  embarcación  se  apo- 
deren de  ella  y  la  entreguen  voluntariamente  á  un  pirata. 

3.®  Los  corsarios  que  en  caso  de  guerra  entre  dos  ó  más 
1  cienes  hagan  el  corso  sin  patente  de  ninguna  de  ellas,  ó  con 
]    ten  tes  de  dos  ó  más  de  los  beligerantes. 

4.^  Los  capitanes,  patronos  ó  cualquiera  délos  que  forman- 
é  parte  de  la  tripulación  de  un  buque  de  guerra  se  apoderen 
é    él,  sublevándose  contra  el  gobierno  á  que  el  buque  per- 
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tenece.  (Véase  la  aclaración  hecha  sobre  este  ponto»  en  el  pro- 
tocolo adicional  al  tratada  con  el  Per&,  en  la  pág.  3D9.)  (a). 

(6)  En  otro  lugar  (§  114)  referimos  extensamente  la  cues- 
tión que  en  1873  se  originó  acerca  si  el  gobierno  de  hecho  de 
Madrid  pudo  hacer  obligatorio  á  la<i  naciones  extranjeras  él 
considerar  como  piratas  á  los  buques  de  guerra  que  estaban 
en  poder  de  los  cantonales  de  Cartagena. 

Los  gobiernos  europeos  y  especialmente  Inglaterra,  Fran- 
cia j  Alemania,  consideraron  que  era  completamente  imposi- 
ble  para  los  extranjeros  meterse  en  cuál  de  los  gobierno j  de 
hecho  era  verdaderamente  dueño  de  nuestra  entonces  infelii 
patria;  determináronse,  pues,  á  respetar  los  buques  de  guerra 
sublevados  mientras  no  atentasen  contra  las  personas  y  pro- 
piedades de  sus  respectivos  subditos,  y  cuando  realmonte  lo 
hicieron,  faeron  apresadas  la  Almu/isa  y  la  Vilorta  por  las  es- 
cuadras alemana  é  inglesa. 

La  misma  línea  de  conducta  siguió  en  1877  el  gobierno  bra- 
sileño, negándose  á  considerar  el  Afoíezuma,  perteneciente  á 
los  insurrectos  cubanos,  como  pirata,  según  pretendía  el  go- 
bierno español. 

El  ffiiáscar,  nave  de  guerra  peruana,  caída  en  manos  de  los 
insurrectos  en  una  de  esas  revoluciones  tan  frecuentes  en 
aquellos  países,  fud  perseguido  como  pirata  por  el  almirante 
inglés  de  Horsey,  quien  le  infirió  grave  daño  en  un  combate 
que  sostuvieron  los  cruceros  ingleses  con  dicho  Huíscar  en 
aguas  territoriales  del  Perú. 

Sobre  el  apresamiento  y  captura  del  Virgimus,  véase  §  1 14  fb). 
Los  buques  de  guerra  pertenecientes  á  los  insurrectos  en  una 
guerra  civil  no  pueden  tenerse  por  piratas  desde  el  momento 
que  la  lucha  toma  un  carácter  de  seriedad  é  importancia,  que 

(a)  En  los  tratados  con  Rusia  (art.  2.^,  I  19),  Costa  Rica  (art.  2.*),  se  habla 
simplomente  de  piratería;  en  los  celebrados  con  Colombia  (f  18  del  art  2.*)  j 
Salvador  (§  27  del  art.  2^),  de  la  piratería  segú'i  el  derecho  de  gdntes. 

(b)  En  los  prlmjros  días  de  este  mes  (Septiembre  de  19i)2)  el  cr.iC3ro  al?mia 
Panthf.r  ha  echado  A  plqne  en  Oonaives  al  buque  de  guerra  de  los  injurr^ 
haitianos  Créte  á  JHcrrot,  dando  antes  A  su  comandante  un  cuarto  de  hora  ] 
arriar  la  baad  ira  y  ab  inionar  el  buque,  sin  hacer  acto  alguno  de  d  if  iusa. 
Créit  á  Pierroi  ora  culpable  de  haber  detenido  unos  diaa  autes  A  un  barco 
mAn,  robándole  las  armas  j  municiones  que  Ueraba.  (JiíMt  9  de  Septiaa 

de  1902.) 
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como  cuestión  de  hecho  es  imposible  fijar  á  priori.  ¿Qué  Esta- 
do europeo  podía  castigar  como  piratas  á  los  corsarios  sudistas 
como  quería  en  1861  el  presidente  Lincoln? 


(6)  Más  dudoso  es  que  pueda  considerarse  pirata  al  subdito 
neutral  que  acepta  patentes  de  corso  de  uno  de  los  belige- 
rantes. 

(7)  ¿Es  lícito,  persiguiendo  á  un  pirata,  penetrar  en  las 
aguas  territoriales  de  otro  Estado?  Se  supone  que  tratándose 
de  la  persecución  de  un  crimen  que  á  las  naciones  todas  inte- 
resa castigar,  se  dan  mutuamente  el  consentimiento  tácito  co- 
rrespondiente. En  1869,  según  Perels,  hombres  armados  de 
la  tripulación  de  buques  de  guerra  españoles  persiguieron  en 
territorio  británico  (islas  de  la  India  occidental)  á  unos  insu- 
rrectos cubanos  tenidos  por  piratas.  A  las  reclamaciones  de 
las  autoridades  inglesas  contestó  el  capitán  general  español 
que  la  persecución  de  los  piratas  no  era  violación  de  territo- 
rio, porque  se  hacia  en  interés  del  orden  y  de  la  civilización. 
En  muchos  tratados  de  comercio  de  las  naciones  europeas  con 
China  ésta  autoriza  á  perseguir  á  los  piratas  que  infestan  aún 
hoy  sus  costas  dentro  de  sus  mares  y  puertos. 

(8)  Código  penal.  «Art.  155.  El  delito  de  piratería  cometido 
contra  españoles  ó  subditos  de  otra  nación  que  no  se  halle  en 
guerra  con  España,  será  castigado  con  la  pena  de  cadena  tem- 
poral á  cadena  perpetua. 

»Cuando  el  delito  se  cometiere  contra  subditos  no  beligerantes 
de  otra  nación  que  se  halle  en  guerra  con  España^  será  casti- 
gado con  la  pena  de  presidio  mayor. 

» Art .  156.  Incurrirán  en  la  pena  de  cadena  perpetua  á  muer- 
te los  que  cometan  los  delitos  de  que  se  trata  en  el  párrafo 
primero  del  artículo  anterior,  y  en  la  pena  de  cadena  tempe- 
re^ á  cadena  perpetua  los  que  cometan  los  delitos  de  que  habla 
el    árrafo  segundo  del  mismo  artículo: 

I  .^  Siempre  que  hubieren  apresado  alguna  embarcación  al 
al    i'daje  ó  haciéndola  fuego. 

\.^  Siempre  que  el  delito  fuere  acompañado  de  asesinato  ú 
Tomo  I.  99 
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homicidio  ó  de  alguna  de  las  lesiones  designadas  en  los  artícu- 
los 429  y  430  y  en  los  números  1.^  y  2.^  del  431.  ! 

:»3.^  Siempre  que  fuere  acompañado  de  cualquiera  de  los 
atentados  contra  la  honestidad  señalados  en  el  capitulo  U,  ti- 
tulo IX  de  este  libro. 

»4.^  Siempre  que  los  piratas  hayan  dejado  algunas  personas 
sin  medios  de  salvarse. 

»5.^  En  todo  caso  el  capitán  ó  patrón  piratas.» 

Según  HaU,  existe  una  presunción  á  favor  de  los  buques  de 
guerra  para  considerar  que  los  actos  por  ellos  cometidos  lo 
han  sido  por  orden  de  la  autoridad  del  Estado  del  cual  depen- 
den, á  no  ser  que  existan  pruebas  concretas  de  lo  contrario. 

(O)  A  jdraHs  capta  dominium  non  muiant. 

Dice  el  art.  28  de  las  Ordenanzas  de  Corso:  «Serán  de  bue- 
na presa  las  embarcaciones  de  piratas,  y  levantados,  con  todos 
los  efectos  de  su  pertenencia  que  se  encontraren  en  sus  bordos; 
pero  los  que  se  justificase  pertenecer  á  sujetos  que  no  hubie- 
sen contribuido  directa  é  indirectamente  á  la  piratería,  ni      | 
sean  enemigos  de  mi  corona,  se  les  devolverán  si  los  reclama-      i 
ren  dentro  de  un  año  y  un  día  después  de  la  declaración  déla      ' 
presa,  descontando  una  tercera  parte  de  su  valor  para  gratifi 
cación  de  los  apresadores.» 

Gomo  decimos  en  el  texto,  la  piratería,  lo  mismo  que  la  trata 
de  negros,  han  perdido  como  males  internacionales  la  mayor 
parte  de  su  gravedad.  La  conquista  de  Argel  en  1830  por  los 
franceses,  poniendo  fin  á  la  constante  piratería  de  los  berbe- 
riscos  que  eran  el  terror  del  Mediterráneo,  ha  contribuido 
eficazmente  á  que,  si  se  exceptúa  los  mares  de  la  C%ina,  quede 
la  piratería  reducida  á  actos  criminales  aislados  en  los  pocos 
mares  que  no  se  hallan  frecuentados  por  el  comercio  y  la  ma- 
rina de  guerra. 

(A)  Sigue  aún  la  piratería  ocasionando  sus  estragos  en  la 
costa  de  Marruecos.  Habiendo  sido  sus  víctimas  en  los  últimos 
años  varias  naves  españolas  (el  Sevilla),  holandesas  (el  An  ) 
y  francesas  (el  Prosper  Corin),  el  sultán  se  ha  visto  obliga  i 
satisfacer  sendas  indemnizaciones  á  sus  respectivos  gobier 
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SECCIÓN  TERCERA 

CUASI  CONTRATOS  Y  CUASI  DELITOS 


§  65.  Cuasi  contratos  y  cuasi  delitos.  De 
las  responsabilidades  de  los  Estados*.— Dé- 
bese á  Heffter  el  haber  aplicado  al  derecho  interna- 
cional la  teoría  del  civil  de  los  cuasi  contratos  y  cua- 
si delitos,  ya  que  pueden  suceder  en  la  vida  de  las  na- 
ciones hechos  que  produzcan,  sin  necesidad  de  un 
contrato  expreso  ó  sin  que  haya  propiamente  infrin- 
gido un  Estado  la  ley  internacional,  obligaciones  con 
respecto  á  otro  (l).  Existe  el  deber  unilateral  de  resti- 
tución cuando  se  ha  recibido  por  error  una  prestación 
para  un  objeto  determinado  y  lícito  W.  Hay  la  obli- 
gación recíproca  de  darse  cuentas  y  de  asumir  las  de- 
bidas responsabilidades  en  los  casos  de  voluntaria  y 
aceptada  negotiorum  gestio,  y  de  la  regencia  de  una 
nación  por  un  soberano  ó  príncipe  extranjero.  El  he- 
cho de  poseer  en  común  dos  ó  más  Estados  un  territo- 
rio ó  en  general  cualquier  derecho  internacional,  crea 
entre  los  mismos  derechos  y  deberes  recíprocos  en 
cuanto  á  la  administración  y  percepción  de  frutos. 
No  hay  que  olvidar  el  principio  inconcuso  del  derecho 
civil  que  á  nadie  puede  obligarse  á  permanecer  en  la 
indivisión,  de  modo  que  pueden  siempre  los  copartíci- 
pes exigir  la  división  y  deslinde  definitivo  de  sus  de- 
rechos. Todos  los  hechos  que  por  no  haber  merecido 
u  la  reprobación  explícita  del  derecho  internacional 
p  )sitivo  (como  sucede  en  la  trata  de  negros  y  la  pira- 
t  fía)  y  aunque  consistiendo  en  una  violación  de  los 

)    C.ÍU8, 
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derechos  naturales  de  los  Estados,  ya  por  la  poca  gra- 
vedad de  la  infracción,  ya  por  no  aparecer  directa- 
mente comprometida  la  persona  internacional  de  la 
cual  es  subdito  el  delincuente,  no  dan  lugar  (á  lo  me- 
nos desde  el  primer  momento)  al  uso  de  los  medios  de 
acción  por  el  derecho  internacional  reconocidos,  pue- 
den llamarse,  en  analogía  aunque  no  completa  con  el 
derecho  civil,  cuasi  delitos.  Son  los  casos  más  princi- 
pales: 1.^  El  abuso  del  privilegio  de  extraterritoria- 
lidad por  las  personas  que  á  él  tienen  derecho.  Tiene 
facultades  plenas  el  Estado  perjudicado  para  tomar 
las  medidas  urgentes  para  el  caso  necesarias  (véase 
§§  B4,  69  y  73  á  76).  —  2.^  Un  Estado  es  responsable 
por  los  actos  que  en  su  territorio  se  cometan  por  loa 
particulares  cuando  en  ellos  se  perjudique  á  un  Estado 
extranjero  ó  á  sus  subditos  y  no  hace  los  posibles  para 
evitarlos  ó  castigarlos  (3).  No  es  ninguna  excusa  para 
una  nación  el  de  que  su  legislación  le  impida  cumplir 
con  los  deberes  que  el  derecho  internacional  impone 
á  los  Estados  que  viven  en  comunidad  jurídica;  deber 
internacional  suyo  es  armonizarla  con  sus  obligacio- 
nes (4).  Pero  lo  que  no  puede  pretenderse  jamás  es 
que  los  extranjeros  disfruten  de  mayor  protección 
que  los  nacionales,  principio  que  tiene  aplicación  im- 
portantísima en  los  perjuicios  ocasionados  por  las  gue- 
rras y  sobre  todo  por  las  civiles  y  que  han  olvidado 
más  de  lo  que  la  justicia  consiente  las  poderosas  na- 
ciones europeas  al  reclamar  indemnizaciones  comple- 
tamente infundadas  á  las  débiles  repúblicas  sudame- 
ricanas. Los  tratados  celebrados .  por  nuestra  patria 
con  varias  de  éstas  (Colombia,  Ecuador,  Honduras  y 
Perú)  confirman  estos  sanos  principios  (*)  (A).  EU  Es- 
tado es  responsable  por  los  actos  cometidos  por  s 
funcionarios  si  estando  debidamente  prevenido  nc  i 
evitado  el  acto  prohibido  por  el  derecho  interna^  - 
nal,  ó  cometido  ya,  no  lo  ha  anulado  hasta  sus  '     - 
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mas  consecuencias  (B);  en  todo  paso  debe  siempre  de- 
mostrar en  su  conducta  posterior  que  condena  y  re- 
prueba el  acto  de  su  agente  culpable  (7).  En  todos  los 
cuasi  delitos  internacionales  consta  la  reparación  de 
dos  elementos,  la  indemnización  del  perjuicio  mate- 
rial causado  y  el  desagravio  á  la  dignidad  ofendida 
del  EBtado  (8)  (^a;. 

(1)  La  teoría  de  las  obligaciones  nacidas  sin  contrato  es  un 
servicio  que  debe  la  ciencia  á  Heffter,  aunque  como  le  impu- 
tan los  dos  únicos  autores  recientísimos  (Martens  P.  y  Bul- 
meríncq)  que  con  Neumann  le  han  seguido  en  exponerlas, 
apenas  se  realizan  los  ejemplos  que  cita  y  Neumann  repro- 
duce. 

(2)  Martens  cita  otra:  la  necesidad  de  indemnizar  á  un  Es- 
tado por  haber  ocupado  militarmente  y  administrado  su  terri- 
torio á  consecuencia  de  las  circunstancias  nacidas  por  la  gue- 
rra (v.  gr.,  la  de  la  Bulgaria  y  la  Rumelia  oriental  por  Rusia 
después  de  la  última  guerra  de  Oriente). 

(3)  Vattel  (ob.  cit.),  §  73:  «//  serait  injuste  (Timputer  á  la  na- 
tion  ou  au  souverain  toutes  les  f antes  des  citoyens,  On  ne  peut  done 
diré,  en  general,  que  fon  a  recu  une  injure  d*une  nation,  parce  gu'on 
Vaura  recae  de  quelqu'un  de  ses  membres.  §  74.  Mais  si  la  nation 

(a)  C&80  el  más  reciente  de  TesponsabilJdad  exigida  á  un  gobierno  por  per- 
Jolciofi  ocaslonadOB  á  sus  subditos,  ee  el  conficto  ocurrido  entre  Turquía  y  Fran- 
cia en  la  segunda  mitad  del  pasado  año  de  1901,  en  ocasión  de  los  derechos  de 
ja  compañia  íhincesa  del  puerto  de  Constantinopla.  Esta  se  qu^aba  de  que  hacia 
tres  años  se  le  privaba  de  sus  privilegios,  que  en  muchas  ocasiones  se  lo  hablan 
sustraído  sus  gabelas  y  que  en  todo  caso  no  se  la  dejaba  vender  los  terrenos  ad- 
quiridos para  la  construcción  del  muelle.  Á  esta  reclamación  se  añadía  la  de 
otro  subdito  francés,  al  cual,  debiéndosele  700.000  francos,  sólo  se  le  querían 
pagar  171.000.  El  embajador  francés  hizo  suya  la  causa,  y  visto  que  no  recibía 
respuesta  satisfactoria,  abandonó  Constantinopla  el  26  de  Agosto.  En  31  de  Oc- 
*^^re  una  parte  de  la  escuadra-  francesa  salió  de  Tolón  con  pliegos  cerrados,  y 
(  ;  de  Noviembre  arribó  A  Mytüena,  cuyas  aduanas  confiscó,  dando  cuenta  él 
]  blemo^de  Farls  de  su  resolución  á  las  potencias.  Asustada  la  Sublime  Puerta 
i  edló  á  todas  las  reclamaciones  francesas,  en  las  cuales  se  hablan  incluido 
'  rías  otras  referentes  á  la  situación  de  los  establecimientos  cristianos  en  Oriente, 
;  ú  dia  10  salla  el  almirante  de  la  isla  turca  y  el  29  regresaba  A  Constantinopla 
Gonstans.  (Véanse  11 88  y  d8.) 
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0%  son  condwteur  approuve  et  ratijie  le/ait  du  cUoyen,  elle  en  faU 
sa  propre  ajfaire;  Voffensé  doit  alors  regarder  ¡a  naiion  comme  le 
Déritable  auteur  de  Vinjure,  dont  peut-^re  le  citoyen  n'a  été  que 
Vinstrument,T^ 

El  art.  149  del  Código  penal  castiga  con  las  penas  de  pri- 
sión mayor  é  inhabilitación  perpetua  para  el  cargo  que  ejer- 
ciese al  funcionario  público  que  abusando  de  su  cargo  compro- 
metiere la  dignidad  ó  los  intereses  de  la  nación  española. 

Véase  también  el  art.  147.  «El  que  con  actos  üegales,  ó  que 
no  estén  autorizados  competentemente,  provocare  ó  diere  mo- 
tivo á  una  declaración  de  guerra  contra  España  por  parte  de 
otra  potencia,  ó  expusiere  á  los  españoles  á  experimentar  ve- 
jaciones ó  represalias  en  sus  personas  ó  en  sus  bienes,  será 
castigado  con  la  pena  de  reclusión  temporal,  si  fuere  funcio- 
nario del  Estado,  y  no  siéndolo,  con  la  de  prisión  mayor.  Si  la 
guerra  no  llegare  á  declararse,  ni  á  tener  efecto  las  vejaciones 
ó  represalias,  se  impondrán  las  penas  respectivas  en  el  grado 
inmediatamente  iziferior.» 


(4)  He  aquí  indicada  una  cuestión  tan  difícil  como  grave: 
Si  la  legislación  interior  de  un  Estado  es  tan  deficiente  que  no 
pueda,  conformándose  á  ella,  cumplir  sus  deberes  internacio- 
nales (v.  gr.,  que  la  ilimitada  libertad  de  la  prensa  que  autori- 
zan las  leyes,  deja  sin  castigo  y  autoriza  los  más  repugnantes 
libelos  contra  las  naciones  extranjeras  y  sus  jefes,  ó  una  om- 
nímoda Ubertad  de  asociación  consiente  las  más  infernales 
conspiraciones  de  tenebrosos  nihilistas  dedicados  á  hacer  sal- 
tar los  tronos  con  la  misma  facilidad  que  los  mineros  las  inúti- 
les rocas  en  sus  desmontes),  ¿tendrán  derecho  á  exigirle  la 
modifique  las  demás  potencias?  Bluntschli,  Fiore  y  Hall  con- 
testan acertadamente  por  la  afirmativa;  óiganse  las  palabras 
del  último:  «Toda  comunidad  es  libre  de  escoger  la  organiza- 
ción política  que  le  parezca  más  apropiada  para  cumplir  los 
fines  de  su  existencia  como  Estado,  pero  jamás  puede  evitar 
su  responsabilidad  internacional  con  la  excusa  de  su  deci 
empeño  de  mvir  en  la  anarquía, »  (Ob.  cit,,  pág.  198.) 

(5)  El  tratado  de  indemnizaciones  de  España  con  Vene: 
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la  de  12  de  Agosto  de  1861  está  ajustado  conforme  estos  prin- 
cipios: 

«Base  1.^  El  gobierno  de  la  Bepública  de  Venezuela  indem- 
nizará á  los  subditos  de  S.  M.  Católica  de  los  daños  que  les 
hayan  causado  sus  autoridades  ó  las  fuerzas  que  de  él  depen- 
dan, con  arreglo  á  las  pruebas  que  aduzcan  los  interesados. 

»Base  2.^  Los  autores  y  cómplices  de  asesinatos  cometidos 
en  subditos  españoles  serán  perseguidos  y  castigados  con 
arreglo  á  las  leyes. 

»Base  3.*^  Si  en  algún  caso  se  probara  legalmente  que  las 
autoridades  locales  dependientes  del  gobierno  no  prestaron  la 
protección  debida  á  los  subditos  de  8.  M.  Católica,  teniendo 
poder  y  medios  suficientes  para  realizarlo,  el  gobierno  de  la 
Bepública  de  Venezuela  hará  la  indemnización  correspondien- 
te de  los  daños  que  les  hubiesen  ocasionado  las  facciones  ó  las 
autoridades  ilegitimas. 

»Base  4.^  Los  subditos  españoles  perjudicados  por  las  fac- 
ciones están  obligados  á  justificar  la  negligencia  de  las  autori- 
dades legitimas  en  la  adopción  de  las  medidas  oportunas  para 
proteger  sus  intereses  y  personas  y  castigar  ó  reprimir  á  los 
culpables.»  (T.  m,  241.) 

Cuando  la  célebre  cuestión  de  Don  Pacifico  (véase  §  93)  de- 
cía lord  Stanley:  «No  creo  que  los  gobiernos  estén  obligados, 
en  el  rigor  de  la  palabra,  á  indemnizar  los  extranjeros  que 
han  sufrido  pérdidas  ó  perjuicios  á  consecuencia  de  hechos  de 
fuerza  mayor.  Todo  lo  que  pueden  hacer  en  casos  semejantes 
es  proteger  por  todos  los  medios  que  estén  á  su  alcance  los 
nacionales  y  los  extranjeros  residentes  en  su  territorio  contra 
actos  de  expoliación  ó  de  violencia.»  (Citado  por  Calvo,  I, 
§  364). 

Suscítase  frecuentemente  esta  cuestión  en  los  tiempos  mo- 
dernos tan  llenos  de  conmociones  políticas,  en  las  que  sufren 
más  de  un  grave  quebranto  los  intereses  del  comercio,  la  in- 
dustria y  la  propiedad,  que  pueden  vivir  únicamente  bajo  la 
tranquila  égida  de  la  paz  y  el  orden.  Calvo  da  aquí  la  verda- 
.dra  solución  de  cuestión  tan  manoseada,  conforme  con  las 
declaraciones  del  príncipe  de  Schwartzemberg  (en  ocasión  de 

3  reclamaciones  de  ciertos  ingleses  establecidos  en  Toscana 

perjudicados  á  consecuencia  de  los  desórdenes  ocurridos  allí 


456  PARTB  ESPECIAL 

y  en  Ñapóles  en  1849):  «por  mucho  que  extiendcm  las  nacio- 
nes civilizadas  de  Europa  la  protección  á  los  extranjeros,  ja- 
más pueden  llegar  á  concederles  privilegios  y  derechos  que  no 
disfrutan  sus  nacionales:»  y  las  del  príncipe  de  Nesselrode 
(hablando  en  nombre  de  Rusia,  elegida  como  arbitro  por  Ingla- 
terra y  Austria):  «Según  los  principios  del  derecho  interna- 
cional, no  puede  admitirse  que  un  soberano  obligado  por  la 
rebelión  de  sus  subditos  á  reconqxdstar  una  ciudad  ocupada 
por  los  sublevados  esté  obligado  á  indemnizar  los  extranjeros 
que  en  tales  circunstancias  hayan  sido  victimas  de  cualquier 
perjuicio  ó  pérdida.»  Y  como,  con  razón,  decía  el  London  News 
en  15  de  Febrero  de  1864:  «Los  hombres  que  llevados  por  su 
carácter  mercantil  emigran  á  otros  países,  deben  estar  dis- 
puestos á  afrontar,  como  lo  hacen  los  nacionales,  los  peligros 
á  los  que  todos  están  expuestos  por  los  desórdenes  y  disensio- 
nes intestinas  del  país  en  cuestión.» 

Redúcese  en  la  práctica  esta  cuestión,  como  por  desgracia 
sucede  en  la  mayor  parte  de  las  controversias  internacionales, 
á  la  mayor  ó  menor  fuerza  del  reclamante  y  debilidad  del  Es- 
tado á  quien  se  quiere  hacer  responsable;  por  esto  quéjase  con 
razón  el  ilustre  Calvo  del  sistema  seguido  por  las  naciones 
europeas  con  los  agitados  Estados  del  Sud  América,  exigién- 
doles presten  á  los  extranjeros  una  protección  tan  imposible 
como  injusta,  apoyo  que  se  convierte  á  la  postre  en  indigno 
filón  que  aventureros  sin  conciencia  explotan  para  ganarse 
una  fortuna,  gracias  á  las  amenazas  con  las  que  les  ayudan 
los  cañones  de  las  escuadras  de  su  patria.  Merece  leerse  el 
tan  gráfico  como  elocuente  artículo  del  Sr.  Sanojo,  extractado 
en  Calvo,  §  373  (b). 


(6)  Caso  importante  por  haber  intervenido  en  él  como  medladota  nuestra  patria 
es  el  asunto  Cerruti.  Este  subdito  italiano  se  hallaba  establecido  desde  1S6S  en 
Colombia,  donde  fué  hasta  1882  agente  consular  de  su  país.  Habiendo  interve- 
nido activamente  desde  1877  en  las  contiendas  políticas  del  Estado  del  Canoa, 
en  1886  fueron  sus  bienes  y  los  de  la  sociedad  comercial,  de  la  caal  era  princi- 
pal jete,  sometidos  á  embargo  y  secuestro,  precediendo  á  estas  medidas  más  6 
menos  legales  un  saqueo  formAl  de  su  finca  de  Salento,  por  cuya  causa  reck 
el  gobierno  italiano  sendos  perjuicios.  Sometida  la  cuestión  á  la  medlaciór 
nuestro  gobierno  (véanse  6$  SO  y  91),  éste  hiao  su  proposición  en  26  de  K- 
de  1888  (T.  IX,  293).  En  ésta,  suscrita  por  el  ministro  de  Estado  Sr.  Moret,  s 
tudia  con  una  imparcialidad  laudable  la  materia  objeto  de  debate  y  se  rocon 
que,  pxescindlendo  de  que  en  el  caso  en  cuestión,  por  íUta  de  praebas  de 
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(6)  Los  agentes  diplomáticos  y  consulares,  y  sobre  todo  Los 
jefes  del  ejército  y  armada,  obligan  prima  faáe  por  sus  actos 
al  Estado  que  representan.  En  1868  los  insurrectos  apodera- 
dos de  Cajo  se  dieron  al  pillaje,  y  siendo  victimas  de  él  varios 
nacionales,  presentóse  en  aquellas  aguas  un  buque  de  guerra 
inglés,  cuyo  comandante,  sin  orden  ni  autorización  alguna, 
bombardeó  á  Cajo.  El  gobierno  de  Londres  desaprobó  la  con- 
ducta d«  su  subordinado,  y  no  sólo  indemnizó  á  los  comer- 
ciantes ingleses  perjudicados,  sino  también  á  varios  franceses, 
cuyos  intereses  habían  sufrido  por  el  bárbaro  acto  del  oficial 
británico.  (Calvo,  I,  §  351.) 

Con  razón  observa  Hall  (ob.  cit.,  pág.  194)  que,  dada  la 
mayor  independencia  en  la  cual  subsisten  con  respecto  al  go- 
bierno los  funcionarios  del  poder  judicial,  es  menos  directa  la 
responsabilidad  de  la  nación  á  causa  de  las  denegaciones  de 
justicia  hechas  á  los  extranjeros  por  los  tribunales  nacionales. 
No  nos  referimos  aquí  á  las  que  provienen  de  la  insuficiencia 
de  las  leyes,  ya  que  no  tiene  en  ello  culpa  ninguna  el  juez;  nos 
referimos  únictonente  al  caso  en  el  que  el  magistrado  viola  á 
sabiendas  la  ley  y  oprime  al  alienígena  sólo  por  ser  tal.  Du- 
rante la  guerra  francoalemana  varios  francs-tireurs,  refugiados 
en  territorio  suizo,  asesinaron  en  la  frontera  á  indefensos  sol- 
dados alemanes .  Procesados,  fueron  absueltos  por  el  Jurado 
francés.  (BluntschU,  Der,  Int„  §  467,  Rem,  b.)  Tal  proceder 
fué  completamente  opuesto  al  derecho  internacional  y  á  los 
sanos  principios  de  justicia  y  humanidad. 

Cita  Calvo  como  ejemplo  del  principio  de  que  ningún  ex- 
tranjero, sea  cual  fuere  su  autoridad  y  su  rango,  está  libre  de 
la  autoridad  territorial,  y,  por  lo  tanto,  no  puede  quejarse  de 
que  se  le  someta  á  ella  (claro  es  que  no  nos  referimos  aquí  á 
las  personas  por  su  naturaleza  extraterritoriales);  el  caso  del 
capitán  Mac  Donald  (1864).  Este  inglés,  capitán  de  las  guar- 


actOB  strlbaldofl  á  Cerratl  era  imposible  dar  por  demostradA  sa  culpabilidad  y 
quB  la  cuestión  de  la  indemnización  estaba  ya  pr^uzgada  por  el  mismo  Com- 
f  niso,  que  mandaba  restituir  los  bienes  embargados,  en  principio  un  extian- 
\\  no  puede  mezclarse  en  los  asuntos  interiores  de  un  pais,  siendo  en  este 
c  >  el  castigo  procedente  la  expulsión  ó  la  aplicación  del  derecho  penal 
i  mo,  según  se  le  considere  ó  no  como  extranjero  ó  nacional  por  residencia 
I  >  Jamás  cual  hicieron  las  autoridades  del  Cauca,  el  de  negarle  á  la  vez  ambos 
é      ^os. 
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dae  de  la  reina,  se  había  permitido  algnnas  libartadee  con  sos 
compañeros  de  viaje  en  nn  ferrocarril  prusiano.  Sometiósele 
como  un  simple  mortal  al  procedimiento  criminal,  arrestán- 
dosele á  pesar  de  sa  posición  palaciega.  En  vano  se  cnuanm 
notas,  en  las  qne  se  manifestó  humillado  el  britáidco  orgullo; 
todo  fué  inútil:  el  tribunal  siguió  su  curso  en  el  castigo  del 
delito,  y  hubo  de  reconocer  Inglaterra  la  sinrazón  de  sus 
quejas. 

(7)  Asi  sucedió  en  el  célebre  asunto  Canstatt.  Era  Canstatt 
un  conspirador  inglés,  que,  viajando  con  papeles  falsos,  habk 
sido  detenido  por  las  autoridades  del  Paraguay.  El  cónsul 
inglés  Mr.  Henderson  reclamó  en  vano  la  entrega  de  Canstatt; 
pero  habiéndose  el  almirante  inglés  Lushington  (por  medio  de 
las  corbetas  Buzzard  y  OrapperJ  opuesto  al  paso  del  Tacuari^  i 
bordo  del  cual  iba  el  hijo  del  presidente  López,  si  no  se  le  entre- 
gaba á  Canstatt;  como  no  se  limitó  el  marino  británico  á  ame- 
nazar, sino  que  mandó  disparar  cañonazos  contra  el  Taeuari, 
éste  tuvo  que  volverse  á  Buenos  Aires  y  el  Paraguaya  entre- 
gar, cediendo  á  la  violencia,  á  Canstatt.  Después  de  larga 
controversia  vio  Inglaterra  que,  no  sólo  Mr.  Drouyn  deLhuis, 
sino  que  el  mismo  Sir  Bobert  Phillimore,  daban  la  razón  al 
Paraguay,  y  en  22  de  Abril  de  18Q0  se  firmó  el  tratado  de  la 
Asunción,  modificado  por  otro  de  14  de  Octubre  del  mismo  año. 
(Mart.,  N,  R.  G.  XX,  pág.  484.)  En  él  declara  el  gobierno 
de  S.  M.  Británica  que  deplora  muy  sinceramente  (regreU  wrg 
sincerely)  que  la  actitud  hostil  tomada  por  sus  fuerzas  navales 
en  el  Bio  de  la  Plata  contra  el  buque  de  guerra  del  Paraguay 
Ta€%ar%  hubiese  ofendido  (skould  kave  ofended)  la  dignidad  de 
la  república  del  Paraguay,  y  declara  del  modo  más  solemne 
que  jamás  tuvo  ni  tendrá  la  intención  de  atacar  la  república 
del  Paraguay  y  la  dignidad  de  su  gobierno. 

(8)  Cuando  el  embajador  ruso  Matweef  fué  detenido  en  nna 
calle  de  Londres  en  1708,  arrancándole  de  su  coche  y  p.  o 
por  falta  de  pago  de  una  deuda  de  50  libras,  Pedro  el  Ghra  » 
no  sólo  obtuvo  satisfacción,  sino  que  la  Gran  Bretaña  ei  b 
una  embajada  extraordinaria  á  San  Petersburgo  para  Ue  r 
una  copia  del  act  que  se  dio  para  eximir  en  lo  sucesivo  d     % 
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ínrisdicción  de  los  tribanales  ingleses  á  todos  los  diplomáticos 
extranjeros.  (F.  de  Martens,  I,  trad.  franc,  §  563.) 

£n  1678  había  dos  diplomáticos  españoles  en  Londres,  el 
enviado  ordinario  marqués  de  Borgomayne  y  el  conde  de  Eg- 
mond,  embajador  para  el  arreglo  do  los  asuntos  holandeses. 
Mientras  éste  estaba  con  la  corte  en  Newmarket,  nn  oficial  de 
policía  inglés  penetró  en  su  casa,  registrándola.  Quejóse  el 
marqués  en  la  ausencia  del  conde,  y  á  consecuencia  de  ello 
fué  condenado  á  una  severa  pena  el  tal  oficial,  que  le  perdo- 
nó luego  el  mismo  enviado  español.  Al  saberlo  el  conde  no 
se  contentó  con  la  satisfacción  dada  á  su  compañero,  y  pidió 
otra  directa  á  él,  ya  que  era  el  ofendido.  Después  de  una 
larga  controversia  el  gobierno  británico,  complaciente  en 
extremo,  declaró  que  si  no  atendía  á  su  reclamación  era  por- 
que las  leyes  británicas  le  impedían  sujetar  á  nadie  dos  veces 
á  procedimientos  criminales  por  un  mismo  delito,  y  que,  á 
ser  posible,  se  hubiera  hecho,  pidiéndole  tuviera  por  dada  á 
él  la  satisfacción  decretada  á  instancia  del  marqués  de  Burgo - 
mayne.  Por  medio  de  una  circular  al  cuerpo  diplomático  se 
dio  el  finchado  conde  por  plenamente  satisfecho.  (Martens  Oh., 
Causes  célebres.  I,  pág.  399  y  siguientes.) 

(A)  Prosigue  siendo  la  responsabilidad  de  los  Estados,  por 
los  actos  cometidos  en  violación  del  derecho  internacional  por 
sus  agentes  y  subditos,  la  materia  más  abonada  y  frecuente 
de  controversias  diplomáticas,  sobre  todo  en  los  países  que  por 
la  instabilidad  de  sus  gobiernos  son  crónicas  víctimas  de  revo- 
luciones interiores  y  entre  aquellos  que  existe  la  intranquili- 
dad de  relaciones,  prólogo  ó  epílogo  de  formales  desavenencias. 
Debe  aceptarse  en  principio  de  que  el  Estado  sólo  responde  de 
BUS  actos  propios  y  de  los  hechos  en  su  nombre,  y  que  basta 
cuando  uno  de  sus  agentes  infringe  sus  deberes  que  lo  des- 
autorice y  castigue.  Así  lo  hizo  Alemania  con  su  cónsul  en  Sa- 
moa  (1890);  reciente  está  la  dimisión  casi  exigida  al  Sr.  Dupuy 
de  Lome  y  admitida  sin  comentario  alguno,  después  de  hacerse 
nública  una  carta  particular  suya,  en  la  que  censuraba  enérgi- 
imente  al  presidente  de  los  Estados'Unidos,  como  luego  ve- 
mos (§  77).  Con  respecto  á  los  actos  de  los  particulares,  su 
berano  sólo  es  responsable  si  pudiéndolos  evitar  no  los  evita 
si  una  vez  cometidos  no  los  castiga.  También  sobre  este 
xnto  nos  referimos  al  artículo  que  publicamos  en  1898  en  la 
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Bevue  genérale  de  Droit  intemational pubUc,  en  ocasión  de  las 
diferencias  entre  España  y  los  Estados  Unidos.  En  el  grave  con- 
flicto ocasionado  por  el  linchamiento  de  los  italianos  en  Nueva 
Orleans  (1891)  no  sirvió  á  los  Estados  Unidos  para  librarse  de 
satisfacer  una  indemnización  á  las  familias  de  las  víctimas 
que  los  tribunales  de  aquel  Estado,  juzgando  según  sus  leyes, 
absolvieran  4  los  asesinos. 

En  casos  de  disturbios  y  guerras  civiles  no  pueden  solicitar 
mejor  protección  ni  reparación  por  parte  del  gobierno  los  ex- 
tranjeros que  las  que  disfrutan  ó  han  disfrutado  los  naciona- 
les, y  si  se  otorga  algún  socorro  de  un  modo  especial  debe  con- 
siderarse como  mera  concesión  de  humanidad  y  conveniencia. 
Las  repúblicas  sudamericanas,  y  sobre  todo  Venezuela  en  1895, 
han  sostenido  enérgicamente  este  principio,  y  lo  mismo  hizo  el 
Brasil  en  1893,  aunque  después  accediera  por  humanidad  á  las 
reclamaciones  de  Francia  é  Italia.  Lo  mismo  han  hecho  entre 
sí  estas  dos  naciones  por  los  sucesos  de  Aygues  Mortes  (1893). 
El  Instituto  de  Derecho  internacional  tiene  inscrita  en  su  or- 
den del  día  un  proyecto  de  resoluciones  sobre  esta  materia/ 
obra  del  ponente  M.  Brusa.  (An.  1897,  pág.  134)  (c).  El  art.  4.*» 

(c)  Dicho  proy(K;to  ñié  votado  deñnitívAmente  en  la  sesión  del  Institato  cele- 
brada en  Neufchatel  en  1900.  He  aquí  sus  términos: 

Además  de  los  casos  en  que  deban  darse  Indemnizaciones  á  los  extranjeros,  en 
ylrtud  de  las  leyes  generales  del  país,  éstos  tienen  derecho  i  ellas  por  peijniciod 
Inferidos  en  sus  personas  ó  bienes  en  caso  de  motín,  insurrección  ó  guerra  civil: 
a)  Cuando  el  acto  del  cual  han  sido  victimas  ha  sido  dirigido  contra  los  extran- 
jeros como  á  tales  ó  como  á  subditos  de  un  Estado  determinado. — b)  Cuando  h* 
consistido  en  el  cierre  de  un  puerto  sin  aviso  previo  en  tiempo  útil  ó  prohibién- 
dose en  igual  forma  la  salida  del  mismo.  —  c)  Cuando  el  peijulcio  resulta  de  an 
acto  de  im  agente  de  la  autoridad  contrario  á  la  ley.  —  d)  Cuando  la  obligación 
está  fundada  en  los  principios  generales  de  las  leyes  de  la  guerra.  (Art.  l.*0. 1* 
obligación  es  flmdada  igualmente  cuando  el  perjuicio  señalado  en  los  casos  a) 
y  d)  ha  tenido  lugar  en  el  territorio  poseído  por  el  gobierno  Insarrectt»  y  es 
obra  de  este  mismo  ó  de  sus  funcionarlos.  Pero  si  el  gobierno  del  peijadicado 
ha'reconocido  la  beligerancia  de  aquél  y  el  reclamante  tiene  su  domldlJo  ó  ha- 
bitación en  el  territorio  poseído  por  los  sublevados,  tal  demanda  pnede  tter 
rehusada  por  el  gobierno  legitimo  y  deberá  ser  dirigida  al  de  los  Insurrectos,  (2.^ 
Cesa  el  deber  do  indemnización  si  el  interesado  mismo  ha  sido  causa  del  acto  de 
que  se  queja,  v.  gr.,  si  provocó  á  las  turbas.  Tampoco  existe  en  favor  de  aqnellos 
que  han  vuelto  á  un  país  Infringiendo  una  orden  de  expulsión  anterior,  ni  con 
los  que  van  á  ejercei  el  comercio  o  á  establecer  una  industria  en  nnpais 
saben  ó  han  debido  saber  es  teatro  de  disturbios,  ó  vayan  á  residir  á  ana 
marca  donde  no  hay  seguridad,  por  existir  tribus  salvajes,  á  menos  en  este  c 
que  el  gobierno  hubiera  ofrecido  á  los  inmigrantes  seguridades  completas.  ( 
El] gobierno  de  un  Estado  federal  compuesto  de  varios  Estados  partícnlarec 
puede  invocar  para  sustraerse  á  responsabilidades  el  hecho  de  que  la  oonst 
eión  federal  le  niega  frente  á  los  Estadog  particulares  el  derecho  de  inspecr 
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del  tratado  entre  España  y  el  Perú  (16  de  Julio  de  1897)  de- 
clara que  sólo  existirá  responsabilidad  cuando  resaltare  culpa 
ó  falta  de  vigilancia  de  las  autoridades  del  país  declarada  por 
los  tribunales  del  mismo  (d). 

¿£1  Estado  es  responsable  por  los  actos  de  injusticia  eviden- 
te ó  error  manifiesto  de  sus  Tribunales?  Esta  cuestión,  que  en 
teoría  debe  tener  igual  solución  que  la  de  la  insuficiencia  de 


{amtróU)  y  el  de  exigirles  qae  cumplan  los  deberes  Intemtclonales.  (4.^).  Las  es- 
tipulaciones que  eximan  á  los  Estados  de  prestar  su  protección  diplomática,  no 
deben  comprender  nunca  los  casos  de  denegación  de  Justicia  ni  de  infracción 
evidente  del  derecho  de  gentes.  (5.*^). 

A  este  reglamento  unió  el  Instituto  dos  votos:  el  primero  recomendando  á  los 
Estados  no  adopten  en  los  tratados  cláusulas  de  reciproca  irresponsabilidad  que 
ofrecen  el  daño  de  sustraerles  al  deber  que  tienen  de  proteger  á  sus  nacionales 
en  el  extranjero  y  á  los  extranjeros  en  su  territorio,  añadiendo  que  aquellos  que 
por  circunstancias  extraordinarias  no  se  encuentren  con  fuerzas  para  asegrurar 
del  modo  debido  la  protección  de  los  extranjeros  en  sus  dominios,  pueden  úni- 
camente librarae  de  las  consecuencias  de  este  estado  de  cosas,  prohibiendo  el  in- 
greso en  ellos;  y  el  aegimdo,  que  para  todas  las  cuestiones  referentes  á  perjuicios 
causados  á  extranjeros  durante  revueltas  civiles  debe  recomendarse  so  acuda 
para  la  soJlucIón  á  tribunales  internacionales  ó  á  las  comisiones  intenuicionaleM 
de  in/ormación.  (Véase  en  el  §  91  esta  creación  de  la  Conferencia  de  El  Haya.) 

(d)  Esta  ndsma  disposición  se  halla  en  los  tratados  con  el  Ecuador  de  28  de 
Mayo  de  1888  (T.  IX,  26)  (art.  3,%  con  Colombia  de  28  de  AbrU  de  1894  (T.  XI,  63) 
(art.  S.*»),  con  Honduras  de  16  de  Noviembre  de  1894  (T.- XI,  155)  (art.  4.*).  En  los 
de  Colombia  y  Perú  se  dice,  además,  expresamente  que  los  gobiernos  sólo  serán 
responsables  reciprocamente  de  sus  propios  actos  y  de  los  que  hayan  ejecutado 
sus  agentes  en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  Queda  entendido,  sin  embargo,  que 
tanto  los  españoles  como  los  colombianos  y  peruanos  disfrutarán  de  las  equi- 
tativas remuneraciones  ó  compensaciopes  que  los  gobiernos  puedan  conceder  en 
dichas  circunstancias  á  los  nacionales  o  á  otros  extranjeros. 

Dichos  dos  pactos  previenen,  además,  que  si  un  subdito  de  la  otra  parte  se  in- 
miscuye en  sedición,  rebelión  ó  guerra  civil,  usurpare  derechos  políticos  ó  des- 
empeñare cargo  ó  empleo  que  tenga  aneja  autoridad  política  ó  Jurisdicción, 
pierde  el  derecho  á  las  exenciones  y  á  todo  fuero  de  extranjería  que  los  tratados 
y  derecho  de  gentes  pueda  reconocerle  y  quedará  equiparado  ¿  los  nacionales  en 
todo  lo  concerniente  á  dichos  actos  (Colombia  5.**,  Perú  b,% 

Igualmente  advierten  los  cuatro  que  si  un  subdito  de  los  dos  países  tomase 
parte  en  el  territorio  del  otro  en  guerras  civiles,  será  Juzgado  y  condeuado  en  su 
caso  del  mismo  modo  que  los  nacionales  que  se  hallaran  en  Idénticas  circuns^ 
tancias,  sin  que  pueda  acudir  á  la  cuestíón  diplomática  para  convertir  en  inter- 
nacional el  hecho  personal,  sino  en  los  de  denegación  de  Justicia,  infracción  mar 
niflesto  de  ley  ó  injusticia  notoria,  es  dedr^  que  hubiera  violación  manifiesta  de 
la  ley  de  donde  el  crimen  se  hubiera  cometido  (Ecuador  3.<>,  Honduras  8.^,  Perú  8.^ 
<  >mbia  8.^  en  los  dos  últimos  sólo  la  primera  parte).  En  los  del  Perú  y  Co- 
]  abia  ratifica  el  mismo  principio  el  art.  6.**  diciendo  que  obligarán  á  los  perua^ 
1  i  en  España  y  á  los  españoles  en  el  Perú  y  Colombia  las  leyes  civiles  y  de  po- 
]  cía  y  seguridad  del  mismo  modo  que  á  los  nacionales  y  que  la  intervención 
4  Iplomática  sólo  tendrá  lugar  ^n  los  casos  de  manifiesta  denegación  de  Justicia 
'   tear  repulsa  y  negligencia  en  la  administración  de  ella. 
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las  leyes,  se  ha  suscitado  en  el  asunto  llamado  del  Ck>sía  Rica 
Pocket,  cuyo  capitán,  condenado  por  robo  en  aguas  holande- 
sas (1891),  resultó  después  inocente  de  haber  verificado  en  ellas 
semejante  delito.  Sometida  la  cuestión  por  la  Gran  Bretaña 
y  los  Países  Bajos  (1895)  al  arbitraje  del  emperador  de  Rusia, 
M.  de  Martens,  delegado  al  efecto  por  su  soberano,  falló  man- 
dando á  los  últimos  pagar  8.550  libras  esterlinas  de  indemni- 
zación con  otras  250  por  costas  (18/25  de  Febrero  de  1897),  sen- 
tencia que  ha  sido  objeto  de  bastante  crítica. 


FIN  DEL  TOMO  PRIMERO 
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